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BOLETIN JUDICIAL

C. por A., Pág. 1933; Anol Egofete Noel y compartes, Pág.
1938; Comercial Union Assurance Company, Pág. 1943;
Fernando Lugo Céspedes y compartes, Pág. 1952; Osvaldo
A. Abréu y compartes, Pág. 1957; Julián Nova y compartes,
Pág. 1962; Sucs. de Remigio Contreras Severino, Pág. 1967;
Dr. Ponciano Rondón Sánchez, Pág. 1973; Rafael E. Con-
treras y compartes, Pág. 1981; José E. Sabino Rondón, Pág.
1988; Flavio Pérez, Pág. 1955; Félix de la Rosa Claudio,
Pág. 1999; Fabio García Morales y compartes, Pág. 2005;
'LABOR DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA,
DURANTE EL MES DE OCTUBRE DEL 1982, Pág. 2012•

SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE OCTUBRE DEL 1982 No.
1

Sentencia impugnada: Corte de ApelaCión de Santo Domin-
go, de fecha 11 de marzo de 1977.

Materia: Civil.

Recurrente (s): AEROTRADE, Inc.,

Abogado (s): Dres. Salvador Cornielle Segura y Ramón
Pina Acevedo.

Recurrido: (s): Elías J. Bezzi,

Abogado (s):Dres. R. E. Gómez Buret, Porfirio Néstor
Basora y Alberto Carías Dominici.

Interviniente (s):

Abogado (s ):

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo

.:Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día lro. del
mes de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia,

-y 119' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aerotrade
Inc., sociedad comercial organizada de conformidad con
las Leyes de los Estados Unidos de Norteamérica, con su
domicilio principal en los Estados Unidos, contra la senten-
cia dictada por la Coite de Apelación de Santo Domingo, en.t
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sus atribuciones civiles, el 11 de marzo de 1977, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. R. E. Gómez Buret, por sí y por los Doctores

Porfirio Néstor Basora y Alberto Cartas Dominici, abo-
gados del recurrido, en la lectura de sus conclusiones, re
currido que lo es Elías J. Bezzi, dominicano, mayor de
edad, empleado privado, cédula No. 3112, serie 65, domi
ciliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, deposi-
tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 12
de abril de 1977, suscrito por sus abogados Dres. Salvador
Cornielie Seguro y Ramón Pina Acevedo, en el que se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido Elías J. Bezzi,
de fecha 25 de mayo de 1977, suscrito por sus abogados;

Visto el memorial de defensa de la recurrida Aerotrade
Internacional, Inc., suscrito por sus abogados, el 25 de abril
de 1977;

Visto el auto dictado en fecha 30 del mes de septiembre
del corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 10
de enero de 1976, la Aerotrade Inc., y Aerotrade Interna-
cional Inc., demandó al Estado Haitiano o de Haití o Go-
.bierno de Haití en cobro de pesos y validez de embargo
retentivo por ante la Cámara Civil y Comercial de la Ter-
cera Ci rcunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, la cual dictó en sus atribuciones civiles

una sentencia el día 9 de marzo de 1976, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto
pronunciado en audiencia contra el Gobierno de
Haití, Estado de Haití o Haitiano, parte demandada,
por falta de constituir o concluir; SEGUNDO: Aco-
ge, por las razones y motivos precedentemente expues-
tos las conclusiones formuladas en audiencia por la parte
demandante Aerotrade Inc., Aerotrade Internacional
Inc., y, en consecuencia, condena a la parte de-
mandada antes mencionada, a pagar a la demandante: a)
la suma de Un millón doscientos ochenta y nueve mil dos-
cientos veinticuatro dólares con noventa y nueve centavos
(US$1,289,224.99), que le adeuda por concepto especificado
en la demanda de que se trata; b) los intereses legales
correspondientes, sobre dicha suma a partir del día de la
demanda; c) todas las costas causada y por causarse en la
presente instancia, distraídas en provecho de los abogados
Dres. Adonis Ramírez Moreta, Salvador Cornielle Segura y
Ramón Pina Acevedo, quienes afirman haberlas avanzado
en su mayor parte; TERCERO: Declara bueno y válido por
regular en la forma y justo en el fondo, todo el
procedimiento de embargo retentivo llevado _ a
cabo por la parte demandante Aerotrade Inc.,
Aerotrade Internacional Inc., contra la parte deman-
dada de Haití o Haitiano y en manos de los
terceros embargados, Banco de Reservas de la República,
First National City Bank y sus sucursales en todo el país,
Consejo Estatal del Azúcar, la razón social Gulf and Wes-
tern Americas Corporation, (División Central Romana) y
razón social Compañía Anónima de Explotaciones Indus-
triales (Casa Vicini), según acto instrumentado por el
Ministerial Miguel Angel Segura, Alguacil Ordinario de la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, de fecha 10 de enero de 1976"; b) que
sobre el recurso de oposición de Elías J. Bezzi h., el Tri-
bunal apoderado dictó la sentencia del 27 de mayo de 1976,
que contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara bueno y válido en la forma, el recurso de
oposición interpuesto por el señor Elías Bezzi h., en su
calidad de acreedor del Gobierno de Haití, en fecha 5 de
mayo del presente año, contra sentencia dictada a favor de
Aeruftade inc., y Aerotrade Internacional Inc., el 9 de mar-
zo de 1976; SEGUNDO: Declara la incompetencia de este
Tribunal para conocer de la demanda intentada contra el
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sus atribuciones civiles, el 11 de marzo de 1977, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. R. E. Gómez Buret, por sí y por los Doctores

Porfirio Néstor Basora y Alberto Çarías Dominici, abo-
gados del recurrido, en la lectura de sus conclusiones, re
currido que lo es Elías J. Bezzi, dominicano, mayor de
edad, empleado privado, cédula No. 34112, serie 65, domi
ciliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, deposi-
tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 12
de abril de 1977, suscrito por sus abogados Dres. Salvador
Cornielie Seguro y Ramón Pina Acevedo, en el que se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido Elías J. Bezzi,
de fecha 25 de mayo de 1977, suscrito por sus (.1bogados;

Visto el memorial de defensa de la recurrida Aerotrade
Internacional, Inc., suscrito por sus abogados, el 25 de abril
de 1977;

Visto el auto dictado en fecha 30 del mes de septiembre
del corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 10
de enero de 1976, la Aerotrade Inc., y Aerotrade Interna-
cional Inc., demandó al Estado Haitiano o de Haití o Go-
bierno de Haití en cobro de pesos y validez de embargo
retentivo por ante la Cámara Civil y Comerchl de la Ter-
cera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, la cual dictó en sus atribuciones civiles
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una sentencia el día 9 de marzo de 1976, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto
pronunciado en audiencia contra el Gobierno de
Haití, Estado de Haití o Haitiano, parte demandada,
por falta de constituir o concluir; SEGUNDO: Aco-
ge, por las razones y motivos precedentemente expues-
tos las conclusiones formuladas en audiencia por la parte
demandante Aerotrade Inc., Aerotrade Internacional
Inc., y, en consecuencia, condena a la parte de-
mandada antes mencionada, a pagar a la demandante: a)
la suma de Un millón doscientos ochenta y nueve mil dos-
cientos veinticuatro dólares con noventa y nueve centavos
(US$1,289,224.99), que le adeuda por concepto especificado
en la demanda de que se trata; b) los intereses legales
correspondientes, sobre dicha suma a partir del día de la
demanda; c) todas las costas causada y por causarse en la
presente instancia, distraídas en provecho de los abogados
Dres. Adonis Ramírez Moreta, Salvador Cornielle Segura y
Ramón Pina Acevedo, quienes afirman haberlas avanzado
en su mayor parte; TERCERO: Declara bueno y válido por
regular en la forma y justo en el fondo, todo el
procedimiento de embargo retentivo llevado _ a
cabo por la parte demandante Aerotrade Inc.,
Aerotrade Internacional Inc., contra la parte deman-
dada de Haití o Haitiano y en manos de los
terceros embargados, Banco de Reservas de la República,
First National City Bank y sus sucursales en todo el país,
Consejo Estatal del Azúcar, la razón social Gulf and Wes-
tern Americas Corporation, (División Central Romana) y
razón social Compañía Anónima de Explotaciones Indus-
triales (Casa Vicini), según acto instrumentado por el
Ministerial Miguel Angel Segura, Alguacil Ordinario de la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, de fecha 10 de enero de 1976"; b) que
sobre el recurso de oposición de Elías J. Bezzí h., el Tri-
bunal apoderado dictó la sentencia del 27 de mayo de 1976,
que contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara bueno y válido en la forma, el recurso de
oposición interpuesto por el señor Elías Bezzi h., en su
calidad de acreedor del Gobierno de Haití, en fecha 5 de
mayo del presente año, contra sentencia dictada a favor de
Aerutiade Inc., y Aerotrade Internacional Inc., el 9 de mar-
zo de 1976; SEGUNDO: Declara la incompetencia de este
Tribunal para conocer de la demanda intentada contra el
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Gobierno de Haití, por Aerotrade Inc., y Aerotrade Inter-
nacional Inc., y en consecuencia; al acoger las conclusiones
del señor Elías Bezzi h., en su calidad de acreedor del
Gobierno de Haití; TERCERO: Se declara ésta Cámara
Civil y Comercial, incompetente para conocer y decidir
sobre la demánda intentada por Aerotrade Inc. y Aero-
trade Internacional Inc., contra el Gobierno de Haití, y se
revoca en consecuencia, la sentencia del 8 de marzo de 1976,
dictada por ésta Cámara, a cargo del Gobierno de Haití, que
declara bueno y válido el embargo retentivo practicado por
Aerotrade Inc. y Aerotrade Internacional Inc. contra el
First National City Bank, Consejo Estatal del Azúcar, Gulf
and Western Americas Corporation (División Central
Romana), y Compañía Anónima de Explotaciones Indus-
triales (Casa VicinD ,- por ser incompetente ésta Cámara
Civil y Comercial para conocer y decidir sobre esa deman-
da; CUARTO: Se condena en costas a Aerotrade Inc. y
Aerotrade Internacional Inc. con distracción a favor de los
Dres. Porfirio Néstor Basora Puello, Alberto Carías Do-
minici y R. E. Gómez Buret, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte"; c) que sobre recurso de
apelación de la recurrente y de Aerotrade Internacional
Inc., intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo
dice así : "FALLA: PRIMERO: Admite como_ regular y
válido, en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por Aerotrade Inc., y Aero-
trade Internacional Inc., contra sentencia dicta-
da en sus atribuciones civiles y en fecha 27 de-
marzo de 1976, por la Cámara Civil y Comercial de la Ter-
cera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, por haber sido hecho de acuerdo con las
formalidades legales; SEGUNDO: Ratifica el defecto
pronunciado en audiencia contra el Estado Haitiano o de
Haití o Gobierno de Haití; TERCERO: Rechaza las con-
clusiones formuladas en audiencia por Aerotrade Inc. y
Aerotrade Internacional Inc. por improcedente; CUARTO:
Confirma en todas sus partes la sentencia, objeto del pre-
sente recurso de apelación dictada en fecha 27 de mayo de
1976, por la Cámara Civil y Comercial de la Tercera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional; CUARTO: Reserva las costas del
procedimiento";

Considerando, que la r ecurrente propone contra la sen
tencia impugnada los siguientes medios de casación:

Primer Medio: Violación de las disposiciones de los ar-
tículos 157, 158, 159, 160, 161, 162, 475, 478 y 479 del Código de
Procedimiento Civil; Establecimiento ultra-petita; Segun-

do medio: Violación de las disposiciones de los artículos 168
y 169 del Código de Procedimiento Civil; Tercer Medio:
Ausencia o Falta absoluta de motivos en la sentencia im-
pugnada así como insuficiencia en la enunciación y descrip-
ción de los hechos de la causa, que generan una violación de
los artículos 65-3ro. de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, 141 del Código de Procedimiento Civil; Cuarto
Medio: Desnaturalización de los hechos y falta de base
legal; Quinto Medio: Desnaturalización y desconocimiento
de las pruebas del proceso. Desnaturalización de los hechos
de la causa (otro aspecto) ; 	 •

Considerando, que en su primer medio la recurrente
alega, en síntesis, que el recurso de oposición interpuesto
por Elías J. Bezzi, era inadmisible, en razón de que no fue
parte en el proceso que culminó con la sentencia en defecto
dictada por la jurisdicción del primer grado el 9 de marzo
de 1976; que el recurso que procedía, según alega la recu-
rrente, era el de tercería; que, además, el oponente en vez
de adherirse a las acreedoras demandantes para obtener el
cobro de su crédito, repartiendo a prórrota con éstas, lo que
hace es obstaculizar el procedimiento seguidos por ellas;
pero,

Considerando, que para admitir el recurso de oposición,
la Corte a-qua se fundamentó en que Elías Bezzi actuó en su
calidad de acreedor del Estado Haitiano o de Haití o Go-
bierno de Haití, y que en tal calidad ejerció en nombre de su
deudor un derecho que correspondía a éste en virtud del ar-
tículo 1166 del Código Civil;

Considerando, que, si bien es verdad, que, en principio,
sólo las partes en el proceso pueden ejercer los recursos
contra las sentencias, el artículo 1166 del Código Civil facul-
ta a los acreedores a ejercer los derechos y acciones de su
deudor, salvo aquellos unidos exclusivamente a la persona,
cuando se muestren negligentes; que las vías de recurso
contra las sentencias son derechos que no están unidos ex-
clusivamente a la persona, sino que pueden ser ejercidos
por los acreedores en nombre de su deudor, si éstos han sido
negligentes en hacerlo, a condición de que el plazo del re-
curso no haya expirado;

Considerando, que la circunstancia de que en la especie
'procediera o no el recurso de tercería, no es obstáculo para
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Primer Medio: Violación de las disposiciones de los ar-
tículos 157, 158, 159, 160, 161, 162, 475, 478 y -179 del Código de
Procedimiento Civil; Establecimiento ultra-petita; Segun-
do medio: Violación de las disposiciones de los artículos 168
y 169 del Código de Procedimiento Civil; Tercer Medio:
Ausencia o Falta absoluta de motivos en la sentencia im-
pugnada así como insuficiencia en la enunciación y descrip-
ción de los hechos de la causa, que generan una violación de
los artículos 65-3ro. de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, 141 del Código de Procedimiento Civil; Cuarto
Medio: Desnaturalización de los hechos y falta de base
legal; Quinto Medio: Desnaturalización y desconocimiento
de; las pruebas del proceso. Desnaturalización de los hechos
déla causa ( otro aspecto);

Considerando, que en su primer medio la recurrente
alega, en síntesis, que el recurso de oposición interpuesto
por Elías J. Bezzi, era inadmisible, en razón de que no fue
-parte en el proceso que culminó con la sentencia en defecto
dictada por la jurisdicción del primer grado el 9 de marzo
de 1976; que el recurso que procedía, según alega la recu-
rrente, era el de tercería ; que, además, el oponente en vez
de adherirse a las acreedoras demandantes para obtener el
cobro de su crédito, repartiendo a prórrota con éstas, lo que
hace es obstaculizar el procedimiento seguidos por ellas;
pero,

Considerando, que para admitir el recurso de oposición,
la Corte a-qua se fundamentó en que Elías Bezzi actuó en su
calidad de acreedor del Estado Haitiano o de Haití o Go-
bierno de Haití, y que en tal calidad ejerció en nombre de su
deudor un derecho que correspondía a éste en virtud del ar-
tículo 1166 del Código Civil;

Considerando, que, si bien es verdad, que, en principio,
sólo las partes en el proceso pueden ejercer los recursos
contra las sentencias, el artículo 1166 del Código Civil facul-
ta a los acreedores a ejercer los derechos y acciones de su
deudor, salvo aquellos unidos exclusivamente a la persona,
cuando se muestren negligentes; que las vías de recurso
contra las sentencias son derechos que no están unidos ex-
clusivamente a la persona, sino que pueden ser ejercidos
por los acreedores en nombre de su deudor, si éstos han sido
negligentes en hacerlo, a condición de que el plazo del re-
curso no haya expirado;

Considerando, que la circunstancia de que en la especie
procediera o no el recurso de tercería, no es obstáculo para
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Gobierno de Haití, por Aerotrade Inc., y Aerotrade Inter-
nacional Inc., y en consecuencia, al acoger las conclusiones
del señor Elías Bezzi h., en su calidad de acreedor del
Gobierno de Haití; TERCERO: Se declara ésta Cámara
Civil y Comercial, incompetente para conocer y decidir
sobre la demánda intentada por Aerotrade Inc. y Aero-
.trade Internacional Inc., contra el Gobierno de Haití, y se
revoca en consecuencia, la sentencia del 8 de marzo de 1976,
dictada por ésta Cámara, a cargo del Gobierno de Haití, que
declara bueno y válido el embargo retentivo practicado por
Aerotrade Inc. y Aerotrade Internacional Inc. contra el
First National City Bank, Consejo Estatal del Azúcar, Gulf
and Western Americas Corporation (División Central
Romana), y Compañía Anónima de Explotaciones Indus-
triales (Casa Vicini),- por ser incompetente ésta Cámara
Civil y Comercial para conocer y decidir sobre esa deman-
da; CUARTO: Se condena en costas a Aerotrade Inc. y
Aerotrade Internacional Inc. con distracción a favor de los
Dres. Porfirio Néstor Basora Puello, Alberto Carías Do-
minici y R. E. Gómez Buret, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte"; c) que sobre recurso de
apelación de la recurrente y de Aerotrade Internacional
Inc., intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido, en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por Aerotrade Inc., y Aero-
trade Internacional Inc., _ contra sentencia dicta-
da en sus atribuciones civiles y en fecha 27 da-
marzo de 1976, por la Cámara Civil y Comercial de la Ter-
cera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, por haber sido hecho de acuerdo con las
formalidades legales; SEGUNDO: Ratifica el defecto
pronunciado en audiencia contra el Estado Haitiano o de
Haití o Gobierno de Haití; TERCERO: Rechaza las con-
clusiones formuladas en audiencia por Aerotrade Inc. y
Aerotrade Internacional Inc. por improcedente; CUARTO:
Confirma en todas sus partes la sentencia, objeto del pre-
sente recurso de apelación dictada en fecha 27 de mayo de
1976, por la Cámara Civil y Comercial de la Tercera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional; CUARTO: Reserva las costas del
procedimiento";

Considerando, que la r ecurrente propone contra la sen
tencia impugnada los dguientes medios de casación:
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que el acreedor actuando en nombre de su deudor, prefiera
utilizar la vía de la oposición que correspondía a éste que
ejercer una tercería en su propio nombre;

Considerando, que la intervención del acreedor no tiene
por finalidad necesaria y exclusiva, la de obtener la rea-
lización de los bienes del deudor para repartir su producto
con los demás acreedores, sino que también puede perse-
guir la exclusión de otro acreedor que pretenda concurri
con él;

Considerando, que, en consecuencia, el medio examinado
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su segundo medio la recurrente in-
voca violación de los artículos 168, y 169 del Código d Pro-
cedimiento Civil, arguyendo que la incompetencia pronun-
ciada por la Corte a-qua es una incompetencia territorial
que sólo podía ser opuesta por el demandado, quien nunca
presentó tal excepción; que por otra parte, "se trataba de
juzgar un negocio comercial realizado por el Estado Hai-
tiano como persona privada o sea como comerciante con
otro comerciante a quien no quería y no quiere pagar";
pero,

Considerando, que es norma en el derecho internacional
que un gobierno extranjero no puede ser sometido a la juris-
dicción dominicana, en razón de los compromisos que ha
contratado con un dominicano; que el artículo 14 del Código
Civil sólo es aplicable a las obligaciones formadas entre
particulares pertenecientes a Estados diferentes; que ese
principio tiene aplicación sea cual sea la naturaleza del acto
realizado por el gobierno extranjero y la calidad en que éste
actúa;

Considerando, que esa incompetencia fundada en el res-
peto a la soberanía de los Estados, tiene un carácter ab-
soluto y de orden público internacional, por lo cual puede
ser opuesta por cualquier interesado y en cualquier estado
de la causa, incluso por primera vez en casación, y
declarada de oficio por el Tribunal;

Considerando, que en tal virtud, el segundo medio in-
vocado por la recurrente carece también de fundamento ydebe ser desestimado;

Considerando, que en lso tercer, cuarto y quinto medios,
reunido:3 por su estrecha rclaci:5n, la re(.....:rrcrite alega falta
de motivos, insuficiencia en la enunciación y descripción de
los hechos, desnaturalización de estos y de las pruebas del

proceso, así como desconocimiento de éstas; pero,
Considerando, que contrariamente a lo alegado por la

recurrente, el examen de la sentencia impugnada revela
que la misma contiene una exposición completa de los
hechos de la causa, tal como fueron comprobados por la
Corte a-qua, mediante la ponderación de los elementos de
prueba aportados a la instrucción del proceso, así como
motivos suficientes que justifican su dispositivo, lo que ha
permit ido a esta Suprema Corte apreciar que en la especie
se ha hecho una correcta aplicación de la Ley; que de los
hechos enumerados en su memorial por la recurrente, de
que no fueron objeto de motivación por parte de la Corte a-
gua, el examen de la sentencia pone de manifiesto que los
marcados con las letras a), b) y c), fueron debidamente
apreciados y motivados por ella, que el marcado con la
letra d) es una simple afirmación sin trascendencia ni in-
fluencia en la solución de la litis, y en cuanto al último mar-
cado con la letrz e), como la Corte a-qua no decidió al fondo
del proceso, sino que se limitó a declarar su incompetencia
para conocer el mismo, confirmando así la sentencia de
primer grado, es obvio que no pudo desconocer el crédito de
la recurrente; que, en esas condiciones, los medios que se
analizan carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Aerotrade Inc., contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
sus atribuciones civiles, el 11 de marzo de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Condena a la recurrente al pago de las costas,
ordenando su distracción a favor de los Doctores Porfirio
Néstor Basora, Abelardo Carías Dominici y R. E. Gómez
Buret, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad:

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goiocochea
S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico: (Firmado): Miguel Jacobo.



17411
	

BOLETIN JUDICIAL

que el acreedor actuando en nombre de su deudor, prefiera
utilizar la vía de la oposición que correspondía a éste que
ejercer una tercería en su propio nombre;

Considerando, que la intervención del acreedor no tiene
por finalidad necesaria y exclusiva, la de obtener la rea-
lización de los bienes del deudor para repartir su producto
con los demás acreedores, sino que también puede perse-
guir la exclusión de otro acreedor que pretenda concurrí
con él;

Considerando, que, en consecuencia, el medio examinado
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su segundo medio la recurrente in-
voca violación de los artículos 168, y 169 del Código d Pro-
cedimiento Civil, arguyendo que la incompetencia pronun-
ciada por la Corte a-qua es una incompetencia territorial
que sólo podía ser opuesta por el demandado, quien nunca
presentó tal excepción; que por otra parte, "se trataba de
juzgar un negocio comercial realizado por el Estado Hai-
tiano como persona privada o sea como comerciante con
otro comerciante a quien no quería y no quiere pagar";
pero,

Considerando, que es norma en el derecho internacional
que un gobierno extranjero no puede ser sometido a la juris-
dicción dominicana, en razón de los compromisos que ha
contratado con un dominicano; que el artículo 14 del Código
Civil sólo es aplicable a las obligaciones formadas entre
particulares pertenecientes a Estados diferentes; que ese
principio tiene aplicación sea cual sea la naturaleza del acto
realizado por el gobierno extranjero y la calidad en que éste
actúa ;

Considerando, que esa incom petencia fundada en el res-
peto a la soberanía de los Estados, tiene un carácter ab-
soluto y de orden público internacional, por lo cual puede
ser opuesta por cualquier interesado y en cualquier estado
de la causa, incluso por primera vez en casación, y
declarada de oficio por el Tribunal:

Considerando, que en tal virtud, el segundo medio in-
vocado por la recurrente carece también de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, que en Iso tercer, cuarto y quinto medios,
reunidos por su estrecha relación, la re‹..-.zrrente a:egr. falta
de motivos, insuficiencia en la enunciación y descripción de
los hechos, desnaturalización de estos y de las pruebas del
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proceso, así como desconocimiento de éstas; pero,
Considerando, que contrariamente a lo alegado por la

recurrente, el examen de la sentencia impugnada revela
que la misma contiene una exposición completa de los
hechos de la causa, tal como fueron comprobados por la
Corte a-qua, mediante la ponderación de los elementos de
prueba aportados a la instrucción del proceso, así como
motivos suficientes que justifican su dispositivo, lo que ha
permitido a esta Suprema Corte apreciar que en la especie
se ha hecho una correcta aplicación de la Ley; que de los
hechos enumerados en su memorial por la recurrente, de
que no fueron objeto de motivación por parte de la Corte a-
qua, el examen de la sentencia pone de manifiesto que los
marcados con las letras a), b) y e), fueron debidamente
apreciados y motivados por ella, que el marcado con la
letra d) es una simple afirmación sin trascendencia ni in-
fluenCia en la solución de la litis, y en cuanto al último mar-
cado con la letra e), como la Corte a-qua no decidió al fondo
del proceso, sino que se limitó a declarar su incompetencia
para conocer el mismo, confirmando así la sentencia de
primer grado, es obvio que no pudo desconocer el crédito de
la recurrente; que, en esas condiciones, los medios que se
analizan carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Aerotrade Inc., contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
sus atribuciones civiles, el 11 de marzo de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Condena a la recurrente al pago de las costas,
ordenando su distracción a favor de los Doctores Porfirio
Néstor Basora, Abelardo Carías Dominici y R. E. Gómez
Buret, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad:

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goiocochea
S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico: (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECIIA 1ro. DE OCTUBRE DEL 1982 No.
2

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1ro. de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María del
Rosario Espinosa, dominicana, mayor de edad, soltera,
residente en la calle 30 No. 31, del Ensanche Luperón, de es-
ta ciudad, cédula No. 145878, serie. ira., contra la sentencia
dictada el 8 de junio de 1978, en sus atribuciones correc-
cionales, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictáMen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de la
Cámara a-qua, el 9 de junio de 1978, a requerimiento de la
propia recurrente en la cual no se propone ningún medio de
casación;
• Visto el auto dictado en fecha 30 de septiembre del co-

rriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicaba calidad, dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C.,
Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley de Asis-
tencia Obligatoria de los hijos menores de 18 años, No. 2402,
del 10 de junio de 1950, modificada en cuanto a la competen-
cia por la Ley 385 del 1964; y 1 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella de la actual recurrente contra
Felipe Suárez Pineda, residente en la calle cuan Erazo No.
290 de esta ciudad, para que cumpliera con sus obligaciones
de padre de sus hijos Noda Veruca de dos años de edad y
Claudio Suárez de 3 meses de edad, procreados por ambos,
11 Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Dis-
trito Nacional, dictó en sus atribuciones correccionales el 17
de abril de 1978 una sentencia cuyo dispositivo se menciona
más adelante; b) que, sobre apelación del ahora recurrido
Felipe Suárez Pineda intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:

PRIMERO: Declara, bueno y válido el recurso de apelación
hecho por Felipe Suárez Pineda, contra la sentencia No. 914
de fecha 17 de abril de 1978, dictada por el Juzgado de Paz
de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional, que lo
condenó a pagar una pensión alimenticia de RD$100.00
mensuales en favor de los menores procreados con la
señora María del Rosario Espinosa, ejecutoria a partir de
la fecha de la querella; en la forma y en cuanto al fondo,
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Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Distrito
Nacional, de fecha 8 de junio de 1978.
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Recurrente (s): María del Rosario Espinosa
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día .1ro. de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María del
Rosario Espinosa,. dominicana, mayor de edad, soltera,
residente en la calle 30 No. 31, del Ensanche Luperón, de es-
ta ciudad, cédula No. 145878, serie lra., contra la sentencia
dictada el 8 de junio de 1978, en sus atribuciones correc-
cionales, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la

Vileisigtallbellicaactdecasación levantada en la Secretaría de la
Cámara a-qua, el 9 de junio de 1978, a requerimiento de la
propia recurrente en la cual no se propone ningún medio de

1 auto dictado en fecha 30 de septiembre del co-
re :iliseainscttieoó n
 el
	

di
año 1982, porr el Magistrado Manuel D. Bergés

Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicaba calidad, dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C.,
Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley de Asis-
tencia Obligatoria de los hijos menores de 18 años, No. 2402,
del 10 de junio de 1950, modificada en cuanto a la competen-
cia por la Ley 385 del 1964; y 1 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella de la actual recurrente contra
Felipe Suárez Pineda, residente en la calle Juan Erazo No.
290 de esta ciudad, para que cumpliera con sus obligaciones
de padre de sus hijos Noda Veruca de dos años de edad y
Claudio Suárez de 3 meses de edad, procreados por ambos,
01 Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Dis-
trito Nacional, dictó en sus atribuciones correccionales el 17
de abril de 1978 una sentencia cuyo dispositivo se menciona
más adelante; b) que, sobre apelación del ahora recurrido
Felipe Suárez Pineda intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara, bueno y válido el recurso de apelación
hecho por Felipe Suárez Pineda, contra la sentencia No. 914
de fecha 17 de abril de 1978, dictada por el Juzgado de Paz
de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional, que lo
condenó a pagar una pensión alimenticia de RD$100.00
mensuales en favor de los menores procreados con la
señora María del Rosario Espinosa, ejecutoria a partir de
la fecha de la querella; en la forma y en cuanto al fondo,
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revoca, la sentencia recurrida en cuanto al monto de la pen-
sión que se fija en Cincuenta pesos (RD$50.00) mensuales y
confirma la sentencia en sus demás aspectos; SEGUNDO:
-Condena, al recurrente al pago de las costas del procedi-
miento" ;

Considerando, que para fallar como lo hizo el Juez a-quo
tuvo en cuenta las condiciones económicas del padre Felipe
Suárez y las necesidades de los menores, así como las cir-
cunstancias reveladas ante la Cámara de que además tenía
que atender las necesidades de sus padres y esposa, que al
reducir la pensión alimenticia a la suma fijada en la senten-
cia ahora impugnada, ha hecho una correcta interpretación
de la Ley, por la cual el recurso de casación debe ser re-
chazado;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por María del Rosario Espinosa, contra la sen-
tencia dictada el 9 de junio de 1978, por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces 'lue figuran en su encabezamiento, en la
audiencia públic,.. del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico: (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE OCTUBRE DEL 1982 No.

3

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, de fecha 12 de noviembre de 1976.

Materia : Correccional.

Recurrente (s):Ramón Antonio Mejía Cortorreal, Manuel
Francisco Nolasco, y la Compañía Unión de Seguros, C. por
A.,

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s)

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día lro. del
mes de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia,
y 119' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia :

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
Antonio Mejía Cortorreal, dominicano, mayor de edad,
casado, chofer, cédula No. 6166, serie 71, domiciliado en

Nagua; Manuel Francisco Nolasco Pimentel, dominicano,
mayor de edad, casado, cédula No. 19206, serie 56, domi-
ciliado en la ciudad de San Francisco de Macorís; y la Com-
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revoca, la sentencia recurrida en cuanto al monto de la pen-
sión que se fija en Cincuenta pesos (RD$50.00) mensuales y
confirma la sentencia en sus demás aspectos; SEGUNDO:
-Condena, al recurrente al pago de las costas del procedi-
.miento";

Considerando, que para fallar como lo hizo el Juez a-quo
tuvo en cuenta las condiciones económicas del padre Felipe
Suárez y las necesidades de los menores, así como las cir-
cunstancias reveladas ante la Cámara de que además tenía
que atender las necesidades de sus padres y esposa, que al
reducir la pensión alimenticia a la suma fijada en la senten-
cia ahora impugnada, ha hecho una correcta interpretación
de la Ley, por la cual el recurso de casación debe ser re-
chazado ;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por María del Rosario Espinosa, contra la sen-
tencia dictada el 9 de junio de 1978, por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castíllo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piria, Illguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces lue figuran en su encabezamiento, en la
audiencia públic. riel día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico: (Firmado): Miguel Jacobo.

sENTENCIA DE FECHA lro. DE OCTUBRE DEL 1982 No.

3

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de San Francisco

de Macorís, de fecha 12 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente (s):Ramón Antonio Mejía Cortorreal, Manuel
Francisco Nolasco, y la Compañía Unión de Seguros, C. por
A.,

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s)

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peria, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, y
Abelardo Herrera Piria, asistidos del Secret ario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día lro. del
mes de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia,
y 119' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casac ión, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
Antonio Mejía Cortorreal, dominicano, mayor de edad,
casado, chofer, cédula No. 6166, serie 71, domiciliado en
Nagua; Manuel Francisco Nolasco Pimentel, dominicano,
mayor de edad, casado, cédula No. 19206, serie 56, domi-
ciliado en la ciudad de San Francisco de Macorís ; y la Com-
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pariía Unión de Seguros, C. por A. domiciliada en la ciudad
de Santiago; contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, en fecha 12 de noviembre de 1976, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;	 -
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 9 de diciembre de
1976, a requerimiento del Dr. César Antonio Mejía, de la
persona puesta en causa como civilmente responsable
Manuel Francisco Nolasco Pimentel y de la Compa ñía
Unión de Seguros, C. por A., acta en la que no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 30 del mes de septiembre
del corriente ario 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peria, Hugo H. G-oicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera Piria, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y 1, 37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casac ión ;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se ref iere, consta lo siguiente: a ) que
con motivo de un accidente de tránsito en que resultó una
persona fallecida, la Primera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, dictó en
sus atribuciones correccionales, y en fecha 12 de febrero de
1976 una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos contra dicha senten-
cia intervino el fallo ahora impugnado cuyo dispositivo es el

"FALLA: PRIMERO: Se declara re:ular y
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. César Darío Pimentel Ruiz, a , nombre y
representación del prevenido Ramón Antonio Mejía Por- -
torreal, la persona civilmente responsable Manuel Francis
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co Nolasco Pimentel y la compañía aseguradora, Unión de
Seguros, C. por A., contra sentencia correccional No. 74 de
fecha 12 del mes de febrero del ario 1976, dictada por la
Primera Cámara Penal de este Distrito Judicial de Duarte,
cuyo dispositivo dice así: `Falla: Primero: Se declara

buena y válida la constitución en parte civil hecha por el
serior Vidal Escolásticos, hijo del fenecido Juan Esco-
lásticos Núñez, hecha por sus abogados Dres. Isidro Rafael
Rivas Durán y Enrique Paulino Then, contra los seriores
Manuel Nolasco Pimentel y Ramón Antonio Mejía Porto-
rreal, así como contra la Compariía Unión de Seguros, C.
por A., por ser regular en la forma y justa en el fondo;
Segundo : Se declara al nombrado Ramón Antonio Mejía
Portorreal, culpable de violar la Ley No. 241, en perjuicio
del serior Juan Escolástico Núñez y en consecuencia se con-
dena al pago de una multa de RD$50.00 (cincuenta pesos
oro) y al pago de las costas penales; Tercero: Se declara al
nombrado Manuel Francisco Nolasco Pimentel no culpable
del hecho puesto a su cargo ( violación a la Ley No. 241) y en
consecuencia se Descarga por no haber violado ninguna
disposición a la referida Ley; Cuarto: Se condenan los nom-
brados Ramón Antonio Mejía y Manuel Francisco Nolasco
Pimentel, al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas et provecho de los Dres. Isidro Rafael Rivas D., y
Enrique Paulino Then, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad; Quinto: Se condena al prevenido Ramón
Antonio Mejía Portorreal y Manuel Francisco Nolasco
Pimentel, persona civilmente responsable al pago de una
indemnización de RD$20,000.00 ( veinte mil pesos oro) en
favor del serior Vidal Escolástico, como justa reparación de
los daños morales y materiales sufridos en el presente
caso; Sexto: Se declara la presente sentencia oponible y
ejecutoria contra la Com pañía Unión de Seguros, C. por A.,
entidad aseguradora del vehículo causante del accidente' ;
SEGUNDO: Se modifica el ordinal Quinto de la sentencia
apelada, en cuanto al monto de la indemnización al serior
Vidal Escolástico, y la Corte obrando por propia autoridad,
fija en RD$4,000.00 (cuatro mil pesos oro) la indemnización
que al prevenido Ramón Antonio Mejía Portorreal y la per-
sona civilmente responsable serior Manuel Francisco
Nolasco Pimentel, deberán pagar solidariamente a la parte
civil constituida Vidal Escolástico como justa reparación
de los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por
dicha parte, como consecuencia de la muerte de su padre
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pariía Unión de Seguros, C. por A. domiciliada en la ciudad
de Santiago; contra la sentencia clictada en sus atribuciones
correccionales, por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, en fecha 12 de noviembre de 1976, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República ;
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Secretaría de la Corte a-qua en fecha 9 de diciembre de
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Manuel Francisco Nolasco Pimentel y de la Compa ñía
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conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peria, Hugo H. G-oicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;
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"FALLA: PRIMERO: Se declara re:ular y
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. César Darío Pimentel Ruiz, a, nombre
representación del prevenido Ramón Antonio Mejía Por
torreal, la persona civilmente responsable Manuel Francis
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co Nolasco Pimentel y la compariía aseguradora, Unión de
seguros, C. por A., contra sentencia correccional No. 74 de
fecha 12 del mes de febrero del año 1976, dictada por la
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Juan Escolástico Núriez, imputada al prevenido ; TER-
CERO: Confirma la sentencia apelada en sus demás aspec-
tos ; CUARTO : Condena al prevenido al pago de las costas
penales de su recurso y conjunta y solidariamente con la
persona civilmente responsable al pago de las costas ci-
viles, ordenando su distracción en favor de los Dres. R.
Isidro Rivas y Enrique Paulino Then, abogados quienes
afírman haberlas avanzado en su totalidad ; QUINTO : Se
declara la presente sentencia en el aspecto civil, común,
oponible y ejecutoria contra la Compañía Aseguradora
Unión de Seguros, C. por A., en virtud de la Ley No. 4117-;

Considerando, en cuanto a los recursos interpuestos por
Manuel Francisco Nolasco Pimentel, persona puesta en
causa como civilmente responsable, y la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., que dichos recurrentes ni en el acta
declaratoria de sus recursos, ni posteriormente, han ex-
puesto los medios en que lo fundan, como lo exige, a pena de
nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación ; que en consecuencia dichos recursos deben ser
declarados nulos, y solamente se procederá al examen del
recurso del prevenido;

En cuanto al recurso del prevenido:

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declara a Ra-
món Antonio Mejía, culpable del hecho puesto a su cargo,
dio por establecido lo siguiente: a ) que el día 24 de noviem-
bre de 1975, mientras el prevenido Ramón Antonio Mejía
Portorreal manejaba el automóvil placa No. 143-723 por la
carretera que conduce de San Francisco de Macorís a
Nagua, al Ilegar al tramo de Jobobán, del Municipio de
Villa Riva, atropelló a Juan Escolástico, produciéndole
lesiones corporales que le causaron la muerte; b) que el
hecho ocurrió porque el prevenido al notar la presencia del
peatón que trataba de cruzar la carretera, no tomó las más
elementales medidas de precaución, pues en el lugar del
hecho había una curva y el prevenido que corría a una
velocidad de 50 kilómetros por hora no pudo frenar el ve-
hículo cuando vio al peatón en la carretera;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y he-
ridas por imprudencia, previsto en el artículo 49 inciso lro.
de la Ley No. 241 de 1967 y castigado por dicho texto legal
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con las penas de prisión de 2 a 5 arios y multa de RD$500.00
a RD$2,000.00 pesos, si los golpes o las heridas han causado
la muerte, como ocurrió en la especie; que al condenar al
prevenido al pago de una multa de RD$50.00 pesos acogien-
do circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una
pena ajustada a la Ley ;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua apreció que el
hecho cometido por el prevenido había causado a Vidal Es-
colástico, hijo de la víctima, constituido en parte civil,
daños y perjuicios morales y materiales que evaluó en la
suma de RD$4,000.00; que la Corte a-qua al condenar al
prevenido al pago de esa suma, a título de indemnización,
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civioln;c

siderando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al in-
terés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nula los recursos
de casación interpuestos por Manuel Francisco Nolasco
Pimentel y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en
fecha 12 de noviembre de 1976, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por Ramón An-
tonio Mejía Portorreal, contra la indicada sentencia ; TER-
CERO : Condena al prevenido al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piria, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seriores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y ario, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico: (Firmado) : Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 1 DE OCTUBRE DEL 1982 No.4

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de San Cristóbal,
de fecha 29 de junio de 1978.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Milcíades B. Pimentel S., y Compañía
Dominicana de Seguros C. por A.

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente ( s ) :

Abogado ( s ) :

Dios, Patria y libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., y Abelardo Herrera Piña,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 1ro. del mes de octubre del año
1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública como Corte de Casación la
siguiente sentencia:

Sobre los recursos de Casación interpuestos por :Milcíades
B. Pimentel S., dominicano, mayor de edad, chofer, soltero.
con cédula No. 11392, serie 13, domiciliado en la calle Ma-
nuel H. Cabral No. 22 de la ciudad de San José de Ocoa, y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., con su do-
micilio social en la Avenida Independencia No. 55 de esta
ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
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el 29 de junio de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelan-
te;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 30 de junio de 1978, a re-
querimiento del Dr. Luis Castillo Mejía, abogado, cédula
No. 18933, serie 3, en representación de los recurrentes, en
la cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el auto dictado en fecha 30 de septiembre del co
rriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia; por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.
y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso
de casación de que se trata, de conformidad con las leyes
Nos. (',84 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la ley 241 de 1967, 1383
del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) con
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el lro. de
noviembre de 1975, en la ciudad de San Cristóbal, en el que
una persona resultó con lesiones corporales, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
dictó el 6 de septiembre de 1976, una sentencia correccional,
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre las
apelaciones interpuestas, intervino el fallo ahora impug-
nado en casación, cuyo dispositivo se copia a continuación:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares los recursos de
apelación interpuestos por el doctor Maximilién F. Montés
Aliés, a nombre y representación de Aníbal Domínguez,
parte civil constituida y por el doctor Luis R. Castillo Mejía,
actuando este a nombre y representación de Milcíades B.
Pimentel S. y de la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., (Sedomca), contra la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris-
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gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris-

y Compañía
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manejaba el señor Milcíades B. Pimentel Sepúlveda, en el
momento del accidente";

Considerando, en cuanto al recurso de casación de ha
la

Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., que dic
recurrente ni en el acta declarativa de su recurso, ni pos-
teriormente, ha expuesto los medios en que lo funda, como
lo exige, a pena de nulidad, el art. 37 de la Le dicho

y sobre Pro-

cedimiento de Casación; que en consecuencia,
	 Pro -

solamente se procederá al
so debe ser declarado nulo, y 
examen del recurso del prevenido;

En cuanto al recurso del prevenido

siderando, que el examen de la sentencia impugnada
Con

pone d
ue la Corte a-qua para declarar al

e manifiesto q 
pre	

B. Pimentel Sepúlveda, culpable del

hecho puesto a su ca
ilcíades

rgo, dio por establecido lo siguiente : a)

que el día lro. de noviembre de 197u5Autopistaa
tr

 Sánchez, Km. 

de San Cristóbal a Baní, manejando
Aníbal

el automóvil
Domínguez,placa 129-

-

819, de su propiedad, atropelló a
sándole lesiones corporales que curaron después de 40 y an-
tes de 60 días; b) que el hecho ocurrió por la forma torpe y
descuidada con que manejó, su vehículo el prevenido pues
éste vio al peatón y lo golpeó con el guardalododelanterba

o

derecho del vehículo en el momento en que dicho peatón i
por el paseo de la carretera;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido Pimentel, el delito de golpes y heridas

por imprudencia causada s con el manejo de un vehículo
do ende

motor, previsto por el art. 49 de la ley 241 y 
sancio

risión
nan

de 6
l

letra c) de dicho texto legal, con las penas de p 
meses a 2 arios y multa de 100.00 a 500.00 pesos si la enfer-
medad o imposibilidad de la víctima dura más
como sucedió en la especie; que al condena

r al prevenido a

pagar una multa de RD$30.00 acogien doena
circu

justa
nst

da
ancias

a la
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una p

	 a 

ley'
Considerando, que asimism o la Corte a-qua apreció que el

hecho del prevenido había causado a Aní
	

m
bal Domínguez,

constituido en parte civil, daños y perjuicios, orales y
materiales, que evaluó en la suma de RD$7a t

00.00; que in-e al

condenar al prevenido al pago de esa sumatitulo d

tóbal en fecha 6 del mes de septiembre del año 1976, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla : Primero: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil hecha por el señor
Aníbal Domínguez, por ser regular en la forma y justa en el
fondo; Segundo: Se pronuncia el defecto contra el preve-
nido Milcíades Pimentel Sepúlveda, por no haber compa-
recido no obstante quedar legalmente citado por sentencia
del 4. de agosto del año 1976; Tercero: Se declara a Mil-
cíades Pimentel Sepúlveda, culpable del delito de violación
a la Ley 241, en perjuicio de Aníbal Domínguez, y en con-
secuencia se le condena a Treinta Pesos Oro (RD$30.00) de
multa, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Cuarto: Se condena al señor Milcíades Pimentel Sepúlveda,
a pagar una indemnización a favor de Aníbal Domínguez,
de Setecientos Pesos Oro (RD$700.00), como justa repa-
ración por los daños morales y materiales sufridos por éste
como consecuencia del accidente; Quinto: Se condena al
señor Milcíades Pimentel Sepúlveda, al pago de las costas
civiles y penales, las civiles a favor del Dr. Maximilién Fer-
nando Montás Aliés, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Sexto: Se declara esta sentencia común y opo-
nible en todas sus consecuencias a la Compañía de Seguros
Dominicana, C. por A., (Sedomca ), por ser la entidad
aseguradora del vehículo en el momento del accidente;

SEGUNDO: Declara que el prevenido 1Iilcíades B. Pimen-
tel Sepúlveda, es culpable del delito de golpes y heridas,
causados involuntariamente con vehículo de motor, cu-
rables dichos golpes y heridas, después de cuarenta días y
antes de sesenta, en perjuicio de Aníbal Domínguez, en con-
secuencia, lo condena a pagar una multa de Treinta Pesos
Oro (RD$30.00), acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; TERCERO: Admite la constitución en parte
civil, y condena a la persona civilmente responsable, señor
Milcíades B. Pimentel Sepúlveda, a pagar una indemni-
zación de Setecientos Pesos Oro (RDRD$700.00), por con-
cepto de daños y perjuicios ocasionados a la parte civil,
CUARTO: Condena al prevenido y persona civilmente res-
ponsable al pago de las costas penales y civiles, y ordena la
distracción de las últimas, en provecho del doctor Maxi-
milién F. Montás Aliés, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; QUINTO: Declarar la presente sentencia, op-
nible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
(Sedomca), por ser la entidad aseguradora del vehículo que.
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tóbal en fecha 6 del mes de septiembre del año 1976, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla : Primero: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil hecha por el señor
Aníbal Domínguez, por ser regular en la forma y justa en el
fondo; Segundo: Se pronuncia el defecto contra el preve-
nido Milcíades Pimentel Sepúlveda, por no haber compa-
recido no obstante quedar legalmente citado por sentencia
del 4 de agosto del año 1976; Tercero: Se declara a Mil-
cíades Pimentel Sepúlveda, culpable del delito de violación
a la Ley 241, en perjuicio de Aníbal Domínguez, y en con-
secuencia se le condena a Treinta Pesos Oro (RD$30.00) de
multa, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Cuarto: Se condena al señor Milcíades Pimentel Sepúlveda,
a pagar una indemnización a favor de Aníbal Domínguez,
de Setecientos Pesos Oro (RD$700.00), como justa repa-
ración por los daños morales y materiales sufridos por éste
como consecuencia del accidente; Quinto: Se condena al
señor Milcíades Pimentel Sepúlveda, al pago de las costas
civiles y penales, las civiles a favor del Dr. Maximilién Fer-
nando Montás Aliés, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Sexto: Se declara esta sentencia común y opo-
nible en todas sus consecuencias a la Compañía de Seguros
Dominicana, C. por A., (Sedomca), por ser la entidad
aseguradora del vehículo en el momento del accidente;

SEGUNDO: Declara que el prevenido Milcíades B. Pimen-
tel Sepúlveda, es culpable del delito de golpes y heridas,
causados involuntariamente con vehículo de motor, cu-
rables dichos golpes y heridas, después de cuarenta días y
antes de sesenta, en perjuicio de Aníbal Domínguez, en con-
secuencia, lo condena a pagar una multa de Treinta Pesos
Oro (RD$30.00), acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; TERCERO: Admite la constitución en parte
civil, y condena a la persona civilmente responsable, señor
Milcíades B. Pimentel Sepúlveda, a pagar una indemni-
zación de Setecientos Pesos Oro (RDRD$700.00), por con-
cepto de daños y perjuicios ocasionados a la parte civil,
CUARTO: Condena al prevenido y persona civilmente res-
ponsable al pago de las costas penales y civiles, y ordena la
distracción de las últimas, en provecho del doctor Maxi-
milién F. Montás Aliés, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; QUINTO: Declarar la presente sentencia, op-
nible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
(Sedomca), por ser la entidad aseguradora del vehículo que

manejaba el señor Milcíades B. Pimentel Sepúlveda, en el

momento del accidente";
Considerando, en cuanto al recurso de casación de la

Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., que dicha

recurrente ni en el acta declarativa de su recurso, ni pos-
teriormente, ha expuesto los medios en que lo funda, como
lo exige, a pena de nulidad, el art. 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; que en consecuencia, dicho recur-
so debe ser declarado nulo, y solamente se procederá al
examen del recurso del prevenido;

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al
prevenido Milcíades B. Pimentel Sepúlveda, culpable del
hecho puesto a su cargo, dio por establecido lo siguiente: a)
que el día 1ro. de noviembre de 1975 mientras el prevenido
transitaba de Oeste a Este por la Autopista Sánchez, Km. 2
de San Cristóbal a Baní, manejando el automóvil placa 129-
819, de su propiedad, atropelló a Aníbal Domínguez, cau-
sándole lesiones corporales que curaron después de 40 y an-
tes de 60 días; b) que el hecho ocurrió por la forma torpe y
descuidada con que manejó, su vehículo el prevenido pues
éste vio al peatón y lo golpeó con el guardalodo delantero
derecho del vehículo en el momento en que dicho peatón iba
por el paseo de la carretera;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido Pimentel, el delito de golpes y heridas
por imprudencia causadas con el manejo de un vehículo de
motor, previsto por el art. 49 de la ley 241 y sancionado en la
letra c) de dicho texto legal, con las penas de prisión de 6
meses a 2 años y multa de 100.00 a 500.00 pesos si la enfer-
medad o imposibilidad de la víctima dura más de 20 días
como sucedió en la especie; que al condenar al prevenido a
pagar una multa de RD$30.00 acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a la
ley ;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua apreció que el
hecho del prevenido había causado a Aníbal Domínguez,
constituido en parte civil, daños y perjuicios, morales y
materiales, que evaluó en la suma de RD$700.00; que al
condenar al prevenido al pago de esa suma a título de in-
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SENTENCIA DE FECIIA 4 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 5

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del

D. J. de San Cristóbal de fecha 12 de diciembre de 1977.

Materia : Civil.

Recurrente (s): Alimentos Caribe C. por A.,

Abogado (s): Lic. R. Eneas Saviñón y Dr. A. Ballester Her-
nández.

Recurrido (s): Rosa Rodríguez y Compartes.
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demnización, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación
del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene en lo concerniente al in-
terés del prevenido, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en fecha 29 de junio de 1978, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por el prevenido
Milcíades B. Pimentel Sepúlveda, contra la indicada sen-
tencia; Tercero: Condena al prevenido al pago de las costas
penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Ba 1-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año en él expresados y fue firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico:
(Firmado): Miguel Jacobo.

Abogado (s): Dr. 'lector Cabral Ortega.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Darío Ba 1-
cácer, Segundo Sustituto en Funciones de Presidente; Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 4 de octubre de 1982, años 139' de la
Independencia y 119' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alimentos
Caribe C. por A., sociedad comercial organizada de confor-
midad con las leyes de la República, con asiento social en la
ciudad de San Cristóbal, contra sentencia dictada en
atribuciones por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado

Alibb de Priemra Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
el 15 de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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demnización, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación
del artículo 1383 del Código Civil ;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene en lo concerniente al in-
terés del prevenido, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en fecha 29 de junio de 1978, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por el prevenido
Milcíades B. Pimentel Sepúlveda, contra la indicada sen-
tencia; Tercero: Condena al prevenido al pago de las costas
penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año en él expresados y fue firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico:
(Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECI1A 4 DE OCTUBRE DEL 1982 No.5

Senten cia impugnada : Juzgado de Primera Instancia del
D. J. de San Cristóbal de fecha 12 de diciembre de 1977.

Materia : Civil.

Recurrente (s): Alimentos Caribe C. por A.,

Abogado (s): Lic. R. Eneas Saviñón y Dr. A. Ballester Her-
nández.

Recurrido (s): Rosa Rodríguez y Compartes.

Abogado (s): Dr. Iléctor Cabral Ortega.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Darío Bal-
cácer, Segundo Sustituto en Funciones de Presidente; Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 4 de octubre de 1982, años 139' de la
Independencia y119' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alimentos
Caribe C. por A., sociedad comercial organizada de confor-
midad con las leyes de la República, con asiento social en la
ciudad de San Cristóbal, contra sentencia dictada en
atribuciones por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado
de Priemra Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
ealdell5adneten; oviembre de 1977, cuyo dispositivo se copia más

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;



Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República ;

Visto el memorial de la recurrente del 19 de enero del
1978, suscrito por sus abogados Lic. R. Eneas Saviñón y Dr.
A. Ballester Hernández, cédulas Nos. 110 y 141, series 26 y 48
respectivamente, en el cual se propone contra la sentencia
impugnada los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurrentes Rosa
Rodríguez, Miladys A. Rivera, María Altagracia Torres,
Eugenia Lara Rivera, Gladys de la Rosa, Bienvenida Mer-
cedes Cruz, Josefina Peña, Mercedes Lachapelle, Josefina
Lachapelle, Esperanza Astacio, María Soto, María Dolores
Soriano, Eudocia Sosa García, Enrique Jorge Brito, Gre-
gorio Antonio Cruz, Melchor Maldonado de los Santos, Juan
Hernández, Eduardo de los Santos, Simplicio Montero,
Félix Manuel Ciprián Soto, Diego Rosario, Emilio Asencio,
Antonio Cruz, Miguel Torres, César de los Santos, Andrés
Almonte, Eulogio Antonio Jorge, Pedro Enrique Cuevas,
José A. Pérez, Salvador Guillén, Raúl Pérez Lugo, Angela
Rivera, Mercedes Soriano y María Rodríguez, sucrito por
su abogado Dr. flector H. Cabral Ortega, del 2 de marzo de
1978;

Visto el auto dictado en fecha 30 de septiembre del co-
rriente año 1982, por el Magistrado Darío Balcácer, Segun-
do Sustituto en Funciones de Presidente de la Suprema Cor-
te de Justicia, por medio del cual integra, en su indicada
calidad dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera
Piña, Jueces de este tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se
trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente que más adelante se examinan y los artículos 1, 43 y
68 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y la
siguiente demanda, el Juzgado de Paz del Municipio de San
Cristóbal, dictó el 28 de septiembre de 1973, una sentencia

incidental que comprobó la tacha de los testigos; b) que en
fecha 31 de octubre de 1973, aún pendiente un recurso de
apelación contra la sentencia incidental ya mencionada, el
Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal, dictó una
sentenc ia sobre el fondo con el siguiente dispositivo: 'Falla :
Primero: Se declara buena y válida en cuanto a la forma y
sondo la presente demanda laboral interpuesta por los nom-
brados Rosa Rodríguez y compartes en contra de Alimentos
Caribe, C. por A., por haber sido hecha en tiempo hábil y de
acuerdo a la Ley y reposar en pruebas legales y en conse-
cuencia se declara la rescisión del contrato de trabajo exis-
tente entre Rosa Rodríguez y Compartes y Alimentos Ca-
ribe, C. por A., por la causa del despido injustificado por
parte del patrono Alimentos Caribe, C. por A., a los tra-
bajadores Rosa Rodríguez y Compartes; Segundo: Se
pronuncia el defecto contra Alimentos Caribe, C. por A.,
representada por el Lic. R. Eneas Saviñón, quien a su vez
fue representado en audiencia por el Dr. A. Ballester Her-
nández por no haber concluido formalmente al fondo, según
lo prescribe el artículo 150 del Código de Procedimiento
Civil; Tercero: Se condena a Alimentos Caribe, C. por A., a
pagar a favor de los trabajadores Rosa Rodríguez y Com-
partes las siguientes prestaciones e indemnizaciones: 24
días de preaviso; 90 días de auxilio de cesantía, las vaca-
ciones correspondientes (14 días) ; la regalía pascual
proporcional; los salarios caídos desde el día de la demanda
hasta en el que se haga def initiva la sentencia que interven-
ga sin pasar de tres meses de salarios; la diferencia sa-
larial de conformidad con la tarifa vigente, todo a razón de
RD$3.20 diarios y la diferencia prealudida ; los intereses
legales de todas las partidas adeudadas; b) En cuanto a
Raúl Pérez Lugo, todas las prestaciones del ordinal ante-
rior con la excepción de auxilio de cesantía que en caso debe
ser de 60 días; Cuarto: Se condena a Alimentos Caribe, C.
por A., a pagar a favor del trabajador (chofer) Rafael Báez
Isabel las siguientes prestaciones e indemnizaciones: a) 24
días de preaviso, a razón de RD$150.00 mensuales; b) 45
días de auxilio de cesantía; c) 14 días de vacaciones; d) la
regalía pascual correspondiente; c) los salarios adeudados
al momento del despido; f) la diferencia salarial como con-
secuencia de no habérsele pagado el sueldo de chofer de
RD$150.00 mensuales, hasta tres meses de salario como es-
tablecen ley y jurisprudencia; g) los intereses legales co-
rrespondientes; h) los salarios caídos desde el día de la
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República ;

Visto el memorial de la recurrente del 19 de enero del
1978, suscrito por sus abogados Lic. R. Eneas Saviñón y Dr.
A. Ballester Hernández, cédulas Nos. 110 y 141, series 26 y 48
respectivamente, en el cual se propone contra la sentencia
impugnada los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurrentes Rosa
Rodríguez, Miladys A. Rivera, María Altagracia Torres,
Eugenia Lara Rivera, Gladys de la Rosa, Bienvenida Mer-
cedes Cruz, Josefina Peña, Mercedes Lachapelle, Josefina
Lachapelle, Esperanza Astacio, María Soto, María Dolores
Soriano, Eudocia Sosa García, Enrique Jorge Brito, Gre-
gorio Antonio Cruz, Melchor Maldonado de los Santos, Juan
Hernández, Eduardo de los Santos, Simplicio Montero,
Félix Manuel Ciprián Soto, Diego Rosario, Emilio Asencio,
Antonio Cruz, Miguel Torres, César de los Santos, Andrés
Almonte, Eulogio Antonio Jorge, Pedro Enrique Cuevas,
José A. Pérez, Salvador Guillén, Raúl Pérez Lugo, Angela
Rivera, Mercedes Soriano y María Rodríguez, sucrito por
su abogado Dr. Héctor H. Cabral Ortega, del 2 de marzo de
1978;

Visto el auto dictado en fecha 30 de septiembre del co-
rriente año 1982, por el Magistrado Darío Balcácer, Segun-
do Sustituto en Funciones de Presidente de la Suprema Cor-
te de Justicia, por medio del cual integra, en su indicada
calidad dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera
Piña, Jueces de este tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se
trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente que más adelante se examinan y los artículos 1, 43 y
68 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y la
siguiente demanda, el Juzgado de Paz del Municipio de San
Cristóbal, dictó el 28 de septiembre de 1973, una sentencia

incidental que comprobó la tacha de los testigos; b) que en
fecha 31 de octubre de 1973, aún pendiente un recurso de
apelación contra la sentencia incidental ya mencionada, el
Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal, dictó una
sentencia sobre el fondo con el siguiente dispositivo: 'Falla :
Primero: Se declara buena y válida en cuanto a la forma y
lindo la presente demanda laboral interpuesta por los nom-
brados Rosa Rodríguez y compartes en contra de Alimentos
Caribe, C. por A., por haber sido hecha en tiempo hábil y de
acuerdo a la Ley y reposar en pruebas legales y en conse-
cuencia se declara la rescisión del contrato de trabajo exis-
tente entre Rosa Rodríguez y Compartes y Alimentos Ca-
ribe, C. por A., por la causa del despido injustificado por
parte del patrono Alimentos Caribe, C. por A., a los tra-
bajadores Rosa Rodríguez y Compartes; Segundo: Se
pronuncia el defecto contra Alimentos Caribe, C. por A.,
representada por el Lic. R. Eneas Saviñón, quien a su vez
fue representado en audiencia por el Dr. A. Ballester Her-
nández por no haber concluido formalmente al fondo, según
lo prescribe el artículo 150 del Código de Procedimiento
Civil; Tercero: Se condena a Alimentos Caribe, C. por A., a
pagar a favor de los trabajadores Rosa Rodríguez y Com-
partes las siguientes prestaciones e indemnizaciones: 24
días de preaviso; 90 días de auxilio de cesantía, las vaca-
ciones correspondientes (14 días); la regalía pascual
proporcional ; los salarios caídos desde el día de la demanda
hasta en el que se haga definitiva la sentencia que interven-
ga sin pasar de tres meses de salarios; la diferencia sa-
larial de conformidad con la tarifa vigente, todo a razón de
RD$3.20 diarios y la diferencia prealudida; los intereses
legales de todas las partidas adeudadas; b) En cuanto a
Raúl Pérez Lugo, todas las prestaciones del ordinal ante-
rior con la excepción de auxilio de cesantía que en caso debe
ser de 60 días; Cuarto: Se condena a Alimentos Caribe, C.
por A., a pagar a favor del trabajador (chofer) Rafael Báez
Isabel las siguientes prestaciones e indemnizaciones: a) 24
días de preaviso, a razón de RD$150.00 mensuales; b) 45
días de auxilio de cesantía; c) 14 días de vacaciones; d) la
regalía pascual correspondiente; c) los salarios adeudados
al momento del despido; f) la diferencia salarial como con-
secuencia de no habérsele pagado el sueldo de chofer de
RD$150.00 mensuales, hasta tres meses de salario como es-
tablecen ley y jurisprudencia; g) los intereses legales co-
rrespondientes; h) los salarios caídos desde el día de la
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demanda hasta en el que se haga definitiva la sentencia que
intervenga sin pasar de tres meses de salarios, todas las
prestaciones mencionadas a razón de RD$150.00 men-
suales; Quinto: Se condena a Alimentos Caribe, C. por A., a
pagar a favor de los trabajadores las siguientes presta-
ciones: a) 24 días de preaviso; b) 90 días de auxilio de ce-
santía; e) 14 días de vacaciones; d) la regalía pascual
correspondiente; e) los salarios adeudados al momento del
despido; f) las diferencias salariales como consecuencia de
horas extraordinarias de trabajo no remuneradas; g) los
intereses legales correspondientes; h ) los salarios caídos
desde el día de la demanda hasta en el que se haga defini-
tiva la sentencia que intervenga sin pasar de tres meses de
salarias, todas estas prestaciones a cada una de las deman-
dantes; Sexto: Se condena-además a Alimentos Caribe, C.
por A., al pago de las costas del procedimiento con distrae-
.ción de las mismas en favor del Dr. Héctor A. Cabral Or-
tega, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad". ; c)
que el 18 de diciembre de 1973, intervino sobre la apelación
del incidente, una sentencia que comprobó la tacha de los
testigos; d) que sobre recurso de casación interpuesto por
la hoy recurrente, intervino el 9 de octubre de 1974, una sen-
tencia con el dispositivo siguiente: 'Primero: Casa la sen-
tencia incidental dictada en sus atribuciones laborales, por
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
San Cristóbal, como Tribunal de Trabajo de Segundo
Grado, en fecha 18 de diciembre del 1973, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y envía
dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Pera via, en las mismas atribuciones;_

Segundo: Condena a los recurridos al pago de las costas'. ;
c) que sobre recurso de Apelación de la hoy recurrente, in-
tervino el fallo ahora impugnado en casación cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechazar, como al
efecto rechaza, las conclusiones de Alimentos Caribe, C.
por A., en el sentido de la incompetencia de este Tribunal
para conocer del contra-informativo y el fondo de la contes-
tación, por improcedente o infundadas, según se ha demos-
trado en otra parte de la presente decisión.- SEGUNDO:
Condenar, como al efecto condenamos, a Alimentos Caribe,
C. por A., al pago de las costas del incidente y ordenar,
como al efecto ordenamos, su distracción en provecho del
doctor Héctor A. Cabral Ortega, abogado apoderado es-

pecia l de 1-tosa Kodríguez y compartes, después de afirmar
estarlas avanzando en su totalidad". ;

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada los siguientes medios de casación:
Violac ión del artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil; falta de motivos pertinentes y falta de base legal;
desconocimiento de los efectos jurídicos de las sentencias
antes de hacer derecho;

Considerando, que en el desarrollo de sus medios de
casación que por su estrecha relación se reúnen para su
examen, la recurrente alega en síntesis "que el Juez a-citio
para justificar su sentencia se basó en que su competencia
para conocer del asunto que es plena y exclusiva, ha sido
reafirmada por la sentencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia del 14 de septiembre de 1977 y que además el Juez de la
acción es juez de la excepción, agregando más adelante
"que la decisión invocada por la recurrente quebranta el
ordenamiento jurídico, las disposiciones y el contenido de
múltiples casaciones dictadas por la Suprema Corte de Jus-
ticia y afecta fundamentalmente el contenido de la senten-
cia de114 de septiembre de 1977 de nuestro más alto tribunal
que declaró la perención del recurso de casación interpues-
to por Alimentos Caribe C. por A.; que contrario a lo que
afirma el Juez a-quo en la motivación de la sentencia objeto
del presente recurso, Alimentos Caribe, C. por A., funda-
menta, precisamente, la incompetencia del tribunal que in-
voca, y en cuestión esencial de este recurso, en decisiones
de esta Honorable Corte, pues, se ha decidido, en reiteradas
ocasiones, lo que viene a constituir, más que jurisprudencia
constante, un principio jurídico, que "La casación de una
sentencia que ordena una medida de instrucción implica,
por vía de consecuencia, la casación de la sentencia sub-
siguiente que se haya pronunciado sobre el fondo'. (Cas 29
de abril 1960. B.J. No. 597. Págs. 840 y siguientes).- Prin-
cipio este que se aplica, no solo cuando la casación .se re-
fiere a una sentencia que ordena una medida de instrucción,
sino también cuando la casación se refiere a sentencia que
haya negadó una medida de instrucción o haya admitido
indebidamente una tacha contra testigo de una parte, siem-
pre que tales circunstancias, como en el caso ocurrente,
hayan lesionado el derecho de defensa.- En la especie, es un
hecho cierto, que la sentencia del 9 de octubre de 1974,
pronunciada por esta honorable Corte, Que casó la senten-
cia del 18 de diciembre del 1973, del Juzgado de Primera
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demanda hasta en el que se haga definitiva la sentencia que
intervenga sin pasar de tres meses de salarios, todas las
prestaciones mencionadas a razón de RD$150.00 men-
suales; Quinto: Se condena a Alimentos Caribe, C. por A., a
pagar a favor de los trabajadores las siguientes presta-
ciones: a) 24 días de preaviso; b) 90 días de auxilio de ce-
santía; c) 14 días de vacaciones; d) la regalía pascual
correspondiente; e) los salarios adeudados al momento del
despido; I) las diferencias salariales como consecuencia de
horas extraordinarias de trabajo no remuneradas; g) los
intereses legales correspondientes; h) los salarios caídos
desde el día de la demanda hasta en el que se haga defini-
tiva la sentencia que intervenga sin pasar de tres meses de
salarios, todas estas prestaciones a cada una de las deman-
dantes; Sexto: Se condena-además a Alimentos Caribe, C.
por A., al pago de las costas del procedimiento con distrac-
ción de las mismas en favor del Dr. Héctor A. Cabral Or-
tega, por afirmar haber las avanzado en su totalidad".; c)
que el 18 de diciembre de 1973, intervino sobre la apelación
del incidente, una sentencia que comprobó la tacha de los
testigos; d) que sobre recurso de casación interpuesto por
la hoy recurrente, intervino el 9 de octubre de 1974, una sen-
tencia con el dispositivo siguiente: Pr imero: Casa la sen-
tencia incidental dictada en sus atribuciones laborales, por
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
San Cristóbal, como Tribunal de Trabajo de Segundo
Grado, en fecha 18 de diciembre del 1973, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y envía
dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Peravia, en las mismas atribuciones;

Segundo: Condena a los recurridos al pago de las costas'. ;
c) que sobre recurso de Apelación de la hoy recurrente, in-
tervino el fallo ahora impugnado en casación cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA : PRIMERO: Rechazar, como al
efecto rechaza, las conclusiones de Alimentos Caribe, C.
por A., en el sentido de la incompetencia de este Tribunal
para conocer del contra-informativo y el fondo de la contes-
tación, por improcedente o infundadas, según se ha demos-
trado en otra parte de la presente decisión.- SEGUNDO:
Condenar, como al efecto condenamos, a Alimentos Caribe,
C. por A., al pago de las costas del incidente y ordenar,
como al efecto ordenamos, su distracción en provecho del
doctor Héctor A. Cabral Ortega, abogado apoderado es-

pecial de "tosa hodríguez y compartes, después de afirmar
estarlas avanzando en su totalidad - . ;

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada los siguientes medios de casación:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil; falta de motivos pertinentes y falta de base legal;
desconocimiento de los efectos jurídicos de las sentencias
antes de hacer derecho;

Considerando, que en el desarrollo de sus medios de
casación que por su estrecha relación se reúnen para su
examen, la recurrente alega en síntesis "que el Juez a-quo
para justificar su sentencia se basó en que su competencia
para conocer del asunto que es plena y exclusiva, ha sido
reafirmada por la sentencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia del 14 de septiembre de 1977 y que además el Juez de la
acción es juez de la excepción, agregando más adelante
"que la decisión invocada por la recurrente quebranta el
ordenamiento jurídico, las disposiciones y el contenido de
múltiples casaciones dictadas por la Suprema Corte de Jus-
ticia y afecta fundamentalmente el contenido de la senten-
cia del 14 de septiembre de 1977 de nuestro más alto tribunal
que declaró la perención del recurso de casación interpues-
to por Alimentos Caribe C. por A.; que contrario a lo que
afirma el Juez a-quo en la motivación de la sentencia objeto
del presente recurso, Alimentos Caribe, C. por A., funda-
menta, precisamente, la incompetencia del tribunal que in-
voca, y en cuestión esencial de este recurso, en decisiones
de esta Honorable Corte, pues, se ha decidido, en reiteradas
ocasiones, lo que viene a constituir, más que jurisprudencia
constante, un principio jurídico, que "La casación de una
sentencia que ordena una medida de instrucción implica,
por vía de consecuencia, la casación de la sentencia sub-
siguiente que se haya pronunciado sobre el fondo'. (Cas 29
de abril 1960. B.J. No. 597. Págs. 840 y siguientes).- Prin-
cipio este que se aplica, no solo cuando la casación se re-
fiere a una sentencia que ordena una medida de instrucción,
sino también cuando la casación se refiere a sentencia que
haya negado una medida de instrucción o haya admitido
indebidamente una tacha contra testigo de una parte, siem-
pre que tales circunstancias, como en el caso ocurrente,
hayan lesionado el derecho de defensa.- En la especie, es un
hecho cierto, que la sentencia del 9 de octubre de 1974,
pronunciada por esta honorable Corte, aue casó la senten-
cia del 18 de diciembre del 1973, del Juzgado de Primera

1
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Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, anuló tam-
bién, por vía de consecuencia, el fallo dictado por el Juz-
gado de Paz del Municipio de San Cristóbal, de fecha 28 de
septiembre del 1973, fallo que había sido confirmado por la
sentencia casada ; además, la indicada casación, la senten-
cia del 9 de octubre del 1974, aniquiló, implícitamente, la
sentencia del 31 de octubre del 1973, dictada también por el
Juzgado de Paz de San Cristóbal, sentencia esta última que
obtuvieron los demandantes a su riesgo, pues cuando se dic-
tó, aún estaba pendiente de fallo el recurso de apelación in-
terpuesto por Alimentos Caribe, C. por A., contra la senten-
cia del 28 de septiembre del 1973.- Este criterio sentado por
esta honorable Corte, es aplicado a la sentencia del 15 de
noviembre de 1977, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en funciones
de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, la que impugan-
mos con el presente recurso, pues, la casación de la senten-
cia del 18 de diciembre del 1973, del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, sobre el in-
cidente, tuvo como consecuencia directa, además de anular
las sentencias anteriores que se habían dictado en este
proceso, apoderar al Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Peravia para que resolviera el litigio, no
solo en el aspecto del incidente sobre la tacha de los testi-
gos, sino también sobre el fondo del litigio. Quedando
desapoderados, de manera total, repetimos, los tribunales
anteriores";

Considerando, que en la especie, el examen del fállo im-
pugnado y los documentos del expediente ponen de mani-
tiesto que la hoy recurrente sometió por ante el Juzgado de
Paz de San Cristóbal una lista de testigos para realizar el
contrainformativo a su cargo, testigos que fueron tachados
por la parte adversa y acogida dicha tacha por el Juzgado a-
guo por sentencia incidental del 28 de septiembre de 1973;
que sobre recurso de apelación interpuesto contra esa sen-
tencia incidental por la hoy recurrente la Cámara Civil y
Comercial del Juzgado de Primera Instancia de San Cris-
tóbal, confirmó dicha sentencia por la suya del 18 de di-
ciembre de 1973; que la Alimentos Caribe, C. por A., re-
currió en casación contra la sentencia antes mencionada y
el 9 de octubre del 1974, la Suprema Corte de Justicia, casó
la sentencia y envió el asunto por ante el Juzgado de Pri-.

mera Instancia del Distrito Judicial de Peravia en las mis-
mas atribuciones;

Considerando, que como puede advert irse por lo antes ex-
puesto, al casar la sentencia la Suprema Corte de Justicia y
enviar el asunto ante el Tribunal antes mencionado, tanto el
Juzgado de Paz como la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia de Peravia a quien correspondía
la realización del informativo a cargo de la hoy recurrente y
el conocimiento del fondo del recurso;

Considerando, que no obstante el Juzgado de Paz de San
Cristóbal, aún pendiente el conocimiento de la apelación in-
cidental sobre la tacha, conoció del asunto y dictó el 31 de
octubre de 1973 sentencia sobre el fondo que fue apelada por
la recurrente y se repitió el incidente al acoger el Tribunal
de Segundo Grado la tacha, sentencia contra la cual se in-
terpuso un recurso de casación que fue declarado perimido
por sentencia de la Suprema Corte de Justicia de fecha 14
de septiembre de 1977; que frente a la de recurso, el Juez
a-quo consideró erróneamente que la perención del recurso
contra el incidente lo apoderaba para continuar el caso y
fijó fecha parala celebración de un informativo y para con-
clusiones al fondo, audiencia en la cual la hoy recurrente
propuso en limine litis la excepción de incompetencia del
Tribunal la cual fue rechazada por sentencia del 15 de no-
viembre de 1977 y se ordenó la continuación de la causa ;

Considerando, que la casación de una sentencia que or-
dena una medida de instrucción implica, por vía de con-
secuencia, la casación de la sentencia subsiguiente que se
haya pronunciado sobre el fondo; que este principio se
aplica no sólo cuando la casación se refiere a una sentencia
que ordena una medida de instrucción sino también cuando
la casación se refiere a una sentencia que haya negado una
medida de instrucción o haya admitido indebidamente una
tacha contra testigo de una parte, siempre que como en el
caso ocurrente, se haya lesionado el derecho de defensa ;

Considerando, que por todo ello, resulta evidente, tal y
como sostiene la recurrente, que la sentencia de la Suprema
Corte de Justicia del 9 de octubre de 1974 que casó la senten-
cia del 18 de diciembre de 1973, dictada en apelación del in-
digente sobre la tacha de los testigos por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
tuvo como consecuencia directa, además de anular las sen-
tencias anteriores que se habían dictado, apoderar al Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia,
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Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, anuló tam-
bién, por vía de consecuencia, el fallo dictado por el Juz-
gado de Paz del Municipio de San Cristóbal, de fecha 28 de
septiembre del 1973, fallo que había sido confirmado por la
sentencia casada ; además, la indicada casación, la senten-
cia del 9 de octubre del 1974, aniquiló, implíci.tamente, la
sentencia del 31 de octubre del 1973, dictada también por el
Juzgado de Paz de San Cristóbal, sentencia esta última que
obtuvieron los demandantes a su riesgo, pues cuando se dic-
tó, aún estaba pendiente de fallo el recurso de apelación in-
terpuesto por Alimentos Caribe, C. por A., contra la senten-
cia del 28 de septiembre del 1973.- Este criterio sentado por
esta honorable Corte, es aplicado a la sentencia del 15 de
noviembre de 1977, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en funciones
de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, la que impugan-
mos con el presente recurso, pues, la casación de la senten-
cia del 18 de diciembre del 1973, del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, sobre el in-
cidente, tuvo como consecuencia directa, además de anulas
las sentencias anteriores que se habían dictado en este
proceso, apoderar al Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Peravia para que resolviera el litigio, no
solo en el aspecto del incidente sobre la tacha de los testi-
gos, sino también sobre el fondo del litigio. Quedando.
desapoderados, de manera total, repetimos, los tribunales
anteriores";

Considerando, que en la especie, el examen del fállo im-
pugnado y los documentos del expediente ponen de mani-
tiesto que la hoy recurrente sometió por ante el Juzgado de
Paz de San Cristóbal una lista de testigos para realizar el
contrainformativo a su cargo, testigos que fueron tachados
por la parte adversa y acogida dicha tacha por el Juzgado a-
guo por sentencia incidental del 28 de septiembre de 1973;
que sobre recurso de apelación interpuesto contra esa sen-
tencia incidental por la hoy recurrente la Cámara Civil y
Comercial del Juzgado de Primera Instancia de San Cris-
tóbal, confirmó dicha sentencia por la suya del 18 de di-
ciembre de 1973; que la Alimentos Caribe, C. por A., re-
currió en casación contra la sentencia antes mencionada y
el 9 de octubre del 1974, la Suprema Corte de Justicia, casó
la sentencia y envió el asunto por ante el Juzgado de Pri-.

mera Instancia del Distrito Judicial de Peravia en las mis-
mas atribuciones;

Considerando, que como puede advert irse por lo antes ex-
puesto, al casar la sentencia la Suprema Corte de Justicia y
enviar el asunto ante el Tribunal antes mencionado, tanto el
Juzgado de Paz como la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia de Peravia a quien correspondía
la realización del informativo a cargo de la hoy recurrente y
el conocimiento del fondo del recurso;

Considerando, que no obstante el Juzgado de Paz de San
Cristóbal, aún pendiente el conocimiento de la apelación in-
cidental sobre la tacha, conoció del asunto y dictó el 31 de
octubre de 1973 sentencia sobre el fondo que fue apelada por
la recurrente y se repitió el incidente al acoger el Tribunal
de Segundo Grado la tacha, sentencia contra la cual se in-
terpuso un recurso de casación que fue declarado perimido
por sentencia de la Suprema Corte de Justicia de fecha 14
de septiembre de 1977; que frente a la de recurso, el Juez
a-quo consideró erróneamente que la perención del recurso
contra el incidente lo apoderaba para continuar el caso y
fijó fecha para la celebración de un informativo y para con-
clusiones al fondo, audiencia en la cual la hoy recurrente
propuso en limine litis la excepción de incompetencia del
Tribunal la cual fue rechazada por sentencia del 15 de no-
viembre de 1977 y se ordenó la continuación de la causa ;

Considerando, que la casación de una sentencia que or-
dena una medida de instrucción implica, por vía de con-
secuencia. la casación de la sentencia subsiguiente que se
haya pronunciado sobre el fondo; que este principio se
aplica no sólo cuando la casación se refiere a una sentencia
que ordena una medida de instrucción sino también cuando
la casación se refiere a una sentencia que haya negado una
medida de instrucción o haya admitido indebidamente una
tacha contra testigo de una parte, siempre que como en el
caso ocurrente, se haya lesionado el derecho de defensa;

Considerando, que por todo ello, resulta evidente, tal y
como sostiene la recurrente, que la sentencia de la Suprema
Corte de Justicia del 9 de octubre de 1974 que casó la senten-
cia del 18 de diciembre de 1973, dictada en apelación del in-
digente sobre la tacha de los testigos por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
tuvo como consecuencia directa, además de anular las sen-
tencias anteriores que se habían dictado, apoderar al Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia,
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Abogado (s): Dr. José María Acosta Torrez.

Recurrido (s): doctor Nelson Bienvenido Peña Pérez,
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para solucionar el litigio no solo en el aspecto del incidente
sino también en cuanto al fondo del proceso; que por tanto
al rechazar la excepción de incompetencia propuesta por la
hoy recurrente la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, in-
currió en las violaciones denunciadas y la sentencia impug-
nada debe ser casada sin envío, por no quedar nada por juz-
gar;

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la sentencia
dictada, en atribuciones laborales, el 15 de noviembre de
1977 por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; y Segundo: Condena a los recurridos al pago de las
costas.

(FIRMADOS): Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico: (Firmado): Miguel Jacobo.

Abogado (s) : Dr. Mayobanex Pérez Méndez.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., y Nicolasa Tejeda de
Pérez, dominicana, mayor de edad, casada, domiciliada en
esta ciudad, cédula No. 2443, serie lra.; contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones civiles, el día 7 de septiembre de 1978, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Mayobanex Pérez Méndez, cédula No. 3281,
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para solucionar el litigio no solo en el aspecto del incidente
sino también en cuanto al fondo del proceso; que por tanto
al rechazar la excepc ión de incompetencia propuesta por la
hoy recurrente la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, in-
currió en las violaciones denunciadas y la sentencia impug-
nada debe ser casada sin envío, por no quedar nada por juz-
gar ;

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la sentencia
dictada, en atribuciones laborales, el 15 de noviembre de
1977 por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Insta ncia del Distrito Judicial de San Crístóbal,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; y Segundo: Condena a los recurridos al pago de las
costas.

(FIRMADOS): Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piria, Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico: ( Firmado) : Miguel Jacobo.
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SENTE NCIA DE FECHA 4 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 6

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo Domin-

go, de fecha 7 de septiembre de 1978.

Materia : Civil.

Recurrente (s): Compañía Dominicana de Seguros, C. por
A., y Nicolasa Tejeda de Pérez,

Abogado (s): Dr. José María Acosta Torrez.

Recurrido (s): doctor Nelson Bienvenido Peria Pérez,

Abogado (s) : Dr. Mayobanex Pérez Méndez.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peria, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piria, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 del mes
de octubre del ario 1982, años 139' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compariía
Dominicana de Seguros, C. por A., y Nicolasa Tejeda de
Pérez, dominicana, mayor de edad, casada, domiciliada en
esta ciudad, cédula No. 2443, serie lra.; contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciencs civiles, el día 7 de septiembre de 1978, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Mayobanex Pérez Méndez, cédula No. 3281,
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_serie 20, abogado del recurrido, en la lectura de sus cian-
clusiones; recurrido que es el Doctor Nelson Bienvenido
Peña Pérez, dominicano, mayor de edad, casado, médico,
domiciliado y residente en la calle Cayetano Rodríguez No.
2, de esta ciudad, cédula No. 17338, serie 2;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de los recurrentes del 17 de noviembre
del 1978, suscrito por su abogado, el Dr. José María Acosta
Tórrez, cédula No. 32511, serie 31, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada, los medios que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 7 de di-
ciembre de 1978, suscritn por su abogado;

Visto el memorial de ampliación del recurrido del 23 de
junio de 1975, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha lro. del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
con j untamente con los Magistrados Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque'
Castillo, Luis Víctor García de Peria, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera Piria, Jueces
de este_ Tribunal, para..completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad c.on las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli!
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-

rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda civil en reparación de darios y
perjuicios, incoada por el hoy recurrido contra los actuales
recurrentes, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 2 de marzo del 1977, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRINIERO: Re-
chaza las conclusiones principales y subsidiarias, formu-
ladas en audiencias por Nicolasa Tejada, parte deman-
dada, por improcedente e infundada ; SEGUNDO: Acoge en
su casi totalidad las conclusiones formuladas en audiencia
por el demandante Nelson Bienvenido Peña Pérez, parte
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demanda nte , y en consecuencia condena a dicha
dernandada a pagar en provecho del mencionado
demandante lo siguiente: a ) la suma de dos mil
cientos sesenta y uno con noventa y ocho centavos
(RD$2,161,98), como justa indemnización por los darios

sufridos por éste a causa del accidente ocurrido en fecha 30
de septiembre de 1974; b) los intereses legales de dicha
suma, a partir de la fecha de la demanda en justicia a título
de indemnización suplementaria; TERCERO: Condena a
Nicolasa Tejada Pérez, parte que sucumbe, al pago de las
costas ordenando su distracción en provecho del abogado
Dr. Mayobanex Pérez Méndez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; CUARTO: Declara la presente
sentencia oponible a la entidad Compariía Dominicana de
Seguros, C. por A., compariía aseguradora del vehículo
causante del daño"; b) que sobre los recursos de la Com-
pariía Dominicana de Seguros, C. por A., y Nicolasa Tejada
de Pérez, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por la Compariía Dominicana de Seguros, C. por A.,
(SEDOMCA), y Nicolasa Tejada de Pérez, contra la senten-
cia dictLda por la Cámara Civil y Comercial de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 2 de marzo de 1977, cuyo dispositivo
figura copiado precedentemente , por haberlo hecho dentro

de las formalidades legales; SEGUNDO : Ratifica el defec-
to pronunciado en audiencia contra la parte intimante, por
falta de concluir su abogado constituido; TERCERO: Con-
firma en todas sus parues la sentencia apelada por haber
sido dictada conforme a derecho; CUARTO: Condena a la
Compariía Dominicana de Seguros, C. por A., y Nicolasa
Tejada de Pérez, al pago de las costas de esta alzada, or-
denando su distracción en provecho del Dr. Mayobanex
Pérez Méndez, abogado que afirma habelas avanzado en su
totalidad";

Considerando, que contra la sentencia que impugnan, los
recurrentes proponen los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falsa aplicación de los medios de pruebas y
violación al derecho de defensa; Segundo	 Falta de

ebhaoses, leetgeal, falta de motivos. Desnaturalizac ión de los he-

Considerando, que en su segundo medio, el cual se exa-
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serie 20, abogado del recurrido, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrido que es el Doctor Nelson Bienvenido
Peña Pérez, dominicano, mayor de edad, casado, médico,
domiciliado y residente en la calle Cayetano Rodríguez No.
2, de esta ciudad, cédula No. 17338, serie 2;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de los recurrentes del 17 de noviembre
del 1978, suscrito por su abogado, el Dr. José María Acosta
Tórrez, cédula No. 32511, serie 31, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada, los medios que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 7 de di-
ciembre de 1978, suscrito por su abogado;

Visto el memorial de ampliación del recurricio del 23 de
junio de 1975, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha lro. del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
con.juntamente con los Magistrados Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de La Fuente, Leonte R. Alburquerque.
Castillo, Luis Víctor García de Peria, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera Piria, Jueces
de este_ Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad cpn las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delif
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a ) que
con motivo de una demanda civil en reparación de darios y
perjuicios, incoada por el hoy recurrido contra los actuales
recurrentes, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 2 de marzo del 1977, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Re-
chaza las conclusiones principales y subsicliarias, forrnu-
ladas en audiencias por Nicolasa Tejada, parte deman-
dada, por improcedente e infundada ; SEGUNDO: Acoge en
su casi totalidad las conclusiones formuladas en audiencia
por el demandante Nelson Bienvenido _Peria Pérez, parte

1765BOLETINJUDICIAL

demanda nte , y en consecuenc ia condena a dicha
demandada a pagar en provecho del mencionado
demandan te lo siguiente: a ) la suma de dos mil
cientos sesenta y uno con noventa y ocho centavos
(RD$2,161,98), como justa indemnización por los darios
sufridos por éste a causa del accidente ocurrido en fecha 30
de septiembre de 1974; b) los intereses legales de dicha
suma, a partir de la fecha de la demanda en justicia a título
de indemnización suplementaria; TERCERO: Condena a
Nicolasa Tejada Pérez, parte que sucumbe, al pago de las
costas ordenando su distracción en provecho del abogado
Dr. Mayobanex Pérez Méndez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; CUARTO: Declara la presente

sentenc ia oponible a la entidad Compariía Dominicana de
Seguros, C. por A., compariía aseguradora del vehículo
causante del dario" • b) que sobre los recursos de la Com-
pariía Dominicana de Seguros, C. por A., y Nicolasa Tejada
de Pérez, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por la Compariía Dominicana de Seguros, C. por A.,
(SEDOMCA), y Nicolasa Tejada de Pérez, contra la senten-
cia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 2 de marzo de 1977, cuyo dispositivo
figura copiado precedentemente , por haberlo hecho dentro
de las formalidades legales; SEGUNDO: Ratifica el defec-
to pronunciado en audiencia contra la parte intimante, por
falta de concluir su abogado constituido; TERCERO : Con-
firma en todas sus paries la sentencia apelada por haber
sido dictada conforme a derecho; CUARTO: Condena a la
Compariía Dominicana de Seguros, C. por A., y Nicolasa
Tejada de Pérez, al pago de las costas de esta alzada, or-
denando su distracción en provecho del Dr. Mayobanex
PétrandezMar;dez, abogado que afirma habelas avanzado en suto 

Considerando, que contra la sentencia que impugnan, los
recurrentes proponen los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falsa aplicación de los medios de pruebas y
violación al derecho de defensa; Segundo ‘ledio: Falta de

behaoses, leetgea.;1, falta de motivos. Desnaturalizac ión de los he-
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Considerando, que en su segundo medio, el cual se exa-
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mina en primer término por convenir así a la solución del
recurso, las recurrentes alegan, en síntesis, que la senten-
cia impugnada adolece de los vicios de falta de base legal,
falta de motivos y desnaturalización de los hechos porque
no contiene una exposición completa de los hechos deci-
sivos que permitan a esta Suprema Corte, como Corte de
Casación, establecer que la Ley ha sido bien aplicada ; que,
continúan alegando las recurrentes, los motivos se han des-
naturalizados, así como los hechos y circunstancias de la
causa; que, a su juicio, la motivación resulta insuficientes
en vista	 que no se destacan los hechos esenciales de la
litis;

Considerando, que para declarar responsables a la re-
currente Nicolasa Tejada de Pérez, la Corte a-qua dio por
establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio debidamente administrados en la instrucción de la
causa, los hechos siguientes: a) que el 30 de septiembre de
1974 ocurrió en la calle Costa Rica esquina Avenida Sabana
Larga, de esta ciudad, una colisión entre los carros placa
No. 81728, propiedad de Nicolasa Tejada de Pérez, con-
ducido por Inocencio Rodríguez, y el carro placa No. 85472,
propiedad de Nelson Bienvenido Peña Pérez, conducido por
Andrés Rogelio Parra, resultando con desperfectos el carro
propiedad de Bienvenido Peña Pérez; b) que traducidos
ambos conductores por ante el Juzgado de Paz de la Cuarta
Circunscripción del Distrito Nacional, por violación a la
Ley No. 241, sobre tránsito y vehículos, dicho tribunal rindió
sentencia el 10 de octubre de 1974, condenando a Inocencio
Rodríguez Tejada, a tres pesos de multa; c) que el Juez de
lo penal reconoció una falta a cargo de Inocencio Rodríguez
Tejada, y esa decisión se impone al Juez de lo civil; d) que
el demandante, hoy recurrido, sufrió un daño a -..onsecuen-
cia de dicha falta, por lo cual queda comprometida la res-
ponsabilidad civil de la demandada Tejada de Pérez;

Considerando, que como se evidencia por la relación an-
terior, contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la
sentencia impugnada contiene una exposición de los hecha
completa y precisa, así como, en este aspecto del recurso,
motivos suficientes y coherentes, que han permitido a esta
Corte apreciar que en la especie se ha aplicado correcta-
mente la Ley; que, en consecuencia, al considerar a Tejada
de Pérez como civilmente responsable del hecho de que se
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trata, hizo una correcta aplicación de los principios que
rigen la materia ;

Considerando, que, en tal virtud, el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su primer medio lo que realmente
alegan las recurrentes es que la sentencia impugnada
adolece de los vicios de falta de motivos en cuanto a la
determinación de la magnitud del daño y la fijación del
monto de la indemnización;

Considerando, que, en cuanto a este aspecto del proceso,
la sentencia impugnada no contiene motivo alguno y aun-
que la Corte a-qua precisa que la misma fue dictada des-

41.»
pués de ser vistos "todos y cada uno de los documentos
depositados en el expediente, por el abogado de la parte in-
timada", no hace una relación de tales documentos, a fin de
poder determinar si algunos de ellos se refieren a la cues-
tión tratada, pero como esta sentencia se limitó a confirmar
en todas sus partes la sentencia de primer grado, por eso
mismo adoptó implícitamente los motivos de esta senten-
cia, por lo cual procede su examen sobre el particular;

Considerando, que esta sentencia en el punto en cuestión
se lim'tó a decidir "que el Tribunal aprecia en la suma de
dos mil cientos sesenta y uno con noventiocho centavos
(RDS$2,161. 98) el daño sufrido por los demandantes a
causa del referido accidente descompuesto en la forma
siguiente: trescientos pesos oro (RD$300.00) por el lucro
cesante, y mil ochocientos sesenta y uno con noventa y ocho
(RD$1,861.98) por el daño emergente" ; sin especificar los
hechos y circunstancias, así como los elementos de juicio
que le sirvieron para formarse su convicción, ya que de los
documentos enumerados en dicha sentencia como depo-
sitados por el demandante, ninguno se refiere a la prueba
de la magnitud del daño;

Considerando, que si bien es verdad que los Jueces del
fondo son soberanos en la apreciación del monto de las
reparaciones, eso no los libera de la obligación de indicar en
sus sentencias los hechos y cirepristanci qs, así como los
motivos pertinentes, relativos a ese punto; que al no ha-
berlo hecho así la Corte a-qua ni el tribunal de primer grado
cuyos motivos fueron adoptados por la sentencia impug-
nada, incurrió en los vicios que se señalan en el medio
examinado, por lo cual procede su casación en el aspecto de
que se trata ;

Considerando, que ante esta Corte el recurrido ha de-
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mina en primer término por convenir así a la solución del
recurso, las recurrentes alegan, en síntesis, que la senten-
cia impugnada adolece de los vicios de falta de base legal,
falta de motivos y desnaturalización de los hechos porque
no contiene una exposición completa de los hechos deci-
sivos que permitan a esta Suprema Corte, como Corte de
Casación, establecer que la Ley ha sido bien aplicada ; que,
continúan alegando las recurrentes, los motivos se han des-
naturalizados, así como los hechos y circunstancias de la
causa; que, a su juicio, la motivación resulta insuficientes
en vista	 que no se destacan los hechos esenciales de la
litis;

Considerando, que para declarar responsables a la re-
currente Nicolasa Tejada de Pérez, la Corte a-qua dio por
establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio debidamente administrados en la instrucción de la
causa, los hechos siguientes: a) que el 30 de septiembre de
1974 ocurrió en la calle Costa Rica esquina Avenida Sabana
Larga, de esta ciudad, una colisión entre los carros placa
No. 81728, propiedad de Nicolasa Tejada de Pérez, con-
ducido por Inocencio Rodríguez, y el carro placa No. 85972,
propiedad de Nelson Bienvenido Peña Pérez, conducido por
Andrés Rogelio Parra, resultando con desperfectos el carro
propiedad de Bienvenido Peña Pérez; b) que traducidos
ambos conductores por ante el Juzgado de Paz de la Cuarta
Circunscripción del Distrito Nacional, por violación a la
Ley No. 241, sobre tránsito y vehículos, dicho tribunal rindió
sentencia el 10 de octubre de 1974, condenando a Inocencio
Rodríguez Tejada, a tres pesos de multa ; c) que el Juez de
lo penal reconoció una falta a cargo de Inocencio Rodríguez
Tejada, y esa decisión se impone al Juez de lo civil; d) que
el demandante, hoy recurrido, sufrió un daño a -...onsecuen-
cia de dicha falta, por lo cual queda comprometida la res-
ponsabilidad civil de la demandada Tejada de Pérez;

Considerando, que como se evidencia por la relación an-
terior, contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la
sentencia impugnada contiene una exposición de los hecho;
completa y precisa, así como, en este aspecto del recurre,
motivos suficientes y coherentes, que han permitido a esta
Corte apreciar que en la especie se ha aplicado correcta-
mente la Ley; que, en consecuencia, al considerar a Tejada
de Pérez como civilmente responsable del hecho de que se

trata, hizo una correcta aplicación de los principios que
rigen la materia ;

Considerando, que, en tal virtud, el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su primer medio lo que realmente
alegan las recurrentes es que la sentencia impugnada
adolece de los vicios de falta de motivos en cuanto a la
determinación de la magnitud del daño y la fijación del
monto de la indemnización;

Considerando, que, en cuanto a este aspecto del proceso,
la sentencia impugnada no contiene motivo alguno y aun-
que la Corte a-qua precisa que la misma fue dictada des-

Wit pués de ser vistos "todos y cada uno de los documentos
depositados en el expediente, por el abogado de la parte in-
timada", no hace una relación de tales documentol, a fin de
poder determinar si algunos de ellos se refieren a la cues-
tión tratada, pero como esta sentencia se limitó a confirmar
en todas sus partes la sentencia de primer grado, por eso
mismo adoptó implícitamente los motivos de esta senten-
cia, por lo cual procede su examen sobre el particular;

Considerando, que esta sentencia en el punto en cuestión
se lim tó a decidir "que el Tribunal aprecia en la suma de
dos mil cientos sesenta y uno con noventiocho centavos
(RDS$2,161. 98) el daño sufrido por los demandantes a
causa del referido accidente descompuesto en la forma
siguiente: trescientos pesos oro RD$300.00) por el lucro
cesante, y mil ochocientos sesenta y uno con noventa y ocho
(RD$1,861.98) por el daño emergente" ; sin especificar los
hechos y circunstancias, así como los elementos de juicio
que le sirvieron para formarse su convicción, ya que de los
documentos enumerados en dicha sentencia como depo-
sitados por el demandante, ninguno se refiere a la prueba
de la magnitud del daño;

Considerando, que si bien es verdad que los Jueces del
fondo son soberanos en la apreciación del monto de las
reparaciones, eso no los libera de la obligación de indicar en
sus sentencias los hechos y circunstancias, así romo los
motivos pertinentes, relativos a ese punto; que al no ha-
berlo hecho así la Corte a-qua ni el tribunal de primer grado
cuyos motivos fueron adoptados por la sentencia impug-
nada, incurrió en los vicios que se señalan en el medio
examinado, por lo cual procede su casación en el aspecto de
que se trata;

Considerando, que ante esta Corte el recurrido ha de-
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positado documentos referentes al aspecto casado, pero
como no existe ninguna constancia de que esos documentos
fueron sometidos y debatidos ante las jurisdicciones de
hecho, no procede su examen;

Considerando, que cuando las partes sucumben re-
cíprocamente, procede la compensación de las costas ;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa, en cuanto al monto
de la indemnización, la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles, el
día 7 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto, así
delimitado, por ante la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís; SEGUNDO: Rechaza el recurso de que se trata,
en sus demás aspectos; TERCERO: Compensa las costas.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piria, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sído dada y firmada por los
seriores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico: (Firmado) : Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECIIA 6 DE OCTUBRE DEL 
1982 No, 7

Sentincia 
impugnada : Corte de Apelación de Santo Domin-

go, de fecha 30 de septiembre de 1977.

Materia : Correccional.

Recurrente (s) : José Castillo Núriez, y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A.,

Abogado (s)

Recurrido (s):

Abogatto (s) :

Interviniente (s): José Ramón Bazil Soto.

Abogado (s) : Dr. Darío Dorrejo Espinal.

Dios, Patria y Libertad.

República Dorninicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segund

o Sus-

tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peria, Huzo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piria, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 de oc-
tubre de 1982, arios 139' de la Indépendencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública como Corte de Ape-

lación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José Cas-
tillo Núñez, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
cédula No. 26358, serie 54; residente en la Avenida Francis-
co del Rosario Sánchez, Edificio 2 Apto. 4, ciudad, y la Com-
pariía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad asegura-
dora con asiento social en esta ciudad ; contra la sentencia
dictada en atribaciones correccionales por la Corte de
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positado documentos referentes al aspecto casado, pero
como no existe ninguna constancia de que esos documentos
fueron sometidos y debatidos ante las jurisdicciones de
hecho, no procede su examen;

Considerando, que cuando las partes sucumben re-
cíprocamente, procede la compensación de las costas;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa, en cuanto al monto
de la indemnización, la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles, el
día 7 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto, así
delimitado, por ante la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís; SEGUNDO: Rechaza el recurso de que se trata,
en sus demás aspectos; TERCERO: Compensa las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico: (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 7

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 30 de septiembre de 1977.

NIateria : Correccional.

Recurrente (s): José Castillo Núñez, y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A.,

Abogado (s):

Recurrido (s ):

Abogado (s):

Interviniente (s): José Ramón Bazil Soto.

Abogado (s): Dr. Darío Dorrejo Espinal.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Huzo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública como Corte de Ape-
lación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José Cas-
tillo Núñez, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
cédula No. 26358, serie 54; residente en la Avenida Francis-
co del Rosario Sánchez, Edificio 2 Apto. 4, ciudad, y la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad asegura-
dora con asiento social en esta ciudad ; contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de



1770	 BOLETINJUDICIAL	 BOLETINJUDICIAL	 1771

puesto por el Dr. M. J. Prince Morcelo, a nombre y re-
presentación del prevenido José Castillo Núñez, domini-
cano, mayor de edad, identificado por la cédula personal
No. 26358 serie 54, residente en la Avenida Francisco del
Rosario Sánchez, Edificio No. 2 Apto. 4 de esta ciudad y la
Cía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la sentencia de
fecha 22 de abril de 1975 dictada por la Segunda Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: `FALLA: Primero: Se
declara al nombrado José Castillo Núñez, culpable de violar
los artículos 49 y 65 de la Ley No. 241 en perjuicio de José R.
Bazil Soto y aplicando el principio del no cúmulo de penas
así como tomando circunstancias atenuantes a su favor, en
consecuencia se condena al pago de una multa de RD$50.00
(Cincuenta Pesos Oro), Segundo: Se condena al nombrado
José Castillo Núñez, al pago de las costas penales; Tercero: •

Se declara buena y válida en cuanto a la forma la consti- •
tución en parte civil hecha por el nombrado José R. Bazil
Soto a través del Dr. Darío Dorrejo Espinal en contra del
nombrado José Castillo Núñez por ajustarse a la ley; Cuar-
to: En cuanto al fondo de la referida constitución en parte
civil se condena al nombrado José Castillo Núñez, al pago
de una indemnización de Un Mil Quinientos Pesos Oro
(RD$1,500.00) como justa reparación por los daños y per-
juicios morales y materiales sufridos por el nombrado José
Ramón Bazil Soto a consecuencia del accidente de que se
trata; Quinto: Se condena a José Castillo Núñez, al pago de
los intereses legales de la suma acordada a partir de la
fecha de la demanda ; Sexto: Se condena al nombrado José
Castillo Núñez y la Compañía de Seguros San Rafael C. por
A., al pago de las costas civiles en provecho del Dr. Darío
Dorrejo Espinal, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad ; Séptimo: Se declara la presente sentencia común
y oponible a la Compañía de Seguros San Rafael. C. por A.,
aseguradora del vehículo que originó el accidente de que se
trata, en virtud de la ley 4117 sobre seguro obligatorio, por
haber sido hecho conforme a la ley'.- SEGUNDO: En cuan-
to al fondo de dicho recurso se pronuncia el defecto contra el
prevenido José Castillo Núñez, por no comparecer a la
audiencia no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Modifica el ordinal cuarto de la sentencia apelada
en cuanto al monto de la indemnización acordada por el
tribunal a -quo y la Corte por propia autoridad y contrario
imperio rebaja la misma a la suma de Novecientos Pesos

Apelación de Santo Domingo, el 30 de septiembre de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 22 de febrero, a requeri-
miento del Dr. M. J. Prince Morcelo, cédula No. 43507, serie
ira., abogado de los recurrentes, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de intervención de José Ramón Bazil Soto,
dominicano, mayor de edad, soltero, estudiante, domici-
liado y residente en la casa No. 373, de la calle Nicolás de
Ovando de esta ciudad, cédula No. 184965, serie ira., sus-
crito por su abogado el Dr. Darío Dorrejo Espinal ;

Visto el auto dictado en fecha 5 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Chupani, Presidente
de la Suprema Corte de Justicia, por el medio del cual in-
tegra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, Jueces de este tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación
de que se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de
1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241; 1383
del Código Civil; 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) Que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 14 de oc-
tubre de 1973, en el que una persona resultó con lesiones
corporales, la 2da. Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 21
de marzo de 1975, una sentencia cuyo dispositivo se copia en
el de la ahora impugnada ; b) Que sobre los recursos inter-
puestos la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en,
atribuciones correccionales la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo dice así: Falla: Primero: Ad-
mite como regular y válido en cuanto a la forma, el recurso
de apelación interpuesto en fecha 20 de mayo de 1975, inter-
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Apelación de Santo Domingo, el 30 de septiembre de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 22 de febrero, a requeri-
miento del Dr. M. J. Prince Morcelo, cédula No. 43507, serie
1ra., abogado de los recurrentes, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de intervención de José Ramón Bazil Soto,
dominicano, mayor de edad, soltero, estudiante, domici-
liado y residente en la casa No. 373, de la calle Nicolás de
Ovando de esta ciudad, cédula No. 184965, serie lra., sus-
crito por su abogado el Dr. Darío Dorrejo Espinal ;

Visto el auto dictado en fecha 5 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Chupani, Presidente
de la Suprema Corte de Justicia, por el medio del cual in-
tegra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, Jueces de este tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación
de que se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de
1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241; 1383
del Código Civil; 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) Que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 14 de oc-
tubre de 1973, en el que una persona resultó con lesiones
corporales, la 2da. Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 21
de marzo de 1975, una sentencia cuyo dispositivo se copia en
el de la ahora impugnada ; b) Que sobre los recursos inter-
puestos la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en,
atribuciones correccionales la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo dice así: Falla: Primero: Ad-
mite como regular y válido en cuanto a la forma, el recurso
de apelación interpuesto en fecha 20 de mayo de 1975, inter-
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puesto por el Dr. M. J. Prince NIorcelo, a nombre y re-
presentación del prevenido José Castillo Núñez, domini-
cano, mayor de edad, identificado por la cédula personal
No. 26358 serie 54, residente en la Avenida Francisco del
Rosario Sánchez, Edificio No. 2 Apto. 4 de esta ciudad y la
Cía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la sentencia de
fecha 22 de abril de 1975 dictada por la Segunda Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: Primero: Se
declara al nombrado José Castillo Núñez, culpable de violar
los artículos 49 y 65 de la Ley No. 241 en perjuicio de José R.
Bazil Soto y aplicando el principio del no cúmulo de penas
así como tomando circunstancias atenuantes a su favor, en
consecuencia se condena al pago de una multa de RDS50.00
(Cincuenta Pesos Oro), Segundo: Se condena al nombrado
José Castillo Núñez, al pago de las costas penales; Tercero: •
Se declara buena y válida en cuanto a la forma la consti- •
tución en parte civil hecha por el nombrado José R. Bazil
Soto a través del Dr. Darío Dorrejo Espinal en contra del
nombrado José Castillo Núñez por ajustarse a la ley; Cuar-

to: En cuanto al fondo de la referida constitución en parte
civil se condena al nombrado José Castillo Núñez, al pago
de una indemnización de Un Mil Quinientos Pesos Oro
(RD$1,500.00) como justa reparación por los daños y per-
juicios morales y materiales sufridos por el nombrado José
Ramón Bazil Soto a consecuencia del accidente de que se
trata ; Quinto: Se condena a José Castillo Núñez, al pago de
los intereses legales de la suma acordada a partir de la
fecha de la demanda ; Sexto: Se condena al nombrado José
Castillo Núñez y la Compañía de Seguros San Rafael C. por
A., al pago de las costas civiles en provecho del Dr. Darío
Dorrejo Espinal, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Séptimo: Se declara la presente sentencia común
y oponible a la Compañía de Seguros San Rafael. C. por A.,
aseguradora del vehículo que originó el accidente de que se
trata, en virtud de la ley 4117 sobre seguro obligatorio, por
haber sido hecho conforme a la ley'.- SEGUNDO: En cuan-
to al fondo de dicho recurso se pronuncia el defecto contra el
prevenido José Castillo Núñez, por no comparecer a la
audiencia no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Modifica el ordinal cuarto de la sentencia apelada
en cuanto al monto de la indemnización acordada por el
tribunal a-quo y la Corte por propia autoridad y contrario
imperio rebaja la misma a la suma de Novecientos Pesos
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Oro (RD$900.00) por considerar esta Corte que está más en
armonía y equidad con la magnitud de los daños y perjui-
cios rendidos por la víctima ; CUARTO: Confirma en sus
demás aspectos la sentencia apelada ; QUINTO: Condena al
prevenido al pago de las costas penales de la alzada y a la
civilmente responsable a las cuales con distracción de estas
en provecho del Dr. Darío Dorrejo Espinal quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte; SEXTO: Declara la
presente sentencia en el aspecto civil, oponible y a la Cía de
Seguros San Rafael C. por A., de conformidad con el art. 10
de la Ley 4117 sobre Seguros Obligatorio de Vehículos de
Motor;

Considerando, que la San Rafael C. por A., entidad ase-
guradora de la responsabilidad civil del prevenido José
Castillo Núñez, no ha expuesto ni en el acta del recurso ni
ante esta Corte los medios en que fundan su recurso, en
violación del art. 37 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación, que exige que el ministerio público, la parte civil
y la persona civilmente responsable, expongan los medios
de su recurso a pena de nulidad, regla que se extiende a la
entidad aseguradora; que, en consecuencia, procede de-
clarar nulo el recurso de la San Rafael, C. por A., y por lo
tanto, solo se examinará el recurso del prevenido Castillo
Núñez;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar la cul-
pabilidad del prevenido y fallar como lo hizo dio por esta-
blecido mediante la ponderación de los elementos de juicio
regularmente administrados en la instrucción de la causa,
lo siguiente: a) que el 14 de octubre de 1973, mientras el
prevenido conducía el vehículo de su propiedad placa No.
80002, por la calle. Nicolás de Ovando, de esta ciudad,
produjo con el manejo del mismo golpes a José R. Bazil Soto
que curaron después de veinte y antes de treinta días; b)
que ese accidente se debió a que el prevenido incurrió en
imprudencia al conducir el vehículo a exceso de velocidad;

Considerando, que los hechos anteriormente establecidos
constituyen a cargo del prevenido recurrente el delito de
ocasionar golpes y heridas involuntarias con el manejo de
un vehículo de motor, previsto en el art. 49, de la ley No. 241
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por la
letra c) del mismo artículo, con las penas de seis meses a
dos años de prisión y multa de cien a quinientos pesos, si del
accidente resultare lesionado con una enfermedad o im-
posibilidad de dedicarse a su trabajo por veinte días o más

días, como ocurrió en la especie; que al condenar la Corte a-
qua al prevenido José Castillo Núñez al pago de una multa
de cincuenta pesos oro después de acoger a su favor
circunstancias atenuantes, le aplicó una pena ajustada a la
ley ;

Considerando, que asi mismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ha ocasionado a José
R. Bazil Soto, constituido en parte civil, daños morales y
materiales que apreció en la suma de RD$900.00; que al
condenarlo al pago de esa suma, así como al de los intereses
legales sobre dicha suma a partir de la demanda, a favor de
la parte civil constituida, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del art. 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
José R. Bazil Soto, en los recursos de casación interpuestos
por el prevenido José Castillo Núñez y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 30 de septiembre de 1977, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulo el recurso de la San Rafael, C. por
A., entidad aseguradora; Tercero; Rechaza el recurso del
prevenido José Castillo Núñez y lo condena al pago de las
costas penales y civiles, ordenando la distracción de las
últimas a favor del Dr. Darío Dorrejo Espinal, quien afirma
estarlas avanzando en su totalidad, las cuales hace opo-
nibles a la San Rafael, C. por A., en los términos de la
Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Rafael Alburquer-
que Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goico-
chea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña,
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico: (Firmado): Miguel Jacobo.
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Oro (RD$900.00) por considerar esta Corte que está más en
armonía y equidad con la magnitud de los daños y perjui-
cios rendidos por la víctima; CUARTO: Confirma en sus
demás aspectos la sentencia apelada ; QUINTO: Condena al
prevenido al pago de las costas penales de la alzada y a la
civilmente responsable a las cuales con distracción de estas
en provecho del Dr. Darío Dorrejo Espinal quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte; SEXTO: Declara la
presente sentencia en el aspecto civil, oponible y a la Cía de
Seguros San Rafael C. por A., de conformidad con el art. 10
de la Ley 4117 sobre Seguros Obligatorio de Vehículos de
Motor;

Considerando, que la San Rafael C. por A., entidad ase-
guradora de la responsabilidad civil del prevenido José
Castillo Núñez, no ha expuesto ni en el acta del recurso ni
ante esta Corte los medios en que fundan su recurso, en
violación del art. 37 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación, que exige que el ministerio público, la parte civil
y la persona civilmente responsable, expongan los medios
de su recurso a pena de nulidad, regla que se extiende a la
entidad aseguradora; que, en consecuencia, procede de-
clarar nulo el recurso de la San Rafael, C. por A., y por lo
tanto, solo se examinará el recurso del prevenido Castillo
Núñez;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar la cul-
pabilidad del prevenido y fallar como lo hizo dio por esta-
blecido mediante la ponderación de los elementos de juicio
regularmente administrados en la instrucción de la causa,
lo siguiente: a) que el 14 de octubre de 1973, mientras el
prevenido conducía el vehículo de su propiedad placa No.
80002, por la calle Nicolás de Ovando, de esta ciudad,
produjo con el manejo del mismo golpes a José R. Bazil Soto
que curaron después de veinte y antes de treinta días; b)
que ese accidente se debió a que el prevenido incurrió en
imprudencia al conducir el vehículo a exceso de velocidad ;

Considerando, que los hechos anteriormente establecidos
constituyen a cargo del prevenido recurrente el delito de
ocasionar golpes y heridas involuntarias con el manejo de
un vehículo de motor, previsto en el art. 49, de la ley No. 241de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por la
letra c) del mismo artículo, con las penas de seis meses a
dos años de prisión y multa de cien a quinientos pesos, si del
accidente resultare lesionado con una enfermedad o im-
posibilidad de dedicarse a su trabajo por veinte días o más
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días, como ocurrió en la especie; que al condenar la Corte a-
qua al prevenido José Castillo Núñez al pago de una multa
de cincuenta pesos oro después de acoger a su favor
circunstancias atenuantes, le aplicó una pena ajustada a la
ley,

Considerando, que asi mismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ha ocasionado a José
R. Bazil Soto, constituido en parte civil, daños morales y
materiales que apreció en la suma de RD$900.00; que al
condenarlo al pago de esa suma, así como al de los intereses
legales sobre dicha suma a partir de la demanda, a favor de
la parte civil constituida, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del art. 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
José R. Bazil Soto, en los recursos de casación interpuestos
por el prevenido José Castillo Núñez y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 30 de septiembre de 1977, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulo el recurso de la San Rafael, C. por
A., entidad aseguradora; Tercero; Rechaza el recurso del
prevenido José Castillo Núñez y lo condena al pago de las
costas penales y civiles, ordenando la distracción de las
últimas a favor del Dr. Darío Dorrejo Espinal, quien afirma
estarlas avanzando en su totalidad, las cuales hace opo-
nibles a la San Rafael, C. por A., en los términos de la
Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Rafael Alburquer-
que Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo 14. Goico-
chea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña,
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico: (Firmado): Miguel Jacobo.



Abogado (s): Lic. Salvador Espinal Miranda y Dres. Ho
mero Hernández y Miguel Soto Martínez.

Recurrido (s): Mercedes L. Viamonte de Peña.

Abogado (s) : Dr. Abel Rodríguez del Orbe.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus
ticia, regularmente constituida por los Jueces Darío Bal-
cácer, Segundo Sustituto de Presidente en Funciones de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximc Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin.
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 de octubre del
año 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Química,
C. por A., compañía por acciones organizada de acuerdo
con las leyes de la República, con asiento social en la calle
Arzobispo Meriño No. 506, de esta ciudad, contra la senten-
cia laboral de fecha 13 de junio de 1978, dictada por la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oídos, en la lectura de sus conclusiones al Dr. ITomero
Hernández, cédula No. 7463, serie 31, Lic. Salvador Espinal
Miranda, cédula No. 8652, serie lra., por sí y en represen-
tación del Dr. Miguel Soto Martínez, cédula No. 55570, serie
lra., abogados de la recurrente;

Oído, el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República ;

Visto el memorial de casación, suscrito por los abogados
de la recurrente, depositado en la Secretaría de esta Su-
prema Corte de Justicia el 29 de junio de 1978, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida del 9 de oc-
tubre de 1978, suscrito por su abogado el Dr. Abel Rodríguez
del Orbe;

Visto el memorial de ampliación de la recurrente de
fecha 18 de enero de 1978, suscrito por sus abogados;

Visto el auto dictado en fecha 5 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto en Funciones de Presidente de la Suprema Corte de
Justicia, por medio del cual integra, en su indicada calidad
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos, 8,9 y 16 del Código de Traba jo
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) Que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con-
ciliada y la demanda siguiente, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 3 de noviembre de
1976, una sentencia con el siguiente dispositivo: Falla :

Primero: Se rechaza por improcedente y mal fundada, la
demanda laboral intentada por la señora Mercedes Luisa
Viamonte de Peña, contra La Química C. por A.; Segundo:
Se condena a la parte demandante al pago de las costas, or-
denando su distracción en favor del Dr. Miguel Soto Mar-
tínez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad'. ; b)
Que sobre la apelación interpuesta intervino la sentencia
ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositivo:
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Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del D. N., de
fecha 13 de junio de 1978.

Materia : Trabajo.

Recurrente (s) : La Química, C. por A.

Abogado (s): Lic. Salvador Espinal Miranda y Dres. Ho
mero Hernández y Miguel Soto Martínez.

Recurrido (s) : Mercedes L. Viamonte de Peña.

Abogado (s) : Dr. Abel Rodríguez del Orbe.

Interviniente (s) :

Abogado (s) :

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus
ticia, regularmente constituida por los Jueces Darío Bal-
cácer, Segundo Sustituto de Presidente en Funciones de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximc Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin.
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 de octubre del
año 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Química,
C. por A., compañía por acciones organizada de acuerdo
con las leyes de la República, con asiento social en la calle
Arzobispo Meriño No. 506, de esta ciudad, contra la senten-
cia laboral de fecha 13 de junio de 1978, dictada por la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oídos, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Homero
Hernández, cédula No. 7463, serie 31, Lic. Salvador Espinal
Miranda, cédula No. 8652, serie lra., por sí y en represen-
tación del Dr. Miguel Soto Martínez, cédula No. 55570, serie
lra., abogados de la recurrente;

Oído, el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de casación, suscrito por los abogados
de la recurrente, depositado en la Secretaría de esta Su-
prema Corte de Justicia el 29 de junio de 1978, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida del 9 de oc-
tubre de 1978, suscrito por su abogado el Dr. Abel Rodríguez
del Orbe;

Visto el memorial de ampliación de la recurrente de
fecha 18 de enero de 1978, suscrito por sus abogados;

Visto el auto dictado en fecha 5 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto en Funciones de Presidente de la Suprema Corte de
Justicia, por medio del cual integra, en su indicada calidad
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos, 8, 9 y 16 del Código de Trabajo
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) Que.
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con-
ciliada y la demanda siguiente, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 3 de noviembre de
1976, una sentencia con el siguiente dispositivo: Falla :

Primero: Se rechaza por improcedente y mal fundada, la
demanda laboral intentada por la señora Mercedes Luisa
Viamonte de Peña, contra La Química C. por A. ; Segundo:
Se condena a la parte demandante al pago de las costas, or-
denando su distracción en favor del Dr. Miguel Soto Mar-
tínez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad'. ; b)
Que sobre la apelación interpuesta intervino la sentencia
ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositivo:
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PRIMERO: Declarar regular y válido tanto en la
forma como en el fondo el recurso de apelación interpuesto
por la señora Mercedes Luisa Viamonte de Peña, contra
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional de fecha 3 de noviembre de 1976, dictada en favor de
La Química C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de esta misma sentencia y como consecuen-
cia revoca dicha sentencia impugnada ; SEGUNDO: De-
clarar injusto el despido en el caso de la especie; TER-
CERO: Condena a la empresa La Química, C. por A., a
pagarle a la reclamante Mercedes Luisa Viamonte de
Peña, en valores siguientes: 12 días de salario por concepto
de preaviso; 10 días de auxilio de cesantía; 10 días de va-
caciones, la regalía y bonificación proporcional así como a
una suma igual a los salarios que habría recibido la re-
clamante desde el día de la demanda y hasta la sentencia
defintiva, sin que excedan de tres meses, todo calculado a
base de RD$5.00 diarios; CUARTO: Condena a la parte que
sucumbe La Química, C. por A., al pago de las costas del
procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de la
Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Tra-
bajo, ordenando su distracción en provecho del Dr. Abel
Rodríguez del Orbe que afirma haberlas avanzado en su
totalidad". ;

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación de los artículos 1, 6, 8 y 9 del
Código de Trabajo y 1315 del Código Civil; Segundo Medio:
Falta de exposición de los elementos del Contrato de Tra-
bajo;

Considerando, que en los dos medios de casación reunidos
para su examen, la recurrente alega, en síntesis, que la sen-
tencia impugnada no precisa los elementos de prueba del
contrato por tiempo indefinido, pues, dice, que ni de las
declaraciones de los testigos Ramón Campos Pina ni de
Elia Cruz de Caamaño, como tampoco de la carta que di-
rigió el 7 de noviembre de 1975 a la recurrente y el cheque
que le expidió por RD$45.00, en pago de nueve días de
trabajo, se puede inferir que la recurrente desempeñara un
trabajo permanente e ininterrumpido, en La Química, C.
por A., respecto a la citada carta dice además, que lo que
prueba es que no la iba a usar más en las ventas y promo-
ciones ocasionales de los productos de la empresa, en la
tienda La Sirena y sobre el cheque, que la suma a que se
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contráé sólo corresponde al pago de nueve días por ese
trabajo;

Considerando, que por el examen de la sentencia impug-
nada, se advierte que, la Cámara a-qua para declarar la
existencia de un contrato de trabajo por tiempo indefinido,

entre las partes, su duración, el salario y el despido injus-
tificado, se fundó en la antes mencionada carta, que la
recurrente dirigió a la recurrida, la cual transcribe ínte-
gramente en dicha sentencia y que dice "Mercedes Via-
monte, La Química, C. por A.,- Presente.- Estimada
Señora: Por medio de la presente deseamos hacer de su
conocimiento que por decisión tomada por la Adminis-
tración de esta Empresa, a partir de esta fecha, prescin-
diremos de sus servicios.- Queremos dejar constancia de
nuestro agradecimiento por los servicios prestados por us-
ted durante el tiempo al servicio de sus labores.- Le salu-
damos, muy atentamente, La Química, C. por A.- Fdo.

41.1 Ramón A. Campos	 ; en el cheque que por RD$45.00ex-
pidió de la recurrente en pago de nueve días de trabajo; así
como en la declaración de la testigo Elia Cruz de Caamaño,
la cual le mereció entero crédito, de donde se infiere que al
dar por establecido la Cámara a-qua, que entre la recurren-
te y la recurrida existía un contrato de trabajo por tiempo
indefinido y que éste tuvo una duración de nueve meses;
que el salario que percibía la recurrida era de RD$150.00
mensuales y que había sido despedida injustificadamente
por la recurrente, hizo una interpretación de los documen-
tos y hechos de la causa en su sentido propio y alcance, e
igualmente aplicó correctamente los artículos 8 y 9 del
Código de Trabajo, combinados con la presunción que es-
tablece el artículo 16 del mismo Código;

Considerando, que en estas condiciones, el significado
que la recurrente atribuye a la carta que dirigió a la re-
currida el 7 de noviembre de 1975, en el sentido de que lo que
prueba es que no iba a usar más a la recurrida en las ventas
y promoción de los artículos de la Empresa, en la tienda La
Sirena, es una simple expeculación, desprovista, por tanto,
de toda fuerza probatoria, puesto que estas expresiones ni
constan en dicha carta, ni pueden deducirse de los términos
de su redacción; por lo contrario, tal como lo apreció la
Cámara a-qua, esta carta es un reconocimiento que hace la
recurrente del trabajo que realizaba la recurrida bajo su
dependencia, el cual por la prueba corroborante de la tes
tigo Elia Cruz de Caamaño y por aplicación de los textos
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'FALLA: PRIMERO: Declarar regular y válido tanto en la
forma como en el fondo el recurso de apelación interpuesto
por la señora Mercedes Luisa Viamonte de Peña, contra
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional de fecha 3 de noviembre de 1976, dictada en favor de
La Química C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de esta misma sentencia y como consecuen-
cia revoca dicha sentencia impugnada; SEGUNDO: De-
clarar injusto el despido en el caso de la especie; TER-
CERO: Condena a la empresa La Química, C. por A., a
pagarle a la reclamante Mercedes Luisa Viamonte de
Peña, en valores siguientes: 12 días de salario por concepto
de preaviso; 10 días de auxilio de cesantía; 10 días de va-
caciones, la regalía y bonificación proporcional así como a
una suma igual a los salarios que habría recibido la re-
clamante desde el día de la demanda y hasta la sentencia
defintiva, sin que excedan de tres meses, todo calculado a
base de RD$5.00 diarios; CUARTO: Condena a la parte que
sucumbe La Química, C. por A., al pago de las costas del
procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de la
Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Tra-
bajo, ordenando su distracción en provecho del Dr. Abel
Rodríguez del Orbe que afirma haberlas avanzado en su
totalidad". ;

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación de los artículos 1, 6, 8 y 9 del
Código de Trabajo y 1315 del Código Civil; Segundo Medio:
Falta de exposición de los elementos del Contrato de Tra-
bajo;

Considerando, que en los dos medios de casación reunidos
para su examen, la recurrente alega, en síntesis, que la sen-
tencia impugnada no precisa los elementos de prueba del
contrato por tiempo indefinido, pues, dice, que ni de las
declaraciones de los testigos Ramón Campos Pina ni de
Elia Cruz de Caamaño, como tampoco de la carta que di-
rigió el 7 de noviembre de 1975 a la recurrente y el cheque
que le expidió por RD$45.00, en pago de nueve días de
trabajo, se puede inferir que la recurrente desempeñara un
trabajo permanente e ininterrumpido, en La Química, C.
por A., respecto a la citada carta dice además, que lo que
prueba es que no la iba a usar más en las ventas y promo-
ciones ocasionales de los productos de la empresa, en la
tienda La Sirena y sobre el cheque, que la suma a que se

contrae sólo corresponde al pago de nueve días por ese
trabajo;

Considerando, que por el examen de la sentencia impug-
nada, se advierte que, la Cámara a-qua para declarar la
existenc ia de un contrato de trabajo por tiempo indefinido,
entre las partes, su duración, el salario y el despido injus-
tificado, se fundó en la antes mencionada carta, que la
recurrente dirigió a la recurrida, la cual transcribe ínte-
gramente en dicha sentencia y que dice "Mercedes Via-
monte, La Química, C. por A.,- Presente.- Estimada
Señora: Por medio de la presente deseamos hacer de su
conocimiento que por decisión tomada por la Adminis-
tración de esta Empresa, a partir de esta fecha, prescin-
diremos de sus servicios.- Queremos dejar constancia de
nuestro agradecimiento por los servicios prestados por us-
ted durante el tiempo al servicio de sus labores.- Le salu-
damos, muy atentamente, La Química, C. por A.- Fdo.
Ramón A. Campos Pina" ; en el cheque que por RD$45.00ex-
pidió de la recurrente en pago de nueve días de trabajo; así
como en la declaración de la testigo Elia Cruz de Caamaño,
la cual le mereció entero crédito, de donde se infiere que al
dar por establecido la Cámara a-qua, que entre la recurren-
te y la recurrida existía un contrato de trabajo por tiempo
indefinido y que éste tuvo una duración de nueve meses;
que el salario que percibía la recurrida era de RD$150.00
mensuales y que había sido despedida injustificadamente
por la recurrente, hizo una interpretación de los documen-
tos y hechos de la causa en su sentido propio y alcance, e
igualmente aplicó correctamente los artículos 8 y 9 del
Código de Trabajo, combinados con la presunción que es-
tablece el artículo 16 del mismo Código;

Considerando, que en estas condiciones, el significado
que la recurrente atribuye a la carta que dirigió a la re-
currida el 7 de noviembre de 1975, en el sentido de que lo que
prueba es que no iba a usar más a la recurrida en las ventas
y promoción de los artículos de la Empresa, en la tienda La
Sirena, es una simple expeculación, desprovista, por tanto,
de toda fuerza probatoria, puesto que estas expresiones ni
constan en dicha carta, ni pueden deducirse de los términos
de su redacción; por lo contrario, tal como lo apreció la
Cámara a-qua, esta carta es un reconocimiento que hace la
recurrente del trabajo que realizaba la recurrida bajo su
dependencia, el cual por la prueba corroborante de la tes
tigo Elia Cruz de Caamaño y por aplicación de los textos



legales citados, reviste la naturaleza de un contrato por
tiempo indefinido y no ocasional;

Considerando, que, en consecuencia, el fallo impugnado
contiene una exposición completa de los hechos y motivos
suficientes y pertinentes, que permiten a esta Corte de
Casación apreciar que la Ley ha sido bien aplicada en la es-
pecie por la Cámara a-qua, por lo que los medios propuestos
por la recurrente, carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechazar el recurso de
casación interpuesto por La Química, C. por A., contra la
sentencia rendida por la Cámara de Traba jo del Distrito
Nacional, el día 13 de julio de 1978, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de la presente sentencia ; y SE-
GUNDO: Condena a la recurrente al pago de las costas, con
distracción en provecho del Doctor Abel Rodríguez Del Or-
be, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS): Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. que
certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo

SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 9

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo de D. N., de
fecha 16 de junio de 1978.

Materia : Trabajo.

Recurrente (s) : Faustino Brito.

Abogado (s) :Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Recurrido (s) : Sociedad Industrial Dominicana, C. por A.

Abogado (s) : Dres. Arismendy A. Aristy J., Tobías Cuello y
Lupo Hernández Rueda.

Interviniente (s):

Abogado (s) :

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 6 de
octubre de 1982, años 139', de la Independencia y 119' de la-
Restauración, dicta en áudiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Faustino
Brito, dominicano, mayor de edad, domiciliado en esta
ciudad, cédula No. 20532, serie 2, contra la sentencia dic-
tada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, el 16 de junio de 1978, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Miguel Ja-,

iü
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légales citados, reviste la naturaleza de un contrato por
tiempo indefinido y no ocasional;

Considerando, que, en consecuencia, el fallo impugnado
contiene una exposición compleca de los hechos y motivos
suficientes y pertinentes, que permiten a esta Corte de
Casación apreciar que la Ley ha sido bien aplicada en la es-
pecie por la Cámara a-qua, por lo que los medios propuestos
por la recurrente, carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechazar el recurso de
casación interpuesto por La Química, C. por A., contra la
sentencia rendida por la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, el día 13 de julio de 1978, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de la presente sentencia; y SE-
GUNDO: Condena a la recurrente al pago de las costas, con
distracción en provecho del Doctor Abel Rodríguez Del Or-
be, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS) : Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. que
certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo

SENTE NCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 9

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo de D. N., de
fecha 16 de junio de 1978.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s) : Faustino Brito.

Abogado (s) :Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Recurrido (s) : Sociedad Industrial Dominicana, C. por A.

Abogado (s): Dres. Arismendy A. Aristy J., Tobías Cuello y
Lupo Hernández Rueda.

Interviniente (s) :

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 de
octubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la-
Restauración,_dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia :

Sobre el recurso de casación interpuesto por Faustino
Brito, dominicano, mayor de edad, domiciliado en esta
ciudad, cédula No. 20532, serie 2, contra la sentencia dic-
tada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, el 16 de junio de 1978, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Miguel Ja-

.
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realizado en su contra por la empresa demandada; SE-
GUNDO: Se da acta a la Sociedad Industrial Dominicana,
C. por A., de la reserva de apelación hecha por ella en las
conclusiones de su escrito de fecha 18 de enero de 1974; y

41/0
 TERCERO: Se condena al demandante, señor Faustino

Brito, al pago de las costas del procedimiento, y se ordena
la distracción de las mismas en favor de los Dres. Lupo
Hernández Rueda y Tobías Cuello Linares, que afirman
haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que sobre
apelación de esta sentencia, la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, dictó la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por el señor Faustino Brito, contra
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, de fecha 22 de abril de 1974, dictada en favor de la
Sociedad Industrial Dominicana, C. por A., cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior de esta misma sentencia;
SEGUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho recurso
de alzada y consecuentemente confirma en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la par-
te que sucumbe, señor Faustino Brito, al pago de las costas
del procedimiento de conformidad con los artículos 691 del
Código de Trabajo y 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio
de 1964, ordenando su distracción en provecho de los Dres.
Tobías Cuello Linares y Lupo Hernández Rueda, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone en su memorial,
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos y circunstancias de la causa ;
Segundo Medio: Contradicción de motivos;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de sus
dos medios de casación, que se reúnen para su examen.
alega en resumen, que la Cámara a-qua para rechazar su
demanda sobre el fundamento de que el contrato no era por
tiempo indefinido, como alega, se basa en que la recurrida
se dedica exclusivamente a la elaboración de productos de
maní, soya, etc., si tomar en cuenta que según los testigos la
empresa opera además con otros productos como el millo,
el maíz, el sorgo, la sal, la harina de pescado, los que em-
pleaba, expresa, en la fabricación de alimentos, y sin in-
dagar si la producción de estos frutos era simultánea,
cuyo caso estaría justificada la sentencia, o si era por zafra,
de manera escalonada, lo que significaría que él pasaría

cobo A., en representación de los Dres. Ulises Cabrera y
Freddy Zarzuela, cédulas Nos. 12215 y 41289, series 48 y 54,
respectivamente, abogados del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Licda. Angela
Contreras de Hernández, en representación de los Dres.
Arismendy A. Aristy J. y Lupo Hernández Rueda, cédulas
Nos. 551 y 52000, serie lra., respectivamente, abogados de la
recurrida Sociedad Industrial Dominicana, C. por A. ;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de casación del recurrente del 20 de
septiembre de 1978, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en el cual se proponen los medios
de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del día 10 de
costumbre de 1978, suscrito por sus abogados:

Visto el auto dictado en fecha 5 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Fuello R. y Abelardo
Herrera P., Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación
de que se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de
1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante; y los artículos 1779 del
Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ellas se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y la
consiguiente demanda, el Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional, dictó el 2 de abril de 1974, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO: Se rechaza por im-
procedente y mal fundada la demanda laboral interpuesta
por el señor Faustino Brito, contra la Sociedad Industrial
Dominicana, C. por A., según acto de fecha 30 de septiem-
bre de 1973, del Ministerial Manuel Antonio Adames Cuello,
por no haber establecido el demandante la existencia de un
contrato de Trabajo, ni el hecho material de un despido



1780	 BOLETIN JUDICIAL

cobo A., en representación de los Dres. Ulises Cabrera y
Freddy Zarzuela, cédulas Nos. 12215 y 41289, series 48 y 54,
respectivamente, abogados del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Licda. Angela
Contreras de Hernández, en representación de los Dres,
Arismendy A. Aristy J. y Lupo Hernández Rueda, cédulas
Nos. 551 y 52000, serie ira., respectivamente, abogados de la
recurrida Sociedad Industrial Dominicana, C. por A. ;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de casación del recurrente del 20 de
septiembre de 1978, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en el cual se proponen los medios
de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del día 10 de
costumbre de 1978, suscrito por sus abogados:

Visto el auto dictado en fecha 5 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C. Luis V. García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello R. y Abelardo
Herrera P., Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación
de que se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de
1934 y 926de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante; y los artículos 1779 del
Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ellas se refiere, consta : a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y la
consiguiente demanda, el Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional, dictó el 2 de abril de 1974, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "PRIMERO: Se rechaza por im-
procedente y mal fundada la demanda laboral interpuesta
por el señor Faustino Brito, contra la Sociedad Industrial
Dominicana, C. por A., según acto de fecha 30 de septiem-
bre de 1973, del Ministerial Manuel Antonio Adames Cuello,
por rio haber establecido el demandante la existencia de un
contrato de Trabajo, ni el hecho material de un despido
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realizado en su contra por la empresa demandada; SE-
GUNDO: Se da acta a la Sociedad Industrial Dominicana,
C. por A., de la reserva de apelación hecha por ella en las
conclusiones de su escrito de fecha 18 de enero de 1974; y
TERCERO : Se condena al demandante, señor Faustino
Brito, al pago de las costas del procedimiento, y se ordena
la distracción de las mismas en favor de los Dres. Lupo
Hernández Rueda y Tobías Cuello Linares, que afirman
haberlas avanzado en su mayor parte" ; b) que sobre
apelación de esta sentencia, la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, dictó la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por el señor Faustino Brito, contra
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, de fecha 22 de abril de 1974, dictada en favor de la
Sociedad Industrial Dominicana, C. por A., cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior de esta misma sentencia ;
SEGUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho recurso
de alzada y consecuentemente confirma en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la par-
te que sucumbe, señor Faustino Brito, al pago de las costas
del procedimiento de conformidad con los artículos 691 del
Código de Trabajo y 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio
de 1964, ordenando su distracción en provecho de los Dres.
Tobías Cuello Linares y Lupo Hernández Rueda, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone en su memorial,
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos y circunstancias de la causa;
Segundo Medio: Contradicción de motivos;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de sus
dos medios de casación, que se reúnen para su examen.
alega en resumen, que la Cámara a-qua para rechazar su
demanda sobre el fundamento de que el contrato no era por
tiempo indefinido, como alega, se basa en que la recurrida
se dedica exclusivamente a la elaboración de productos de
maní, soya, etc., si tomar en cuenta que según los testigos la
empresa opera además con otros productos como el millo,
el maíz, el sorgo, la sal, la harina de pescado, los que em-
pleaba, expresa, en la fabricación de alimentos, y sin in-
dagar si la producción de estos frutos era simultánea, n.1
cuyo caso estaría justificada la sentencia, o si era por zafra,
de manera escalonada, lo que significaría que él pasaría

1
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trabajando continuamente todo el año, a lo que agrega
abundando con el mismo propósito, que a su labor además
de la descarga correspondía, como dicen los testigos, la
carga de los productos de la fábrica de alimentos y puesto
que, expresa, como la producción de ésta es contínua, su
trabajo tenía que ser permanente, que la sentencia impug-
nada también sostiene que el recurrente era independiente
y no recibía órdenes de nadie, cuando los testigos a re-
querimiento del mismo Juez a-quo declararon que a él le
llamaban la atención y recibía órdenes del patrono; que la
forma de pago del salario no hace variar la naturaleza del
contrato , como tampoco unos "contraticos", pues la na-
turaleza del contrato depende de la labor realizada real-
mente por el trabajador: finalmente, que la contradicción
de los motivos de la sentencia impugnada consiste en que, el
Juez a-quo da por establecido que el recurrente tuvo que
pagarle prestaciones laborales a un trabajador fijo a su ser-
vicio y descartar la posibilidad de que el recurrente con
mayor responsabilidad fuera un trabajador fijo;

Considerando, que la Cámara a-qua para calificar el con-
trato, que ligaba el recurrente y la recurrida, por ajuste,
regido por el párrafo 3 del artículo 1779 del Código Civil, se
basa en los testimonios resultantes del informativo y del
contrainformativo testimonial, preferentemente en los tes-
tigos de esta última, señores Cesáreo Ozoria y José Dolores
Martínez Ortiz, de los que extrae como fundamento del fallo
impugnado, que las actividades principales de la recurrida
eran la elaboración de los productos de maní, soya, etc., de
los granos, incluyendo los importados, era realizada con un
personal extra; que el recurrente era llamado cada vez que
se producía un movimiento en la carga de frutos para
realizar estas labores y firmaba un contrato, en cada caso,
mediando uno y otro contrato cierto tiempo; que el recu-
rrente no recibía órdenes, siendo él el que organizaba las
labores, contrataba el personal que empleaba en la obra, a
quienes daba instrucciones y les pagaba, apoyando estos
últimos hechos en una certificación del Instituto Domini-
cano de Seguros Sociales.- Pólizas de Seguros contra ac-
cidentes de trabajo y una sentencia que condenaba al re-
currente al pago de las prestaciones laborales en provecho
de uno de sus empleados y que el salario que percibía era
muy elevado por el volumen de trabajo y duración de los
.contratos, de RD$186.51

Considerando, que asimismo lá Cámara a-qua para
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edificar su criterio, en el sentido expresado, ponderó
además los contratos, intervenidos entre el recurrente y la
recurrida, que esta depositó, los cuales el recurrente ad-
mite conocer al llamarlo "contratito" y criticarlos ex-
presando que no podían destruir la realidad de las labores
que él efectivamente realizaba y de manera permanente, y
de los cuales contratos el Juez a-quo infirió que el recurren-
te prestó servicio bajo un contrato de obras o servicios
determinados, de los llamados por ajuste, regido por el
Código Civil;

Considerando, que el contrato por ajuste, a que se refiere
el párrafo 3 del artículo 1779 del Código Civil, es un contrato
sinalagmático, por el cual una de las partes se obliga a
realizar un trabajo determinado, mediante una remune-
ración sin estar bajo la dependencia de la otra, estando
dicho contrato sometido a 13S reglas del derecho común;

Considerando, que es de principio que los jueces del fondo
son soberanos en la interpretación de los contratos, como
también lo son en la interpretación de l.is declaraciones de
los testigos, salvo desnaturalización; qae en este orden de
ideas la Cámara a-qua para incluir en el contrato objeto de
la presente controversia, entre los contratos por ajuste, se
fundó en los términos de los contratos depositados por la
recurrida y que fueron firmados en diversas épocas, así
como en las declaraciones de los testigos, que en virtud de
su poder de apreciación, atribuyó mayor credibilidad, por
las cuales dio por establecido que el recurrente realizaba
las labores de carga y descarga, de los productos que re-
cibía y elaboraba la recurrida, con sus propios trabajadores
y de manera independiente, por una remuneración diaria
de RD$186.51, que por su monto tiene determinante signi-
ficación en la presente litis, para la calificación del con-
trato, pues un salario de este monto no es corrientemente
percibido por un obrero que realizara similares labores de
carga y descarga de frutos, mediante un contrato por tiem-
po indefinido, respecto del cual el recurrente al hacer su
comentario no dio una explicación que favoreciera su re-
clamación; por todo lo cual es obvio que en estas condi-
ciones la calificación de contrato por ajuste que ha dado la
Cámara a-qua a las relaciones jurídicas entre la recurrente
y el recurrido corresponde a la naturaleza de dicho con-
trato;

Considerando, que en cuanto al vicio de contradicción de
motivos, que el recurrente también imputa a la sentencia
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trabajando continuamente todo el año, a lo que agrega
abundando con el mismo propósito, que a su labor además
de la descarga correspondía, como dicen los testigos, la
carga de los productos de la fábrica de alimentos y puesto
que, expresa, como la producción de ésta es contínua, su
trabajo tenía que ser permanente, que la sentencia impug-
nada también sostiene que el recurrente era independiente
y no recibía órdenes de nadie, cuando los testigos a re-
querimiento del mismo Juez a-quo declararon que a él le
llamaban la atención y recibía órdenes del patrono; que la
forma de pago del salario no hace variar la naturaleza del
contrato , como tampoco unos "contraticos", pues la na-
turaleza del contrato depende de la labor realizada real-
mente por el trabajador: finalmente, que la contradicción
de los motivos de la sentencia impugnada consiste en que, el
Juez a-quo da por establecido que el recurrente tuvo que
pagarle prestaciones laborales a un trabajador fijo a su ser-
vicio y descartar la posibilidad de que el recurrente con
mayor responsabilidad fuera un trabajador fijo;

Considerando, que la Cámara a-qua para calificar el con-
trato, que ligaba el recurrente y la recurrida, por ajuste,
regido por el párrafo 3 del artículo 1779 del Código Civil, se
basa en los testimonios resultantes del informativo y del
contrainformativo testimonial, preferentemente en los tes-
tigos de esta última, señores Cesáreo Ozoria y José Dolores
Martínez Ortiz, de los que extrae como fundamento del fallo
impugnado, que las actividades principales de la recurrida
eran la elaboración de los productos de maní, soya, etc., de
los granos, incluyendo los importados, era realizada con un
personal extra; que el recurrente era llamado cada vez que
se producía un movimiento en la carga de frutos para
realizar estas labores y firmaba un contrato, en cada caso,
mediando uno y otro contrato cierto tiempo; que el recu-
rrente no recibía órdenes, siendo él el que organizaba las
labores, contrataba el personal que empleaba en la obra, a
quienes daba instrucciones y les pagaba, apoyando estos
últimos hechos en una certificación del Instituto Domini-
cano de Seguros Sociales.- Pólizas de Seguros contra ac-
cidentes de trabajo y una sentencia que condenaba al re-
currente al pago de las prestaciones laborales en provecho
de uno de sus empleados y que el salario que percibía era
muy elevado por el volumen de trabajo y duración de los
contratos, de RD$186.51 diarios:"

Considerando, que asimismo lá Cámara a-qua para
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edificar su criterio, en el sentido expresado, ponderó
además los contratos, intervenidos entre el recurrente y la
recurrida, que esta depositó, los cuales el recurrente ad-
mite conocer al llamarlo "contratito" y criticarlos ex-
presando que no podían destruir la realidad de las labores
que él efectivamente realizaba y de manera permanente, y
de los cuales contratos el Juez a-quo infirió que el recurren-
te prestó servicio bajo un contrato de obras o servicios
determinados, de los llamados por ajuste, regido por el
Código Civil;

Considerando, que el contrato por ajuste, a que se refiere
el párrafo 3 del artículo 1779 del Código Civil, es un contrato
sinalagmático, por el cual una de las partes se obliga a
realizar un trabajo determinado, mediante una remune-
ración sin estar bajo la dependencia de la otra, estando
dicho contrato sometido a ias reglas del derecho común;

Considerando, que es de principio que los jueces del fondo
son soberanos en la interpretación de los contratos, como
también lo son en la interpretación de las declaraciones de
los testigos, salvo desnaturalización; que en este orden de
ideas la Cámara a-qua para incluir en el contrato objeto de
la presente controversia, entre los contra' os por ajuste, se
fundó en los términos de los contratos depositados por la
recurrida y que fueron firmados en diversas épocas, así
como en las declaraciones de los testigos, que en virtud de
su poder de apreciación, atribuyó mayor credibilidad, por
las cuales dio por establecido que el recurrente realizaba
las labores de carga y descarga, de los productos que re-
cibía y elaboraba la recurrida, con sus propios trabajadores
y de manera independiente, por una remuneración diaria
de RD$186.51, que por su monto tiene determinante signi-
ficación en la presente litis, para la calificación del con-
trato, pues un salario de este monto no es corrientemente
percibido por un obrero que realizara similares labores de
carga y descarga de frutos, mediante un contrato por tiem-
po indefinido, respecto del cual el recurrente al hacer su
comentario no dio una explicación que favoreciera su re-
clamación; por todo lo cual es obvio que en estas condi-
ciones la calificación de contrato por ajuste que ha dado la
Cámara a-qua a las relaciones jurídicas entre la recurrente
y el recurrido corresponde a la naturaleza de dicho con-
trato;

Considerando, que en cuanto al vicio de contradicción de
motivos, que el recurrente también imputa a la sentencia
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 10

Sentencia impugnada : Juzgado de lra. Instancia de San
Cristóbal, de fecha 12 de diciembre de 1977.

Materia : Laboral.

Recurrente (s) : Alimentos Caribe, C. por A.

Abogado (s) : Lic. R. Eneas Saviñón y Dr. Antonio Ballester
Hernández,—

Recurrido (s): Rosa Rodríguez y Compartes.

1784	 BOLETIN JUDICIAL 

impugnada, y que apoya en los hechos anteriormente men-
cionados, esta Corte estima que ella no adolece de este
vicio, pues como la Cámara a-qua ha decidido que no existía
contrato de trabajo entre las partes, sino un contrato por
ajuste, el hecho de que el recurrente empleara trabajadores
fijos en ese servicio u obra, no puede tener influencia en las
relaciones jurídicas entre las partes en litis, que han dado
lugar a la presente controversia;

Considerando, que por todo lo expuesto, esta Corte estima
correcto y bien fundados en derecho los razonamientos ex-
puestos por la Cámara a-qua para justificar el fallo impug-
nado y que ha hecho su apreciación sobre la calificación del
contrato, que ligaba las partes, sin desnaturalización y que
además, la sentencia impugnada no adolece del vicio de
contradicción de motivos; que, en consecuencia, los medios
que se examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Faustino Brito, contra la senten-
cia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 16 de
junio de 1978, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente al pago
de las costas, distrayéndolas en favor de los Dres. Arismen-
dy A. Aristy Jiménez, Lupo Hernández Rueda y Tobías
Cuello Linares, abogados de la recurrida, quienes afirman
haberlas avanzado en su mayor parte;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico: (Firmado) : Miguel Jacobo.

Abogado (s) : Dr. Héctor Cabral Ortega.

Interviniente (s):

Abogado (s) :

Dios, Patria Y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Darío Bal-
cácer, Segundo Sustituto en Funciones de Presidente;
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Fuello Renville y Abelardo Herrera
Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Donjingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de octubre del
año 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública como Corte de Ca-
sación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alimentos
Caribe, C. por A., Sociedad Comercial Organizada de Con-
formidad con las Leyes de la República, con asiento social
en la ciudad de San Cristóbal, contra sentencia dictada en
atribuciones laborales por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal, el 12 de diciembre de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol *
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impugnada, y que apoya en los hechos anteriormente men-
cionados, esta Corte estima que ella no adolece de este
vicio, pues como la Cámara a-qua ha decidido que no existía
contrato de trabajo entre las partes, sino un contrato por
ajuste, el hecho de que el recurrente empleara trabajadores
fijos en ese servicio u obra, no puede tener influencia en las
relaciones jurídicas entre las partes en litis, que han dado
lugar a la presente controversia;

Considerando, que por todo lo expuesto, esta Corte estima
correcto y bien fundados en derecho los razonamientos ex-
puestos por la Cámara a-qua para justificar el fallo impug-
nado y que ha hecho su apreciación sobre la calificación del
contrato, que ligaba las partes, sin desnaturalización y que
además, la sentencia impugnada no adolece del vicio de
contradicción de motivos; que, en consecuencia, los medios
que se examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Faustino Brito, contra la senten-
cia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 16 de
junio de 1978, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente al pago
de las costas, distrayéndolas en favor de los Dres. Arismen-
dy A. Aristy Jiménez, Lupo Hernández Rueda y Tobías
Cuello Linares, abogados de la recurrida, quienes afirman
haberlas avanzado en su mayor parte;

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico: (Firmado) : Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECIIA 6 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 10

Sentencia impugnada : Juzgado de lra. Instancia de San
Cristóbal, de fecha 12 de diciembre de 1977.

Materia : Laboral.

Recurrente (s) : Alimentos Caribe, C. por A.

Abogado (s) : Lic. R. Eneas Saviñón y Dr. Antonio Ballester
Hernández,—

Recurrido (s): Rosa Rodríguez y Compartes.

Abogado (s): Dr. Iléctor Cabral Ortega.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria Y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Darío Bal-
cácer, Segundo Sustituto en Funciones de Presidente;
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera
Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de octubre del
año 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia publica como Corte de Ca-
sación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alimentos
Caribe, C. por A., Sociedad Comercial Organizada de Con-
formidad con las Leyes de la República, con asiento social
en la ciudad de San Cristóbal, contra sentencia dictada en
atribuciones laborales por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal, el 12 de diciembre de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de la recurrente del 15 de febrero de
1978, suscrito por sus abogados Lic. R. Eneas Saviñón y Dr.
Antonio Ballester Hernández, cédula Nos. 110 y 141, serie 26
y 48 respectivamente, en el cual se proponen contra la sen-
tencia impugnada, los medios que más adelantes se indi-
can;

Visto el memorial de defensa de los recurridos del 3 de
marzo de 1978, suscrito por su abogado Dr. Héctor A. Cabral
Ortega ;

Visto, el auto dictado en fecha 5 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto en Funciones de Presidente de la Suprema Corte de
Justicia, por medio del cual integra, en su indicada calidad
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Fernando
E. Ravelo de la fuente, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máxicmo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad, con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te que se mencionan más adelante y los artículos 1, 20, 43 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y las
siguiente demanda, el Juzgado de Paz del Municipio de San
Cristóbal dictó el 28 de septiembre de 1973, una sentencia in-
cidental que acogió la tacha de los testigos del contrainfor-
mativo propuestos por la hoy recurrente; b) que el 31 de oc-
tubre de 1973 y aun pendiente un recurso de apelación con-
tra la sentencia incidental ya mencionada, el Juzgado de
Paz del Municipio de San Cristóbal, dictó una sentencia
sobre el fondo, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Se declara buena y válida en cuanto a la forma y
fondo la presente demanda laboral interpuesta por los nom-
brados Rosa Rodríguez y compartes en contra de Alimentos
Caribe, C. por A., por haber sido hecha en tiempo hábil y de
acuerdo a la Ley y reposar en pruebas legales y
en conseciienOia se declara la rescisión del contrato
de Alimentos Caribe, C. por A.. por la causa

del despido injustificado por parte del patrono Ali-
mentos Caribe, C. por A., a los trabajadores Rosa Ro-
dríguez y Compartes; SEGUNDO: Se pronuncia el defecto
contra Alimentos Caribe, C. por A., representada por el Lic.
R. Eneas Saviñón, quien a su vez fue representado en au-
diencia por el Dr. A. Ballester Hernández por no haber con-
cluido formalmente al fondo, según lo prescribe el artículo
150 del Código de Procedimiento Civil; TERCERO: Se con-
dena a Alimentos Caribe, C. por A., a pagar a favor de los
trabajadores Rosa Rodríguez y Compartes las siguientes
prestaciones e indemnizaciones; 24 días de preaviso; 90
días de Auxilio de Cesantía; las vacaciones correspondien-
tes (14 días) ; la regalía pascual proporcional; los salarios
caídos desde el día de la demanda hasta en el que se haga
definitiva la sentencia que intervenga sin pasar de tres
meses de salarios; la diferencia salarial de conformidad
con la tarifa vigente, todo a razón de RD$3.20 diarios y la
diferencia prealudida; los intereses legales de todas las
partidas adeudadas; b) En cuanto a Raúl Pérez Lugo, todas
las prestaciones del ordinal anterior con la excepción del
auxilio de cesantía que en caso debe ser de 60 días; CUAR-
TO: Se condena a Alimentos Caribe. C. por A., a pagar a
favor del trabajador (chofer) Rafael Báez Isabel las si-
guientes prestaciones e indemnizaciones: a) 24 días de
preaviso, a razón de RD$150.00 mensuales; b) 45 días de
auxilio de cesantía: c) 14 días de vacaciones; d) la regalia
pascual correspondiente; e) los salarios adeudados al
momento del despido; f) la diferencia salarial como con-
cecuencia de no habérsele pagado el sueldo de chofer de
150.00 mensuales, hasta tres meses de salario como esta-

~, blecen la ley y jurisprudencia; g) los intereses legales
correspondientes; h) los salarios caídos desde el día de la
demanda hasta en el que se haga definitiva la sentencia que
intervenga sin pasar de tres meses de salarios todas las
prestaciones mencionadas a razón de RD$150.00 men-
suales; QUINTO: Se condena a Alimentos Caribe, C. por A.,
a pagar a favor de los trabajldores Angela Rivera, Mer-
cedes Soriano y María Rodríguez las siguientes presta-
ciones: a) 24 días de preaviso; b) la regalía pascual corres-
pondiente; c) 90 días de auxilio de cesantía; d) 14 días de
vacaciones; e) los salarios adeudados al momento del des-
pido; f) las diferencias salariales como consecuencia de
horas extraordinarias de trabajo no remuneradas; g) los
intereses legales correspondientes; h) los salarios caídos
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de la recurrente del 15 de febrero de
1978, suscrito por sus abogados Lic. R. Eneas Saviñón y Dr.
Antonio Ballester Hernández, cédula Nos. 110 y 141, serie 26
y 48 respectivamente, en el cual se proponen contra la sen-
tencia impugnada, los medios que más adelantes se indi-
can;

Visto el memorial de defensa de los recurridos del 3 de
marzo de 1978, suscrito por su abogado Dr. Héctor A. Cabral
Ortega;

Visto, el auto dictado en fecha 5 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto en Funciones de Presidente de la Suprema Corte de
Justicia, por medio del cual integra, en su indicada calidad
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Fernando
E. Ravelo de la fuente, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máxicmo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad, con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te que se mencionan más adelante y los artículos 1, 20, 43 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación ;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y las
siguiente demanda, el Juzgado de Paz del Municipio de San
Cristóbal dictó el 28 de septiembre de 1973, una sentencia in-
cidental que acogió la tacha de los testigos del contrainfor-
mativo propuestos por la hoy recurrente; b) que el 31 de oc-
tubre de 1973 y aun pendiente un recurso de apelación con-
tra la sentencia incidental ya mencionada, el Juzgado de
Paz del Municipio de San Cristóbal, dictó una sentencia
sobre el fondo, cuyo dispositivo dice así: "FALLA : PRI-/11ERO : Se declara buena y válida en cuanto a la forma y
fondo la presente demanda laboral interpuesta por los nom-
brados Rosa Rodríguez y compartes en contra de Alimentos
Caribe, C. por A., por haber sido hecha en tiempo hábil y de
acuerdo a la Ley y reposar en pruebas legales y
en consecuencia se declara la rescisión del contrato
de Alimentos .Caribe, C. por A., por la causa
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del despido injustificado por paree del patrono Ali-
mentos Caribe, C. por A., a los trabajadores Rosa Ro-
dríguez y Compartes; SEGUNDO: Se pronuncia el defecto
contra Alimentos Caribe, C. por A., representada por el Lic.
R. Eneas Saviñón, quien a su vez fue representado en au-
diencia por el Dr. A. Ballester Hernández por no haber con-
cluido formalmente al fondo, según lo prescribe el artículo
150 del Código de Procedimiento Civil; TERCERO: Se con-
dena a Alimentos Caribe, C. por A., a pagar a favor de los
trabajadores Rosa Rodríguez y Compartes las siguientes
prestaciones e indemnizaciones; 24 días de preaviso; 90
días de Auxilio de Cesantía; las vacaciones correspondien-
tes (14 días) ; la regalía pascual proporcional; los salarios
caídos desde el día de la demanda hasta en el que se haga
definitiva la sentencia que intervenga sin pasar de tres
meses de salarios; la diferencia salarial de conformidad
con la tarifa vigente, todo a razón de RD$3.20 diarios y la
diferencia prealudida; los intereses legales de todas las
partidas adeudadas; b) En cuanto a Raúl Pérez Lugo, todas
las prestaciones del ordinal anterior con la excepción del
auxilio de cesantía que en caso debe ser de 60 días; CUAR-
TO: Se condena a Alimentos Caribe, C. por A., a pagar a
favor del trabajador (chofer) Rafael Báez Isabel las si-
guientes prestaciones e indemnizaciones: a) 24 días de
preaviso, a razón de RD$150.00 mensuales; b) 45 días de
auxilio de cesantía ; c) 14 días de vacaciones; d) la regalía
pascual correspondiente; e) los salarios adeudados al
momento del despido; f) la diferencia salarial como con-
cecuencia de no habérsele pagado el sueldo de chofer de
150.00 mensuales, hasta tres meses de salario como esta-
blecen la ley y jurisprudencia; g) los intereses legales
correspondientes; h) los salarios caídos desde el día de la
demanda hasta en el que se haga definitiva la sentencia que
intervenga sin pasar de tres meses de salarios todas las
prestaciones mencionadas a razón de RD$150.00 men-
suales; QUINTO: Se condena a Alimentos Caribe, C. por A.,
a pagar a favor de los trabajldores Angela Rivera, Mer-
cedes Soriano y María Rodríguez las siguientes presta-
ciones: a) 24 días de preaviso; b) la regalía pascual corres-
pondiente; c) 90 días de auxilio de cesantía; d) 14 días de
vacaciones; e) los salarios adeudados al momento del des-
pido; f) las diferencias salariales como consecuencia de
horas extraordinarias de trabajo no remuneradas; g) los
intereses legales correspondientes; h) los salarios caídos
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desde el día de la demanda hasta en el que se haga defini-
tiva la sentencia que intervenga sin pasar de tres meses de
salarios, todas prestaciones a cada una de las demandan-
tes; y SEXTO: Se condena además a Alimentos Caribe, C.
por A., al pago de las costas del procedimiento con distrac-
ción de las mismas en favor del Dr. Héctor A. Cabral Or-
tega, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad"; c)
que la del 18 de diciembre de 1973, intervino sobre la ape-
lación de la sentencia incidental sobre la tacha de los tes-
tigos una sentencia confirmativa de la del 28 de septiembre
de 1973; d) que sobre recurso de apelación interpuesto por
la hoy recurrente, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
dictó el 18 de diciembre de 1973 una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "Falla: Primero: Declara como al efecto
declara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto
por Alimentos Caribe, C. por A., por ser justa en cuanto a la
forma ; Segundo: Rechaza como al efecto rechaza por ex-
temporáneo, frustratorio e improcedente en cuanto al fon-
do, acogiendo los razonamientos externados por los recu-
rridos; Tercero: Condenar como al efecto condena a Ali-
mentos Caribe, C. por A., al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en favor del Dr. Héctor A. Cabral Or-
tega, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte";
e) que sobre recurso de casación interpuesto por la hoy
recurrente, intervino el 9 de octubre del 1974, una sentencia
dictada por la Suprema Corte de Justicia con el siguiente
dispositivo: "Por tales motivos, Primero: Casa la senten-
cia incidental dictada en sus atribuciones laborales, por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en
fecha 18 de diciembre de 1973, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; y envía dicho
asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Peravia, en las mismas atribuciones;
Segundo: Condena a los recurridos al pago de las costas, sin
distracción por no haber afirmado los abogados de la re-
currente haberlas avanzado en su totalidad o en parte' ; f)
que sobre apelación de la sentencia sobre el fondo del 31 de
octubre de 1973, intervino el fallo ahora impugnado en
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Rechazar, como al efecto rechaza, las conclusiones
de Alimentos Caribe, C. por A., en el sentido de la incom-
petencia de este tribunal para conocer del contra-

informativo y el fondo de la contestación por improcedente
e infundadas, según se ha demostrado en otra parte de la
presente decisión; sEGUNDO: Condenar, como al efecto
condenamos a Alimentos Caribe, C. por A., al pago de las
costas del incidente y ordenar, como al efecto ordenamos.
su distracción en provecho del doctor Héctor A. Cabral Or
tega, abogado apoderado especial de Rosa Rodríguez y
Compartes, después de afirmar estarlas avanzando en su
totcaolindsade"r;

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada, los siguientes medios de casación;
Primer Medio: Desconocimiento de los efectos jurídicos de
la sentencia de esta Honorable Corte del 9 de octubre de 1974
(autoridad de la sentencia interlocutoria ) ; Segundo Medio:
Violación del artículo 504 del Código de Procedimiento
Criminal ; Tercer Medio: Violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil, falta de motivos y falta de
base legal; Violación del derecho de defensa;

Considerando, que en el desarrollo de sus tres medios de
casación, que por su estrecha relación se reúnen para su
examen, la recurrente alegan en síntesis; "Esta Honorable
Corte, en reiteradas ocasiones ha _ decidido, lo que
constituye un principio, que la casación de una
sentencia que ordena una .medida de instrucción,
implica por .vía de consecuencia, la casación de la
sentencia subsiguiente que se haya pronunciado
sobre el fondo (Cas. 29 de abril 1960, B. J. No.
597. Pág. 840 y siguientes).- Principio que se aplica, no sólo
cuando la casación se refiere a sentencias interlocutorias
que ordena medidas de instrucción, sino también cuando la

iliew • casación se refiere a sentencia que haya negado una me-
dida de instrucción o haya admitido indebidamente una
contra los testigos de una parte, siempre que tales circuns-
tancias, como en el caso ocurrente, hayan lesionado el
derecho de defensa ; la sentencia de esta Honorable Corte
de fecha 9 de octubre de 1974 que casó la dictada el 18 de
diciembre de 1973, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atribuciones de
Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, que confirmó la
tacha propuesta de los testigos presentados por la hoy re-
currente en la jurisdicción de Primer Grado. aniquiló. de
manera total y defintiva, por vía de consecuencia, la de-
cisión sobre el fondo del Juzgado de Paz del Municipio de
San Cristóbal, en funciones de tribunal de Trabajo de
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desde el día de la demanda hasta en el que se haga defini-
tiva la sentencia que intervenga sin pasar de tres meses de
salarios, todas prestaciones a cada una de las demandan-
tes; y SEXTO: Se condena además a Alimentos Caribe, C.
por A., al pago de las costas del procedimiento con distrac-
ción de las mismas en favor del Dr. Héctor A. Cabral Or-
tega, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad"; c)
que la del 18 de diciembre de 1973, intervino sobre la ape-
lación de la sentencia incidental sobre la tacha de los tes-
tigos una sentencia confirmativa de la del 28 de septiembre
de 1973; d) que sobre recurso de apelación interpuesto por
la hoy recurrente, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
dictó el 18 de diciembre de 1973 una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "Falla: Primero: Declara como al efecto
declara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto
por Alimentos Caribe, C. por A., por ser justa en cuanto a la
forma; Segundo: Rechaza como al efecto rechaza por ex-
temporáneo, frustratorio e improcedente en cuanto al fon-
do, acogiendo los razonamientos externados por los recu-
rridos; Tercero: Condenar como al efecto condena a Mi-
mentos Caribe, C. por A., al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en favor del Dr. Héctor A. Cabral Or-
tega, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte";
e) que sobre recurso de casación interpuesto por la hoy
recurrente, intervino el 9 de octubre del 1974, una sentencia
dictada por la Suprema Corte de Justicia con el siguiente
dispositivo: "Por tales motivos, Primero: Casa la senten-
cia incidental dictada en sus atribuciones laborales, por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en
fecha 18 de diciembre de 1973, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; y envía dicho
asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Peravia, en las mismas atribuciones;
Segundo: Condena a los recurridos al pago de las costas, sin
distracción por no haber afirmado los abogados de la re-
currente haberlas avanzado en su totalidad o en parte'; f)
que sobre apelación de la sentencia sobre el fondo del 31 de
octubre de 1973, intervino el fallo ahora impugnado en
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Rechazar, como al efecto rechaza, las conclusiones
de Alimentos Caribe, C. por A., en el sentido de la incom-
petencia de este tribunal para conocer del contra-
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informativo y el fondo de la contestación por improcedente
e infundadas, según se ha demostrado en otra parte de la
presente decisión; SEGUNDO: Condenar, como al efecto
condenamos a Alimentos Caribe, C. por A., al pago de las
costas del incidente y ordenar, como al efecto ordenamos.
su distracción en provecho del doctor Héctor A. Cabral Or
tega, abogado apoderado especial de Rosa Rodríguez y
Compartes, después de afirmar estarlas avanzando en su
totalidad"

Considerando,ando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada, los siguientes medios de casación;
Primer Medio: Desconocimiento de los efectos jurídicos de
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Primer Grado, de fecah 31 de octubre del 1973, yaque ésta,
la dictada sobre el fondo, se basaba en procedimientos fal-
sos realizados en violación a la ley; la sentencia del 9 de oc-
tubre de 1974, no sólo anuló la dictada sobre el fondo ya
mencionada, sino que, además, envió el caso para su co-
nocimiento, en las mismas condiciones, por ante el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia,
quedando, por consiguiente, desapoderado el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, y,
la perención del recurso de casación interpuesto contra la
sentencia del incidente de la tacha de los testigos, repetido
en la jurisdicción de Segundo Grado, cuando se estaba
conociendo de la apelación de la sentencia del 31 de octubre
de 1973, es intranscendente, no obstante enarbolarla como
argumento principal y llegar a decir el Juez a-quo que dicha_
sentencia, la que declara la perención del recurso, reafirma
su competencia, que dice, es plena y absoluta para conti-
nuar el conocimiento del caso; el Juez a-quo reconoce los
efectos de la perención, exagerándólos; pero, consciente-
mente, ignore los efectos de la sentencia del 9 de octubre de
1974 que lo desapoderó y envió el caso por ante la jurisdic-
ción de Peravia, y de una manera muy singular lo juzga en
apelación limitándose a justificar la instrucción de primer
grado, sin examinar el fallo del caso que se dice apoderado.-
Otro vicio que anula su decisión; en otro aspecto. El ar-
tículo 504 del Código de Procedimiento Civil consagra: que
la contradicción de sentencias pronunciadas en última ins-
tancia por distintos tribunales o juzgados, entre las mismas
partes y sobre los mismos medios, es motivo de casación, y
el asunto será tramitado y juzgado en conformidad a la ley
de procedimiento de casación; La obstinación del Juez a-
quo ha sido situada a la recurrente Alimentos Caribe, C.
por A., en esta situación, al desconocer su desapoderamien-
to por la sentencia de esta Honorable Corte del 9 de octubre
de 1974, y el envío regular del caso, hecho por la misma sen-
tencia, al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Peravia, tribunal que en fecha 16 de diciembre del
1975, rechazó las pretensiones de los demandantes Rosa
Rodríguez y compartes, las que ahora acoge el Juez a -quo,
considerándose todavía apoderado del litigio que se inició
en su jurisdicción, agravando la situación considerada
como medio de casación el el artículo 504 del Código de
Procedimiento Civil, ya que unos de los tribunales de los

concurrentes en los señalamientos del precitado texto, es
incompetente " ;

Considerando, que en la especie, del examen del fallo im-
pugnado y de los documentos del expediente resulta lo si-
guiente: a) que la hoy recurrente sometió por ante el Juz-
gado de Paz de San Cristóbal una lista de testigos para
realizar un contrainformativo a su cargo, los cuales fueron
tachados por la parte adversa y acogida dicha tacha por el
Juzgado mencionado por sentencia incidental del 28 de sep-
tiembre de 1973; b) que sobre recurso de apelación inter-
puesto contra esa sentencia por la hoy recurrente,m la
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia de San Cristóbal confirmó dicha sentencia incidental
por la suya del 18 de diciembre de 1973; c) que la Alimentos
Caribe, C. por A., recurrió en casación contra esa sentencia
y el 9 de octubre de 1974 la Suprema Corte de Justicia, casó
la sentencia y envió el asunto por ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Peravia en las mis-
mas atribuciones;

Considerando, que por lo antes expuesto, resulta evidente
que al casar la sentencia incidental la Suprema Corte de
Justicia y enviar el asunto por ante el Juzgado de Peravia
ya mencionado, tanto el Juzgado de Paz como el Juzgado de
Primera Instancia de San Cristóbal quedaron desapode-
rados del proceso y era el Juzgado de Primera Instancia de
Peravia a quien correspondía la celebración del contrain-
formativo a cargo de la hoy recurrente y el conocimiento
del fondo del proceso; que no obstante ello, el Juzgado de
Paz de San Cristóbal nuevamente apoderado había dictado,
el 31 de octubre de 1973, (aún pendiente de conocimiento la
apelación de la sentencia incidental), sentencia sobre el
fondo que fue apelada por la hoy recurrente y se repitió el
incidente, al acoger el Tribunal de Segundo Grado nue-
vamente la tacha, sentencia contra la cual se interpuso un
recurso de casación que fue declarado peremido por sen-
tencia de la Suprema Corte de Justicia del 14 de septiembre'
de 1977; que el Juez a-quo consideró erróneamente que la
perención de) recurso contra el incidente lo apoderaba para
continuar el conocimiento del proceso y fijó fecha para la
celebración de medidas de instrucción y conclusiones al
fondo, en esta audiencia la hoy recurrente propuso en limini
litis la excepción de incompetencia del Tribunal de Segundo
Grado la cual fue rechazada por sentencia del 15 de noviem-
bre de 1977, hasta intervenir el 12 de diciembre de 1977, la
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sentencia soore el fondo ahora impugnada ;
Considerando, que la casación de una sentencia que or-

dena una medida de instrucción implica por vía de con-
secuencia, la casación de la sentencia subsiguiente que se
haya pronunciado sobre el fondo; que este principio debe
ser aplicado no sólo cuando la casación se refiere a una sen-
tencia que ordena una medida de instrucción, sino también
cuando se refiere a sentencias que la hayan negado o hayan
admitido indebidamente una tacha contra los testigos de
parte, siempre que él haya lesionado el derecho de defensa,
que esto se justifica plenamente no sólo por los principios
que regulan el apoderamiento del Tribunal de envío cuando
se pronuncia una casación con envío, sino que además cons-
tituye una medida de buena administracción de justicia con
el fin de evitar el pronunciamiento de sentencias contradic-
torias;

Considerando, que en la especie, resulta evidente, que la
sentencia de la Suprema Corte de Justicia del 9 de octubre
de 1974 que casó la sentencia del 18 de diciembre de 1973 del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, además de anular las sentencias anteriores a su
pronunciamiento, apoderó al Tribunal de Primera Instan-
cia de Peravia no sólo en lo relativo al incidente sobre la
tacha de los testigos, sino también en cuanto al conocimien-
to del fondo del asunto; que por tanto el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, al dictar la
sentencia del 12 de diciembre de 1977 hoy impugnada, co-
metió una grave violación tanto a la ley como a los prin-
cipios que gobiernan el apoderamiento del Tribunal de en-
vío, pues en virtud de ella se condenó a la hoy recurrente a
pagar elevadas prestaciones en favor de sus trabajadores,
no obstante estar desapoderado del asunto en virtud de la
sentencia de esta Suprema Corte del 9 de octubre de 1974, y
aún más, cuando intervino la sentencia hoy impugnada en
casación, ya el Juzgado de Primera Instancia de Peravia
apoderado regularmente por envío de esta Corte había
decidido el fondo del asunto, por sentencia del 16 de diciem-
bre de 1975, contra la cual se rechazó esos recursos de ca-
sación de los trabajadores el 5 de abril de 1978, que por lo
expuesto el Juzgado a-quo al pronunciar la sentencia hoy
impugnada del 12 de diciembre de 1977 incurrió en los vicios
y violaciones denunciadas por la recurrente y en conse-
cuencia la misma debe ser casada sin envío;

Por tales, motivos, Primero: Casa sin envío la sentencia

dictada, en atribuciones laborales, el 12 de diciembre de
1977, por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Instancia de San Cristóbal cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena a los recurridos al pago de las costas.

(FIRMADOS): Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera de Peña, Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
cg;lifjco : (Firmado) : Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 11

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 4 de diciembre de 1979.

Materia : Correccional.

Recurrente (s):Ubaldino Antonio Liriano y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A.,
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Abogado (s): Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía.

Recurrido (s ):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, enla ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ubaldino
Antonio Liriano, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, cédula No. 1003, serie 72, residente en Los Minas, de
esta ciudad, y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por
A., domiciliada en esta ciudad; contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 4 de diciembre de 1979,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol ;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 4 de septiembre de 1980, a
requerimiento del abogado Dr. Luis Randolfo Castillo
Mejía, actuando en representación de los recurrentes, acta
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-

nto; el memorial de casación de los recurrentes de fecha
enero de 1982, suscrito por su abogado Dr. Luis Ran-
Castillo Mejía, en el que se proponen contra la senten-

sd2a2oveldfiioóes

cia impugnada los medios de casación, que se indican más

el auto dictado en fecha 5 del mes de octubre del
adelante;

Visto
ela e;

corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante y los artículos 49,
52, 61 y 65 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Ve-
hículos, 463 inciso 6to. derl Código Penal, 10 de la Ley No.
4117 del 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, en que
perdieron la vida dos personas, la Séptima Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dic-
tó, en fecha 3 de agosto de 1978, y en atribuciones correc-.
cionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos contra
dicha sentencia intervino el fallo ahora impugnado en
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:

PRIMERO: Admite como regular y válido, en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Luis
R. Castillo Mejía, en fecha 15 de agosto de 1978, a nombre y
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Mejía, actuando en representación de los recurrentes, acta
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-

el memorial de casación de los recurrentes de fecha
2s2aVcdiióesnte:7nero de 1982, suscrito por su abogado Dr. Luis Ran-
dolfo Castillo Mejía, en el que se proponen contra la senten-
cia impugnada los medios de casación, que se indican más
adelante;vs to 

e1 auto dictado en fecha 5 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante y los artículos 49,
52, 61 y 65 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Ve-
hículos, 463 inciso 6to. derl Código Penal, 10 de la Ley No.
4117 del 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, en que
perdieron la vida dos personas, la Séptima Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dic-
tó, en fecha 3 de agosto de 1978, y en atribuciones correc-.
cionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos contra
dicha sentencia intervino el fallo ahora impugnado en
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido, en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Luis
R. Castillo Mejía, en fecha 15 de agosto de 1978, a nombre y



representación de Ubaldino Antonio Liriano y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dic-
tada en fecha 3 de agosto de 1978, por la Séptima Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: Falla: Primero: Que debe
declarar y declara al prevenido Ubaldino Antonio Liriano,
portador de la cédula personal de identidad No. 1003, serie
72, residente en la calle Apolo '11' No. 41, Los Minas, D. N.
culpable de haber violado los artículos 49 párrafo 1ro., y 65
de la ley No. 241, en perjuicio de los que en vida respondían
a Orlando Hernández Bruno y Ana Félix Méndez de Her-
nández, en consecuencia se le condena a cuatrocientos
pesos oro ( RD$400.00) de multa y al pago de las costas
penales; acogiendo circtinstancias atenuantes en su favor
del referido prevenido a quien se le suspende la licencia
para conducir vehículos de motor por un período de un año,
a partir de esta sentencia ; Segundo: Declara regular y
válida en cuanto a la forma, la constitución en parte civil,
incoada por los señores Fernando Arturo Féliz Méndez,
1' ida Oliva Féliz Méndez y Napoleón Féliz Méndez, quienes
actúan el primero por sí mismo junto con los demás her-
manos legítimos de la fenecida Ana Féliz Méndez de Her-
nández y Carmen Bruno Hernández, madre del que respon-
diera a Orlando Hernández Bruno, a través de sus abogados
Dres. Osiris Rafael Isidor V., Barón Segundo Sánchez Añil y
José Galán, respectivamente, por haber sido hecha de
acuerdo a la Ley y en cuanto al fondo de dichas constitu-
ciones, condena al señor Ubaldino Antonio Liriano, por su
hecho personal y persona civilmente responsable, al pago
de las siguientes indemnizaciones: a) a favor de Fernando
Arturo Félix Méndez, Eida Oliva Félix Méndez y Napoleón
Félix Méndez, la suma de diez mil pesos oro ( RD$10,000.00)
como justa reparación por los daños y perjuicios morales y
materiales sufridos por ellos, a consecuencia de la muerte
de su hermana Ana Félix Méndez de Hernández; b ) la .
suma de dos mil pesos oro ( RD$2,000.00) a favor del señor ,
Fernando Arturo Félix Méndez, por las lesiones que éste
sufriera en el accidente; y c) a favor de la señora Carmen
Bruno Vda. Hernández, la suma de diez mil pesos oro
(:RD$10,000.00) por los daños morales y materiales sufridos
pór. la muerte de su hijo Orlando Hernández Bruno, en el
mismo accidente;• más los intereses legales de todas las
sumas, aip.artir de la fecha de la demanda y hasta la eje-
cución de la sentencia a título de indemnización comple-

mentaría , todo en provecho de las partes civiles consti-

tuidas, como justa reparación por los daños •rorales y

materiales sufridos a consecuencia de las muertes de los
señores Ana Félix Méndez de Hernández y Orlando Her-
nández Bruno, en el presente caso; Tereei. o: Condena al

señor Ubaldino Antonio Liriano, en sus calidades an
 antes

señaladas,serialadas, al pago de las costas civiles, distrayéndol 
favor de los Dres. Osiris Rafael Isidor V., Barón Segundo
Sánchez Añil y José Galán, abogados de las partes civiles
constituidas, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad; y Cuarto: Ordena que esta sentencia le sea

comú n y oponible y ejecutable e:i el aspecto civil, a la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA) en-
tidad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente,
de conformidad con el artículo 10 modificado de la Ley No.
4117'; SEGUNDO : En cuanto al fondo se confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida ; TERCERO: Condena a
Ubaldino Antonio Liriano, al pago de las costas penales y
civiles con distracción de las últimas a favor de los Dres.
Juan Francisco Monclús y Barón Segundo Sánchez, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad" ;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivos y de base legal: motivos
imprecisos e insuficientes; desnaturalización de los hechos
de la causa.- (violación a los artículos 141 del Código de
Procedimiento Civil, 195 del Código de Procedimiento
Criminal, y 23, inciso 5to., de la Ley sobre Procedimiento de
Casación; Segundo Medio: 

Exceso de poder; fallo ultra-
petita, en lo que respecta a la indemnizació n otorgada en
favor de Carmela Bruno Vda. Hernández, y las costas del
Dr. José A. Galán.- Contradicción entre motivos y dispo-
sitivo de la sentencia recurrida;

Considerando, que en sus dos medios de casación reu-
nidos, los recurrentes alegan, en síntesis lo siguiente: a)
que en la sentencia impugnada se ha incurrido en el vicio de
desnaturalizaci ón de los hechos de la causa, pues en ella se
afirma que el prevenido Liriano se internó violentamen te el

carril que correspond ía al otro vehículo, sino que lo de-
clarado por dicho prevenido fue que debido a la salida ines-
perada de un vehículo que le ocupó su vía, se vio obligado a
aplicar los frenos y que como la pista estaba mojada y res-
baladiza como un jabón, perdió el control de su vehículo,

quedando la parte delantera del mismo, en las flores-'y no•en
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representación de L'baldino Antonio Liriano y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dic-
tada en fecha 3 de agosto de 1978, por la Séptima Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla : Primero: Que debe
declarar y declara al prevenido Ubaldino Antonio Liriano,
portador de la cédula personal de identidad No. 1003, serie
72, residente en la calle Apolo `11' No. 41, Los Minas, D. N.
culpable de haber violado los artículos 49 párrafo 1ro., y 65
de la ley No. 241, en perjuicio de los que en vida respondían
a Orlando Hernández Bruno y Ana Félix Méndez de Her-
nández, en consecuencia se le condena a cuatrocientos
pesos oro (RD$400.00) de multa y al pago de las costas
penales; acogiendo circunstancias atenuantes en su favor
del referido prevenido a quien se le suspende la licencia
para conducir vehículos de motor por un período de un año,
a partir de esta sentencia ; Segundo: Declara regular y
válida en cuanto a la forma, la constitución en parte civil,
incoada por los señores Fernando Arturo Féliz Méndez,

ida Oliva Féliz Méndez y Napoleón Féliz Méndez, quienes
actúan el primero por sí mismo junto con los demás her-
manos legítimos de la fenecida Ana Féliz Méndez de Her-
nández y Carmen Bruno Hernández, madre del que respon-
diera a Orlando Hernández Bruno, a través de sus abogados
Dres. Osiris Rafael I sidor V., Barón Segundo Sánchez Añil y
José Galán, respectivamente, por haber sido hecha de
acuerdo a la Ley y en cuanto al fondo de dichas constitu-
ciones, condena al señor Ubaldino Antonio Liriano, por su
hecho personal y persona civilmente responsable, al pago
de las siguientes indemnizaciones: a) a favor de Fernando
Arturo Félix Méndez, Eida Oliva Félix Méndez y Napoleón
Félix Méndez, la suma de diez mil pesos oro ( RD$10,000.00)
como justa reparación por los daños y perjuicios morales y
materiales sufridos por ellos, a consecuencia de la muerte
de su hermana Ana Félix Méndez de Hernández; b ) la .
suma de dos mil pesos oro (RD$2,000.00) a favor del señor
Fernando Arturo Félix Méndez, por las lesiones que éste
sufriera en el accidente; y c) a favor de la señora Carmen
Bruno Vda. Hernández, la suma de diez mil pesos oro
(.RD$10,000.00) por los daños morales y materiales sufridos
por. la muerte de. su hijo Orlando Hernández Bruno, en el
mismo accidente;' más los intereses legales de todas las
sumas, a; partir de, la fecha de la demanda y hasta la eje-
cución de la sentencia a título de indemnización comple-
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mentaria, todo en provecho de las partes civiles consti-

tuidas, como justa reparación por los daños worales y
materiales sufridos a consecuencia de las muertes de los
señores Ana Félix Méndez de Hernández y Orlando Her-
nández Bruno, en el presente caso; Tercero: Condena al
señor Ubaldino Antonio Liriano, en sus calidades antes
señaladas , al pago de las costas civiles, distrayéndolas en
favor de los Dres. Osiris Rafael Isider V., Barón Segundo
Sánchez Añil y José Galán, abogados de las partes civiles
constituidas, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad: y Cuarto: Ordena que esta sentencia le sea

común y oponible y ejecutable el aspecto civil, a la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA) en-
tidad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente,
de conformidad con el artículo 10 modificado de la Ley No.
4117' ; SEGUNDO : En cuanto al fondo se confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida ; TERCERO : Condena a
Ubaldino Antonio Liriano, al pago de las costas penales y
civiles con distracción de las últimas a favor de los Dres.
Juan Francisco Monclús y Barón Segundo Sánchez, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad" ;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivos y de base legal: motivos
imprecisos e insuficientes; desnaturalizac ión de los hechos
de la causa.- ( violación a los artículos 141 del Código de
Procedimiento Civil, 195 del Código de Procedimiento
Criminal, y 23, inciso 5to., de la Ley sobre Procedimient o de

Casación; Segundo Medio: Exceso de poder; fallo ultra-
petita, en lo que respecta a la indemnización otorgada en
favor de Carmela Bruno Vda. Hernández, y las costas del
Dr. José A. Galán.- Contradicción entre motivos y dispo-
sitivo de la sentencia recurrida:

Considerando, que en sus dos medios de casación reu-
nidos, los recurrentes alegan, en síntesis lo siguiente: a)
que en la sentencia impugnada se ha incurrido en el vicio de
desnaturalización de los hechos de la causa, pues en ella se
afirma que el prevenido Liriano se internó violentament e el

carril que correspond ía al otro vehículo, sino que lo de-
clarado por dicho prevenido fue que debido a la salida ines-
perada de un vehículo que le ocupó su vía, se vio obligado a
aplicar los frenos y que como la pista estaba mojada y res-
baladiza como un jabón, perdió el control de su vehículo,
quedando la parte delantera del mismo, en las floresy no•en
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el pavimento del carril por donde corría el otro vehículo con
el cual chocó; b) que además, se afirma que el prevenido
Liriano iba conduciendo su vehículo a exceso de velocidad
cuando la única persona que habló de velocidad fue el
propio prevenido y éste lo que dijo que que iba conducien-
do a 30 ó 40 Kms. por hora; c) que la Corte a-qua no tuvo
elementos de juicio para admitir que el prevenido iba a ex-
ceso de velocidad; d) que el hecho ocurrió porque el otro
vehículo que corría en dirección opuesta, esto es de Oeste a
que se había detenido en el área verde_que divide las dos
vías de la Autopista Las Américas y no había
ocupado el pavimento de la vía contraria, sino que
se había quedado "en el vacío", con las gomas
que pendían en la lometa contentiva de la indi-
cada área verde; e) que la sentencia carece de
motivos pertinentes pues no explica en que consistió la im-
prudencia, a que velocidad era conducido el vehículo del
prevenido en el momento de la colisión y cuál era la velo-
cidad máxima permitida en ese lugar y en aquella época ;
que la ausencia de esos motivos impide a la Suprema Corte
de Justicia verificar si en la especie se hizo o no una correc•
ta aplicación de la Ley; f) finalmente alegan los recurren-
tes que en la sentencia impugnada se falló ultra-petita pues
la señora Carmela Bruno Vda. Hernández no apeló, ni com-
pareció a la Corte a mantener sus pretensiones, y sin em-
bargo la Corte a-qua mantuvo las indemnizaciones que le
habían sido acordadas a dicha parte civil constituida; que
tampoco pudo la Corte a-qua como lo hizo, acordar costas a
favor del Dr. José A. Galán, quien no compareció, ni fue
representado, ni solicitó dicha distracción ; pero,

Considerando, que los Jueces del fondo gozan de un poder
soberano de apreciación en el establecimiento de los hechos
y circunstancias de la causa, lo que escapa al control de la
casación, salvo que los indicados jueces al proceder a ello
desnaturalicen o distorsionen las declaraciones de los tes-
tigos o cualesquiera otros elementos de juicio que les hayan -
servido para formar su convicción en el sentido en que lo
hayan hecho;

Considerando, que el examen del fallo impugnado y de los
documentos a que el mismo se refiere, pone de manifiesto
que la Corte a-qua para declarar culpable al prevenido
recurrente del delito puesto a su cargo, dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, y sin in-
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currir en desnaturalización alguna, lo siguiente: a) que
siendo aproximadamente las 4:45 de la tarde del día 22 de
agosto de 1976, mientras el prevenido Liriano manejaba su
automóvil, en dirección Este Oeste por la Autopista de Las
Américas, al llegar al Km. 9 de dicha vía observó que un
vehículo intentaba cruzar la vía en dirección al Hotel
Nautilus ubicado en ese sector de la ciudad, y al frenar con
el propósito de evitar una colisión con dicho vehículo, perái6
el control de su automóvil lanzándose contra el muro que
divide la Autopista y al internarse violentamente a la otra
vía, chocó de frente a un vehículo que transitaba en ese
momento por la Autopista, pero en dirección opuesta, con-
ducido por Orlando Hernández Bruno y llevando como
pasajeros a la esposa de éste, Ana Féliz de Hernández
Bruno, al Dr. Fernando A. Féliz y a las menores Sonia
Noemí Ortiz y Belkis L. Ortiz; b) que a consecuencia de esa
colisión resultaron muertos los esposos Hernández y con
lesiones corporales que curaron después de 180 días el doc-
tor Fernando A. Féliz; c) que el hecho ocurrió por la im-
prudencia, negligencia y torpeza del prevenido Liriano, al
manejar su vehículo a una velocidad muy por encima de la
permitida para transitar por la mencionad a Autopista;

Considerando, que la Corte a-qua pudo establecer, que fue
el vehículo de Liriano el que se internó violentamente en la
vía por donde corría el automóvil de Hernández después de
ponderar, la declaración del propio prevenido, el contenido
del acta de la Policía y los demás elementos y circunstan-
cias de la causa; que asimismo pudo establecer que dicho
prevenido iba a exceso de velocidad en ese momento, pues
si como lo alega el recurrente el pavimento resbalaba por-
que estaba mojado, él debió conducir a una velocidad más
moderada que le permitiera "mantener el control de su
vehículo cuando se vio necesitado de utilizar sus frenos
para disminuir la marcha ante la presencia de un peligro
inminente", como consta en la sentencia impugnada; que
asimismo pudieron los Jueces del fondo establecer, como lo
hicieron, la indebida velocidad del vehículo del prevenido
en ese momento, por "la violencia del impacto frontal re-
cibido por el vehículo que conducía la víctima"; que en esas
condiciones es evidente que en la sentencia impugnada no
se ha incurrido en los vicios de desnaturalización y falta de
motivos que se denuncia;

Considerando, en cuanto al alegato de ultra petita, que el
hecho de que la Corte a-qua sobre la única apelación del
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él pavimento del carril por donde corría el otro vehículo con
el cual chocó; b) que además, se afirma que el prevenido
Liriano iba conduciendo su vehículo a exceso de velocidad
cuando la única persona que habló de velocidad fue el
propio prevenido y éste lo que dijo que que iba conducien-
do a 30 ó 40 Kms. por hora; c) que la Corte a-qua no tuvo
elementos de juicio para admitir que el prevenido iba a ex-
ceso de velocidad; d) que el hecho ocurrió porque el otro
vehículo que corría en dirección opuesta, esto es de Oeste a
que se había detenido en el área verde que divide las dos
vías de la Autopista	 Las Américas y no había
ocupado el pavimento de la vía contraria, sino que
se había quedado	 el vacío", con las gomas
que pendían en la lometa contentiva de la indi-
cada área verde; e) que la sentencia carece de
motivos pertinentes pues no explica en que consistió la im-
prudencia, a que velocidad era conducido el vehículo del
prevenido en el momento de la colisión y cuál era la velo-
cidad máxima permitida en ese lugar y en aquella época;
que la ausencia de esos motivos impide a la Suprema Corte
de Justicia verificar si en la especie se hizo o no una correc
ta aplicación de la Ley; f) finalmente alegan los recurren-
tes que en la sentencia impugnada se falló ultra-petita pues
la señora Carmela Bruno Vda. Hernández no apeló, ni com-
pareció a la Corte a mantener sus pretensiones, y sin em-
bargo la Corte a-qua mantuvo las indemnizaciones que le
habían sido acordadas a dicha parte civil constituida ; que
tampoco pudo la Corte a-qua como lo hizo, acordar costas a
favor del Dr. José A. Galán, quien no compareció, ni fue
representado, ni solicitó dicha distracción; pero,

Considerando, que los Jueces del fondo gozan de un poder
soberano de apreciación en el establecimiento de los hechos
y circunstancias de la causa, lo que escapa al control de la
casación, salvo que los indicados jueces al proceder a ello
desnaturalicen o distorsionen las declaraciones de los tes-
tigos o cualesquiera otros elementos de juicio que les hayan -
servido para formar su convicción en el sentido en que lo
hayan hecho;

Considerando, que el examen del fallo impugnado y de los
documentos a que el mismo se refiere, pone de manifiesto
que la Corte a-qua para declarar culpable al prevenido
recurrente del delito puesto a su cargo, dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, y sin in-
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currir en desnaturalización alguna, lo siguiente: a) que
siendo aproximadamente las 4:45 de la tarde del día 22 de
agosto de 1976, mientras el prevenido Liriano manejaba su
automóvil, en dirección Este Oeste por la Autopista de Las
Américas, al llegar al Km. 9 de dicha vía observó que un
vehículo intentaba cruzar la vía en dirección al Hotel
Nautilus ubicado en ese sector de la ciudad, y al frenar con
el propósito de evitar una colisión con dicho vehículo, perair;
el control de su automóvil lanzándose contra el muro que
divide la Autopista y al internarse violentamente a la otra
vía, chocó de frente a un vehículo que transitaba en ese
momento por la Autopista, pero en dirección opuesta, con-
ducido por Orlando Hernández Bruno y llevando como
pasajeros a la esposa de éste, Ana Féliz de Hernández
Bruno, al Dr. Fernando A. Féliz y a las menores Sonia
Noemí Ortiz y Belkis L. Ortiz; b) que a consecuencia de esa
colisión resultaron muertos los esposos Hernández y con
lesiones corporales que curaron después de 180 días el doc-
tor Fernando A. Féliz; c) que el hecho ocurrió por la im-
prudencia, negligencia y torpeza del prevenido Liriano, al
manejar su vehículo a una velocidad muy por encima de la
permitida para transitar por la mencionad a Autopista;

Considerando, que la Corte a-qua pudo establecer, que fue
el vehículo de Liriano el que se internó violentamente en la
vía por donde corría el automóvil de Hernández después de
ponderar, la declaración del propio prevenido, el contenido
del acta de la Policía y los demás elementos y circunstan-
cias de la causa; que asimismo pudo establecer que dicho
prevenido iba a exceso de velocidad en ese momento, pues
si como lo alega el recurrente el pavimento resbalaba por-
que estaba mojado, él debió conducir a una velocidad más
moderada que le permitiera "mantener el control de su
vehículo cuando se vio necesitado de utilizar sus frenos
para disminuir la marcha ante la presencia de un peligro
inminente", como consta en la sentencia impugnada ; que
asimismo pudieron los Jueces del fondo establecer, como lo
hicieron, la indebida velocidad del vehículo del prevenido
en ese momento, por "la violencia del impacto frontal re-
cibido por el vehículo que conducía la víctima"; que en esas
condiciones es evidente que en la sentencia impugnada no
se ha incurrido en los vicios de desnaturalización y falta de
motivos que se denuncia ;

Considerando, en cuanto al alegato de ultra petita, que el
hecho de que la Corte a-qua sobre la única apelación del
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Méndez y Napoleón Feliz Méndez; que al condenar al
prevenido al pago de esas sumas, más los intereses de las
mismas, a partir de la fecha de la demanda, a título de in-
demnización, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación
del artículo 1383 del Código Civil ;

Considerando, que examinado el fallo impugnado en sus
demás aspectos, no contiene en los concerniente al interés
del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Ubaldino Antonio Liriano y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por lá
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 3 de diciem-
bre de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Condena al prevenido re-
currente al pago de las costas.

( FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico: (Firmado) : Miguel Jacobo.
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prevenido haga mantenido la indemnización de
RD$10,000.00 concedida en el primer gra lo a Carmela
Bruno Vda. Hernández, parte civil constituida, no significa
que los Jueces del segundo hayan fallado más allá de lo
pedido, pues en definitiva la Corte a-qua al examinar como
era su deber, el recurso del prevenido entendió que el hecho
cometido por éste había causado los daños y perjuicios cuya
reparación se había ordenado, examen que correspondía
hacerse aun cuando la parte civil constituida no hubiese
comparecido a la segunda instancia ;

Considerando, en cuanto al alegato de los recurrentes
relativo a que se acordaran costas en favor del Dr. José A.
Galán, tal alegato carece de fundamento pues la Corte a-
qua en el Ordinal Tercero de la sentencia impugnada sólo
dispuso la distracción de costas a favor de los Dres. Juan
Francisco Monclús y Barón Segundo Sánchez Añil, y no en
favor del Dr. José A. Galán como se afirma;

Considerando, que como consecuencia de todo lo ante-
riormente expuesto, los medios del recurso carecen de fun-
damento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos anteriormente establecidos
a cargo del prevenido Liriano constituyen el delito de golpes
por imprudencia causados con el manejo de un vehículo de
motor, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos y castigado en el inciso lro. del
referido texto legal con prisión de 2 a 4 años y multa de
RD$500.00 a RD$2,000.00 pesos y suspensición de la licencia
de conducir por un período no menor de un año o la can-
celación permanente de la misma, si el accidente ha cau-
sado la muerte a una o más personas, como ocurrió en la es-
pecie; que por tanto, al condenar al prevenido a RD$400.00
de multa, acogiendo circunstancias atenuantes y al suspen-
der la licencia de conducir durante un año, la Corte a-qua le
aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Liriano había causado
a Carmela Bruno Vda. Hernández, Fernando Arturo Féliz
Méndez, Eida Oliva Félix Méndez y Napoleón Félix Méndez,
personas constituidas en parte civil, daños y perjuicios
materiales y morales que evaluó en las sumas de
RD$10,000.00 los relativos a la primera, dos mil los corres-
pondientes al segundo y diez mil pesos los referentes a los
tres hermanos de la víctima Ana Féliz de Hernández, los
seriores Fernando Arturo Féliz Méndez, Eida Oliva Feliz
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Considerando, que los hechos anteriormente establecidos
a cargo del prevenido Liriano constituyen el delito de golpes
por imprudencia causados con el manejo de un vehículo de
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sobre Tránsito y Vehículos y castigado en el inciso 1ro. del
referido texto legal con prisión de 2 a 4 años y multa de
RD$500.00 a RD$2,000.00 pesos y suspensición de la licencia
de conducir por un período no menor de un año o la can-
celación permanente de la misma, si el accidente ha cau-
sado la muerte a una o más personas, como ocurrió en la es-
pecie: que por tanto, al condenar al prevenido a RD$400.00
de multa, acogiendo circunstancias atenuantes y al suspen-
der la licencia de conducir durante un año, la Corte a-qua le
aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Liriano había causado
a Carmela Bruno Vda. Hernández, Fernando Arturo Féliz
Méndez, Eida Oliva Félix Méndez y Napoleón Félix Méndez,
personas constituidas en parte civil, daños y perjuicios
materiales y morales que evaluó en las sumas de
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tres hermanos de la víctima Ana Féliz de Hernández, los
señores Fernando Arturo Féliz Méndez, Eida Oliva Feliz

Méndez y Napoleón Feliz Méndez; que al condenar al
prevenido al pago de esas sumas, más los intereses de las
mismas, a partir de la fecha de la demanda, a título de in-
demnización, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación
del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinado el fallo impugnado en sus
demás aspectos, no contiene en los concerniente al interés
del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Ubaldino Antonio Liriano y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por lá
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 3 de diciern-
bre de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Condena al prevenido re-
currente al pago de las costas.

( FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico: (Firmado) : Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 12

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 11 de septiembre de 1978.

Materia : Criminal.

Recurrente (s): Victoriano Rodríguez Féliz y José Lanti-
gua Polanco.

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de oc-
tubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia :

Sobre los recursos de casación interpuestos por Victo-
riano Rodríguez Féliz, dominicano, mayor de edad, obrero,
soltero, cédula 156861, serie lra., residente en la casa No. 3
de la calle Ortega y Gasset, del barrio Cristo Rey de esta
ciudad, y José Lantigua Polanco, dominicano, mayor de
edad, soltero, mecánico, cédula 24341, serie 1ra., domici-
liado en la Avenida de los Mártires No. 75 parte atrás, del
" n rrio Cristo Rey de esta ciudad, contra la sentencia dic-
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tada, en sus atribuciones criminales, el 11 de septiembre de
1978, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la vRiespt	 caact;
a de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 13 de septiembre de
1978, a requerimiento de los recurrentes, acta en la que no
se propone ningún medio de casación;

Vista el acta levantada en fecha 11 de enero de 1980 en la
Secretaría General de esta Suprema Corte de Justicia, en la
que consta que Victoriano Rodríguez Féliz desiste pura y
simplemente del recurso de Casación que había interpuesto
contra la sentencia impugnada ;

Visto el auto dictado en fecha 6 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupanni, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C.,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 265, 266, 379 y 382 del Código
Penal, 1 y siguientes de la Ley 36 de 1962, 402 y 403 del
Código de Procedimiento Civil, y 1, y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de la comisión de varios hechos de carácter
criminal, el Procurador Fiscal del Distrito Nacional re-
quirió del Juez de Instrucción de la 4ta. Circunscripción del
Distrito Nacional, que procediera a instruir la sumaria
correspondiente, y este funcionario, en fecha 17 de octubre
de 1977 dictó una Providencia Calificativa cuyo dispositivo
es el siguiente "Resolvemos: Declarar, como en efecto
declaramos que hay indicios de culpabilidad en el proce3o
para inculpar a los nombrados José Lantigua Polanco y
Victoriano Rodríguez Féliz, de generales que constan y un
tal Alexis ( prófugo) como autores del crimen de Asociación
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de Malhechores, robo con violencia en casa habitada con
fractura de noche por más de dos personas y la Ley 36 sobre
comercio y porte de arma de fuego, del crimen de com-
plicidad, hechos previstos y sancionados por los artículos
265, 379, 382, 385, 386, 59 y 60 del C.P. art. 1ro. de la Ley 36, en
consecuencia ; Mandamos y Ordenamos: Primero: que los
procesados sean enviados por ante el tribunal criminal para
que allí se los juzgue con arreglo a la ley por los cargos
,precitados; Segundo: Que un estado de los documentos y
objetos que han de obrar como elementos de convicción
sean transmitidos al Mag. Proc. Fiscal del Distrito Na-
cional; Tercero: Que la presente Prov. Calif. sea Notificada
por nuestra Secretaría al Magistrado Procurador Fiscal del
Distrito Nacional, así como a los procesados en el plazo
prescrito por la ley de la materia ; Cuarto: Que vencido el
plazo de Apelación establecido por el art. 135 del Código de
Procedimiento Criminal, el expediente sea pasado al
Magistrado Procurador Fiscal del D. N., para los fines de
ley correspondietes"; b) que la Quinta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
apoderada del asunto, dictó en fecha 7 de diciembre de 1977
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; c)
que sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el que
sigue: - FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Crespín Mojica
Cedano, en lecha 9 de diciembre de 1977 a nombre de José
Lantigua Polanco y Victoriano Rodríguez Féliz, contra sen-
tencia dictada por la Quinta Cámara de lo Penal del Distrito
Nacional, en fecha 7 de diciembre de 1977, cuya parte dis-
positiva dice así: 'Falla : Primero: Ordena el degloso del
expediente en cuanto a un tal Alexis para ser juzgado se-
paradamente en contumacia de acuerdo a la ley; y se reser-
van las costas en cuanto a éste se refiere; Segundo: Declara
al nombrado José Lantigua Polanco, culpable del crimen de
Asociación de Malhechores, robo con violencia en perjuicio
de Pío Jiménez Ramírez y Rosa Herminia Polanco, y en
violación al artículo 265, 379 y 362 del Código Penal, y Ley
36, en consecuencia se condena a veinte años (20) de tra-
ba jos públicos y al pago de las costas penales causadas;
Tercero: Declara al nombrado Victoriano Rodríguez, cul-
pable de complicidad en los crímenes puestos a cargo de
José Lantigua Polanco, en violación a los artículos 59 y
.siguientes del Código Penal, y en consecuencia se le con-
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dena a sufrir la pena de diez (10) años de detención y al
pago de las costas penales causadas, variando la califi-
caciOn original dada a los hechos por el juez de instrucción;

Cuarto : Se ordena la devolución del cuerpo del delito a su
legítimo dueño"; por haber sido hecho conforme a la ley de
la materia; SEGUNDO : En cuanto al fondo modifica la
sentencia recurrida en cuanto a la pena impuesta y la Corte
por propia autoridad condena a José Lantigua Polanco a
sufrir la pena de diez (10) años de Trabajos Públicos y a
Victoriano Rodríguez Féliz a sufrir la pena de cinco (5)

años de Ilteclusión y además al pago de las costas; TER-

CERO: 
Confirma en sus demás aspectos la sentencia

apelada"conse;
Considerando, que la Corte a-qua para declarar al acu-

sado recurrente, José Lantigua Polanco, culpable de los

crímenes puestos a su cargo, dio por establecido, mediante
la ponderación de los elementos de juicio regularmente
aportados en la instrucción de la causa, los siguientes he-
chos; a) que Polanco juntamente con Victoriano Rodríguez
Féliz y un tal Alexis, decidieron asociarse para cometer, in-
tencionalmente , un robo con violencia de noche, y en casa
habitada; b) que para ejecutar el robo planeado, esas tres
personas se trasladaron a la casa del señor Pío Jiménez
Ramírez, situada en el Paraje El Centro, Sección Guázuma,
de Yamasá y siendo como las ocho de la noche del día 30 de
julio de 1977, le dieron golpes a dicho señor Jiménez, lo
amarraron y lo pusieron una tela en la boca de manera que
no pudiera gritar; también lo golpearon y amarraron a la
esposa del señor Jiménez; luego rompieron el armario y
suesstorsa;jeron un revólver con sus cápsulas, un puñal y $115. UU
p 

Considerando, que los hechos así establecido s constitu-

yeron a cargo del acusado Lantigua, los crímenes de aso-
ciación de malhechores, robo de noche, en casa habitada
con violencia cometido por más de dos personas, y violación
a la Ley 36, sobre comercio, porte y tenencias de armas de
fuego, sancionados tales hechos en su máxima expresión
con la pena de 5 a 20 años de Trabajos Públicos por el ar-
tículo 382 del Código Penal por lo que la Corte a-qua al con-

denar al acusado recurrente José Lantigua Polanco a 10
años Ley Trabajosrabajos Públicos le aplicó 	 ajustada a
a 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
. sus demás aspectos en lo concernient e al interés del acu-

,
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de Malhechores, robo con violencia en casa habitada con
fractura de noche por más de dos personas y la Ley 36 sobre
comercio y porte de arma de fuego, del crimen de com-
plicidad, hechos previstos y sancionados por los articulas
265, 379, 382, 385, 386, 59 y 60 del C.P. art. lro. de la Ley 36, en
consecuencia ; Mandarnos y Ordenamos: Primero: que los
procesados sean enviaoos por ante el tribunal criminal para
que allí se los juzgue con arreglo a la ley por los cargos
precitados; Segundo: Que un estado de los documentos y
objetos que han de obrar como elementos de convicción
sean transmitidos al Mag Proc. Fiscal del Distrito Na-
cional; Tercero: Que la pres'nte Prov. Calif. sea Notificada
por nuestra Secretar fa al Magistrado Procurador Fiscal del
Disti ito Nacional, así como a los procesados en el plazo
prescrito por la ley de la materia ; Cuarto: Que vencido el
plazo de Apelación establecido por el art. 135 del Código de
Procedimiento Criminal, el expediente sea pasado al
Magistrado Procurador Fiscal del D. N., para los fines de
ley correspondietes"; b) que la Quinta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
apoderada del asunto, dictó en fecha 7 de diciembre de 1977
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; e)
que sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el que
sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Crespín Mojica
Cedano, en lecha 9 de diciembre de 1977 a nombre de José
Lantigua Polanco y Victoriano Rodríguez Féliz, contra sen-
tencia dictada por la Quinta Cámara de lo Penal del Distrito
Nacional, en fecha 7 de diciembre de 1977, cuya parte dis-
positiva dice aaí: 'Falla : Primero: Ordena el degloso del
expediente en cuanto a un tal Alexis para ser juzgado se-
paradamente en contumacia de acuerdo a la ley; y se reser-
van las costas en cuanto a éste se refiere; Segundo: Declara
al nombrado José Lantigua Polanco, culpable del crimen de
Asociación de Malhechores, robo con violencia en perjuicio
de Pío Jiménez Ramírez y Rosa Herminia Polanco, y en
violación al artículo 265, 379 y 362 del Código Penal, y Ley
36, en consecuencia se condena a veinte años (20) de tra-
ba jos públicos y al pago de las costas penales causadas;
Tercero: Declara al nombrado Victoriano Rodríguez, cul-
pable de complicidad en los crímenes puestos a cargo de
José Lantigua Polanco, en violación a los artículos 59 y

,.signientes del Código Penal, y en consecuencia se le con-
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apelada" ;Considerando, que la Corte a-qua para declarar al acu-
sado recurrente, José Lantigua Polanco, culpable de los
crímenes puestos a su cargo, dio por establecido, mediante
la ponderación de los elementos de juicio regularmente
aportados en la instrucción de la causa, los siguientes he-
chos; a) que Polanco juntamente con Victoriano Rodríguez
Féliz y un tal Alexis, decidieron asociarse para cometer, in-
tencionalme nte , un robo con violencia de noche, y en casa
habitada; b) que para ejecutar el robo planeado, esas tres
personas se trasladaron a la casa del señor Pío Jiménez
Ramírez, situada en el Paraje El Centro, Sección Guázuma,
de Yamasá y siendo como las ocho de la noche del día 30 de
julio de 1977, le dieron golpes a dicho señor Jiménez, lo
amarraron y lo pusieron una tela en la boca de manera que
no pudiera gritar; también lo golpearon y amarraron a la
esposa del señor Jiménez; luego rompieron el armario y115.sustrajeron un revólver con sus cápsulas, un puñal y $ 	 00

pesos;
Considerando, que los hechos así establecido s constitu-

yeron a cargo del acusado Lantigua, los crímenes de aso-
ciación de malhechores, robo de noche, en casa habitada
con violencia cometido por más de dos personas, y violación
a la Ley 36, sobre comercio, porte y tenencias de armas de
fuego, sancionados tales hechos en su máxima expresión
con la pena de 5 a 20 años de Trabajos Públicos por el ar-
tículo 382 del Código Penal por lo que la Corte a -qua al con-
denar al acusado recurrente José Lantigua Polanco a 10
años de Trabajos Públicos le aplicó una 1. 1 'nción ajustada a

a la Lev;Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
. sus demás aspectos en lo concernient e al interés del acu-
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sado recurrente José Lantigua Polanco ella no contiene
vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, que por haber desistido de su recurso de •
casación Victoriano Rodríguez Féliz, procede darle acta de
su desistimiento.

Por tales motivos, Primero: Da acta a Victoriano Ro-
dríguez Féliz de su desistimiento del recurso de casación
por él interpuesto contra la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, dictada en sus atribuciones
criminales en fecha 11 de septiembre de 1979, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por
José Lantigua Polanco, contra la mencionada sentencia ;
Tercero: Condena a José Lantigua Polanco y a Victoriano
Rodríguez Féliz, al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupanni, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo 11. Goico-
chea, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña,
Miguel Jacobo, Secretario General. (Firmado): Miguel
Jacobo.

1-44

1

SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 13

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, de fecha 16 de diciembre de 1976.

materia: Correccional.

Recurrente (s): Juan Jiménez Mercedes, Luis Manuel
Morel y Cía, de Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo 11. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General en
la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública como Corte
de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de apelación interpuesto por Juan J i-

ménez Mercedes, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, cédula No. 10551, serie 64, Luis Manuel Morel, do-
minicano, mayor de edad, residentes el primero en la calle
Sánchez No. 15 de la ciudad de Tenores el segundo en la
Sección Los Cacaos-Salcedo; y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., con asiento Social en la calle Leopoldo
Navarro esquina San Francisco de Macorís de esta ciudad;
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sado recurrente José Lantigua Polanco ella no contiene
vicio alguno qur justifique su casación;

Considerando, que por haber desistido de su recurso de
casación Victoriano Rodríguez Féliz, procede darle acta de
su desistimiento.

Por tales motivos, Primero: Da acta a Victoriano Ro-
dríguez Féliz de su desistimiento del recurso de casación
por él interpuesto contra la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, dictada en sus atribuciones
criminales en fecha 11 de septiembre de 1979, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por
José Lantigua Polanco, contra la mencionada sentencia;
Tercero: Condena a José Lantigua Polanco y a Victoriano
Rodríguez Féliz, al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupanni, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo 11. Goico-
chea, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña,
Miguel Jacobo, Secretario General. ( Firmado) : Miguel
Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 13

Sentenc ia impugnada : Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, de fecha 16 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Juan Jiménez Mercedes, Luis Manuel
Nlorel y Cía, de Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado (s ) :

Recurrido (s):

Abogado (s):

Inteniniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General en
la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública como Corte
de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de apelación interpuesto por Juan Ji-
ménez Mercedes, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, cédula No. 10551, serie 64, Luis Manuel Morel, do-
minicano, mayor de edad, residentes el primero en la calle
Sánchez No. 15 de la ciudad de Tenares el segundo en la
Sección Los Cacaos-Salcedo; y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., con asiento Social en la calle Leopoldo
Navarro esquina San Francisco de Macorís de esta ciudad;



contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en
fecha 16 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República ;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha lro. de julio de 1977 a
requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, a nombre
y representación del prevenido Juan Jiménez Mercedes, la
persona civilmente responsable Luis Manuel Morel, y la
Cía. Aseguradora San Rafael, C. por A., contra sentencia
dictada en fecha 16 de diciembre de 1976, en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 7 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Feraando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S. , Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 37 y 65
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 25 de febrero de 1975
en Tenares, en el cual una persona resultó con lesiones cor-
porales el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo dictó el 25 de febrero de 1976 en sus atri-
buciones correccionales una sentencia cuyo dispositivo
aparece copiado en el de la ahora impugnada; b) que sobre
las apelaciones interpuestas intervino la sentencia ahora
impugnada con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. Ezequiel Antonio González, a nombre
y representación del prevenido Juan Jiménez Mercedes, de
la persona civilmente responsable Luis Manuel Morel, así

corno de la entidad aseguradora Seguros, San Rafael,
C . por A., por ajustarse a las normas procesales,
contra sentencia No. 107 dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial. de Sal-
cedo, en fecha 25 de febrero de 1976, cuyo dis-
positi vo dice así: 'tralla: Primero: Se declara al prevenido
Juan Jiménez Mercedes culpable de violar el art. 49 letra c)
de la ley 241, en perjuicio del menor Angelito o Angelino
Martínez a) Simba y en consecuencia se condena al pago
de una multa de RD$50.00 (Cincuenta pesos oro) acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes; se declara regular y
válida en la forma y en el fondo la constitución en parte civil
hecha por el Dr. Luis Felipe Nicasio R., a nombre y re-
preseniación de la señora Andrea Martínez quien actúa en
su calidad de madre natural reconocida del menor Angelito
o Angelino Martínez ( a) Simba en contra del prevenido
Juan Jiménez Mercedes, de la persona civilmente respon-
sable señor Luis Manuel Morel y contra la compañía de
seguros San Rafael, C. por A., por ser procedentes y bien
fundadas; Segundo: Se condena al prevenido Juan Jiménez
Mercedes solidariamente con la persona civilmente respon-
sable señor Luis Manuel Morel, al pago de una indemni-
zación de RD$2,500 00 ( Dos Mil Quinientos Pesos Oro) en
favor del menor agraviado Angelito o Angelino Martínez
(a) Simba, representado por su madre natural reconocida
señora Andrea Martínez como justa reparación por los
daños morales y materiales por ellos sufridos a consecuen-
cia del accidente, más los intereses legales de dicha suma a
partir de la demanda en justicia y a título de indemniza'ión
complementaria; Tercero: Se condena al prevenid soli-
dariamente con la persona civilmente responsable señor
Luis Manuel Morel al pago de las costas civiles del proceso,
6rdwriando la distracción de las mismas en provcao d& Dr.
Luis Felipe Nicasio R., abogado quien afirma hab.•rlas
avanzado en su mayor parte Cuarto: Se declara la presente
sentencia en su aspecto civil, común, oponible y ejecutoria
a la compañía de seguros San Rafael, C. por A., en virtud de
las leyes 4117 y 126 sobre seguros privados' ; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; TERCERO:
Confirma en todos sus aspectos la sentencia recurrida;
CUARTO: Condena al prevenido al pago de las costas pe-
nales del presente recurso y solidariamente con la persona
Civilmente responsable al pago de las costas civiles, or-

r.
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contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en
fecha 16 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República ;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1ro. de julio de 1977 a
requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, a nombre
y representación del prevenido Juan Jiménez Mercedes, la
persona civilmente responsable Luis Manuel Morel, y la
Cía. Aseguradora San Rafael, C. por A., contra sentencia
dictada en fecha 16 de diciembre de 1976, en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 7 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Feriando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S. , Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 37 y 65
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 25 de febrero de 1975
en Tenares, en el cual una persona resultó con lesiones cor-
porales el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo dictó el 25 de febrero de 1976 en sus atri-
buciones correccionales una sentencia cuyo dispositivo
aparece copiado en el de la ahora impugnada; b) que sobre
las apelaciones interpuestas intervino la sentencia ahora
impugnada con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. Ezequiel Antonio González, a nombre
y representación del prevenido Juan Jiménez Mercedes, de
la persona civilmente responsable Luis Manuel Morel, así

como de la entidad aseguradora Seguros, San. Rafael,
c . por A., por ajustarse a las normas procesales,
contra sentencia No. 107 dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sal-
cedo, en fecha 25 de febrero de 1976, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla : Primero: Se declara al prevenido
Juan Jiménez Mercedes culpable de violar el art. 49 letra c )
de la ley 241, en perjuicio del menor Angelito o Angelino
Martínez ( a) Simba y en consecuencia se condena al pago
de una multa de RD$50.00 (Cincuenta pesos oro) acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes; se declara regular y
válida en la forma y en el fondo la constitución en parte civil
hecha por el Dr. Luis Felipe Nicasio R., a nombre y re-
presentación de la señora Andrea Martínez quien actúa en
su calidad de madre natural reconocida del menor Angelito
o Angelino Martínez ( a ) Simba en contra del prevenido
Juan Jiménez Mercedes, de la persona civilmente respon-
sable señor Luis Manuel Morel y contra la compañía de
seguros San Rafael, C. por A., por ser procedentes y bien
fundadas; Segundo: Se condena al prevenido Juan Jiménez
Mercedes solidariamente con la persona civilmente respon-
sable señor Luis Manuel Morel, al pago de una indemni-
zación de RD$2,500 00 ( Dos Mil Quinientos Pesos Oro) en
favor del menor agraviado Angelito o Angelino Martínez
(a) Simba, representado por su madre natural reconocida
señora Andrea Martínez como justa reparación por los
daños morales y materiales por ellos sufridos a consecuen-
cia del accidente, más los intereses legales de dicha suma a
partir de la demanda en justicia y a titulo de indemnización
complementaria; Tercero: Se condena al prevenid 1 soli-
dariamente con la persona civilmente responsable señor
Luis Manuel Morel al pago de las costas civiles del proceso,
ordenando la distracción de las mismas en prove,:ho de'. Dr.
Luis Felipe Nicasio R., abogado quien afirma hab.•rlas
avanzado en su mayor parte Cuarto: Se declara la presente
sentencia en su aspecto civil, común, oponible y ejecutoria

.	 , a la compañía de seguros San Rafael, C. por A., en virtud de

a
: las leyes 4117 y 126 sobre seguros privados' ; SEGUNDO:

. : Pronuncia el defecto contra el prevenido por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; TERCERO:
Confirma en todos sus aspectos la sentencia recurrida ;
CUARTO: Condena al prevenido al pago de ias costas pe-
nales del presente recurso y solidariamente con la persona
Civ i lmente responsable al pago de las costas civiles, or-



1810	 BOLETIN JUDICIAL

denando su distracción en provecho del Dr. Luis Felipe
Nicasio R., abogado que afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; QUINTO: Declara la presente sentencia en su
aspecto civil, común, oponible y ejecutoria contra la ase-
guradora Seguros San Rafael, C. por A., en virtud de la ley
4117-;

Considerando, que procede declarar la nulidad del recur-
so interpuesto por la persona civilmente responsable Luis
Manuel Morel y la Compañía Aseguradora San Rafael, C.
por A., en vista de que ni en el de casación, ni en escrito pos-
terior, han propuesto los medios en que lo fundan como lo
exige a pena de nulidad el artículo 37 de la ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; por lo que únicamente será exa-
minado el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los documentos de juicio, regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, dio por establecido
para declarar culpable del accidente al prevenido Juan
Jiménez Mercedes, lo siguiente: a) que siendo más o menos
de las tres de la tarde del día 25 de febrero de 1975, mientras
el chofer Juan Jiménez Mercedes, conduciendo el auto-
móvil placa No. 213-025 transitaba de este a oeste, por la
carretera Tenares-Salcedo, al llegar al puente Platanal,
atropelló al menor Angelito Martinez, de 15 años de edad,
hijo de la señora Andrea Martínez; b) que el prevenido
transitaba como a 80 kms. por hora y no tocó bocina; c) que
en el lugar del accidente existe una curva abierta, que el
vehículo del prevenido chocó al menor completamente en el
paseo; d) que el menor resultó con fractura del hueso fron-
tal con hundimiento del mismo, fractura abierta de la tibia
y peroné izquierdo, fractura del fémur derecho; e) que las
lesiones cut aron a los ciento ochenta (180) días; f) que el ac-
cidente se debió a la conducta temeraria y descuidada del
prevenido por transitar a una velocidad inmoderada;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
el delito de golpes y heridas con el manejo de un vehículo de
motor que ocasionaron a la víctima del accidente enfer-
medad curable durante 180 días, hecho previsto por el ar-
tículo 49 de la Ley No. 241 del 1967, y sancionado en la letra
c) del mismo artículo con las penas de seis meses a dos
años de prisión y multa de cien a quinientos Ñc sos, 1;i la en-
fermedad o imposibilidad para el trabajo ocasionara a la
víctima enfermedad por más de veinte días como ocurrió en
la especie; que por tanto, al imponer al prevenido, una mul-
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ta dé RD$50.00; acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes , la Corte a-qua, le aplicó una sanción ajustada
a la Ley;

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido que
el hecho del prevenido Juan Jiménez Mercedes había
ocasionado daños materiales y morales a la persona cons-
tituida en parte civil, y al retener una falta al mencionado
prevenido, evaluó el monto de la indemnización en la suma
de RD$2,500.00; que por tanto al condenarlo solidariamente
al pago de esa suma a título de indemnización en favor de
Angelito Martínez, más al pago de los intereses legales a
partir de la demanda, la Corte a-qua, hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;
Considerando, que examinada la sentencia impugnada en

sus demás aspectos en lo que concerniente al interés del
recurrente no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por Luis Manuel Morel y la com-
pañía San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada por
la Corte de San Francisco de Macorís, en fecha 16 de di-
ciembre de 1976 en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto
por Juan Jiménez Mercedes, contra dicha sentencia y lo
condena al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.

Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo F.
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denando su distracción en provecho del Dr. Luis Felipe
Nicasio R., abogado que afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; QUINTO: Declara la presente sentencia en su
aspecto civil, común, oponible y ejecutoria contra la ase-
guradora Seguros San Rafael, C. por A., en virtud de la ley
4117-;

Considerando, que procede declarar la nulidad del recur-
so interpuesto por la persona civilmente responsable Luis
Manuel Morel y la Compañía Aseguradora San Rafael, C.
por A., en vista de que ni en el de casación, ni en escrito pos-
terior, han propuesto los medios en que lo fundan como lo
exige a pena de nulidad el artículo 37 de la ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; por lo que únicamente será exa-
m i nado el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los documentos de juicio, regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, dio por establecido
para declarar culpable del accidente al prevenido Juan
Jiménez Mercedes, lo siguiente: a) que siendo más o menos
de las tres de la tarde del día 25 de febrero de 1975, mientras
el chofer Juan Jiménez Mercedes, conduciendo el auto-
móvil placa No. 213-025 transitaba de este a oeste, por la
carretera Tenares-Salcedo, al llegar al puente Platanal,
atropelló al menor Angelito Martínez, de 15 años de edad,
hijo de la señora Andrea Martínez; b) que el prevenido
transitaba como a 80 kms. por hora y no tocó bocina ; c) que
en el lugar del accidente existe una curva abierta, que el
vehículo del prevenido chocó al menor completamente en el
paseo; d) que el menor resultó con fractura del hueso fron-
tal con hundimiento del mismo, fractura abierta de la tibia
y peroné izquierdo, fractura del fémur derecho; e) que las
lesiones cui aron a los ciento ochenta (180) días;f) que el ac-
cidente se debió a la conducta temeraria y descuidada del
prevenido por transitar a una velocidad inmoderada;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
el delito de golpes y heridas con el manejo de un vehículo de
motor que ocasionaron a la víctima del accidente enfer-
medad curable durante 180 días, hecho previsto por el ar-
tículo 49 de la Ley No. 241 del 1967, y sancionado en la letra
c) del mismo artículo con las penas de seis meses a dos
años de prisión y multa de cien a quinientos pesos, si lü en-
fermedad o imposibilidad para el trabajo ocasionara a la
víctima enfermedad por más de veinte días como ocurrió en
la especie; que por tanto, al imponer al prevenido, una mul-
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ta dé RD$50.00; acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes , la Corte a-qua, le aplicó una sanción ajustada

a la Ley;
Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido que

el hecho del prevenido Juan Jiménez Mercedes había
ocasionado daños materiales y morales a la persona cons-
tituida en parte civil, y al retener una falta al mencionado
prevenido, evaluó el monto de la indemnización en la suma
de RD$2,500.00; que por tanto al condenarlo solidariamente
al pago de esa suma a título de indemnización en favor de
Angelito Martínez, más al pago de los intereses legales a
partir de la demanda, la Corte a-qua, hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;
Considerando, que examinada la sentencia impugnada en

sus demás aspectos en lo que concerniente al interés del
recurrente no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por Luis Manuel Morel y la com-
pañía San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada por
la Corte de San Francisco de Macorís, en fecha 16 de di-
ciembre de 1976 en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto
por Juan Jiménez Mercedes, contra dicha sentencia y lo
condena al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 11

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 17 de octubre de 1977.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Andrés Perelló Aracena y Cía de Seguros
San Rafael, C. por A.

Ahogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s) :

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

.En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de oc-
tubre del 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés
Perelló Aracena, dominicano, mayor de edad, soltero, li-
cenciado, cédula No. 66679 serie 13 y la compañía San
Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santiago
de los Caballeros en fecha 17 de octubre de 1977, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído 
el dictamen del Magistrado Procurador General de

so de casación, levantada en la
Vista el acta del recurso

la República ;
ua, el 28 de noviembre de 1977, a

Secretaría de la Corte a-q 
erimient o	

Lic. Rafel Vallejo, abogado, cédula No.
requ
72239 serie 31 del

, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 7 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del

cual integra, en su indi	 Darío
cada calidad Balcácer

dicha Corte, conjunta-

m	
g	 Castillo,istradosente con los Ma, Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Goicoc
Alburqheauerque Máximo

Luis Víctor García de Peña, Hugo H. 	
S., 

Fuello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallode casación de que se trata, de confor-

midad c
delonrecursolas leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia2 de la
, después de haber de

el
berado y vistos los artículos, 49 y 5	

Ley sobre Tránsito

y Vehículos de Motor, 137 y
to de Casación;	

65 de la Ley sobre Procedimien-

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta : a) que con motivo
deun accidente seaánsito ocurrido el 23 de septiebre de

1976, en la Avenid	 rsona resultó con lesiones. Armando Bermúdez de Santiago de

los Caballeros, en el cual una pe 
corporales, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de

ncia dePrimera Insta	
del Distrito Judicial de Santigocorreccio-

, dictó en

fecha 18 de marzo	
1977, en sus atribuciones

nales una sentencicon el disposi 	 apelaciones
tivo que aparece copiado en

el de la ahora impugnada; b) que sobre las
	 in-

terpuestas intervino la sentencia ahora impugnada en
casación con el siguiente dispositivo: 

"FALLA: PRIME-

RO: 
Admite en la forma los recursos de apelación inter-

puestos por el Dr. Ramón Antonio Veras, actuando a nom-
bre y representación del Lic. Bienvenido Ledesma, quien apresentación de Francisco Al-
su vez actúa a nombre y remánzar, parte civil constituida y por el Lic. Rafael Arman-

do Vallejo Santelise s a nombre de Andrés 	 sen-
Perelló ontraAracena,

y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., c
tencia correccional No. 213	

e fecha 18 de marzo de 77,

dictada por la Se unda

d
g	

Cámara Penal del Juzgad190 de

Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo

I'1



1812	 BOLETINJUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 14

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 17 de octubre de 1977.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Andrés Perelló Aracena y Cía de Seguros
San Rafael, C. por A.

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interl iniente (s) :

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de oc-
tubre del 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés
Perelló Aracena, dominicano, mayor de edad, soltero, li-
cenciado, cédula No. 66679 serie 13 y la compañía San
Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santiago
de los Caballeros en fecha 17 de octubre de 1977, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

BOLETINJUDICIAL	 1813

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
lsaevcRriesepttaúa rbe: ali 

c acta del recurso de casación, levantada en la

requerimiento del Lic. Rafel Vallejo, abogado, cédula No.
722:39 serie 31, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 7 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjunta-
mente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos, 49 y 52 de la Ley sobre Tránsito
y Vehículos de Motor, 137 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 23 de septiembre de
1976, en la Avenida J. Armando Bermúdez de Santiago de
los Caballeros, en el cual una persona resultó con lesiones
corporales, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santigo, dictó en
fecha 18 de marzo de 1977, en sus atribuciones correccio-
nales una sentenci con el dispositivo que aparece copiado en
el de la ahora impugnada ; b) que sobre las apelaciones in-
terpuestas intervino la sentencia ahora impugnada en
casación con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Admite en la forma los recursos de apelación inter-
puestos por el Dr. Ramón Antonio Veras, actuando a nom-
bre y representación del Lic. Bienvenido Ledesma, quien a
su vez actúa a nombre y representación de Francisco Al-
mánzar, parte civil constituida y por el Lic. Rafael Arman-
do Vallejo Santelises a nombre de Andrés Perelló Aracena,
y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra sen-
tencia correccional No. 213 de fecha 18 de marzo de 1977,
dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo
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dispositivo es el siguiente: 'Primero: Que debe declarar,
como al efecto declara al nombrado Andrés E. Perelló
Aracena, culpable de violar los artículos 102 inciso Tercero
y 49 letra C) de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de
Motor, y en consecuencia se condena a pagar una multa de
RD$25.00 ( veinticinco pesos oro), acogiendo circunstancias
atenuantes ; Segundo: Que en cuanto a la forma, debe de-
clarar, como al efecto declara, regular y válido la consti-
tución en parte civil intentada por el señor Francisco Al-
mánzar, contra el Dr. Andrés E. Perelló Aracena ( pre-
venido ) y persona civilmente responsable y la Compañía de
Seguros `San Rafael' C. por A., en su calidad de asegura-
dora de la responsabilidad civil del primero; por haber sido
hecha conforme a las nomras y exigencias procesales; Ter-
cero: Que en cuanto al fondo, debe condenar y condena al
Dr. Andrés E. Perelló Aracena, al pago de las siguientes in-
demnizaciones: a) la suma de RD$2,000.00 (dos mil pesos
oro), en favor del señor Francisco Almánzar, por las graves
lesiones sufridas por él a consecuencia del accidente; b) la
suma de RD$50.00 (cincuenta pesos oro) por una imagen de
la virgen de su propiedad que resultó destruida en el men-
cionado accidente; Cuarto: Que debe condenar y condena al
Dr. Andrés E. Perelló Aracena, al pago de los intereses
legales de la suma acordada en indemnización principal, y
a partir de la demanda en justicia y hasta la total ejecución
de la sentencia a título de indemnización suplementaria ;
Quinto: Que debe declarar, y declara la presente sentencia,
común, oponible y ejecutoria a la Cía. de Seguros `San
Rafael' C. por A., en su calidad de aseguradora de la res-
ponsabilidad civil del vehículo causante del accidente; Sex-
to: Que debe condenar y condena al Dr. Andrés E. Perelló
Aracena, al pago de las costas penales del procedimiento;
Séptimo: Que debe condenar y condena al Dr. Andrés E.
Perelló Aracena, al pago de las costas penales del proce-
dimiento, ordenando su distracción en provecho del Lic.
Bienvenido Alfonso Ledesma, abogado que afirma estarlas
avanzado en su totalidad' ; SEGUNDO: Modifica el Ordinal
Primero de la sentencia recurrida en el sentido de consi-
derar que el accidente de que se trata hubo falta de la
víctima en un 25% y en consecuencia se reduce la indem-
nización acordada a dicha parte civil constituida a la suma
de RD$1,500.00 ( mil qu i nientos pesos oro), después de es-
timar esta Corte en RD$2,000.00 (dos mil pesos oro) los
daños y perjuicios morales y materiales, experimentados
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por la referida parte civil en el referido accidente, de haber
incurrido en falta la víctima y de igual manera se aumenta
a RD$75.00 (setenticinco pesos oro) el valor de la imagen de
yeso de la virgen que llevaba el agraviado el día del acci-
dente, al apreciarla en RD$100.00 (cien pesos oro) aplican-
do el mismo criterio señalado anteriormente, por entender
esta Corte, que son éstos los valores justos, adecuados y
suficientes para reparar los aludidos daños y perjuicios;
TERCE RO: Que debe condenar, como al efecto condena al
prevenido Andrés Aracena, en su doble condición de incul-
pado y persona civilmente responsable, al pago de las cos-
tas penales y civiles y ordenando su distracción de las
últimas en provecho del Lic. Bienvenido Ledesma, abogado
qUe afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO:
Confirma la sentencia apelada en todos sus demás

Considerando, que en vista de que ni en el momento de in
terponer su recurso de casación la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., ni en escrito posterior, ha propuesto
los medios en que lo funda, como lo exige a pena de nulidad
el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
por lo que solamente será examinado el recurso del pre-
venido;

Considerando, que la Corte a -qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, dio por establecido,
para declara culpable del accidente al prevenido Andrés
Perelló Aracena, lo siguiente: a) que siendo las 11:00 a.m.
del día 23 de septiembre de 1976, mientras Andrés E. Pe-
relló Aracena, conduciendo el carro placa No. 140-025, tran-
sitaba de Oeste a Este, por la Avenida J. Armando Ber-
múdez, de Santiago de los Caballeros, atropelló a Francisco
Almánzar; b) que el prevenido no tocó bocina y transitaba
de 40 a 45 kilómetros por hora en la zona urbana en un sitio
en que "ha y mucho tránsito" tanto de vehículos como de
peatones; c) que el accidente se debió a la falta del conduc-
tor en proporción de 75% y del agraviado en proporción de
25%; d) que el lesionado resultó con goli)es y heridas cu-
raacbeliedsenetne;veinte días; y que contribuyó a la ocurrencia del

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
el delito de golpes y heridas que ocasionaron al agraviado
enfermedad curable en veinte días, mientras el mencionado
prevenido manejaba un vehículo de motor; que ese hecho
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dispositivo es el siguiente: 'Primero: Que debe declarar,
como al efecto declara al nombrado Andrés E. Perelló
Aracena, culpable de violar los artículos 102 inciso Tercero
y 49 letra C) de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de
Motor, y en consecuencia se condena a pagar una multa de
RD$25.00 ( veinticinco pesos oro) , acogiendo circunstancias
atenuantes; Segundo: Que en cuanto a la forma, debe de-
clarar, como al efecto declara, regular y válido la consti-
tución en parte civil intentada por el señor Francisco Al-
mánzar, contra el Dr. Andrés E. Perelló Aracena (pre-
venido) y persona civilmente responsable y la Compañía de
Seguros `San Rafael' C. por A., en su calidad de asegura-
dora de la responsabilidad civil del primero; por haber sido
hecha conforme a las nomras y exigencias procesales; Ter-
cero: Que en cuanto al fondo, debe condenar y condena al
Dr. Andrés E. Perelló Aracena, al pago de las siguientes in-
demnizaciones: a) la suma de RD$2,000.00 ( dos mil pesos
oro), en favor del señor Francisco Almánzar, por las graves
lesiones sufridas por él a consecuencia del accidente; b) la
suma de RD$50.00 (cincuenta pesos oro) por una imagen de
la virgen de su propiedad que resultó destruida en el men-
cionado accidente; Cuarto: Que debe condenar y condena al
Dr. Andrés E. Perelló Aracena, al pago de los intereses
legales de la suma acordada en indemnización principal, y
a partir de la demanda en justicia y hasta la total ejecución
de la sentencia a título de indemnización suplementaria ;
Quinto: Que debe declarar, y declara la presente sentencia,
común, oponible y ejecutoria a la Cía. de Seguros `San
Rafael' C. por A., en su calidad de aseguradora de la res-
ponsabilidad civil del vehículo causante del accidente; Sex-
to: Que debe condenar y condena al Dr. Andrés E. Perelló
Aracena, al pago de las costas penales del procedimiento;
Séptimo: Que debe condenar y condena al Dr. Andrés E.
Perelló Aracena, al pago de las costas penales del proce-
dimiento, ordenando su distracción en provecho del Lic.
Bienvenido Alfonso Ledesma, abogado que afirma estarlas
avanzado en su totalidad' ; SEGUNDO: Modifica el Ordinal
Primero de la sentencia recurrida en el sentido de consi-
derar que el accidente de que se trata hubo falta de la
víctima en un 25% y en consecuencia se reduce la indem-
nización acordada a dicha parte civil constituida a la suma
de RD$1,500.00 ( mil qu i nientos pesos oro), después de es-
timar esta Corte en RD$2,000.00 ( dos mil pesos oro) los
daños y perjuicios morales y materiales, experimentados

BOI.E'rIN JUDICIAL	 1815

por la referida parte civil en el referido accidente, de haber
incurrido en falta la víctima y de igual manera se aumenta
a RD$75.00 (setenticinco pesos oro) el valor de la imagen de
yeso de la virgen que llevaba el agraviado el día del acci-
dente, al apreciarla en RD$100.00 (cien pesos oro) aplican-
do el mismocriterio serialado anteriormente, por entender
esta Corte, que son éstos los valoresustos, justos, adecuados y
suficientes para reparar los aludidos daños y perjuicios;
TERCE RO: Que debe condenar, como al efecto condena al
prevenido Andrés Aracena, en su doble condición de incul-
pado y persona civilmente responsable, al pago de las cos-
tas penales y civiles y ordenando su distracción de las
últimas en provecho del Lic. Bienvenido Ledesma, abogado
qüe afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO:
Confirma la sentencia apelada en todos sus demás aspec-
tos" ;

Considerando,nsiderando, que en vista de que ni en el momento de in-
terponer su recurso de casación la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., ni en escrito posterior, ha propuesto
los medios en que lo funda, como lo exige a pena de nulidad
el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
por lo que solamente será examinado el recurso del pre-
venido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, dio por establecido,
para declara culpable del accidente al prevenido Andrés
Perelló Aracena, lo siguiente: a) que siendo las 11:00 a.m.
del día 23 de septiembre de 1976, mientras Andrés E. Pe-
relló Aracena, conduciendo el carro placa No. 140-025, tran-
sitaba de Oeste a Este, por la Avenida J. Armando Ber-
múdez, de Santiago de los Caballeros, atropelló a Francisco
Almánzar; b) que el prevenido no tocó bocina y transitaba
de 40 a 45 kilómetros por hora en la zona urbana en un sitio
en que "háv mucho tránsito" tanto de vehículos como de
peatones; c) que el accidente se debió a la falta del conduc-
tor en proporción de 75% y del agraviado en proporción de
25%; d) que el lesionado resultó con golpes y heridas cu-
raacbeliedsenetne;veinte días; y que contribuyó a la ocurrencia del

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
el delito de golpes y heridas que ocasionaron al agraviado
enfermedad curable en veinte días, mientras el mencionado
prevenido manejaba un vehículo de motor; que ese hecho
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está previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, y
sancionado con la letra c) del indicado artículo, con las
penas de seis meses a dos años de prisión y multa de cien a
quinientos pesos si el accidente resultare el agraviado con
enfermedad o imposibilidad para el trabajo durante veinte
días o más, como ocurrió en la especie; que por tanto, al im-
poner al prevenido una multa de RD$25.00 acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua, aplicó una
sanción ajustada a ala Ley;

Considerando, que la Corte a-qua, dio por establecido
asimismo, que el hecho del prevenido, había ocasionado
daños morales y materiales, a la persona constituida en
parte civil ; que al retener una falta a Andrés Perelló Ara-
cena, evaluó el monto de la indemnización en la suma de
RD$1,500.00; que por tanto, al condenarlo al pago de la in-
dicada suma, a título de indemnización en favor de Francis-
co Almázar, más al pago de los intereses legales a partir de
la demanda, la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo concerniente al interés del re-
currente, no contiene vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía San Rafael, C. por A.,
contra la sentencia dictada el 17 de octubre de 1977, por la
Corte de Apelación de Santiago de los Caballeros, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Rechaza el
recurso de casación interpuesto por Andrés Perelló Ara-
cena contra dicha sentencia y lo condena al pago de las cos-
tas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia públicas del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 15

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 6 de noviembre de 1981

Materia : Correccional.

Recurrente (s) : Nelly Mercedes Rodríguez de Peralta, y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,

Abogado (s) :

Recurrido (s) :

Abogado (s ) :

Interviniente (s) : Gil Abad Núñez García.

Abogado (s) : Germo A. López Quiñónez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Nelly
Mercedes Rodríguez de Peralta, dominicana, mayor de
edad, casada, cédula No. 17710, serie 47, domiciliada y
residente en la calle Circunvalación No. 13, El Campito, La
Vega, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
domiciliada en esta ciudad, contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 6 de noviembre de 1981, cuyo dis-
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está previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, y
sancionado con la letra c) del indicado artículo, con las
penas de seis meses a dos arios de prisión y multa de cien a
quinientos pesos si el accidente resultare el agraviado con
enfermedad o imposibilidad para el trabajo durante veinte
días o más, como ocurrió en la especie; que por tanto, al im-
poner al prevenido una multa de RD$25.00 acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua, aplicó una
sanción ajustada a ala Ley;

Considerando, que la Corte a-qua, dio por establecido
asímismo, que el hecho del prevenido, había ocasionado
darios morales y materiales, a la persona constituida en
parte civil; que al retener una falta a Andres Perelló Ara-
cena, evaluó el monto de la indemnización en la suma de
RD$1,500.00; que por tanto, al condenarlo al pago de la in-
dicada suma, a título de indemnización en favor de Francis-
co Almázar, más al pago de los intereses legales a partir de
la demanda, la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo concerniente al interés del re-
currente, no contiene vicio alguno que justifíque su casa-
ción ;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compariía San Rafael, C. por A.,
contra la sentencia dictada el 17 de octubre de 1977, por la
Corte de Apelación de Santiago de los Caballeros, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Rechaza el
recurso de casación interpuesto por Andrés Perelló Ara-
cena contra dicha sentencia y lo condena al pago de las cos-
tas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piria, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seriores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia públicas del día, mes y ario en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. Que
certifico. (Firmado): igueJ Jacobo,
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SENTENCIA DE FECIIA 8 DE OCTUBRE DEL 1982 No. 15

Sentenc ia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 6 de noviembre de 1981

INIater ia : Correccional.

Recurrente (s) : Nelly Mercedes Rodríguez de Peralta, y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,

Abogado (s) :

Recurrido (s):

Abogado (s)

Interviniente (s) : Gil Abad Núriez García.

Abogado (s) : Germo A. López Quiriónez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes
de octubre del ario 1982, arios 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Nelly
Mercedes Rodríguez de Peralta, dominicana, mayor de
edad, casada, cédula No. 17710, serie 47, domiciliada y
residente en la calle Circunvalación No. 13, El Campito, La
Vega, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
domiciliada en esta ciudad, contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 6 de noviembre de 1981, cuyo dis-
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positivo es el siguiente: "FALLA: PRINIERO: Declara
buenos y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de
apelación interpuestos: a) por el Dr. José Pérez Gómez, en
fecha 5 de julio de 1979, a nombre y representación de Nelly
NIercedes Rodríguez de P., en su doble calidad de prevenida
y persona civilmente responsable; b) por el Dr. Germo
López Quiriónez, en fecha 6 de julio de 1979, a nombre y
representación de la parte civil constituida, contra senten-
cia de fecha 4 de julio de 1979, dictada en sus atribuciones
correccionales por la Octava Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
dice así: • Falla Priinero: Se declara a la prevenida Nelly
Mercedes Rodríguez de Peralta, dominicana, mayor de
edad, cédula No. 17710, serie 47, domiciliada y residente en
la Circunvalación Las Acasis No. 13, El Campito, La Vega,
culpable de violar la Ley No. 241, sobre Tránsito de Ve-
hículos, en perjuicio de Gil Abad Núriez García, y en con-
secuencia, se le condena al pago de una multa de RD$50.00
(cincuenta pesos oro) acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes y al pago de las costas penales: Segundo: Se
declara al prevenido Gil Abad Núñez García, de generales
anotadas no culpable de violar las disposiciones de la la Ley
No. 241, y en consecuencia se le descarga de toda respon-
sabilidad penal por no haber cometido falta alguna, y se
declaran las costas de oficio ; Tercero: Se declara bueno y
válido en cuanto a la forma, la constitución en parte civil
hecha por Gil Abad Núñez García, por intermedio de su
abogado Dr. Germo A. López Quiriónez, contra Nelly Mer-
cedes Rodríguez de Peralta, por haber sido hecha de con-
formidad con la Ley, y en cuanto al fondo, se condena a
Nelly Mercedes Rodríguez de Peralta, prevenida y persona
civilmente responsable al pago de una indemnización de
RD$5,000.00 (cinco mil pesos oro) en favor de Gil Abad
Núñez García, como justa reparación por los darios y per-
juicios morales y materiales y corporales sufridos por él
en el accidente, al pago de los intereses legales de dicha
suma a contar de la fecha del accidente, a título de indem-
nización complementaria, y al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Germo
A. López Quiriónez, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Cuarto: Se declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutable en su aspecto civil, a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del
vehículo causante del accidente, de conformidad con el ar-

tículo 10 modificado de la Ley No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor' ; por haber sido hechos
dentro del plazo y demás formalidades legales; SEGUN-

DO: En cuanto al fondo pronuncia el delecto contra el
prevenido Nelly Mercedes Rodríguez de Peralta, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citada ; TERCERO : Modifica el ordinal Tercero
de la sentencia apelada en el sentido de rebajar la indem-
nización acordada por el Tribunal a -quo, y la Corte obrando
por propia autoridad y contrario imperio fija en dos mil
quinientos pesos oro (RD$2,500.00) la indemnización a
pagar al señor Gil Abad Núñez García, en su calidad in-
dicada y por los conceptos especificados en la sentencia
recurrida, por considerar esta suma más en armonía y
equidad con los daños causados; CUARTO: Condena a la
apelate seriora Nelly Mercedes Rodríguez de Peralta, al

ÉØ pago de las costas penales y civiles de la presente instancia
con distracción de éstas últimas en provee ho del Dr. Germo
A. López Quiñonez, abogado de la parte civil constituida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO :
Dispone la oponibilidad de la sentencia a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., en su condición de entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente";

Oído al Alguacil de turno en la lectura delrol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República ;
Vista el acta de los recursos de casaión levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 10 de febrero de 1982, a
requerimiento del abogado Dr. Miguel Angel Cederio Ji-
ménez, cédula No. 17700, serie 28, en representación de los
recurrentes, acta en la cual no se invoca ningún medio de
casación;

Visto el escrito de fecah 2 de julio de 1982, del intervinien-
te Gil Abad Núriez García, dominicano, mayor de edad,
militar, cédula No. 34351, serie 47, firmado por su abogado,
Dr. Germo A. López Quiriónez, cédula No. 116413, serie lra.:

Visto el auto dictado en fecha 7 del mes de octubre del
corriente ario 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, por medio del cual integra, en su indicada calidad
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque Castillo, Luis Víctor García de Peria, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera
Piria, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría



1818	 BOLETINJUDICIAL

positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara
buenos y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de
apelación interpuestos: a) por el Dr. José Pérez Gómez, en
fecha 5 de julio de 1979, a nombre y representación de Nelly
Mercedes Rodríguez de P., en su doble calidad de prevenida
y persona civilmente responsable; b) por el Dr. Germo
López Quiriónez, en fecha 6 de julio de 1979, a nombre y
representación de la parte civil constituida, contra senten-
cia de fecha 4 de julio de 1979, dictada en sus atribuciones
correccionales por la Octava Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
dice así: 'Falla: Primero: Se declara a la prevenida Nelly
Mercedes Rodríguez de Peralta, dominicana, mayor de
edad, cédula No. 17710, serie 47, domiciliada y residente en
la Circunvalación Las Acasis No. 13, El Campito, La Vega,
culpable de violar la Ley No. 241, sobre Tránsito de Ve-
hículos, en perjuicio de Gil Abad Núñez García, y en con-
secuencia, se le condena al pago de una multa de RD$50.00
(cincuenta pesos oro) acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes y al pago de las costas penales: Segundo: Se
declara al prevenido Gil Abad Núriez García, de generales
anotadas no culpable de violar las disposiciones de la la Ley
No. 241, y en consecuencia se le descarga de toda respon-
sabilidad penal por no haber cometido falta alguna, y se
declaran las costas de oficio ; Tercero: Se declara bueno y
válido en cuanto a la forma, la constitución en parte civil
hecha por Gil Abad Núriez García, por intermedio de su
abogado Dr. Germo A. López Quiñónez, contra Nelly Mer-
cedes Rodríguez de Peralta, por haber sido hecha de con-
formidad con la Ley, y en cuanto al fondo, se condena a
Nelly Mercedes Rodríguez de Peralta, prevenida y persona
civilmente responsable al pago de una indemnización de
RD$5,000.00 (cinco mil pesos oro) en favor de Gil Abad
Núriez García, como justa reparación por los daños y per-
juicios morales y materiales y corporales sufridos por él
en el accidente, al pago de los intereses legales de dicha
suma a contar de la fecha del accidente, a título de indem-
nización complementaria, y al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Germo
A. López Quiriónez, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Cuarto: Se declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutable en su aspecto civil, a la Compariía de
Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del
vehículo causante del accidente, de conformidad con el ar-
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tícUlo 10 modificado de la Ley No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor' ; por haber sido hechos
dentro del plazo y demás formalidades legales; SEGUN-
DO: Er. cuanto al fondo pronuncia el delecto contra el
prevenido Nelly Mercedes Rodríguez de Peralta, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citada ; TERCERO: Modifica el ordinal Tercero
de la sentencia apelada en el sentido de rebajar la indem-
nización acordada por el Tribunal a-quo, y la Corte obrando
por propia autoridad y contrario imperio fija en dos mil
quinientos pesos oro (RD$2,500.00) la indemnización a
pagar al señor Gil Abad Núñez García, en su calidad in-
dicada y por los conceptos especificados en la sentencia
recurrida, por considerar esta suma rnás en armonía y
equidad con los darios causados; CLARTO: Condena a la
apelate señora Nelly Mercedes Rodrí guez de Peralta, al
pago de las costas penales y civiles de la presente instancia
con distracción de éstas últimas en provecho del Dr. Germo
A. López Quirionez, abogado de la parte civil constituida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO:
Dispone la oponibilidad de la sentencia a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., en su condición de entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente";

Oído al Alguacil de turno en la lectura delrol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República ;
Vista el acta de los recursos de casaión levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 10 de febrero de 1982, a
requerimiento del abogado Dr. Miguel Angel Cederio Ji-
ménez, cédula No. 17700, serie 28, en representación de los
recurrentes, acta en la cual no se invoca ningún medio de
casación;

Visto el escrito de fecah 2 de julio de 1982, del intervinien-
te Gil Abad Núriez García, dominicano, mayor de edad,
militar, cédula No. 34351, serie 47, firmado por su abogado,
Dr. Germo A. López Quiriónez, cédula No. 116413, serie lra.;

Visto el auto dictado en fecha 7 del mes de octubre del
corriente ario 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, por medio del cual integra, en su indicada cali dad
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque Castillo, Luis Víctor García de Peria, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera
Piria, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría
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1en la deliberación y fallo del recurso de casacion cle que se
trata, de conforrnidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

En cuanto al recurso de la prevenida
Nelly Mercedes Rodríguez de Peralta.

Considerando, que conforme al artículo 29 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación,	 plazo para interponer el
recurso de casacián es de diez días, contados desde la fecha
del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo
presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada o si
fue debidamente citado para la misma, todo otro caso, el
plazo correrá a partir de la notificación de la sentencia";

Considera ndo, que el examen del expediente muestra que
la sentencia impugnada fue notificada a la prevenida en su
domicilio de El Campito de La Vega, en fecha once (11) de
enero de 1982, según acto instrumentado en esa misma
fecha, por el Alguacil Carlos Rodríguez R., de Estrados de
la Cámara Cvil y Comercial y de Trabajo de La Vega ; que
como la prevenida interpuso su recurso de casación el día 20
de febrero de 1982, resulta inadmisible por haberlo inter-
puesto fuera del plazo de diez días exigidos por el artículo 29
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, y no obstante el
aumento en razón de la dista ncia desde su domicilio de La
Vega a esta ciudad, asiento de la Corte que dictó la senten-
cia;

En cuanto al recurso de la Compañía
de Seguros San Rafael, C. por A.

Considernado, que como esta recurrente no ha motivado
su recurso en el acta declaratoria del mismo, ni posterior-
mente, como lo exige, a pena de nulidad el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, procede declararlo
nulo;

Por tales motivos: PRIME,RO: Admite como intervinien-
te a Gil Abad Núriez García, en los recursos de casación in-
terpuesto por Nelly Mercedes Rodríguez de Peralta y la
Compariía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, en fecha

6 de noviembre de 1981, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo , cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Declara inadmisible, el
recurso de casación que contra la sentencia antes indicada
ha interpuesto la prevenida Nelly Mercedes Rodríguez de
Peralta ; TERCERO: Declara nulo el recurso de casación
que contra la referida sentencia ha interpuesto la Com pañía
de Seguros San Rafael, C. por A.; CUARTO: Condena a los
recurrentes al pago de las costas, ordenándose la distrac-
ción de ellas en provecho del doctor Germo A. López
Quiñónez, abogado del interviniente quien afirma haberlas
avnazado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, R. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albruquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicoc hea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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en la deliberación y fallo del recurso de casacion de que se
trata, de confor midad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

En cuanto al recurso de la prevenida
Nelly Mercedes Rodríguez de Peralta.

Considerando, que conforme al artículo 29 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, "el plazo para interponer el
recurso de casacián es de diez días, contados desde la fecha
del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo
presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada o si
fue debidamente citado para la misma, todo otro caso, el
plazo correrá a partir de la notificación de la sentencia-;

Considera ndo, que el examen del expediente muestra que
la sentencia impugnada fue notif icada a la prevenida en su
domicilio de El Campito de La Vega, en fecha once (11) de
enero de 1982, según acto instrumentado en esa misma
fecha, por el Alguacil Carlos Rodríguez R., de Estrados de
la Cámara Cvil y Comercial y de Trabajo de La Vega ; que
como la prevenida interpuso su recurso de casación el día 20
de febrero de 1982, resulta inadmisible por haberlo inter-
puesto fuera del plazo de diez días exigidos por el artículo 29
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, y no obstante el
aumento en razón de la dista ncia desde su domicilio de La
Vega a esta ciudad, asiento de la Corte que dictó la senten-
cia;

En cuanto al recurso de la Compañía
de Seguros San Rafael, C. por A.

Considernado, que como esta recurrente no ha mot ivado
su recurso en el acta declaratoria del mismo, ni posterior-
mente, como lo exige, a pena de nulidad el artículo 37 de la
I,ey sobre Procedimiento de Casación, procede declararlo
nulo;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervinien-
te a Gil Abad Núriez García, en los recursos de casación in-
terpuesto por Nelly Mercedes Rodríguez de Peralta y la
Compariía de Seguros Sen Rafael, C. por A., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, en fecha

6 de noviembre de 1981, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo , cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Declara inadmisible, el

recurso de casación que contra la sentencia antes indicada
ha interpuesto la prevenida Nelly Mercedes Rodríguez de
Peralta ; TERCERO: Declara nulo el recurso de casación
que contra la referida sentencia ha interpuesto la Com pañía
de Seguros San Rafael, C. por A.; CUARTO : Condena a los
recurrentes al pago de las costas, ordenándose la distrac-
ción de ellas en provecho del doctor Germo A. López
Quiñónez, abogado del interviniente quien afirma haberlas
avnazado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, R. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albruquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
16

Sentencia impugnada : Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Valverde, de fecha 29 de agosto de 1978.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Nereyda Altagracia Mercado.

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Diso, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nereyda Al-
tagracia Mercado, dominicana, mayor de edad, soltera, de
oficios domésticos, cédula No. 10697, serie 34, residente en
la calle Beller No. 21 parte atrás, del Municipio de Valver-
de-Mao; contra la sentencia de fecha 29 de agosto de 1978,
dictada en sus atribuciones correccionales por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 30 de agosto de 1978,
a requerimiento de la recurrente, en que no se propone nin-
gún medí jo de casación;

Visto el auto dictado en fecha 8 del mes de octubre del
corrien te año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente. Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 del 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 2402
de 1950 y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella por violación a la Ley No. 2402,
interpuesta por Nereyda Altagracia Mercado, en fecha 8 de
octubre de 1976, contra Mundito Ramírez, el Juzgado de Paz
del Municipio de Valverde, dictó en sus atribuciones correc-
cionales en fecha 17 de enero de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo se copia en el de la ahora impugnada; b) que
sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara como
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por la
querellante señora Nereyda Altagracia Mercado, contra la
sentencia del Juzgado de Paz de este Municipio de Mao,
Provincia de Valverde, de fecha diecisiete ( 17) de enero del
año mil novecientos setenta y siete (1977), cuya parte dis-
positiva dice así : 'Falla : Unico: Se descarga como al efecto
descargarnos al nombrado Mundio Ramirez, del delito de
violación a la Ley No. 2402, sobre alimentación, por ser es-
teril' ; SEGUNDO: Que, obrando por propia autoridad, debe
confirmar, como al efecto confirma en todas sus partes la
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

Sentencia impugnada : Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Valverde, de fecha 29 de agosto de 1978.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Nereyda Altagracia Mercado.

Abogado (s):

Recurrido ( s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Diso, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo II. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la I ndependencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nereyda Al-
tagracia Mercado, dominicana, mayor de edad, soltera, de
oficios domésticos, cédula No. 10697, serie 34, residente en
la calle Beller No. 21 parte atrás, del Municipio de Valver-
de-Mao; contra la sentencia de fecha 29 de agosto de 1978,
dictada en sus atribuciones correccionales por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la Vista elacta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 30 de agosto de 1978,
a requerimiento de la recurrente, en que no se propone nin-
gún medí jo de casación

Visto el auto dictado en fecha 8 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 del 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 2402
de 1950 y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella por violación a la Ley No. 2402,
interpuesta por Nereyda Altagracia Mercado, en fecha 8 de
octubre de 1976, contra Mundito Ramírez, el Juzgado de Paz
del Municipio de Valverde, dictó en sus atribuciones correc-
cionales en fecha 17 de enero de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo se copia en el de la ahora impugnada; b) que
sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara como
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por la
querellante señora Nereyda Altagracia Mercado, contra la
sentencia del Juzgado de Paz de este Municipio de Mao,
Provincia de Valverde, de fecha diecisiete (17) de enero del
año mil novecientos setenta y siete (1977), cuya parte dis-
positiva dice así: `Falla: Unico: Se descarga como al efecto
descargamos al nombrado Mundio Ramírez, del delito de
violación a la Ley No. 2402, sobre alimentación, por ser es-
teril' ; SEGUNDO: Que, obrando por propia autoridad, debe
confirmar, como al efecto confirma en todas sus partes la
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sentencia recurrida; TERCERO: Que debe declarar y
declara las costas de oficio";

Considerando, que la madre querellante que se acoge a
los términos de la Ley No. 2402 de 1950 sobre asistencia
obligatoria de hijos menores de 18 años, Ley de orden
público y de alto interés social, actúa como una parte sui-
géneris en cuanto ella, en razón de los intereses tutelados
por la indicada Ley, goza en el proceso penal de una si-
tuación de favor que la libera del cumplimiento de ciertas
exigencias que restrinjan su obligación de velar por la
mejor protección de sus hijos menores; que de ello es
preciso admitir que cuando la madre recurre en casación
contra las sentencias que afectan el interés de sus hijos
menores, como ocurre en la especie, limitándose a exponer
en el acta declarativa de su recurso que lo hace por no estar
conforme con la sentencia impugnada, la Suprema Corte de
Justicia debe proceder de oficio al examen de dicha sen-
tencia ;

Considerando, que es deber de los Jueces en toda materia
y particularmente en materia represiva, establecer en sus
sentencias de una manera clara, precisa y suficiente los
motivos de hecho y de derecho en que se fundan al dictar
sus sentencias, de modo que la Suprema Corte de Justicia
quede en aptitud, al ejercer sus facultades de control, de
apreciar si la Ley fue bien aplicada:

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que el Juez a-quo para descargar al
prevenido Mundito Ramírez, se limitó a transcribtr en
dicho fallo, tanto el resultaao de un espermatograma
realizado por un experto en la materia, como el reporte del
técnico que termina de la manera siguiente: "Adjunto mi
reporte sobre el es permatograma efectuado en el señor
Mundito Ramírez, el cual muestra datos como motilidad,
cantidad y falta de licuefacción, desfavorables para la
concepción de un hijo";

Considerando, que como se advierte el Tribunal a-quo
mediante la motivación antes transcrita, confirmó la sen-
tencia del primer grado que había descargado al prevenido
sobre la base de que era "estéril", atribuyéndole al
resultado del análisis de la esperma del prevenido,
la fuerza probatoria definitiva de_ una exlusión de
paternidad, cuando la propia certificación del experto
sólo señala que la muestra de esperma que exa-
minó revela datos "desfavorables para la concep-

,
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ción de un hijo", pero no que dicho prevenido era
estér il , como se afirma en la sentencia impugnada ; que,
ademá s , en el fallo impugnado no consta si el prevenido ad-
mitió o no haber sostenido relaciones sexuales con la
querellante, tampoco se establece si la fecha de las rela-
ciones, si las hubo, coincide con la época de la concepción;
que en ese mismo sentido en la sentencia impugnada no se
precisa si en la fecha en que se dice que la querellante sos-
tuvo las relaciones sexuales con el prevenido la esperma de
éste presentaba los signos desfavorables para la concepción
que presentó en la fecha en que se realizó el análisis; que
tampoco en la sentencia impugnada se hace constar si el
Juez a-quo tuvo la oportunidad de ver a la criatura cuya
parternidad se le atribuye al prevenido, a fin de ponderar si
existía o no algún parecido físico entre ella y dicho pre-
venido que pudiera servir de elemento de juicio para la
edificación del Juez respecto de la paternidad que se dis-
cute; que esa insuficiencia en la instrucción de la causa,
unida al hecho de que el Certificado Médico sólo afirma que
la experma del prevenido examinada varios años después
de nacida la criatura, presenta datos "desfavorables a una
concepción", impiden a la Suprema Corte de Justicia ve-
rificar, dentro de sus factulades de control, si en la especie
se hizo o no una correcta aplicación de la Ley;

Por tales motivos; PRIMERO: Casa en todas sus partes
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Valverde, el día 28 de agosto del 1978, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el asun-
to por ante la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en sus
atribuciones correccionales, de Tribunal de Segundo
Grado; SEGUNDO: Condena al recurrido al pago de las
costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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sentencia recorrida; TERCERO: Que debe declarar y
declara las costas de oficio";

Considerando, que la madre querellante que se acoge a
los términos de la Ley No. 2402 de 1950 sobre asistencia
obligatoria de hijos menores de 18 años, Ley de orden
público y de alto interés social, actúa como una parte sui-
géneris en cuanto ella, en razón de los intereses tutelados
por la indicada Ley, goza en el proceso penal de una si-
tuación de favor que la libera del cumplimiento de ciertas
exigencias que restrinjan su obligación de velar por la
mejor protección de sus hijos menores; que de ello es
preciso admitir que cuando la madre recurre en casación
contra las sentencias que afectan el interés de sus hijos
menores, como ocurre en la especie, limitándose a exponer
en el acta declarativa de su recurso que lo hace por no estar
conforme con la sentencia impugnada, la Suprema Corte de
Justicia debe proceder de oficio al examen de dicha sen-
tencia;

Considerando, que es deber de los Jueces en toda materiay particularmente en materia represiva, establecer en sus
sentencias de una manera clara, precisa y suficiente los
motivos de hecho y de derecho en que se fundan al dictar
sus sentencias, de modo que la Suprema Corte de Justicia
quede en aptitud, al ejercer sus facultades de control, de
apreciar si la Ley fue bien aplicada;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que el Juez a -que para descargar alprevenido Mundito Ramírez, se linutó a transcribri- en
dicho fallo, tanto el resultaao de un espermatograma
realizado por un experto en la materia, como el reporte del
técnico que termina de la manera siguiente: "Adjunto mi
reporte sobre el es permatograma efectuado en el señor
Mundito Ramírez, el cual muestra datos como motilidad,
cantidad y falta de licuefacción, desfavorables para la
concepción de un hijo";

Considerando, que como se advierte el Tribunal a-que
mediante la motivación antes transcrita, confirmó la sen-
tencia del primer grado que había descargado al prevenido
sobre la base de que era "estéril", atribuyéndole al
resultado del análisis de la esperma del prevenido,
la fuerza probatoria definitiva de una exlusión de
paternidad, cuando la propia certificación del experto
sólo señala que la muestra de esperma que exa-
minó revela datos "desfavorables para la concep-
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ción de un hijo", pero no que dicho prevenido era
estéril, como se afirma en la sentencia impugnada ; que,
además, en el fallo impugnado no consta si el prevenido ad-
mitió o no haber sostenido relaciones sexuales con la
querella nte , tampoco se establece si la fecha de las rela-
ciones, si las hubo, coincide con la época de la concepción;
que en ese mismo sentido en la sentencia impugnada no se
precisa si en la fecha en que se dice que la querellante sos-
tuvo las relaciones sexuales con el prevenido la esperma de
éste presentaba los signos desfavorables para la concepción
que presentó en la fecha en que se realizó el análisis; que
tampoco en la sentencia impugnada se hace constar si el
Juez a-quo tuvo la oportunidad de ver a la criatura cuya
parternidad se le atribuye al prevenido, a fin de ponderar si
existía o no algún parecido físico entre ella y dicho pre-
venido que pudiera servir de elemento de juicio para la
edificación del Juez respecto de la paternidad que se dis-
cute; que esa insuficiencia en la instrucción de la causa,

. unida al hecho de que el Certificado Médico sólo afirma que
la experma del prevenido examinada varios años después
de nacida la criatura, presenta datos "desfavorables a una
concepción", impiden a la Suprema Corte de Justicia ve-
rificar, dentro de sus factulades de control, si en la especie
se hizo o no una correcta aplicación de la Ley;

Por tales motivos; PRIMERO: Casa en todas sus partes
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por
el Juzgado de Primera instancia del Distrito Judicial de
Valverde, el día 28 de agosto del 1978, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el asun-
to por ante la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en sus
atribuciones correccionales, de Tribunal de Segundo
Grado; SEGUNDO: Condena al recurrido al pago de las
costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FEHC A13 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
17

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, de lecha 13 de junio de 1977.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Porfirio Zorrilla, y la compañía de Seguros
Pepín, S. A.,

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Resturación, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Porfirio
Zorrilla, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
domiciliado y residente esta ciudad, cédula No. 9828, serie
63, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., domiciliada en
esta ciudad; contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, en fecha 13 de junio de 1977, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, del 15 de septiembre de 1977, a
requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, abogado,
en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 8 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 del 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y 1,
37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documento: a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la calle Mella de la
ciudad de Salcedo, en el cual resultó con lesiones corporales
Angel Bolívar Pichardo Minaya, curables a los 45 días, el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo, dictó en sus atribuciones correccionales, el 25 de
mayo de 1976, una sentencia cuyo dispositivo aparece
copiado más adelante, inserto en el de la ahora impugnada;
b) que sobre los recursos de casación interpuestos, la Corte
de Apelación de San Francisco de Macorís, dictó el 13 de
junio de 1977, la sentencia ahora impugnada, con el siguien-
te dispositivo: ‘.`FALLA: PRIMERO: Declara regular y
válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Eze-
quiel Antonio González, a nombre y representación de Por-
firio M. Zorrilla, en su doble calidad de prevenido y persona
civilmente responsable, y de la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., por ajustarse a las normas procesales, contra
la sentencia No. 345, dictada en fecha 25 de mayo del 1976,
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo, cuyo dispositivo dice así: 	 Primero: Se
declara al co-prevenido Porfirio M. Zorrilla, culpable de
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SENTENCIA DE FEHC A13 DE OCTUBRE DEL 1982 No.17

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, de fecha 13 de junio de 1977.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Porfirio Zorrilla, y la compañía de Seguros
Pepín, S. A.,

Abogado (s) :

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado ( s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Resturación, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia :

Sobre el recurso de casación interpuesto por Porfirio
Zorrilla, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
domiciliado y residente esta ciudad, cédula No. 9828, serie
63, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., domiciliada en
esta ciudad; contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, en fecha 13 de junio de 1977, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, del 15 de septiembre de 1977, a
requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, abogado,
en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 8 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 del 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y 1,
37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documento.; a que ella se refiere consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la calle Mella de la
ciudad de Salcedo, en el cual resultó con lesiones corporales
Angel Bolívar Pichardo Minaya, curables a los 45 días, el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo, dictó en sus atribuciones correccionales, el 25 de
mayo de 1976, una sentencia cuyo dispositivo aparece
copiado más adelante, inserto en el de la ahora impugnada;
b) que sobre los recursos de casación interpuestos, la Corte
de Apelación de San Francisco de Macorís, dictó el 13 de
junio de 1977, la sentencia ahora impugnada, con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y
válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Eze-
quiel Antonio González, a nombre y representación de Por-
firio M. Zorrilla, en su doble calidad de prevenido y persona
civilmente responsable, y de la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., por ajustarse a las normas procesales, contra
la sentencia No. 345, dictada en fecha 25 de mayo del 1976,
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo, cuyo dispositivo dice así: `Falla: Primero: Se
declara al co-prevenido Porfirio M. Zorrilla, culpable de
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violar el artículo 49 letra c) de la Ley No. 241, en perjuicio
de Angel Bolívar Pichardo Minaya y Bienvenido Rafael
Polo G., y en consecuencia se condena a RD$25.00 (vein-
ticinco pesos oro) de multa, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; Segundo: Se declara al co-
prevenido Angel Bolívar Pichardo Minaya, culpable de
violar el artículo 47 de la Ley No. 241 ( conducir vehículo de
motor sin estar provisto de la licencia correspondiente) y en
consecuencia se condena a RD$5.00 ( cinco pesos oro) de
multa, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Tercero: Se condena a los prevenidos Porfirio M. Zorrilla y
Angel Bolívar Pichardo Minaya, al pago de las costas
penales; Cuarto: Se declara regular y válida en la forma y
en el fondo la constitución en parte civil hecha por el Dr. R.
B. Amaro, a nombre representación de los nombrados
Angel Bolívar Pichardo Minaya y Bienvenido Rafael Polo
Guerrero, en contra del co-prevenido Porfirio M. Zorrilla en
su doble calidad de conductor y dueño del vehículo, así
como en contra de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
ser procedente y bien fundada; Quinto: Se condena al co-
prevenido Porfirio M. Zorrilla, en su doble calidad de con-
ductor y dueño del vehículo al pago de una indemnización
de RD$1,200.00 ( mil doscientos pesos oro) en favor del co-
prevenido Angel Bolívar Pichardo Minaya, como justa
reparación por los daños morales y materiales por él su-
fridos a consecuencia del accidente, a partir de la demanda
en justicia y a título de indemnización complementaria;
Sexto: Se condena al co-prevenido Porifiro M. Zorrilla, en
su doble calidad a pagar al señor Bienvenido Rafael Polo
Guerrero, propietario del motor que fuera parcialmente
destruido, por los daños y perjuicios materiales por él su-
fridos a causa del acidente susodicho, ordenando que el
monto de los referidos daños se justifique por estado; Sép-
timo: Se condena al co-prevenido Porfirio M. Zorrilla, en su
doble calidad de conductor y dueño del vehículo al pago de
las costas civiles del proceso, ordenando su distracción de
las mismas en provecho del Dr. Ramón Bienvenido Amaro,
abogado quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Octavo: Se declara la presente sentencia en su aspecto ci-
vil, común, oponible y ejecutoria a la Compañía Nacional de
Seguros Pepín, S. A., en virtud de las Leyes Nos. 4117 y 126
sobre Seguros Privados' ; SEGUNDO: Pronuncia el defecto
contra el prevenido Porfirio M. Zorrilla, por no haber
comparecido no obstante estar legalmente citado; TER-
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CERO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurri-

da; CUARTO: 
Condena a Porfirio M. Zorrilla, en sus cali-

dades ya expresadas, al pago de las costas penales y civiles

del present e recurso de apelación, ordenando la distracción
de las últimas en provecho del Dr. R. Bienvenido Amaro,
abogado quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-

te; QUINTO: 
Declara la presente sentencia en su aspecto

civil común, oponible y ejecutoria contra la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., en virtud de la Ley No. 4117" ;

Considerando, que la entidad aseguradora Compañía de
Seguros Pepín, S. A., ni en el momento de interpone r su

recurso ni posteriormente, ha expuesto los medios en que lo
funda, como lo exige el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, para todos los recurrentes que no
sean condenados penalmente; que por tanto, procede

declarar la nulidad de dicho recurso al tenor el artículo an-
tes citado, y examinar solamente el recurso del pre

lavenpon-
ido;

Considerando, que la Corte a-qua mediante
deració n de los elementos de juicios aportados a la causa,
dio por establecido lo siguiente: a) que el día 18 de junio de
1975, mientras Porfirio M. Zorrilla, conducía de Este a Oes-
te por la calle Mirabal de la ciudad de Salcedo, el carro
placa pública No. 213-225 de su propiedad, asegurad o con la

Compañía de Seguros Pepín, S. A., se produjo un choque con
la motocicleta placa No. 48917 propiedad de Manuel Antonio
Lizardo Castillo; b) que a consecuenc ia del choque resultó
con lesiones corporales Angel Bolívar Pichardo, curables a
los 45 días; c) que el accidente se debió a la impurdencia del
conductor del carro, quien se turbó, porque del parque de la
ciudad silvaron y éste miró hacia ese sitio, lo cual motivó
que ocupara la derecha que correspondía al motorista y lo
atropellara; d) que la Corte a-qua, apreció, que la causa del
accidente fue la conducción temeraria o descuidada del
prevenido, al ocupar la derecha del motorista, de no tocar
bocina, ni hacer ninguna señal; y que estas faltas fueron la
causa eficiente del accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen el delito de golpes y heridas ocasionados in-
voluntariamente con el manejo de vehículo de motor, hecho
previsto por el artículo 49 .de la Ley No. 241, del 1967 y
sancionado en la letra c) de dicho artículo con las penas de
seis meses a dos años de prisión correccional, y multa de
cien a quinientos peso, si la enfermeda d o la imposibilidad

para el trabajo a la víctima durare veinte días o más, como
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violar el artículo 49 letra c) de la Ley No. 241, en perjuicio
de Angel Bolívar Pichardo Minaya y Bienvenido Rafael
Polo G., y en consecuencia se condena a RD$25.00 (vein-
ticinco pesos oro) de multa, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; Segundo: Se declara al co-
prevenido Angel Bolívar Pichardo Minaya, culpable de
violar el artículo 47 de la Ley No. 241 (conducir vehículo de
motor sin estar provisto de la licencia correspondiente) y en
consecuencia se condena a RD$5.00 ( cinco pesos oro) de
multa, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Tercero: Se condena a los prevenidos Porfirio M. Zorrilla y
Angel Bolívar Pichardo Minaya, al pago de las costas
penales; Cuarto: Se declara regular y válida en la forma y
en el fondo la constitución en parte civil hecha por el Dr. R.
B. Amaro, a nombre y representación de los nombrados
Angel Bolívar Pichardo Minaya y Bienvenido Rafael Polo
Guerrero, en contra del co-prevenido Porfirio M. Zorrilla en
su doble calidad de conductor y dueño del vehículo, así
como en contra de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
ser procedente y bien fundada ; Quinto: Se condena al co-
prevenido Porfirio M. Zorrilla, en su doble calidad de con-
ductor y dueño del vehículo al pago de una indemnización
de RD$1,200.00 ( mil doscientos pesos oro) en favor del co-
prevenido Angel Bolívar Pichardo Minaya, como justa
reparación por los daños morales y materiales por él su-
fridos a consecuencia del accidente, a partir de la demanda
en justicia y a título de indemnización complementaria;
Sexto: Se condena al co-prevenido Porifíro M. Zorrilla, en
su doble calidad a pagar al señor Bienvenido Rafael Polo
Guerrero, propietario del motor que fuera parcialmente
destruido, por los daños y perjuicios materiales por él su-
fridos a causa del acidente susodicho, ordenando que el
monto de los referidos daños se justifique por estado; Sép-
timo: Se condena al co-prevenido Porfirio M. Zorrilla, en su
doble calidad de conductor y dueño del vehículo al pago de
las costas civiles del proceso, ordenando su distracción de
las mismas en provecho del Dr. Ramón Bienvenido Amaro,
abogado quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Octavo: Se declara la presente sentencia en su aspecto ci-
vil, común, oponible y ejecutoria a la Compañía Nacional de
Seguros Pepín, S. A., en virtud de las Leyes Nos. 4117 y 126
sobre Seguros Privados' ; SEGUNDO: Pronuncia el defecto
contra el prevenido Porfirio M. Zorrilla, por no haber
comparecido no obstante estar legalmente citado; TER-
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31111W funda, como lo exige el artículo 37 de la Ley sobre Proce-

CEBO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurri-

da; CUARTO : Condena a Porfirio M. Zorrilla, en sus cali-
dades ya expresadas, al pago de las costas penales y civiles
del presente recurso de apelación, ordenando la distracción
de las últimas en provecho del Dr. R. Bienvenido Amaro,
abogado quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-

te; QUINTO: Declara la presente sentencia en su aspecto
civil común, oponible y ejecutoria contra la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., en virtud de la Ley No. 4117" ;

Seguros Pepín, S. A., ni en el momento de interponer su
recurso ni posteriormente, ha expuesto los medios en que lo

dimiento de Casación, para todos los recurrentes que no
sean condenados penalmente; que por tanto, procede
declarar la nulidad de dicho recurso al tenor el artículo an-
tes citado, y examinar solamente el recurso del prevenido;

deración de los elementos de juicios aportados a la causa,
dio por establecido lo siguiente: a) que el día 18 de junio de
1975, mientras Porfirio M. Zorrilla, conducía de Este a Oes-
te por la calle Mirabal de la ciudad de Salcedo, el carro
placa pública No. 213-225 de su propiedad, asegurado con la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., se produjo un choque con
la motocicleta placa No. 48917 propiedad de Manuel Antonio
Lizardo Castillo; b) que a consecuencia del choque resultó
con lesiones corporales Angel Bolívar Pichardo, curables a
los 45 días; c) que el accidente se debió a la impurdencia del
conductor del carro, quien se turbó, porque del parque de la
ciudad silvaron y éste miró hacia ese sitio, lo cual motivó
que ocupara la derecha que correspondía al motorista y lo
atropellara; d) que la Corte a-qua, apreció, que la causa del
accidente fue la conducción temeraria o descuidada del
prevenido, al ocupar la derecha del motorista, de no tocar
bocina, ni hacer ninguna señal; y que estas faltas fueron la
causa eficiente del accidente;

Considerando, que la entidad aseguradora Compañía de

tituyen el delito de golpes y heridas ocasionados in-
voluntariamente con el manejo de vehículo de motor, hecho
previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241, del 1967 y
sancionado en la letra c) de dicho artículo con las penas de
seis meses a dos años de prisión correccional, y multa de
cien a quinientos peso, si la enfermedad o la imposibilidad
para el trabajo a la víctima durare v

Considerando, que la Corte a-qua mediante la pon-

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-

Pinte días o más, como
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ocurrió en la especie; que al condenar a Porfirio M.
Zorrilla, a pagar una multa de RD$25.00 acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua, le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó daños ma-
teriales y morales a la persona constituida en parte civil,
cuyo monto evaluó en la suma consignada en el fallo im-
pugado; que al condenar a Porfirio M. Zorrilla, al pago de
dicha suma a título de indemnización, en favor de Manuel
Antonio Lizardo Castillo, constituido en parte civil, la Corte
a-qua, hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del
Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, no contiene, en lo que concierne al pre-
venido, vicio alguno que .justifique su casación;

Por tales motivos; Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, en sus atribuciones correc-
cionales, el día 13 de junio de 1977, cuyo dispositivo aparece
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por Porfirio M.
Zorrilla, contra la indicada sentencia y lo condena al pago
de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea 5.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñore Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años, en él expresados, yt fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

18

Sentencia impugnada : La Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 9 de junio de 1976.

Materia:

Recurrente (s): Mario de Jesús Santana Guerrero y la

Seguros Pepín S. A.,

Abogad o (s): Dres. Juan Jorge Chahín Tuma y Porfirio
Chahin Tuma

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s): Salvador F. Ortiz Peña.

Abogado (s): Dres. Luis S. Nina Mota y Mauricio E. Ace-
vedo S.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, y Abelardo Herrera Peña, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 13 de octubre del 1982, años 139' de la Indepenen cia y 119'

de la Restauració n, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos con-
juntamente por Mario de Jesús Santana Guerrero,
dominicano, mayor de edad, soltero, comerciante, cédula
No. 11189, serie 3, domiciliado y residente en esta ciudad, en
la calle Dr. Tejada Florentino No. 49, en sus calidades de
parte civil constituida y co-prevenido y persona civilmente
responsable y la Seguros Pepín S. A., con con su asiento
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ocurrió en la especie; que al condenar a Porfirio M.
Zorrilla, a pagar una multa de RD$25.00 acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua, le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó daños ma-
teriales y morales a la persona constituida en parte civil,
cuyo monto evaluó en la suma consignada en el fallo im-
pugado; que al condenar a Porfirio M. Zorrilla, al pago de
dicha suma a título de indemnización, en favor de Mánuel
Antonio Lizardo Castillo, constituido en parte civil, la Corte
a-qua, hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del
Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, no contiene, en lo que concierne al pre-
venido, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos; Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, en sus atribuciones correc-
cionales, el día 13 de junio de 1977, cuyo dispositivo aparece
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por Porfirio M.
Zorrilla, contra la indicada sentencia y lo condena al pago
de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea 3.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñcre Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años, en él expresados, yl fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBR E DEL 1982 No.

18

Sentencia impugnada: 	
Corte de Apelación de San Cris-

tóbal, de fecha 9 de junio de 1976.

Materia:

Recurrente (s): Mario de Jesús Santana Guerrero y la

Seguros Pepín S. A.,

Abogado (s): Dres. Juan Jorge Chahín Tuma y Porfirio
Chahin Tuma

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s): Salvador F. Ortiz Peña.

Abogado (s): Dres. Luis S. Nina Mota y Mauricio E. Ace-

vedo S.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, y Abelardo Herrera Peña, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domin go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 13 de octubre del 1982, años 139' de la Indepenenc ia y 119'

de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos con-
juntamente por Mario de Jesús Santana Guerrero,
dominicano, mayor de edad, soltero, comerciante, cédula
No. 11189, serie 3, domiciliado y residente en esta ciudad, en
la calle Dr. Tejada Florentino No. 49, en esa

 cal
 civilmente

responsable y la Seguros Pepín S. A., con con su asiento
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social principal en esta ciudad en la calle Palo Hincado es-
quina Mercedes, contra sentencia dictada, en atribuciones
correccionales el 9 de junio de 1976, por la Corte de.
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Porfirio Chahín Tuma, cédula No. 12420, serie

25 en la lectura de sus conclusiones, por sí y por el Dr. Juan
Jorge Chahín Tuma, en representación de los recurrentes;

Oído al Dr. Mauricio Acevedo Salomón, cédula No.
114282, serie lra., en la lectura de sus conclusiones por sí y
por el Dr. Luis Silvestre Nina Mota, en representación del
interviniente Salvador Fernando Ortiz Peña, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 19202, serie 3ra., domiciliado y
residente en esta ciudad en la calle Respaldo 33, No. 13 del
Barrio Cristo Rey;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el auto dictado en fecha 11 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Abelardo Herrera Piña,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la ley 241 de 1967 so-
bre Tránsito y Vehículos y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito, ocurrido en esta ciudad el 3 de
septiembre de 1970, en el cual varias personas resultaron
con lesiones corporales; la Sexta Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 22 de
febrero de 1971, una sentencia cuyo dispositivo aparece
copiado en la de119 de julio de 1972; b) que sobre recurso de
apelación interpuesto, por Mario de Jesús Santana y la
Seguros Pepín S. A., la Suprema Corte de Justicia, dictó el
26 de mayo de 1975 una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y váli-
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dos los recursos de apelación interpuestos por el doctor
Juan J. Chahín T., a nombre y representación de María de

Jesús	
como prevenido y persona civilmente

r	

Santana,esPonsable y Seguros Pepín S. A., contra la sentencia dic-
tada por la Sexta Cámara Penal del Juzgado e Primera

Instanciad el Distrito Nacional de fecha 22 del
d
 mes de fe-

brero del año 1971, cuyo dispositivo dice así: 'Falla:

Primero: 
Se declara a Mario de Js. Santana Guerrero,

ar unaculpable de violar la Ley 241, en perjuicio de Salvador Fdo.
Ortiz Peña, y en consecuencia se condena a pag

	 mul-

ta de RD$50.00, acogiendo a su favor circunstancias

atenuantes; Segundo: 
Se descarga al nombrado Salvador

Fco. Ortiz Peña, por no haber cometido ninguna de las fal-
tas enurneradas en la Ley 241; Tercero : Se declara buena y

váda las constituciones civiles intentadas por Salvador
válida Fdo. Ortiz Peña, Agustín Corcino Rodríguez y Maritza
Hernández contra Mario de Js. Santana G., por haberlas
hecho de conformidad con la ley; Cu: Se condena a

Mario de Js. Santana G., al pago de las siguientes in-
demnas: RD$700 00 a favor de Salvador 	

e-F. Ort P

ña, y Agustín Corcino Rodríguez, cada uno; RD$1,0

iz
00.00 aizcione

favor de Maritza Hernández, en su condición de co
propietario

del vehículo que ocasionó el acciden e, Y sufridos
tmo j porjusta

reparación de los daños morales y materiales 
ellos, como consecuencia del accidente; 

Quinto : S condena

a Mario de Js. Santana G., al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas a favor de los Dres. Darío Dorre-
jo Espinal, Abelardo de la Cruz Landraut, quienes afirman
haberlas avanzado; Sexto: Se declara la presente sentencia

oponible a la Cía. de Seguro s Pepín S. A., en su condición de

entidad aseguradora del vehículo que cometió el acciden
ente;

Séptimo: Se rechazan las conclusiones presentadas 	
au-

diencia  por el Dr. Juan Jorge Chaín Tuma, en represen-
tación de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., puesta en
causa y del Dr. Porfirio Chaín Tuma, en representación del
prevenido Mario de Js. Santana, por improcedentes y mal
fundadas; Octavo: Se condena a Mario de Js.oficio

 Santana G., al

pago de las costas penales y se declaran de 
a Salvador F. Ortiz Peña; asunto del que hiciera la
Suprema Corte de Justicia, por su sentencia de fecha 26 de
mayo de 1975, por haberlos intentado en tiempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales' ; 

SEGUNDO:

Declara al prevenido Mario de Jesús Santana Guerrero,
culpable del delito de golpes y heridas involuntarios
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social principal en esta ciudad en la calle Palo Hincado es-
quina Mercedes, contra sentencia dictada, en atribuciones
correccionales el 9 de junio de 1976, por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Porfirio Chahín Tuma, cédula No. 12420, serie

25 en la lectura de sus conclusiones, por sí y por el Dr. Juan
Jorge Chahín Tuma, en representación de los recurrentes;

Oído al Dr. Mauricio Acevedo Salomón, cédula
114282, serie lra., en la lectura de sus conclusiones por sí y
por el Dr. Luis Silvestre Nina Mota, en representación del
interviniente Salvador Fernando Ortiz Peña, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 19202, serie 3ra., domiciliado y
residente en esta ciudad en la calle Respaldo 33, No. 13 del
Barrio Cristo Rey;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el auto dictado en fecha 11 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Abelardo Herrera Piña,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la ley 241 de 1967 so-
bre Tránsito y Vehículos y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito, ocurrido en esta ciudad el 3 de
septiembre de 1970, en el cual varias personas resultaron
con lesiones corporales; la Sexta Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 22 de
febrero de 1971, una sentencia cuyo dispositivo aparece
copiado en la del 19 de julio de 1972; b) que sobre recurso de
apelación interpuesto, por Mario de Jesús Santana y la
Seguros Pepín S. A., la Suprema Corte de Justicia, dictó el
26 de mayo de 1975 una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y váli-

BOLETINJUDICIAL

dos los recursos de apelación interpuesto s por el doctor
Juan J. Chahín T., a nombre y representación de María de
Jesús Santana, como prevenido y persona civilmente
responsable y Seguros Pepín S. A., contra la sentencia dic-
tada por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional de fecha 22 del mes de fe-
brero del año 1971, cuyo dispositivo dice así: Falla:

Primero: 
Se declara a Mario de Js. Santana Guerrero,

culpable de violar la Ley 241, en perjuicio de Salvador Fdo.
Ortiz Peña, y en consecuenc ia se condena a pagar una mul-

ta de RD$50.00, acogiendo a su favor circunstancias

elks- atenuantes; Segundo: Se descarga al nombrado Salvador
Fco. Ortiz Peña, por no haber cometido ninguna de las fal-
tas enumeradas en la Ley 241; Tercero: Se declara buena y

válida las constituciones civiles intentadas por Salvador
Fdo. Ortiz Peña, Agustín Corcino Rodríguez y Ilar
Hernández contra Mario de Js. Santana G., por haberlas
hecho de conformidad con la ley; Cuarto: Se condena a
Mario de Js. Santana G., al pago de las siguientes in-
demnizaciones: RD$700.00 a favor de Salvador F. Ortiz Pe-
ña, y Agustín Corcino Rodríguez, cada uno; RD$1,000.00 a
favor de Maritza Hernández, en su condición de propietario
del vehículo que ocasionó el accidente, y como justa
reparación de los daños morales y materiales sufridos por
ellos, como consecuenc ia del accidente; Quinto: Se condena
a Mario de Js. Santana G., al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas a favor de los Dres. Darío Dorre-an
jo Espinal, Abelardo de la Cruz Landraut, quienes afirm
haberlas avanzado; Sexto: Se declara la presente sentencia
oponible a la Cía. de Seguros Pepín S. A., en su condición de
entidad aseguradora del vehículo que cometió el accidente;

Septinto : Se rechazan las conclusiones presentada s en au-

diencia por el Dr. Juan Jorge Chaín Tuma, en represen-entación de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., puesta 
causa y del Dr. Porfirio Chaín Tuma, en representació n del

prevenido Mario de Js. Santana, por improcedent es y mal

fundadas; Octavo: Se condena a Mario de Js. Santana G., al
pago de las costas penales y se declaran de oficio en cuanto
a Salvador F. Ortiz Peña; asunto del que hiciera la
Suprema Corte de Justicia, por su sentencia de fecha 26 de

mayo de 1375, por haberlos intentado en tiempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales' ; SEGUNDO:

Declara 
al prevenido Mario de Jesús Santana Guerrero,

culpable del delito de golpes y heridas involuntarios
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(violación ley No. 241), ocasionados con vehículo de motoren perjuicio de Agustín Corcino Rodríguez, Maritza 
Herná-ndez y Salvador F. Ortiz Peña, en consecuencia, condena almencionado prevenido a pagar una multa de cincuentapesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;TERCERO: 

Declara que Salvador Ortiz Peña, no ha in-currido en faltas en el accidente de que se trata, quecomprometan su responsabilidad, en consecuencia, sedescarga de toda culpabilidad; 
CUARTO: Se declararegular la constitución en parte civil de los señores Sal-

vador F. Ortiz Peña, Agustín Corcino Rodríguez y MaritzaHernández, contra Mario 
de Jesús Santana Guerrero y secondena a éste último a pagar las siguientes in-demnizaciones en favor de las mencionas personas cons-tituidas en parte civil; setecientos pesos (RD$700.00),moneda de curso legal, en favor de Salvador Ortiz Peña ; se-tecientos pesos, en favor de Agustín Corcino Rodríguez; ymil pesos (RD$1,000.00) en favor de Maritza Hernández, to-dos por los daños morales y materiales experimentados porellos, con motivo del accidente, confirmándose así, la sen-tenciada dictada por el tribunal de primer grado; 

QUINTO:Condena a Mario de Jesús Santana Guerrero, al pago de lascostas penales; SEXTO: Rechaza las pretensiones del se-ñor Mario de Jesús Santana Guerrero, por improcedentes yestar mal fundadas; SEPTIMO : Rechaza asimismo, lasc
onclusiones del doctor Mauricio Enriquillo AcevedoSalomón, quien postula a nombre y representación del se-ñor Salvador Fernando Ortiz Peña, y la Compañía San Ra-fael, C. por A., en el sentido de que se declaren 

inadmisibleslas pretensiones civiles del señor Mario de Jesús 
Santanacontra . el señor Salvador Fernando Ortiz Peña y la 

Com-p
añía de Seguros San Rafael, C. por A., en razón, según se

alega, de que existe una acción civil principal introducidamediante acto del ministerial Luis A. Méndez del 19 dedi ciembre de 1972; OCTAVO: Declara la presente sentenciaoponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por ser laentidad aseguradora del vehículo que originó el accidente;NOVENO: 
Compensa las costas civiles, por haber sucum-bido ambas partes en algunos puntos de sus conclusiones";Considerando, que los recurrentes propone contra la sen-tencia, los si guientes medios de casación: Primer Medio:Violación del Art. 8 de la Constitución de la República;violación del derecho de defensa; Segundo 

Medio: Omisióny desconocimiento de los documentos depositados; Tercer
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Medio : Motivos incoherentes, confusos, contradictorios.
tergiversados, falsos, imprecisos, etc.; Cuarto Medio: Fal-

ta de base legal; Quinto Medio: Desnaturalización de los
hechos y del derecho, y falta de apreciación de los mismos -

Sexto Medio: Fallo extra y ultra petita. Abuso de poder;

En cuanto de los recursos de la persona civilmente res-

ponsable N la Seguros Pepín S. A.

Considerando, que en el desarrollo de sus medios
primero, segundo y cuarto, que se reúnen para su examen,
los recurrentes alegan: a) que nunca la Corte de Apelación
citó a la Compañía Seguros Pepín S. A., lo cual resultaba
necesario para ser condenada por lo cual se violó su
derecho de defensa y el artículo 10 de la ley 4117; b) que la

Corte a-qua omitió y desconoció documentos depositados
como son un contrato transaccional bajo firma privada in-
tervenido entre Salvador Ortiz y su abogado con la Seguros
Pepín S. A., del 8 de junio de 1973 y sendas correspondencias
donde Salvador Ortiz y su abogado expresan que no tienen
interés en el proceso, por haber llegado a un acuerdo con la
Seguros Pepín S. A.; c) que la sentencia impugnada con-
tiene indemnizaciones en favor de Salvador Ortiz, Agustírk
Corcino y Maritza Hernández, ignorando documentos de
que no tienen interés, de que nadie concluyó en audiencia ni
pidió indemnizaciones, por lo que falló extra petita; que
asimismo se otorgan costas en favor del Dr. De la Cruz Lan-
drau, cuando éste nunca tuvo en audiencia lo que constituye
un exceso de Poder;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
b) el cual se examina en primer lugar por convenir así a la
solución de los demás medios; que tal y como sostienen los
recurrentes, en el expediente existen tres contratos de
transacción de fechas 8 de junio de 1973, mediante los cuales

411111». la Seguros Pepín S. A., desinteresa a Salvador Ortiz Peña,
Agustín Corcino Rodríguez y Maritza Hernández y al
abogado de éstos tres últimos, todos los cuales son fir-
mantes junto con la Seguros Pepín S. A., de los men-
cionados contratos mediante los cuales renuncian a toda
acción o reclamación futura corroborando además por
correspondencias que también existen en el expediente
donde los interesados expresan que no tienen interés en el
proceso por haber llegado a un acuerdo con la Seguros
Pepín S. A.; que al no ponderar estos documentos la Corte 
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(violación ley No. 241), ocasionados con vehículo de_e motoren perjuicio de Agustín Corcino Rodríguez, Maritza Herná-ndez y Salvador F. Ortiz Peña, en consecuencia, condena almencionado prevenido a pagar una multa de cincuentapesos, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes:TERCERO: 

Declara que Salvador Ortiz Peña, no ha in-currido en faltas en el accidente de que se trata, quecomprometan su responsabilidad, en consecuencia, sedescarga de toda culpabilidad; CUARTO: Se declararegular la constitución en parte civil de los señores Sal-vador F. Ortiz Peña, Agustín Corcino Rodríguez y 
MaritzaH

ernández, contra Mario de Jesús Santana Guerrero y se
condena a éste último a pagar las siguientes in-demnizaciones en favor de las mencionas personas cons-tituidas en parte civil; setecientos pesos 

(RD$700.00),moneda de curso legal, en favor de Salvador Ortiz Peña; se-tecientos p
esos, en favor de Agustín Corcino Rodríguez; ymil pesos (RD$1,000.00) en favor de Maritza Hernández, to-dos por los daños morales y materiales experimentados porellos, con motivo del accidente, confirmándose así, la sen-tenciada dictada por el tribunal de primer grado; 

QUINTO:Condena a Mario de Jesús Santana Guerrero, al pago de lascostas penales; SEXTO: Rechaza las pretensiones del se-ñor Mario de Jesús Santana Guerrero, por improcedentes yestar mal fundadas; SEPTI310: Rechaza asimismo, lasc
onclusiones del doctor Mauricio Enriquillo AcevedoSalomón, quien postula a nombre y representación del se-ñor Salvador Fernando Ortiz Peña, y la Compañía San Ra-

fael, C. por A., en el sentido de que se declaren 
inadmisibleslas pretensiones civiles del señor Mario de Jesús 

Santanacontra 'el señor Salvador Fernando Ortiz Peña y la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., en razón, según se
alega, de que existe una acción civil principal introducidamediante acto del ministerial Luis A. Méndez del 19 dediciembre de 1972; OCTAVO: Declara la presente sentenciaoponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por ser laentidad aseguradora del vehículo que originó el accidente;NOVENO: Compensa las costas civiles, por haber sucum-bido ambas partes en algunos puntos de sus conclusiones";Considerando, que los recurrentes propone contra la sen-tencia, los s iguientes medios de casación: Primer Medio:Violación del Art. 8 de la Constitución de la República:violación del derecho de defensa; 

Segundo Medio: Omisióny desconocimiento de los documentos depositados; Tercer
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Motivos incoherentes, confusos, contradictorios
tergiversados, falsos, imprecisos, etc.; Cuarto Medio: Fal-

ta de base legal; Quinto Medio: Desnaturalización de los
hechos y del derecho, y falta de apreciación de los mismos..
Sexto Medio: Fallo extra y ultra petita. Abuso de poder;

En cuanto de los recursos de la persona civilmente res-

ponsable y la Seguros Pepín S. A.

Considerando, que en el desarrollo de sus medios
primero, segundo y cuarto, que se reúnen para su examen,
los recurrentes alegan: a) que nunca la Corte de Apelación
citó a la Compañía Seguros Pepín S. A., lo cual resultaba
necesario para ser condenada por lo cual se violó su
derecho de defensa y el artículo 10 de la ley 4117; b) que la
Corte a-qua omitió y desconoció documentos depositados
como son un contrato transaccional bajo firma privada in-
tervenido entre Salvador Ortiz y su abogado con la Seguros
Pepín S. A., del 8 de junio de 1973 y sendas correspondencias
donde Salvador Ortiz y su abogado expresan que no tienen
interés en el proceso, por haber llegado a un acuerdo con la
Seguros Pepín S. A.; c) que la sentencia impugnada con-
tiene indemnizaciones en favor de Salvador Ortiz, Agustín
Corcino y Maritza Hernández, ignorando documentos de
que no tienen interés, de que nadie concluyó en audiencia ni
pidió indemnizaciones, por lo que falló extra petita ; que
asimismo se otorgan costas en favor del Dr. De la Cruz Lan-
drau, cuando éste nunca tuvo en audiencia lo que constituye
un exceso de Poder;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra

b) el cual se examina en primer lugar por convenir así a la
solución de los demás medios; que tal y como sostienen los
recurrentes, en el expediente existen tres contratos de
transacción de fechas 8 de junio de 1973, mediante los cuales
la Seguros Pepín S. A., desinteresa a Salvador Ortiz Peña,
Agustín Corcino Rodríguez y Maritza Hernández y al
abogado de éstos tres últimos, todos los cuales son fir-
mantes junto con la Seguros Pepín S. A., de los men-
cionados contratos mediante los cuales renuncian a toda
acción o reclamación futura corroborando además por
correspondencias que también existen en el expediente
donde los interesados expresan que no tienen interés en el
proceso por haber llegado a un acuerdo con la Seguros

• Pepín S. A. ; que al no ponderar estos documentos la Cortekr
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a-qua como era su deber declarando extrapuesta la accióncivil, por tanto procede casar sin envío la sentencia im-pugnada en cuanto a las condenaciones civiles, resultandoi rrelevante e innecesario el examen de los alegatos con-tenidos en las letras d) y c);

En cuanto al recurso del prevenido:

Con
siderando, que en el desarrollo de su tercer medio decasación, los recurrentes alegan en síntesis: a) que la Cortea-qua le imputó al prevenido recurrente Mario de Jesús

Santana numerosas faltas como son imprudencia, exceso
de velocidad, torpeza, etc., sin es pecificar la verdaderacausa de esas faltas; que la Corte a-qua ; alteró y tergiversódeclaraciones y en su sentencia hay con tradicción de mo-tivos y de hechos, ya que las únicas declaraciones que se lodieron lectura y fueron sometidas al debate oral, público yc
ontradictorio fueron las del testigo Rogelio Florentino

Pérez, las cuales tergiversadas y desnaturalizadas por lo
que se debe casar la sentencia por motivos alterados y con-fusos, desnaturalización de los hechos y falta de base legal,que por último, no es cuestión de darle mayor credibilidad alas declaraciones de uno u otro prevenido, pues el Juez nopuede abandonar la equidad y la justicia sin tener apoyo en
testigos, en estos casos se debe condenar a ambos pre-
venidos; pero,

Considerando, que para declarar único culpable al pre-venido recurrente y fallar como lo hizo, la Corte	 diopor establecido mediante la ponderación de todos	 loselementos de juicio que fueron regularmente administradosen la instrucción de la causa y sin incurrir en des-naturalización alguna, lo siguiente: a) que el 3 de sep-
tiembre de 1970, se originó una colisión (choque) entre elcarro placa pública No. 50471, conducido por su propietarioSalvador Ortiz Peña quien transitaba de Este a Oeste por la
calle Mauricio Báez y el carro placa privada No. 13948, con-ducido por su propietario Mario de Jesús Santana Guerrero,
quien transitaba de Norte a Sur por la calle Osvaldo 

Garcíade la CGncha, asegurado el primero con Póliza No. A-1-8107,de la San Rafael, C. por A., y el segundo con la Póliza No. A-
17181 de la Seguros Pepín S. A. ; b) que con motivo de! 

ac-cidente resultaron Mario de Jesús Santana y Agustín
Corcino Rodríguez, con lesiones curables antes de 10 días y
Manuel A. Segura Suero con lesiones curables después de 20
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y antes de 30 días y Maritza Hernández con lesiones cura-
bles después de 20 y antes de 30 días; c) que el accidente se

debió a la imprudencia cometida por Mario de Jesús
Santana, al conducir su vehículo a exceso de velocidad al

llegar a la intersección ya ganada por otro vehículo sin
tomar las precauciones de lugar; que los jueces del fondo
son soberanos para apreciar el valor de los testimonios y no
incurren en violación alguna cuando acogen aquellas que a
su juicio les parezcan más verosímiles y sinceros; que por
lo antes expuesto se evidencia que lo que los recurrentes
alegan como desnaturalizació n no es más que la crítica que

hacen a la apreciación que sobre los hechos de la causa
hicieron los jueces del fondo lo que escapa al control de la
casación y que el fallo impugnado contiene una relación
completa de los hechos y circunstancias de la causa y mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dis positivo y
que han permitido a esta Corte apreciar que en el presente
caso se ha hecho una correcta aplicación de la ley, razón
por la cual los medios que se examinan carecen de fun-
damento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Mario de Jesús Santana Guerrero, el delito de
golpes y heridas involuntarios ocasionados con la con-
ducción de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49
de la ley 241 de 1967 y sancionado en su más alta expresión
en la letra c) y con las penas de seis meses a dos años de
prisión y multa de RD$100 (K) a RD$500.00 pesos, cuando la
enfermedad o la imposibilidad de la víctima para dedicarse

11111 a su trabajo durare 20 días o más, como sucedió en la es-
pecie; que al condenar al prevenido recurrente al pago de
una multa de RD$50 00 pesos, acogiendo circunstancias
,atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a
la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Salvador Fernando Ortiz Peña, en los recursos de casación
interpuestos por Mario de Jesús Santana Guerrero y la
Seguros Pepin, S. A, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales el 9 de junio de 1976 por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa sin en-
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a-qua como era su deber declarando extrapuesta la accióncivil, por tanto procede casar sin envío la sentencia im-pugnada en cuanto a las condenaciones civiles, resultandoirrelevante e innecesario el examen de los alegatos con-tenidos en las letras d) y c);

En cuanto al recurso del prevenido:

Consi
derando, que en el desarrollo de su tercer medio decasación, los recurrentes alegan en síntesis: a) que la Cortea-qua le imputó al prevenido recurrente Mario de JesúsSantana numerosas faltas como son imprudencia, excesode velocidad, torpeza, etc., sin especificar la verdaderacausa de esas faltas; que la Corte a-qua ; alteró y tergiversódeclaraciones y en su sentencia hay contradicción de mo-tivos y de hechos, ya que las únicas declaraciones que se lodieron lectura y fueron sometidas al debate oral, público ycontradictorio fueron las del testigo Rogelio 

FlorentinoPérez, las cuales tergiversadas y desna turalizadas por loque 
se debe casar la sentencia por motivos alterados y con-fusos, desnat

uralización de los hechos y falta de base legal,
que por último, no es cuestión de darle mayor credibilidad alas declaraciones de uno u otro prevenido, pues el Juez nop uede abandonar la equidad y la justicia sin tener apoyo entestigos, en estos casos se debe condenar a ambos pre-venidos; pero,

Con
siderando, que para declarar único culpable al pre-venido recurrente y fallar como lo hizo, la Corte a-nua, diopor establecido mediante la ponderación de todos loselementos de juicio que fueron regularmente administradosen la instrucción de la causa y sin incurrir en des-naturalización alguna, lo si guiente: a) que el 3 de sep-tiembre de 1970, se originó una colisión ( choque) entre elcarro placa pública No. 50471, conducido por su prop ietarioSalvador Ortiz Peña quien transitaba de Este a Oeste por la

calle Mauricio Báez y el carro placa privada No. 18948, con-ducido por su propietario Mario de Jesús Santana G uerrero,quien transitaba de Norte a Sur por la calle Osvaldo García
de la ancha, asegurado el primero con Póliza No. A-1-8107,
de la San Rafael, C. por A., y el segundo con la Póliza No. A-17181 de la Seguros Pepín S. A.; b) que con motivo delcidente resultaron Mario de Jesús Santana y 

AgustínCorcino R
odríguez, con lesiones curables antes de 10 días y

Manuel A. Segura Suero con lesiones curables después de 20
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y antes de 30 días y Maritza Hernández con lesiones cura-

bles después de 20 y antes de 30 días ; c) que el accidente se

debió a la imprudencia cometida por Mario de Jesús
Santana , al conducir su vehículo a exceso de velocidad al

llegar a la intersección ya ganada por otro vehículo sin

tomar las precauciones de lugar; que los jueces del fondo
son soberanos para apreciar el valor de los testimonios y no
incurren en violación alguna cuando acogen aquellas que a
su juicio les parezcan más verosímiles y sinceros; que por
lo a. ntes expuesto se evidencia que lo que los recurrentes
alegan como desnaturalización no es más que la crítica que
hacen a la apreciación que sobre los hechos de la causa
hicieron los jueces del fondo lo que escapa al control de la
casación y que el fallo impugnado contiene una relación
completa de los hechos y circunstancias de la causa y mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo y
que han permitido a esta Corte apreciar que en el presente
caso se ha hecho una correcta aplicación de la ley, razón
por la cual los medios que se examinan carecen de fun-
damento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Mario de Jesús Santana Guerrero, el delito de
golpes y heridas involuntarios ocasionados con la con-
ducción de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49
de la ley 241 de 1967 y sancionado en su más alta expresión
en la letra c) y con las penas de seis meses a dos años de
prisión y multa de RD$100 00 a RD$500.00 pesos, cuando la
enfermedad o la imposibilidad de la víctima para dedicarse
a su trabajo durare 20 días o más, como sucedió en la es-
pecie; que al condenar al prevenido recurrente al pago de
tina multa de RD$50.00 pesos, acogiendo circunstancias
,atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a
la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Salvador Fernando Ortiz Peña, en los recursos de casación
interpuestos por Mario de Jesús Santana Guerrero y la
Scguros Pepin, S. A, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales el 9 de junio de 1976 por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa sin en-
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vio la sentencia impugnada en cuanto a las condenaciones
civiles; Tercero: Rechaza el recurso interpuesto por Mario
de Jesús Santana Guerero contra la mencionada sentencia
y lo condena al pago de las costas penales y civiles or-
denando la distracción de éstas últimas en favor de los doc-
tores Luis Silvestre Nina Mota y Mauricio Acevedo
Salomón, abogados del interviniente, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Abelardo
Herrera Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECIIA 15 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
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Sentencia impugnada : Corte de Apelación de La Vega, de
fecha 9 de diciembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): José Félix Fernández, Luis Félix Santana
y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interl iniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.

Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Félix Fernández, dominicano, mayor de edad, chofer, casa-
do, cédula No. 23652, serie 56, residente en la calle Héctor J.
Díaz No. 28, de esta ciudad; Luis Félix Santana,
dominicano, mayor de edad, domiciliado en esta ciudad; y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., domiciliada en la calle
Palo Hincado esquina Mercedes de esta ciudad; contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
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vío la sentencia impugnada en cuanto a las condenaciones
civiles; Tercero: Rechaza el recurso interpuesto por Mario
de Jesús Santana Guerero contra la mencionada sentencia
y lo condena al pago de las costas penales y civiles or-
denando la distracción de éstas últimas en favor de los doc-
tores Luis Silvestre Nina Mota y Mauricio Acevedo
Salomón, abogados del interviniente, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Abelardo
Herrera Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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Sentencia impugnada : Corte de Apelación de La Vega, de
fecha 9 de diciembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): José Félix Fernández, Luis Félix Santana

y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,

Aboga do (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquer que Castillo, Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Félix Fernández, dominicano, mayor de edad, chofer, casa-
do, cédula No. 23652, serie 56, residente en la calle Héctor J.
Díaz No. 28, de esta ciudad; Luis Félix Santana,
dominicano, mayor de edad, domiciliado en esta ciudad; y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., domiciliada en la calle
Palo Hincado esquina Mercedes de esta ciudad; contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
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Corte de Apelación de La Vega, en fecha 9 de diciembre de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol ;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 12 de diciembre de 1977, a
requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, cédula
No. 29612, serie 47, en representación de los recurrentes, ac-
ta en la cual no se propone contra la sentencia impugnada
ningún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 14 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra, en
su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo
del recurso de casación de que se trata, de conformidad con
las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
herado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, del
1967 sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1, 37
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en ]os
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la Autopista Duarte,
en la Sección Piedra Blanca, en el que una persona resultó
muerta y otras con lesiones corporales, el Juzgado de
"rimera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó en
us atribuciones correccionales, en fecha 21 de noviembre

del 1974, una sentencia cuyo dispositivo se transcribe más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos contra
dicha sentencia, intervino el fallo ahora impugnado en
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, los
recursos de apelación interpuestos por el prevenido José
Félix Fernández, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., la
persona civilmente responsable Luis Felipe Santana, y la
parte civil constituida Margarita Meriño Vda. Peguero, por
sí y sus hijos menores Juan Eduardo, Isabel Antonia y Rosa
Margarita, contra la sentencia correccional número 1283,
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de fecha 21 de noviembre de 1974, dictada por la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, la cual tiene el dispositivo
siguiente: `Falla : Primero: Se declara culpable al nom-
brado José Félix Fernández de violación a la Ley No. 241, en
perjuicio del que en vida se llamó Ingeniero Víctor Gregorio
Peguero Michel, y en consecuencia se le condena al pago de
una multa de RD$50.00, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; Segundo: Se le condena al pago de

las costas penales; Tercero; Se declara extinta la acción
pública en lo que se refiere al Ingeniero Víctor GregorioSePeguero Michel ya que falleció en el accidente; Cuarto: 
acoge como buena y válida la constitució n en parte civil in-

tentada por la señora Margarita IVIeriño Vda. Peguero, tu-
tora legal de sus hijos menores Juan Eduardo, Isabel An-
tonia y Rosa Margarita Peguero Merino, en contra de los
señores José Félix Fernández y Luis Felipe Santana, al tra-
vez de los Dres. Carlos Cornielle y César Augusto Cornielle
Carrasco, por ser regular en la forma; Quinto: Se condena
a los señores José Félix Fernández y Luis Felipe Santana,
al pago solidario de una indemnizac i ó n de RD$5,000.00 en
favor de la señora Margarita Merino Vda. Peguero, tutora

de sus hijos menores Juan Eduardo, Isabel Antonia y
Rosa Margarita Peguero Merino, como justa reparación de
los daños morales y materiales que le causaron; Sexto: Se
condena a los nombrados José Félix Fernández yLuis
Felipe Santana, al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas en provecho de los Dres. Carlos Cornielle y
César Augusto Cornielle Carrasco, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se pronuncia
el defecto en contra de la señora María Concepción Ro-
dríguez Vargas de Sánchez, constituida en parte civil por
falta de comparecencia; Octavo: Se pornuncia el defecto
contra la Compañía de Seguros Pepín, S. A., y el señor Luis
Felipe Santana, por falta de conclusiones; Noveno: La

presente sentencia es común y oponible a la Compañía de
Seguros Pepín, S.	 por haber sido hechos de con-
formidad con la Ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra el prevenido José Félix Fernández y la persona ci-
vilmente responsable Luis Felipe Santana, por no haber
comparecido, no obstante haber sidos legalmente citados;
TERCERO: Confirma de la decisión recurrida los ordinales
Primero, Cuarto, Quinto, a excepción de éste del monto de
la indemnizac ión que aumenta en RDS7,000.00 , (siete mil

Jf
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Corte de Apelación de La Vega, en fecha 9 de diciembre d
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a -qua, el 12 de diciembre de 1977, a
requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, cédula
No. 29612, serie 47, en representación de los recurrentes, ac-
ta en la cual no se propone contra la sentencia impugnada
ningún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 14 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra, en
su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri.
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo
del recurso de casación de que se trata, de conformidad con
las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
herado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, del
1967 sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1, 37
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la Autopista Duarte,
en la Sección Piedra Blanca, en el que una persona resultó
muerta y otras con lesiones corporales, el Juzgado de
-)rimera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó en

gas atribuciones correccionales, en fecha 21 de noviembre
del 1974, una sentencia cuyo dispositivo se transcribe más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos contra
dicha sentencia, intervino el fallo ahora impugnado en
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, los
recursos de apelación interpuestos por el prevenido José
Félix Fernández, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., la
persona civilmente responsable Luis Felipe Santana, y la
parte civil constituida Margarita Meriño Vda. Peguero, por
sí y sus hijos menores Juan Eduardo, Isabel Antonia y Rosa
Margarita, contra la sentencia correccional número 1283,

. Olgr

e
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de fecha 21 de noviembre de 1974 : dictada stp
ancia del
or la Segunda

Cámara Penal del Juzgado de Primera In 
trito  Judicial de La Vega, la cual tiene el dispositivo

siguie	
: 'Falla • Primero: Se declara culpable al nom-

brado José Félix Fernández de violación a la Ley No. 241, en

perjuic io del que en vida se llamó Ingeniero Victor Gregorio
Peguero Michel, y en consecuencia se le condena al pago de
una multa de RD$50.00, acogiendo en su favor cir-
constancias atenuantes; Segundo: Se le condena al pago de
las costas penales; Tercero; Se declara extinta la acción
pública en lo que se refiere al Ingeniero Víctor Gregorio
Peguero Michel ya que falleció en el accidente; Cuarto

o
: Se

4§av 
acoge como buena y válida la constitución en parte civil in-

tentada por la señora Margarita Meriño Vda. Peguero, tu-
tora legal de sus hijos menores Juan Eduardo, Isabel An-
tonia y Rosa Margarita Peguero Merino, en contra de los
señores José Félix Fernández Y Luis Felipe Santana, al tra-
vez de los Dres. Carlos Cornielle y César Augusto Cornielle
Carrasco, por ser regular en la forma; Quinto: Se condena
a los señores José Félix Fernández y Luis Felipe Santana,
al pago solidario de una indemnizac ión de RD$5,000 00 en
favor de la señora Margarita Merino Vda. Peguero, tutora

de sus hijos menores Juan Eduardo, Isabel Antonia y
Rosa Margarita Peguero 15,Ierino, como justa reparación de
los daños morales y materiales que le causaron; Sexto: Se
condena a los nombrados José Félix Fernández y Luis
Felipe Santana, al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas en provecho de los Dres. Carlos Cornielle y
César Augusto Cornielle Carrasco, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se pronuncia
el defecto en contra de la señora María Concepción Ro-
dríguez Vargas de Sánchez, constituida en parte civil por
falta de comparecencia ; Octavo: Se pornuncia el defecto
contra la Compañía de Seguros Pepín, S. A., y el señor Luis
Felipe Santana, por falta de conclusiones; Noveno: La
presente sentencia es común y oponible a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A." ; por haber sido hechos de con-
formidad con la Ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra el prevenido José Félix Fernández y la persona ci-
vilmente responsable Luis Felipe Santana, por no haber
comparecido, no obstante haber sidos legalmente citados;
TERCERO: Confirma de la decisión recurrida los ordinales
Primero, Cuarto, Quinto, a excepción de éste del monto de
la indemnización que aumenta en RD$7,000.00 , (siete mil
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pesos oro), suma que esta Corte estima la justa para
reparar los daños sufridos por la dicha parte civil cons-
tituida, y Confirma además el Séptimo y Noveno; CUAR.
TO: Condena al prevenido José Félix Fernández al pago de
las costas penales de esta alzada y condena a éste jun-
tamente con la persona civilmente responsable Luis Felipe
Santana, al pago de las costas civiles, con distracción de las •
mismas en favor de los Dres. Carlos Cornielle hijo y César
Augusto Cornielle Carrasco, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara nulo por
inoperante, el Ordinal Tercero del fallo apelado al no ha-
berse encausado a Víctor Gregorio Peguero Michel, al
resultar fallecido en el accidente";

Considerando, en cuanto a los recursos de la persona
puesta en causa como civilmente responsable y de la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., que como dichos
recurrentes no han expuesto . en el acta de sus recursos, ni
posteriormente los medios en que lo funda, conforme lo
exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, para todo recurrente que no sean los
condenados penalmente, procede declarar la nulidad de
dichos recursos; que, por tanto sólo se hará el examen del
recurso del prevenido;

Considerando, que el examen del fallo impugnado y de
los documentos a que el mismo se refiere, pone de mani-
fiesto que la Corte a-qua para declarar al prevenido José i
Félix Fernández, culpable del delito puesto a su cargo, dio
por establecido mediante la ponderación de los elementos
de juicio regularmente administrados en la instrucción de
la causa, lo siguiente: a) que el día 9 de diciembre de 1972,
en horas de la mañana, mientras el prevenido José Félix
Fernández conducía por la Autopista Duarte, en la Sección
Piedra Blanca, de Sur a Norte el carro placa No. 206-101,
propiedad de Luis Felipe Santana, al rebasar un vehículo
que iba delante, chocó el automóvil placa No. 120-98, que
corría por la misma vía pero en dirección contrario, con-
ducido por Víctor Gregorio Peguero Michel; b) que con mo-
tivo del accidente recibió golpes que le ocasionaron la
muerte a Víctor Gregorio Peguero Michel, así como tam-
bién resultaron con golpes diversos José René Santos, Rosa
Hernández de Pérez, María Conce pción Rodríguez, Es-
peranza Sangiovani, curables antes de los 10 días; c) que el
accidente se debió a la falta exclusiva del prevenido
recurrente José Félix Fernández al rebasar el vehículo que
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iba delante, sin cerciorarse previament e si venía otro

vehículo en sentido contrario;
Considerando, que los hechos así establecidos constituYen

a cargo 
del prevenido recurrente el delito de golpes y heri-

das por imprudencia, causados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto y sancionado en el inciso lro.
del artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito 00y

Vehículos con las penas de 2 a 5 arios, y multa de R0. 
a RD$2,000.0 0 zi el accidente ha causado la muerte de una o
más personas, como ocurrió en la especie; que al condenar
al prevenido, a una multa de RD$50.00, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua, le 	 aplicó	 una

sanción ajustada a la Ley;
Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho del prevenido había causado a
Margarita Merino Vda. Peguero, parte civil constituida, en
su calidad de tutora legal de sus hijos menores de edad,
procreados con Gregorio Peguero Michel, daños y per-
juicios materiales y morales que evaluó en la suma de
RD$7,000.00; que al condenar al prevenido al pago de esa
suma, a título de indemnización, la Corte a-qua hizo una

correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil:

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en

lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: PRIMERO : Declara	 nulos los

recursos de casación interpuestos por Luis 	 Santans, y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correcciona les por la Corte de

Apelación de La Vega, el (lía 9 de diciembr e de 1977, cuk-)

dispositivo se ha copiado en parte anterior del preseute
fallo; SECUNDO: Rechaza	 recurso de casact‹. 1 1 in-

terpuesto por José Félix Fernández, contra la indicada

tencia, y lo condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel 	
Bergés Chupan}. I )3rto Blk.a-

cer, F. E. Ravelo de la Fuente. Leume lí
Castillo. Luis Víctor García de	 I it:g , ) II Goluth.tit-:,

Máximo fuello l,enville, Abelaid ., 11errería	na. .\.*

Jacoho, Secretari a ieneral.
La preSeille	 sid()	 ,1*
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pesos oro), suma que esta Corte estima la justa para
reparar los daños sufridos por la dicha parte civil cons-tituida, y Confirma además el Séptimo y Noveno; CUAR.
TO: Condena al prevenido José Félix Fernández al pago de
las costas penales de esta alzada y condena a éste jun-tamente con la persona civilmente responsable Luis Felipe
Santana, al pago de las costas civiles, con distracción de las '
mismas en favor de los Dres. Carlos Cornielle hijo y César
Augusto Cornielle Carrasco, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara nulo por
inoperante, el Ordinal Tercero del fallo apelado al no ha-
berse encausado a Víctor Gregorio Peguero Michel, al
resultar fallecido en el accidente";

Considerando, en cuanto a los recursos de la persona
puesta en causa como civilmente responsable y de la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., que como dichos
recurrentes no han expuesto en el acta de sus recursos, ni
posteriormente los medios en que lo funda, conforme lo
exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, para todo recurrente que no sean los
condenados penalmente, procede declarar la nulidad de
dichos recursos; que, por tanto sólo se hará el examen del
recurso del prevenido;	 4

Considerando, que el examen del fallo impugnado y de
los documentos a que el mismo se refiere, pone de mani-
fiesto que la Corte a-qua para declarar al prevenido José
Félix Fernández, culpable del delito puesto a su cargo, dio !,
por establecido mediante la ponderación de los elementos
de juicio regularmente administrados en la instrucción de
la causa, lo siguiente: a) que el día 9 de diciembre de 1972,
en horas de la mañana, mientras el prevenido José Félix
Fernández conducía por la Autopista Duarte, en la Sección
Piedra Blanca, de Sur a Norte el carro placa No. 206-101,
propiedad de Luis Felipe Santana, al rebasar un vehículo
que iba delante, chocó el automóvil placa No. 120-98, que
corría por la misma vía pero en dirección contrario, con-
ducido por Víctor Gregorio Peguero Michel; b) que con mo-
tivo del accidente recibió golpes que le ocasionaron la
muerte a Víctor Gregorio Peguero Michel, así como tam-
bién resultaron con golpes diversos José René Santos, Rosa
Hernández de Pérez, María Conce pción Rodríguez, Es-
peranza Sangiovani, curables antes de los 10 días; c) que el
accidente se debió a la falta exclusiva del prevenido
recurrente José Félix Fernández al rebasar el vehículo que
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....----
iba delante, sin cerciorarse previamente si venía otro
vehículo en sentido contrario;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heri-
das por imprudencia, causados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto y sancionado en el inciso 1ro.
del artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y

Vehículos con las penas de 2 a 5 años, y multa de RD$500.00

a RD$2,000.00 : ...i el accidente ha causado la muerte de una o

más 
personas, como ocurrió en la especie; que al condenar

al prevenido, a una multa de RD$50.00, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua, le aplicó	 una

sanción ajustada a la Ley:

Considerando , que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a
Margarita 

Merino Vda. Peguero, parte civil constituida, en
su calidad de tutora legal de sus hijos menores de edad,
procreados con Gregorio Peguero Michel, daños y per-
juicios materiales y morales que evaluó en la suma de
RD$7,000.00; que al condenar al prevenido al pago de esa
suma, a título de indemnización, la Corte a-qua hizo una

correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil:

Considerando, que examinada en sus demás aspect,)s. en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su404

casación;
Por tales motivos: PRIMERO : Declara nulos los

recursos de casación interpuestos por Luis Felipe Santana y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionale s por la Corte de

Apelación de La Vega, el día 9 de diciembre de 1977, cur,

dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; SEGUNDO: Rechaza el recurso de easaelon in-

terpuesto por José Félix Fernández, contra la indicada en-
tencia, y lo condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés ('hupain, 1 )3r) <) B.-11:::1-

cer, F. E. Ravelo de la Fuente. Leonie R A/buroty-tque

Castillo. Luis Victor (;arda de Pena, 1 h:go 11 (;o.(:,),.[,K.:-,
Máximo Fuello Renk ille. Abeim (j,, Herrera i' 7;:i. ::: 1;tpl

Jacobo, Secretari o Genera1.
La presente SenienCii i ha sato dodi f Y 'i r ris ni.: ;:-‹ 4 "..	 '1"
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ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-diencia pública del día, mes y años, en él ex presados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quecertifico. ( Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
20

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 12 de
julio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Helena Lucrecia de Otte, Marinus Otte,
Gustavo D. García Polanco y American International Un-
Underwriters, S. A.

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.

e_

: Bergés Chtipani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
: tituto de Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente,
 Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña,

Hugo H. G.oicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
.donde celebra sus . audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de octubre
del año 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dícta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Helena
Lucrecia de Otte, dominicana, mayor de edad, casada,
cédula No. 241460, serie lra., domiciliada en la casa No. 1 de
la calle Presidente Gunzález del Ensanche Naco de esta ciu-
dad; Marinus Otte, mayor de édad, casado, pasaporte No.
1246912, domiciliado en el Ilotel Naco, Apt. No. 104, Ave.



p

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia  pública del día, mes y años, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

20
.	 •

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 12 de
julio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Helena Lucrecia de Otte, Marinus Otte,
Gustavo D. García Polanco y American International Un-
Underwriters, S. A.

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

-Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. G.oicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
.donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de octubre
del año 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dícta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la Siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Helena
Lucrecia de Otte, dominicana, mayor de edad, casada,
cédula No. 241460, serie ira., domiciliada en la casa No. 1 de
la calle Prebidente González del Ensanche Naco de esta ciu-
dad; Marinus Otte, mayor de edad, casado, pasaporte No.
1246912, domiciliado en el Hotel Naco, Apt. No. 104, Ave.
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Tiradentes de esta ciudad, Gustavo D. García Polanco,
dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 43567, serie
lra., y la American International Underwriters. con su
domicilio social en la Ave. Independencia No. 16, Edificio
Santa Ana, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 12 de julio de 1977, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador general de

la República;
Vista el .acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 22 de julio de 1977 a re-
querimiento del Dr. Julio Escotto Santana, cédula No.
24531, serie 23, en representación de la prevenida, la
persona civilmente responsable y de la entidad asegura-
dora, en la que no se propone ningún medio de casación;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 11 de agosto de 1977, a re-
querimiento del Dr. Danilo Pérez Vólquez, cédula No. 3625,
serie 20, en representación de Gustavo D. García Polanco,
parte civil constituido, en la que no se propone ningún me-
dio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 15 del corriente año 1982,
por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente
de la Suprema Corte de Justicia por medio del cual integra,
en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque C. Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera
Piña, Jueces de este Tribunal, para complementar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación
de que se trata de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934
y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 76 inciso 1ro. de la ley 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1, 37, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los.
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciu-
dad el 29 de septiembre de 1976, con el cual resultaron con
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deoehículos que intervinieron en el mismo, el

juzgado de Pa
ros los vehículos

 de la Quinta Circunscrpición del Distrito
Nacional, dictó el 26 de mayo de 1977, una sentenc

ia cuyo)

dispositivo se transcribe en el de la ahora impugnada; b
que sobre los recursos interpuestos, o dice

 intervino
así: "

la sentencia

ahora impugnada, cuyo dispositiv 
pRINIERO: Declara bueno y válido los recursos de
apelación hechos por la Dr. Brunilda M. de Dipp a nombre y
representación del Procurador Fiscal del Distrito Nacional

y por los Dr
es. Angel Danilo Pérez Vólquez y Glovis

cíades Ramírez, en representación de Gustavo D. García

Polanco y Pedro Marmolejos, contra la sentencia No. 3263

del 26e mayo de 1977, dictada por el Juigado de Paz de la
Quinta d Circunscripción del Distrito Nacional, que condenó a

Pedro Marmole jos a RD$5.00 pesos de multa pora Helena
la

Ley 241 de Tránsito de Vehículos y Descargó 
Lucrecia de Otte, por no haber violado dicha Ley; en la
forma y en cuanto al fondo; Revoca, la sentencia recurrida

como sigue: PRIMERO: 
Declara culpable a los nombrados

Helena Lucrecia de Otte, y Pedro Marmolejos, de violar la

primera
 el artículo 76 inciso lro. de la Ley 241 y el Seguno de

	

violar el artículo 67 inciso Oto. de dicha
	 Ley y	 en

consecuencia se condenan a Diez Pesos (RD$10.00) Declarade mul-

ta cada uno y al pago de las costas; 
SEGUNDO: 

buena y válida la constitución en parte civil hecha p Helena
Gus-

tavo D. García Polanco contra Marinus Otte y Hal
Lucrecia de Otte, en la forma' y en cuanto fondo, se con-

	

denan al pago solidario de la suma de	
Mil Pesos

(RD$1,000.00) de ndemnización como justa reparació
n por

los desperfectos:i ocasionados a su vehículo a causa del

.presente accidente; más lore
 intereses legales de esa suma a

partir de la fecha de la pente demanda; 
TERCERO:

Declara, oponible la presente sentenc ia a la Compañía

American Ass.*Co . C. por A., representada por American
International Underwriters, por ser entidad aseguradora
del carro plaba No. 112-580, propiedad del señor Marinus Ot-
te, dentro de la cuantía del seguro; CUARTO

: Condena a

Marinus Otte y Helena Lucrecia de Otte, alpago solidario

	

de las costas civiles, distraídas en provec 	
de los Dres.

Angel Danilo Pérez Vólquez y Glovis Mildades

ho	
Ramírez

Feliz, quienes afirman haberlas avanzados en su to
atalidad;

t	 l
Considerando, que ni Gustavo D. arcía P., pre civi

constituida; ni Marinus Otte, persona
 apuesta en causa como

civilmente responsable, ni la Compañía American ' In-
.
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Tiradentes de esta ciudad, Gustavo D. García Polanco,
dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 43567, serie
Ira., y la American International Underwriters, con su
domicilio social en la Ave. Independencia No. 16, Edificio
Santa Ana, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 12 de julio de 1977, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador general de

la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 22 de julio de 1977 a re-
querimiento del Dr. Julio Escolto Santana, cédula No.
24531, serie 23, en representación de la prevenida, la
persona civilmente responsable y de la entidad asegura-
dora, en la que no se propone ningún medio de casación;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 11 de agosto de 1977, a re-
querimiento del Dr. Danilo Pérez Vólquez, cédula No. 3625,
serie 20, en representación de Gustavo D. García Polanco,
parte civil constituido, en la que no se propone ningún me-
dio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 15 del corriente año 1982,
por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente
de la Suprema Corte de Justicia por medio del cual integra,
en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque C. Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Fuello Renville

'
 Abelardo Herrera

Piña, Jueces de este Tribunal, para complementar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación
de que se trata de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934
y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 76 inciso lro. de la ley 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1, 37, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciu-
dad el 29 de septiembre de 1976, con el cual resultaron con

deterioros los vehículos que intervinieron en el mismo, el
juzgado de Paz de la Quinta Circunscrpición del Distrito
Nacional , dictó el 26 de mayo de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo se transcribe en el de la ahora impugnada; b)
que sobre los recursos interpuestos, intervino la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
pRIMERO: Declara bueno y válido los recursos de
apelac ión hechos por la Dr. Brunilda M. de Dípp a nombre y
representación del Procurador Fiscal del Distrito Nacional
y por los Dres. Angel Danilo Pérez Vólquez y Glovis Mil-
cíades Rarriírez, en representación de Gustavo D. García
Polanco y Pedro Marmolejos, contra la sentencia No. 3263
del 26 de mayo de 1977, dictada por el Juigado de Paz de la
Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, que condenó a
Pedro Marmolejos a RD$5.00 pesos de multa por violar la
Ley 241 de Tránsito de Vehículos y Descargó a Helena
Lucrecia de Otte, por no haber violado dicha Ley; en la
forma y en cuanto al fondo; Revoca, la sentencia recurrida
como sigue: PRIMERO: Declara culpable a los nombrados
Helena Lucrecia de Otte, y Pedro Marmolejos, de violar la
primera el artículo 76 inciso 1ro. de la Ley 241 y el Seguno de
violar el artículo 67 inciso Oto. de dicha Ley y en

ag". consecuencia se condenan a Diez Pesos (RD$10.00) de mul-
WIPP ta cada uno y al pago de las costas; SEGUNDO: Declara

buena y válida la constitución en parte civil hecha por Gus-
tavo D. García Polanco contra Marinus Otte y Helena
Lucrecia de Otte, en la forma y en cuanto al fondo, se con-
denan al pago solidario de la suma de Mil Pesos
(RD$1,000.00) de indemnización como justa reparación por
los desperfectos: ocasionados a su vehículo a causa del
preSente accidente; más los intereses legales de esa suma a
partir de la fecha de la presente demanda; TERCERO:
Declara, oponible la presente sentencia a la Compañía
American Ass. • Co. C. por A., representada por American
'International Underwriters, por ser entidad aseguradora
del carro plaba No. 112-580, propiedad del señor Marinus Ot-
te, dentro de la cuantía del seguro; CUARTO: Condena a
.Marinus Otte y Helena Lucrecia de Otte, al pago solidario
de las costas civiles, distraídas en provecho de los Dres.
Angel Danilo Pérez Vólquez y Glovis Mílcíades Ramírez
Féliz, quienes afirman haberlas avanzados en su totalidad;
. Considerando, que ni Gustavo D. García P., parte civil

constituida; ni Marinus Otte, persona puesta en causa como
civilmente responsable, ni la Compañía American In-
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terna tional Underwriters, aseguradora de su res-
ponsabilidad civil, han expuesto los medios en que fundan
sus recursos, como lo exige a pena de nulidad el art. 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación para las partes que
no han sido condenadas penalmente, procede declarar
nulos estos recursos; que en consecuencia se procederá
únicamente al examen del recurso de la prevenida Helena
Lucrecia de Otte;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Cámara a-qua, para declarar la
culpabilidad de la prevenida e imponerles las sanciones
puesta a su cargo, después de ponderar los elementos de
juicio que fueron administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido los siguiente: a) que el 29 de sep-
tiembre de 1976 Helena Lucrecia de Otte conducía de norte
a sur por la Ave. Lope de Vega, el vehículo placa privada
No. 112-580, propiedad de Marinus Otte, con póliza No. 64-
67995 de la American International Underwriters; b) que al
llegar a la intersección con la calle Max Henríquez Ureña,
dobló hacia su izquierda en el mismo instante en que le
pasara por el lado el vehículo placa No. 200-320, conducido
por Pedro Marmolejos, propiedad de Gustavo. D. García
Polanco, quien transitaba por su misma vía y dirección; c)
que . a consecuencia de la colisión, resultaron ambos
vehículos con desperfectos; d) que dicho accidente se debió
'a la falta de la prevenida al no tomar la debida precaución
al hacer el viraje;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de la prevenida recurrente Helena Lucrecia de Ot-
te, el delito previsto en el inciso lro. del Art. 76 de la Ley 241
de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado en el Art.
80 de dicho texto legal con multa de RD$5.00 a RD$25.00;
que la Cámara a-qua al condenar, a la prevenida Helena
Lucrecia de Otte al pago de una multa de RD$10.00, lé aplicó
una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua, dio por
establecido que el hecho de la prevenida había ocasionado
daños materiales a Gustavo D. García Polanco, constituido
en parte civil, que evaluó en la suma de RD$1,000.00, que
por lo tanto. al condenar a la prevenida Helena Lucrecia de
Otte, al pago de dicha suma, en favor de la persona cons-
tituida en parte civil, la Cámara a-qua hizo una correcta
aplicación del art. 1383 del Código Civil;
. Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
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sus . demás aspectós, en cuanto concierne al interés de la

prevenida no presenta vicio alguno que justifique su
casación; .

Por tales motivos; Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por Gustavo D. García Polanco,
llarinus Otte y la Compañía American International Un-
derwiters, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccional es por la Tercera Cámara Penal del Juzgado

de.Primera Instancia del Distrito Nacional el 12 de julio de
1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente falle; Segundo: Rechaza el recurso de casación in-

terpuesto por la prevenida contra la indicada sentencia y la
condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Dado Balcá-
Cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte • R. Al-
burquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo II.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Ilerrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año, en él expresada, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado( : Miguel Jacobo.
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terna t ional Underwriters, aseguradora de su res-
ponsabilidad civil, han expuesto los medios en que fundan
sus recursos, como lo exige a pena de nulidad el art. 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación para las partes que
no han sido condenadas penalmente, procede declarar
nulos estos recursos; que en consecuencia se procederá
únicamente al examen del recurso de la prevenida Helena
Lucrecia de Otte;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Cámara a-qua, para declarar la
culpabilidad de la prevenida e imponerles las sanciones
puesta a su cargo,	 después de ponderar los elementos de
juicio que fueron administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido los siguiente: a) que el 29 de sep-
tiembre de 1976 Helena Lucrecia de Otte conducía de norte
a sur por la Ave. Lope de Vega, el vehículo placa privada
No. 112-580. propiedad de Marinus Otte, con póliza No. 64-
67995 de la American International Underwriters; b) que al
llegar a la intersección con la calle Max Henríquez Ureña,
dobló hacia. su izquierda en el mismo instante en que le
pasara por el lado el vehículo placa No. 200-320, conducido
por Pedro Marmolejos, propiedad de Gustavo. D. García
Polanco, quien transitaba por su misma vía y dirección; c)

:que . a consecuencia de la colisión, resultaron ambos
vehículos con desperfectos; d) que dicho accidente se debió
'a la falta de la prevenida al no tomar la debida precaución
al hacer el viraje;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de la- prevenida recurrente Helena Lucrecia de Ot-
te, el delito previsto en el inciso 1ro. del Art. 76 de la Ley 241
de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado en el Art.
80 de dicho texto legal con multa de RD$5.00 a RD$25.00;
que la Cámara a-qua al condenar, a la prevenida Helena
Lucrecia de Otte al pago de una multa de RD$10.00, lé aplicó
una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua, dio por
establecido que el hecho de la prevenida había ocasionado
daños materiales a Gustavo D. García Polanco, constituido
en parte civil, que evaluó en la suma de RD$1,000.00; que
por lo tanto, al condenar a la prevenida Helena Lucrecia de
Otte, al pago de dicha suma, en favor de la persona cons-
tituida en parte civil, la Cámara a-qua hizo una correcta
aplicación del art. 1383 del Código Civil;
. Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
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sus . demás aspectós, en cuanto concierne al interés de la

prevenida no presenta vicio alguno que • justifique su
casación; .

Por tales motivos; Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por Gustavo D, García Polanco,
Marinus Otte y la Compañía American International Un-
derwiters, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccional es por la Tercera Cámara Penal del itizgado

de.Primera Instancia del Distrito Nacional el 12 de julio de
1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación in-

terpuesto por la prevenida contra la indicada sentencia y la
condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darko Balcá-
éer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Pullo Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año, en él expresada, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado( : Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
21

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del D. N. de
fecha 24 de marzo de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Ingeniería y Arquitectura Dominicana, C
por A.

Abogado (s): Dr. Manuel Fernández G.,

Recurrido (s): Pedro Hernández.

r

Abogado (s) : Dr. Donaldo Luna.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera
Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional hoy día 8 de octubre de 1982,
años 139' de la Independencia y 119' de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ingeniería y
Arquitectura Dominicana, C. por A., con su domicilio social
en la calle Los Pinos No. 9, contra la sentencia dictada por
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictame n del Magistrado Procurador General de

la República;Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría
de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 17 de junio de
1977, suscrito por el Dr. Manuel Fernández Guerrero,
cédula No. 81799, serie lra., en el cual se invocan los me-
dios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 3 de abril de 1978,
suscrito por el Dr. Donald Luna, cédula No. 64956, serie 31,
abogado del recurrido;

Visto el auto dictado en fecha 7 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. BergésChuio del

pani,

Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por med
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur querque C., Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Ren-
ville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunadel

l,

para completar la mayoría en la deliberación y fallo 

recurso de casación de que se trata, de conformida d con las

Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;
Lad

o uprema Corte de Justicia, después de haber deli-
bera y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnad a y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo

de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, in-
tentada por el actual recurrido contra la recurrente, el
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en
fecha 13 de enero de 1975, una sentencia cuyo dispositivo
dice así: "PRIMERO: Se rechaza por improcede nte y mal

fundada la demanda laboral intentada por Pedro Hernán-
dez contra la Cía. Ingeniería y Arquitectura Dominicana, C.
por A.; SEGUNDO: Se condena al demandante al pago de
las costas y se ordena la distracció n de las mismas en favor
del Lic. Abigaíl Gómez M. que afirma haberlas avanzado en

su totalidad- ; b) que sobre recurso de apelación in-
terpuesto por el actual recurrido, la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional, dictó el 24 de marzo de 1977, la sentencia
ahora impugnada en casación, con el siugiente dispositivo:la
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido tanto en 
forma como en el fondo el recurso de apelación interpuesto
por Pedro Hernández, contra sentencia del Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 13 de enero de
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
21

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del D. N. de
fecha 24 de marzo de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Ingeniería y Arquitectura Dominicana, C
por A.

Abogado (s) : Dr. Manuel Fernández G.,

Recurrido (s) : Pedro Hernández.

Abogado (s) : Dr. Donaldo Luna.

Intery iniente (s) :

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera
Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional hoy día 8 de octubre de 1982,
años 139' de la Independencia y 119' de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ingeniería y
Arquitectura Dominicana, C. por A., con su domicilio social
en la calle Los Pinos No. 9, contra la sentencia dictada por
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

setpoúebll c a
memorial

;
la	 	 de casación depositado en la Secretaría
de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 17 de junio de
1977, suscrito por el Dr. Manuel Fernández Guerrero,
cédula No. 81799, serie ira., en el cual se invocan los me-
dios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 3 de abril de 1978,
suscrito por el Dr. Donald Luna, cédula No. 64956, serie 31,
abogado del recurrido;

Visto el auto dictado en fecha 7 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,

Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-

juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
É. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur querque C., Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Ren-
ville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformida d con las

Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando , que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, in-
tentada por el actual recurrido contra la recurrente, el
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en
fecha 13 de enero de 1975, una sentencia cuyo dispositivo
dice así: "PRIMERO: Se rechaza por improcedent e y mal
fundada la demanda laboral intentada por Pedro Hernán-
dez contra la Cía. Ingeniería y Arquitectura Dominicana, C.

por A.; SEGUNDO: Se condena al demandante al pago de

las costas y se ordena la distracció n de las mismas en favor
del Lic. Abigaí1 Gómez M. que afirma haberlas avanzado en
su totalidad" ;	 b) que sobre recurso de apelación in-
terpuesto por el actual recurrido, la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional, dictó el 24 de marzo de 1977, la sentencia
ahora impugnada en casación, con el siugiente dispositivo:la
"FALLA: PRIMERO: 

Declara regular y válido tanto en 
forma como en el fondo el recurso de apelación interpuesto
por Pedro Hernández, contra sentencia del Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 13 de enero de
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parcilizado como José Cruz, debió examinar cada una de

las 

cubicaciones de trabajo de colocación de varilla f
oradas por Pedro Hernández; que tampoco ponderó los

ir-

documentos depositados por la recurrente como son la
Póliza de Seguro contra accidentes del Trabajo No. C-26-195

expedida a nombre de Casa 
España, así como el registro

patronal No. 010-064-935 de la Casa España bajo el cual se
pagaron las cotizacionesseguro social de los tra-

bajadorebra y que
del

 el
64-182

segRegistro Patronal de la

recurrentes
 es el No. 010-0, según certificación que

consta en el expediente, documentos que prueban que Pe-
dro Hernández estaba al servicio de la Casa España y no del

recurrente";
Considerando, que el Juez a-quo, para fallar como lo nao.

se
 limitó a basar su convicción en una publicación hecha

por la recurrente Indgeo El Nacional el 15 de
niería y Arquitectura Dominicana, C.

por A., en el perióicmbre de
1971, sin ponderar, como era su deber, una

dicie 
serie de

documentos que	
la empresa depositó	

para	 que

fueran	
al debate como son f ormlarios

C-37 de Liquidación de las Cotizaciones del Se-eran sometidos

Bu c
o Social, formulario A-T-P-13-A,

	 Pólizau sobre

Accidentes del Trabajo y los Reportes
	 de Ajuste y

Personal del Ajustero, firmados por el recurrido Pedroara el p
Hernández, en los que consta que éste recibía al

p	
o
 pago

de su personal, sumas variables superiores mont que
alega devengaba como salario fijo quincenalmente; que
ella "depositó 30 nóminas de Reporte de Ajuste con el nom-
bre de Proyecto Casa de España,

	 firma delcon la

reclamante Pedro Hernández incluyendo el 
Reporte de

fecha 15 de enero de
974, donde consta la liquidación final

de los trabajos de el 1
aboración de varillas con lo cual se dio

fiel cumplimiento al Contrato de Trabajo donde especifica
la cantidad de quintales de varilla

	 con su pre-

cio convenido	
y la cantidad de	

dinero,	 que le

quedó, demostrando con ello que
	 no hubo tal

despido, sino	
una terminación de traba jo" ; docu-,

memos esenciales de la litis que de haberlos

t	

ponderado

el Juez, en todo su sentido y alcance, hubieran podido even-
ualmente conducir al juez a darle una solución distinta al
litigio, por lo que procede la casación de la sentencia im-

1975, dictada en favor de Ingeniería y Arquitectura
Dominiana, C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de esta misma sentencia y como
consecuencia revoca en todas sus partes, dicha sentencia
impugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despido en el
caso de la especie; TERCERO: Condena a la empresa
Ingeniería y Arquitectura Dominicana, C. por A., a pagarle
al reclamante Pedro Hernández, los valores siguientes: 22
días por concepto de despido (12 de preaviso y 10 de cesan-
tía), las vacaciones, regalía y bonificación proporcional por
los 10 meses laborados, así como a una suma igual a los
salarios que habría devengado desde el día de la demanda
y hasta la sentencia definitiva, sin que excedan de tres
meses, todo calculado a base de RD$200.00 mensuales o
RD$6.66 diario; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe
Ingeniería y Arquitectura Dominicana, C. por A., al pago de
las costas del procedimiento de ambas instancias, de con-
formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su dis.
tracción en provecho de los Dres. Donaldo Luna Arias y
Porfirio L. Balcácer R., quienes afirman haberlas avanza
do en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes invocan en su
memorial de casación los siguientes medios: Primer Me.
dio: Desnaturalización de los hechos de la causa. Falsos
motivos. Falta de base legal; Segundo Medio: Omisiones y
desnaturalización de los documentos de las pruebas.
Violación de los artículos 29 del Código de Trabajo, 157 de la
Ley 637, sobre Contratos de Trabajo de116 de junio de 1944,
artículo 141 Código Procedimiento Civil y el 1315 del Código
Civil; Tercer Medio: Violación del artículo 1 de la Ley 288
de 1972;

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de sus
dos primeros medios de casación alega en síntesis: que, "el
recurrido Pedro Hernández, era en la obra un contratista de
varillas y no un trabajador fijo, contrato que está regido por
el código Civil; que se le pagaba de acuerdo con los quin-
tales de varillas que elaboraba y no un salario quincenal,
como lo prueban los reportes de los trabajos realizados y
firmados por Pedro Hernández, en los que consta que las
sumas ganadas son variables; que el recurrido no era tra-
bajador de la recurrente Ingeniería y Arquitectura.
Dominicana, C. por A. ; que el Juez a-quo al ponderar y.
darle más crédito a las afirmaciones vagas de un testigo.
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1975, dictada en favor de Ingeniería y Arquitectura
Dominiana, C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de esta misma sentencia y como
consecuencia revoca en todas sus partes, dicha sentencia
impugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despido en el
caso de la especie; TERCERO: Condena a la empresa
Ingeniería y Arquitectura Dominicana, C. por A., a pagarle
al reclamante Pedro Hernández, los valores siguientes: 22
días por concepto de despido (12 de preaviso y 10 de cesan-
tía), las vacaciones, regalía y bonificación proporcional por
los 10 meses laborados, así como a una suma igual a los
salarios que habría devengado desde el día de la demanda
y hasta la sentencia definitiva, sin que excedan de tres
meses, todo calculado a base de RD$200.00 mensuales o
RD$6.66 diario; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe
Ingeniería y Arquitectura Dominicana, C. por A., al pago de
las costas del procedimiento de ambas instancias, de con-
formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su dis.
tracción en provecho de los Dres. Donaldo Luna Arias y
Porfirio L. Balcácer R., quienes afirman haberlas avanza
do en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes invocan en su
memorial de casación los siguientes medios: Primer Me-dio: Desnaturalización de los hechos de la causa. Falsos
motivos. Falta de base legal: Segundo Medio: Omisiones y
desnaturalización de los documentos de las pruebas.
Violación de los artículos 29 del Código de Trabajo, 157 de la
Ley 637, sobre Contratos de Trabajo del 16 de junio de 1944,
artículo 141 Código Procedimiento Civil y el 1315 del Código
Civil; Tercer Medio: Violación del artículo 1 de la Ley 288de 1972;

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de sus
dos primeros medios de casación alega en síntesis: que, "el
recurrido Pedro Hernández, era en la obra un contratista de
varillas y no un trabajador fijo, contrato que está regido por
el código Civil; que se le pagaba de acuerdo con los quin-
tales de varillas que elaboraba y no un salario quincenal,
como lo prueban los reportes de los trabajos realizados y
firmados por Pedro Hernández, en los que consta que las
sumas ganadas son variables; que el recurrido no era tra-
bajador de la recurrente Ingeniería y Arquitectura.
Dominicana, C. por A. ; que el Juez a-quo al ponderar y.
darle más crédito a las afirmaciones vagas de un testigo_
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parcilizado como José Cruz, debió examinar cada una de
las cubicaciones de trabajo de colocación de varilla fir-
mada s por Pedro Hernández; que tampoco ponderó los
documentos depositados por la recurrente como son la
póliza de Seguro contra accidentes del Trabajo No. C-26-195
expedida a nombre de Casa España, así como el registro
Patronal No. 010-064-935 de la Casa España bajo el cual se
pagaron las cotizaciones del seguro social de los tra-
bajadores de la obra y que el Registro Patronal de la
recurrentes es el No. 010-064-182, según certificación que
consta en el expediente, documentos que prueban que Pe-
dro Hernández estaba al servicio de la Casa España y no del
recurrente";

Considerando, que el Juez a-quo, para fallar como lo nizo.

se limitó a basar su convicción en una publicación hecha
por la recurrente Ingeniería y Arquitectura Dominicana, C.
por A., en el periódico El Nacional el 15 de diciembre de
1974. sin ponderar, como era su deber, una serie de
documentos que la empresa depositó para que
fueran sometidos al debate como son formularios
C-37 de Liquidación de las Cotizaciones del	 Se-
guro Social, formulario A-T-P-13-A, Póliza sobre
Accidentes del Trabajo y los Reportes de Ajuste y

Personal del Ajustero, firmados por el recurrido Pedro
Hernández, en los que consta que éste recibía para el pago
de su personal, sumas variables superiores al monto que
alega devengaba como salario fijo quincenalmente; que
ella "depositó 30 nóminas de Reporte de Ajuste con el nom-
bre de Proyecto Casa de España, con la firma	 del
reclamante Pedro Hernández incluyendo el Reporte de
fecha 15 de enero de 1971, donde consta la liquidación final
de los trabajos de elaboración de varillas con lo cual se dio
fiel cumplimiento al Contrato de Trabajo donde especifica
la cantidad de quintales de varilla con su pre-
cio convenido y la cantidad de. dinero, . que le
quedó, demostrando con ello que no hubo	 tal
despido, sino una terminación de trabajo - ; docu-,
mentos esenciales de la litis que de haberlos ponderado
el Juez, en todo su sentido y alcance, hubieran podido even-
tualmente conducir al juez a darle una solución distinta al
litigio, por lo que procede la casación de la sentencia im-



Abogado (s): Dr. Miguel Ventura Hillon.

Interviniente (s):

Abogado (s)

Dios, Patria y Libertau.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en al ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia :

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón Con-
fesor López Durán, dominicano, mayor de edad, casado,
negociante, cédula No. 26080, serie 58, domiciliado en la
calle José Antonio Domínguez No. 36, del Ensanche Las
Palmas, de esta ciudad; contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones
civiles, el 19 de septiembre de 1980, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
4b.
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pugnada por falta de base legal, sin que sea necesario
examinar el otro medio del recurso;

Considerando, que de acuerdo con lo que dispone el ar-
tículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuan-
do la sentencia es casada por falta de base legal las costas
pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional el 24 de
marzo de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo, y envía dicho asunto por ante la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atri-
buciones laborales; Segundo: Compensa las costas entre
las partes.
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SENTENC IA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

22

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 19 de septiembre de 1980.

Materia : Civil.

Recurrente (s): Ramón Confesor López Durán.

Abogado (s): Dr. José Miguel Laucer Castillo.

Récurrido (s): Melchor Antonio Alcántara Sánchez
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-

cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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pugnada por falta de base legal, sin que sea necesario
examinar el otro medio del recurso;

Considerando, que de acuerdo con lo que dispone el ar-
tículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuan-
do la sentencia es casada por falta de base legal las costas
pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional el 24 de
marzo de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo, y envía dicho asunto por ante la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atri-
buciones laborales; Segundo: Compensa las costas entre
las partes.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

22

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 19 de septiembre de 1980.

Materia : Civil.

Recurrente (s): Ramón Confesor López Durán.

Abogado (s) : Dr. José Miguel Laucer Castillo.

Recurrido (s): Melchor Antonio Alcántara Sánchez
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-

cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él ,expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

Abogado (s) : Dr. Miguel Ventura Hilton.

Interviniente (5):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertau.
República Dominicana.

P En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en al ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón Con-
fesor López Durán, dominicano, mayor de edad, casado,
negociante, cédula No. 26080, serie 58, domiciliado en la
calle José Antonio Domínguez No. 36, del Ensanche Las
Palmas, de esta ciudad; contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones
civiles, el 19 de septiembre de 1980, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. José Miguel Laucer Castillo, cédula No. 41724
serie lra., abogado del recurrente, en la lecutra de sus con-
clusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Miguel Ven-
tura Hilton, abogado del recurrido Melchor Antonio Al-
cántara Sánchez, dominicano, mayor de edad, técnico
azucarero, cédula No. 15306, serie 27, domiciliado y residen-
te en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial del recurrente del 21 de noviembre de
1980, suscrito por su abogado, en el cual se proponen los
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 5 de di-
ciembre de 1980, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 15 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes No. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante y losa artículos 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un recurso de oposición, interpuesto por el
hoy recurrido Lic. Melchor Antonio Alcántara Sánchez,
contra la sentencia de la Cámara de lo Civil y Comercial
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de
fecha 18 de julio de 1976, dicho TribUnal dictó en sus atri-
buciones civiles, el 7 de julio ded 1977, una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las
conclusiones de la parte intimada; y, consecuencialmente,
Rechaza a la vez la demanda en tercería interpuesta por
dicha parte, por improcedentes y mal fundadas; SEGUN-
DO: Acoge las conclusiones de la parte recurrente, por ser
justas y estar amparadas en pruebas legales; TERCERO:
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Declara regular y válido el recurso de oposición interpuesto
contra dicha sentencia en defecto dictada por éste Tribunal
en fecha 16 de junio de 1976, en favor de Ramón Confesor
López Durán, por haberse incoado de acuerdo con las
normas procedimentales; CUARTO: Declara la nulidad de

,low
la predicha sentencia de fecha 16 de junio de 1976, dictada
por esta Cámara Civil y Comercial, por las razones ante-
riormente ponderadas; y, en consecuencia, la Revoca en
todas sus partes; QUINTO: Condena al señor Ramón Con-
fesor López Durán, al pago de las costas, con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Miguel Ventura Hilton,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte" ; b)
que sobre el recurso de Ramón Confesor López Durán, la
Corte de Apelación de Santo Dimongo, dictó la sentencia
ahora impugnaada en casación, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válio en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el
señor Ramón Confesor López Durán, contra la sentencia
dictada en fecha 7 de julio de 1977, por la Cámara Civil y
Comercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, y en cuanto al fon-
do, rechaza dicho recurso por improcedente y mal fundado;
SECUNDO: Confirma en todas sus partes la preindicada
sentencia y cuyo dispositivo figura en otra parte de esta
sentencia ; TERCERO: Condena al señor Ramón Confesor
López Durán, parte intimante que sucumbe al pago de las
costas, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Miguel Ventura Hilton, quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte";

Considerando, que contra la sentencia que impugna el
tecurrente Ramón Confesor López Durán, propone los si-
guientes medios de casación: Primer Medio: Violación del
artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras. Violación al ar-
tículo 29 de la Ley de Registro de Conservaduría de Hipo-
tecas. Violación del artículo 202 de la Ley de Registro de
Tierras. Violación los artículos 459, 135 y 141 del Código de
Procedimiento Civil; Segundo Medio: Motivos insuficien-
tes,

base
aesrerólengeaols,c onfusos, ausencia de procedimiento y falt1

de 
Considerando, que en su primer medio el recurrente

alega, en síntesis, que la Corte a-qua violó el artículo 7 de la
Ley de Registro de Tierras, porque no declaró de oficio su
incompetencia para conocer del asunto en cuestión, por ser
de la competencia exclusiva del Tribunal de Tierras; pero,
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Oído al Dr. José Miguel Laucer Castillo, cédula No. 41724
serie ira., abogado del recurrente, en la lecutra de sus con-
clusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Miguel Ven-
tura l'ilion, abogado del recurrido Melchor Antonio Al-
cántara Sánchez, dominicano, mayor de edad, técnico
azucarero, cédula No. 15306, serie 27, domiciliado y residen-
te en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República ;

Visto el memorial del recurrente del 21 de noviembre de
1980, suscrito por su abogado, en el cual se proponen los
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 5 de di-
ciembre de 1980, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 15 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes No. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante y losa artículos 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un recurso de oposición, interpuesto por el
hoy recurrido Lic. Melchor Antonio Alcántara Sánchez,
contra la sentencia de la Cámara de lo Civil y Comercial
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de
fecha 18 de julio de 1976, dicho Tribimal dictó en sus atri-
buciones civiles, el 7 de julio ded 1977, una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las
conclusiones de la parte intimada; y, consecuencialmente,
Rechaza a la vez la demanda en tercería interpuesta por
dicha parte, por improcedentes y mal fundadas; SEGUN-
DO: Acoge las conclusiones de la parte recurrente, por ser
justas y estar amparadas en pruebas legales; TERCERO:

Declara regular y válido el recurso de oposición interpuesto
contra dicha sentencia en defecto dictada por éste Tribunal
en fech a 16 de junio de 1976, en favor de Ramón Confesor
López Durán, por haberse incoado de acuerdo con las
normas procedimentales; CUARTO: Declara la nulidad de

la predicha sentencia de fecha 16 de junio de 1976, dictada
por esta Cámara Civil y Comercial, por las razones ante-
riormente ponderadas; y, en consecuencia, la Revoca en
todas sus partes; QUINTO: Condena al señor Ramón Con-
fesor López Durán, al pago de las costas, con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Miguel Ventura II ilion,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte" ; b)
que sobre el recurso de Ramón Confesor López Durán, la

" Corte de Apelación de Santo Dimongo, dictó la sentencia
ahora impugnaada en casación, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válio en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el
señor Ramón Confesor López Durán, contra la sentencia
dictada en fecha 7 de julio de 1977, por la Cámara Civil y
Comercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, y en cuanto al fon-
do, rechaza dicho recurso por improcedente y mal fundado;
SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la preindicada
sentencia y cuyo dispositivo figura en otra parte de esta
sentencia; TERCERO: Condena al señor Ramón Confesor
López Durán, parte intimante que sucumbe al pago de las
costas, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Miguel Ventura 11ilion, quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte" ;

Considerando, que contra la sentencia que impugna el
recurrente Ramón Confesor López Durán, propone los si-
guientes medios de casación: Primer Medio: Violación del
artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras. Violación al ar-
tículo 29 de la Ley de Registro de Conservaduría de Hipo-
tecas. Violación del artículo 202 de la Ley de Registro de
Tierras. Violación los artículos 459, 135 y 141 del Código de
Procedimiento Civil; Segundo Medio: Motivos insuficien-
tes, erróneos, confusos, ausencia de procedimiento y falta
de base legal;

Considerando, que en su primer medio el recurrente
alega, en síntesis, que la Corte a-qua violó el artículo 7 de la
Ley de Registro de Tierras, porque no declaró de oficio su
incompetencia para conocer del asunto en cuestión, por ser
de la competencia exclusiva del Tribunal de Tierras • pero

11•
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Considerando, que en la especie se trata del ejercicio de
un recurso de tercería deducido por el actual recurrente
contra la sentencia de adjudicación dictada por la Cámara
de lo Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 9 de
octubre de 1975, con la que culminó el procedimiento de em-
bargo inmobiliario trabajado por el actual recurrido contra
Aurora Ramos, que conforme al artículo 10 de la Ley de
Registro de Tierras, corresponde a los tribunales ordinarios
conocer de la procedencia e improcedencia de dicho recur-
so, ya que dispone que "toda demanda que se establezca
con motivo de un procedimiento de embargo inmobiliario o
de una mandamiento de pago tendente a ese fin, aún cuan-
do se relacione esta demanda con la propiedad del inmueble
cuya expropiación se persiga, o con cualquier derecho sus-
ceptible de registrar, y aún cuando está en proceso de sa-
neamiento dicho inmueble";

Considerando, que, en consecuencia, el alegato que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de casación, el
recurrente alega, en síntesis, que la sentencia impugnada
adolece de los vicios de motivos insuficientes, erróneos,
confusos, ausencia de procedimiento y falta de base legal,
razón de que no transcribe el acto de compra que se invoca
como constitutivo del título del actual recurrido ni tampoco
se refiere al supuesto procedimiento de embargo inmobi-
liario; que la Corte a-qua expone motivos tan confusos que
no permite a la Suprema Corte de Justicia apreciar si la
Ley fue bien o mal aplicada ;

Considerando, que para confirmar la sentencia apelada y
fallar como lo hi go, la Corte a-qua se basó en lo siguiente: a)
que conforme a los documentos que obran en el expediente,
el actual recurrente fundamentó  sus pretensiones el el acto
de compra hecho a la señora Aurora Ramos el 26 de junio de
1973, la que, según se ha establecido no era la propietaria de
esas mejoras consistentes en la casa No. 9 de la calle 12-A
esquina María Trinidad Sánchez en el Ensanche San
Lorenzo de Los Minas, por haberlas vendido
previamente al señor Isaías Raime Faxas el 28
de enero de 1971, acto de venta que fue de-
bidamente registrado; b) que la sentencia del Tri-
bunal de Primer Grado del 9 de octubre de 1975 había ad-
judicado las mejoras reclamadas al actual recurrido; que
el certificado de título No. 78-1436 inviste al recurrido con el
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derecho de propiedad sobre el solar No. 1, de la manzana
No. 1918 del Distrito Catastral No. 1., del Distrito Nacional;
que es el mismo donde se encuentran construidas las me-
joras en discusión, circunstancias éstas que unidas a la sen-
tencia de adjudicación otorgan al recurrido las referidas
mejoras; pero,

Considerando, que la sentencia del 9 de octubre de 1975,
que sirve de base a la Corte a-qua para adoptar su decisión,
es precisamente la que ha sido atacada por López Durán
mediante el recurso de tercería; que en la sentencia impug-
nada en casación no tonta en virtud a que operación ju-
rídica obtuvo el actual recurrido la propiedad de las me-
joras reclamadas; que tampoco consta la época en que se
expidió el certificado de título a que hace referencia, ni la
extensión del mismo, circunstancias todas cuyo esclareci-
miento es necesario para que esta Suprema Corte de Jus-
ticia pueda ejercer su poder de control;

Considerando, que es deber de los Jueces establecer en
sus sentencias de una manera clara, precisa y suficiente,
los motivos de hecho y de derecho en que se basan, de modo
que la Suprema Corte de Justicia quede en aptitud de ejer-
cer su poder de control; que, en la especie, la sentencia im-
pugnada no contiene una exposición completa de los hechos
de la causa, ni motivos suficientes y coherentes que per-
mitan a esta Corte, en funciones de Corte de Casación,
determinar si la Ley ha sido bien o mal aplicada en el caso;
que, por lo tanto, el fallo impugnado debe ser casado por
falta de base legal, sin necesidad de examinar los demás
medios propuestos por el recurrente;

Considerando, que como la sentencia impugnada declara
expresamente que adopta los motivos de la sentencia del
primer grado, se hace necesario el examen de dicha senten-
cia para determinar si suple los motivos omitidos por la
Corte a-qua, pero como la referida sentencia no ha sido
depositada ante esta Corte por el recurrido resulta
imposible proceder a su examen;

Considerando, que el artículo 1036 del Código de
Procedimiento Civil autoriza a los Jueces para ordenar la
supresión en los escritos de los abogados, de aquellas
expresiones que se consideren difamatorias o injuriosas;
que en su memorial de casación el recurrente usa
expresiones que esta Corte estima injuriosas y
difamatorias para los Jueces del fondo, el recurrido y su
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Considerando, que en la especie se trata del ejercicio de
un recurso de tercería deducido por el actual recurrente
contra la sentencia de adjudicación dictada por la Cámara
de lo Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 9 de
octubre de 1975, con la que culminó el procedimiento de em-
bargo inmobiliario trabajado por el actual recurrido contra
Aurora Ramos, que conforme al artículo 10 de la Ley de
Registro de Tierras, corresponde a los tribunales ordinarios
conocer de la procedencia e improcedencia de dicho recur-
so, ya que dispone que "toda demanda que se establezca
con motivo de un procedimiento de embargo inmobiliario o
de una mandamiento de pago tendente a ese fin, aún cuan-
do se relacione esta demanda con la propiedad del inmueble
cuya expropiación se persiga, o con cualquier derecho sus-
ceptible de registrar, y aún cuando está en proceso de sa-
neamiento dicho inmueble";

Considerando, que, en consecuencia, el alegato que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de casación, el
recurrente alega, en síntesis, que la sentencia impugnada
adolece de los vicios de motivos insuficientes, erróneos,
confusos. ausencia de procedimiento y falta de base legal,
razón de que no transcribe el acto de compra que se invoca
como constitutivo del titulo del actual recurrido ni tampoco
se refiere al supuesto procedimiento de embargo inmobi-
liario; que la Corte a-qua expone motivos tan confusos que
no permite a la Suprema Corte de Justicia apreciar si la
Ley fue bien o mal aplicada ;

Considerando, que para confirmar la sentencia apelada y
fallar como lo higo, la Corte a-qua se basó en lo siguiente: a)
que conforme a los documentos que obran en el expediente,
el actual recurrente fundamentó sus pretensiones el el acto
de compra hecho a la señora Aurora Ramos el 26 de junio de
1973, la que, según se ha establecido no era la propietaria de
esas mejoras consistentes en la casa No. 9 de la calle 12-A
esquina María Trinidad Sánchez en el Ensanche San
Lorenzo de Los Minas, por haberlas vendido
previamente al señor Isaías Haime Faxas el 28
de enero de 1971, acto de venta que fue de-
bidamente registrado: b) que la sentencia del Tri-
bunal de Primer Grado del 9 de octubre de 1975 había ad-
judicado las mejoras reclamadas al actual recurrido: que
el certificado de título No. 78-1436 inviste al recurrido con el

derecho de propiedad sobre el solar No. 1, de la manzana
No. 1918 del Distrito Catastral No. 1., del Distrito Nacional;
que es el mismo donde se encuentran construidas las me-
joras en discusión, circunstancias éstas que unidas a la sen-
tencia de adjudicación otorgan al recurrido las referidas
mejoras; pero,

Considerando, que la sentencia del 9 de octubre de 1975,
que sirve de base a la Corte a-qua para adoptar su decisión,
es precisamente la que ha sido atacada por López Durán
mediante el recurso de tercería; que en la sentencia impug-
nada en casación no tonta en virtud a que operación ju-
rídica obtuvo el actual recurrido la propiedad de las me-
joras reclamadas; que tampoco consta la época en que se
expidió el certificado de título a que hace referencia, ni la
extensión del mismo, circunstancias todas cuyo esclareci-
miento es necesario para que esta Suprema Corte de Jus-
ticia pueda ejercer su poder de control;

Considerando, que es deber de los Jueces establecer en
sus sentencias de una manera clara, precisa y suficiente,
los motivos de hecho y de derecho en que se basan, de modo
que la Suprema Corte de Justicia quede en aptitud de ejer-
cer su poder de control; que, en la especie, la sentencia im-
pugnada no contiene una exposición completa de los hechos
de la causa, ni motivos suficientes y coherentes que per-
mitan a esta Corte, en funciones de Corte de Casación,
determinar si la Ley ha sido bien o mal aplicada en el caso;
que, por lo tanto, el fallo impugnado debe ser casado por
falta de base legal, sin necesidad de examinar los demás
medios propuestos por el recurrente;

Considerando, que como la sentencia impugnada declara
expresamente que adopta los motivos de la sentencia del
primer grado, se hace necesario el examen de dicha senten-
cia para determinar si suple los motivos omitidos por la
Corte a-qua, pero como la referida sentencia no ha sido
depositada ante esta Corte por el recurrido resulta
imposible proceder a su examen;

Considerando, que el artículo 1036 del Código de
Procedimiento Civil autoriza a los Jueces para ordenar la
supresión en los escritos de los abogados, de aquellas
expresiones que se consideren difamatorias o injuriosas;
que en su memorial de casación el recurrente usa
expresiones que esta Corte estima injuriosas
difamatorias para los Jueces del fondo, el recurrido y su
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abogado, por lo cual procede ordenar su supresión;
Considerando, que cuando la sentencia es casada por

falta de base legal, las costas pueden ser compensadas ;
Por tales motivos: PRIMERO: Casa en todas sus partes

la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones civiles, el 19 de septiembre de
1980, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en las mismas atribu-
ciones; SEGUNDO: Ordena la supresión en el memorial de
casación del recurrente, de las expresiones injuriosas y
difamatorias contra los Jueces, el recurrdio y su abogado;
TERCERO: Comepnsa las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
23

Sentencia impugnada : Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 31 de agosto de 1977.

Nlater ia : Tierras.

Recurrente (s): Dr. Manuel Ramón Sosa Vassallo,

Abogado (s): Dres. Manuel R. Rosa Vassallo y Manuel R.
Sosa Pichardo.

Recurrido (s) : Aníbal René García.

Abogado (s): Dr. Radhamés Maldonado Pinales.

Interviniente (s):

Abogado (s )

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. Ma-
nuel Ramón Sosa Vassallo, dominicano, mayor de edad,
casado, abogado, cédula No. 15802, serie 47, contra la sen-
tencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 31 de
agosto de 1977, en relación con una porción de terreno de la
parcela 118 del Distrito Catastral No. 3 del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del ro);
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abogado, por lo cual procede ordenar su supresión;
Considerando, que cuando la sentencia es casada por

falta de base legal, las costas pueden ser compensadas:
Por tales motivos: PRIMERO: Casa en todas sus partes

la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones civiles, el 19 de septiembre de
1980, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en las mismas atribu-
ciones; SEGUNDO: Ordena la supresión en el memorial de
casación del recurrente, de las expresiones injuriosas y
difamatorias contra los Jueces, el recurrdio y su abogado;
TERCERO: Comepnsa las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. ( Firmado) : Miguel Jacobo.
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sentencia impugnada : Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 31 de agosto de 1977.

Nlateria : Tierras.

Recurrente (s): Dr. Manuel Ramón Sosa Vassallo,

Abogado (s): Dres. Manuel R. Rosa Vassallo y Manuel R.
Sosa Pichardo.

Recurrido (s): Aníbal René García.

Abogado (s): Dr. Radhamés Maldonado Pinales.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. Ma-
nuel Ramón Sosa Vassallo, dominicano, mayor de edad,
casado, abogado, cédula No. 15802, serie 47, contra la sen-
tencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 31 de
agosto de 1977, en relación con una porción de terreno de la
parcela 118 del Distrito Catastral No. 3 del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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se acoge, en cuanto a la forma, y se rechaza,
"en cuanto al fondo, el recurso de apelación,
interpuesto en fecha 23 de julio de 1975, por el Dr.•
Sebastián César Castillo García, a nombre y representa-
ción del señor Aníbal René García, contra la Decisión de
jurisdicción Original precedentemente descrita; TER-
CERO: Se confirma, con las modificaciones y revocaciones
resultantes de los motivos de esta sentencia, la Decisión No.
1, dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal en fecha 4 de julio de 1975, en relación con la Parcela
No. 

118 del Distrito Catastral No. 3 del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo en lo adelante regirá así: Primero: Se
rechaza, la demanda interpuesta por el Dr. Manuel Ramón
Sosa Vassallo en nulidad de venta hecha por el Estado
Diminicano, al señor Aníbal René Gar"ía, de una porción de
849.48 metros cuadrados, dentro de la Parcela No. 118 del
Distrito Catastral No. 3 del Distrito Nacional, y el pedimen-
to de cancelación de la constancia de venta anotada en el
Certificado de Título No. 64-1110, expedida a favor del señor
Aníbal René García, en fecha 12 de marzo del año 1971;
SEGUNDC: Se rechaza, las pretensiones del Dr. Manuel
Ramón Se-a Vassallo, tendentes a que se declare buena y
válida la alegada venta otorgada en fecha 30 de agosto de
1971 en su favor por el Estado Dominicano; TERCERO: Se
declara, que el Dr. Manuel Ramón Sosa Vassallo es pro-
pietario de las mejoras consistentes en una casa de blocks
en cc iLlrucción adquiridas o edificadas por él dentro de la
porcion de terreno perteneciente al señor Aníbal René Gar-
cía, por compra al Estado Dominicano, en la Parcela No.
118 del Distrito Catastral No. 3 del Distrito Nacional, y, en
consecuencia, se ordena al Registrador de Títulos del Dis-
trito Nacional hacer la constancia correspondiente al pie
del Certificado de Título No. 64-1110 que ampara la referida
parcela ; CUARTO: Se rechazan, por falta de fundamentos,
las pretensiones del señor Aníbal René García, en el sentido
de que se le declare propietario de las mejoras ubicadas en
la porción de terreno que le pertenece dentro de la Parcela
No. 118 del Distrito Catastral No. 3 del Distrito Nacional";

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
de casación, contra la sentencia impugnada, los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Violación del artículo 4
de la Ley No. 39 del 25 de octubre de 1966, Segundo Medio:
Violación del artículo 1583 del Código Civil;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de su
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Oído a los Dres. Manuel Ramón Sosa Vasallo y Manuel
Ramón Sosa Pichardo, abogados del primero, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído al Dr. Radhamés Bolívar Maldonado Pinales,
dominicano, mayor de edad, casado, abogado, en represen-
tación del recurrido Aníbal René García, dominicano,
mayor de edad, soltero, empleado privado, residente en la
casa No. 487 de la avenida 27 de Febrero de esta ciudad,
cédula No. 24482, serie 31, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la Repúblicas;

Visto el memorial de casación del recurrente del 28 de oc-
tubre de 1977;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 3 de marzo
de 1978;

Visto el auto dictado en fecha 15 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual, integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal, para com-
pletar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te; y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta : a) que con motivo
de una litis sobre terreno registrado, el Tribunal de Tierras
de Jurisdicción original dictó una sentencia el 4 de julio de
1975, cuyo dispositivo se encuentra inserto en el de la sen-
tencia impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino el fallo ahora impugado en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se acoge, en parte
y se rechaza en parte, el recurso de apelación interpuesto
en fecha 16 de julio de 1975, por el Dr. Manuel Ramón Sosa
Vassallo, contra la Decisión No. 1, dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 4 de julio de
1975, en relación con la Parcela No. 118 del Distrito
Catastral No. 3 del Distrito Nacional; SEGUNDO:
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Oído a los Dres. Manuel Ramón Sosa Vasallo y Manuel
Ramón Sosa Pichardo, abogados del primero, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído al Dr. Radhamés Bolívar Maldonado Pinales,
dominicano, mayor de edad, casado, abogado, en represen-
tación del recurrido Aníbal René García, dominicano,
mayor de edad, soltero, empleado privado, residente en la
casa No. 487 de la avenida 27 de Febrero de esta ciudad,
cédula No. 24482, serie 31, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la Repúblicas;

Visto el memorial de casación del recurrente del 28 de oc-
tubre de 1977;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 3 de marzo
de 1978;

Visto el auto dictado en fecha 15 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual, integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal, para com-
pletar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de	 1935 ;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te; y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta : a) que con motivo
de una litis sobre terreno registrado, el Tribunal de Tierras
de Jurisdicción original dictó una sentencia el 4 de julio de
1975, cuyo dispositivo se encuentra inserto en el de la sen-
tencia impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino el fallo ahora impugado en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se acoge, en parte
y se rechaza en parte, el recurso de apelación interpuesto
en fecha 16 de julio de 1975, por el Dr. Manuel Ramón Sosa
Vassallo, contra la Decisión No. 1, dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 4 de julio de
1975, en relación con la Parcela No. 118 del Distrito
Catastral No. 3 .del Distrito Nacional; SECUNDO:
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,; (3 acoge , en cuanto a la forma, y se rechaza,
en cuanto al fondo, el recurso de apelación
interpuesto en fecha 23 de julio de 1975, por el Dt..
Sebastián César Castillo García, a nombre y representa-
ción del señor Aníbal René García, contra la Decisión de
jurisdicción Original precedentemente descrita; TER-

CERO: Se confirma, con las modificaciones y revocaciones
resultantes de los motivos de esta sentencia, la Decisión No.
1 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal en fecha 4 de julio de 1975, en relación con la Parcela
No. 118 del Distrito Catastral No. 3 del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo en lo adelante regirá así: Primero: Se

rechaza , la demanda interpuesta por el Dr. Manuel Ramón
sosa Vassallo en nulidad de venta hecha por el Estado
Diminicano, al señor Aníbal René Gar-ía, de una porción de
849.48 metros cuadrados, dentro de la Parcela No. 118 del
Distrito Catastral No. 3 del Distrito Nacional, y el pedimen-
to de cancelación de la constancia de venta anotada en el
Certificado de Título No. 64-1110. expedida a favor del señor
Aníbal René García, en fecha 12 de marzo del año 1971;
SECUNDE: : Se rechaza, las pretensiones del Dr. Manuel
Ramón Se-a Vassallo, tendentes a que se declare buena y
válida la alegada venta otorgada en fecha 30 de agosto de
1971 en su favor por el Estado Dominicano; TERCERO: Se
declara, que el Dr. Manuel Ramón Sosa Vassallo es pro-
pietario de las mejoras consistentes en una casa de blocks
en cc -r...1rucción adquiridas o edificadas por él dentro de la
porcion de terreno perteneciente al señor Aníbal René Gar-
cía, por compra al Estado Dominicano, en la Parcela No.
118 del Distrito Catastral No. 3 del Distrito Nacional. y, en
consecuencia, se ordena al Registrador de Títulos del Dis-
trito Nacional hacer la constancia correspondiente al pie
del Certificado de Título No. 64-1110 que ampara la referida
parcela; CUARTO: Se rechazan. por falta de fundamentos,
las pretensiones del señor Aníbal René García, en el sentido
de que se le declare propietario de las mejoras ubicadas en
la porción de terreno que le pertenece dentro de la Parcela
No. 118 del Distrito Catastral No. 3 del Distrito Nacional";

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
de casación, contra la sentencia impugnada, los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Violación del artículo 4
de la Ley No. 39 del 25 de octubre de 1966, Segundo Medio:
Violación del artículo 1583 del Código Civil;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de su
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primer medio de casación alega, en síntesis, que la Ley 39
creada específicamente para convertir en propietarios a los
'que ocupen solares del Estado con viviendas terminadas o
en proceso de construcción contempla dos situaciones: a)
En su artículo primero facultad al poder ejecutivo "para
donar a las personas de escasos recursos económicos los
solares propiedad del Estado..."; 	 b) En su artículo 4
consagra, que las personas	 que no sean de
escasos recursos económicos podrán adquirir por
compra la propiedad de los solares del Estado
que ellos ocupen..., siempre que dichas_ personas
se ajusten a las reglas, plazos 	 y condiciones es-
tablecidos en la presente ley,o sea que de acuerdo con la
letra y el espíritu del artículo 4 mencionado el Estado no
tiene facultad para vender, está obligado a vender a las
personas que no sean de escasos recursos económicos los
solares del Estado que ellas ocupen ..." ; pero,

Considerando, contrariamente a lo alegado que del Estu-
dio de la Ley 39 mencionada, y particularmente de su ar-
tículo 4, se deduce, que es facultativo para el Estado Do-
minicano, vender a las personas que los ocupen, los solares
de la propiedad del Estado, ya que el derecho de propiedad
es inalienable y el propietario tiene legítimo derecho de ven
der a quien crea conveniente; que en virtud de tal derecho
el Estado estaba en libertad de vender como en efecto ven-
dió, el solar de la litis, a Aníbal René García, según docu-
mentos que luego se indicará, que, en consecuencia los
alegatos del recurrente esgrimidos en su primer medio de
casación, carecen de fundamento y deben ser desestima-
dos;

Considerando, que en su ' segundo medio de casación,
basado en la violación del artículo 1583 del Código Civil, el
recurrente alega, en síntesis: Primero: Que entre su
causante Suárez de Rojas y el Administrador General de
Bienes Nacionales hubo una promesa de venta, que cons-
tituye una venta perfecta, porque hubo concurrencia de
consentimiento entre las partes respecto de la cosa y en
cuanto al precio; lo que lo que vale venta al tenor del ar-
tículo 1533 del Código Civil: que también hubo promesa de
venta, que vale venta, según el artículo señalado del Código
Civil, entre él (el Dr. Sosa Vassallo) y el Estado Domini-
cano, en razón de que en cuanto a su propia solicitud de
compra del aludido solar hubo un acuerdo de voluntades en-

tre las partes, respecto de la cosa y respecto' del precio; que

vale venta
Considerando,

apnedrood	 ,
que aunque en la sentencia impugnada y

en los documentos a que ella se refiere, constan los trámites
hechos por ambos solicitantes existiendo distinto, la cosa a 

coa cada
solicitante, ni en la primera solicitud de compra ni en la
otra hubo tal acuerdo de voluntades, puesto que no consta
en el expediente, la comunicación de los Organismos Su-
periores, autorizando al Administrador de Bienes Nacio-
nales venderle a Suárez de Rojas ni tampoco consta tal
autorización para que el Administrador General de Bienes
Nacionales venda al Dr. Sosa Vassallo el Solar en cuestión,

por lo que los alegatos del recurrente contenidos en su se-
gundo medio de casación carecen de fundamento y por tan-
to deben ser desestimados;

Considerando. que habiendo Aníbal RenéGarcía hecho la
solicitud de compra del solar de la litis y, habiendo acep-
tado el precio ~ole y realizádose el acto de venta del re-
petido Solar entre el Estado Dominicano, representado por
el Administrador General de Bienes Nacionales y Aníbal
René García según se comprueba por el acto bajo firma
privada del 24 de febrero de 1971, sobre cuya venta, el 12 de
marzo de 1971, el Registrador de Títulos del Distrito Na-
cional, expidió en favor de Aníbal René García el Certifi-
cado de Título No. 64-1110 (Carta-constancia duplicado del
dueño) acto de venta y Certificado de Título legalmente
válidos que acredita n a Aníbal René García, único y le-

gítimo dueño del solar de la litis;
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por el Dr. Manuel Ramón Sosa Vassallo,
contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de
Tierras, el 31 de agosto de 1977, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo:

Condena al recurrente al pago de las costas, distrayéndolas
en favor del Dr. Radhamés Bolívar Maldonado Pinales
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castille•,Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Coicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
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tre las partes, respecto de la cosa y respecto'del precio; que

vale o nv se indtear; apnedro,o ,
Considerando, que aunque en la sentencia impugnada y

en los documentos a que ella se refiere, constan los trámites
hechos por ambos solicitantes existiendo, la cosa a comprar
el solar de la litis y el precio, que aunque distintos para cada
solicitante, ni en la primera solicitud de compra ni en la
otra hubo tal acuerdo de voluntades, puesto que no consta
en el expediente, la comunicación de los Organismos Su-
periores, autorizando al Administrador de Bienes Nacio-
nales venderle a Suárez de Rojas ni tampoco consta tal
autorización para que el Administrador General de Bienes
Nacionales venda al Dr. Sosa Vassallo el Solar en cuestión,
por lo que los alegatos del recurrente contenidos en su se-
gundo medio de casación carecen de fundamento y por tan-
to deben ser desestimados;

Considerando, que habiendo Aníbal René García hecho la
solicitud de compra del solar de la litis y, habiendo acep-
tado el precio dádole y realizádose el acto de venta del re-
petido Solar entre el Estado Dominicano, representado por
el Administrador General de Bienes Nacionales y Aníbal
René García según se comprueba por el acto bajo firma
privada del 24 de febrero de 1971, sobre cuya venta, el 12 de

4* marzo de 1971, el Registrador de Títulos del Distrito Na-
cional, expidió en favor de Aníbal René García el Certifi-
cado de Título No. 64-1110 (Carta-constancia duplicado del
dueño) acto de venta y Certificado de Título legalmente
válidos que acredita n a Aníbal René García, único y le-

gítimo dueño del solar de la litis;
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por el Dr. Manuel Ramón Sosa Vassallo,
contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de
Tierras, el 31 de agosto de 1977, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas, distrayéndolas
en favor del Dr. Radhamés Bolívar Maldonado Pinales
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo:-,Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Coicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

primer medio de casación alega, en síntesis, que la Ley 39
creada específicamente para convertir en propietarios a los
que ocupen solares del Estado con viviendas terminadas o
en proceso de construcción contempla dos situaciones: a )
En su artículo primero facultad al poder ejecutivo "para
donar a las personas de escasos recursos económicos los
solares propiedad del Estado..."; y b) En su artículo 4
consagra, que las personas que no sean de
escasos recursos económicos podrán adquirir por
compra la propiedad de los solares del Estado
que ellos ocupen..., siempre que dicha& personas
se ajusten a las reglas, plazos y condiciones es-
tablecidos en la presente ley,o sea que de acuerdo con la
letra y el espíritu del artículo 4 mencionado el Estado no
tiene facultad para vender, está obligado a vender a las
personas que no sean de escasos recursos económicos los
solares del Estado que ellas ocupen ..."; pero,

Considerando, contrariamente a lo alegado que del Estu-
dio de la Ley 39 mencionada, y particularmente de su ar-
tículo 4, se deduce, que es facultativo para el Estado Do-
minicano, vender a las personas que los ocupen, los solares
de la propiedad del Estado, ya que el derecho de propiedad
es inalienable y el propietario tiene legítimo derecho de ven
der a quien crea conveniente; que en virtud de tal derecho
el Estado estaba en libertad de vender como en efecto ven-
dió, el solar de la litis, a Aníbal René García, según docu-
mentos que luego se indicará, que, en consecuencia los
alegatos del recurrente esgrimidos en su primer medio de
casación, carecen de fundamento y deben ser desestima-
dos;

Considerando, que en su ' segundo medio de casación,
basado en la violación del artículo 1583 del Código Civil, el
recurrente alega, en síntesis: Primero: Que entre su
causante Suárez de Rojas y el Administrador General de
Bienes, Nacionales hubo una promesa de venta, que cons-
tituye una venta perfecta, porque hubo concurrencia de
consentimiento entre las partes respecto de la cosa y en
cuanto al precio; lo que lo que vale venta al tenor del ar-
tículo 1583 del Código Civil; que también hubo promesa de
venta, que vale venta, según el artículo señalado del Código
Civil, entre él (el Dr. Sosa Vassallo) y el Estado Domini-
cano, en razón de que en cuanto a su propia solicitud de
compra del aludido solar hubo un acuerdo de voluntades en-

e
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la-audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

21

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 25 de agosto de 1981

)866

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Rafael Hobadilla Carela y Unión de Se-
guros C. por A.,

Abogado ( s) :

Recurrido (s):

Abogado *s) :

Interviniente (s): Eligio Robles, Braudilia Corporán y Juan
Isidro Morel L.,

Abogadfo (s): Dr. Heine Noel Batista Arache.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hyy día 18 de oc-
tubre del 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia :

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Bobadilla Carela, dominicano, mayor de edad, cédula No.
20320, serie 25, domiciliado y residente en la calle La Cruz,
No. 57, El Seybo, y la Unión de Seguros, C. por A., entidad
aseguradora con domicilio social en esta ciudad, contra la
sentencia correccional dictada por la Corte de Apelación de
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quecertifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

BOLETIN JUDICIAL	 1867
....-----

SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL.1984 No.

24

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 25 de agosto de 1981

Materia : Correccional.

Recurrente (s ) : Rafael Bobadilla Carela y Unión de Se-
guros C. por A.,

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado *s):

Interviniente (s): Eligio Robles, Braudilia Corporán y Juan
Isidro Morel L.,

Abogadfo ( s ) : Dr. Heine Noel Batista Arache.

Dios, Patria y libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo

41»
 Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,

Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hyy día 18 de oc-
tubre del 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia :

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Bobadilla Carela, dominicano, mayor de edad, cédula No.
20320, serie 25, domiciliado y residente en la calle La Cruz,
No. 57, El Seybo, y la Unión de Seguros, C. por A., entidad
aseguradora con domicilio social en esta ciudad, contra la
sentencia correccional dictada por la Corte de Apelación de
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Santo Domingo, en fecha 25 de agosto de 1981, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Heine Noel Batista Arache, abogado de los in-

tervinientes Eligio _Robles y Braudilia Corporán, domi-
nicanos, mayores de edad, residentes en la calle Francisco
del Rosario Sánchez, del Barrio Juan Pablo Duarte de esta
ciudad, portadores de las cédulas Nos. 2721 serie 82 y 21530
serie ira., respectivamente, en calidad de padres de la
menor fallecida Socorro Robles Corporán y Juan Isidro
Noel Lantigua, dominicano, mayor de edad, con domicilio y
residencia en esta ciudad, cédula No. 16716, serie 2, en su
calidad de esposo de quien en vida respondiera al nombre

Felicia Dolores Espinal, parte civil constituida en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el Acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 1° de septiembre de 1981, a
requerimiento del Dr. Néstor Díaz Fernández, cédula No.
4768, serie 20, en representación de los recurrentes; acta en
la que no se invoca ningún medio de casación;

Visto el escrito de intervneción firmado por el Dr. Heine
Noel Batista Arache, de fecha 8 de marzo de 1982;

Visto el auto dictado en fecha 14 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1, 37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito, ocurrido el 7 de noviembre de
1978, en la Avenida 25 de Febrero, próximo al Puente Mella,
de esta ciudad, en el cual resultaron muertas la señora

•

felicia Dolores Espinal y la menor Socorro Robles Cor-

porán. la Octava Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 27 de octubi e
de 1980, una sentencia correccional, cuyo 	 dispositk o
aparece en el fallo impugnado; b) que sobre el recurso de
apelación interpuesto por Rafael T. Bobadilla Carela, en su
doble calidad de prevenido y persona civilmente respon-
sable, y la Unión de Seguros, C. por A., la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, dictó en fecha 11 de noviembre de
1980, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO : Declara bueno y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Néstor Díaz
Fernández,en fecha 11 de noviembre de 1980, a nombre y
representac ión de Rafael Bobadilla Carela,	 en su doble
calidad de prevenido y persona civilmente responsable, y la
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia de fecha 27 de octubre de 1980, dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Octava Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara al
prevenido Rafael Z. Bobadilla Carela, de generales que
constan, culpable de violación a los artículos 49 letra d)
párrafo 1ro.. 65 y 102 inciso 3 de la Ley 241, sobre Tránsito y
Vehículos de Motor del año 1967, y en consecuencia se le
condena a sufrir la pena de dos (2) años de prisión correc-
cional, al pago de una multa de RD$500 00 (quinientos pesos
oro) y al pago de las costas penales; Seguedusta o: Se declara
buena y válida, en cuanto a la forma y_ j 	 en cuanto al
fondo la constitución en parte civil hecha por los señores
Juan Isidro Morel Lantigua, Eligio Robles y Braudilia Cor-
porán, por intermedio de su abogado constituido y
apoderado especial Dr. Heine Noel Batista Arache,
contra el señor Rafael Bobadilla Carela, en su
doble calidad de prevenido y persona civilmente
responsable, por haber sido hecha de conformidad
con la ley; Tercero: En cuanto al fondo. se
condena al señor Rafael Bobadilla Carela en su doble ca-
lidad de prevenido y persona civilmente responsable al
pago de las siguientes indemnizaciones: a) RDS$10,000.00
(diez mil pesos oro) en favor del señor Juan Isidro Morel
Lantigua, como justa reparación por los daños y perjuicios
mórales y materiales sufridos por él como consecuenc ia de
la muerte de su esposa Dolores Espinal de Lantigua; b)
RD$10,000.00 (diez mil pesos oro) en favor de los señores

7
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Santo Domingo, en fecha 25 de agosto de 1981, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Heine Noel Batista Arache, abogado de los in-

tervinientes Eligio Robles y Braudilia Corporán, domi-
nicanos, mayores dé edad, residentes en la calle Francisco
del Rosario Sánchez, del Barrio Juan Pablo Duarte de esta
ciudad, portadores de las cédulas Nos. 2721 serie 82 y 21530
serie ira., respectivamente, en calidad de padres de la
menor fallecida Socorro Robles Corporán y Juan Isidro
Noel La ntigua, dominicano, mayor de edad, con domicilio y
residencia en esta ciudad, cédula No. 16716, serie 2, en su
calidad de esposo de quien en vida respondiera al nombrede Felicia Dolores Espinal, parte civil constituida en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República ;

Vista el Acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a -qua, el 1° de septiembre de 1981, a
requerimiento del Dr. Néstor Díaz Fernández, cédula No.
4768, serie 20, en representación de los recurrentes; acta en
la que no se invoca ningún medio de casación;

Visto el escrito de intervneción firmado por el Dr. Heine
Noel Batista Arache, de fecha 8 de marzo de 1982;

Visto el auto dictado en fecha 14 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1, 37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito, ocurrido el 7 de noviembre de
1978, en la Avenida 25 de Febrero, próximo al Puente Mella,
de esta ciudad, en el cual resultaron muertas la señora
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lelicia Dolores Espinal y la menor Socorro Robles Cor-
porán, la Octava Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 27 de octubre
de 1980, una sentencia correccional, cuyo dispositivo
aparece en el fallo impugnado; b) que sobre el recurso de
apelación interpuesto por Rafael T. Bobadilla Carela, en su
doble calidad de prevenido y persona civilmente respon-
sable, y la Unión de Seguros, C. por A., la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, dictó en fecha 11 de noviembre de
1980, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Néstor Díaz
Fernández,en fecha 11 de noviemb re de 1980, a nombre y

representac ión de Rafael Bobadilla Carela, en su doble
calidad de prevenido y persona civilmente responsable, y 
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia de fecha 27 de octubre de 1980, dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Octava Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara al
prevenido Rafael Z. Bobadilla Careta, de generales que
constan, culpable de violación a los artículos 49 letra d)
párrafo 1ro., 65y 102 inciso 3 de la Ley 241, sobre Tránsito y

. Vehículos de Motor del año 1967, y en consecuencia se le
condena a sufrir la pena de dos (2) años de prisión correc-

cional, al pago de una multa de RD$500 00 (quinientos pesos

oro) y al pago de las costas penales; Segu
u

ndo: Se declara

buena y válida, en cuanto a la forma y . justa en cuanto al

fondo la constitución en parte civil hecha por los señores

Juan Isidro Morel Lantigua, Eligio Robles y Braudilia Cor-

porán, por intermedio de su abogado constituido y
apoderado especial Dr. Heine Noel Batista Arache,
contra el señor Rafael Bobadilla Carela, en su
doble calidad de prevenido y persona civilmente
responsable, por haber sido hecha de conformidad

con la ley: Tercero: En cuanto al fondo, se
condena al señor Rafael Bobadilla Careta en su doble ca-
lidad de prevenido y persona civilmente responsable al
pago de las siguientes indemnizaciones: a) RDS$10,000.00
(diez mil pesos oro) en favor del señor Juan Isidro Morel
Lantigua, como justa reparación por los daños y perjuicios
mórales y materiales sufridos por él como consecuenc ia de

la muerte de su esposa Dolores Espinal de Lantigua; b)

RD$10,000.00 (diez mil pesos oro) en favor de los señores
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Eligio Robles y Braudilia Corporán, como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por
ellos con motivo de la muerte de su hija Socorro Robles Cor-porán, como consecuencia del accidente de que se trata;
Cuarto: Se condena a Rafael Bobadilla Carela, en sus ca-
lidades expresadas, al pago de los intereses legales de las
sumas acordadas, a contar de la fecha de la demanda y has-
ta la total ejecución de la presente sentencia a favor de los
señores Juan Isidro Moret ',antigua y Eligio .Robles y
Braudilia Corporán, a título de indemnización complemen. -taria ; Quinto: Se condena al señor Rafael Bobadilla Carda,
en sus ya expresadas calidades el pago de las costas civiles
del procedimiento con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Heine Noel Batista Arache, abogado de la
parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; Sexto: Se declara la presente sentencia co-
mún, oponible y ejecutable en su as pecto civil con todas sus
consecuencias legales a la Compañía de Seguros Unión de
Seguros C. por A., entidad aseguradora del vehículo mar-
ca Toyota, Mod. RN25-KR, registro No. 197659, motor No.
12R-0817257, chasis No. RN2506503, modelo 1975, color rojo,
con póliza No. SD-39035, vigente al día del accidente, y hasta
el límite de la póliza, propiedad del señor Rafael Bobadilla
Carela, de conformidad con el artículo 1° 10 Mod. de la ley
4117,	 de 1955, sobre seguro obligatorio de vehículos de
motor'.- Por haber sido hecho de conformidad con la ley ;-
SEGUNDO: En cuanto al fondo, pronuncia el defecto contra
el prevenido Rafael Bobadilla Carela, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente
citado; TERCERO: Confirma en todas sus partes la senten-
cia apelada, por ser justa y reposar sobre prueba legal ; -
(	 To: Condena al nombrado Rafael Bobadilla Carela,
al pago de las costas penales y civiles de la presente alzada,
con distracción de las últimas en provecho del Dr. Heine
Noel Batista Arache, abogado de la parte civil constituida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad ; QUINTO:
Declara la oponibilidad de la presente sentencia a la com-
pañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en su con-
dición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
accidente";

Considerando, que ni en el acta del recurso ni en el me-
morial posterior la compañía aseguradora Unión de Se-
guros, C. por A., ha invocado los medios de casación contra
la sentencia impuganda, en contravención del art. 37 de la
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Ley sobre Procedimiento de Casación que exige que el
fninisterio público, la parte civil y la persona civilmente
responsable, expongan los medios en que fundan sus recur-
sos, a pena de nulidad, regla que se extiende a la entidad
aseguradora; que, en consecuencia, procede declarar la
pubda d del recurso de la Unión de Seguros, ( '. por A., por lo
cua l sólo se examinará el recurso del prevenido Rafael
Bobadilla Carlea ;

Considerando, que la Corte a-qua para declara la cul-
pabilida d del prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio
por establecido mediante la ponderación de los elementos
de juicio regularmente administrados en la instrucción de
la causa, lo siguiente: a) que mientras el prevenido con-
ducía el vehículo de su propiedad placa No. 534-625, en horas
de la noche del 7 de noviembre de 1978, de Este a Oeste, por
la calle "25 de Febrero", de esta ciudad, al llegar próximo
al puente "Mella", estropeó a la menor Socorro Robles Cor-
porán y a Dolores Espinal de Lantigua, causándoles le-
siones que les ocasionaron la muerte; b) que el hecho se
debió a la imprudencia, negligencia y torpeza del prevenido
recurrente, quien conducía el vehículo a exceso de velo-
cidad, llevando la luz baja en un sitio oscuro; lo que impidió
de que se percatara de la presencia de las víctimas cuando
comenzaban a cruzar la calle; c) que el accidente no se
hubiese producido de conducir a velocidad moderada y de
llevar las luces altas, pues hubiese visto a las agraviadas;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido Bobadilla Carela, el delito de golpes y
heridas involuntarios causados con el manejo de un ve-
hículo de motor, que ocasionaron la muerte, previsto y san-
cionado por el artículo 49, inciso 1, de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, con la pena de dos a cinco años
de prisión y multa de quinientos a dos mil pesos; que al con-
denar al prevenido a dos años de prisión y al pago de una
multa de quinientos pesos, la Corte a-qua le impuso una
pena ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Rafael Bobadilla
Carela, ha causado daños y perjuicios morales y materiales
a las personas constituidas en parte civil, que apreción en
las sumas de RD$ 10,000.00 a favor de Juan Isidro Moret
Lantigua, y de RD$ 10,000.00 a favor de Eligio Robles y
Braudilia Corporán; que al condenarlo al pago de esas
!minas, así como al de los intereses legales sobre las mis-
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Eligio Robles y Braudilia Corporán, como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por
ellos con motivo de la muerte de su hija Socorro Robles Cor-
porán, como consecuencia del accidente de que se trata;
Cuarto: Se condena a Rafael Bobadilla Carela, en sus ca-lidades ex presadas, al pago de los intereses legales de las
sumas acordadas, a contar de la fecha de la demanda y has-
ta la total ejecución de la presente sentencia a favor de los
señores Juan Isidro Morel ',antigua y Eligio .Robles

.
Braudilia Corporán, a título de indemnización complemen-
taria ; Quinto: Se condena al señor Rafael Bobadilla Careta,
en sus ya expresadas calidades el pago de las costas civilesdel procedimiento con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Heine Noel Batista Arache, abogado de la
parte civil constituida. quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; Sexto: Se declara la presente sentencia co-mún, oponible y e jecutable en su as pecto civil con todas sus
consecuencias legales a la Compañía de Seguros Unión de
Seguros C. por A., entidad aseguradora del vehículo mar-
ca Toyota, Mod. RN25-KR, registro No. 197659, motor No.1 2R-0817257, chasis No. RN2506503, modelo 1975, color rojo,
con póliza No. SD-39035, vigente al día del accidente, y hasta
el límite de la póliza, propiedad del señor Rafael Bobadilla
Carela, de conformidad con el artículo 1° 10 Mod. de la ley
4117, de 1955, sobre seguro obligatorio de vehículos de
motor'.- Por haber sido hecho de conformidad con la ley ;-SEGUNDO: En cuanto al fondo, pronuncia el defecto contra
el prevenido Rafael Bobadilla Carela, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente
citado; TERCERO: Confirma en todas sus partes la senten-
cia apelada, por ser justa y reposar sobre prueba legal ; -
(VARTO: Condena al nombrado Rafael Bobadilla Carela,
al pago de las costas penales y civiles de la presente alzada,
con distracción de las últimas en provecho clel Dr. Heine
Noel Batista Arache, abogado de la parte civil constituida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO:
Declara la oponibilidad de la presente sentencia a la com-
pañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en su con-
dición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
accidente";

Considerando, que ni en el acta del recurso ni en el me-
morial posterior la compañía aseguradora Unión de Se-
guros, C. por A., ha invocado los medios de casación contra
la sentencia impuganda, en contravención del art. 37 de la
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Ley sobre Procedimiento de Casación que exige que el
ministerio público, la parte civil y la persona civilmente
responsable, expongan los medios en que fundan sus recur-
sos, a pena de nulidad, regla que se extiende a la entidad
asegura dora ; que, en consecuencia, procede declarar la
nulidad del recurso de la Unión de Seguros,(_'. por A., por lo
cual sólo se examinará el recurso del prevenido Rafael
Bobadi l l a Carlea;

Considerando, que la Corte a-qua para declara la cul-
pabilida d del prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio
por establecido mediante la ponderación de los elementos
de juicio regularmente administrados en la instrucción de
la causa, lo siguiente: a) que mientras el prevenido con-
ducía el vehículo de su propiedad placa No. 534-625, en horas
de la noche del 7 de noviembre de 1978, de Este a Oeste, por
la calle "25 de Febrero", de esta ciudad, al llegar próximo
al puente "Mella", estropeó a la menor Socorro Robles Cor-
porán y a Dolores Espinal de Lantigua, causándoles le-
siones que les ocasionaron la muerte; b) que el hecho se
debió a la imprudencia, negligencia y torpeza del prevenido
recurrente, quien conducía el vehículo a exceso de velo-
cidad, llevando la luz baja en un sitio oscuro; lo que impidió
de que se percatara de la presencia de las víctimas cuando
comenzaban a cruzar la calle; c) que el accidente no se
hubiese producido de conducir a velocidad moderada y de
llevar las luces altas, pues hubiese visto a las agraviadas;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido Bobadilla Carela, el delito de golpes y
heridas involuntarios causados con el manejo de un ve-
hículo de motor, que ocasionaron la muerte, previsto y san-
cionado por el articulo 49, inciso 1, de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, con la pena de dos a cinco años
de prisión y multa de quinientos a dos mil pesos; que al con-
denar al prevenido a dos años de prisión y al pago de una
multa de quinientos pesos, la Corte a-qua le impuso una
pena ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Rafael Bobadilla
Carela, ha causado daños y perjuicios morales y materiales
a las personas constituidas en parte civil, que apreción en
las sumas de RD$ 10,000.00 a favor de Juan Isidro Morel
Lantigua, y de RD$ 10,000.00 a favor de Eligio Robles y
Braudilia Corporán; que al condenarlo al pago de esas
mimas, así como al de los intereses legales sobre las mis-
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mas a contar de la fecha de la demanda, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que justi-
f ioue su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes
a El igio Robles, Braudilia Corporán y Juan Morel Lantigua,
en los recursos de casación interpuestos por el prevenido
Rafael Bobadilla Carela y la Unión de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 25 de agosto
de 1981, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso de la
Unión de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso
del prevenido Rafael Bobadilla Carela ; Cuarto: Condena al
prevenido al pago de las costas penales y civiles, ordenando
la distracción de las últimas a favor del Dr. Heine Noel
Batista Arache, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad, y las hace oponible a la Unión de Seguros ; C. por
A., en los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en al
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mís, Secretario General, que
certifico. i Firmado> Mi guel Jacobo.
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---sENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

25

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de San Cristóbal,
de fecha 16 de noviembre de 1981.

Mater ia : Correccional.

Recurrente (s): Agustín de Jesús Gómez Pérez y la Uni-'

versal de Seguros, C. por A.,

Abogado (s): Dr. José Antonio Matos.

Recurrido ( s ) :

Abogado (s):

Interviniente (s): Abdul Mallit Mustafa hijo,

Abogado (s) : Dr. Manuel Antonio Camino Rivera.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerqu e Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes

de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119'

de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Agustín
de Jesús Gómez Pérez, dominicano, mayor de edad, resi-
dente en la calle Primera No. 32 del Ensanche El Cacique,
de esta ciudad, y la Compañía Universal de Seguros, C. por
A.; contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
San Cristóbal, en sus atribuciones correccionales, el 16 de
noviembre de 1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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mas a contar de la fecha de la demanda, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que justi-
I i q ue su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes
a Eligio Robles, Braudilia Corporán y Juan Morel Lantigua,
en los recursos de casación interpuestos por el prevenido
Rafael Bobadilla Carela y la Unión de Seguros. C. por A.,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 25 de agosto
de 1981, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso de la
Unión de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso
del prevenido Rafael Bobadilla Carela ; Cuarto: Condena al
prevenido al pago de las costas penales y civiles, ordenando
la distracción de las últimas a favor del Dr. Heine Noel
Batista Arache, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad, y las hace oponible a la Unión de Seguros, C. por
A., en los términos de la Póliza.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bah
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en al
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mís, Secretario General, que
certifico. Firmado) Mi guel Jacobo.
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S ENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

25

sentenc ia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal,
de fecha 16 de noviembre de 1981.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Agustin de Jesús Gómez Pérez y la Uni-•
versal de Seguros, C. por A.,

Abogado (s): Dr. José Antonio Malos.

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s): Abdul 4Iallit Mustal'á hilo,

Abogado (s) : Dr. Manuel Antonio Camino Rivera.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Agustín
de Jesús Gómez Pérez, dominicano, mayor de edad, resi-
dente en la calle Primera No. 32 del Ensanche El Cacique,
de esta ciudad, y la Compañía Universal de Seguros, C. por
A.; contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
San Cristóbal, en sus atribuciones correccionales, el 16 de
noviembre de 1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República ;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 24 de noviembre de 1981, a
requerimiento del Dr. José Antonio Matos, cédula No. 8897
serie 22, en representación de los recurrentes Agustín de
Jesús Gómez Pérez, persona civilmente responsable, y de
la Compañía La Universal de Seguros, C. por A., en el cual
se proponen en bloques los medios de los recursos, los
cuales se indicarán más adelante;

Visto el memorial del 8 de julio de 1982, suscrito por el Dr.
José Antonio Matos, abogado de los recurrentes, en el cual
se proponen los medios que se indicarán más adelante;

Visto el escrito del 9 de julio de 1982, suscrito por el Dr.
Manuel Antonio Camino Rivera, cédula No. 66861, serie
lra., abogado de los intervinientes Abdul Malla Mustafá
hijo, dominicano, mayor de edad, ex-capitán Técnico de la
Fuerza Aérea Dominicana, domiciliado y residente en la
calle Jesús de de Galíndes No. 89, Ensanche Ozama de esta
ciudad, cédula No. 6509, serie 32, y Juan M. de Jesús Rafael
Lamarche Patín, dominicano, mayor de edad, casado,
abogado, domiciliado y residente en la calle César Nicolás
Penson No. 69, cédula No. 80402, serie lra.;

Visto el auto dictado en fecha del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magist:ados Darío Balcácer, Fer-
na ndo E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., y
Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal, para com-
pletar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la calle José Con-
treras de esta ciudad, el 25 de julio de 1974, y en el cual

resultaron con lesiones corporales dos personas, la Octava
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó el 22 de enero de 1975, una sentencia
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los
recursos interpuestos, intervino la sentencia de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, de fecha 6 de diciembre de
1976, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Admite como regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. José Antonio
Matos, a nombre de Sergio Pachecho de la Rosa, Jesús
Gómez Pérez, y la Compañía Universal de Seguros, C. por
A., contra sentencia dictada por la Octava Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 2 de diciembre de 1975, cuya parte dispo-
sitiva dice así : 'Falla: Primero: Se declara al nombrado
Sergio Pachecho de la Rosa, culpable de violar los artículos
49 y 65 de la Ley 241, en consecuencia se le condena al pago
de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) y al pago
de las costas penales; Segundo: Se declara al nombrado
Abdull Mallit Mustafá hijo, no culpable de violación a la Ley
No. 241, en consecuencia se descarga y se declaran las cos-
tas de oficio; Tercero: Se declara regular y válido en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil hecha en audien-
cia por los nombrados Juan N. de Jeús Lamarche y Abdull
Mallit Mustafá hijo, por mediación de su abogado Manuel
Antonio Camino Rivera, contra Agustín de Jesús Gómez
Pérez; por haber sido hecho de conformidad con la Ley; en
cuanto al fondo se condena a Agustín de Jesús Gómez
Pérez, persona civilmente responsable al pago de una in-
demnización de: a) cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00) a
favor de Juan de Jesús L. Patín; por los daños materiales y
morales sufridos, y la suma de seis mil seiscientos setenta y
tres pesos oro con cincuenta y cinco centavos (RD$6,673.55)
a favor de Abull Mallit Mustafá hijo, por las lesiones cor-
porales sufridos , por los gastos de honorarios profesionales
e internamientos y daños y perjuicios causados al vehículo
de su propiedad; Cuarto: Se condena a Agustín de Jesús
Gómez Pérez, en su expresada calidad al pago de las costas
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel
Antonio Camino Rivera, por haberlas avanzado en su to-
talidad; Quinto: Se declara la presente sentencia común y
oponible en su aspecto civil a la Compañía de Seguros La
Universal de Seguros, C. por A., entidad aseguradora del
vehículo causante del accidente de conformidad con el ar-



BOLETINJUDICIAL	 1875.1874	 BOLETINJUDICIAL

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República ;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 24 de noviembre de 1981, a
requerimiento del Dr. José Antonio Matos, cédula No. 8847,
serie 22, en representación de los recurrentes Agustín de
Jesús Gómez Pérez, persona civilmente responsable, y de
la Compañía La Universal de Seguros, C. por A., en el cual
se proponen en bloques los medios de los recursos, los
cuales se indicarán más adelante;

Visto el memorial del 8 de julio de 1982, suscrito por el Dr.
José Antonio Matos, abogado de los recurrentes, en el cual
se proponen los medios que se indicarán más adelante;

Visto el escrito del 9 de julio de 1982, sus crito por el Dr.
Manuel Antonio Camino Rivera, cédula No. 66861, serie
Ira., abogado de los intervinientes Abdul Malla Mustafá
hijo, dominicano, mayor de edad, ex-capitán Técnico de la
Fuerza Aérea Dominicana, domiciliado y residente en la
calle Jesús de de Galíndes No. 89, Ensanche Ozama de esta
ciudad, cédula No. 6509, serie 32, y Juan M. de Jesús Rafael
Lamarche Patín, dominicano, mayor de edad, casado,
abogado, domiciliado y residente en la calle César Nicolás
Penson No. 69, cédula No. 80402, serie lra.;

Visto el auto dictado en fecha del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
na ndo E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., y
Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal, para com-
pletar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Is,lotor y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la calle José Con-
treras de esta ciudad, el 25 de julio de 1974, y en el cual

resultaron con lesiones corporales dos personas, la Octava
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó el 22 de enero de 1975, una sentencia
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los
recursos interpuestos, intervino la sentencia de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, de fecha 6 de diciembre de
1976, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-,
RO: Admite como regular y válido en cuanto a la forma el<
recurso de apelación interpuesto por el Dr. José Antonio
Matos, a nombre de Sergio Pachecho de la Rosa, Jesús
Gómez Pérez, y la Compañía Universal de Seguros, C. por
A . , contra sentencia dictada por la Octava Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 2 de diciembre de 1975, cuya parte dispo-
sitiva dice así: 'Falla : Primero: Se declara al nombrado
Sergio Pachecho de la Rosa, culpable de violar los artículos
49 y 65 de la Ley 241, en consecuencia se le condena al pago
de una multa de Cincuenta Pesos Oro ( RD$50.00 ) y al pago
de las costas penales; Segundo: Se declara al nombrado
Abdull Mallit Mustafá hijo, no culpable de violación a la Ley
No. 241, en consecuencia se descarga y se declaran las cos-
tas de oficio; Tercero: Se declara regular y válido en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil hecha en audien-
cia por los nombrados Juan N. de Jeús Lamarche y Abdull
Mallit Mustafá hijo, por mediación de su abogado Manuel
Antonio Camino Rivera, contra Agustín de Jesús Gómez
Pérez; por haber sido hecho de conformidad con la Ley; en
cuanto al fondo se condena a Agustín de Jesús Gómez
Pérez, persona civilmente responsable al pago de una in-
demnización de: a) cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00) a
favor (le Juan de Jesús L. Patín: por los daños materiales y
morales sufridos, y la suma de seis mil seiscientos setenta y
tres pesos oro con cincuenta y cineó centavos (RD$6,673.55)
a favor de Abull Mallit Mustafá hijo, por las lesiones cor-
porales sufridos, por los gastos de honorarios profesionales
e internamientos y daños y perjuicios causados al vehiculo
de su propiedad; Cuarto: Se condena a Agustín de Jesús
Gómez Pérez, en su expresada calidad al pago de las costas
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel
Antonio Camino Rivera, por haberlas avanzado en su to-
talidad; Quinto: Se declara la presente sentencia común y
oponible en su aspecto civil a la Compañía de Seguros La
Universal de Seguros, C. por A., entidad aseguradora del
vehículo causante del accidente de conformidad con el ar-
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titulo 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor' ; por haber sido hecho de acuerdo a la
Ley; SEGUNDO: Modifica la sentencia recurrida en su or-
dinal tercero en lo que respecta a la indemnización acor-
dada y en consecuencia se condena a Agustín de Jesús
Gómez Pérez, persona civilmente responsable a pagar las
siguientes indemnizaciones: a) mil quinientos pesos oro
(RD$1,500.00) a favor del Dr. Juan de Jesús L. Patín, por los
daños morales y materiales recibidos; b) la suma de dos
mil pesos oro (RD$2,000.00) a favor de Abull M. Mustafá
hijo, por las lesiones corporales recibidas en al accidente;
c) mil pesos oro (RD$1,000.00) a favor de Abull M. Mustafá
hijo, por los daños ocasionados por los desperfectos de su
vehículo en el accidente; TERCERO: Confirma la senten-
cia recurrida en sus demás aspectos; CUARTO: Condena a
los recurrentes al pago de las costas civiles de la alzada con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Antonio
Camino Rivera, abogado de la parte civil, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara esta
sentencia común y oponible a la Compañía La Universal de
Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del ve-
hículo que causó el accidente, en virtud del artículo 10 de la
Ley 4117"; c) que sobre los recursos de casación interpues-
tos por Sergio Pacheco de la Rosa, Agustín de Jesús Gómez
Pérez, y la Compañía La Universal de Seguros, C. por A., la
Suprema Corte de Justicia dictó el 5 de septiembre de 1980,
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIME-
RO: Admite como interviniente a Abdull Mallit Mustafá y
Dr. Juan M. de Jesús Lamarche Patín, en los recursos de
casación interpuestos por Sergio Pacheco de la Rosa.
Agustín de Jesús Gómez Pérez y la Universal de Seguros, C.
por A., contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales, el 6 de diciembre de 1976, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo aparece copiado en
parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Casa la men-
cionada sentencia y envía el asunto por ante la Corte de
Apelación de San Cristóbal, en las mismas atribuciones; y
TERCERO: Declara las costas penales de oficio y compen-
sa las civiles entre las partes"; d) que apoderada por envío
la Corte de Apelación de San Cristóbal, intervino la senten-
cia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los•
recursos de apelación interpuestos por el Dr. José Antonio
Matos, a nombre y representación de Sergio Pacheco de la

Rosa, de la persona civilmente responsable Agustín de
Jesús Gómez Pérez y de la Compañía La Universal de
Seguros , C. por A., contra la sentencia dictada por la Oc-
tava Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 2 del mes de diciembre del año
1975, cuyo dispositivo dice así: 'Falla : Primero: Se declara
al nombrado Sergio Pacheco de la Rosa, culpable de violar
los artículos 49 y 65 de la Ley 241, en consecuencia se le con-
dena al pago de una multa de cincuenta pesos oro
( RD$50.00) y al pago de las costas penales; Segundo: Se
declara al nombrado Abdull Mallit Mustafá hijo, no cul-
pable de violación a la Ley No. 241, en consecuencia se des-
carga y se declaran las costas de oficio; Tercero: Se de-
clara regular y válido en cuanto a la forma la constitución
en parte civil hecha en audiencia por los señores Juan N. de
Jesús Lamarche y Abdull Mallit Mustafá hijo, por me-
diación de su abogado Dr. Manuel Antonio Camino Rivera,
contra Agustín de Jesús Gómez Pérez, por haber sido hecho
de acuerdo con la Ley, en cuanto al fondo se condena a
Agustín de Jesús Gómez Pérez, persona civilmente respon-
sable al pago de una indemnización de: a) cuatro mil pesos
oro ( RO$4,000.00 ) a favor de Juan de Jesús L. Patín, por los
daños morales y materiales sufridos y la suma de seis mil
seiscientos setenta y tres pesos oro con cincuenta y cinco
centavos ( RD$6,673.55), a favor de Abdull Mallit Mustafá
hijo, por las lesiones corporales sufridas por los gastos y
honorarios profesionales, e internamientos y daños y per-
juicios causados al vehículo de su propiedad; Cuarto: Se
condena a Agustín de Jesús Gómez Pérez, en su expresada
calidad al pago de las costas con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Manuel Antonio Camino Rivera, por
haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se declara la
presente sentencia común y oponible en su aspecto civil a la
Compañía La Universal de Seguros, C. por A., entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente de confor-
midad con el artículo 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor , por haberlos intentado
en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales;
asunto del cual se encuentra apoderada esta Corte, por en-
vío que hiciera la Suprema Corte de Justicia, mediante sen-
tencia de fecha 5 de septiembre de 1980; SEGUNDO: De-
clara que el nombrado Sergio Pacheco de la Rosa, es cul-
pable del delito de golpes y heridas involuntarios, en per-
juico de los señores Juan de Jesús Lamarche Patín, quien
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tículo 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor' ; por haber sido hecho de acuerdo a la
Ley; SEGUNDO: Modifica la sentencia recurrida en su or-
dinal tercero en lo que respecta a la indemnización acor-
dada y en consecuencia se condena a Agustín de Jesús
Gómez Pérez, persona civilmente responsable a pagar las
siguientes indemnizaciones: a) mil quinientos pesos oro
(RD$1,500.00) a favor del Dr. Juan de Jesús L. Patín, por los
daños morales y materiales recibidos; b) la suma de dos
mil pesos oro (RD$2,000.00) a favor de Abull M. Mustafá
hijo, por las lesiones corporales recibidas en al accidente;
c) mil pesos oro (RD$1,000.00) a favor de Abull M. Mustafá
hijo, por los daños ocasionados por los desperfectos de su
vehículo en el accidente; TERCERO: Confirma la senten-
cia recurrida en sus demás aspectos; CUARTO: Condena a
los recurrentes al pago de las costas civiles de la alzada con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Antonio
Camino Rivera, abogado de la parte civil, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara esta
sentencia común y oponible a la Compañía La Universal de
Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del ve-
hículo que causó el accidente, en virtud del artículo 10 de la
Ley 4117"; c) que sobre los recursos de casación interpues-
tos por Sergio Pacheco de la Rosa, Agustín de Jesús Gómez
Pérez, y la Compañía La Universal de Seguros, C. por A., la
Suprema Corte de Justicia dictó el 5 de septiembre de 1980,
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIME-
RO: Admite como interviniente a Abdull Mallit Mustafá y
Dr. Juan M. de Jesús Lamarche Patín, en los recursos de
casación interpuestos por Sergio Pacheco de la Rosa,
Agustín de Jesús Gómez Pérez y la Universal de Seguros, C.
por A., contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales, el 6 de diciembre de 1976, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo aparece copiado en
parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Casa la men-
cionada sentencia y envía el asunto por ante la Corte de
Apelación de San Cristóbal, en las mismas atribuciones; y
TERCERO: Declara las costas penales de oficio y compen-
sa las civiles entre las partes"; d) que apoderada por envío
la Corte de Apelación de San Cristóbal, intervino la senten-
cia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los.
recursos de apelación interpuestos por el Dr. José Antonio
Matos, a nombre y representación de Sergio Pacheco de la

Rosa, de la persona civilmente responsable Agustín de
Jesús Gómez Pérez y de la Compañía La Universal de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por la Oc-
tava Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 2 del mes de diciembre del año
1975, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara
al nombrado Sergio Pacheco de la Rosa, culpable de violar
los artículos 49 y 65 de la Ley 241, en consecuencia se le con-
dena al pago de una multa de cincuenta pesos oro
( RD$50.00) y al pago de las costas penales; Segundo: Se
declara al nombrado Abdull Mallit Mustafá hijo, no cul-
pable de violación a la Ley No. 241, en consecuencia se des-
carga y se declaran las costas de oficio; Tercero: Se de-
clara regular y válido en cuanto a la forma la constitución
en parte civil hecha en audiencia por los señores Juan N. de
Jesús Lamarche y Abdull Mallit Mustafá hijo, por me-
diación de su abogado Dr. Manuel Antonio Camino Rivera,
contra Agustín de Jesús Gómez Pérez, por haber sido hecho
de acuerdo con la Ley, en cuanto al fondo se condena a
Agustín de Jesús Gómez Pérez, persona civilmente respon-
sable al pago de una indemnización de: a) cuatro mil pesos
oro ( RO$4,000.00 ) a favor de Juan de Jesús L. Patín, por los
daños morales y materiales sufridos y la suma de seis mil
seiscientos setenta y tres pesos oro con cincuenta y cinco
centavos (RD$6,673.55), a favor de Abdull Mallit Mustafá
hijo, por las lesiones corporales sufridas por los gastos y
honorarios profesionales, e internamientos y daños y per-
juicios causados al vehículo de su propiedad; Cuarto: Se
condena a Agustín de Jesús Gómez Pérez, en su expresada
calidad al pago de las costas con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Manuel Antonio Camino Rivera, por
haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se declara la
presente sentencia común y oponible en su aspecto civil a la
Compañía La Universal de Seguros, C. por A., entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente de confor-
midad con el artículo 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor , por haberlos intentado
en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales;
asunto del cual se encuentra apoderada esta Corte, por en-
vío que hiciera la Suprema Corte de Justicia, mediante sen-
tencia de fecha 5 de septiembre de 1980; SEGUNDO: De-
clara que el nombrado Sergio Pacheco de la Rosa, es cul-
pable del delito de golpes y heridas involuntarios, en per-
juico de los señores Juan de Jesús Lamarche Patín, quien
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recibió lesiones curables después de diez y antes de veinte
días; de Abdul M. Mustafá hijo, quien recibió lesiones
curables después de noventa y antes de ciento veinte días,
en consecuencia, confirma la sentencia apelada en el as-
pecto penal, que condenó al prevenido Sergio Pacheco de la
Rosa, a pagar una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00)
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; TER-
CERO: Declara regular y válida la constitución en parte
civil, y condena a la persona civilmente responsable señor
Agustín de Jesús Gómez Pérez, a pagar las entidades si-
guientes: a) dos mil pesos oro (RD$2,000.00) a favor de
Juan de Jesús Rafael Lamarche Patín, y b) tres mil tres-
cientos veintitres, pesos con cincuenta y cinco centavos
(RD$3,323.55) a favor de Abdul M. Mustafá hijo, todos por
concepto de daños morales y materiales de todo género, que
les fueron ocasionados a dichos señores constituidos en par-
te civil, modificándose en el aspecto civil del proceso, la
referida sentencia apelada ; CUARTO: Condena al pre-
venido Sergio Pachecho, al pago de las costas penales;
QUINTO: Condena a la parte que sucumbe al pago de las
costas civiles y ordena que estas costas, sean distraídas en
provecho del Dr. Manuel A. Camino Rivera, quien afirmó
haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la
presente sentencia común y oponible a la Compañía La
Universal de Seguros, C. por A., por ser la entidad asegu-
radora del vehículo que originó el accidente" •

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro-
ponen los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación del artículo 1384 párrafo 1ro. del Código Civil por
desconocimientos de los elementos que conforman la co-
mitencia, lazo o relación indispensable para que sea atri-
buida responsabilidad civil a alguien por el hecho de otro.
Violación del artículo 1315 del mismo Código, en vista del
desconocimiento de las pruebas regularmente aportadas y
que son susceptibles de destruir la presunción de comitente
a preposé o defectuoso empleo de dichas pruebas; Segundo
Medio: Violación al artículo 10 de la Ley No. 4117, sobre
Seguro Obligatorio contra daños ocasionados por ve-
hículos de motor, por falsa aplicación, en razón de que se ha
hecho oponible inmerecidamente las condenaciones pues-
tas a cargo de una persona que falsamente se le imputa
civilmente responsable, a la Compañía Aseguradora;

Considerando, que los recurrentes exponen en sus dos
medios de casación, los cuales se reúnen para su examen
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por la estrecha relación que hay entre ellos, lo siguiente:
que Sergio Pacheco de la Rosa, conductor del camión, en el
momento que se produjo el accidente no era empleado de
Agustín de Jesús Gómez Pérez, persona demandada como
civilmente responsable; que el camión le había sido pres-
tado a Sergio Pachecho de la Rosa por Jesús María Paredes
quien era el verdadero empleado del propietario del ca-
minó; que la Corte a-qua ha deconocido los elementos que
conforman la comitencia, lazo o relación, indispensables
para que sea atribuida responsabilidad civil a alguien por
el hecho de otro; que en la sentencia impugnada se ha
violado el artículo 1ro. de la Ley No. 4117 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor al hacerle oponible una
sentencia auna persona que no podía ser condenada por no
ser comitente del prevenido;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta que
Agustín de Jesús Gómez Pérez, propietario del camión que'
ocasionó el accidente admitió que Jesús María Paredes era
su empleado y el chofer habitual del camión y que si éste lo
prestó a Sergio Pacheco de la Rosa, para que lo condujera
fue sin su consentimiento; pero,

Considerando, que en virtud del artículo 1384, tercera
parte del Código Civil, y los amos y comitentes son respon-
sables del daño causado por sus empleados y dependientes,
aún cuando estos hayan cometido un abuso en el ejercicio o
en ocasión de sus funciones, con excepción de los casos en
que la víctima se haya asociado al autor de las faltas co-
metidas, lo que no sucedió en la especie;

Considerando, en consecuencia el hecho del chofer Jesús
María Paredes, empleado del recurrente, de prestar a un
tercero para que condujera el camión del cual era su chofer
habitual, en la época y en ocasión de su trabajo, constituye
una falta cometida en el ejercicio de sus funciones que com-
promete legalmente la responsabilidad civil de su comiten-
te Agustín de Jesús Gómez Pérez, que por tanto los medios
que se examinan carecen de fundamento y debe ser deses-
timados;

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que la Corte a -qua mediante la ponderación de
los elementos de juicios que fueron regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa dio por establecido lo
siguiente: a) que el día 23 de julio de 1974, ocurrió una co-
lisión entre el camión placa No. 501-488, propiedad de Agus-

tín de Jesús Gómez Pérez, asegurado con la Compañía La
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recibió lesiones curables después de diez y antes de veinte
días; de Abdul M. Mustafá hijo, quien recibió lesiones
curables después de noventa y antes de ciento veinte días,
en consecuencia, confirma la sentencia apelada en el as-
pecto penal, que condenó al prevenido Sergio Pacheco de la
Rosa, a pagar una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00)
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; TER-
CERO: Declara regular y válida la constitución en parte
civil, y condena a la persona civilmente responsable señor
Agustín de Jesús Gómez Pérez, a pagar las entidades si-
guientes: a) dos mil pesos oro ( RD$2,000.00) a favor de
Juan de Jesús Rafael Lamarche Patín, y b) tres mil tres-
cientos veintitres, pesos con cincuenta y cinco centavos
RD$3,323.55) a favor de Abdul M. Mustafá hijo, todos por

concepto de daños morales y materiales de todo género, que
les fueron ocasionados a dichos señores constituidos en par-
te civil, modificándose en el aspecto civil del proceso, la
referida sentencia apelada ; CUARTO: Condena al pre-
venido Sergio Pachecho, al pago de las costas penales;
QUINTO: Condena a la parte que sucumbe al pago de las
costas civiles y ordena que estas costas, sean distraídas en
provecho del Dr. Manuel A. Camino Rivera, quien afirmó
haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la
presente sentencia común y oponible a la Compañía La
Universal de Seguros, C. por A., por ser la entidad asegu-
radora del vehículo que originó el accidente" •

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro-
ponen los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación del artículo 1384 párrafo lro. del Código Civil por
desconocimientos de los elementos que conforman la co-
mitencia, lazo o relación indispensable para que sea atri-
buida responsabilidad civil a alguien por el hecho de otro.
Violación del artículo 1315 del mismo Código, en vista del
desconocimiento de las pruebas regularmente aportadas y
que son susceptibles de destruir la presunción de comitente
a preposé o defectuoso empleo de dichas pruebas ; Segundo
Medio: Violación al artículo 10 de la Ley No. 4117, sobre
Seguro Obligatorio contra daños ocasionados por ve-
hículos de motor, por falsa aplicación, en razón de que se ha
hecho oponible inmerecidamente las condenaciones pues-
tas a cargo de una persona que falsamente se le imputa
civilmente responsable, a la Compañía Aseguradora ;

Considerando, que los recurrentes exponen en sus dos
medios de casación, los cuales se reúnen para su examen
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por la estrecha relación que hay entre ellos, lo siguiente:
que Sergio Pacheco de la Rosa, conductor del camión, en el
momento que se produjo el accidente no era empleado de
Agustín de Jesús Gómez Pérez, persona demandada como
civilmente responsable; que el camión le había sido pres-
tado a Sergio Pachecho de la Rosa por Jesús María Paredes
quien era el verdadero empleado del propietario del ca-
minó; que la Corte a-qua ha deconocido los elementos que
conforman la comitencia, lazo o relación, indispensables
para que sea atribuida responsabilidad civil a alguien por
el hecho de otro; que en la sentencia impugnada se ha
violado el artículo lro. de la Ley No. 4117 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor al hacerle oponible una
sentencia a una persona que no podía ser condenada por do
ser comitente del prevenido;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta que
Agustín de Jesús Gómez Pérez, propietario del camión que'
ocasionó el accidente admitió que Jesús María Paredes era
su empleado y el chofer habitual del camión y que si éste lo
prestó a Sergio Pacheco de la Rosa, para que lo condujera
fue sir. su consentimiento; pero,

Considerando, que en virtud del artículo 1384, tercera
parte del Código Civil, y los amos y comitentes son respon-
sables del daño causado por sus empleados y dependientes,
aún cuando estos hayan cometido un abuso en el ejercicio o
en ocasión de sus funciones, con excepción de los casos en
que la víctima se haya asociado al autor de las faltas co-
metidas, lo que no sucedió en la especie;

Considerando, en consecuencia el hecho del chofer Jesús
María Paredes, empleado del recurrente, de prestar a un
tercero para que condujera el camión del cual era su chofer
habitual, en la época y en ocasión de su trabajo, constituye
una falta cometida en el ejercicio de sus funciones que com-
promete legalmente la responsabilidad civil de su comiten-
te Agustín de Jesús Gómez Pérez, que por tanto los medios
quumeasdeosexaminan carecen de fundamento y debe ser deses-

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que la Corte a-qua mediante la ponderación de
los elementos de juicios que fueron regularmente admínís-
trados en la instrucción de la causa dio por establecido lo
siguiente: a) que el día 23 de julio de 1974, ocurrió una co-
lisión entre el camión placa No. 501-488, propiedad de Agus-
tín de Jesús Gómez Pérez, asegurado con la Compañía La



BOLBTIN ittl5ICIAL

presente fallo; SEGUNDO: Rechaza los referidos recursos;

, Ab.. TERCERO: Condena a Agustín rayéndolas en provecho dedele
de Jesús Gómez Pérez, al

r w 
pago de las costas civiles, distrayén 
Dr. Manuel A. Camino Rivera, quien afirma haberlaS
avanzado en su totalidad y las hace oponibles a la compañía
L Universal de Seguros, C. por A., dentro de los términos
La
de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. AlburquerquS.,

e

tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo U. GOie0Chea 

Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo, Secretario

sente sentencia ha sido dada y firmada por los sé-
•,...,General .La pre

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años,m en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por í, Secretario General,
que certifico. (Firmado : Miguel Jmacobo.
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Universal de Seguros, C. por A., y el automóvil placa No.
207-800, conducido por su propietario Abdul M. Mustafá
`hijo, mientras el primero transitaba de Oeste a Este por la
calle José Contreras, frente a la Universidad Autónoma de
Santo Domingo y este último en dirección contraria por la
misma vía resultando con lesiones corporales Juan M. de
Jesús Rafael Lamarche P., curables después de 45 y antes
de 60 días, y Abdul M. Mustafá hijo, curables después de 90
y antes de 120 días y daños al vehículo propiedad de éste
último; c) que el hecho se debió a la imprudencia, negligen-
cia y torpeza del prevenido Sergio Pacheco de la Rosa, por
no mantener una distancia prudente detrás de una ca-
mioneta que marchaba delante; conducir su vehículo a una
velocidad prudente para no verse en la necesidad de dar el
viraje violento que produjo la colisión ; a) que la Ley No. 241
sobre Tránsito y Vehículos castiga el hecho puesto a cargo
de Sergio Pacheco de la Rosa, en su letra b) del artículo 49,
con penas de tres (3) meses a un (1) año de prisión y multa
de cincuenta pesos oro (RD$50.00) a trescientos pesos oro
( RD$300.00 ) ;

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido que
el hecho del prevenido Sergio Pacheco de la Rosa, había
causado daños a las partes civiles constituidas, daños y per-
juicios morales y materiales que evaluó en la suma de dos
mil pesos oro (RD2,000.00) los concernientes a Juan de
Jesús Rafael Lamarche y de tres mil trescientos veintitres
pesos oro con cincuenta y cinco centavos (RD$3,323.55) los
relativos a Abdul M. Mustafá hijo, que al condenar al
recurrente como persona civilmente responsable al pago de
esas sumas a título de indemnización en provecho de las in-
dicadas personas, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1384 del Código Civil, que asimismo,
al hacer oponibles dichas condenaciones a la Compañía
Aseguradora puesta en causa, hizo también una r orrecta
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
sobré Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como in-
tervinientes a Juan de Jesús Rafael Lamarche Patín y Ab-
dul M. Mustafá hijo, en los recursos de casación in-
terpuestos por Agustín de Jesús Gómez Pérez y la Com-
pañía La Universal de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
en sus atribuciones correccionales, el 16 de noviembre de
1981. cuyo dispositivo se h a copiado en parte anterior del
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Universal de Seguros, C. por A., y el automóvil placa No.
:207-800, conducido por su propietario Abdul M. Mustafá
'hijo, mientras el primero transitaba de Oeste a Este por la
calle José Contreras, frente a la Universidad Autónoma de
Santo Domingo y este último en dirección contraria por la
misma vía resultando con lesiones corporales Juan M. de
Jesús Rafael Lamarche P., curables después de 45 y antes
de 60 días, y Abdul M. Mustafá hijo, curables después de 90
y antes de 120 días y daños al vehículo propiedad de éste
último; c) que el hecho se debió a la imprudencia, negligen-
cia y torpeza del prevenido Sergio Pacheco de la Rosa, por
no mantener una distancia prudente detrás de una ca-
mioneta que marchaba delante; conducir su vehículo a una
velocidad prudente para no verse en la necesidad de dar el
viraje violento que produjo la colisión ; a) que la Ley No. 241
sobre Tránsito y Vehículos castiga el hecho puesto a cargo
de Sergio Pacheco de la Rosa, en su letra b) del artículo 49,
con penas de tres (3) meses a un (1) año de prisión y multa
de cincuenta pesos oro (RD$50.00) a trescientos pesos oro
(RD$300.00);

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido que
el hecho del prevenido Sergio Pacheco de la Rosa, había
causado daños a las partes civiles constituidas, daños y per-
juicios morales y materiales que evaluó en la suma de dos
mil pesos oro (RD2,000.00) los concernientes a Juan de
Jesús Rafael Lamarche y de tres mil trescientos veintitres
pesos oro con cincuenta y cinco centavos ( RD$3,323.55) los
relativos a Abdul M. Mustafá hijo, que al condenar al
recurrente como persona civilmente responsable al pago de
esas sumas a título de indemnización en provecho de las in-
dicadas personas, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1384 del Código Civil, que asimismo,
al hacer oponibles dichas condenaciones a la Compañía
Aseguradora puesta en causa, hizo también una correcta
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor:

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como in-
tervinientes a Juan de Jesús Rafael Lamarche Patín y Ab-
dul M. Mustafá hijo, en los recursos de casación in-
terpuestos por Agustín de Jesús Gómez Pérez y la Com-
pañía La Universal de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
en sus atribuciones correccionales, el 16 de noviembre de
1981, cuyo dispositivo se h a copiado en parte anterior del
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presente fallo; SEGUNDO: Rechaza los referidos recursos;
EERCERO: Condena a Agustín de Jesús Gómez Pérez, ate
pago de las costas civiles, distrayéndolas en provecho del
Dr. Manuel A. Camino Rivera, quien afirma haberlaS
avanzado en su totalidad y las hace oponibles a la compañía
La Universal de Seguros, C. por A., dentro de los términos
de la Póliza.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los s--
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años,m en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado: Miguel Jacobo.
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de SantoDomingo, de fecha 12 de julio de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Espormenio !Terrera Arias, Jesús María
Fernández Abud y la Real de Seguros, S. A.

Abogado (s): Dr. J. O. Viñas Bonnelly.

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente ( s ): Sergio Nanita Dujaric y compartes.

Abogado ( s): Dres. A. Bienvenido Figuereo Méndez
Ramón A. Ortiz Peña

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Albruquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de oc-tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Espormenio
Herrera Arias, dominicano, mayor de edad, domiciliado en
la prolongación José Contreras No. 7, cédulas No. 27196,serie 12; Jesús María Fernández Abud, dominicano, mayorde edad, cédula No. 139502, serie Ira., y la Real de Seguros,
S. A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de Santo Domingo en sus atribuciones correccionales, el 12

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

ISaeVcRriseetPtaalirebíliaiacde la Corte a -qua, el 3 de septiembre de 1979, a
la de los recursos de casación levantada en la

requerimiento del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, cédula No.
18849, serie 56, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 2 de abril de 1982,
firmado por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly, abogado de los
recurrentes, en el cual se proponen los medios de casación
que se indican más adelante;

Visto el escrito de lis intervinientes, del 20 de mayo de

1982, firmado por los Dres. Ramón A. Ortiz Peña y Bien-
venido Figuereo M., cédulas Nos. 59546 y 12406, series Ira. y
12 respectivamente, abogados de los intervinientes, Sergio
Nanita Dujaric, Norma Nanita de Almonte, Ana María
Nanita de Lithgow, Arturo Nanita Dujaric, Juan Bta. Cu-
bilette y Grace Lidia Jiménez de Ortiz, dominicanos,
mayores de edad, los cuales hacen formal elección de
domicilio en la casa No. 54-A de la calle Montecristi, de esta
ciudad, cédulas Nos. 173430, 152516, 124888, 150697, 50060,

86538, serie 1ra., respectivamente;
Visto el auto dictado en fecha 14 de octubre del corriente

año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio de 1
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ra-
velo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se mencionan más adelante; y los ar-
tículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y

Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la au-

Y •

( le julio de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;
oído al alguacil de turno en la lectura del rol;



Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Albruquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
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la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
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de julio de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 3 de septiembre de 1979, a
requerimiento del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, cédula No.
18849, serie 56, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 2 de abril de 1982,
firmado por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly, abogado de los
recurrentes, en el cual se proponen los medios de casación
que se indican más adelante;

Visto el escrito de lds intervinientes, del 20 de mayo de
1982, firmado por los Dres. Ramón A. Ortiz Peña y Bien-
venido Figuereo M., cédulas Nos. 59546 y 12406, series 1ra. y
12 respectivamente, abogados de los intervinientes, Sergio
Nanita Dujaric, Norma Nanita de Almonte, Ana María
Nanita de Lithgow, Arturo Nanita Dujaric, Juan Bta. Cu-
bilette y Grace Lidia Jiménez de Ortiz, dominicanos,
mayores de edad, los cuales hacen formal elección de
domicilio en la casa No. 54-A de la calle Montecristi, de esta
ciudad, cédulas Nos. 173430, 152516, 124888, 150697, 50060,
86538, serie 1ra., respectivamente;

Visto el auto dictado en fecha 14 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ra-
velo de la Fuente, Leonte R. Alburquer que C., Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se mencionan más adelante; y los ar-
tículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la au-

iJ

Abogado (s): Dr. J. O. Viñas Bonnelly.

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente ( s ) : Sergio Nanita Dujaric y compartes.
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Copista Duarte el 1" de octubre de 1977, en el cual varias
personas resultaron con lesiones corporales, a
consecuencia de los cuales murió una de ellas, la Sexta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó el 26 de junio de 1978, una sentenica
cuyo dispositivo se copia más adelante, inserto en el del
fallo ahora impugnado; b) que sobre los recursos in-
terpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite
como regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto Por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly, en
fecha 28 de julio de 1978, a nombre y representación de
Esporminio Herrera Arias y de la Compañía de Seguros La
Real, S. A., contra sentencia de fecha 26 de junio de 1978,
dictada por la Sexta Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo •
dice así: 'Falla : Primero: Se declara al nombrado Juan
Bautista Cubillette, no culpable de violar la ley 241, y en.
consecuencia, se descarga de toda responsabilidad por no
haber cometido ninguna violación a las disposiciones
enumeradas en dicha ley, se declaran las costas de oficio,
en cuanto a él se refire; Segundo: Se declara al nombrado
Esporminio Enrique H. Arias, culpable de violar la ley 241,
en perjuicio de Sergio Nanita, Grace L. Jiménez Ortiz, y en
consecuencia se condena al pago de unba multa de Dos-
cientos Pesos Oro (RD$200 00) y costas, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Tercero: Se declara buena
y válida en la forma la constitución en parte civil intentada
por Esporminio Enrique H. Arias y Jesús María Fernández
Abud, en contra de Juan Bautista Cubillette, por haberla
hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en
consecuencia y en cuanto al fondo, se rechazan por im-
procedentes y mal fundadas; ('uarto: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil intentadá por Sergio
Nanita de Almonte, Ana María Nanita de Ditho Ñ. Dujarric,
Juan Bra. Cubillette y Grace Lidia Jiménez Fernández, por
haberla hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en
consecuencia, se condena a Esporminio H. Arias y Jesús
M. Fernández Abud, solidariamente, al pago de las in-
demnizaciones siguientes: a) la suma de Cuatro mil pesos
oro ( RD$4,000.00) a favor de Juan Bla. Cubillette, como jus-
ta reparación por los daños y perjuicios ocasionádole a su
vehículo con el accidente; b) la suma de Doce mil pesos oro
(RD$12,000.00) a favor de Sergio N. Dujarric, Norma N. de
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Almonte, Ana M. Nanita de Lithgow y Arturo A. Dujaric,
como justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por ellos con la muerte de su padre, señor Sergio
Nanita Dujaric„ en dicho accidente; y c) la suma de Un mil
pesos oro (RD$1,000.00) a favor de Grace Lidia Jiménez de
Ortiz, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales ocasionádole en el susodicho accidente; Quinto: Se
condena solidariamente a Esporminio Herrera Arias y
Jesús María Fernández Abud, al pago de los intereses
legales de las sumas acordadas, a titulo de indemnización
complementaria y a partir de la fecha de la demanda, más
al pago de las costas civiles con distracción de las mismas
en provecho de los Dres. Ramón A. Ortiz Peña y A. Bien-
venido F. Méndez, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; Sexto: Se declara que la presente sentencia le
sea común, y oponible a la Compañía La Real de Seguros, S.
A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente; Séptimo: Se rechazan las conclusiones del
abogado de la defensa y la Compañía de Seguros La Real de
Seguros, S. A., por improcedente y mal fundadas'.- Por ha-
berlo hecho de acuerdo a las formalidades legales;
SECUNDO: En cuanto al fondo confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida; TERCERO: Condena al pre-
venido Esporminio Herrera Arias, y Jesús María Fernán-
dez Abud, al pago de las costas penales y civiles con dis-
tracción de las civiles en provecho de los Dres. Ramón A.
Ortiz Peña y A. Bienvenido F. Méndez, abogados que
afirman haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO:
Declara esta sentencia común y oponible a la Compañía La
Real de Seguros, S. A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo causante del accidente":

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugnan los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Desnaturalización de los hechos y errónea
interpretación del testimonio y de las declaraciones de las
partes; insuficiencia y/o falta de motivos; falta de base
lega; Segundo Medio: Violación, por falsa aplicación, del
artículo 49 de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos;
Violación por falsa aplicación de los artículos 61, párrafo a)
y 65 de la Ley 241; absoluta falta de motivos; Tercer Medio:
Violación a las reglas generales de la prueba civil y es-
pecialmente en relación a las calidades de las partes
demandantes en el proceso, y en consecuencia, violaciór
asimismo de los artículos 1382 y siguientes del Código Civi
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el accidente; Séptimo: Se rechazan las conclusiones del
abogado de la defensa y la Compañía de Seguros La Real de
Seguros, S. A., por improcedente y mal fundadas'.- Por ha-
berlo hecho de acuerdo a las formalidades legales;
SEGUNDO: En cuanto al fondo confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida; TERCERO: Condena al pre-
venido Esporminio Herrera Arias, y Jesús María Fernán-
dez Abud, al pago de las costas penales y civiles con dis-
tracción de las civiles en provecho de los l)res. Ramón A.
Ortiz Peña y A. Bienvenido F. Méndez, abogados que
afirman haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO:
Declara esta sentencia común y oponible a la Compañía La
Real de Seguros. S. A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo causante del accidente":

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugnan los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Desnaturalización de los hechos y errónea
interpretación del testimonio y de las declaraciones de las
partes; insuficiencia y/o falta de motivos; falta de base
lega; Segundo Medio: Violación, por falsa aplicación, del
artículo 49 de la Ley 291, sobre Tránsito y Vehículos;
Violación por falsa aplicación de los artículos 61, párrafo a)
y 65 de la Ley 241; absoluta falta de motivos; Tercer Medio:
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pecialmente en relación a las calidades de las partes
demandantes en el proceso, y en consecuencia, violaciór
asimismo de los artículos 1382 y siguientes del Código Civi
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que asimismo, se evidencia la culpabilidad de Herrera
Arins, al localizar los golpes que presentan los vehículos,
pareciendo los golpes del vehículo del conductor Cubillette

la parte trasera derecha, como afirmó el mencionado
aen
testigo y dan muestras las fotografías;

Considerando , que los Jueces del fondo son soberanos en
la apreciac ión de los hechos y en el valor de las
declaraciones de los testigos y procesados, salvo des-
naturalización que no ha ocurrido en la especie; que lo.
expuest o en el considerando anterior pone de manifiesto.
que. contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la.
sentencia impugnada contienne una exposición de los.
hechos que lejos de haber sido desnaturalizados, se les ha
atribu ido su verdadero sentido y alcance, que ha permitido"
a esta Corte determinar que la ley ha sido bien aplicada en•
la especie y que la sentencia impugnada contiene motivos
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo; que
como las infracciones previstas en los artículos 61 y 65 de la
Ley No. 241, sobre Tránsito y Vehículos, habían perdido su
individualidad para convertirse en elementos que carac-
terizan la falta a que se refiere el artículo 49 de la misma

leo
.F ley, su aplicación carece de relevancia;

Considerando, que los hechos comprobados so-
beranamente por la Corte a-qua, tal como han sido rela-
tados anteriormente constituyen a cargo del prevenido

• ' Esporminio Enrique Arias Herrera, los delitos de golpes y
heridas involuntarias causadas con el manejo de un
vehículo de motor, que ocasionaron una enfermedad o
imposibilidad de dedicarse a su trabajo por un período
menor de diez días, en agravio de Grace L. J iménez de Or-
tiz, y que ocasionaron la muerte a Sergio Nanita, previstos
por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967. sobre Tránsito y
Vehículos, y sancionados en su más alta expresión por el
inciso 1° del mismo artículo, con las penas de dos a cinco
años de prisión y multa de quinientos a dos mil pesos; que al
condenarlo al pago de una multa de doscientos pesos,
acogiendo a su favor circunstanicas atenuantes, la Corte a-
citiumaaldeoi sm; puso una pena ajustada a la ley;

Considerando, que, en consecuencia, los medios que si
examinan carecen de fundamento y deben ser deses-

Considerando, que en su tercer medio los recurrentes
alegan en síntesis, lo siguiente: a) que la Corte a-qua ad-
mitió la constitución en parte civil de Ana María y Enrique
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tanto en cuanto al primer medio y al segundo como al tercer
medio invocados;

Considerando, que en sus dos primeros medios reunidos
por su estrecha relación, los recurrentes alegan, en síntesis,
que la sentencia impugnada adolece de los vicios que se se-
ñalan en dichos medios, en razón de que: a) la Corte a-qua
no definió, como era su deber, las faltas de imprudencia,
negligencia y torpeza, que imputa al prevenido recurrente;
b) deduce esas faltas falsamente del hecho de que conducía
su vehículos en forma temeraria; desnaturaliza los hechos
y testimonios de la causa, al hacerle derivar consecuencias
contrarias a la realidad de los hechos; c) incurre en falta de
base legal ya que si sus apreciaciones se hubiesen ajustado
a la documentación testimonial y al estado físico de esos
hechos, hubiese decidido de otra manera; d) el prevenido
recurrente no violó el artículo 49 de la Ley No. 241, sobre
Tránsito y Vehículos, por no haber cometido ninguna de las
faltas previstsas por ese texto; y e) los artículos 61 y 65 de la
mencionada Ley no son aplicables en el caso; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido los hechos siguientes: a) que a las 5:30 del 1° de
octubre de 1977, mientras el prevenido recurrente conducía
el carro placa No. 152-328, propiedad de Jesús María
Fernández A., de Este a Oeste, por la Autopista
Duarte, al llegar a la esquina de la calle Ami-
Hería, se produjo un choc,ue con el carro placa
No. 137-640 conducido por su propietario Juan
Bautista Cubil]ettc, el cual transitaba de Oeste a Este por la
misma vía; b) que a consecuencia de ese accidente su-
frieron lesiones que curaron antes de diez días Esporminio
Enrique Herrera Arias y Grace L. Jiméndez _de Ortiz, así
como Sergio Nanita, a consecuencia de los cuáles murió el
12 de octubre de 1977; y también el vehículo manejado por
Cubillette sufrió desperfectos; c) que el hecho se debió a la
imprudencia, negligencia y torpeza del prevenido recurren-
te, al conducir su vehículo en forma temeraria, ya que el
choque lo produce al ocupar la vía del otro conductor, quien
estaba prácticamente detenido; d) que el propio conductor
Herrera Arias manifiesta que no le dio tiempo para hacer
nada y le dio al otro vehículo, cuestión ésta valada por el
testigo Martínez, cuando manifiesta que Esporminio le dio
al otro vehículo con el frente en la Darte trasera derecha; e)

)
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tanto en cuanto al primer medio y al segundo como al tercer
medio invocados;

Considerando, que en sus dos primeros medios reunidos
por su estrecha relación, los recurrentes alegan, en síntesis,
que la sentencia impugnada adolece de los vicios que se se-
ñalan en dichos medios, en razón de que: a) la Corte a-qua
no definió, como era su deber, las faltas de imprudencia,
negligencia y torpeza, que imputa al prevenido recurrente;
b) deduce esas faltas falsamente del hecho de que conducía
su vehículos en forma temeraria; desnaturaliza los hechos
y testimonios de la causa, al hacerle derivar consecuencias
contrarias a la realidad de los hechos; c) incurre en falta de
base legal ya que si sus apreciaciones se hubiesen ajustado
a la documentación testimonial y al estado físico de esos
hechos, hubiese decidido de otra manera; d) el prevenido
recurrente no violó el artículo 49 de la Ley No. 241, sobre
Tránsito y Vehículos, por no haber cometido ninguna de las
faltas previstsas por ese texto; y e) los artículos 61 y 65 de la
mencionada Ley no son aplicables en el caso; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido los hechos siguientes: a) que a las 5 : 30 del 1° de
octubre de 1977, mientras el prevenido recurrente conducía
el carro placa No.	 152 -328, propiedad de Jesús María
Fernández A., de Este a Oeste, por la Autopista
Duarte, al llegar a la esquina de la calle Arti-
llería, se produjo un choci ue con el carro placa
No. 137-640 conducido por su propietario Juan
Bautista Cubillettc, el cual transitaba de Oeste a Este por la
misma vía; b) que a consecuencia de ese accidente su-
frieron lesiones que curaron antes de diez días Esporminio
Enrique Herrera Arias y Grace L. Jiméndez _de Ortiz, así
como Sergio Nanita, a consecuencia de los cuáles murió el
12 de octubre de 1977; y también el vehículo manejado por
Cubillette sufrió desperfectos; c) que el hecho se debió a la
imprudencia, negligencia y torpeza del prevenido recurren-
te, al conducir su vehículo en forma temeraria, ya que el
choque lo produce al ocupar la vía del otro conductor, quien
estaba prácticamente detenido; d) que el propio conductor
Herrera Arias manifiesta que no le dio tiempo para hacer
nada y le dio al otro vehículo, cuestión ésta valada por el
testigo Martínez, cuando manifiesta que Esporminio le dio
al otro vehículo con el frente en la parte trasera derecha; e)
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lie asimismo, se evidencia la culpabilidad de Herrera
Irlas, al localizar los golpes que presentan los vehículos,
apareciendo los golpes del vehículo del conductor Cubillette
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testigo y dan muestras las fotografías:
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la especie y que la sentencia impugnada contiene motivos
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo; que
como las infracciones previstas en los artículos 61 y 65 de la
Ley No. 241, sobre Tránsito y Vehículos, habían perdido su
individualidad para convertirse en elementos que carac-
terizan la falta a que se refiere el artículo 49 de la misma
ley, su aplicación carece de relevancia ;

	

Considerando, que los hechos comprobados 	 so-
beranamente por la Corte a-qua, tal como han sido rela-

, tados anteriormente constituyen a cargo del prevenido
Esporminio Enrique Arias Herrera, los delitos de golpes y

	

heridas involuntarias causadas con el manejo de	 un
vehículo de motor, que ocasionaron una enfermedad o
imposibilidad de dedicarse a su traba jo por un período
menor de diez días, en agravio de Grace L. Jiménez de Or-
tiz, y que ocasionaron la muerte a Sergio Nanita, previstos
por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967. sobre Tránsito y
Vehículos, y sancionados en su más alta expresión por el
inciso t° del mismo artículo, con las penas de dos a cinco
años de prisión y multa de quinientos a dos mil pesos; que al
condenarlo al pago de una multa de doscientos pesos,
acogiendo a su favor circunstanicas atenuantes, la Corte a-
gua le impuso una pena ajustada a la ley;

Considerando, que, en consecuencia, los medios que st
examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

Considerando, que en su tercer medio los recurrentes
alegan en síntesis, lo siguiente: a) que la Corte a -qua ad-
mitió la constitución en parte civil de Ana María y Enrique
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Ar'turo Nanita, y concedió a éstos una i ndemnización , stri•qué probaran su calidad de hijos de Sergio Nanita, ya ci-ue
las Actas de Nacimiento que hicieron valer fueron " promo-
vidas" por un señor llamado José Manuel Peña, sin ninguna
titularidad para establecer una filiación de padre a hijo; y1.)) que a Juan Bautista Cubillette se le otorgó una 

in-demnización sin existir en el expediente una certificación
médica que comprobara las lesiones que recibiera; pero,Considerando, que en cuanto al alegato marcado con la
letra a >, en el expediente existen dos extractos de Actas de'
Nacimiento, los cuales no fueron impugnados por los
recurrentes, y en los que constan que Ana María y Enrique
Arturo Nanita, son hijos legítimos de Sergio Nanita, cons-
tituyen una prueba suficiente de su calidad para cons-
tituirse en parte civil; que el alegato de que tales documen-
tos fueran promovidos por una persona extraña a a la
familia, no fue presentado ante las jurisdicciones de fondo,
por lo cual constituye un medio nuevo de casación, y pro
tanto, inadmisible;

Considerando, que, en cuanto al alegato marcado con la.
letra b), en la sentencia impugnada consta que la in-
demnización concedida a Juan Bautista Cubillette, tiene.
por objeto la re paración de los daños sufridos por él a.
consecuencia de los desperfectos recibidos por el vehículo.
de su propiedad, y no a lesiones corporales recibidas que-
sufriera;

Considerando, que, en consecuencia, el medio examinado.
carece de funamento y debe ser desestimado;

Considerando, que, asimismo la Corte a—qua dio por es-
tablecido que en el momento del accidente el prevenido
recurrente actuaba en sus funciones de preposé de Jesús
María Fernández Abud, y que con su hecho causó daños
morales y materiales a las personas constituidas en parte
civil; que al condenar tanto al prevenido como a la persona
civilmente responsable, al pago solidario de sendas in-
demnizaciones de RD$4,000.00 a favor de Juan Bautista Cu-
billette; de RD$12,000.00 a favor de Sergio Nanita Du ja ric,
Norma N. de Almonte, Ana M. Nanita de Lithgow y Enrique
A. Nanita Du jade ; y de RD$1,000.00 a favor de Grace L.
Jiméndez de Ortiz, así como al pago de los intereses legales
sobre dichas sumas a título de indemnización com-
plementaria, hizo una correcta aplicación de los artículos .
1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando, que, examinada la sentencia impugnada;

en so demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no cintiene vicio alguno que jus-

tifique su casación;
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes

a sergio Nanita Duiaric, Norma Nanita de Almonte, Ana

María Nanita de Lithgow, Enrique Arturo Nanita Duiaric,
Juan Bautista Cubillette y Grace Lidia Jiménez de Ort

r
iz, en

los recursos de casación interpuestos por Esporminio
Herrera Arias, Jesús María Fernández Abud y la Real de
Seguros, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correc-
cionales, el 12 de julio de 1979, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:

Rechaza dichos recursos; Tercero: Condena a Esporminio
Herrera Arias, al pago de las costas penales y a éste y a
Jesús María Fernández Abud, al pago de las costas civiles,
ordenando la distracción de ésta a favor de los Dres. Ramón
Ortiz Peña y A. Bienvenido Figuereo Méndez, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad, y las hace
oponibles a la Real de Seguros, S. A., en los términos de la
Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, F. E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo 11. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que '

certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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Arturo Nanita, y concedió a éstos una indemnización , sinqué probaran su calidad de hijos de Sergio Nanita, ya q-no
las Actas de Nacimiento que hicieron valer fueron "prorno..
vidas - por un señor llamado José Manuel Peña, sin ninguna
ti tularidad para establecer una filiación de padre a hijo; y
b) que a Juan Bautista Cubillette se le otorgó una in-
demnización sin existir en el expediente una certificación
médica que comprobara las lesiones que recibiera; pero

Considerando, que en cuanto al alegato marcado con la'
letra a ), en el expediente existen dos extractos de Actas de
Nacimiento, los cuales no fueron impugnados por los
recurrentes, y en los que constan que Ana María y Enrique
Arturo Nanita, son hitos legítimos de Sergio Nanita, cons-
tituyen una prueba suficiente de su calidad para cons-
t ituirse en parte civil; que el alegato de que tales documen-tos fueran promovidos por una persona extraña a a la
familia, no fue presentado ante las j urisdicciones de fondo,
por lo cual constituye un medio nuevo de casación, y pro
tanto, inadmisible;

Considerando, que, en cuanto al alegato marcado con la.
letra b), en la sentencia impugnada consta que la in-
demnización concedida a Juan Bautista Cubillette, tiene.por objeto la re paración de los daños sufridos por él a'
consecuencia de los desperfectos recibidos por el vehículo*
de su propiedad, y no a lesiones corporales recibidas que.
sufriera;

Considerando, que, en consecuencia, el medio examinado.
carece de funamento y debe ser desestimado;

Considerando, que, asimismo la Corte a —qua dio por es-.
tablecido que en el momento del accidente el prevenido'
recurrente actuaba en sus funciones de preposé de Jesús
María Fernández Abud, y que con su hecho causó daños
morales y materiales a las personas constituidas en parte
civil; que al condenar tanto al prevenido como a la persona
civilmente responsable, al pago solidario de sendas in-
demnizaciones de RD$4,000.00 a favor de Juan Bautista Cu-
billette; de RD$12,000.00 a favor de Sergio Nanita Dujaric,
Norma N. de Almonte, Ana M. Nanita de Lithgow y Enrique
A. Nanita Dujaric ; y de RD$1,000.00 a favor de Grace L.
Jiméndez de Ortiz, así con-so al pago de los intereses legales
sobre dichas sumas a título de indemnización com-
plementaria, hizo una correcta aplicación de los artículos
1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando, que, examinada la sentencia impugnada.

en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del

prevenido recurrente, no cintiene vicio alguno que jus-

t jfique su casación;
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes

a Sergio Nanita Duiaric, Norma Nanita de Almonte, Ana
Nlaría Nanita de Lithgow, Enrique Arturo Nanita Duiaric,
Juan Bautista Cubillette y Grace Lidia Jiménez de Ortiz, en
los recursos de casación interpuestos por Esporminio
Herrera Arias, Jesús María Fernández Abud y la Real de

Seguros, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correc-
cionales, el 12 de julio de 1979, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:

Recha za dichos recursos; Tercero: Condena a Esporminio
Berrera Arias, al pago de las costas penales y a éste y a
Jesús María Fernández Abud, al pago de las costas civiles,
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Póliza.

(FIRMADOS): Manuel I). Bergés Chupani, F. E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
• ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1982 No
27

Sentencia impugnada : 	 Corte de Apelación de Santu
Domingo de fecha 18 de marzo de 1980.

Materia : Correccional.

Recurrente ( s ) : Félix P. Brito y Aníbal de Jesús Almánzar
P. y Seguros Pepín, S. A.

Abogado (s): Dr. L. E. Norberto Rodríguez.

Recurrido (s):

Abogado ( s ):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupan i, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Al burquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Fuello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos per Félix
P. Brito, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, con
cédula No. 8062 serie 61, residente en el kilómetro 9 y 1/2 de
la carretera Duarte, Vieja, La Palma, de esta ciudad, Aní-
bal de Jesús Almánzar Polanco, dominicano, residente en
la calle Alexander Fleming esquina Rafael J. Castilló,
esta ciudad, y la Compañía de Seguros Pepín S. A., entidad
comercial domiciliada en la esquina formada por las calles
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liercedes y Palo Hincado, de esta ciudad, contra !?.. :zen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la.
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 18 de marzo
de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a -qua, el día 22 de diciembre de 1980,
a requerimiento del abogado Dr. Luis Eduardo Norberto R.,
cédula 21417, serie 2, actuando en representación de los
recurrentes, acta en la que n3 se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes de fecha
12 de julio de 1982, suscrito por su abogado Dr. Luis Eduar-
do Norberto R., en el que se proponen contra la sentencia
impugnada, los medios que luego se indican;

Visto el auto dictado en fecha 19 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani.
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernandc
E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S..
Máximo Fuello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes que se indican más adelante, y los artículos 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en que una persona
resultó con lesiones corporales, la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dic-
tó, en fecha 15 de enero de 1979, una sentencia cuyo dis-
positivo se transcribe más adelante; b) que sobre los
recursos interpuestos intervino la sentencia ahora im-
pugnada en casaación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Se declaran buenos y válidos, en
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos por
el Dr. Luis E. Norberto a nombre del prevenido Félix P.
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Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
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Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Félix
P. Brito, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, con
cédula No. 8062 serie 61, residente en el kilómetro 9 y 1/2 de
la carretera Duarte, Vieja, La Palma, de esta ciudad, Aní-
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esta ciudad, y la Compañía de Seguros Pepín S. A., entidad
comercial domiciliada en la esquina formada por las calles

Mercedes y Palo Hincado, de esta ciudad, contra !:-.> ,-:.-1,n-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la.
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 18 de marzo
de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretar ía de la Corte a-qua, el día 22 de diciembre de 1980,
a requerimiento del abogado Dr. Luis Eduardo Norberto R.,
cédula 21417, serie 2, actuando en representación de los
recurrentes , acta en la que no se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes de fecha
12 de julio de 1982, suscrito por su abogado Dr. Luis Eduar-
do Norberto R., en el que se proponen contra la sentencia
impugnada, los medios que luego se indican;

Visto el auto dictado en fecha 19 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani.
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernandc
E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Cas.
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S..
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes que se indican más adelante, y los artículos 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en que una persona
resultó con lesiones corporales, la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dic-
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positivo se transcribe más adelante; b) que sobre los
recursos interpuestos intervino la sentencia ahora im-
pugnada en casaación, cuyo dispositivo es el siguiente:
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Brito, Aníbal de Js. Almánzar Polanco, persona civilmente
responsable, y Cía. de Seguros Pepín, S. A., y por el Dr
Bienvenido Montero de los Santos, a nombre de la señor
Regina Encarnación, tutora de su hija menor Ellis Mora.
bia Encarnación, de fecah 11 de julio de 1979, contra sen.
tencia de fecha 15 de enero de 1979, de la Segunda Cámara
Penal del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así.
'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto en contra dei
nombrado Félix P. Brito, por no comparecer a ésta au-
diencia, para la cual estaba legalmente citado; Segundo: Se
declara al nombrado Félix P. Brito, culpable de violar los
artículos 49 y 65 de la Ley No. 241, y aplicando el principio
del no cúmulo de penas, así como tomando circunstancias
atenuantes a su favor se condena a pagar RD$100.00 ( cien
pesos oro) de multa; Tercero: Se condena al nombrado
Félix P. Brito, al pago de las costas penales; Cuarto: Se
declara buena y válida, la constitución en parte civil hecha,
por la nombrada Regina Encarnación, en su calidad de ma-
dre y tutora legal de la menor Ellis Morabia Encarnación,.
por medio de su abogado Dr. Bienvenido Montero de los
Santos, por ser regular en la forma; Quinto: En cuanto al
fondo de la referida constitución en parte civil se condena
conjunta y solidariamente a los nombrados Félix P. Brito y
Aníbal de Jesús Almánzar Polanco, en sus calidades de pre-
venido y persona civilmente responsable, a pagar a la nom-
brada Regina Encarnación, la suma de RD$800.00
(ochocientos peso oro), como justa indemnización por los
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ella a
consecuencia de los golpes recibidos por su hija menor Ellis
Morabia Encarnación, en el accidente de que se trata, así
como también al pago de los intereses legales de la suma
acordada, a partir de la fecha del accidente, hasta la total
ejecución de la sentencia, a título de indemnización suple-
toria; Sexto: Se condena a los nombrados Félix P. Brito y
Aníbal de Jesús Almánzar Polanco, al pago de las costas ci-
viles, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Bienvenido Montero de los Santos, abogado que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Se declara la
presente sentencia común oponible y ejecutable con todas
sus consecuencias legales a la Cía. de Seguros Pepín, S. A.,
por ser esta la entidad aseguradora del vehículo marca Dat-
sun, asegurado bajo póliza No. A-48779, todo de acuerdo
con la ley No. 4117, sobre seguro de vehículos de motor' ;-
SEGUNDO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra
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el prevenido Félix P. Brito por no haber comparecido no
obstante haber sido legalmente citado;- TERCERO: Se
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; -
cUARTO: Condena al prevenido Félix P. Brito, al pago de
las costas penales de la alzada y a Félix P. Brito y Aníbal de
Js. Almánzar Polanco, al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas a favor del Dr. Bienvenido Montero
de los Santos, quien afirma haberlas avanzado en su to-

talidad;- QUINTO: Se declara la presente sentencia,
común, oponible y ejecutable a la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., en su condición de entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente" ;

Considerando, que los recurrentes propone contra la sen-
tencia impugnada, el siguiente medio de casación: Insu-
ficiencia de motivos y consecuente falta de base legal y
áesnaturalización de los hechos;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su único
medio de casación los recurrentes alegan en síntesis, que la
víctima recibió golpes y heridas leves que curaron antes de
los primeros 20 días; que la parte civil estimó los daños
sufridos por ella en la suma de RD$480.00. y sin embargo la
Corte a-qua le otorgó una indemnización ascendente a
RDS800.00, desnaturalizanda de ese modo los hechos de la
causa; que en la sentencia impugnada no_ se dan motivos
que justifiquen el monto de esa indemnización, "ya que al
autor del daño no se le puede obligar más allá de lo que la
justicia y la equidad exige" ; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifesto que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regular-
mente aprobados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido los siguientes hechos: a) que siendo aproxima-
damente las 8:30 de la mañana del día 29 de marzo de 1976,
mientras el automóvil placa 205-657 propiedad de Aníbal de
Jesús Almánzar Polanco asegurado con la Compañía
Seguros Pepín S. A., y conducido por Félix P. Brito, transi-
taba por la carretera de Herrera, en dirección Norte-Sur, al
llegar a la entrada de la carretera Duarte vieja, atropelló a
la niña Allis Morabia Encarnación, de 9 arios de edad, cuan-
do dicha menor trataba de cruzar la vía; b) que la referida
menor sufrió lesiones corporales que curaron después de 10
y antes de 20 días; c) que el hecho se debió a la falta del pre-
venido Brito pues al "acercarse a la intersección debió ha-
ber reducido la marcha y avisar su proximidad en el caso
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Brito, Aníbal de Js. Almánzar Polanco, persona civilmente
responsable, y Cía. de Seguros Pepín, S. A., y por el Dr
Bienvenido Montero de los Santos, a nombre de la señora.Regina Encarnación, tutora de su hija menor Ellis Mora.
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Félix P. Brito, al pago de las costas penales; Cuarto: Se
declara buena y válida, la constitución en parte civil hecha,
por la nombrada Regina Encarnación, en su calidad de ma-
dre y tutora legal de la menor Ellis Morabia Encarnación,
por medio de su abogado Dr. Bienvenido Montero de los
Santos, por ser regular en la forma; Quinto: En cuanto al
fondo de la referida constitución en parte civil se condena
conjunta y solidariamente a los nombrados Félix P. Brito y
Aníbal de Jesús Almánzar Polanco, en sus calidades de pre-
venido y persona civilmente responsable, a pagar a la nom-
brada Regina Encarnación, la suma de RD$800.00
(ochocientos peso oro), como justa indemnización por los
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ella a
consecuencia de los golpes recibidos por su hija menor Ellis
Morabia Encarnación, en el accidente de que se trata, así
como también al pago de los intereses legales de la suma
acordada, a partir de la fecha del accidente, hasta la total
ejecución de la sentencia, a título de indemnización suple-
toria; Sexto: Se condena a los nombrados Félix P. Brito y
Aníbal de Jesús Almánzar Polanco, al pago de las costas ci-
viles, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Bienvenido Montero de los Santos, abogado que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Se declara la
presente sentencia común oponible y ejecutable con todas
sus consecuencias legales a la Cía. de Seguros Pepín, S. A.,
por ser esta la entidad aseguradora del vehículo marca Da t-
sun, asegurado bajo póliza No. A-48779, todo de acuerdo
con la ley No. 4117, sobre seguro de vehículos de motor' ;-
SEGUNDO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra
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el prevenido Félix P. Brito por no haber comparecido no
obstante haber sido legalmente citado;- TERCERO: Se

confirma en todas sus partes la sentencia recurrida;-
CUARTO: Condena al prevenido Félix P. Brito, al pago de
las costas penales de la alzada y a Félix P. Brito y Aníbal de
Js. Almánzar Polanco, al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas a favor del Dr. Bienvenido Montero

de 
los Santos, quien afirma haberlas avanzado en su to-

talidad ; - QUINTO: Se declara la presente sentencia,

común, oponible y ejecutable a la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., en su condición de entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente" ;

Considerando, que los recurrentes propone contra la sen-
tencia impugnada, el siguiente medio de casación: Insu-
ficienc ia de motivos y consecuente falta de base legal y
desnaturalización de los hechos;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su único
medio de casación los recurrentes alegan en síntesis, que la
víctima recibió golpes y heridas leves que curaron antes de
los primeros 20 días; que la parte civil estimó los daños
sufridos por ella en la suma de RD$480.00 y sin embargo la
Corte a-qua le otorgó una indemnización ascendente a
RD$800.00, desnaturaliza ndo de ese modo los hechos de la
causa; que en la sentencia impugnada no_se dan motivos
que justifiquen el monto de esa indemnizació n , "ya que al
autor del daño no se le puede obligar más allá de lo que la
justicia y la equidad exige" ; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifesto que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regular-
mente aprobados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido los siguientes hechos: a) que siendo aproxima-
damente las 8:30 de la mañana del día 29 de marzo de 1976,
mientras el automóvil placa 205-657 propiedad de Aníbal de
Jesús Almánzar Polanco asegurado con la Compañía
Seguros Pepín S. A., y conducido por Félix P. Brito, transi-
taba por la carretera de Herrera, en dirección Norte-Sur, al
llegar a la entrada de la carretera Duarte vieja, atropelló a
la niña Allis Morabia Encarnación, de 9 arios de edad, cuan-
do dicha menor trataba de cruzar la vía: b) que la referida
menor sufrió lesiones corporales que curaron después de 10
y antes de 20 días; c) que el hecho se debió a la falta del pre-
venido Brito pues al "acercarse a la intersección debió ha-

"ber reducido la marcha y avisar su proximidad en el caso

1
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necesario" y además, tomar todas las precauciones para no
arrollar a los peatones, aún cuando éstos estuviesen hacien-
do uso incorrecto de la vía;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heri-
das por impurdencia, causados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la ley 241 de
1967 y sancionado por la letra B) de dicho texto legal con
prisión de 3 meses a 1 año y multa de $50.00 a $300.00 pesos
si el lesionado resultare enfermo o imposibilitado de de-
dicarse a su trabajo por diez días o más, pero por menos de
20 días, como ocurrió en la especie; que al condenar al
prevenido Brito después de de declararlo culpable, a pagar
una multa de cien pesos, acogiendo circunstancias atenuan-
tes, la Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a la ley;

En cuanto a las condenaciones civiles

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido que
el hecho cometido pon el prevenido había ocasio-
nado daños y perjuicios materiales y morales
a la señora Regina Encarnación, parte civil cons-
tituida en su calidad de madre de la menor
agraviada, daños y perjuicios cuyo monto apreció
en la suma de $800.00 más los interese legales de esa suma,
a título de indemnización; que para fijar ese monto la Corte
a-qua tomó en cuanta el hecho de la referida menor sufrió
lesiones corporales que duraron después de 10 y antes de 20
días y al confirmar la sentencia del primer grado expuso en
la sentencia impugnada que esa suma era "equitativa y
justa tomando en consideración falta de la víctima"; que en
el expediente no consta que la parte civil constituida haya
reclamado una indemnización de $480.00 únicamente, como
alegan los recurrentes; que por otra parte el monto de la in-
demnización acordada ha quedado debidamente justificado
por los jueces del fondo; que, por tanto el medio de casación
de los recurrentes carece de fundamento y debe ser deses-
timado;

Considerando, que examinado el fallo impugnado en lo
concerniente al interés del prevenido, no contiene vicio
alguno que justifique su casación;

Considerando, que no procede estatuir acerca de las cos-
tas civiles porque la parte con interés contrario no se ha

presentado en esta instancia de casación a solicitarlas;
Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de

Jesús Almánzar Polanco y Seguros Pepín, S. A., contra.la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 18 de marzo
de 1980, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; y Segundo: Condena al prevenido recurrente
al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
r;er, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea s., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.



BOLETIN JUDICIAL	 1895
1894	 BOLETIN JUDICIAL

necesario" y además, tomar todas las precauciones para no
arrollar a los peatones, aún cuando éstos estuviesen hacien-
do uso incorrecto de la vía;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heri-
das por impurdencia, causados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la ley 241 de
1967 y sancionado por la letra B) de dicho texto legal con
prisión de 3 meses a 1 año y multa de $50.00 a $300.00 pesos
si el lesionado resultare enfermo o imposibilitado de de-
dicarse a su trabajo por diez días o más, pero por menos de
20 días, como ocurrió en la especie; que al condenar al
prevenido Brito después de de declararlo culpable, a pagar
una multa de cien pesos, cogiendo circunstancias atenuan-
tes, la Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a la ley;

En cuanto a las condenaciones civiles

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido que
el hecho cometido por el prevenido había ocasio-
nado daños y perjuicios materiales y morales
a la señora Regina Encarnación, parte civil cons-
tituida en su calidad de madre de la menor
agraviada, daños y perjuicios cuyo monto apreció
en la suma de $800.00 más los interese legales de esa suma,
a título de indemnización; que para fijar ese monto la Corte
a-qua tomó en cuanta el hecho de la referida menor sufrió
lesiones corporales que duraron después de 10 y antes de 20
días y al confirmar la sentencia del primer grado expuso en
la sentencia impugnada que esa suma era "equitativa y
justa tomando en consideración falta de la víctima"; que en
el expediente no consta que la parte civil constituida haya
reclamado una indemnización de $480.00 únicamente, como
alegan los recurrentes; que por otra parte el monto de la in-
demnización acordada ha quedado debidamente justificado
por los jueces del fondo; que, por tanto el medio de casacíón
de los recurrentes carece de fundamento y debe ser deses-
timado;

Considerando, que examinado el fallo impugnado en lo
concerniente al interés del prevenido, no contiene vicio
alguno que justifique su casación;

Considerando, que no procede estatuir acerca de las cos-
tas civiles porque la parte con interés contrario no se ha

presenta do en esta instancia de casación a solicitarlas;
Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de

Jesús Almánzar Polanco y Seguros Pepín, S. A., contra .1a
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 18 de marzo
de 1980, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; y Segundo: Condena al prevenido recurrente
al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerq ue Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea s., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1982
28

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, 3 de marzo de 1980.

Mateira : Penal.

Recurrente (s): Rafael Odalís Rosa Victoria y Unión de
Seguros, C. por A.,

Abogado (s) :

Recurrido (s):

Abogado (s) :

Interviniente (s): Flérida Terrero Alcántara.

Abogado (s) : Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darlo Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Rosa
Victoria, dominicano, mayor de edad, cédula No. 15041,serie Ira., domiciliado en la casa No. 49 de la Carretera de
Mendoza del Ensanche Alma Rosa de esta ciudad y la Unión
de Seguros, C. por A., en su domicilio social en la casa No.
263 de la ave. 27 de Febrero de esta ciudad, contra sen-
tencia, dictada en atribuciones correccionales, el 3 demarzo de 1980, por la Corte de Apelación de Santo Domingo,

e o dispositivo se copia más adelante;

-gy
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel Sepúlveda Luna, cédula No. 30288,

serie 2, abogado del interviniente, en la lectura de sus
conclusiones, interviniente que es Flérida Terrero Alca-
natar, dominicana, mayor de edad, soltera, cédula No.
28333, serie 15, domiciliada en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 14 de abril del 1980, a re-
querimiento del Dr. Juan Francisco Monclús C., cédula No.
75686, serie ira., en representación de los recurrentes; en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del interviniente del 6 de julio del 1981,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 19 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 193-, ;

La Suprema Corte de Justici. , después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241; 1383
del Código Civil; 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciu-
dad, el 18 de marzo de 1977, en el cual resultó un menor con
lesiones corporales, la Octava Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 19 de
julio de 1977, en atribuciones correccionales, una sentencia
cuyo dispositivo aprece copiado en el de la ahora im-
pugnada; Que sobre los recursos interpuestos intervino la
sentencia ahora impugnada en casación con el dispositivo
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara buen) y válido
el recurso de apelación en cuanto a la forma, interpuesto
Por el Dr. Armando Peña Sanquintín a nombre del señor
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la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Rosa
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28333, serie 15, domiciliada en esta ciudad;
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querimiento del Dr. Juan Francisco Monclús C., cédula No.
75686, serie ira., en representación de los recurrentes; en la
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La Suprema Corte de Justici. , después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241; 1383
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Rafael Odalís Rosa Victoria, en su doble calidad de pre_
venido y persona civilmente responsable y de la Compañíade Seguros Unión de Seguros, C. por A., de fecha 22 de 

fe-brero de 1978, contra sentencia de la Octava Cámara 
Penaldel Distrito Nacional, de fecha 17 de febrero de 1978, cuyo

dispositivo dice así: `Falla: Primero: Se pronuncia el de-
fecto contra el prevenido Rafael Odalís Rosa Victoria, por.
tador de la cédula personal de identidad No. 151041, serie
lra., domiciliado y residente en la carretera de MendozaNo. 49 Ens. Alma Rosa, por no haber comparecido no obs-
tante haber sido legalmente citado; Segundo: Se declara al
prevenido Rafael Odalís Rosa Victoria de generales ano-
tadas, y en consecuencia se le condena al pago de una mul-
ta de RD$30.00 (Treinta Pesos Oro) acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, y al pago de las costas penal";Tercero: Se declara buena y válida, en cuanto a la forma, la
constitución en parte civil hecha por la señora Flérida
Terrero Alcántara, por mediación de su abogado Dr.
Manuel Antonio Sepúlveda Luna, contra Rafael Odalís Rosa
Victoria, por haber sido hecha de conformidad con la ley, y
en cuanto al fondo, se condena a Rafael Odalís Rosa Vic-toria, prevenido y persona civilmente responsable, al pagode una indemnización de RD$7u0.00 (Setecientos Pesos oro)
a favor de Flérida Terrero Alcánatara como justa
reparación por los daños morales, materiales y corporales
sufridos por su hija menor Zeneida de Los Santos o Zeneida
Terrero, en el accidente, al pago de los intereses legales de
dicha suma a contar de la demanda, a título de in-demnización supletoria, y al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel Ant.
Sepúlveda Luna, quien afirma haberlas avanzado en su to-talidad; y Cuarto: Se declara la presente sentencia, común
y oponible en su aspecto civil a la compañía de Seguros
"Unión de Seguros" C. por A., entidad aseguradora delvehículo causante del accidente, de conformidad con el ar- y>
tículo 10 mod. de la Ley No. 4117, sobre seguro obligatorio
de vehículos de motor'; SEGUNDO: En cuanto al fondo se
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; 

.111111TERCERO: Se condena al señor Rafael Odalís Rosa Vic-
toria, en su doble calidad de prevenido y persona civilmente
responsable, al pago de las costas penales y civiles con dis-
tracción de las últimas en provecho del Dr. Manuel Antonio
Sepúlveda Luna, quien afirma haberlas avanzado en su to-talidad; CUARTO: Se declara la presente sentencia común.
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oponible y ejctuable a la Compañía Unión de Seguros, C. por

A. 
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó

.el accidente"
Considerando , que la Unión de Seguros, C. por A. ni en el

momento de interponer su recurso, ni posteriormente, han
expuesto los medios en que lo fundamenta, como lo exige a
pena de nulidad, el artículo 37 de la ley sobre Procedimiento
de Casación, por lo que su recurso se declara, nulo, y en
consecuencia sólo se procedería al examen del recurso del
prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar la cul-
pabilidad del prevenido y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido mediante la ponderación de los elementos de
juicio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, los hechos siguientes: a) que el 18 de marzo de 1977
mientras el prevenido conducía el vehículo de su propiedad
placa No. 107-550, por la calle "25 de Febrero", de esta ciu-
dad al llegar a la esquina con la calle "11" atropelló a la
menor, Zeneida de los Santos, cuando esta se disponía a
cruzar la calle, causándoles lesiones que curaron después
de 45 antes de 60 días; _que el hecho se debió a la im-
prudencia, negligencia y torpeza del prevenido al conducir
su vehículo por la referida calle, sin tomar las precauciones
necesarias, no obstantes el gran número de vehículos y pea-
tones que transitan por la citada vía;

Considerando, que los hechos así estableciso configuran a
cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
involuntarios ocasionados con la conducción de un vehículo
de motor previsto en el artículo 49 de la ley No. 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado en su letra c) con
las penas de seis meses a dos años de prisión y multa de cien
a quinientos pesos, si ha causado a la víctima una en-
fermedad o imposibilidad de dedicarse a su trabajo, duran-
te veinte días o _las días, como ocurrió en la especie; que,
por tanto, al con lenar al prevenido a una multa de treinta
pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua

le impuso una pena ajustada a la Ley;
Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho del prevenido Rafael Odalís Rosa
Victoria causó a la señora Flérida Terrero Alcántara, ma-
dre de la menor agraviada, constituida en parte civiil,
daños y perjuicos morales y materiales que evaluó en la
suma de RD$700.00; que por tanto, al condenar al prevenido
recurrente al pago de dicha así como al de los intereses

1
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constitución en parte civil hecha por la señora Flérida
Terrero Alcántara, por mediación de su abogado Dr.
Manuel Antonio Sepúlveda Luna, contra Rafael Odalís Rosa
Victoria, por haber sido hecha de conformidad con la ley y
en cuanto al fondo, se condena a Rafael Odalís Rosa Vic-toria, prevenido y persona civilmente responsable, al pagode una indemnización de RD$7u0.00 (Setecientos Pesos oro)
a favor de Flérida Terrero Alcánatara como justareparación por los daños morales, materiales y corporales
sufridos por su hija menor Zeneida de Los Santos o Zeneida
Terrero, en el accidente, al pago de los intereses legales de
dicha suma a contar de la demanda, a título de in-demnización supletoria, y al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel Ant.
Sepúlveda Luna, quien afirma haberlas avanzado en su to-talidad; y Cuarto: Se declara la presente sentencia, común
y oponible en su aspecto civil a la compañía de Seguros
"Unión de Seguros" C. por A., entidad aseguradora del
vehículo causante del accidente, de conformidad con el ar-
tículo 10 mod. de la Ley No. 4117, sobre seguro obligatoriode vehículos de motor'; SEGUNDO: En cuanto al fondo se
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida;TERCERO: Se condena al señor Rafael Odalís Rosa Vic-
toria, en su doble calidad de prevenido y persona civilmenteresponsable, al pago de las costas penales y civiles con dis-
tracción de las últimas en provecho del Dr. Manuel Antonio
Sepúlveda Luna, quien afirma haberlas avanzado en su to-.talidad; CUARTO: Se declara la presente sentencia común.
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oponible y ejctuable a la Compañía Unión de Seguros, C. por

A ., por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente" ;

Considerando , que la Unión de Seguros, C. por A., ni en el
momento de interponer su recurso, ni posteriormente, han
expuesto los medios en que lo fundamenta, como lo exige a
pena de nulidad, el artículo 37 de la ley sobre Procedimiento
de Casación, por lo que su recurso se declara, nulo, y en
consecuencia sólo se procedería al examen del recurso del
prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar la cul-
pabilidad del prevenido y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido mediante la ponderación de los elementos de
juicio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, los hechos siguientes: a) que el 18 de marzo de 1977
mientras el prevenido conducía el vehículo de su propiedad
placa No. 107-550, por la calle "25 de Febrero", de esta ciu-
dad al llegar a la esquina con la calle "11" atropelló a la
menor, Zeneida de los Santos, cuando esta se disponía a
cruzar la calle, causándoles lesiones que curaron después
de 45 y antes de 60 días; _que el hecho se debió a la im-
prudencia, negligencia y torpeza del prevenido al conducir
su vehículo por la referida calle, sin tomar las precauciones
necesarias, no obstantes el gran número de vehículos y pea-
tones que transitan por la citada vía;

Considerando, que los hechos así estableciso configuran a
cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
involuntarios ocasionados con la conducción de un vehículo
de motor previsto en el artículo 49 de la ley No. 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado en su letra c) con
las penas de seis meses a dos años de prisión y multa de cien
a quinientos pesos, si ha causado a la víctima una en-
fermedad o imposibilidad de dedicarse a su trabajo, duran-
te veinte días o : aás días, como ocurrió en la especie; que,
por tanto, al con lenar al prevenido a una multa de treinta
pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a -qua

le impuso una pena ajustada a la Ley;
Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho del prevenido Rafael Odalís Rosa
Victoria causó a la señora Flérida Terrero Alcántara, ma-
dre de la menor agraviada, cunstauida en parte civiil,
daños y perjuicos morales y materiales que evaluó en la
suma de RD$700.00; que por tanto, al condenar al prevenido
recurrente al pago de dicha así como al de los intereses_
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legales sobre la misma, a titulo de indemnización com-plementaria, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación delartículo 1383, del Código Civil;
Considerando, que examinada en sus demás aspectos lasentencia impugnadan, en lo que concierne al interés del

que justifique su casación;
Por tales Motivos, Primero: Admite como interviniente aFiérida Terrero Alcántara en los recursos de casación in-terpuestos por Rafael Odalís Rosa Victoria y la Unión de

Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en atri-buciones correccionales por la Corte de A pelación de SantoDomingo, el 3 de marzo de 1980, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulo elrecurso interpuesto por la Unión de Seguros -C. por A.,
Tercero: Rechaza el recurso del prevenido Rafael OdalísRosa Victoria; Cuarto: Condena al prevenido al pago de las
costas penales y civiles, ordenando la distracción de las
últimas a favor del Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna,
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad y las hace
oponible a la Unión de Seguros, C. por A., en los términosde la póliza'

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, 

Hugo H.Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-diencia pública del día, mes y año en él ex presados, y fueleída, firmada, y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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Sentencia impugnada: 

Sentencia de la 5ta. Cámara Penal
del Distrito Nacional, de fecha 19 de agosto de 1974.

Mate 	ce (nsa)l

Juan Moya Antigua.

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En 
Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.undoBergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, SegS
us -

tituto  de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de Pelarña, Hugo

H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo He-
rrera  Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencia s , en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de octubre de 1982,
años 139' de la Independencia y 119' de la Restauració n , dic-

ta en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Moya
Antigua, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, de
cédula No. 29061, S. 5., residente en la calle Barney Morgan

No. 145, 
de esta ciudad, prevenido, contra la sentencia dic-

tada por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en sur atribuciones correc-

cionales) el 19 de agosto de 1974, cuyo dispositivo se copia

más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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legales sobre la misma, a 1(tulo de indemnización com-plementaria, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación 
delartículo 1383, del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos 
lasentencia impugnadan, en lo que concierne al interés delque justifique su casación;

Por tales Motivos, Primero: Admite como interviniente aFlérida Terrero Alcántara en los recursos de casación in-terpuestos por Rafael Odalís Rosa Victoria y la Unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en 

atri-buciones correccionales por la Corte de Apelación de SantoDomingo, el 3 de marzo de 1980, cuyo dispositivo se copia enparte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulo elrecurso interpuesto por la Unión de Seguros C. por A.,
Tercero: Rechaza el recurso del prevenido Rafael OdalísRosa Victoria; Cuarto: Condena al prevenido al pago de lascostas penales y civiles, ordenando la di stracción de lasúltimas a favor del Dr. Manuel Antonio 

Sepúlveda Luna,quien afirma estarlas avanzando en su totalidad y las hace
oponible a la Unión de Seguros, C. por A., en los términosde la póliza'

(FIR
MADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-cer, F

ernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor Jarcia de Peña, Hugo H.Goicochea S., Máximo Puello envine, A belardo HerreraPiña, Miguel Jacobo,	 Secretario General.La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fueleída, firmada, y publicada por mí, Secretario General,que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1982 no.

2.4~
sentencia impugnada : Sentencia de la 5ta. Cámara Penal
del Distrito Nacional, de fecha 19 de agosto de 1974.

Materia: Penal.

Recurrente (s): Juan Moya Antigua.

Abogado (s):

Recurr ido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
1111.	 República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo
H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo He-
rrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de octubre de 1982,
años 139' de la Independencia y 119' de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Moya
Antigua, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, de
cédula No. 29061, S. 5., residente en la calle Barney Morgan
No. 145, de esta ciudad, prevenido, contra la sentencia dic-
tada por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones corree-
cionales1 el 19 de agosto de 1974, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;



sielh

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la F epública ;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua el 19 de agosto del ario 1974, a
requerimiento del Dr. Rafael L. Márquez, cédula No. 26811
serie 54, abogado del recurrente, en la que no se propon¿
ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 20 del mes de octubre del
corriente ario 1982, por el Magistrado Manuel Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y el fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 67, inciso lero. y 65 de la Ley
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos de Motor, y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en esta
ciudad el 18 de diciembre de 1973, en el cual ninguna per-
sona resultó con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de
la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el
lero de marzo de 1974, una sentencia en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; in-
serto en el de la ahora impugada; b) Que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo dice así: "Falla Primero: Declara bueno y
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto en fecha lero. de marzo de 1974, por el nombrado
Juan Moya Antigua, por intermedio del Dr. José Miguel
García García, contra la sentencia dictada en fecha lero. de
marzo de 1974, por el Juzgado de Paz de la Quinta Circuns-
cripción del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
'Filia: Primero: Se condena al nombrado Juan Moya An-
tigua al pago de RD$5.00 de multa por la violación al ar-
tículo No. 65 y 67 de la Ley No. 241, y al pago de las costas
penales; Segundo: Se descarga al nombrado Jesús María
Mercedes por no haber violado ningún artículo de la Ley
No. 241. Por haber sido hecho tiempo hábil: Segundo: En
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cuanto al fondo: Modifica la sentencia recurrida: Declara

l no
mbrado Juan Moya Antigua, de generales que constan,

u
c lpable del delito de violación a los artículos 67 incisoa
¡ero., y 65 de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos y en
consecuencia se condena al pago de una multa de Cinco
Pesos Oro ( RD$5.00) acogiendo circunstancias atenuantes
a su favor y al pago de las costas penales causadas en la
presente instancia.

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que el 18 de
diciembre de 1973, mientras Juan Moya Antigua transitaba
en dirección norte sur por la calle 39 de esta ciudad, con-
duciendo la guagua placa No. 300-052, propiedad de José
Flores, asegurada en la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., (SEDOMCA) póliza No. 2477, al llegar a la es-
quina Alexander Felming, chocó al carro placa No. 201-207,
conducido por Jesús María Mercedes propiedad de la
Asociación de Choferes Unidos que transitaba en la misma
dirección por la citada calle 39; b) que con el impacto el
último vehículo sufrió abolladuras en la puerta delantera;
e) que dicho prevenido fue imprudente mientras conducía
su vehículo pues se lanzó a rebasar un vehículo que corría
delante de él, no obstante avanzar en sentido contrario otro
vehículo.

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Cámara a-qua constituyen a cargo del prevenido Juan
Moya Antigua el delito de conducción temeraria y des-
cuidada con el manejo de un vehículo de motor, previsto en
el artículo 65 de la Ley 241, de 1967, y sancionado en el mis-
mo texto con multa no menor de RD$50 00 ni mayor de
RD$200.,00 o risión por un término no menor de (1) un mes
ni mayor de -(3) tres meses o ambas penas a la vez; que en
consecuencia la Cámara a-qua al condenar a dicho pre-
venido a pagar una multa de RD$5.00 le aplicó una sanción
inferior a la señalada por la Ley, pero tal error no puede
conducir a la casación de la sentencia impugnada en razón
de que su situación no le puede ser agravada sobre su
unico recurso;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al in-
terés del prevenido ningún vicio que amerite su casación;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Juan Moya Antigua
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la F epública;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua el 19 de agosto del año 1974, a
requerimiento del Dr. Rafael L. Márquez, cédula No. 26811,
serie 54, abogado del recurrente, en la que no se propone
ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 20 del mes de octubre del
corriente ario 1982, por el Magistrado Manuel Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y el fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 67, inciso lero. y 65 de la Ley
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos de Motor, y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en esta
ciudad el 18 de diciembre de 1973, en el cual ninguna per-
sona resultó con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de
la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el
lero de marzo de 1974, una sentencia en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; in-
serto en el de la ahora impugada; b) Que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo dice así: "Falla Primero: Declara bueno y
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto en fecha lero. de marzo de 1974, por el nombrado
Juan Moya Antigua, por intermedio del Dr. José Miguel
García García, contra la sentencia dictada en fecha lero. de
marzo de 1974, por el Juzgado de Paz de la Quinta Circuns-
cripción del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
'F-111a: Primero: Se condena al nombrado Juan Moya An-
tigua al pago de RD$5.00 de multa por la violación al ar-
tículo No. 65 y 67 de la Ley No. 241, y al pago de las costas
penales; Segundo: Se descarga al nombrado Jesús María
Mercedes por no haber violado ningún artículo de la Ley
No. 241. Por haber sido hecho tiempo hábil: Segundo: En
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Cuanto al fondo: Modifica la sentencia recurrida: Declara
al nombrado Juan Moya Antigua, de generales que constan,

e g lpable del delito de violación a los artículos 67 inciso
jero., y 65 de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos y en
consecuencia se condena al pago de una multa de Cinco
Pesos Oro ( RD$5.00) acogiendo circunstancias atenuantes
a su favor y al pago de las costas penales causadas en la
presente 

Considerando  i n s tanc, i aque en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que el 18 de
diciembre de 1973, mientras Juan Moya Antigua transitaba
en dirección norte sur por la calle 39 de esta ciudad, con-
duciendo la guagua placa No. 300-052, propiedad de José
Flores, asegurada en la Compañía Dominicana de Seguros.
C. por A., (SEDOMCA) póliza No. 2477, al llegar a la es-
quina Alexander Felming, chocó al carro placa No. 201-207,
conducido por Jesús María Mercedes propiedad de la
Asociación de Choferes Unidos que transitaba en la misma
dirección por la citada calle 39; b) que con el impacto el.
último vehículo sufrió abolladuras en la puerta delantera;
c) que dicho prevenido fue imprudente mientras conducía
su vehículo pues se lanzó a rebasar un vehículo que corría
delante de él, no obstante avanzar en sentido contrario otro
vehículo.

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Cámara a-qua constituyen a cargo del prevenido Juan
Moya Antigua el delito de conducción temeraria y des-
cuidada con el manejo de un vehículo de motor, previsto en
el artículo 65 de la Ley 241, de 1967, y sancionado en el mis-
mo texto con multa no menor de RD$50.00 ni mayor de
RD$200.,00 o )risión por un término no menor de (1) un mes
ni mayor de -(3) tres meses o ambas penas a la vez; que en
consecuencia la Cámara a-qua al condenar a dicho pre-
venido a pagar una multa de RD$5.00 le aplicó una sanción
inferior a la señalada por la Ley, pero tal error no puede
conducir a la casación de la sentencia impugnada en razón
dúenicqo

recurso;
Considerando,no le puede ser agravada sobre su

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al in-
terés del prevenido ningún vicio que amerite su casación;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Juan Moya Antigua
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
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cionales por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de lera

.
Instancia del Distrito Nacional en fecha 19 de agosto 

1974 'cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presea'te fallo; Segundo: Condena al prevenido recurrente al pago
de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel Bergés Chupani, Darío Balcácer,Fernando Ravelo de la Fuente, Leonte Al burquerque C .Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abela rdo'Herrera Piña, Máximo Puello Renville , Miguel Jacobo F.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Leonte R. Albruquerque C., Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelar-
do Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la
'Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del meí-
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto conjuntamente
por Epifanio de los Santos Tejada, dominicano, mayor.de
edad, chofer, cédula No. 11774, serie 68, domiciliado y re
sidente en Villa Altagracia en el Km. 61 de la carretera
Duarte; Luis Florentino Lorenzo, dominicano, mayor de
edad, cédula No. 76633, serie lra., domiciliado y residente
en esta ciudad, en el Ensanche Honduras del Oeste, en la
calle D. No. 14, y la Compañía San Rafael, C. por A., con su
asiento social en la calle Leopoldo Navarro Esq. Sao

1904 1905

Materia : Correccional.

Recurrente (s) : Epifanio de los Santos Tejada, Luis Floren-
tino Lorenzo y la Comp. de Seguros San Rafael, C. por A.,

Abogado (s): Dr. Félix Jáquez Liriano y Lic. José B. Pérez
Gómez.

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s)

SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

30

Sentencia impugnada : Séptima Cámara Penal del Distrito
Nacional , de fecha 20 de diciembre de 1977.
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cionales por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de lera
Instancia del Distrito Nacional en fecha 19 de agosto 1974'
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen.
te fallo; Segundo: Condena al prevenido recurrente al pago
de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel Bergés Chupani, Darío Balcácer
Fernando Ravelo de la Fuente, Leonte Alburquerque C.'
Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abela rdo'Herrera Piña, Máximo Puello Renville , Miguel Jacobo F.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTE NCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
30

sentencia impugnada : Séptima Cámara Penal del Distrito
Naciona l , de fecha 20 de diciembre de 1977.

Materia : Correccional.

Recurrente ( s) : Epifanio de los Santos Tejada, Luis Floren-
tino Lorenzo y la Comp. de Seguros San Rafael, C. por A.,

Abogado (s): Dr. Félix Jáquez Liriano y Lic. José B. Pérez
Gómez.

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s) :

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Leonte R. Albruquerque C., Luis Víctor García de Peña.
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelar-
do Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del me:-
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto conjuntamente
por Epifanio de los Santos Tejada, dominicano, mayor-de
edad, chofer, cédula No. 11774, serie 68, domiciliado y re
sidente en Villa Altagracia en el Km. 61 de la carretera
Duarte; Luis Florentino Lorenzo, dominicano, mayor de
edad, cédula No. 76633, serie lra., domiciliado y residente
en esta ciudad, en el Ensanche Honduras del Oeste, en la
calle D. No. 14, y la Compañía San Rafael, C. por A., con su
asiento social en la calle Leopoldo Navarro Esq. Sal)
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Francisco de Macorís de esta ciudad,centra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Séptima
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, el 20 de diciembre de 1977, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Félix Jáquez Liriano cédula No. 13103, serie

55, en la lectura de sus conclusiones, en representación del
interviniente Luis Ernesto Florentino Lorenzo;

Oído al Lic. José B. Pérez González, cédula No. 17380,
serie 10, en la lectura de sus conclusiones, en representa-
ción de los recurrentes Epifanio de los Santos Tejada y la
San Rafael C. por A. ;
• Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República ;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 23 de diciembre de 1977, a
requerimiento del Dr. José María Díaz Alles abogado,
cédula No. 36606, serie 31, en representación de los recu-
rrentes Epifanio de los Santos Tejada y la San Rafael, C.
por A., en la cual no se propone contra la sentencia impug-
nada ningún medio de casación;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 23 de diciembre de 1977, a
requerimiento del Dr. José Pérez González, en represen-
tación de los recurrentes Luis Florentino Lorenzo y Seguros
San Rafael, C. por A., en la cual no se propone contra la sen-
tencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 20 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo 11. Goico-
chea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos 61, 65
y 74 de la ley 24 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del
Código Civil, 1 y 10 de la ley 4117 de 1955 sobre Seguro

Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo

de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 4 de
agosto de 1977 en el cual sólo resultaron los vehículos con
desperfec tos , el Juzgado de Paz de la Primera Circunscrip-
ción del Distrito Nacional dictó el 8 de septiembre de 1977
una sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en el de la
impugnada ; b) que sobre los recursos interpuestos inter-
vino el fallo ahora impugnado con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara regular
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por los prevenidos Epifanio de los Santos Tejada,
cédula personal de identidad No. 91174, serie 68, residente
en el km. 61, Villa Altagracia, y la Cía. de Seguros San
Rafael, C. por A., y del Dr. Luis E. Florentino Lorenzo,
cédula personal de identidad 76633, serie lra., residente en
la calle "D" No. 14, Honduras del Oeste, D. N. por haber
sido hecha de acuerdo a la ley contra sentencia del Juzgado
de Paz, de la Ira. Circunscripción del D.N., No. 3958 de
fecha 8 de septiembre de 1977, cuyo dispositivo dice así:
Primero: Se declaran a los señores Epifanio de los Santos
Tejada y Luis E. Florentino Lorenzo, culpables de violar la
Ley No. 241, sobre tránsito de vehículos de fecha 28 de di-
ciembre de 1967, el primero en sus arts. 61, 65 y 74 y el se-
gundo en sus arts. 61 y 65 y en tal virtud se condena al señor

41.1
 Epifanio de los Santos Tejada a pagar RD$25.00 y	 costas

penales, y al señor Luis E. Florentino Lorenzo RD$10 00 y
las cotas penales; Segundo: Se declara buena y válida la
constitución en parte civil interpuesta por el Dr. Luis E.
Florentino Lorenzo contra el señor Epifanio de los Santos
Tejada, por ser regular en cuanto a la forma y justa en
cuanto al fondo; Tercero: Se condena al señor Epifanio de
los Santos Tejada, a pagar al Dr. Luis E. Flo-
rentino Lorenzo la suma de RD$2,100.00, como
justa reparación por los daños experimentados por
este en el accidente; Cuarto: Se condena al señor Epifanio
de los Santos Tejada, al pago de los intereses legales a par-
tir de la demanda: Quinto: Se condena al señor Epifanio de
los Santos Tjeada al pago de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas en favor del Lic. Félix N. Jáquez Li-
riano, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Sexto: Se declara la presente sentencia común y oponible_
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tanto en principal como en accesorios a la Compañia deSeguros, San Rafael, C. por A.' ; SEGUNDO: En cuanto al
fondo de dicha sentencia, se modifica el ordinal tercero, en
el sentido de aumentar la indemnización de Dos Mil cien
Pesos Oro (RD$2,100.00) a Dos Mil Novecientos Noventa y
Cuatro Pesos Oro con Cincuenta Centavos (RD$2,994.50) a
que ascienden los gastos de reparación del vehículo pro-
piedad del Dr. Luis E. Florentino Lorenzo, por los daños y
desperfectos sufridos en este accidente; y TERCERO: Con.
firma en los demás aspectos la sentencia apelada" ;

Considerando, que los recurrentes Epifanio de los Santos
Tejada y la San Rafael, C. por A., proponen contra la sen-
tencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación a los artículos, 76, 74 letra "D" de
la Ley de Tránsito de Vehículos de Motor; Segundo Medio:
Falta absoluta de motivos y de base legal.- Violación al ar-
tículo 195 del Código de Procedimiento Criminal; TercerMedio: Violación al artículo 1315 del Código Civil;

Considerando, que estos recurrentes, en el desarrollo de
sus tres medios de casación, que se reúne para su examen,
alegan en síntesis: a) que la Cámara a-qua violó los ar-
tículos 76 y 74 letra "D" de la Ley 241, al no tomar en cuenta
que el vehículo conducido por el prevenido Florentino
Lorenzo, fue a realizar un viraje hacia la izquierda sin
tomar las medidas para realizarlo, que también violó por
desconocimiento, la disposición legal que lo obligaron a
transitar por una vía secundaria, como lo es la Padre Billini
en relación a la Isabel La Católica a tomar las precauciones
de lugar; b) que la Cámara a-qua n motivó como era su
deber la sentencia impugnada y no ponderó en su justo al-
cance las declaraciones del co-prevenido Epifanio de los
Santos Tejada, quien sostuvo que el accidente se debió a que
el co-prevenido Florentino Lorenzo no respetó la vía pre-
ferencial por donde transitaba el primero; c) que la
Cámara a -qua, violó el artículo 1315 del Código Civil, ya que
para aumentar la indemnización se limitó a decir "que el
delito cometido por Epifanio de Los Santos Tejada ocasionó
daños al vehículo propiedad de Luis Florentino Lorenzo,
cuyo monto asciende a RD$2,994.50, incluyendo lucro cesan-
te y depreciación del vehículo"; pero, sin decir que elemen-
tos tuvo en cuanta para actuar así; que por todo ello la sen-
tencia debe ser casada ; pero,

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
a) que contrariamente a lo sostenido por los recurrentes,

como se establece por lo antes expuesto la Cámara a -qua no

incurrió en las violaciones, sino que de acuerdo a su
apreciación de los hechos y consecuencias de la causa, con-
denó penalmente al co-prevenido Florentino Lorenzo por
violación a la ley 241; En cuanto al alegato contenido en la
letra b) que la Cámara a-qua, para declarar al co-prevenido
Epifanio de los Santos Tejada, culpable del accidente en
concurrencia de falta con el co-prevenido Luis Florentino
Lorenzo , dio por establecido mediante la ponderación de los
elementos de juicio, que fueron regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el 4
de agosto de 1977, mientras el carro placa No. 207 -716. con-
ducido por su propietario Epifanio de los Santos Tejada
asegurado con Póliza No. 01149802 de la San Rafael, C. por
A., transitaba de sur a norte por la calle Isabel La Católica
al llegar a la intersección con la Padre Billini, se produjo un
choque con el vehículo placa No. 121-141, conducido por su
propietario Luis Florentino Lorenzo, asegurado con Póliza
No. 184009 de la San Rafael, C. por A., a consecuencia del
cual resultaron ambos vehículos con desperfectos, de com-
pensación; b) que el accidente se debió a las faltas come-
tidas por ambos conductores, el primero por violación a los
artículos 61, 65 y 74 de la Ley 241 y el segundo por violar los
artículos 61 y 65 de la misma ley; que como puede advertir-
se, por lo antes transcrito el fallo impugnado contienen
motivos pertinentes y suficientes que justifican su dispo-
sitivo y una exposición completa de los hechos y circunstan-
cias de la causa que han permitido apreciar que en el
presente caso se ha hecho una correcta aplicación de la ley;

Considerando, en cuanto al elemento contenido en la letra
c) que contrariamente a lo sostenido por los recurrentes la
Cámara a-qua, para aumentar la indemnización concedida
a Luis Florentino Lorenzo a la suma que consta en la sen-
tencia impugnada, tomó en cuenta una factura de autos y
respuestos de P. Maldonado C. por A., donde consta que el
total de la reparación del vehículo asciende a la suma de
RDS2,461.79 y otra del 8 de septiembre del mismo año donde
aprecia el tiempo que el vehículo estuvo en reparación asi
como la depreciación del mismo, que por todo lo expuesto
anteriormente, los medios que se examinan carecen de fun-
damento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos dados anteriormente por
establecidos configuran a cargo del co-prevenido Epifanio
de los Santos Tejaría, los delitos de violación a los artículos

1
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61, 65, y 74 de la Ley 241, de 1976 sobre Tránsito y Vehículos>
sancionados en su más alta expresión con las penas de
ta no menor de RD$50.00 ni mayor de RD$200.00 pesos, o con
prisión no menor de un mes ni mayor de 3 meses, o ambas
penas a la vez; que al condenar al co-prevenido recurrente
al pago de una multa de RD$25.00, sanción inferior al
mínimo establecido por la ley, la Cámara a-qua procedió
correctamente, en ausencia de Apelación del Ministerio
Público;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del co-prevenido Epifanio de los San-
tos Tejada ocasionó al vehículo de Luis Florentino Lorenzo,
constituido en parte civil daños materiales que evaluó en la
suma de RD$2,994.50; que al condenar a Epifanio de los
Santos Tejada al pago de esa suma en su condición de
prevenido y propietario del vehículo más al de los intereses
legales de la misma a partir de la demanda la Cámara a-
qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del
Código Civil y del 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, que al declarar oponi-
bles dicha condenaciones a la San Rafael, C. por A .,

En cuanto a los recursos de casación de Luis
Florentino Lorenzo y la San Rafael, C. por A.,

En cuanto al recurso de la Aseguradora : La San Rafael,
C. por A., no ha expuesto ni en el momento de interponer su
recurso ni posteriormente, los medios en que lo fundan
como lo exige a penad de nulidad el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, razón por la cual procede
declarar la nulidad del mismo y examinar solamente el
recurso del co-prevenido Luis Florentino Lorenzo; En
cuanto al recurso del co-prevenido Luis Florentino Lorenzo,
que la Cámara a-qua para declararlo culpable conjunta-
mente con el co-prevenido Epifanio de los Santos Tejada dio
por establecido, a) que el 4 de agosto de 1977, mientras el
carro placa No. 207-716, conducido por su propietario
Epifanio de los Santos Tejada, asegurado -on Póliza No.
01149802 de la San Rafael, C. por A., transitaba de sur a nor-
te por la calle Isabel La Católica al llegar a la intersección
con la Padre Billini, se produjo un choque con el vehículo
placa No. 621-147 conducido por su propietario Luis Floren-
tino Lorenzo quien manejaba de oeste a este por la calle
Padre Billini resultando ambos vehículos con desperfectos

Y qarribos conductores, el primero por violación a los artículos
"6-1, 65 y 74 de la ley 241 y el segundo por violar los artículos 61
y 65 de la misma ley; por conducir ambos de manera des-
cuidada y no tomar las precauciones exigidas por la Ley;

Considerando, que los hechos así establecidos configuran
a cargo de Luis Florentino Lorenzo el delito de violación a
los artículos 61 y 65 de la ley 241 de 1967 sobre Tránsito y
Vehículos, sancionados en su más alta expresión en el ar-
ticulo 65 de la misma Ley con las penas de multa no menor
de RD$50.00 ni mayor de RD$200.00 pesos o pena de prisión
no menor de un mes ni mayor de tres meses; o ambas penas
a la vez, que al condenar a Luis Florentino Lorenzo a una
multa de RD$10.00 pesos, sanción inferior al mínimo es-
tablecido por la ley, la Cámara a-qua procedió correc-
tamente an ausencia de recurso de apelación del Ministerio
Público;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en
lo que concierne al interés de los prevenidos recurrentes, el
fallo impugnado no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Per tales motivos; Primero: Admite como interviniente a
Luis Florentino Lorenzo, en los recursos de casación inter-
puesto por Epifanio de los Santos Tejada y la San Rafael, C.
por A., contra la sentencia dictada, en atribuciones correc-
cionales el 20 de diciembre de 1977, por la Séptima Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso de ca-
sación interpuesto por la San Rafael, C. por A., contra la
misma sentencia; Tercero: Rechaza los recursos inter-
puestos por Epifanio de los Santos Tejada y Luis florentino
Lorenzo contra la indicada sentencia; y lo condena al pago
de las costas penales; Cuarto: Condena a Epifanio de los
Santos Tejada al pago de las costas civiles ordenando su
distracción en favor del Dr. Félix Jáquez Liriano, abogado
dcl interviniente quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad y las hace oponibles a la San Rafael, C. por A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque,C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goi-
cochea S., Máximo Fuello Renville, Abelardo He'rrera

el accidente se debió a las faltas cometidas por por
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61, 65, y 74 de la Ley 241, de 1976 sobre Tránsito y Vehículos
sancionados en su más alta expresión con las penas de mul -
ta no menor de RD$50.00 ni mayor de RD$200.00 pesos, o con
prisión no menor de un mes ni mayor de 3 meses, o ambas
penas a la vez; que al condenar al co-prevenido recurrente
al pago de una multa de RD$25.00, sanción inferior al
mínimo establecido por la ley, la Cámara a-qua procedió
correctamente, en ausencia de Apelación del Ministerio
Público;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del co-prevenido Epifanio de los San-
tos Tejada ocasionó al vehículo de Luis Florentino Lorenzo,
constituido en parte civil daños materiales que evaluó en la
suma de RD$2,994.50; que al condenar a Epifanio de los
Santos Tejada al pago de esa suma en su condición de
prevenido y propietario del vehículo más al de los intereses
legales de la misma a partir de la demanda la Cámara a-
qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del
Código Civil y del 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, que al declarar oponi-
bles dicha condenaciones a la San Rafael, C. por A ..

En cuanto a los recursos de casación de Luis
Florentino Lorenzo y la San Rafael, C. por A.,

En cuanto al recurso de la Aseguradora : La San Rafael,
C. por A., no ha expuesto ni en el momento de interponer su
recurso ni posteriormente, los medios en que lo fundan
como lo exige a penad de nulidad el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, razón por la cual procede
declarar la nulidad del mismo y examinar solamente el
recurso del co-prevenido Luis Florentino Lorenzo; En
cuanto al recurso del co-prevenido Luis Florentino Lorenzo,
que la Cámara a-qua para declararlo culpable conjunta-
mente con el co-prevenido Epifanio de los Santos Tejada dio
por establecido, a) que el 4 de agosto de 1977, mientras el
carro placa No. 207-716, conducido por su propietario
Epifanio de los Santos Tejada, asegurado :-'on Póliza No.
01149802 de la San Rafael, C. por A., transitaba de sur a nor-
te por la calle Isabel La Católica al llegar a la intersección
con la Padre Billini, se produjo un choque con el vehículo
placa No. 621-147 conducido por su propietario Luis Floren-
tino Lorenzo quien manejaba de oeste a este por la calle
Padre Billini resultando ambos vehículos con desperfectos
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v que el accidente se debió a las faltas cometidas por por'
ambos conductores, el primero por violación a los artículos

61, 65 Y 74 de la ley 241 y el segundo por violar los artículos 61
y o de la misma ley; por conducir ambos de manera des-
cuidada y no tomar las precauciones exigidas por la Ley;

Considerando, que los hechos así establecidos configuran
a cargo de Luis Florentino Lorenzo el delito de violación a
los artículos 61 y 65 de la ley 241 de 1967 sobre Tránsito y
Vehículos, sancionados en su más alta expresión en el ar-
tículo 65 de la misma Ley con las penas de multa no menor
de RD$50.00 ni mayor de RD$200.00 pesos o pena de prisión
no menor de un mes ni mayor de tres meses; o ambas penas
a la vez, que al condenar a Luis Florentino Lorenzo a una
multa de RD$10.00 pesos, sanción inferior al mínimo es-
tablecido por la ley, la Cámara a-qua procedió correc-
tamente an ausencia de recurso de apelación del Ministerio
Público;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en
lo que concierne al interés de los prevenidos recurrentes, el
fallo impugnado no contiene vicio alguno que justifique su
casación;p era

 taless motivos; Primero: Admite como interviniente a
Luis Florentino Lorenzo, en los recursos de casación inter-
puesto por Epifanio de los Santos Tejada y la San Rafael, C.
por A., contra la sentencia dictada, en atribuciones correc-
cionales el 20 de diciembre de 1977, por la Séptima Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso de ca-
sación interpuesto por la San Rafael, C. por A., contra la
misma sentencia; Tercero: Rechaza los recursos inter-
puestos por Epifanio de los Santos Tejada y Luis florentino
Lorenzo contra la indicada sentencia; y lo condena al pago
de las costas penales; Cuarto: Condena a Epifanio de los
Santos Tejada al pago de las costas civiles ordenando su
distracción en favor del Dr. Félix Jáquez Liriano, abogado
del interviniente quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad y las hace oponibles a la San Rafael, C. por A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque,C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goi-
cochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Hetrera
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Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido daday firmada or

señores Jueces que figuran en su encabezamientop
, cn

los
laaudiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario 

General, Quecertifico. (F irmado) : Miguel Jacobo.

SENTE NCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

31

Sentenc ia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de
fecha 19 de noviembre de 1980.

1912

Materia : Correccional.

Recurrente (s) : Antonio Cuevas Lebrón.

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra aus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio Cue-
vas Lebrón, dominicano, mayor de edad, casado, comicilia-
do en lacasa No. 97, de la avenida Independencia de la ciu-

dad de Barahona, cédula, No. 12979, serie 22, contra la sen-
tencia No. 125 de fecha 19 de noviembre de 1980, dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Bol clima, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno enla.lectura del rol;
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República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra aus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio Cue-
vas Lebrón, dominicano, mayor de edad, casado, comicilia-
do en la casa No. 97, de la avenida Independencia de la ciu-

dad de Barahona, cédula, No. 12979, serie 22, contra la sen-
tencia No. 125 de fecha 19 de noviembre de 1980, dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
úe Bal c.1,0iia, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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vil. hecha en audiencia por el señor Andrés Feliz Balbuena,
por órgano de su abogado legalmente constituido Doctor
Noel Suberví Espinosa, contra el señor Alonso Grillo Plá-
ceres, en su calidad de propietario de la camioneta placa
No. 527-035, con la cual se produjo el presente accidente, por
haber sido hecha de conformidad con la ley; Cuarto: Con-
denar, como al efecto condena, al señor Alonso Grillo
Placeres, persona civilmente responsable a pagar en favor
del señor Andrés Feliz Balbuena, una indemnización de
Cuatro Mil Pesos Oro (RD$4,000.00) como justa reparación
por todos los daños morales y materiales sufridos por éste a
consecuencia del accidente ocasionado por el prevenido An-
tonio Cuevas Lebrón; Quinto: Condenar, como al efecto
condena, al señor Alonso Grillo Pláceres, en su calidad an-
tes mencionad, al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas en provecho del doctor Noel Suberví Es-
pinosa, quien afirma haberlas a‘ anzado en su mayor parte;
Sexto: Disponer, como al efecto dispone, que la presente
sentencia, en su aspecto civil sea Oponible, a la Compañía
Dominicana de Seguros, S. por A., ( SEDOMCA), por ser
ésta la entidad aseguradora del vehículo con el cual se
ocasionó el accidente": b) que sobre los recursos in-
terpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:

Declara regular y válido en la forma el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Juan José Sánchez, a nom-
bre del prevenido Antonio Cuevas Lebrón, de la persona ci-
vilmente responsable Alonso Grillo Plác-eres y de la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en fecha 27 del
mes de junio del año 1979, contra sentencia correccional
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Barahona (Cámara Penal) en fecha 21 del mes
de mayo del ario 1979, cuyo dispositivo figura en otra parte
del presente fallo; SEGUNDO: Pronuncia el defecto de
dichas partes recurrentes, por no haber comparecido, no
obstante haber sido legalmente citadas; TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia recurrida; CUARTO:

Condena al señor Alonso Griflo Pláceres al pago de las cos-
t:is de la presente instancia. ordenando su distracción en fa-
vor del Dr. Noel Suberví Espinosa, abogado quien afirmó
haberlas avanzado; QUINTO: Declara la presente se-
tencia oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a -qua, el 18 dP d'ciembre de 1980, a
requerimiento del Dr. Carlos A. Castnio, en representación
del Dr. Juan José Sánchez abogado del prevenido recurren..
te Antonio Cuevas Lebrón, en la cual no se propone ningún
medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 19 de octubre del corriente
ario 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su calidad, dicha Corte, conjuntamente con
los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso
de casación de que se trata, de conformidad con las Leyes
Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la carre-
tera Tamayo-Barahona, el 24 de diciembre de 1977, en el •
cual una persona resultó con lesiones corporales, el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona,
dicó el 21 de mayo de 1979, una sentencia cuyo dispositivo es
el siguiente: "Primero: Ratificar, como al efecto Ratifica,
el defecto, pronunciando en audiencia contra el prevenido
Antonio Cuevas Lebrón, la persona civilmente responsable
Alonso G. Placeres y la Compañía Dominicana de Seguros
C. por A., por no haber comparecido a la audiencia, no obs-
tante haber sido legalmente citado; Segundo: Declararcomo al efecto declara, culpable al prevenido Antonio Cue-
vas Lebrón, de generales que constan, de los hechos que se
le imputan, Violación al artículo 49, de la Ley No. 241, (So-
bre Tránsito de Vehículos de Motor), en perjuicio de Andrés
Feliz Balbuena, en consecuencia se le condena a seis (6)
meses de prisión correccional y cien pesos oro (RD$100 00),
de multa y al pago de las costas; Tercero: Declara, como alefecto declara, regular y válida la constitución en parte ci-•
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 le

señor Andrés Feliz Balbuena.
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ceres, en su calidad de propietario de la camioneta placa
No. 527-035, con la cual se produjo el presente accidente, por
haber sido hecha de conformidad con la ley; Cuarto: Con-
denar, como al efecto condena, al señor Alonso Grillo
Pláceres, persona civilmente responsable a pagar en favor
del señor Andrés Feliz Balbuena, una indemnización de
Cuatro Mil Pesos Oro ( RD$4,000.00) como justa reparación
por todos los daños morales y materiales sufridos por éste a
consecuencia del accidente ocasionado por el prevenido An-
tonio Cuevas Lebrón; Quinto: Condenar, como al efecto
condena, al señor Alonso Grillo Placeres, en su calidad an-
tes mencionad, al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas en provecho del doctor Noel Suberví Es-
pinosa, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
Sexto: Disponer, como al efecto dispone, que la presente
sentencia, en su aspecto civil sea Oponible, a la Compañía
Dominicana de Seguros, S. por A., (SEDOMCA), por ser
ésta la entidad aseguradora del vehículo con el cual se
ocasionó el accidente"; b ) que sobre los recursos in-
terpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:

Declara regular y válido en la forma el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Juan José Sánchez, a nom-
bre del prevenido Antonio Cuevas Lebrón, de la persona ci-
vilmente responsable Alonso Grillo Pláceres y de la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en fecha 27 del
mes de junio del año 1979, contra sentencia correccional
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Barahona (Cámara Penal) en fecha 21 del mes
de mayo del año 1979, cuyo dispositivo figura en otra parte
del presente fallo; SEGUNI)O: Pronuncia el defecto de
dichas partes recurrentes, por no haber comparecido, no
obstante haber sido legalmente citadas; TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia recurrida; CUARTO:

Condena al señor Alonso Grillo Pláceres al pago de las cos-
hs de la presente instancia. ordenando su distracción en fa-
vor del Dr. Noel Suberví Espinosa, abogado quien afirmó
haberlas avanzado; QUINTO: Declara la presente se'
tencia oponible a la Compañía Dominicana de Seguros,
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por A., aseguradora de la persona civilmente res-
ponsable" ;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar la cul-
pabilidad del prevenido y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que siendo las 5:30 P.M. del 24 de
diciembre de 1977, mientras el prevenido Antonio Cuevas
Lebrón conducía de Norte a Sur por la carretera de Neyba-
Barahona, la camioneta placa No. 527-035, propiedad de
Alonso Grillo Placeres, asegurada con póliza No. 35260, de
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al llegar a
la Sección Mena, del Municipio de Barahona, atropelló a An
drés Feliz Balbuena, quien transitaba por el paseo de la
carretera y "allí fue alcanzado" por el referido vehículo,
causándole lesiones corporales curables después de 45 y an-
tes de 60 días; b) que el accidente se debió a la excesiva
velocidad con que manejaba el prevenido y a la impericia
del mismo, pues se trataba de un aprendiz que no estaba
acompañado de un chofer con licencia y no supo resolver la
situación que se le presentó al encontrarse con el indicado
peatón que trató de cruzar la vía ;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyern a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes
y heridas por imprudencia producidos con el manejo o con-
ducción de u vehículo de motor, hecho previsto por el ar-
tículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
sancionado por el referido texto legal en su letra c) con las
penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100 00 a
RD$500.00, si la enfermedad o imposibilidad para su traba jo
durare 20 días o más, como ocurrió en la especie; que en
consecuencia, la Corte a-qua, al condenar a dicho pre-
venido, a las penas de 6 meses de prisión y multa de
RD$100 00, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo concerniente, al interés del pre-
venido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique
su casación;

For tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Antonio Cuevas Lebrón, contra la
sentencia dictada por la Corte de ApPlación de Barahona.
en sus atribuciones correccionales, el 19 de noviembre de
1980, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del

presente fallo; Segundo: Condena a Antonio Cuevas Lebrón
al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Ralea-
cer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Lusi Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea
s., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.
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por A., aseguradora de la persona civilmente res.
ponsable" ;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar la cul.
pabilidad del prevenido y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que siendo las 5:30 P.M. del 24 de
diciembre de 1977, mientras el prevenido Antonio Cuevas
Lebrón conducía de Norte a Sur por la carretera de Neyba-
Barahona, la camioneta placa No. 527-035, propiedad de
Alonso Grillo Placeres, asegurada con póliza No. 35260, de
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al llegar a
la Sección Mena, del Municipio de Barahona, atropelló a An
drés Feliz Balbuena, quien transitaba por el paseo de la
carretera y "allí fue alcanzado" por el referido vehículo,
causándole lesiones corporales curables después de 45 y an-
tes de 60 días; b) que el accidente se debió a la excesiva
velocidad con que manejaba el prevenido y a la impericia
del mismo, pues se trataba de un aprendiz que no estaba
acompañado de un chofer con licencia y no supo resolver la
situación que se le presentó al encontrarse con el indicado
peatón que trató de cruzar la vía ;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyern a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes
y heridas por imprudencia producidos con el manejo o con-
ducción de u vehículo de motor, hecho previsto por el ar-
tículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
sancionado por el referido texto legal en su letra c) con las
penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100 00 a
RD$500.00, si la enfermedad o imposibilidad para su trabajo
durare 20 días o más, como ocurrió en la especie; que en
consecuencia, la Corte a-qua, al condenar a dicho pre-
venido, a las penas de 6 meses de prisión y multa de
RD$100 00, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo concerniente, al interés del pre-
venido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Antonio Cuevas Lebrón, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Barahona.
en sus atribuciones correccionales, el 19 de noviembre de
1980, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del
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presente fallo; Segundo: Condena a Antonio Cuevas Lebrón
al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-

cer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Lusi Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea

s., Máximo Fuello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada , leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.
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Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 25 de
febrero de 1977.

Materia: Laboral.

Recurrente (s): Compañía Contín & García, C. por A.,

Abogado (s) : Dr. Luis A. Ortiz Meade.

BOLETIN JUDICIAL1918
1919BOLETIN JUDICIAL

Recurrido ( s ) : Aquilino y Carmelo Díaz,

Abogado (s): Dres. Julio Aníbal Suárez y Viriato Peña Cas-
tillo.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergé Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Al burquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
nom i ng o de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia • 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, corr
de Casación, la siugiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compañía
Contín & García, C. por A., organizada de conformidad
con las Leyes de la República Dominicana, domiciliada en
la calle Doctor Delgado No. 20-Altos, de esta ciudad; contra
la sentencia dictada en atribuciones laborales, por la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del

Distrito Nacional, en fecha 25 de febrero Ce 1977, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol
Oído al Dr. Luis A. Ortiz Meade, cédula No. 770, serie 80,

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, por si y por el Dr. Viriato

Peña Castillo, abogados de los recurridos Fernando Aquino
y Carmelo Díaz, dominicanos, mayores de edaad, obreros,
cédulas Nos. 4687, seri( 43, y 831, serie 74, domiciliados y
residentes en esta ciu( ad; en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la 

Visto elmemorial
e;
morial de casación de la recurrente, deposi-

tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en
fecha 10 de marzo del 1977, suscrito por el Dr. Luis Alberto
Ortiz Meade, abogado de la recurrente, en el cual se pro-
ponen contra la sentencia impugnada, los medios que se in-
dican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 6 de febrero del
1973, firmadao por los abogados de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 19 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Fuello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos invocados por la recurrente,
que se mencionan más adelante, y los artículos 84 del
Código de Trabajo, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral, que no pudo ser
conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 22 de octubre de 1975, una sentencia
cuyo dispositivo dice lo siguiente: "FALLA: PRIMERO:
Se rechaza por falta de pruebas la demanda laboral, inten



Abogado (s) : Dres. Julio Aníbal Suárez y Viriato Peña Cas-
tillo.

Interviniente ( s ) :

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergé Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
nomingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia • 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, con-	 artede Casación, la siugiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compañía
Contín & García, C. por A., organizada de conformidad
con las Leyes de la República Dominicana, domiciliada en
la calle Doctor Delgado No. 20-Altos, de esta ciudad; contra
la sentencia dictada en atribuciones laborales, por la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
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Distrito Nacional, en fecha 25 de febrero cíe 1977, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol
Oído al Dr. Luis A. Ortiz Meade, cédula No. 770, serie 80,

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, por si y por el Dr. Viriato

Peña Castillo, abogados de los recurridos Fernando Aquino
y Carmelo Díaz, dominicanos, mayores de edaad, obreros,
cédulas Nos. 4687, serií 43, y 831, serie 74, domiciliados y
residentes en esta ciu( :Id; en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, deposi-
tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en
fecha 10 de marzo del 1977, suscrito por el Dr. Luis Alberto
Ortiz Meade, abogado de la recurrente, en el cual se pro-
ponen contra la sentencia impugnada, los medios que se in-
dican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 6 de febrero del
1973, firmadao por los abogados de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 19 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos invocados por la recurrente,
que se mencionan más adelante, y los artículos 84 del
Código de Trabajo, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral, que no pudo ser
conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 22 de octubre de 1975, una sentencia
cuyo dispositivo dice lo siguiente: "FALLA: PRIMERO:
Se rechaza por falta de pruebas la demanda laboral, inten



sus partes; TE RCERO: Rechaza el pedimento de inad-misibilidad hecho por la empresa sobre el fundamento deque no se le notificó la sentencia, según los motivos expues-
tos; CUARTO: En cuanto al fondo y en lo referente a la em-
presa Contín & García, C. por A., acoge la demanda in-
coada por Fernando Aquino y Carmelo Díaz, declara injus-
to el despido y como consecuencia condena dicha empresa apagarle a cada uno de los reclamantes los valores siguien-
tes: 12 días de salario por concepto de preaviso, 10 días de
auxilio de cesantía, 10 días de vacaciones, la Regalía Pas-cual proporcional, así como una suma igual a los salarios
que habría recibido los demandantes desde el día de la
demanda y hasta la sentencia definitiva, sin que excedan a
tres meses, todo calculado a base de de RD$4.00 diario;

QUINTO: Rechaza el pedimento de bonificación según los
motivos expuestos y condena a la empresa a pagar las
horas extras del último mes de labores a cada trabajador,
declarando prescripta la a, - i ón en cobro de las demás,según los motivos expuestos; SEXTO: Condena a la parte
que sucumbe Contín & García, C. por a., al pago de las
costas del procedimiento de ambas instancias de confor-
midad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 681 del Código de Trabajo, ordenando su dis-

tada por los señores Camilo Díaz y Fernando Aquino, non_
tra la empresa Contín & García y/o Ingeniero LeónidasGarcía; SEGUNDO: Se condena a los demandantes al pago
de las costas" ; b) que sobre el recurso interpuesto intervinola sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivoes el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Declara regular yválido en cuanto a la forma el recurso de apelación incoadopor Fernando Aquino y Carmelo Díaz, que dio ganancia de
causa a Contín & García, C. por A., y/o Ingeniero
Leónidas García ; SEGUNDO: Relativamente al fondo y en
lo que se refiere al Ingeniero Leónidas García, declara re-
gular y válido dicho recurso y como consecuencia declara
inadmisible la demanda incoada por Fernando Aquino y
Carmelo Díaz contra él, por no llamarse al preliminar de
conciliación y como consecuencia, al confirmar en cuanto a
dicho Ingeniero se refiere, la citada, sentencia, condena en
costas de ambas instancias a los recurrentes FernandoAquino y Carmelo Díaz, con distracción en favor del Dr.
Luis Ortiz Meade, quien afirma haberlas avanzado en todas.
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tracción 
en provecho del Dr. Julio Aníbal Suárez, quien afir-

rn- a haberlas avanzado en su totalidad" ;
- Considerando, que la recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Viola-
ción al artículos 61 de la Ley No. 637 del 16 de junio de 1944,
sobre Contratos de Trabajo; Falta de motivos; Violación al
artículos 141 del Código de Procedimiento Civil; Segundo

Medio: 
Violación al artículo 1315 del Código Civil; Falta de

base legal; Tercer Medio: Violación al artículo 47 de la Ley
No. 637; Falta de base legal:, Exceso de poder; Descono-
cimiento de los documentos aportados a la causa;

Considera ndo , que en el desarrollo de los tres medios de
casación reunidos para su examen, la recurrente alega en

síntesis lo siguiente: a) que se ha deconocido el artículo 61
de la Ley No. 637 de 1944, porque antes de apelar debe no-
tificarse a la parte adversa, la sentencia que se apela, y que
el recurso interpuesto es inadmisible; b) que la sentencia
impugnada no contiene una exposición completa de los
hechos de la causa, y que los hechos en que se funda el Juez
para dictar la referida sentencia son vagos e insuficientes;
c) que se cometió exceso de poder porque la empresa re-
currente fue condenada a pagar horas trabajadas del
último mes de labores a cada trabajador, sin que ese punto
hubiese sido sometido al preliminar de conciliación; que
no se ha podido establecer cual fue el momento en que se
operó el despido; y que los trabajadores fueron contratados
para obra determinada ;

Considerando, que con relación al primer medio de ca-
sación alegado por la recurrente, la Cámara a-qua, para
admitir el recurso de apelación declaró que no es necesario .
que la parte apelante notifique una sentencia para recu-
rrirla; que por tanto, al decidir en esa forma, la cámara a-
gua, hizo una correcta aplicación del artículo 61 de la Ley
No. 637 de 1944, porque el plazo de un mes para apelar a con- 5
tar del día de la notificación de la sentencia ha sido esta-
blecido  en beneficio de la parte apelante para el ejercicio de
su recurso; que en esa virtud, la referida parte apelante no
tiene la obligación de notificar previamente a la parte con- ,
traria la sentencia que apela, por lo que se desestima el „..)
medio que se examina por carecer de fundamento;

Considerando, que sobre el segundo medio de casación, el
examen de la referida sentencia, revela que contrariamen-
te a los alegatos de la recurrente, el Juez a-quo, dio por es-
tablecido, conforme a los elementos de juicio aportados a la



sus partes; TERCERO: Rechaza el pedimento de inad-
misibilidad hecho por la empresa sobre el fundamento de
que no se le notificó la sentencia, según los motivos expues-
tos; CUARTO: En cuanto al fondo y en lo referente a la em-
presa Contín & García, C. por A., acoge la demanda in-
coada por Fernando Aquino y Carmelo Díaz, declara injus-
to el despido y como consecuencia condena dicha empresa apagarle a cada uno de los reclamantes los valores siguien-tes: 12 días de salario por concepto de preaviso, 10 días de
auxilio de cesantía, 10 días de vacaciones, la Regalía Pas-cual proporcional, así como una suma igual a los salariosque habría recibido los demandantes desde el día de la
demanda y hasta la sentencia definitiva, sin que excedan a
tres meses, todo calculado a base de de RD$4.00 diario;

QUINTO: Rechaza el pedimento de bonificación según los
motivos expuestos y condena a la empresa a pagar las
horas extras del último mes de labores a cada trabajador,
declarando prescripta la a, - i ón en cobro de las demás,según los motivos ex puestos; SEXTO: Condena a la parte
que sucumbe Confín & García, C. por a., al pago de las
costas del procedimiento de ambas instancias de confor-
midad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 681 del Código de Trabajo, ordenando su dis-
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tada por los señores Camilo Díaz y Fernando Aquino, con-
tra la empresa Contín & García y/o Ingeniero LeónidasGarcía; SEGUNDO: Se condena a los demandantes al pago
de las costas"; b) que sobre el recurso interpuesto intervinola sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivoes el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Declara regular y
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación incoado
por Fernando Aquino y Carmelo Díaz, que dio ganancia de
causa a Contín & García, C. por A., y/o Ingeniero
Leónidas García; SEGUNDO: Relativamente al fondo y en
lo que se refiere al Ingeniero Leónidas García, declara re-
gular y válido dicho recurso y como consecuencia declara
inadmisible la demanda incoada por Fernando Aquino y
Carmelo Díaz contra él, por no llamarse al preliminar de
conciliación y como consecuencia, al confirmar en cuanto a
dicho Ingeniero se refiere, la citada, sentencia, condena en
costas de ambas instancias a los recurrentes FernandoAquino y Carmelo Díaz, con distracción en favor del Dr.
Luis Ortiz Meade, quien afirma haberlas avanzado en todas_

tracción en provecho del Dr. Julio Aníbal Suárez, quien afir-
Ina haberlas avanzado en su totalidad" ;

Considerando, que la recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Viola-
ción al artículos 61 de la Ley No. 637 del 16 de junio de 1944,
sobre Contratos de Trabajo; Falta de motivos; Violación al
artículos 141 del Código de Procedimiento Civil; Segundo
Medio : Violación al artículo 1315 del Código Civil; Falta de
base legal; Tercer Medio: Violación al artículo 47 de la Ley
No. 637; Falta de base legal;, Exceso de poder; Descono-
cimiento de los documentos aportados a la causa ;

Considerando, que en el desarrollo de los tres medios de
casación reunidos para su examen, la recurrente alega en
síntesis lo siguiente: a) que se ha deconocido el artículo 61
de la Ley No. 637 de 1944, porque antes de apelar debe no-
tificarse a la parte adversa, la sentencia que se apela, y que
el recurso interpuesto es inadmisible; b) que la sentencia
impugnada no contiene una exposición completa de los
hechos de la causa, y que los hechos en que se funda el Juez
para dictar la referida sentencia son vagos e insuficientes;
c) que se cometió exceso de poder porque la empresa re-
currente fue condenada a pagar horas trabajadas del
último mes de labores a cada trabajador, sin que ese punto
hubiese sido sometido al preliminar de conciliación; que
no se ha podido establecer cual fue el momento en que se
operó el despido; y que los trabajadores fueron contratados
para obra determinada ;

Considerando, que con relación al primer medio de ca-
sación alegado por la recurrente, la Cámara a -qua, para 'I
admitir el recurso de apelación declaró que no es necesario
que la parte apelante notifique una sentencia para recu-
rrirla; que por tanto, al decidir en esa forma, la cámara a-
qua, hizo una correcta aplicación del artículo 61 de la Ley
No. 637 de 1944, porque el plazo de un mes para apelar a con-
tar	
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 del día de la notificación de la sentencia ha sido esta-
blecido en beneficio de la parte apelante para el ejercicio de
su recurso; que en esa virtud, la referida parte apelante no
tiene la obligación de notificar previamente a la parte con-
traria la sentencia que apela, por lo que se desestima el
medio que se examina por carecer de fundamento;

Considerando, que sobre el segundo medio de casación, el
examen de la referida sentencia, revela que contrariamen-
te a los alegatos de la recurrente, el Juez a -quo, dio por es-
tablecido, conforme a los elementos de juicio aportados a la
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causa: a) que entre la Compañía Contín & García, C. por
A., y los trabajadores Fernando Aquino y Carmelo Díz
existió un contrato de trabajo para obra determinada; bj
que los mencionados trabajadores prestaban servicios a la
Compañía en la construcción de una Gallera; c) que ga-
naban RD$4.00 diarios, y que trabajaron durante nueve
meses; d) que reclamaron que les aumentaran el salario
porque ganaban muy poco y por eso los despidieron sin
haberse terminado la obra y fueron sustituidos por otros
trabajadores;

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar injus_
tificado el despido, tomó en cuanta las declaraciones del
testigo De la Rosa, las cuales Merecieron más crédito e hizo
uso de la libre apreciación de los elementos de pruebas
sometidos al debate, después de apreciar el valor de las
declaraciones del mencionado testigo y formar su juicio
para fundar su decisión, conforme la facultad que tienen los
jueces del fondo para basarse en aquellas declaraciones
que juzguen más verosímiles y sinceras, lo que le prmitió
declarar injustificado el despido, con las correspondientes
prestaciones; que al hacerlo así, aplicó correctamente las
disposiciones del artículo 84 del Código de Trabajo; por tan-
to, los alegatos propuestos en este segundo medio carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, a) que sobre el punto alegado por la re-
currente en el tercer medio, relacionado con el preliminar
de conciliación, el Juez de la Cámara a-qua, tomó en cuen-
ta el Acta de no acuerdo No. 560 de fecha 9 de mayo de 1975,
levantada por ante el Encargado de la Seccik'n de Querellas
y Conciliación del Departamento de Trabaja, e hizo una
suficiente ponderación sobre ese punto alegado, por lo que
procede desestimarlo; b) que sobre el otro punto del tercer
medio, alegado por la recurrente, relacionado con las horas
extras reclamadas por los trabajadores, procede acoger es-
te punto del medio propuesto por la recurrente, por haber
concedido la sentencia impugnada a los trabajadores, horas
extras, sin indicar con exactitud las horas extraordinarias
trabajadas; que al condenar la Cámara a-qua a la Empresa
Contín & García, C. por A., a pagar a los trabajadores
dichas horas extras, sin estos aportar las pruebas del
número exacto de horas extras trabajadas, la referida sen-
tencia debe ser casada. en cuanto al punto del medio de que
se trata relacionado con las horas extras;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia de la

Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha 25 de febrero de 1977, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
en cuanto al cálculo de horas extras reclamadas en favor de
los trabajadores demandantes Fernando Aquino y Carmelo
Día z , y envía el asunto así delimitado, por ante la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en las mismas
atribuciones; SEGUNDO: Rechaza en sus demás aspectos,
el recurso de casación interpuesto por Contín & García, C.
por A., y la condena al pago de las tres cuartas partes de las
costas, con distracción de estas en provecho de los doctores
Julio Aníbal Suárez y Viriato A. Peña Castillo: TERCERO:
Condena a los recurridos Fernando Aquino y Carmelo Díaz,
al pago de la cuarta parte restante de las costas causadas,
con distracción en provecho del doctor Luis A. Ortiz Meade,
por haber afrimado respectivamente los abogados de am-
bas partes, que las han avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García, de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.
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causa : a) que entre la Compañía Contín & García, (2, por
A., y los trabajadores Fernando Aquino y Carmelo Díz
existió un contrato de trabajo para obra determinada; bj
que los mencionados trabajadores prestaban servicios a la
Compañía en la construcción de una Gallera; c) que ga-
naban RD$4.00 diarios, y que trabajaron durante nueve
meses; d) que reclamaron que les aumentaran el salario
porque ganaban , muy poco y por eso los despidieron sin
haberse terminado la obra y fueron sustituidos por otros
trabajadores;

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar injus-
tificado el despido, tomó en cuanta las declaraciones del
testigo De la Rosa, las cuales Merecieron más crédito e hizo
uso de la libre apreciación de los elementos de pruebas
sometidos al debate, después de apreciar el valor de las
declaraciones del mencionado testigo y formar su juicio
para fundar su decisión, conforme la facultad que tienen los
jueces del fondo para basarse en aquellas declaraciones
que juzguen más verosímiles y sinceras, lo que le prmitió
declarar injustificado el despido, con las correspondientes
prestaciones; que al hacerlo así, aplicó correctamente las
disposiciones del artículo 84 del Código de Trabajo; por tan-
to, los alegatos propuestos en este segundo medio carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, a) que sobre el punto alegado por la re-
currente en el tercer medio, relacionado con el preliminar
de conciliación, el Juez de la Cámara a-qua, tomó en cuen-
ta el Acta de no acuerdo No. 560 de fecha 9 de mayo de 1975,
levantada por ante el Encargado de la Seccit'n de Querellas
y Conciliación del Departamento de Trabaja, e hizo una
suficiente ponderación sobre ese punto alegado, por lo que
procede desestimarlo; b) que sobre el otro punto del tercer
medio, alegado por la recurrente, relacionado con las horas
extras reclamadas por los trabajadores, procede acoger es-
te punto del medio propuesto por la recurrente, por haber
concedido la sentencia impugnada a los trabajadores, horas
extras, sin indicar con exactitud las horas extraordinarias
trabajadas; que al condenar la Cámara a-qua a la Empresa
Contín & García, C. por A., a pagar a los trabajadores
dichas horas extras, sin estos aportar las pruebas del
número exacto de horas extras trabajadas, la referida sen-
tencia debe ser casada. en cuanto al punto del medio de que
se trata relacionado con las horas extras;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia de la

Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha 25 de febrero de 1977, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
en cuanto al cálculo de horas extras reclamadas en favor de
los trabajadores demandantes Fernando Aquino y Carmelo
Díaz, y envía el asunto así delimitado, por ante la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en las mismas
atribuciones; SEGUNDO: Rechaza en sus demás aspectos,
el recurso de casación interpuesto por Contín & García, C.
por A., y la condena al pago de las tres cuartas partes de las
costas, con distracción de estas en provecho de los doctores
Julio Aníbal Suárez y Viriato A. Peña Castillo: TERCERO:
Condena a los recurridos Fernando Aquino y Carmelo Díaz,
al pago de la cuarta parte restante de las costas causadas,
con distracción en provecho del doctor Luis A. Ortiz Meade,
por haber afrimado respectivamente los abogados de am-
bas partes, que las han avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García, de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.



Sentencia impugnada : Tribunal Superior d Tierras, de
fecha 15 de mayo de 1978.

Materia : Tierras.

Recurrente (s): Alberto Vásquez.

Abogado (s) : Dres. Juan E. Ariza Mendoza
Leónidas Guerrero. F,, _

Recurrido (s) : Benito Vásquez.

Abogado (s) : Dr. Manuel Rafael García Lizardo.

Interviniente ( s ) :

Abogado (s):

Dios, Patria y y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencia, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y
119' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia :

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alberto
Vásquez Pérez, dominicano, mayor de edad, casado,
agricultor, cédula No. 1132, sere 61, domiciliado en Vera-
gua, Los Guaos, Municipio de Moca; contra la sentencia
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 15 de mayo

-.978, en relación con la Parcela No. 168 del Distrito
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
33 Catastral No. 2, del Municipio de Gaspar Hernández, cuyo

dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Juan E.

Ariza Mendoza, cédula No. 47326, serie Ira., por sí y en
representación del Dr. Rafael Leonidas Guerrero F., cédula
No. 2864, serie 51, abogados del recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría
de la Suprema Corte de Justicia, el 15 de julio de 1978, sus-
crito por los abogados del recurrente, en el cual se proponen
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, Benito
Vásquez, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te, cédula No. 5(76, serie 37, domiciliado en la casa No. 3 de
la calle Sa joma Barrio de Manganagua, de esta ciudad,
suscrito por su abogado, el Dr. Manuel Rafael García
Lizardo, cédula No. 12718, serie 54:

Visto el auto dictado en fecha 21 del mes de octubre del
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te en su memorial, que se indican más adelante, y los ar-
tículos 137 y siguientes de la Ley de Registro de Tierras, y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a que
con motivo de un recurso en revisión por fraude, el Tribunal
Superior de Tierras dictó el 15 de mayo de 1978, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Se Admite, en cuan-
to a la forma y Se Rechaza, en cuanto al fondo, por falta de
pruebas, la instancia en revisión por causa de fraude inter-
puesta en fecha 3 de junio de 1975, dirigida al Tribunal
Superior de Tierras por. el Dr. Héctor Almánzar, a nom-
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
33

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 15 de mayo de 1978.

Materia : Tierras.

Recurrente (s): Alberto Vásquez.

Abogado (s): Dres. Juan E. Ariza Mendoza Y
Leónidas Guerrero F.,

Recurrido (s): Benito Vásquez.

Abogado (s): Dr. Manuel Rafael García Lizardo.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencia, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y
119' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alberto
Vásquez Pérez, dominicano, mayor de edad, casado,
agricultor, cédula No. 1132, sere 61, domiciliado en Vera-
gua, Los Guaos, Municipio de Moca; contra la sentencia
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 15 de mayo
d" 1978, en relación con la Parcela No. 168 del Distrito

Catastral No. 2, del Municipio de Gaspar Hernández, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Juan E.

Ariza Mendoza, cédula No. 47326, serie lra., por sí y en
representación del Dr. Rafael Leonidas Guerrero F., cédula
No. 2864, serie 51, abogados del recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría
de la Suprema Corte de Justicia, el 15 de julio de 1978, sus-
crito por los abogados del recurrente, en el cual se proponen
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, Benito
Vásquez, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te, cédula No. 5 i76, serie 37, domiciliado en la casa No. 3 de
la calle Sajoma Barrio de Manganagua, de esta ciudad,
suscrito por su abogado, el Dr. Manuel Rafael García
Lizardo, cédula No. 12718, serie 54;

Visto el auto dictado en fecha 21 del mes de octubre del
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, JueceF de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935; 	 -

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te en su memorial, que se indican más adelante, y los ar-
tículos 137 y siguientes de la Ley de Registro de Tierras, y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente : a) que
con motivo de un recurso en revisión por fraude, el Tribunal
Superior de Tierras dictó el 15 de mayo de 1978, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Se Admite, en cuan-
to a la forma y Se Rechaza, en cuanto al fondo, por falta de
Pruebas, la instancia en revisión por causa de fraude inter-
puesta en fecha 3 de junio de 1975, dirigida al Tribunal
Superior de Tierras por el .Pr. Héctor Almánzar, a nom-

Rafel
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bre del señor Alberto Vásquez Pérez, en relación con la
Parcela No. 168 del Distrito Catastral No. 2, del Municipio
de Gaspar Hernández, Provincia de Espaillat" ;

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del derecho de defensa; Segundo Medio: Violación de
la Ley de Registro de Tierras; Tercer Medio: Falta de base
legal; Cuarto Medio: Violación de los artículos 76 y 79 de la
Ley de Registro de Tierras; Quinto Medid: Falta de mo-
tivos;

Considerando, que en los cinco medios de su recurso
reunidos, el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: a)
que el Tribunal a-quo violó su derecho de defensa ya que él
trató de probar el fraude que se había cometido en su per-
juicio mediante la audición de un testigo, quien podía dar
luz a ese respecto, y el Tribunal estimó que era innecesario
oir ese testigo basándole en que no había controversia en
cuanto a que el terrero en discusión había sido propiedadd
de Bernardo Vásquez; b) que esa decisión fue tomada so-
lamente por el Presidente y no por los tres Jueces que for-
maban el Tribunal ; e) que en carta por la cual Benito
Vásquez solicitó la fuerza pública al Abogado del Estado,
antes del fallo sobre la revisión por fraude, para pedir el
desalojo de sus hermanos Alberto y Octavio Vásquez y a
sus sobrinos Juan Brito y Ramón Berto, reconoció que
habían personas que ocupaban el terreno; d) que en la sen-
tencia impugnada se incurrió en la violación de la Ley de
Registro de Tierras al estimar que no se produjo el fraude a
pesar de que el adjudicatario del terreno declaró al Tri-
bunal en el saneamiento que era el único poseedor del te-
rreno de la Parcela No. 168, cuando en él existían ocupantes
con mejoras; e) que en la sentencia impugnada se violaron
los artículos 76 y 79 de la Ley de Registro de Tierras que dis-
ponen que los Jueces del Tribunal de Tierra tienen la fa-
cultad de hacer citar a cualquier testigo cuya declaración
fuere necesaria para que comparezca en la hora y el lugar
señalados en la citación; f) que en la sentencia impugnada
no se dan motivos que justifiquen el derecho del Juez Pre-
sidente para rechazar la audición de un testigo sin oir la
opinión de los demás Jueces; pero,

Considerando, que el Tribunal Superior de Tierras ex-
presa en su sentencia lo siguiente: que de acuerdo con el ar-
tículo 140 de la Ley de Reg i stro de Tierras las pruebas de
quien interpone un recurso en revisión por causa de fraude

deben 'concretarse a demostrar que el intimado obtuvo el
registro fraudulentamente, es decir, por cualquier ac-
tuación , maniobra, mentira o recticencia realizada para
perjudicar al demandante en sus drechos o intereses y que
ha permitido o dar lugar a la obtención del decreto de regis-
tro' ; que en la especie, se expresa también en la sentencia
impugnada, lo único que ha probado el recurrente es que la
Parcela No. 168 pertenecía en parte a los terrenos pro-
piedad de la comunidad de los finados esposos Bernabé
Vásquez y María Pérez, padres del adjudicatario Benito
Vásquez, pero no ha aportado la prueba de que éste co-
metiera el fraude previsto en los artículos 137 y siguientes
de la Ley de Registro de Tierras

í
Considerando, que, en efecto, el examen del expediente

muestra que el recurrente en revisión por fraude no sometió
pruebas del fraude alegado, como lo exige el artículo 140 de
la Ley de Registro de Tierras; que en cuanto al alegato de
que el Juez Presidente del Tribunal Superior de Tierras
rechazó, sin la anuencia de los otros dos miembros del
Tribunal, su pedimento de que fuera interrogado un testigo
que deseaba hacer oir, violando así su derecho de defesna,
este pedimento fue rechazado, según consta en las notas es-
ternográficas de la audiencia celebrada por dicho Tribunal
el 11 de noviembre de 1977 para conocer del referido recur-
so, en vista de que el abogado del recurrente informó al
Tribunal que con la declaración de dicho testigo. cu n o nom-
bre no mencionó, se proponía probar que el antiguo dueño
de esos terrenos, Bernabé Vásquez, los había comprado en
el año 1919, y el Tribunal estimó que éste era un hecho no
discutido por las partes, y en revisión por fraude las
pruebas deben concretarse a demostrar que el recurrido
obtuvo la adjudicac i ón del terreno en el saneamiento por
medio de maniobras fraudulentas. de acuerdo con lo que
dispone el artículo 140 de la Ley de Registro de Tierras;
que, por tanto, en la sentencia impugnada no se ha violado
el derecho de defensa del recurrente;

COnsiderando, en cuanto a la falta de motivos y de base
legal alegados por el recurrente que lo expuesto preceden-
temente y el examen de la sen encia impugnada revelan
que dicho fallo contiene una rela ión competa de los hechos
de la causa y motivos suficientes y pertinentes que han per-
mitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que en el
mismo se ha hecho una correcta aplicación de la ley, y en
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bre del señor Alberto Vásquez Pérez, en relación con la
Parcela No. 168 del Distrito Catastral No. 2, del Municipio
de Gaspar Hernández, Provincia de Espaillat" ;

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del derecho de defensa; Segundo Medio: Violación de
la Ley de Registro de Tierras; Tercer Medio: Falta de base
legal; Cuarto Medio: Violación de los artículos 76 y 79 de la
Ley de Registro de Tierras; Quinto Medie: Falta de mo-
tivos;

Considerando, que en los cinco medios de su recurso
reunidos, el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: a)
que el Tribunal a-quo violó su derecho de defensa ya que él
trató de probar el fraude que se había cometido en su per-
juicio mediante la audición de un testigo, quien podía dar
luz a ese respecto, y el Tribunal estimó que era innecesario
oir ese testigo basándole en que no había controversia en
cuanto a que el terrero en discusión había sido propiedadd
de Bernardo Vásquez; b. que esa decisión fue tomada so-
lamente por el Presidente y no por los tres Jueces que for-
maban el Tribunal: e) que en carta por la cual Benito
Vásquez solicitó la fuerza pública al Abogado del Estado,
antes del fallo sobre la revisión por fraude, para pedir el
desalojo de sus hermanos Alberto y Octavio Vásquez y a
sus sobrinos Juan Brito y Ramón Berto, reconoció que
habían personas que ocupaban el terreno; d) que en la sen-
tencia impugnada se incurrió en la violación de la Ley de
Registro de Tierras al estimar que no se produjo el fraude a
pesar de que el adjudicatario del terreno declaró al Tri-
bunal en el saneamiento que era el único poseedor del te-
rreno de la Parcela No. 168, cuando en él existían ocupantes
con mejoras; e) que en la sentencia impugnada se violaron
los artículos 76 y 79 de la Ley de Registro de Tierras que dis-
ponen que los Jueces del Tribunal de Tierra tienen la fa-
cultad de hacer citar a cualquier testigo cuya declaración
fuere necesaria para que comparezca en la hora y el lugar
señalados en la citación; f) que en la sentencia impugnada
no se dan motivos que justifiquen el derecho del Juez Pre-
sidente para rechazar la audición de un testigo sin oir la
opinión de los demás Jueces; pero,

Considerando, que el Tribunal Superior de Tierras ex-
presa en su sentencia lo siguiente: que de acuerdo con el ar-
tículo 140 de la Ley de Reg i stro de Tierras las pruebas de
quien interpone un recurso en revisión por causa de fraude

deben 'concretarse a demostrar que el intimado obtuvo el
registro fraudulentamente, es decir, por cualquier ac-
tuación, maniobra, mentira o recticencia realizada para
perjudicar al demandante en sus drechos o intereses y que
ha permitido o dar lugar a la obtención del decreto de regis-
tro ; que en la especie, se expresa también en la sentencia
impugnada, lo único que ha probado el recurrente es que la
Parcela No. 168 pertenecía en parte a los terrenos pro-
piedad de la comunidad de los finados esposos Bernabé
Vásquez y María Pérez, padres del adjudicatario Benito
Vásquez, pero no ha aportado la prueba de que éste co-
metiera el fraude previsto en los artículos 137 y siguientes
de la Ley de Registro de Tierras •

Considerando, que, en efecto, el examen del expediente
muestra que el recurrente en revisión por fraude tío sometió
pruebas del fraude alegado, como lo exige el artículo 140 de
la Ley de Registro de Tierras; que en cuanto al alegato de
que el Juez Presidente del Tribunal Superior de Tierras
rechazó, sin la anuencia de los otros dos miembros del
Tribunal, su pedimento de que fuera interrogado un testigo
que deseaba hacer oir, violando así su derecho de defesna,
este pedimento fue rechazado, según consta en las notas es-
ternográficas de la audiencia celebrada por dicho Tribunal
el 11 de noviembre de 1977 para conocer del referido recur-
so, en vista de que el abogado del recurrente informó al
Tribunal que con la declaración de dicho testigo, cu"o nom-
bre no mencionó, se proponía probar que el antiguo dueño
de esos terrenos, Bernabé Vásquez, los había comprado en
el año 1919, y el Tribunal estimó que éste era un hecho no
discutido por las partes, y en revisión por fraude las
pruebas deben concretarse a demostrar que el recurrido
obtuvo la adjudicac i ón del terreno en el saneamiento por
medio de maniobras fraudulentas, de acuerdo con lo que
dispone el artículo 140 de la Ley de Registro de Tierras;
que, por tanto, en la sentencia impugnada no se ha violado
el derecho de defensa del recurrente;

COnsiderando, en cuanto a la falta de motivos y dc base
legal alegados por el recurrente que lo expuesto preceden-
temente y el examen de la sen encía impugnada revelan
que dicho fallo contiene una rela -2ión competa de los hechos
de la causa y motivos suficientes y pertinentes que han per-
mitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que en el
mismo se ha hecho una correcta aplicación de la ley, y en
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consecuencia los medios del recurso carecen de fundamen-to y deben ser desestimados;
Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de

casación interpuesto por Alberto Vásquez Pérez, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en
fecha 15 de mayo del 1978, en relación con la Parcela No. 168
del Distrito Catastral No. 2, del Municipio de Gaspar Her-
nández, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente al pago
de las costas, con distracción en provecho del doctor Ma-
nuel Rafael García Lizardo, abogado del recurrido, quien
afirma estarlas avanzando en su mayor parte.

( FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío sal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. AlburquerqueCastillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dila, mes y años, en él expresados, y,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

Sentencia impugnada: Sentencia del Juzgado de lra., Ins-
tancia del D. J. de San Cristóbal de fecha 13 de diciembre de
1979.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Ingenio Río Haina.

Abogado (s): Dres. Zoilo F. Núñez y Luciano Luna H.,

Recurrido (s): Elías Encarnación Pérez.

Abogado (s): Dres. Julio César Brache Cáceres y Hugc
Martínez Puig.,

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S. Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ingenio
Río Haina, con domicilio principal establecido en los Bajos
de Haina, Provincia San Cristóbal, contra la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal, en sus atribuciones de Tribunal de
Trabajo de segundo grado, el 13 de diciembre de 1979, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara
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consecuencia los medios del recurso carecen de fundamen-to y deben ser desestimados;
Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de

casación interpuesto por Alberto Vásquez Pérez, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en
fecha 15 de mayo del 1978, en relación con la Parcela No. 168
del Distrito Catastral No. 2; del Municipio de Gaspar Her-
nández, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente al pago
de las costas, con distracción en provecho del doctor Ma-
nuel Rafael García Lizardo, abogado del recurrido, quien
afirma estarlas avanzando en su mayor parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío sal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del chía, mes y años, en él expresados, y,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

Sentencia impugnada: Sentencia del Juzgado de 1ra., Ins-
tancia del D. J. de San Cristóbal de fecha 13 de diciembre de
1979.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Ingenio Río Haina.

Abogado (s): Dres. Zoilo F. Núñez y Luciano Luna H.,

Recurrido (s): Elías Encarnación Pérez.

Abogado (s): Dres. Julio César Brache CácereS y Hugc
Martínez Puig.,

Interviniente (s):

Ahogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de oc-
tubre de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, corno Corte de
Casación, l a siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ingenio
Río Haina, con domicilio principal establecido en los Bajos
de Haina, Provincia San Cristóbal, contra la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal, en sus atribuciones de Tribunal de
Trabajo de segundo grado, el 13 de diciembre de 1979, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara
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regular y válida en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por el Ingenio Río Haina, contra sen-
tencia No. 51, del Juzgado de Paz del Distrito Municipal de
Bajos de Haina, de fecha 23 de agosto de 1979, dictada a fa-
vor de Elías, Encarnación Pérez, Nicolás Félix Minaya,
Andrés Bock Jones, Papito Lino, Etanislao Ramírez Euse-
bio, Tomás Simeón Cay, Félix lrrizarri, Cándido García,
Pedro Rivera y Pedro Germán Mariano; SEGUNDO:
Relativamente al fondo rechaza dicho recurso de alzada y
en consecuencia suprime los ordinales primero, quinto y
noveno por carecer los mismos de interés jurídico, en razón
de que la presente sentencia es contradictoria, de que no
procede la condenación de los intereses legales por las
razones más arriba expuestas y por ser contradictoria la
presente sentencia, no procede comisionar a ningún al-
guacil para notificarla. En cuanto a los demás ordinales, se
confirman en todas sus partes; TERCERO: Condena a la
parte sucumbente, Ingenio Río Haina, al al pago de las cos-
tas del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y
16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de
Trabajo, ordenando su distracción en favor de los doctores
Hugo Martínez Puig y Julio César Brache Cáceres, quiene.9
afirman haberlas avanzado en su totalidad" ;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República ;
Vista la instancia del desistimiento de fecha 16 de sep-

tiembre del año 1982, suscrita por el abogado del recurren-
te, que dice así: "Al Magistrado Juez Presidente y demás
jueces que integran la honorable Suprema Corte de Jus-
ticia, en funciones de Corte de Casación.- Asunto: Desis-
timiento de fallo de recurso de casación interpuesto por el
Ingeniero Río Haina, contra Elías Encarnación Pérez y
compartes.- Honorables Magistrados: El suscrito abogado.
Lic. Zoilo F Núñez Salcedo, dominicano, mayor de edad,
casado, con cédula de identificación personal No. 42016,
serie 47, sello hábil. quien actúa a nombre y representación
del Ingenio Río Haina. tiene a bien exponeros lo siguiente:
Resulta: Que en fecha 9 de julio del año 1979, mediante Acto
No. 101, del ministerial Daniel Sención Vizcaíno, Alguacil
Ordinario del Juzgado de Paz del Municipio de Haina, Pro-
vincia de San Cristóbal, los señores Elías Encarnación
Pérez. Nicolás Feliz Minaya, Bock Jones, Papito Lino.
Estanislao Ramírez Eusebio, Tomás Simeón Gay, Félix

---
Irrizarri, Cándido García, Pedro Rivera y Pedro Germán
Marian o interpusieron una demanda laboral contra esta
Empresa Azucarera con la finalidad de obtener sus res-
pectivas prestaciones laborales.- Resulta: Que después de
haber sido conocida por los Jueces del fondo tanto en
primero como en segundo grado resultó una sentencia la-
boral contra esta Empresa.- Resulta : Que posteriormente
al Ingenio Río Haina interpuso un Recurso de Casación
contra la sentencia resultante de la demanda de que se tra-
ta, apoderando a esa Honorable Corte de Casación del
mismo, estando aún pendiente de fallo.- Resulta: Que luego
el Ingeniero Río Haina arribó a un acuerdo transaccional en
lo referente a los gastos y honorarios del Dr. Hugo Martínez
pugi, abogado apoderado especial de los demandantes, así
como en to que respecta a las prestaciones de los señores
Elías Encarnación y Compartes, según se advierte en los
documentos que estamos depositando conjuntamente con la
presente instancia.- Por lo tanto, Honorables Magistrados,
el Ingeniero Río Haina solicita a ese Honorable Tribunal
desistir del fallo del apoderamiento del Recurso de
Casación incoado por esta Empresa, contra la demanda in-
terpuesta por Elías Encarnación y Compartes, en vista de
que se llegó a un acuerdo amigable e cuanto a honorarios y
prestaciones laborales se refiere, ya que esta Empresa
como parte recurrente no tiene ningún interés en que el
mismo sea conocido, por las razones expuestas prece-
dentemente.- En Santo Domingo, Distrito Nacional, Capital
de la República Dominicana, a los dieciséis (16) días del
mes de septiembre del mil novecientos ochenta y dos
(1982).- (Firmado) Lic. Zoilo F. Núñez Salcedo. abogado, C-
42016, S-97" ;

Visto el auto dictado en fecha 21 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafal Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 402 y 403 del Código de Proce-
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regular y válida en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por el Ingenio Río Haina, contra sen-
tencia No. 51, del Juzgado de Paz del Distrito Municipal de
Bajos de Haina, de fecha 23 de agosto de 1979, dictada a fa-
vor de Elías, Encarnación Pérez, Nicolás Félix Minaya,
Andrés Bock Jones, Papito Lino, Etanislao Ramírez Euse-
bio, Tomás Simeón Cay, Félix Irrizarri, Cándido García,
Pedro Rivera y Pedro Germán Mariano; SEGUNDO:
Relativamente al fondo rechaza dicho recurso de alzada y
en consecuencia suprime los ordinales primero, quinto y
noveno por carecer los mismos de interés jurídico, en razón
de que la presente sentencia es contradictoria, de que no
procede la condenación de los intereses legales por las
razones más arriba expuestas y por ser contradictoria la
presente sentencia, no procede comisionar a ningún al-
guacil para notificarla. En cuanto a los demás ordinales, se
confirman en todas sus partes; TERCERO: Condena a la
parte sucumbente, Ingenio Río Haina, al al pago de las cos-
tas del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y
16 de la Ley No. 302 de118 de junio de 1964 y 691 del Código de
Trabajo, ordenando su distracción en favor de los doctores
Hugo Martínez Puig y Julio César Brache Cáceres, quienes,
afirman haberlas avanzado en su totalidad" ;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista la instancia del desistimiento de fecha 16 de sep-

tiembre del año 1982, suscrita por el abogado del recurren-
te, que dice así: "Al Magistrado Juez Presidente y demás
jueces que integran la honorable Suprema Corte de Jus-
ticia, en funciones de Corte de Casación.- Asunto: Desis-
timiento de fallo de recurso de casación interpuesto por el
Ingeniero Rio Haina, contra Elías Encarnación Pérez y
compartes.- Honorables Magistrados: El suscrito abogado.
Lic. Zoilo F Núñez Salcedo, dominicano, mayor de edad,
casado, con cédula de identificación personal No. 42016,
serie 47, sello hábil, quien actúa a nombre y representación
del Ingenio Rio Haina. tiene a bien exponeros lo siguiente:
Resulta: Que en fecha 9 de julio del año 1979, mediante Acto
No. 101, del ministerial Daniel Sención Vizcaíno, Alguacil
Ordinario del Juzgado de Paz del Municipio de Haina, Pro-
vincia de San Cristóbal, los señores Elías Encarnación
Pérez. Nicolás Feliz Minaya, Bock Jones, Papito Lino,
Estanislao Ramírez Eusebio, Tomás Simeón Gay, Félix

Irrizarri, Cándido García, Pedro Rivera y Pedro Germán
mariano interpusieron una demanda laboral contra esta
Empresa Azucarera con la finalidad de obtener sus res-
pectivas prestaciones laborales.- Resulta: Que después de
haber sido conocida por los Jueces del fondo tanto en
primero como en segundo grado resultó una sentencia la-
boral contra esta Empresa.- Resulta : Que posteriormente
al Ingenió Río Haina interpuso un Recurso de Casación
contra la sentencia resultante de la demanda de que se tra-
ta, apoderando a esa Honorable Corte de Casación del
mismo, estando aún pendiente de fallo.- Resulta: Que luego
el Ingeniero Río Haina arribó a un acuerdo transaccional en
lo referente a los gastos y honorarios del Dr. Hugo Martínez
Pugi, abogado apoderado especial de los demandantes, así
como en lb que respecta a las prestaciones de los señores
Elías Encarnación y Compartes, según se advierte en los
documentos que estamos depositando conjuntamente con la
presente instancia.- Por lo tanto, Honorables Magistrados,
el Ingeniero Río Haina solicita a ese Honorable Tribunal
desistir del fallo del apoderamiento del Recurso de
Casación incoado por esta Empresa, contra la demanda in-
terpuesta por Elías Encarnación y Compartes, en vista de
que se llegó a un acuerdo amigable e cuanto a honorarios y
prestaciones laborales se refiere, ya que esta Empresa
como parte recurrente no tiene ningún interés en que el
mismo sea conocido, por las razones expuestas prece-
dentemente.- En Santo Domingo, Distrito Nacional, Capital
de la República Dominicana, a los dieciséis (16) días del
mes de septiembre del mil novecientos ochenta y dos
(1982).- ( Firmado) Lic. Zoilo F. Núñez Salcedo. abogado, C-
42016, S-47";

Visto el auto dictado en fecha 21 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafal Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 402 y 403 del Código de Proce-
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dimiento Civil y 1 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que con posterioridad a la fecha en que fue
conocida en audiencia pública el presente recurso de
casación, y antes de su deliberación y fallo, el recurrente y
los recurridos remitieron a la Suprema Corte de Justicia el
acta de transacción a que se hace referencia prece-
dentemente, y como consecuencia del mismo el recurrente
ha desistido del recurso de casación de que se trata, el que
ha sido aceptado por los recurridos;

Por tales motivos, Unico: Da acta del desistimiento hecho
por el Ingenio Río Haina del recurso de casación in-
terpuesto contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cirstóbal, en
sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de 2do. grado, el 13
de diciembre de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo.

SENTENCIA DE F ECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
.15.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 18 de marzo de 1977.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Mario Chez Hnos., C. por A.,

Abogado (s): Dr. Manuel Tomás Rodríguez.

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s): Mario 'S, C. por A.,
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-

cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue•
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,-
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

Abogado (s): Lic. Rafael Ortega Peguero.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de oc-
tubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mario Chez
Hnos., C. por A., con su domicilio Social en la calle Mer-
cedes, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 18 de marzo de
19'77, cuyo dispositivo se eupia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Tomás Rodríguez Martínez, cédula No. 42155,
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—dimiento Civil y 1 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que con posterioridad a la fecha en que fue
conocida en audiencia pública el presente recurso de
casación, y antes de su deliberación y fallo, el recurrente y
los recurridos remitieron a la Suprema Corte de Justicia el
acta de transacción a que se hace referencia prece-
dentemente, y como consecuencia del mismo el recurrente
ha desistido del recurso de casación de que se trata, el que
ha sido aceptado por los recurridos;

Por tales motivos, Unico: Da acta del desistimiento hecho
por el Ingenio Río Haina del recurso de casación in-
terpuesto contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cirstóbal, en
sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de 2do. grado, el 13
de diciembre de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue.
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,-
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

sENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

111,

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 18 de marzo de 1977.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Mario Chez Hnos., C. por A.,

Abogado (s): Dr. Manuel Tomás Rodríguez.

Recurrido (s):

Abogado (s ):

Interviniente ( s): Mario 'S, C. por A.,

Abogado (s): Lic. Rafael Ortega Peguero.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de oc-
tubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mario Chez
Hnos., C. por A., con su domicilio Social en la calle Mer-
cedes, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 18 de marzo de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Tomás Rodríguez Martínez, cédula No. 42155,
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serie Ira., abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Lic. Rafael A. Ortega Peguero, cédula No. 3111
serie Ira., abogado de los intervinientes, La Mario Autore
C. por A., con su domicilio social en esta ciudad, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el lro. de abril de 1977, a re-
querimiento del Dr. Manuel Tomás Rodríguez Martínez, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 1ro. de diciembre
de 1978, suscrito por su abogado en casación, en el cual se
propone contra la sentencia impugnada los medios de ca-
sación que se indican más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes del 23 der noviembre
de 1978, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 22 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Segundo
Sustituto; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goi-
cochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera
Piña, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría
en la deliberación y fallo del recurso de casación de que se.
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 936 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 141 del Código de Procedimiento
Civil, y 1, 20, 2343 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella presentada por la firma comer-
cial Mario Chez Hnos., C. por A., contra la firma comercial
Mario 'S', C. pi,i• A., la Primera Cámara Penal, del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha
16 de julio de 1976, una sentencia, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo aparece más adelante,
inserto en el de ahora impugnada ; b) que sobre el recurso
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interpuesto intervino el 16 de marzo de 1977 la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis--
posit ivo dice así:' "FALLA: _PRIMERO: Admite co-
mo regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Manuel
Tomás Rodríguez M. en fecha 9 de septiembre de
1376, a nombre y representación de Mario Chez Hnos. S. C.
por A., contra sentencia dictada por la Primera Cámara
Penal de lo penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 16 de julio de 1976, cuyo dispositivo
dice así': Falla Primero: Se declara a la Mario S., C. por A.,
en la persona de Mario Autore, de generales que constan, no
culpable del delito de violación al art. de la Ley No. 1450
(sobre Registro Comercial y en consecuencia se le descarga
de toda responsabilidad penal, por no haber violado ninguno
de los aspectos; Segundo: Se declaran las costas penales de
oficio; Tercero: Se declara regular y válida en cuanto a la
forma la constitución en parte civil incoada por la firma
comercial Mario Chez, Hnos. C. por A., en la persona de su
Presidente-Tesorero Mario Chez, por intermedio de su
abogado constituido, Dr. Manuel tomas Rodríguez, en con-
tra de la razón social Mario 'S' C. por A., por haber sido
hecho conforme a la Ley de la materia; Cuarta: En cuanto
al fondo, se rechaza dicha constitución de parte civil por im-
procedente y mal fundada; Quinto: Se condena a Mario
Chez Hnos. C. por A., en su aludida calidad al pago de las

• costas, con distracción en favor y provecho del Dr. Rafael
Ortega Peguero, abogado, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad" ; por haber sido hecho dentro del plazo y
demás formalidades legales' ; SEGUNDO: )Declara inad-
misible, caduco y extemporáneo el recurso de apelación in-
terpuesto por el Magistrado Procurador General de la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 14 de septiembre
de 1976, contra sentencia dictada por la Primera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional; TERCERO: Rechaza por improcedente las con-
clusiones formuladas por el Dr. Manuel Tomás Rodríguez a
nombre y representación de la Compañía Mario Chez., C.
por A., CUARTO: Confirma la sentencia recurrida ; QUIN-
TO: Condena a la Mario Chez Hnos., C. por A., al pago de
las costas civiles con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Rafael A. Ortega Peguero, abogado que afirma
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que contra esa sentencia los recurrentes
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serie lra., abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Lic. Rafael A. Ortega Peguero, cédula No. 3111
serie lra., abogado de los intervinientes, La Mario Autore'
C. por A., con su domicilio social en esta ciudad, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el lro. de abril de 1977, a re-
querimiento del Dr. Manuel Tomás Rodríguez Martínez, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 1ro. de diciembre
de 1978, suscrito por su abogado en casación, en el cual se
propone contra la sentencia impugnada los medios de ca-
sación que se indican más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes del 23 der noviembre
de 1978, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 22 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Segundo
Sustituto; Fernando E. Ravelo de la Fuente. Leonte R. Al-
burquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goi-
cochea S., Máximo Fuello Renville y Abelardo Herrera
Piña, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría
en la deliberación y fallo del recurso de casación de que se.
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 936 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 141 del Código de Procedimiento
Civil, y 1, 20, 2343 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella presentada por la firma comer-
cial Mario Chez Hnos., C. por A., contra la firma comercial
Mario 'S', C. pa A., la Primera Cámara Penal, del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha
16 de julio de 1976, una sentencia, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo aparece más adelante,
inserto en el de ahora impugnada ; b) que sobre el recurso
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i nter p uesto intervino el 16 de marzo de 1977 la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-'
positi vo dice así:' "FALLA: _PRIMERO: Admite co-
mo regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Manuel
Tomá s Rodríguez M. en fecha 9 de septiembre de
1976, a nombre y representación de Mario Chez Hnos. S. C. -

por A., contra sentencia dictada por la Primera Cámara
Penal de lo penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 16 de julio de 1976, cuyo dispositivo
dice así': Falla Primero: Se declara a la Mario S., C. por A.,
en la persona de Mario Autore, de generales que constan, no
culpable del delito de violación al art. de la Ley No. 1450
(sobre Registro Comercial y en consecuencia se le descarga
de toda responsabilidad penal, por no haber violado ninguno
de los aspectos; Segundo: Se declaran las costas penales de
oficio; Tercero: Se declara regular y válida en cuanto a la
forma la constitución en parte civil incoada por la firma
comercial Mario Chez, Hnos. C. por A., en la persona de su
Presidente-Tesorero Mario Chez, por intermedio de su
abogado constituido, Dr. Manuel tomás Rodríguez, en con-
tra de la razón social Mario 'S' C. por A., por haber • sido
hecho conforme a la Ley de la materia ; Cuarto.: En cuanto
al fondo, se rechaza dicha constitución de parte civil por im-
procedente y mal fundada; Quinto: Se condena a Mario
Chez Hnos. C. por A., en su aludida caridad al pago de las

• costas, con distracción en favor y provecho del Dr. Rafael
Ortega Peguero, abogado, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad" ; por haber sido hecho dentro del plazo y
demás formalidades legales' ; SEGUNDO: )Declara inad-
misible, caduco y extemporáneo el recurso de apelación in-
terpuesto por el Magistrado Procurador General de la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 14 de septiembre
de 1976, contra sentencia dictada por la Primera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional; TERCERO: Rechaza por improcedente las con-
clusiones formuladas por el Dr. Manuel Tomás Rodríguez a
nombre y representación de la Compañía Mario Chez., C.
por A., CUARTO: Confirma la sentencia recurrida; QUIN-
TO: Condena a la Mario Chez Hnos., C. por A., al pago de
las costas civiles con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Rafael A. Ortega Peguero, abogado que afirma
haberlas avanzado en su totalicad" ;

Considerando, que contra esa sentencia los recurrentes
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en casación proponen los siguientes medio: Primer Medio:
Violación y falsa aplicación de losa artículos 9 y 13 de la ley
No. 1937. Falta de base legal. Desnaturalización de los
hechos de la causa; Segundo Medio: Violación de la regla
del sobreseimiento. Violación del derecho de defensa; Ter-
cer Medio: Violación del artículo 205 del Código de Pro-
cedimiento Criminal. Cuarto medio: Violación del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil. Falta de motivos;

Considerando, que en el segundo medio de su recurso el
recurrente alega en síntesis, que presentó ante la Corte a-
qua las siguientes conclusiones: "que sobre , el conoci-
miento del fondo del recurso de apelación interpuesto con-
tra la sentencia del 14 de septiembre de 1976, rendida por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, en sus atribuciones correccionales,
hasta tanto la Secretaría de Estado de Industria y Comercio
se pronuncie respecto de la solicitud que lo ha elevado la fir-
ma Mario Chez Hnos., C. por A., el sentido de que ordene la
cancelación del Certificado de Registro No. 1988 de fecha 24
de julio de 1975 en favor de la Mario 'S, C. por A., petición
basada en los términos del artículo 9 de la Ley 1450 sobre
Registro de Marcas de Fábricas y Nombres Comerciales e
Industriales por tratarse de un aspecto de la exclusiva com-
petencia de dicho Departamento, y que guarda estrecha
relación con el caso del cual está apoderado este honorable
Tribunal de lazada" ; que estas conclusiones fueron re-
chazadas al decidir el fondo sin dar motivos justificativos
de ese rechazamiento;

Considerando, que los jueces del fondo están obligados a
responder de manera clara y precisa sobre las conclusiones
de las partes; que el examen de la sentencia impugnada
muestra que la Corte a-qua rechazó las conclusiones de la
actual recurrente sin dar motivos específicos; que al emitir
todo consideración al respecto, no sólo se lesionó el derecho
de defensa, del actual recurrente, sino que se incurrió tam-
bién en el vicio de falta de base legal, por tanto, la Suprema
Corte no está en condiciones de decidir si la ley ha sido o no
bien aplicada en el fallo impugnado por lo que éste debe ser
casado sin que sea necesario examinar los demás medios
del recurso;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, las costas pueden ser
compensadas cuando la sentencia es casada por falta de
base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
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por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones correccionales, el 18 de marzo de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo:
Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goico-
chea, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña,
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario general,
que certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.
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en casación proponen los siguientes medio: Primer Medio:
Violación y falsa aplicación de losa artículos 9 y 13 de la ley
No. 1937. Falta de base legal. Desnaturalización de los
hechos de la causa; Segundo Medio: Violación de la regla
del sobreseimiento. Violación del derecho de defensa; Ter-
cer Medio: Violación del artículo 205 del Código de Pro-
cedimiento Criminal. Cuarto medio: Violación del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil. Falta de motivos;

Considerando, que en el segundo medio de su recurso el.
recurrente alega en síntesis, que presentó ante la Corte a-
gua las siguientes conclusiones: "que sobre . el conoci-
miento del fondo del recurso de apelación interpuesto con-
tra la sentencia del 14 de septiembre de 1976, rendida por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, en sus atribuciones correccionales,
hasta tanto la Secretaría de Estado de Industria y Comercio
se pronuncie respecto de la solicitud que lo ha elevado la fir-
ma Mario Chez Hnos., C. por A., el sentido de que ordene la
cancelación del Certificado de Registro No. 1988 de fecha 24
de julio de 1975 en favor de la Mario 'S, C. por A., petición
basada en los términos del artículo 9 de la Ley 1450 sobre
Registro de Marcas de Fábricas y Nombres Comerciales e
Industriales por tratarse de un aspecto de la exclusiva com-
petencia de dicho Departamento, y que guarda estrecha
relación con el caso del cual está apoderado este honorable
Tribunal de lazada"; que estas conclusiones fueron re-
chazadas al decidir el fondo sin dar motivos justificativos
de ese rechazamiento;

Considerando, que los jueces del fondo están obligados a
responder de manera clara y precisa sobre las conclusiones
de las partes; que el examen de la sentencia impugnada
muestra que la Corte a-qua rechazó las conclusiones de la
actual recurrente sin dar motivos específicos; que al emitir

i todo consideración al respecto, no sólo se lesionó el derecho
de defensa, del actual recurrente, sino que se incurrió tam-
bién en el vicio de falta de base legal, por tanto, la Suprema
Corte no está en condiciones de decidir si la ley ha sido o no
bien aplicada en el fallo impugnado por lo que éste debe ser
casado sin que sea necesario examinar los demás medios
del recurso;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, las costas pueden ser
compensadas cuando la sentencia es casada por falta de
base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
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por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones correccionales, el 18 de marzo de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo:
Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goico-
chea, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña,
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario general,
que certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
36

Sentencia impugnada : Sentencia de la Sexta Cámara Penal
del Distrito Nacional de fecha 29 de marzo de 1979.

Materia : Penal.

Recurrente (s): Anol Egalite Nouel, Transporte Colectivo y
la San Rafael C. por A.,

BOLETIN JUDICIAL 	 1939

Abogado (s) : Dr. Miguel Angel Cedeño

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente ( s) : Rafael Telésforo Gutiérrez,

Abogado (s) : Gabriel Antonio Estrella Martínez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de oc-
tubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Anol
Egalite Nouel, dominicano, mayor de edad, chofer, residen-
te en la calle Profesor Amiama Gómez No. 39, Villa Juana
de esta ciudad, cédula No. 18428 serie 28; la Corporación
Municipal de Transporte Colectivo y la San Rafael, C. por
A., contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, el 9 de marzo de 1979,

cuyo dispositivo se copia mas adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 16 de marzo de 1979, a
requerimiento del Dr. Miguel Angel Cedeño, cédula No.
17700 serie 28, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone contra la sentencia impugnada, ningún
medio de casación;

Visto el escrito del interviniente, del 21 de abril de 1980,
suscrito por el Dr. Gabriel Antonio Estrella Martínez;

Visto el auto dictado en fecha 22 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goico-
chea S.

'
 Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña,

Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 76 inciso A. y 80 de la Ley No.
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1 y 10 de la Ley No.
4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el día 21 de
febrero de 1978, en esta ciudad, en el que ninguna persona
resultó con lesiones corporales y sólo uno de los vehículos
recibió abolladuras y desperfectos, el Juzgado de Paz de
Tránsito del Distrito Nacional dictó el 26 de septiembre de
1£78, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla
Primero: Se pronuncia el defecto contra Anol Egalito Nouel
por no haber comparecido; Segundo: Se declara culpable a
Anol Egalito Nouel de violar el Art. 76 Inc. "A" de la Ley 241
y se condena a (1) mes de prisión y al pago de las costas;
Tercero: Se descarga a Manuel M. Gutiérrez por no haber
violado la Ley 241; Cuarto: Se declara buena y válida la
constitución en parte civil interpuesta por Rafael Telósforo
Gutiérrez por intermedio de su abogado Dr. Gabriel A. Es-
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Recurrido (

Abogado (s):

Interviniente ( : Rafael Telésforo Gutiérrez,

Abogado (s): Gabriel Antonio Estrella Martínez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Al burquerque C., Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de oc-
tubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Anol
Egalite Nouel, dominicano, mayor de edad, chofer, residen-
te en la calle Profesor Amiama Gómez No. 39, Villa Juana
de esta ciudad, cédula No. 18428 serie 28; la Corporación
Municipal de Transporte Colectivo y la San Rafael, C. por
A., contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, el 9 de marzo de 1979,

cuyo dispositivo se copia mas adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 16 de marzo de 1979, a
requerimiento del Dr. Miguel Angel Cedeño, cédula No.
17700 serie 28, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone contra la sentencia impugnada, ningún
medio de casación;

Visto el escrito del interviniente, del 21 de abril de 1980,
suscrito por el Dr. Gabriel Antonio Estrella Martínez;

Visto el auto dictado en fecha 22 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goico-
chea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 76 inciso A. y 80 de la Ley No.
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1 y 10 de la Ley No.
4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el día 21 de
febrero de 1978, en esta ciudad, en el que ninguna persona
resultó con lesiones corporales y sólo uno de los vehículos
recibió abolladuras y desperfectos, el Juzgado de Paz de
Tránsito del Distrito Nacional dictó el 26 de septiembre de
1C78, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla
Primero: Se pronuncia el defecto contra Anol Egalito Nouel
por no haber comparecido; Segundo: Se declara culpable a
Anol Egalito Nouel de violar el Art. 76 Inc. "A" de la Ley 241
y se condena a (1) mes de prisión y al pago de las costas;
Tercero: Se descarga a Manuel M. Gutiérrez por no haber
violado la Ley 241; Cuarto: Se declara buena y válida la
constitución en parte civil interpuesta por Rafael Telósforo
Gutiérrez por intermedio de su abogado Dr. Gabriel A. Es-
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trella Martínez en cuanto su forma y al fondo; Quinto: Se
condena a la Corporación Municipal de Transporte Colec-
tivo al pago de una indemnización de RD$800.00 (ochocien-
tos pesos) en favor de Rafael Telésforo Gutiérrez como jus-
ta reparación de los daños sufridos por su vehículo en el ac-
cidente; Sexto: Se condena a la Corporación Municipal de
Transporte Colectivo al pago de los intereses legales de
dicha suma a partir de la demanda como indemnización
supletoria; Séptimo: Se condena a la Corporación Muni-
cipal de Transporte Colectivo al pago de las costas en favor
del Dr. Gabriel A. Estrella M. quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; Octavo: Esta sentencia es oponible en
su aspecto civil a la Cía. de Seguros San Rafael, C. por ., en-
tidad asegurador del vehículo que causó el daño" ; b) que
sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, y cuyo dispositivo es el siguiente:

"FALLA: PRIMERO: Se prohuncia el defecto en contra del
nombrado Anol Egalito Nouel, por no haber comparecido a
la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
SEGUNDO: Se declara buena y válida el recurso de ape-
lación incoado en fecha 29 de septiembre de 1978, por la Lic.
Tamara Sosa Vásquez, a nombre y representación de Anol
Egalito Nouel, contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Paz del Tribunal Especial de Tránsito del Distrito Nacional,
de fecha 26 del mismo mes y año, por haberlo hecho en
tiempo hábil y de acuerdo a las disposiciones legales; TER-
CERO: Se revoca la sentencia recurrida en cuanto al as-
pecto Penal, y en consecuencia, este tribunal obrando por
propia autoridad y contrario imperio, condena al nombrado
Anol Egalito Nouel, al pago de una multa de Diez Pesos Oro
(RD$10.00) y costas, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes, por violación al artículo 76 inciso "A", de la ley
241; CUARTO: Se confirma la referida sentencia, en todos
sus demás aspectos; QUINTO: Se declara buena y válida la
constitución en parte civil intentada por Rafael Telésforo
Gutiérrez en contra de la Corporación Municipal de Trans-
porte Colectivo, por haberla hecho de acuerdo a las dis-
posiciones legales, en consecuencia se condena a la Corpo-
ración Municipal de Transporte Colectivo al pago de las
costas civiles, con distracción en provecho del Dr. Gabriel
A. Estrella Martínez, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; SEXTO: Se declara que la presente sentencia le
sea común y oponible a la Compañía de Seguros San Rafael,

C . por A., por ser la entidadad aseguradora crérvehíao qu—e
ocasionó dicho accidente" ;

Considerando, que procede declarar la nulidad de los
recursos de casación interpuestos por la Corporación
Municipal de Transporte Colectivo y la San Rafael, C. por
a., en vista de que los recurrentes ni al interponer sus
recursos, ni posteriormente, han expuestos los medios en
que lo fundan, conforme lo exige a pena de nulidad, el ar-
tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo
que sólo será examinado el recurso del prevenido:

Considerando, que la Cámara a-qua para declarar que el
accidente se debió a la falta exclusiva del recurrente Anol
Eglito Noucl y fallar como lo hizo, dio por establecido lo
siguiente: a) que con motivo de un accidente automovi-
lístico ocurrido el 21 de febrero de 1978, entre el vehículo
placa No. 300-378 propiedad de la Corporación Municipal de
Transporte Colectivo, asegurado con la San Rafael, C. por
A., con Póliza No. A1-54196 y conducido por Anol Egalito
Nouel que transitaba de oeste a este por la calle Nicolás de
Ovando al llegar a la esquina con la Ortega y Gasset cuando
iba a doblar chocó al carro placa No. 94-128 por la parte iz-
quiera el cual estaba estacionado a su derecha propiedad de
Rafael Telésforo Gutiérrez, asegurado con la Seguros Pepin
S. A., con Póliza No. A-67120 y conducido por Manuel M.
Gutiérrez Grullón; b) que el choque se debió a la falta co-
metida por Anol Egalito Nouel, conductor del vehículo
placa No. 300-378 al conducirlo en forma descuidada y
atolondrada, al chocar el vehículo que se encontraba es-
tacionado, mientras giraba a la derecha;

Considerando, que el hecho así establecido por la Cámara
a -qua constituye a cargo del prevenido Anol Egalite Nouel,
el delito previsto por el artículo 76 inciso A)
de la. Ley No. 211	 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos y sancionado por el artículo 80 de la
misma Ley con multa no menor de cinco_ pesos
(RD$5.00) ni mayor de (RD$25.00), que en consecuencia
al condenar la Cámara a-qua al prevenido recurrente, des-
pués de declararlo culpable, al pago de una multa de Diez
Pesos (RD$10.00), le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, no contiene en lo que concierne al in-
terés del prevenido, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos; Primero: Admite como interviniente a
Rafael Telésforo Gutiérrez, en los recursos de casación in-
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trella Martínez en cuanto su forma y al fondo; Quinto: Se
condena a la Corporación Municipal de Transporte Colec-
tivo al pago de una indemnización de RD$800.00 (ochocien-
tos pesos) en favor de Rafael Telésforo Gutiérrez como jus-
ta reparación de los daños sufridos por su vehículo en el ac-
cidente; Sexto: Se condena a la Corporación Municipal de
Transporte Colectivo al pago de los intereses legales de
dicha suma a partir de la demanda como indemnización
supletoria; Séptimo: Se condena a la Corporación Muni-
cipal de Transporte Colectivo al pago de las costas en favor
del Dr. Gabriel A. Estrella M. quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; Octavo: Esta sentencia es oponible en
su aspecto civil a la Cía. de Seguros San Rafael, C. por ., en-
tidad asegurador del vehículo que causó el daño"; b) que
sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, y cuyo dispositivo es el siguiente:

"FALLA: PRIMERO: Se pro-nuncia el defecto en contra del
nombrado Anol Egalito Nouel, por no haber comparecido a
la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
SEGUNDO: Se declara buena y válida el recurso de ape-
lación incoado en fecha 29 de septiembre de 1978, por la Lic.
Tamara Sosa Vásquez, a nombre y representación de Anol
Egalito Nouel, contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Paz del Tribunal Especial de Tránsito del Distrito Nacional,
de fecha 26 del mismo mes y año, por haberlo hecho en
tiempo hábil y de acuerdo a las disposiciones legales; TER-
CERO: Se revoca la sentencia recurrida en cuanto al as-
pecto Penal, y en consecuencia, este tribunal obrando por
propia autoridad y contrario imperio, condena al nombrado
Anol Egalito Nouel, al pago de una multa de Diez Pesos Oro
(RD$10.00) y costas, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes, por violación al artículo 76 inciso "A", de la ley
241; CUARTO: Se confirma la referida sentencia, en todos
sus demás aspectos; QUINTO: Se declara buena y válida la
constitución en parte civil intentada por Rafael Telésforo
Gutiérrez en contra de la Corporación Municipal de Trans-
porte Colectivo, por haberla hecho de acuerdo a las dis-
posiciones legales, en consecuencia se condena a la Corpo-
ración Municipal de Transporte Colectivo al pago de las
costas civiles, con distracción en provecho del Dr. Gabriel
A. Estrella Martínez, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; SEXTO: Se declara que la presente sentencia le
sea común y oponible a la Compañía de Seguros San Rafael,

C. por A., por ser la entidadad aseguradora crelivehlo qu—e
ocasionó dicho accidente";

Considerando, que procede declarar la nulidad de los
recursos de casación interpuestos por la Corporación
Municipal de Transporte Colectivo y la San Rafael, C. por
a., en vista de que los recurrentes ni al interponer sus
recursos, ni posteriormente, han expuestos los medios en
que lo fundan, conforme lo exige a pena de nulidad, el ar-
tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo
que sólo será examinado el recurso del prevenido:

Considerando, que la Cámara a-qua para declarar que el
accidente se debió a la falta exclusiva del recurrente Anol
Eglito Noucl y fallar como lo hizo, dio por establecido lo
siguiente: a) que con motivo de un accidente automovi-
lístico ocurrido el 21 de febrero de 1978, entre el vehículo
placa No. 300-378 propiedad de la Corporación Municipal de
Transporte Colectivo, asegurado con la San Rafael, C. por
A., con Póliza No. A1-54196 y conducido por Anol Egalito
Nouel que transitaba de oeste a este por la calle Nicolás de
Ovando al llegar a la esquina con la Ortega y Gasset cuando
iba a doblar chocó al carro placa No. 94-128 por la parte iz-
quiera el cual estaba estacionado a su derecha propiedad de
Rafael Telésforo Gutiérrez, asegurado con la Seguros Pepín
S. A., con Póliza No. A-67120 y conducido por Manuel M.
Gutiérrez Grullón; b) que el choque se debió a la falta co-
metida por Anol Egalito Nouel, conductor del vehículo
placa No. 300-378 al conducirlo en forma descuidada y
atolondrada, al chocar el vehículo que se encontraba es-
tacionado, mientras giraba a la derecha;

Considerando, que el hecho así establecido por la Cámara
a-qua constituye a cargo del prevenido Anol Egalite Nouel,
el delito previsto por el artículo 76 inciso A)
de la Ley No. 241	 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos y sancionado por el artículo 80 de la
misma Ley con multa no menor de cinco pesos
RD$5.00) ni mayor de ( RDS25.00 ), que en consecuencia

al condenar la Cámara a-qua al prevenido recurrente, des-
pués de declararlo culpable, al pago de una multa de Diez
Pesos (RD$10.00), le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, no contiene en lo que concierne al in-
terés del prevenido, vicio alguno que justifique su casación ;

Por tales motivos; Primero: Admite como interviniente a
Rafael Telésforo Gutiérrez, en los recursos de casación in-
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terpuestos por Anol Egalite Nouel, y la Corporación Mu-
nicipal de Transporte y la San Rafael, C. por A., contra la
sentencia dictada por la Séptima Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 9 de
marzo de 1977, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulos los recursos de casación interpues-
tos por la Corporación Municipal de Transporte Colectivo y
San Rafael, C. por A. contra la misma sentencia ; Tercero:
Rechaza el recurso del prevenido Anol Egalite Nouel, con-
tra la misma sentencia y lo condena al pago de las costas;
Cuarto: Condena a la Corporación Municipal de Transporte
Colectivo al pago de las costas civiles en provecho del Dr.
Gabriel Antonio Estrella Martínez, abogado del intervi-
niente, quien afirma estarlas avanzadon e su totalidad y las
hace oponibles a la Compañía aseguradora,• dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goi-
cochea, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña,
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

37.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal,
de fecha 10 de marzo de 1978.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Comercial Unión Asurance Co. Limited.

Abogad fo (s): Dr. M. A. Báez Brito.

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s): Rafael A. Villanueva Solano.

Abogado (s): Dres. Manuel Ferreras Pérez y Rafael Vidal
Elpinosa.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., y Abelardo Herrera Piña, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 22 de octubre de 1982, años 139' de la
Independencia y 119' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Comercial
Unión Assurance Company Limited, representadas por sus
agentes generales, la B. Preetzman-Aggerholm C. por A.,
domiciliada en la Ave. Máximo Gómez esquina Pedro
Henríquez Ureña, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en fecha 10 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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terpuestos por Anol Egalite Nouel, y la Corporación Mu.
nicipal de Transporte y la San Rafael, C. por A., contra la
sentencia dictada por la Séptima Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 9 de
marzo de 1977, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulos los recursos de casación interpues-
tos por la Corporación Municipal de Transporte Colectivo y
San Rafael, C. por A. contra la misma sentencia; Tercero:
Rechaza el recurso del prevenido Anol Egalite Nouel, con-
tra la misma sentencia y lo condena al pago de las costas;
Cuarto: Condena a la Corporación Municipal de Transporte
Colectivo al pago de las costas civiles en provecho del Dr.
Gabriel Antonio Estrella Martínez, abogado del intervi-
niente, quien afirma estarlas avanzadon e su totalidad y las
hace oponibles a la Compañía aseguradora, dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur- 4,1
querque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goi-
cochea, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña,
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.

SENTEN CIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

37.

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de San Cristóbal,
de fecha 10 de marzo de 1978.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Comercial Unión Asurance Co. Limited.

Abogad fo (s): Dr. M. A. Báez Brito.

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s): Rafael A. Villanueva Solano.

Abogado (s): Dres. Manuel Ferreras Pérez y Rafael Vidal
Elpinosa.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo
Sustituto de Presidente; Fernando E.Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., y Abelardo Herrera Piña, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 22 de octubre de 1982, años 139' de la
Independencia y 119' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Comercial
Unión Assurance Company Limited, representadas por sus
agentes generales, la B. Preetzman-Aggerholm C. por A.,
domiciliada en la Ave. Máximo Gómez esquina Pedro
Henríquez Ureria, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en fecha 10 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol ;
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Oído en sus conclusiones a la Dr. Carmen A. Matos Brito,
en representación del Dr. Miguel A. Báez Brito cédula No,
51853, serie 26, abogado de la recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Rafael Vidal
Espinosa, cédula No. 114486, serie lra., por si y por el Dr ,
Manuel Ferreras Pérez, cédula No. 58913, serie lra., aboga.2
dos del interviniente que es Rafael V. Villanueva Solano,
dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula No.
167993, serie lra., domiciliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
secretaría de la Corte a-qua el 14 de marzo de 1978, a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel A. Báez Brito, en
representación de la recurrente, acta en la cual no se invoca
ningún medio de casación;

Visto el memorial del 27 de noviembre de 1978 suscrito por
el Dr. Miguel A. Báez Brito, abogado de la recurrente, en el
cual se propone los medios de casación que se indican más
adelante;

Vistos los escritos del interviniente de fechas 27 y 29 de
noviembre de 1978, firmados por sus abogados, los doctores
Manuel Ferreras Pérez y Rafael A. Vidal Espinosa;

Visto el auto dictada en fecha 19 de octubre del corriente
ario 1982, por el NIagistrado Manuel B. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Leonte R.
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peria, Hugo H.
Goicochea S., y Abelardo Herrera Piria, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te en su memorial que se indican más adelante y los art.
1383, 1384 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se ref iere consta lo siguiente: al que
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en esta ciu-
dad el 16 de agosto de 1973, en que resultó una persona con
lesiones que curaron después de veinte días, la Séptima
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-

--
trito Nacional, dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece
transcrito más adelante; b) que sobre el recurso in-
terPuesto la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó una
sentencia, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
pRIMERO: Declara regular y válido el recurso de
Apelación interpuesto por el Dr. Manuel Ferreras Pérez, a
nombre y representación de Rafael V. Villanueva Solano,
en fecha 2 de agosto de 1974, dictada por la Séptima Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, por haber sido hecho de acuerdo a la Ley cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe descargar y
descarga al nombrado Rafael V. Villanueva Solano, de
generales que constan prevenio de violación a la Ley 241,
declarando en cuanto a él las costas penales de oficio;
Segundo: Que debe declarar y declara al nombrado Agustín
Ladislao Ruiz Martínez, de generales que constan, culpable
de violar el artículo 49, inciso C. de la Ley 241, al producirle
al serior Rafael V. Villanueva Solano, con su vehículo de
motor golpes y heridas curables después de 45

	

' -	 días y antes de 60 días conforme_ certificado
101 	 médica expedido al efecto y en consecuencia

se le condena a pagar una multa de Doscientos
Pesos Oro (RD$200.00) y la cancelación de la licen-
cia por un período de tres (3) meses acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes y las costas penales; Ter-
cero: Que .debe declarar y declara regular y válida la
constitución en parte civil hecha por el serior Rafael V.

	

!1ii	 Villanueva Solano, a través de su abogado Dr. Manuel
Ferreras Pérez, por estar conforme a la Ley, y en cuanto al
fondo se admite la misma y se condena al Partido Re-
volucionario Social Cristiano, en su calidad de propietario
del vehículo que causó el accidente y el serior Agustín La-
dislao Ruiz Martínez conductor del mismo en el momento
del hecho a pagarle al serior Rafael V. Villanueva Solano, la
suma de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) por los darios
morales y materiales sufridos por ésté a consecuencia del
acidente que se trata y las costas civiles, con distracción en
favor del Dr. Manuel Ferreras Pérez, quien afirma ha-
berlas avanzado, previo pronunciamiento del defecto en
contra del Partido Revolucionario Social Cristiano, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
oportunamente emplazado;.Cuarto : Que debe rechazar y
rechaza la solicitud del Dr. Manuel Ferreras Pérez, a
traves del , señor Rafael V,_Yillanueva Solano,
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Oído en sus conclusiones a la Dr. Carmen A. Matos Britoen representación del Dr. Miguel A. Báez Brito cédula 1\10:
51853, serie 26, abogado de la recw-rente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Rafael Vidal
Espinosa, cédula No. 114486, serie lra., por si y por el Dr .
Manuel Ferreras Pérez, cédula No. 58913, serie lra.,
dos del interviniente que es Rafael V. Villanueva Solano,	 Idominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula No.
167993, serie lra., domiciliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
secretaría de la Corte a -qua el 14 de marzo de 1978, a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel A. Báez Brito, enrepresentación de la recurrente, acta en la cual no se invoca
ningún medio de casación;

Visto el memorial del 27 de noviembre de 1978 suscrito por
el Dr. Miguel A. Báez Brito, abogado de la recurrente, en el
cual se propone los medios de casación que se indican más
adelante;

Vistos los escritos del interviniente de fechas 27 y 29 de
noviembre de 1978, firmados por sus abogados, los doctores
Manuel Ferreras Pérez y Rafael A. Vidal Espinosa;

Visto el auto dictada en fecha 19 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel B. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Leonte R.
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te en su memorial que se indican más adelante y los art.
1383, 1384 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: al que
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en esta ciu-
dad el 16 de agosto de 1973, en que resultó una persona con
lesiones que curaron después de veinte días, la Séptima
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
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trito Nacional, dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece
transcrito más adelante; 	 b) que sobre el recurso in-

terpuesto la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó una
sentencia, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:

Declara regular y válido el recurso	 de
Apelación interpuesto por el Dr. Manuel Ferreras Pérez, a
nombre y representación de Rafael V. Villanueva Solano,
en fecha 2 de agosto de 1974, dictada por la Séptima Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, por haber sido hecho de acuerdo a la Ley cuyo
dispositivo dice así: 	 Primero: Que debe descargar y
descarga al nombrado R,afael V. Villanueva Solano, de
generales que constan prevenio de violación a la Ley 241,
declarando en cuanto a él las costas penales de oficio;
Segundo : Que debe declarar y declara al nombrado Agustín
Ladislao Ruiz Martínez, de generales que constan, culpable
de violar el artículo 49, inciso C. de la Ley 241, al producirle
al serior Rafael V. Villanueva Solano, con su vehículo de
motor golpes y heridas curables después	 de	 45
días _ y antes de 60	 días conforme_ certificado
médica expedido al	 efecto y en consecuencia
se le condena a pagar una multa de Doscientos
Pesos Oro (RD$200.00) y la cancelación _ de la licen-
cia por un período de tres (3) meses acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes y las costas penales; Ter-

cero: Que .debe declarar y declara regular y válida la
constitución en parte civil hecha por el serior Rafael V.
Villanueva Solano, a través de su abogado Dr. Manuel
Ferreras Pérez, por estar conforme a la Ley, y en cuanto al
fondo se admite la misma y se condena al Partido Re-
volucionario Social Cristiano, en su calidad de propietario
del vehículo que causó el accidente y el serior Agustín La-
dislao Ruiz Martínez conductor del mismo en el momento
del hecho a pagarle al serior Rafael V. Villanueva Solano, la
suma de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) por los darios
morales y materiales sufridos por éste a consecuencia del
acidente que se trata y las costas civiles, con distracción en
favor del Dr. Manuel Ferreras Pérez, quien afirma ha-
berlas avanzado, previo pronunciamiento del defecto en
contra del Partido Revolucionario Social Cristiano, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
oportunamente emplazado;.Cuarto : Que debe rechazar y
rechaza la solicitud del Dr. Manuel Ferreras Pérez, a
I ravés del serior Rafael	 Solano,



en el sentido de que esta sentencia sea opuni-
ble a la Compañía de Seguros Camercial Unión
Assurance Company Ltd., por improcedentes y mal
funcladas, condenando en este aspecto el pago de
las costas civiles con distracción en favor del Dr.
M. A. Báez Brito, quien afirma haberlas avanzado;
SEGUNDO: Se pronuncia el defecto contra el prevenido
Agustín Ladislao Ruiz Martínez, por no haber comparecido
a la audiencia no obstante haber sido legalmente citado;
TERCERO: Confirma en su aspecto penal 2do. de la sen-
tencia y la Corte obrando por propia autoridad y contrario
imperio condena a Agustín Ladislao Ruiz Martínez y al
Partido Revolucionario Social Cristiano en su calidad de
propietario del vehículo que causó el accidente a pagar a
Rafael V. Villanueva Solano, la suma de dos mil pesos oro
RD$2,0000.00) la cual resulta más equitativa a los darios
morales y materiales sufridos por Rafael V. Villanueva
Solano; QUINTO : Se confirma el ordinal 3ero. de la sen-
tencia apelada, en el sentido de que la sentencia se haga
oponible a la Compariía Comercial de Seguros Unión
Assurance Company Ltd.; SEXTO: Condena al Partido Re-
volucionario Social Cristiano y al prevenido Agustín La-
dislao Ruiz Martínez al pago de las costas ordenando su dis-
tracción en provecho del Dr. Manuel Ferreras Pérez, por
afirmar haberlas avanzado en su mayor parte"; c) que so-
bre el recurso de casación interpuesto por la hoy recurrente
contra la antes indicada sentencia la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó el día 11 de mayo de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo es el siguiente: "Por tales motivos: Primero:
Admite como interviniente a Rafael V. Villanueva Solano,
en el recurso de casación interpuesto por la Comercial
Unión Assurance Company, Limited contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, el 2 de abril de 1975, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Casa el ordinal 5to. de dicha sentencia y en-
vía el asunto así delimitado por ante la Corte de Apelación
de San Cristóbal; Tercero: Compensa las castas entre las
partes"; d) que sobre el envío antes indicado intervino la
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por el doctor Manuel
Ferreras Pérez, a nombre y representación del serior Ra-
fael V. Villanueva Solano. payte civil constituida, contra la

I
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ntencia de fecha 1 de agosto del ario 1974, en su ordinal
cuarto, dictado por la Séptima Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositiva dice así: — Que debe rechazar y recha-

z a	 ja solicitud del Dr. Isdanue l Ferreras Pérez,

a	
nombre del señor Rafael V. Villanuev_a Sola-

nn, en el sentido de .que esta sentencia sea

oponible a la Compariía de Seguros Comercial Unión
Assurance Company' Ltd, por improcedente y mal fundado,
condenándoles en este aspecto al pago de las costas civiles,
con distracción en favor del Dr. M. A. Báez Brito, quien
afirma haberlas avanzado"; asunto del cual se encuentra
apoderada esta Corte por envío que hiciera la Suprema Cor-
tede Justicia, por su sentencia de fecha 11 del mes de mayo
del ario 1977"; SEGUNDO: Revoca la sentencia dictada por
el tribunal de primer grado en el punto que se refiere al apo-
deramiento a esta Corte, y, en consecuencia, la declara
oponible a la Comercial Unión Assurance Company Limi-
ted, por ser la entidad aseguradora del vehículo que originó
el accidente y ocasionó los darios y perjuicios; TERCERO:
Rechaza las conclusiones de la Comercial Unión Assurance

-	 Company , Limited, por ser improcedentes y estar mal fun-
•	 dadas; CUART(): Condena a la ComelLial Unión Assurance

Company Limited, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel
Ferreras Pérez, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad" ;

Considerancio, que en su memOriai a recurrente propone
contra la sentencia impugnada, los siguientes medios de
casación: Primero: Falta de motivos y omisión de estatuir
con respecto de las conclusiones de audiencia; Segundo:

Violación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil por
falta de motivos en un nuevo aspecto y falta de base
Tercero: Violación del art. 10 de la Ley 4117 del ario 1955 y
del art. 40 secciones B y C de la ley No. 126 del ario 1971 sobre
Seguros Privados en la República Dominicana y falta de
motivos y de base

Considerando que en sus tres medios de casación reuni-
dos, la compariía recurrente alega en síntesis, lo siguiente:

11.	

a) que ella presentó conclusione s formales por ante la Corte

a-qua tendentes a que se declarara que el prevenido Ruiz
Martínez obtuvo una póliza en la recurrente en violación del
art. 40 de la ley 126 de 1971, puesto que dicho serior afirmó
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en el sentido de que esta sentencia sea oponi-
ble a la Compariía de Seguros Co_mercial Unión
Assurance _Company Ltd., por improcedentes y mal
fundadas, condenando en esle aspecto el pago de
las costas civiles con distracción en favor del Dr.
M. A. Báez Brito, quien afirma haberlas avanzado;
SEGUNDO: Se pronuncia el defecto contra el prevenido
Agustín Ladislao Ruiz Martínez, por no haber comparecido
a la audiencia no obstante haber sido legalmente citado;

'TERCERO: Confirma en su aspecto penal 2do. de la sen-
tencia y la Corte obrando por propia autoridad y contrario
imperio condena a Agustín Ladislao Ruiz Martínez y al
Partido Revolucionario Social Cristiano en su calidad de
propietario del vehículo que causó el accidente a pagar a
Rafael V. Villanueva Solano, la suma de dos mil pesos oro
RD$2,0000.00) la cual resulta más equitativa a los darios
morales y materiales sufridos por Rafael V. Villanueva
Solano; QUINTO: Se confirma el ordinal 3ero. de la sen-
tencia apelada, en el sentido de que la sentencia se haga
oponible a la Compañía Comercial de Seguros Unión
Assurance Company Ltd.; SEXTO: Condena al Partido Re-

-volucionario Social Cristiano y al prevenido Agustín La-
dislao Ruiz Martínez al pago de las costas ordenando su dis-
tracción en provecho del Dr. Manuel Ferreras Pérez, por
afirmar haberlas avanzado en su mayor parte"; c) que so-
bre el recurso de casación interpuesto por la hoy recurrente
contra la antes indicada sentencia la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó el día 11 de mayo de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo es el siguiente: "Por tales motivos: Primero:
Admite como interviniente a Rafael V. Villanueva Solano,
en el recurso de casación interpuesto por la Comercial
Unión Assurance Company, Limited contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, el 2 de abril de 1975, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Casa el ordinal 5to. de dicha sentencia y en-
vía el asunto así delimitado por ante la Corte de Apelación
de San Cristóbal; Tercero: Compensa las costas entre las
partes"; d) que sobre el envío antes indicado intervino la
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por el doctor /silanuel
Ferreras Pérez, a nombre y representación del serior Ra-
fael V. Villanueva Solano. Payte civil constituida, contra la

sentencia de fecha 1 de agosto del ario 1974, en su ordinal
cuarto, dictado por la Séptima Cámara Penal del Juzgado
de Prinnera Instancia del Distrito _ Nacional, cuyo
d¡spositiva_ dice así: "Que debe rechazar y recha-
za la solicitud del Dr. Manuel Ferreras Pérez,
a nombre del serior Hafael V. Villanueva Sola-
ne, en el sentido de .que esta sentencia sea

oponible a la Compariía de Séguros Comercial Unión
Assurance Company, Ltd, por improcedente y mal fundado,
condenándoles en este aspecto al pago de las costas civiles,
con distracción en favor del Dr. M. A. Báez Brito, quien
afirma haberlas avanzado"; asunto del cual se encuentra
apoderada esta Corte por envío que hiciera la Suprema Cor-
te de Justicia, por su sentencia de fecha 11 del mes de mayo
del año 1977"; SEGUNDO : Revoca la sentencia dictada por
el tribunal de primer grado en el punto que se refiere al apo-
deramiento a esta Corte, y, en consecuencia, la declara
oponible a la Comercial Unión Assurance Company Limi-
ted, por ser la entidad aseguradora del vehículo que originó
el accidente y ocasionó los darios y perjuicios; TERCE110:
Rechaza las conclusiones de la Comercial Unión Assurance
Company, Limited, por ser improcedentes y estar mal fun-
dadas; CUARTO : Condena a la ComeiLial Unión Assurance
Company Limited, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel
Ferreras Pérez, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad" ;

Consideranao, que en su memundi id recurrente propone
contra la sentencia impugnada, los siguientes medios de
casación: Primero: Falta de motivos y omisión de estatuir
con respecto de las conclusiones de audiencia; Segundo:
Violación del art. 141 del Cócligo de Procedimiento Civil.por
falta de motivos en un nuevo aspecto y falta de base
Tercero: Violación del art. 10 de la Ley 4117 del ario 1955 y
del art. 40 secciones B y C de la ley No. 126 del ario 1971 sobre
Seguros Privados en la República Dominicana y falta de
motivos y de base legal;

Considerando que en sus tres medios de casación reuni-
dos, la compañía recurrente alega en síntesis, lo siguiente:
a) que ella presentó conclusione s formales por ante la Corte
a-qua tendentes a que se declarara que el prevenido Ruiz
Martínez obtuvo una póliza en la recurrente en violación del
art, 40 de la ley 126 de 1971, puesto que dicho serior afirmó



1948	 BOLETINJUDICIAL

qtte él era_ propietario del vehículo que deseaba
asegurar, cuando el verdadero propietario era
el Partido Revolucionario Social Cristiano; b) que dicho au-
tomóvil sería usado para fines privados, pero se ha COM-
probado que se utilizó para los fines del indicado partido
político; c) que Ruiz Martínez dijo que había adquirido
dicho vehículo en la Santo Domingo Motors C. por.A., lo que
es incierto; d) que si la recurrente hubiese sabido que el
vehículo que se estaba asegurando era propiedad de un par-
tido político y no de un particular, no hubiera contratado, o
en todo caso hubiese exigido una prima mayor dada la
inininencia de la realización de los riesgos tomando en
cuenta como único fundamento la calidad del propietario
del vehículo; e) que Ruiz Martínez silenció _cir-
Lanstancias sustanciales que de haberlas conocido
la compañía recurrente "no hubiera lo más pro-

formalizado la contratación"; f) que el
silencio intencional del solicitante de la Póliza se
prueba por el formulario de contratación en que constan las
informaciones sustanciales manifiestamente dolosas que
sirvieron para sorprender la buena fe de la recurrente,
pues, como ya se ha dicho, si la recurrente hubiera sabido
que el propietario del yehículo no era Ruiz Martínez, sino el
Partido Reyolucionario Social Cristiano, y que el uso que se
le daría no sería privado sino público, no habría contratado
o la f i jación de la primera a pagar hubiera sido superior a la
convenida para los riesgos contratados; g) que la Corte
dispuso en la sentencia impugnada que las condenaciones
civiles pronunciadas contra el Partido Revolucionario
Social Cristiano fuesen oponibles a la recurrente, sin que los
Jueces del fondo hubiesen respondido, a las conclusiones
expresas de la recurrente; que tampoco dichos Jueces han
justificado mediante motivos suficientes y pertinentes, la
referida oponibilidad; h) que esa falta de motivos se con-
vierte en falta de base legal, habida cuenta de que la sen-
tencia impugnada "no ha determinado si el denominado
vehículo contractual contraído mediante la póliza es-
pecificada anteriormente", se encuentra o no afectado de
los fraudes o reticencias o maniobras dolosas a que se re-
fiere el art. 40, en sus ordinales b) y c) respectivamente;
pero.

Considerando, que el examen de la sentencia Anpugliatlet
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar la
oponibilidad de las condenáciones civiles pronunciadas
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contra el prevenido Agustín Ladislao Ruiz Martínez y
Partido Revolucionario Social Cristiano, expuso en dicho
fallo lo siguiente: "Que en el expediente aparece una cer-
tificación expedida por la Superintendencia de Seguros, en
la cual consta: que de acuerdo con investigaciones realiza-
das en Comercial Unión Assurance Company, L. T. D.
representada por: B. Preetzman-Aggerholm, C. por A.,
con domicilio social en el Conde No. 104, ciudad, se com-
probó que la misma expidió la póliza No. MP-50F710200 con
vigencia desde el 16 de diciembre de 1972 al 16 de diciembre
de 1973 a beneficio de Agustín Ruiz Martínez, para amparar
el vehículo marca Chevrolet,Motor No. F0520 F. M. cu-
briendo los riesgos del Seguro Obligatorio límite hasta
RD$3/5/10.000 00 	 que asimismo, aparece otra cer-
tificación expedida por la. Dirección General de Rentas In-
ternas, en la cual consta; que la placa asignada al au-
tomóvil marca Chevrolet, registro No. 118123 motor No.
F0520 FM chasis NO. 165375 y 212840 Modelo del año 1965
color rojo del Partido Revolucionario Social Cristiano;
Considerando, q ue conforme las certificaciones proce-
dentemente señaladas, se evidencia que el vehículo de mo-
tor. con el cual se originó el accidente y se ocasionaron los
daños y perjuicios a la parte civil constituida, estaba
asegurado para la fecha del accidente, con la Compañía de
Seguros Comercial Unión Assurance Company LTD,
representada por B. Prretgman-Aggerholm, C. por A., y en
esa virtud dicha empresa aseguradora, debe responder de
los i iesgos del seguro obligatorio, por su vínculo con-
tractual, contraído mediante la póliza especificada an-
teriormente, por estar asegurado con dicha empresa, el
vehículo que originó el accidente, de conformidad con las
disposiciones del artículo 10 de la Ley No. 4117, Sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor";

Considerando que como se advierte, la Corte a-qua
comprobó mediante los documentos depositados en el ex-
pediente, que el automóvil manejado por Agustín Ladislao
Ruiz Martínez, persona con quien la hoy recurrente con-
trató el seguro obligatorio de dicho vehículo, causó daños y
perjuicios a Rafael V. Villanueva Solano; que éste puso en
causa a la indicada compariía aseguradora a fin de qe le
fuesen oponibles a ella, las condenaciones ci yiles que se
pronunciasen contra el prevenido y asegurado Agustin La-
dislao Ruiz Martínez, y contra el Partido Revolucionario
Social Cristiano propietario del vehículo; que la Corte a-qua
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que .él era_ .propietario del vehículo que deseaba
asegurar, cuando el verdadero propietario era
el Partido Revolucionario Social Cristiano; b) que dicho au-
tomóvil sería usado para fines privados, pero se ha com_
probado que se utilizó para los fines del indicado partido
político; c) que Ruiz Martínez dijo que había adquirido
dicho vehículo en la Santo Domingo Motors C. por A., lo (iue
es íncierto; d) que si la recurrente hubiese sabido que el
vehículo que se estaba asegurando era propiedad de un par-
tido político y no de un particular, no hubiera contratado, o
en todo caso hubiese exigido una prima mayor dada la
in:ninencia de la realización de los riesgos tomando en
cuenta como único fundamento la calidad del propietario
del vehículo; . e) que Ruiz Martínez silenció _c_ir-
canstancias sustanciales que de haberlas conocido
la compariía recurrente "no hubiera lo más pro-
kzble formaLizado la contratación"; f) que el
silencio intencional del solicitante de la Póliza se
prueba por el formulario de contratación en que constan las
informaciones sustanciales manifiestamente dolosas que
sirvieron para sorprender la buena fe de la recurrente,
pues, como ya se ha dicho, si la recurrente hubiera sabido
que el propietario del vehículo no era Ruiz Martínez, sino el
Partido Revolucionario Social Cristiano, y que el uso que se
le daría no sería privado sino público, no habría contratado
o la fijación de la primera a pagar hubiera sido superior a la
convenida para los riesgos contratados; g) que la Corte
dispuso en la sentencia impugnada que las condenaciones
civiles pronunciadas contra el Partido Revolucionario
Social Cristiano fuesen oponibles a la recurrente, sin que los
Jueces del fondo hubiesen respondido, a las conclusiones
expresas de la recurrente; que tampoco dichos Jueces han
justificado mediante motivos suficientes y pertinentes, la
referida oponibilidad; h) que esa falta de motivos se con-
vierte en falta de base legal, habida cuenta de que la sen-
tencia impugnada "no ha determinado si el denominado
vehículo contractual contraído mediante la póliza es-
pecificada anteriormente", se encuentra o no afectado de
los fraudes o reticencias o maniobras dolosas a que se re-
fiere el art. 40, en sus ordinales b) y c) respectivamente;
pero.

Considerando, que el examen de la sentencia impugliada
pone de manifiesto que la Corte a -qua para declarar la
oponibilidad de las condenáciones civiles pronunciadas
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contra el prevenido Agustín Ladislao Ruiz Martínez y
Partido Revolucionario Social Cristiano, expuso en dicho
fallo lo siguiente: "Que en el expediente aparece una cer-
tificación expedida por la Superintendencia de Seguros, en
la cual consta: que de acuerdo con investigaciones realiza-
das en Comercial Unión Assurance Cornpany, L. T. D.
representada por: B. Preetzman-Aggerholm, C. por A.,
con domicilio social en el Conde No. 104, ciudad, se com-
probó que la misma expidió la póliza No. MP-50F710200 con
vigencia desde el 16 de diciembre de 1972 al 16 de diciembre
de 1973 a beneficio de Agustín Ruiz Martínez, para amparar
el vehículo marca Chevrolet,Motor No. F0520 F. 15.1. cu-
briendo los riesgos del Seguro Obligatorio límite hasta
RD$3/5/10.000 00 . que asimismo, aparece otra cer-
tificación expedida porla% Dirección General de Rentas In-
ternas, en la cual consta; que la placa asioada al au-
tomóvil marca Chevrolet, registro No. 118123 motor No.
F0520 FM hasis NO. 165375 y 212840 Modelo del año 1965
color rojo del Partido Revolucionario Social Cristiano;
Considerando, que conforme las certificaciones proce-
dentemente serialadas, se evidencia que el vehículo de mo-
tor. con el cual se originó el accidente y se ocasionaron los
daños y perjuicios a la parte civil constituida, estaba
asegurado para la fecha del accidente, con la Compañía de
Seguros Comerc ial Unión Assurance Company LTD,
representada por B. Prretgman-Aggerholm, C. por A., y en
esa virtud dicha empresa aseguradora, debe responder de
los i iesgos del seguro obligatorio, por su vínculo con-
tractual, contraído mediante la póliza especificada an-
teriormente, por estar asegurado con dicha empresa, el
vehículo que originó el accidente, de conformidad con las
disposiciones del artículo 10 de la Ley No. 4117, Sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor" ;

Considerando que como se advierte, la Corte a-(jua
comprobó mediante los documentos depositados en el ex-
pediente, que el automóvil manejado por Agustín Ladislao
Ruiz Martínez, persona con quien la hoy recurrente con-
trató el seguro obligatorio de dicho vehículo, causó daños y
perjuicios a Rafael V. Villanueva Solano; que éste puso en
causa a la indicada compariía aseguradora a fin de qwe le
fuesen oponibles a ella, las rondenacio ries civiles que se
pronunciasen contra el prevenido y asegurado Agustín La-
dislao Ruiz Martínez, y contra el Partido Revolucionario
Social Cristiano propietario del vehículo; aue la Corte a-qua
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solución dada al caso no obsta para que la Compariía
aseguradora a fin de no ser lesionada deduzca del valor a

de disposiciones reglamentarias la prima a pagar es mayor
cuando el vehículo se destine a un servicio distinto, la

estar supeditadas al interés general, de carácter social
proclamado por el legislador en la materia ; que si en virtud

constituyen la ley de las partes, tienen necesariamente que

que la ley que se analiza, por su carácter y por su na-
turaleza, está invidentemente por encima de las vin-
culaciones contraactuales, las cuales, aunque en principio

desconocer los propósitos perseguidos por el legislador, ya

para ellos, que es a quienes la ley ha querido
proteger; que una solución diferente equivaldría a

consecuencia para los terceros, víctimas del acci-
iiente, el privar al contrato de efectos útiles

que estaba originalmente destinado el vehículo; que la
agravación de_ los riesgos no puede tener como

contrato de seguro la no participación del cambio del uso a

pecie no se ha revelado que existiera en la póliza de seguro
ninguna cláusula que sancionara con la nulidad total del

con el manejo de un vehículo de motor; además, en la es-
los terceros en el caso de un eventual accidente producido
ofrecer permanentemente una protección y una segtridad a
seguro obligatorio para los vehículos de motor lo hbo para

a la compariía aseguradora no incurrió en los vicios y
al proclamar la oponibilidad de tales condenaciones civiles

iolaciones denunciadas, pues el legislador al instituir el

pagar de la póliza, los suplementos de prima que corres-
ponda, ya que ella sólo debe responder en la medida del
monto del seguro y hasta el balance favorable al asegurado
que resulte después de deducir los pagos que éste ha debido
efectuar por los suplementos de prima, si es que realmente
tales suplementos proceden; que como el asegurado Ruiz
Martínez fue dondenado penal y civilmente por la falta
cometida con el manejo del vehículo y como las con-
denaciones civiles que se pronunciaron contra él fueron
declaradas oponibles a la compariía aseguradora puesta en
causa, resulta irrelevante frente a la víctima el alegato de
dicha aseguradora de que fue sorprendida en su buena fe al
concertar el alegato de póliza, pues además de que es un
hecho cierto, debidamente establecido que Ruiz Martínez
fue el causante del dario con la conducción temeraria del
automóvil que él había asegurado como de su propiedad,
también es verdad que la compañía no verificó como podía
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haberlo hecho, si la matrícula del referido vehículo
estaba a nombre de Ruiz Martínez o de otra persona, para
negarse a contratar si advertía que el solicitante del
seguro no era el propiet,ario del vehículo; que, por otra
parte, un estudio detenido de la legislación que rige la ma-
teria y particularmente de las disposiciones del art. 68 de la
ley 126 de 1971, conduce a admitir, en interés de una buena
justicia, que cuando en una causa por violación a la ley 241
de 1967, una compariía aseguradora se considera excluida
de responsabilidad por vicios atinentes a la redacción del
contrato de seguro, corresponde a dicha compariía alegar y
probar esa exclusión lo que no ha ocurrido en la especie;
que los motivos antes expuestos, por ser de derecho, los ha
suplido la Suprema Corte de Justicia; que, por tanto los me-
dios de casación que se examinan carecen de fundamento y
deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Rafael V. Villanueva Solano, en le recurso de casación in-
terpuesto por la Comercial Unión Assurance Company
Limited, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal
en fecha 10 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo : Rechaza el
indicado recurso y condena a la recurrente que sucumbe al
pago de las costas ordenándose la distracción de ellas en
provecho de los DoctoreS Manuel Ferreras Pérez y Rafael
A. Vidal Espinosa, abogados del interviniente quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque Castillo, Luis V. García de Peria, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piria, Miguel Jacobo F.,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
riores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados y fue
firmada leída y publicada pro mí, Secretario General, que
certifico. ( Firmado): Miguel Jacobo F.

fr
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haberlo hecho, si la matrícula del referido vehículo
estaba a nombre de Ruiz Martínez o de otra persona, para
negarse a contratar si advertía que el solicitante del
seguro no era el propietario del vehículo; que, por otra
parte, un estudio detenido de la legislación que rige la ma-

~ teria y particularmente de las disposiciones del art. 68 de la
ley 126 de 1971, conduce a admitir, en interés de una buena
justicia, que cuando en una causa por violación a la ley 241
de 1967, una compañía aseguradora se considera excluida
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contrato de seguro, corresponde a dicha compañía alegar y
probar esa exclusión lo que no ha ocurrido en la especie;
que los motivos antes expuestos, por ser de derecho, los ha
suplido la Suprema Corte deJusticia; que, por tanto los me-
dios de casación que se examinan carecen de fundamento y
deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Rafael V. Villanueva Solano, en le recurso de casación in-
terpuesto por la Comercial Unión Assurance Company
Limited, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal
en fecha 10 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el
indicado recurso y condena a la recurrente que sucumbe al
pago de las costas ordenándose la distracción de ellas en
provecho de los DoctoreS Manuel Ferreras Pérez y Rafael
A. Vidal Espinosa, abogados del interviniente quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque Castillo, Luis V. García de Peria, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo F.,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados y fue
firmada leída y publicada pro mí, Secretario General, que
certifico. ( Firmado): Miguel Jacobo F.
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al proclamar la oponibilidad de tales condenaciones civiles
a la compañía aseguradora no incurrió en los vicios y
violaciones denunciadas, pues el legislador al instituir
seguro obligatorio para los vehículos de motor lo hizo para
ofrecer permanentemente una protección y una seguridad a
los terceros en el caso de un eventual accidente producido
con el manejo de un vehículo de motor; además, en la es-
pecie no se ha revelado que existiera en la póliza de seguro
ninguna cláusula que sancionara con la nulidad total del
contrato de seguro la no participación del cambio del uso a
que estaba originálmente destinado el vehículo; que la
agravación de_ los riesgos no puede tener como
consecuencia para los terceros, víctimas del acci-
dente, el privar al contrato de efectos útiles
para ellos, que es a quienes la ley ha querido
proteger ; que una solución diferente equivaldría a
desconocer los propósitos perseguidos por el legislador, ya
que la ley que se analiza, por su carácter y por su na-
turaleza, está invidentemente por encima de las vin-
culaciones contraactuales, las cuales, aunque en principio
constituyen la ley de las partes, tienen necesariamente que
estar supeditadas al interés general, de carácter social
proclamado por el legislador en la materia; que si en virtud
de disposiciones reglamentarias la prima a pagar es mayor
cuando el vehículo se destine a un servicio distinto, la
solución dada al caso no obsta para que la Compañía
aseguradora a fin de no ser lesionada deduzca del valor a
pagar de la póliza, los suplementos de prima que corres-
ponda, ya que ella sólo debe responder en la medida del
monto del seguro y hasta el balance favorable al asegurado
que resulte después de deducir los pagos que éste ha debido
efectuar por los suplementos de prima, si es que realmente
tales suplementos proceden; que como el asegurado Ruiz
Martínez fue dondenado penal y civilmente por la falta
cometida con el manejo del vehículo y como las con-
denaciones civiles que se pronunciaron contra él fueron
declaradas oponibles a la compañía aseguradora puesta en
causa, resulta irrelevante frente a la víctima el alegato de
dicha aseguradora de que fue sorprendida en su buena fe al
concertar el alegato de póliza, pues además de que es un
hecho cierto, debidamente establecido que Ruiz Martínez
fue el causante del dario con la conducción temeraria del
automóvil que él había asegurado como de su propiedad,
también es verdad que la compariía no verificó como podía
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRTE DEL 1982 No.
38.

Sentencia impugnada : Séptima Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Fernando Lugo Céspedes, Móvil Gas, C.
por A., o Electromóvil, C. por A. y Unión de Seguros C. por
A.,

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s): Ramón Francisco Marte Mena.

Abogado (s): Dres. Angel D. Pérez Vólquez y Carlos Ml.
Barías C.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Parío Balcácer, Segundo Sus-
título de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, ho día 27 de oc-
tubre del año 1982, años 139' ue la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fernando
Lugo Céspedes, dominicano, mayor de edad, chofer,
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 132605,
serie lra., Móvil Gas, C. por A., o Electromóvil, C. por A.,
con domicilio social en esta ciudad y Unión de Seguros, C.
por A., con domicilio social en Santiago, contra la sentencia_
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de la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha 26 de abril de 1979,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Visto el acta del recurso de casación del 3 de mayo de

1979, levantada en la Secretaría de la Cámara a-qua, a re-
querimiento del doctor Abelardo de la Cruz Landrau, en la
cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el escrito de intervención firmado por los Doctores
Angel Danilo Pérez Vólquez y Carlos Manuel Barías C.,
abogados del interviniente Ramón Francisco Marte Mena,
dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, domiciliado y
residente en esta ciudad, cédula No. 95173, serie Ira. ;

Visto el auto dictado en fecha 26 de octubre del corriente
año 1982 por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes No .s 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 27, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, 74 y 75 de la Ley 241 del 1967,
sobre Tránsito y Vehículos de Motor;

Considerando, que la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta : a) que, con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 10 de
agosto de 1978, en el cual una persona resultó con lesiones
corporales y dos carros con daños, el Tribunal Especial de
Tránsito del Distrito Nacional dictó una sentencia, el 19 de
diciembre de 1978, cuyo dispositivo se encuentra copiado en
el de la sentencia impugada; y b) que con motivo de los
recursos interpuestos intervino la sentencia impugnada en
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PR IMERO: Que debe declarar y declara regular y válido
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
el prevenido Fernando Lugo Céspedes, Unión de Seguros, C.
Por A., y Móvil Gas C. por A., o Electro Móvil Dominicana,

1
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRTE DEL 1982 No.
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por A., o Electromóvil, C. por A. y Unión de Seguros C. por
A.,

Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s): Ramón Francisco Marte Mena.

Abogado (s): Dres. Angel D. Pérez Vólquez y Carlos Ml.
Barías C.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
título de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alhurquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, ho día 27 de oc-
tubre del año 1982, años 139' cela Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fernando
Lugo Céspedes, dominicano, mayor de edad, chofer,
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 132605,
serie lra., Móvil Gas, C. por A., o Electromóvil, C. por A.,
con domicilio social en esta ciudad y Unión de Seguros, C.
por A., con domicilio social en Santiago, contra la sentencia_

de la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha 26 de abril de 1979,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Visto el acta del recurso de casación del 3 de mayo de

1979, levantada en la Secretaría de la Cámara a-qua, a re-
querimiento del doctor Abelardo de la Cruz Landrau, en la
cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el escrito de intervención firmado por los Doctores
Angel Danilo Pérez Vólquez y Carlos Manuel Barías C.,
abogados del interviniente Ramón Francisco Marte Mena,
dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, domiciliado y
residente en esta ciudad, cédula No. 95173, serie lra. ;

Visto el auto dictado en fecha 26 de octubre del corriente
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juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes No .s 684 de 1934 y 926 del 1935:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 27, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, 74 y 75 de la Ley 241 del 1967,
sobre Tránsito y Vehículos de Motor;

Considerando, que la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta : a) que, con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 10 de
agosto de 1978, en el cual una persona resultó con lesiones
corporales y dos carros con daños, el Tribunal Especial de
Tránsito del Distrito Nacional dictó una sentencia, el 19 de
diciembre de 1978, cuyo dispositivo se encuentra copiado en
el de la sentencia impugada; y b) que con motivo de los
recursos interpuestos intervino la sentencia impugnada en
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Que debe declarar y declara regular y válido
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
el prevenido Fernando Lugo Céspedes, Unión de Seguros, C.
Por A., y Móvil Gas C. por A., o Electro Móvil Dominicana,
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contra la sentencia No. 5206 de fecha 19 de diciembre de
1978, del Tribunal Especial de Tránsito del Distrito
Nacional, por haber sido hecha de acuerdo a la Ley, cuyo
dispositivo dice así: Primero: Se pronuncia el defecto con-
tra Fernando Lugo Céspedes por no haber comparecido ha-
biendo sido legalmente citado; Segundo: Se declara cul-
pable a Fernando Lugo Céspedes de violar los artículos 74
Inc. 'A' de la Ley 241 y se condena a (1) mes de prisión y al
pago de las costas; Tercero: Se descarga a Ramón Fran-
cisco Marte Mena por no haber violado la Ley 241; Cuarto:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil in-
terpuesta por Ramón Francisco Marte Mena, por in-
termedio de sus abogados Dres. Angel Danilo Pérez Vól-
quez y Carlos Manuel Barías Cuevas, en cuanto a la forma y
el fondo; Quinto: Se condena a Móvil Gas C. por A., O' Elec-
tromóvil Dominicana, C. por A., al pago de la suma de
$2,300.00 ( dos mil trescientos pesos) en favor de Ramón
Francisco Marte Mena como justa reparación de los daños
físicos y materiales sufridos por él y su vehículo en el ac-
cidente; Sexto: Se condena a Móvil Gas, C. por A., O' Elec-
tro Móvil Dominicana C por A., al pago de los intereses
legales de dicha suma a partir de la fecha de la demanda a
título de indemnización complementaria; Séptimo: Se con-
dena a Móvil Gas C X A., O' Electro Móvil C X A., al pago
de las costas con distracción de las mismas en favor de los
Dres. Angel Danilo Pérez Vólquez y Carlos Manuel Barías
Cuevas quienes afirman estarlas avanzando en su to-
talidad; Octavo: Esta sentencia es oponible a la Cía., de
Seguros Unión C X A., entidad aseguradora del vehículo que
causó el daño'; SEGUNDO: En cuanto al fondo se
pronuncia el defecto contra el prevenido Fernando Lugo
Céspedes, de generales ignoradas, por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; TERCERO:
Se modifica el ordinal segundo y se declara culpable al pre-
venido de haber violado los artículos 49 inciso 'A' y 74 inciso
'A' de la Ley 241, en consecuencia se condena a veinte pesos
oro (RD$20.00) de multa y al pago de las costas penales,
acogiendo circunstancias atenuantes; y CUARTO: Se con-
firma en los demás aspectos la sentencia apelada";

Considerando, que los recurrentes Móvil Gas., C. por A.,
Electromóvil Dominicana, C. por A., persona civilmente
puesta en causa, la Unión de Seguros, C. por A., no han
expuesto en el momento de declarar sus recursos, ni pos-
teriormente los medios en que los fundamentan, como lo
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exi ge a pena de nulidad por el artículo 137 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación; que, por tanto, deben ser
declarados nulos y sólo se procederá al examen del recurso
del prevenido.

Considerando, que por el examen de la sentencia im-
pugnada y los documentos a que ella se refiere consta: a)
que el 1ro., de agosto de 1978, mientras Fernando Lugo
Céspedes conducía el camión, marcha Chevrolet, placa No.
500-581, propiedad de Electro Móvil Dominicana, C. por A.,
asegurado con la Unión de Seguros, C. por A., mediante
Póliza No. 26005, y transitaba por la calle La Guardia, de es-
ta ciudad, en dirección Oeste a Este, al llegar a la calle 14
penetró a la intersección formada por ambas calles y chocó
el carro, marca Glant-Signa, placa No. 124-915, conducido
por su propietario Ramón Francisco Marte Mena, que se
encontraba dentro de dicha intersección, ocasionándole
golpes a éste que curaron antes de los 10 días y daños a su
vehículo; b) que este hecho se debió a que el prevenido
Fernando Lugo Céspedes condujo su vehículo con im-
prudencia penetrando en forma brusca en la referida in-
tersección, sin reducir la velocidad, ni tomar precauciones,
para evitar el choque;

Considerando. que los hechos así establecidos a cargo del
prevenido constituyen del delito de golpes y heridas causa-
dos con el manejo de vehículos de motor, previsto en el ar-
tículo 49 de la citada Ley No. 241, y sancionado con el mismo
texto, en su letra a 1, con prisión de 6 días a 6 meses y multa
de RD$6.00 a RD$180.00, si la enfermedad o la im-
posibilidad para dedicarse al trabajo sea por un tiempo
menor de 10 días; que al condenar al prevenido recurrente a
una multa de RD$20.00, acogiendo circunstancias atenuan-
tes, la Cámara a-qua aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Cámara a-qua dio por es-
tablecido que, el hecho del prevenido había ocasionado da-
ños a la parte civil constituida, materiales y morales, cuyo
monto apreció en la suma de RD$2,300 00; que al condenar a
la persona civilmente responsable al pago de esa suma,
más los intereses a título de indemnización com-
plementaria, la Camara a-qua aplicó correctamente el ar-
tículo 1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando, que examinada en los demás aspectos, la
sentencia im • )ugnada no contiene en lo que interesa al pre-
venido recurrente, vicio alguno que justifique su casación;

Por	 motivos, Primero: Se admite como in-
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exi ge a pena de nulidad por el artículo 137 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación; que, por tanto, deben ser
declarados nulos y sólo se procederá al examen del recurso
del prevenido.

Considerando, que por el examen de la sentencia im-
pugnada y los documentos a que ella se refiere consta: a)
que el 1ro., de agosto de 1978, mientras Fernando Lugo
Céspedes conducía el camión, marcha Chevrolet, placa No.
500-58 1 , propiedad de Electro Móvil Dominicana, C. por A.,
asegurado con la Unión de Seguros, C. por A., mediante
Póliza No. 26005, y transitaba por la calle La Guardia, de es-
ta ciudad, en dirección Oeste a Este, al llegar a la calle 14
penetró a la intersección formada por ambas calles y chocó
el carro, marca Glant-Signa, placa No. 124-915, conducido
por su propietario Ramón Francisco Marte Mena, que se
encontraba dentro de dicha intersección, ocasionándole
golpes a éste que curaron antes de los 10 días y daños a su
vehículo; b) que este hecho se debió a que el prevenido
Fernando Lugo Céspedes condujo su vehículo con im-
prudencia penetrando en forma brusca en la referida in-
tersección, sin reducir la velocidad, ni tomar precauciones,
para evitar el choque;

Consider,,ndo, que los hechos así establecidos a cargo del
prevenido constituyen del delito de golpes y heridas causa-
dos con el manejo de vehículos de motor, previsto en el ar-
tículo 49 de la citada Ley No. 241, y sancionado con el mismo
texto, en su letra a), con prisión de 6 días a 6 meses y multa
de RD$6.00 a RD$180.00, si la enfermedad o la im-
posibilidad para dedicarse al trabajo sea por un tiempo
menor de 10 días; que al condenar al prevenido recurrente a
una multa de RD$20.00, acogiendo circunstancias atenuan-
tes, la Cámara a-qua aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Cámara a-qua dio por es-
tablecido que, el hecho del prevenido había ocasionado da-
ños a la parte civil constituida, materiales y morales, cuyo
monto apreció en la suma de RD$2,300 00; que al condenar a
la persona civilmente responsable al pago de esa suma,
más los intereses a titulo de indemnización com-
plementaria, la Cámara a-qua aplicó correctamente el ar-
tículo 1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando, que examinada en los demás aspectos, la
sentencia im • mgnada no contiene en lo que interesa al pre-
venido recurrente, vicio alguno que justifique su casación:

Por tales motivos, Primero: Se admite como in-
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contra la sentencia No. 5206 de fecha 19 de diciembre de
1978, del Tribunal Especial de Tránsito del Distrito
Nacional, por haber sido hecha de acuerdo a la Ley, cuyo
dispositivo dice así: 'Primero: Se pronuncia el defecto con-
tra Fernando Lugo Céspedes por no haber comparecido ha-
biendo sido legalmente citado; Segundo: Se declara cul-
pable a Fernando Lugo Céspedes de violar los artículos 74
Inc. 'A' de la Ley 241 y se condena a (1) mes de prisión y al
pago de las costas; Tercero: Se descarga a Ramón Fran-
cisco Marte Mena por no haber violado la Ley 241; Cuarto:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil in-
terpuesta por Ramón Francisco Marte Mena, por in-
termedio de sus abogados Dres. Angel Danilo Pérez Vól-
quez y Carlos Manuel Barías Cuevas, en cuanto a la forma y
el fondo; Quinto: Se condena a Móvil Gas C. por A., O' Elec-
tromóvil Dominicana, C. por A., al pago de la suma de
$2,300.00 (dos mil trescientos pesos) en favor de Ramón
Francisco Marte Mena como justa reparación de los daños
físicos y materiales sufridos por él y su vehículo en el ac-
cidente; Sexto: Se condena a Móvil Gas, C. por A., O' Elec-
tro Móvil Dominicana C por A., al pago de los intereses
legales de dicha suma a partir de la fecha de la demanda a
título de indemnización complementaria; Séptimo: Se con-
dena a Móvil Gas C X A., O' Electro Móvil C X A., al pago
de las costas con distracción de las mismas en favor de los
Dres. Angel Danilo Pérez Vólquez y Carlos Manuel Barías
Cuevas quienes afirman estarlas avanzando en su to-
talidad; Octavo: Esta sentencia es oponible a la Cía., de
Seguros Unión C X A., entidad aseguradora del vehículo que
causó el daño'; SEGUNDO: En cuanto al	 fondo se
pronuncia el defecto contra el prevenido Fernando Lugo
Céspedes, de generales ignoradas, por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; TERCERO:
Se modifica el ordinal segundo y se declara culpable al pre-
venido de haber violado los artículos 49 inciso 	 y 74 inciso
`A' de la Ley 241, en consecuencia se condena a veinte pesos
oro (RD$20.00) de multa y al pago de las costas penales,
acogiendo circunstancias atenuantes; y CUARTO: Se con-
firma en los demás aspectos la sentencia apelada";

Considerando, que los recurrentes Móvil Gas., C. por A.,
Electromóvil Dominicana, C. por A., persona civilmente
puesta en causa, la Unión de Seguros, C. por A., no han
expuesto en el momento de declarar sus recursos, ni pos-
teriormente los medios en que los fundamentan, como lo
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lerviniente a Ramón Francisco Marte Mena, en losrecursos i nterpuestos por Fernando Lugo Céspedes, Móvil,Gas., C. por A., o E lectromóvil Dominicana, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
tiago, el 26 de abril del 1979, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior de la presente sentencia; Segundo: Se
declaran nulos los recursos de Gas Móvil, C. por A., o Elee.tromóvil Dominicana, C. por A., y la Unión de Seguros, C.
por A., contra la expresada sentencia; y Tercero: Serechaza el recurso de Fernando Lugo Céspedes y lo condena
al pago de las costas, y a éste y a Móvil Gas., C. por a., o
Electromóvil Dominicana, C. por A a las civiles, dis-trayéndolas en provecho de los Doctores Angel DaniloPérez Vólquez y Carlos Manuel Barías, abogados del in-
terviniente, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad y las declara oponibles a la Unión de Seguro, C. por
A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bala
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su enca bezamiento, en la au-diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

39

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de
fecha 14 de julio de 1977.

lliateria : Correccional.

Recurrente (s): Osvaldo A. Abréu, Pablo Hernández P. Es-
paillat y Unión de Seguros C. por A.,

Recurrente (s):
Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte v de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de oc-
tubre de 1982. años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Osvaldo
Antonio Abréu, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en Santiago, cédula No. 18837, serie 32; Pablo
Hernández P. Espaillat, dominicano, mayor de edad,
domiciliado y residente en Guazumal, Sección de Tamboril,
cédula No. 1314, serie 37, y la Unión de Seguros, C. por A.,
con domicilio social en Santiago, contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santiago, en atribuciones
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terviniente a Ramón Francisco Marte Mena, en los
recursos i nterpuestos por Fernando Lugo Céspedes, Móvil,Gas., C. por A., o Electromóvil Dominicana, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
tiago, el 26 de abril del 1979, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior de la presente sentencia; Segundo: Se
declaran nulos los recursos de Gas Móvil, C. por A., o Elec.-
tromóvil Dominicana, C. por A., y la Unión de Seguros, C.
por A., contra la expresada sentencia; y Tercero: Serechaza el recurso de Fernando Lugo Céspedes y lo condenaal pago de las costas, y a éste y a Móvil Gas., C. por a., oElectromóvil Dominicana, C. por A a las civiles, dis-trayéndolas en provecho de los Doctores Angel DaniloPérez Vólquez y Carlos Manuel Barías, abogados del in-
terviniente, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad y las declara oponibles a la Unión de Seguro, C. por
A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcl
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su enca bezamiento, en la au-diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de oc-
tubre de 1982. años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Osvaldo
Antonio Abréu, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en Santiago, cédula No. 18837, serie 32; Pablo
Hernández P. Espaillat, dominicano, mayor de edad,
domiciliado y residente en Guazumal, Sección de Tamboril,
cédula No. 1314, serie 37, y la Unión de Seguros, C. por A.,
con domicilio social en Santiago, contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santiago, en atribuciones

SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

39

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de
fecha 14 de julio de 1977.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Osvaldo A. Abréu, Pablo Hernández P. Es-
paillat y Unión de Seguros C. por A.,

Recurrente (s):
Abogado (s):

Recurrido (s):

Abogado (s):

Interviniente (s):

Abogado (s):



correccionales, en fecha 14 de julio de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

a República ;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 29 de agosto de 1977, a re-
querimiento del Lic. José T. Gutiérrez, cédula No. 68333,
serie 31, en representación de los recurrentes, en la cual no
se propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 26 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjun-
amente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
le la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Fue110 Renville y
Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal, para com-
pletar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; y 1, 37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los•
documentos a que ella se refiere, consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 1ro. de diciembre de
1974, en la población de Tamboril en el cual resultó una per-
sona con lesiones corporales, la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, apoderada del caso, dictó en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia el 23 de febrero de 1976, cuyo dis-
positvo se encuentra inserto en el de la ahora impugada; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia
ahora impugada en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Admite en cuanto a la forma los
recursos de apelación incoados por el Dr. Osiris Isidor a
nombre y representación del prevenido Osvaldo Antonio
Abréu, Pablo Hernández P. Espaillat, y la Unión de Se-
guros, C. por A., persona civilmente responsable y Com-
pañía Aseguradora, así como al interpuesto por el Licdo.
Víctor Méndez, a nombre y representación de Altagracia
Martínez parte civil constituida, contra sentencia correc-

cional, N° 70 de fecha Veintitrés (23) del mes de febrero del
año mil novecientos setenta y seis (1976), dictada por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado
textualmente dice así: Primero: Se pronuncian defectos,
contra el nombrado Osvaldo Antonio Abréu (prevenido)
Pablo Hernández P. Espaillat (persona civilmente respon-
sable) y la Compañía Nacional de Seguros Unión de Segu-
ros, C. por A., en su condición de entidad aseguradora del
vehículo envuelto en el accidente por no haber comparecido
a la audiencia, no obstante estar citados legalmente; Se-
gundo: Declara al nombrado Osvaldo Antonio Abréu, de
generales ignoradas, por no haber comparecido, culpable,
de haber violado los artículos 49 letra C y 102 incisos 1 y 3 de
la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en per-
juicio de Altagracia Martínez, hecho puesto a su cargo, y en
consecuencia se le condena al pago de una multa de
RD$20.00 (Veinte pesos oro) acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Tercero: Se declara buena y válida, la
constitución en parte civil, hecha en audiencia por la señora
altagracia Martínez, por intermedio de sus abogados cons-
tituido3 y apoderados especiales, Dr. Ramón Octavio Por-
tela y el Lic. Víctor Tomás Méndez y Méndez, en contra de
los señores Osvaldo Antonio Abréu (prevenido) Pablo Her-
nández P. Espaillat (persona civilmente responsable) y la
compañía Nacional de Seguros "Unión de Seguros", C. por
A., entidad aseguradora de la responsabilidad civil del
señor Pablo Hernández P. Espaillat, en cuanto a la forma,
por haber sido hecha de acuerdo a las normas procedimen-
tales; Cuarto: En cuanto al fondo se condena conjunta y
solidariamente a los nombrados Osvaldo Antonio Abréu y
Pablo Hernández P. Espaillat en sus calidades indicada al
pago de una indemnización de RD$2,500.00 (Dos mil qui-
nientos pesos oro) en provecho de la Parte Civil constituida,
señora Altagracia Martínez, como justa reparación por los
daños y perjuicios morales y materiales experimentados en
el accidente, según Certificado Médico Legal No. 9137, de
fecha 24 de junio del año 1975, firmado por el Dr. pedro
Rafael Jorge García, documento anexo al expediente;
Quinto: Condena a los nombrados Osvaldo Antonio Abréu y
Pablo Hernández P. Espaillat, al pago de los intereses le-
gales de la suma acordada, a título de indemnización su-
plementaria; Sexto: Declara la presente sentencia, común,
ejecutable y oponible a la Compañía Nacional de Seguros
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correccionales, en fecha 14 de julio de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

a República ;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 29 de agosto de 1977, a re-
querimiento del Lic. José T. Gutiérrez, cédula No. 68333,
serie 31, en representación de los recurrentes, en la cual no
se propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 26 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjun-
amente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
le la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Yuello Renville y
Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal, para com-
pletar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; y 1, 37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 1ro. de diciembre de
1974, en la población de Tamboril en el cual resultó una per-
sona con lesiones corporales, la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, apoderada del caso, dictó en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia el 23 de febrero de 1976, cuyo dis-
positvo se encuentra inserto en el de la ahora impugada; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia
ahora impugada en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Admite en cuanto a la forma los
recursos de apelación incoados por el Dr. Osiris Isidor a
nombre y representación del prevenido Osvaldo Antonio
Abréu, Pablo Hernández P. Espaillat, y la Unión de Se-
guros, C. por A., persona civilmente responsable y Com-
pañía Aseguradora, así como al interpuesto por el Licdo.
Víctor Méndez, a nombre y representación de Altagracia
Martínez parte civil constituida, contra sentencia correc-

cional, N° 70 de fecha Veintitrés (23) del mes de febrero del
año mil novecientos setenta y seis (1976), dictada por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado
textualmente dice así: Primero: Se pronuncian defectos,
contra el nombrado Osvaldo Antonio Abréu (prevenido)
Pablo Hernández P. Espaillat (persona civilmente respon-
sable) y la Compañía Nacional de Seguros Unión de Segu-
ros, C. por A., en su condición de entidad aseguradora del
vehículo envuelto en el accidente por no haber comparecido
a la audiencia, no obstante estar citados legalmente; Se-
gundo: Declara al nombrado Osvaldo Antonio Abréu, de
generales ignoradas, por no haber comparecido, culpable,
de haber violado los artículos 49 letra C y 102 incisos 1 y 3 de
la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en per-
juicio de Altagracia Martínez, hecho puesto a su cargo, y en
consecuencia se le condena al pago de una multa de
RD$20.00 (Veinte pesos oro) acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Tercero: Se declara buena y válida, la
constitución en parte civil, hecha en audiencia por la señora
altagracia Martínez, por intermedio de sus abogados cons-
tituido3 y apoderados especiales, Dr. Ramón Octavio Por-
tela y el Lic. Víctor Tomás Méndez y Méndez, en contra de
los señores Osvaldo Antonio Abréu (prevenido) Pablo Her-
nández P. Espaillat (persona civilmente responsable) y la
compañía Nacional de Seguros "Unión de Seguros", C. por
A., entidad aseguradora de la responsabilidad civil del
señor Pablo Hernández P. Espaillat, en cuanto a la forma,
por haber sido hecha de acuerdo a las normas procedimen-
tales; Cuarto: En cuanto al fondo se condena conjunta y
solidariamente a los nombrados Osvaldo Antonio Abréu y
Pablo Hernández P. Espaillat en sus calidades indicada al
pago de una indemnización de RD$2,500.00 (Dos mil qui-
nientos pesos oro) en provecho de la Parte Civil constituida,
señora Altagracia Martínez, como justa reparación por los
daños y perjuicios morales y materiales experimentados en
el accidente, según Certificado Médico Legal No. 9137, de
fecha 24 de junio del año 1975, firmado por el Dr. pedro
Rafael Jorge García, documento anexo al expediente;
Quinto: Condena a los nombrados Osvaldo Antonio Abréu y
Pablo Hernández P. Espaillat, al pago de los intereses le-
gales de la suma acordada, a título de indemnización su-
plementaria; Sexto: Declara la presente sentencia, común,
ejecutable y oponible a la Compañía Nacional de Seguros
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"Unión de Seguros", C. por A., e.i su calidad de entidad
aseguradora de la responsabilidad civil del señor Pablo R
Hernández Espaillat; Séptimo: Se condena a los seriores.
Osvaldo Antonio Abréu y Pablo Hernández P. Espaillat y a
la Compañía Nacional de Seguros Unión de Seguros, C. por
A., al pago de las costas civiles del procedimiento, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Ramón Octavio
Portela y el Lic. Víctor Tomás Méndez y Méndez, abogados
constituidos de la parte civil y apoderados especiales,
quienes afirman estarlas avanzando en su mayor parte; y
Octavo: Condena al nombrado Osvaldo Antono Abréu, al
pago de las costas penales; SEGUNDO: Confirma la
sentencia recurrida en todas sus partes; TERCERO:
Condena a la parte civilmente responsable al pago de _las
costas civiles, con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Octavio Portela y el Lic. Víctor Méndez; CUARTO:
Condena al prevenido al pago de las costas penales"

Considerando, que en cuanto a los recursos interpuestos
por Pablo Hernández P. Espaillat, persona civilmente res-
ponsable y la Unión de Seguros, C. por A., compañía ase-
guradora, procede declarar su nulidad, porque ni en el
momento de interponerlo, ni posteriormente, han expuesto
los medios en los cuales los fundamentan, como lo exige el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, a
pena de nulidad; que, por tanto, sólo se examinará el recur-
so del prevenido recurrente;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifesto que la Corte a-qua dio por establecido,
adoptando los motivos de la sentencia apelada, que confir-
ma lo siguiente: a) que el 1° de diciembre de 1974, mientras
el prevenido conducía el carro plaza No. 209-318, propiedad
de Pablo Hernández P. Espaillat, asegurado mediante
póliza No. 353663, con la Compañía Unión de Seguros, C. por
A., por la calle Real, de la población de Tamboril, de Oeste
a Este, atropelló a Altagracia Martínez, quien se encon-
traba parada en el contén de la calle, junto a un poste del
alumbrado, produciéndole golpes, heridas y fracturas, que
curaban después de 120 días y antes de 150; b) que la causa
de este accidente fue la forma imprudente y atolondrada en
que el prevenido manejaba el vehículo, acercándose de-
masiado al contén;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
el delito de golpes y heridas involuntarios producidos con la
conducción de un vehículo de motor, hecho previsto en el

artículo 102, incidos 1 y 3 de la Ley No. 241 y sancionado por
el artículo 49, letra C, de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos de Motor, con prisión de 6 meses a 2 años y multa
de RD$100 a RD$50C.00, si la enfermedad e imposibilidad
para el trabajo durare 20 días o más, como ocurrió en la es-
pecie; que la Corte a -qua al condenar al prevenido a una
multa de RD$20.00, después de declararlo culpable,
acogiendo circunstancias atenuantes, aplicó una sanción
ajustada a la ley ;

Considerando, que asimismo la Corte a-5aa dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a la par-
te civil constituida, daños y perjuicios, materiales y
morales, que estimó en RD2,500.00, más los intereses le-
gales a título de indemnización suplementaria ; que al con-
denar al prevenido conjuntamente con la persona
te responsable, Pablo Hernández P. Espaillat, al pago de
dichas indemnizaciones, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Por tales motivos, Primero: Se declaran nulos los recur-
sos de casación interpuestos por Pablo Hernández P. Es-
paillat y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia
dictada por la Corte de apelación de Santiago, en sus
atribuciones correccionales, el 14 de julio de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el recurso interpuesto por el prevenido
Osvaldo Antonio Abréu, contra dicha sentencia y lo condena
al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. Firmadoc : Miguel Jacobo.
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"Unión de Seguros", C. por A.,	 su calidad de entidad
aseguradora de la responsabilidad civil del señor Pablo
Hernández Espaillat; Séptimo: Se condena a los señores
Osvaldo Antonio Abréu y Pablo Hernández P. Espaillat y a
la Compañía Nacional de Seguros Unión de Seguros, C. por
A., al pago de las costas civiles del procedimiento, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Ramón Octavio
Portela y el Lic. Víctor Tomás Méndez y Méndez, abogados
constituidos de la parte civil y apoderados especiales,
quienes afirman estarlas avanzando en su mayor parte; y
Octavo: Condena al nombrado Osvaldo Antono Abréu, al
pago de las_ costas penales; SEGUNDO: Confirma la
sentencia recurrida en todas sus partes; TERCERO:
Condena a la parte civilmente responsable al pago de las
costas civiles, con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Octavio Portela y el Lic. Víctor Méndez; CUARTO:
Condena al prevenido al pago de las costas penales" ;

Considerando, que en cuanto a los recursos interpuestos
por Pablo Hernández P. Espaillat, persona civilmente res-
ponsable y la Unión de Seguros, C. por A., compañía ase-
guradora, procede declarar su nulidad, porque ni en el
momento de interponerlo, ni posteriormente, han expuesto
los medios en los cuales los fundamentan, como lo exige el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, a
pena de nulidad; que, por tanto, sólo se examinará el recur-
so del prevenido recurrente;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifesto que la Corte a-qua dio por establecido,
adoptando los motivos de la sentencia apelada, que confir-
ma lo siguiente: a) que el 1° de diciembre de 1974, mientras
el prevenido conducía el carro plaza No. 209-318, propiedad
de Pablo Hernández P. Espaillat, asegurado mediante
póliza No. 353663, con la Compañía Unión de Seguros, C. por
A., por la calle Real, de la población de Tamboril, de Oeste
a Este, atropelló a Altagracia Martínez, quien se encon-
traba parada en el contén de la calle, junto a un poste del
alumbrado, produciéndole golpes, heridas y fracturas, que
curaban después de 120 días y antes de 150; b) que la causa
de este accidente fue la forma imprudente y atolondrada en
que el prevenido manejaba el vehículo, acercándose de-
masiado al contén;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
el delito de golpes y heridas involuntarios producidos con la
conducción de un vehículo de motor, hecho previsto en el
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artículo 102, incidos 1 y 3 de la Ley No. 241 y sancionado por
el artículo 49, letra C, de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos de Motor, con prisión de 6 meses a 2 años y multa
de RD$100 a RD$500.00, si la enfermedad e imposibilidad
para el trabajo durare 20 días o más, como ocurrió en la es-
pecie; que la Corte a-qua al condenar al prevenido a una
multa de RD$20.00, después de declararlo culpable,
acogiendo circunstancias atenuantes, aplicó una sanción
ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-Ç aa dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a la par-
te civil constituida, daños y perjuicios, materiales y
morales, que estimó en RD2,500.00, más los intereses le-
gales a título de indemnización suplementaria ; que al con-
denar al prevenido conjuntamente con la persona civilmen-
te responsable, Pablo Hernández P. Espaillat, al pago de
dichas indemnizaciones, la Corte a -qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Por tales motivos, Primero: Se declaran nulos los recur-
sos de casación interpuestos por Pablo Hernández P. Es-
paillat y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia
dictada por la Corte de apelación de Santiago, en sus
atribuciones correccionales, el 14 de julio de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el recurso interpuesto por el prevenido
Osvaldo Antonio Abréu, contra dicha sentencia y lo condena
al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío
cácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (Firmadoc Mi guel Jacobo.



Recurrido (s):
Abogado (s):

Interviniente (s): Elpidio Suárez Paulino.,

Abogado (5): Dr. Héctor A. Almánzar.

Dios, Patria Libertad.
R ep ública Dominicana.

Én Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus a udiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes
de octubre del año 1982,139` de la In dependencia, y 119' de laRestauración, dicta en audiencia pública, como Corte deCasación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por JuliánMora, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula
No. 11578, serie 54, residente en La Jagüita, Salcedo; 

Casil-da Gómez de Cartagena, dominicana, mayor de edad, casa-
da, residente en La Entrada de la Jagüita, El Corozal, del
Municipio de Tenares; y la Compañía de Seguros San Ra-fael. C. por A., con su domicilio social y principal es-tablecimiento en la calle Leopoldo Navarro esquina San
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Sentencia i mpugnada: Corte de Apelación de San Franciscode Macorís, de fecha 14 de febrero de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Julián Mora, Casilda Gómez de Cartagenay la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,

Abogado (s):
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francisco de Macorís, de esta ciudad; contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís, el día 14 de febrero
de 197E, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 15 de junio de 1978, a re-
querimiento del abogado Dr. Julio Manuel Medina, cédula
No. 33439, serie 54, en representación de los recurrentes, en
la que no se propone ningún medio determinado de

Visto ; escrito del interviniente Elpidio Suárez Paulino,
cavsaisc

dominicano, mayor de edad, empleado público, casado,
cédula No. 6071, serie 64, residente en la calle Sánchez s/n,
del Municipio de Tenares, suscrito por su abogado el Dr.
Héctor A. Almánzar;

Visto el auto dictado en fecha 22 del mes de octubre del
411,  corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés

Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con 13s Magistrados Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,

1Ww Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y 1, 37, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 9 de abril de 1976, en
el cual resultó una persona con lesiones corporales, el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo, dictó el 16 de febrero de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo dice así: 	 'Falla : Primero•
Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Julián Manuel Ramírez; a nombre y
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Abogado (s): Dr. Héctor A. Almánzar.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

Én Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de 

Pe-ña, 
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, y

Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus a udiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes
de octubre del año 1982, 139` de la Independencia, y 119' de laRestauración, dicta en audiencia pública, como Corte deCasación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por JuliánMora, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédulaNo. 11578, serie 54, residente en La Jagüita, Salcedo; 
Casil-da Gómez de Cartagena, dominicana, mayor de edad, casa-da, residente en La Entrada de la Jagüita, El Corozal, del

Municipio de Tenares ; y la Compañía de Seguros San Ra-fael. C. por A., con su domicilio social y principal es-tablecimiento en la calle Leopoldo Navarro esquina San
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francisco de Macorís, de esta ciudad: contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís, el día 14 de febrero
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la Vista ellaiccra;
de los recursos de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 15 de junio de 1978, a re-
querimiento del abogado Dr. Julio Manuel Medina, cédula
No. 33439, serie 54, en representación de los recurrentes, en
la que no se propone ningún medio determinado de
ca

Visto
sación 

e l escrito del interviniente Elpidio Suárez Paulino,
dominicano, mayor de edad, empleado público, casado,
cédula No. 6071, serie 64, residente en la calle Sánchez s/n,
del Municipio de Tenares, suscrito por su abogado el Dr.
Héctor A. Almánzar:

Visto el auto dictado en fecha 22 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con 1.)5 Magistrados	 Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de

k conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y 1, 37, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 9 de abril de 1976, en
el cual resultó una persona con lesiones corporales, el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo, dictó el 16 de febrero de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo dice así:	 'Falla: Primero•
Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Julián Manuel Ramírez; a nombre y
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representación del prevenido Julián Mora, de la persona ci-
vilmente responsable Casilda Gómez de Cartagena, así
como de la entidad aseguradora San Rafael, C. por A., porajustarse a las normas procesales, contra sentencia
número 72 dictada en fecha 16 de febrero de 1977, por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo, cuyo dispositivo dice así: Talla : Primero: Sedeclara al prevenido Julián Mora, culpable de violar el ar-
tículo 49 letra c) de la Ley No. 241, en perjuicio del nom-
brado Elpidio Suárez y en consecuencia se condena al pago
de RD$35.00 (treinticinco pesos oro) de multa, acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes; se condena además al
pago de las costas penales; Segundo: Se declara regular y
válido en la forma y en el fondo la constitución en parte civil
hecha por el Dr. Héctor A. Almánzar, a nombre y represen-
tación del nombrado Elpidio Suárez, en contra del pre-
venido Julián Mora, de la persona civilmente responsable
señora Casilda Gómez de Cartagena y contra la compañía
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., por ser proce-
dente y bien fundada; Tercero: Se condena al prevenido
Julián Mora solidariamente con la persona civilmente
responsable señora Casilda Gómez de Cartagena al pago de
una indemnización de RD$2,000.00 (dos mil pesos oro) en fa-
vor del señor agraviado Elpidio Suárez, como justa
reparación por los daños morales y materiales por el su-
fridos a consecuencia del accidente, más los intereses
legales de dicha indemnización a partir de la demanda en
justicia y a título de indemnización com plementaria; Cuar-to: Se condena al prevenido Julián Mora, solidariamente
con la persona civilmente responsable señora Casilda
Gómez de Cartagena, al pago de las costas civiles de la litis,
ordenando la distracción de las mismas en favor del Dr.
Héctor Almánzar, abogado quien afirma haberlas avanza-
do en su mayor parte; Quinto: Se declara la presente sen-
tencia en su aspecto civil, común, oponible y e jecutoria a la
Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., en
virtud de las Leyes Nos. 4117 y 126, sobre Seguros Pri-vados'; SEG UNDO: Pronuncia el defecto contra los apelan-
tes  por no haber comparecido no obstante estar legalmentecitados; TERCERO: Confirma en todas sus partes la sen-tencia recurrida; CUARTO: Condena al prevenido al pagode las costas penales del presente recurso y a este con-juntamente y solidariamente con la persona civilmente
responsable al pago de las costas civiles de la presente alza
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da, ordenando la distracción de las últimas en provecho del

Dr. Héctor Almánzar, abogado quien afirma haberlas

avanzado en su totalidad" ;
Considerando, que ni Casilda Gómez de Cartagena,

persona puesta en causa como civilmente responsable, ni la
compañía de Seguros San Rafael, C. por A., han expuesto
los medios de sus recursos, como lo exige a pena de nulidad

el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
para todos los recurrentes que no sean condenados
penalmente; que en consecuencia dichos recursos son
nulos, y por tanto se procederá únicamente al examen del
recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido Mora, culpable del delito puesto a su cargo, dio por
establecido, después de ponderar los elementos de juicio
regularmente administrados en la instrucción de la causa,

lo siguiente: a) que el día 9 de abril de 1976, la camioneta
placa No. 521-642, propiedad de Casilda Gómez de Car-
tagena, asegurada mediante póliza No. A3-18759, de la
Compañía de Seguros San Rafael, y conducida por el pre-
venido Julián Mora, al detenerse subió a la acera frente a
dicho Mercado Público y atropelló a Elpidio Suárez
Paulino, cuando éste salía del establecimiento; b) que como
consecuencia del accidente resultó Elpidio Suárez Paulino
con lesiones corporales que curaron a los sesenta días; c)
que la causa del accidente se debió a Ta falta exclusiva de
Julián Mora, al conducir su vehículo de manera temeraria
y descuidada, subiéndose a la acerca destinada ex-
clusivamente al uso de peatones;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heri-
das por imprudencia causados con el manejo de un vehículo
de motor, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967
y sancionado en la letra C de dicho texto legal, con las penas
de 6 meses a 2 años de prisión, y multa de cien (RD$100.00)
a quinientos ( RD$500.00) pesos, si la enfermedad o im-
posibilidad para su trabajo durare veinte (20) días o más,
como ocurrió en la especie; que, en consecuencia la Corte a-

kffig. qua al condenar a dicho prevenido a una multa de RD$35.00,
acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pena
ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a -qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Julián Mora, había
causado a Elpidio Suárez Paulino, daños morales y ma-
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representación del prevenido Julián Mora, de la persona ci-
vilmente responsable Casilda Gómez de Cartagena, así
como de la entidad aseguradora San Rafael, C. por A., pora justarse a las normas procesales, contra sentencianúmero 72 dictada en fecha 16 de febrero de 1977, por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo, cuyo dispositivo dice así: 	 Primero: Sedeclara al prevenido Julián Mora, culpable de violar el ar-
tículo 49 letra c) de la Ley No. 241, en perjuicio del nom-
brado Elpidio Suárez y en consecuencia se condena al pagode RD$35.00 (treinticinco pesos oro) de multa, acogiendo en
su favor c ircunstancias atenuantes; se condena además al
pago de las costas penales; Segundo: Se declara regular yválido en la forma y en el fondo la constitución en parte civil
hecha por el Dr. Héctor A. Almánzar, a nombre y represen-tación del nombrado Elpidio Suárez, en contra del pre-
venido Julián Mora, de la persona civilmente responsableseñora Casilda Gómez de Cartagena y contra la compañía
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., por ser proce-
dente y bien fundada; Tercero: Se condena al prevenidoJulián Mora solidariamente con la persona civilmente
responsable señora Casilda Gómez de Cartagena al pago deuna i ndemnización de RD$2,000.00 (dos mil pesos oro) en fa-vor del señor a graviado Elpidio Suárez, como justa
reparación por los daños morales y materiales por el su-fridos a consecuencia del accidente, más los intereseslegales de dicha indemnización a partir de la demanda enjusticia y a título de indemnización complementaria; Cuar-to: Se condena al prevenido Julián Mora, solidariamentecon la persona civilmente responsable señora Casilda
Gómez de Cartagena, al pago de las costas civiles de la litis,
ordenando la distracción de las mismas en favor del Dr.Héctor Almánzar, abogado quien afirma haberlas avanza-
do en su mayor parte; Quinto: Se declara la presente sen-tencia en su aspecto civil, común, oponible y e jecutoria a laCompañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., en
virtud de las Leyes Nos. 4117 y 126, sobre Seguros Pri-vados': SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra los apelan-tes por no haber comparecido no obstante estar legalmentecitados; TERCERO: Confirma en todas sus partes la sen-tencia recurrida; CUARTO: Condena al prevenido al pagode las costas penales del presente recurso y a este con-juntamente y solidariamente con la persona civilmente
responsable al pago de las costas civiles de la presente alza
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da, 
ordenando la distracción de las últimas en provecho del

Dr. Héctor Almánzar, abogado quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, que ni Casilda Gómez de Cartagena,
persona puesta en causa como civilmente responsable, ni la
compañ ía de Seguros San Rafael, C. por A., han expuesto
los medios de sus recursos, como lo exige a pena de nulidad
el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
para todos los recurrentes que no sean condenados
penalmente; que en consecuencia dichos recursos son
nulos, y por tanto se procederá únicamente al examen del
recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido Mora, culpable del delito puesto a su cargo, dio por
establecido, después de ponderar los elementos de juicio
regularmente administrados en la instrucción de la causa,
lo siguiente: a) que el día 9 de abril de 1976, la camioneta
placa No. 521-642, propiedad de Casilda Gómez de Car-
tagena, asegurada mediante póliza No. A3 - 18759, de la
Compañía de Seguros San Rafael, y conducida por el pre-
venido Julián Mora, al detenerse subió a la acera frente a
dicho Mercado Público y atropelló a Elpidio Suárez
Paulino, cuando éste salía del establecimiento; b) que como
consecuencia del accidente resultó Elpidio Suárez Paulino
con lesiones corporales que curaron a los sesenta días; c)
que la causa del accidente se debió a la falta exclusiva de
Julián Mora, al conducir su vehículo de manera temeraria
y descuidada, subiéndose a la acerca destinada ex-
clusivamente al uso de peatones;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heri-
das por imprudencia causados con el manejo de un vehículo
de motor, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967
y sancionado en la letra C de dicho texto legal, con las penas
de 6 meses a 2 años de prisión, y multa de cien ( RD$100.00)
a quinientos ( RD$500.00) pesos, si la enfermedad o im-
posibilidad para su trabajo durare veinte (20) días o más,
como ocurrió en la especie; que, en consecuencia la Corte a-
qua al condenar a dicho prevenido a una multa de RD$35.00,
acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pena
ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Julián Mora, había
causado a Elpidio Suárez Paulino, daños morales y ma-
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teriales que evaluó en la suma de RD$2,000.00, más los in-
tereses legales de esa suma; que al condenar al prevenidoal pago de esa suma a título de indemnización, la Corte a_
qua, hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del
Código Civil:

Considerando, que examinada en sus demás as pectos, lasentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al in-
terés del prevenido, ningún vicio que justifique su casación;Por tales motivos: PRIMERO: Admite como in-
terviniente a Elpidio Suárez Paulino, en los recursos de •
casación interpuestos por Julián Mora, Casilda Gómez de
Cartagena y la Compañía de Seguros San Rafael, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, en sus atribuciones correccionales, el 14
de febrero de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte •anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara nulos los
recursos de casación interpuestos por Casilda Gómez de
Cartagena y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra el fallo antes indicado; TERCERO: Rechaza el
recurso del prevenido Julián Mora, contra la indicada sen-
tencia, y lo condena al pago de las costas penales, y a éste y
a Casilda Gómez de Cartagena, al pago de las costas civiles,
y se ordena la distracción de las civiles en favor del Dr.
Héctor A. Almánzar, abogado del interviniente quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad, y las hace
oponibles a la compañía de Seguros San Rafael. C. por A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

41

Sentencia impugnada : Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 12 de octubre de 1977.

Materia : Tierras.

Recurrent e (s): Suscs. de Remigio Contreras Severino o

Remi gio Abad Contreras Severino.

Abogado (s): Dr. Francisco Espinosa Mesa.

Recurrido (s): Salvador A. Hernández Paradas.

Abogado (s): Dr. Rafael Ml. Luciano Pichardo.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani• Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente, Fernando El Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña.
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
conde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por los
Sucesores de Remigio Contreras Severino o Remigio Abad
Contreras Severino, domiciliados en la Sección Comatillo,
Bayaguana, contra la sentencia dictada por el Tribunal
Superior de Tierras, 0112 de oct hrc de 1977, :n rclaciGn t•on
la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio
de Bayaguana, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
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teriales que evaluó en la suma de RD$2,000.00, más los in-
tereses legales de esa suma; que al condenar al prevenido
al pago de esa suma a título de indemnización, la Corte a-
qua, hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del
Código Civil ;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al in-
terés del prevenido, ningún vicio que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como in-
terviniente a Elpidio Suárez Paulino, en los recursos de •
casación interpuestos por Julián Mora, Casilda Gómez de
Cartagena y la Compañía de Seguros San Rafael, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, en sus atribuciones correccionales, el 14
de febrero de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara nulos los
recursos de casación interpuestos por Casilda Gómez de
Cartagena y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra el fallo antes indicado; TERCERO: Rechaza el
recurso del prevenido Julián Mora, contra la indicada sen-
tencia, y lo condena al pago de las costas penales, y a éste y
a Casilda Gómez de Cartagena, al pago de las costas civiles,
y se ordena la distracción de las civiles en favor del Dr.
Héctor A. Almánzar, abogado del interviniente quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad, y las hace
oponibles a la compañía de Seguros San Rafael. C. por A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. ( Firmado): Miguel Jacobo.
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41.

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 12 de octubre de 1977.

Materia: Tierras.

Recurrente (s): Suscs. de Remigio Contreras Severino o
Remigio Abad Contreras Severino.

Abogado (s): Dr. Francisco Espinosa Mesa.

Recurrido (s): Salvador A. Hernández Paradas.

Abogado (s): Dr. Rafael Ml. Luciano Pichardo.

Interviniente (s):

Abogado (s):

411
	 Dios, Patria y Libertad.

República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.

' Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
. tituto de Presidente, Fernando El Ravelo de la Fuente,

Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por los
Sucesores de Remigio Contreras Severino o Remigio Abad
Contreras Severino, domiciliados en la Sección Comatillo,
Bayaguana, contra la sentencia dictada por el Tribunal
Superior de Tierras, el 12 de ectubre de 1977, •.n rclaci¿r, l'on

la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio
de Bayaguana, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Ponciano
Rondón Sánchez, en representación del Dr. Francisco
Espinal Mesa, cédula No. 105687, serie 1ra., abogado de los
recurrentes;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Eduardo
011er en representación del Dr. Rafael Ml. Luciano Pichar-
do, cédula No. 8868, serie 34, abogado del recurrido Sal-
vador Antonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de
edad, casado, cédula No. 75571, serie lra., con domicilio en
la casa No. 2 de la calle "A" del Ensanche Piantini;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República,

Visto el memorial de Casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 8 de diciembre de
1977, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se
proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido Salvador An-
tonio Hernández Paradas, suscrito por su abogado, del 19 de
enero, de 1978;

Visto el auto dictada en fecha 26 de ocutbre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Fuello Renville_ y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
terado y vistos los artículos 21 y 122 de la Ley de Registro de
Tierras y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta a) que con motivo
del saneamiento catastral de la Parcela No. 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción original, dictó una sentencia el 15 de
octubre de 1974, cuyo dispositivo se copia más adelante; b)
que sobre el recurso interpuesto el Tribunal Superior de
Tierras, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: SE RECHAZA, por
improcedente y mal fundado, el recurso de apelación in-

terpuesto por el señor José Efraín Sabino Rondón, en
relación con la parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 8
del Municipio de Bayaguana, Provincia de San Cristóbal.,
SEGUNDO: SE RECHAZAN, por improcedentes y mal in-
dundadas las apelaciones interpuestas por el Dr. Ponciano
Abad Contreras y los sucesores de Remigio Contreras Se-
verino o Remigio Abad Contreras Severino, en relación con
la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio
de Bayaguana, Provincia de San Cristóbal. ; TERCERO:
SE ORDENAN, las siguientes transferencias de: 04 Has., 02
As., 46 Cas., y sus mejoras, dentro de la Parcela No. 29; y 03
Has., 99 As., 56 Cas. dentro de la Parcela No. 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, en favor del
señor Salvador Antonio Hernández Paradas., CUARTO: SE
APLAZA, la transferencia de 07 Has., 99 As., 10 Cas., dentro
de la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del
Municipio de Bayaguana, solicitada por el señor Salvador
Antonio Hernández Paradas, adquirida de los señores
Nelson Marino Contreras Severino, Luisa Antonia Con-
treras Severino de Polanco, Ramona Contreras Severino
(A) Ramonita, Rafael Contreras Severino, Orlando Con-
treras Severino y Arelys Elena del Pilar Contreras Se-
verino, presuntos sucesores del finado Matías Contreras Se-
verino, hasta tanto sean determinados los herederos de
dicho finado.; QUINTO: SE CONFIRMA, con las
modificaciones resultantes de los motivos de esta
sentencia, la Decisión No. 1 dictada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 15 de octubre de
1974, en cuanto a las Parcelas Nos. 29, 30 y 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Provincia de
San Cristóbal, cuyo dispositivo en lo adelante regirá del mo-
do siguiente: PARCELA No. 29 Area: 41 ¡las., 97 As., 7(
Cas., SE ORDENA, el registro del derecho de propiedad
bre esta Parcela, en la siguiente forma y proporción a) 04
Has., 02 As., 46 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Sal-
vador Antonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de
edad, casado, empleado privado, cédula No. 75571, serie
1ra., domiciliado y residente en la casa No. 2 de la calle "A"
del Ensanche Piantini, de esta ciudad de Santo Domingo; b)
35 Has., 59 As., 40 Cas., y sus mejoras, en favor del señor
Arturo Severino Severino, dominicano, mayor de
casado, comerciante, cédula No. 2944, serie 4, domiciliado
y residente en "Comatillo", sección del Municipio de
Bayaguana; c) 00 Has., 58 As., 96 Cas., y sus mejoras, para
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Ponciano
Rondón Sánchez, en representación del Dr. Francisco
Espinal Mesa, cédula No. 105687, serie 1ra., abogado de los
recurrentes;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Eduardo
011er en representación del Dr. Rafael Ml. Luciano Pichar-
do, cédula No. 8868, serie 34, abogado del recurrido Sal-
vador Antonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de
edad, casado, cédula No. 75571, serie lra., con domicilio en
la casa No. 2 de la calle "A" del Ensanche Piantini;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República,

Visto el memorial de Casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 8 de diciembre de
1977, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se
proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido Salvador An-
tonio Hernández Paradas, suscrito por su abogado, del 19 de
enero, de 1978;

Visto el auto dictada en fecha 26 de ocutbre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville_ y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
Lerado y vistos los artículos 21 y 122 de la Ley de Registro de
Tierras y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta a) que con motivo
del saneamiento catastral de la Parcela No. 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción original, dictó una sentencia el 15 de
octubre de 1974, cuyo dispositivo se copia más adelante; b)
que sobre el recurso interpuesto el Tribunal Superior de
Tierras, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: SE RECHAZA, por
improcedente y mal fundado, el recurso de apelación in-

terpuesto por el señor José Efraín Sabino Rondón, en
relación con la parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 8
del Municipio de Bayaguana, Provincia de San Cristóbal.,
SEGUNDO: SE RECHAZAN, por improcedentes y mal in-
dundadas las apelaciones interpuestas por el Dr. Ponciano
Abad Contreras y los sucesores de Remigio Contreras Se-
verino o Remigio Abad Contreras Severino, en relación con
la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio
de Bayaguana, Provincia de San Cristóbal. ; TERCERO:
SE ORDENAN, las siguientes transferencias de: 04 Has., 02
As., 46 Cas., y sus mejoras, dentro de la Parcela No. 29; y 03
Has., 99 As., 56 Cas. dentro de la Parcela No. 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, en favor del
señor Salvador Antonio Hernández Paradas., CUARTO: SE
APLAZA, la transferencia de 07 Has., 99 As., 10 Cas., dentro
de la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del
Municipio de Bayaguana, solicitada por el señor Salvador
Antonio Hernández Paradas, adquirida de los señores
Nelson Marino Contreras Severino, Luisa Antonia Con-
trera s Severino de Polanco, Ramona Contreras Severino
(A) Ramonita, Rafael Contreras Severino, Orlando Con-
treras Severino y Arelys Elena del Pilar Contreras Se-
verino, presuntos sucesores del finado Matías Contreras Se-
verino, hasta tanto sean determinados los herederos de
dicho finado.; QUINTO: SE CONFIRMA, con las
modificaciones resultantes de los motivos de esta
sentencia, la Decisión No. 1 dictada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 15 de octubre de
1974, en cuanto a las Parcelas Nos. 29, 30 y 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Provincia de
San Cristóbal, cuyo dispositivo en lo adelante regirá del mo-
do siguiente: PARCELA No. 29 Area: 41 Ilas., 97 As., 7(
Cas., SE ORDENA, el registro del derecho de propiedad so-
bre esta Parcela, en la siguiente forma y proporción a) 04
Has., 02 As., 46 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Sal-
vador Antonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de
edad, casado, empleado privado, cédula No. 75571, serie
ira., domiciliado y residente en la casa No. 2 de la calle "A"
del Ensanche Piantini, de esta ciudad de Santo Domingo; b)
35 Has., 59 As., 40 Cas., y sus mejoras, en favor del señor
Arturo Severino Severino, dominicano, mayor de edad,
casado, comerciante, cédula No. 2944, serie 4, domiciliado
y residente en "Comatillo", sección del Municipio de
Bayaguana; c) 00 Has., 58 As., 96 Cas., y sus mejoras, para
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cada uno de los señores: Rosadelia Contreras Mejía, Juan
Contreras Mejía, Seris Miladys Contreras Mejía y Reynal-
do Antonio Contreras Mejía, de generales ignoradas;
PARCELA No. 30 AREA: 10 Has., 67 Cas., Primero: SE
DECLARA, que los únicos herederos del finado Juan Ja-
vier, son sus hijos legítimos: Juan Ramón Javier Con-
treras, Celeste Aurora Javier Contreras y Juana Antonia
Javier Contreras de Tavárez.; Segundo: SE ORDENA, el
Reigstro del derecho de propiedad sobre esta Parcela y sus
mejoras, en favor del señor Arturo Severino Severino, de
generales anotadas.; PARCELA No. 32 AREA: 78 Ilas., 20
As., 73 Cas., Primero: SE RECHAZAN, por improcedentes
y mal fundadas, las reclamaciones formuladas sobre esta
Parcela por los señores Rafael Enrique Contreras Santana,
Leonardo Abad Contreras y el Dr. Ponciano Rondón Sán-
chez.- Segundo: SE ACOGEN, las conclusiones producidas
en fecha 23 de marzo de 1971, por el señor Remigio
Contreras Severino o Remigio Abad Contreras
Syserino, y en fecha 14 de marzo de 1974, por
e i Dr. Manuel Emilio Ledesma Pérez, a nombre
y en representación de los sucesores de Rufina
Severino Rodríguez, en el sentido de que se ordena el regis-
tro del derecho de propiedad sobre esta parcela, en favor de
dichos sucesores, con excepción de cien (100) tareas per-
tenecientes a los sucedores de Juan Javier, tomando en
consideraciún tanto la determinación de esos herederos
como las ventas otorgadas por ellos en favor de los señores
Arturo Severino Severino y Salvador Antonio Hernández
Paradas.- Tercero: SE ORDENA, el registro del derecho de
propiedad sobre esta Parcela, en la siguiente forma y
propoción a) 55 Has., 93 As., 67 Cas., y sus mejoras, en favor
del señor Salvador Antonio Hernández Paradas, de
generales anotadas; b) 06 Has., 23 As., 86 Cas., y sus me-
joras, en favor del señor Arturo Severino Severino, de
generales anotadas; c) 07 Has., 99 As., 10 Cas., y sus me-
joras, en favor de los sucesores de Remigio Contreras Se-
verino; y d) 07 Has., 99 As., 10 Cas., en favor de los
sucesores de Matías Contreras Severino, haciendo constar,
que los señores Nelson Marino Contreras Severino, Luisa
Antonia Contreras Severino de Polanco, R.amona Contreras
Severino (A) Ramonita, Rafael Contreras Severino, Orlan-
do Contreras Severino y Arelys Elena del Pilar Contreras
Severino, presuntos herederos de Matías Contreras Se
vering vendieron todos sus derechos al señor Salvador An

tonio Hernández Paradas, cuya transferencia será or-
denada cuando se proceda a la determinación de herederos
de dicho finado. Se Lace constar además, que las mejoras
fomentadas por los señores Rafael Enrique Contreras San-
tana y Leonardo Abad Contreras, fuera de los terrenos que
los corresponden por herencia de su finado padre Remigio
Contreras Severino, son de mala fe y deben quedar regidas
por la primera parte del artículo 555 del Código Civil.-
PARCELA No. 31 AREA: 35 Has., 60 As., 68 Cas., Primero:
SE ADMITE, como intervinientes a la señora Gregoria Fa-
bián viudad Contreras (a) Lola, en relación con esta Par-
cela y Segundo: SE FIJA la audiencia complementaria que
celebrará el Tribunal Superior de Tierras, en su local del
primer piso del Edificio del Tribunal de Tierras y del Ca-
tastro Nacional, sitio en la avenida Indepenencia a esquina
Avenida General Antonio Duvergé, de esta ciudad, frente al
Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo
(Feria), el día trece (13) del mes de diciembre del año mil
novecientos setentisiete (1977), a las once (11:00) horas de
la mañana, para continuar la instrucción de la Parcela No.
31 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana y
brindarle una nueva oportunidad a la señora Gregoria Fa-
bián Viudad Contreras (a) Lola, para que exponga los fun-
damentos de sus pretensiones; y citar a las personas cuyos
nombres figuran en el encabezamiento de esta sentencia
paa que comparezcan a dicha audiencia";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial como único medio de casación: Violación al Ar-
tículo 122 de la Ley de Tierras;

Considerando, que en apoyo de su único medio, el
recurrente alega en síntesis, lo que sigue; que interpuso
recurso de apelación contra la sentencia de Jurisdiccr5n
Original, dictada en relación con las Parcelas 31 y 32 del
Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana porque
se habían acogido conclusiones que el deseaba señalar
como un error y rechazándolo sus derechos en las Parcelas
No. 31 y por habérselo atribuido que había declarado que no
tenía nada que reclamar en la Parcela No. 32; que para
aclarar esta situación solicitó del Tribunal de Tierras que
fuera fijada una audiencia y así justificar sus pretensiones
en relación con esas parcelas; que el Tribunal Superior de
Tierras acogió en parte sus conclusiones ya que fijó una
nueva audiencia para conocer de la Parcela No. 31; pero
desestimó su pedimento de un nuevo juicio respecto de la



cada uno de los señores: Rosadelia Contreras Mejía, Juan
Contreras Mejía, Seris Miladys Contreras Mejía y Reynal-
do Antonio Contreras Mejía, de generales ignoradas;
PARCELA No. 30 AREA: 10 Has., 67 Cas., Primero: SE
DECLARA, que los únicos herederos del finado Juan Ja-
vier, son sus hijos legítimos: Juan Ramón Javier Con-
treras, Celeste Aurora Javier Contreras y Juana Antonia
Javier Contreras de Tavárez.; Segundo: SE ORDENA, el
Reigstro del derecho de propiedad sobre esta Parcela y sus
mejoras, en favor del señor Arturo Severino Severino, de
generales anotadas.; PARCELA No. 32 AREA: 78 Has., 20
As., 73 Cas., Primero: SE RECHAZAN, por improcedentes
y mal fundadas, las reclamaciones formuladas sobre esta
Parcela por los señores Rafael Enrique Contreras Santana,
Leonardo Abad Contreras y el Dr. Ponciano Rondón Sán-
chez.- Segundo: SE ACOGEN, las conclusiones producidas
en fecha 23 de marzo de 1971, por el señor Remigio
Contreras Severino o Remigio Abad Contreras
Severino, y en fecha 14 de marzo de 1974, por
e i Dr. Manuel Emilio Ledesma Pérez, a nombre
y en representación de los sucesores de Rufina
Severino Rodríguez, en el sentido de que se ordena el regis-
tro del derecho de propiedad sobre esta parcela, en favor de
dichos sucesores, con excepción de cien (100) tareas per-
tenecientes a los sucedores de Juan Javier, tomando en
consideraciún tanto la determinación de esos herederos
como las ventas otorgadas por ellos en favor de los señores
Arturo Severino Severino y Salvador Antonio Hernández
Paradas.- Tercero: SE ORDENA, el registro del derecho de
propiedad sobre esta Parcela, en la siguiente forma y
propoción a) 55 Has., 93 As., 67 Cas., y sus mejoras, en favor
del señor Salvador Antonio Hernández Paradas, de
generales anotadas; b) 06 Has., 23 As., 86 Cas., y sus me-
joras, en favor del señor Arturo Severino Severino, de
generales anotadas; c) 07 Has., 99 As., 10 Cas., y sus me-
joras, en favor de los sucesores de Remigio Contreras Se-
verino; y d) 07 Has., 99 As., 10 Cas., en favor de los
sucescres de Matías Contreras Severino, haciendo constar,
que los señores Nelson Marino Contreras Severino, Luisa
Antonia Contreras Severino de Polanco, Ramona Contreras
Severino (A) Ramonita, Rafael Contreras Severino, Orlan-
do Contreras Severino y Arelvs Elena del Pilar Contreras
Severino, presuntos herederos de Matías Contreras Se
verino vendieron todos tius derechos al señor Salvador An

tonio Hernández Paradas, cuya transferencia será or-
denada cuando se proceda a la determinación de herederos
de dicho finado. Se Lace constar además, que las mejoras
fomentadas por los señores Rafael Enrique Contreras San-
tana y Leonardo Abad Contreras, fuera de los terrenos que
los corresponden por herencia de su finado padre Remigio
Contreras Severino, son de mala fe y deben quedar regidas
por la primera parte del artículo 555 del Código Civil.-
PARCELA No. 31 AREA: 35 Has., 60 As., 68 Cas., Primero:
SE ADMITE, como intervinientes a la señora Gregoria Fa-
bián viudad Contreras (a) Lola, en relación con esta Par-
cela y Segundo: SE FIJA la audiencia complementaria que
celebrará el Tribunal Superior de Tierras, en su local del
primer piso del Edificio del Tribunal de Tierras y del Ca-
tastro Nacional, sitio en la avenida Indepenencia a esquina
Avenida General Antonio Duvergé, de esta ciudad, frente al
Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo
(Feria), el día trece (13) del mes de diciembre del año mil
novecientos setentisiete (1977), a las once (11:00) horas de
la mañana, para continuar la instrucción de la Parcela No.
31 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana y
brindarle una nueva oportunidad a la señora Gregoria Fa-
bián Viudad Contreras (a) Lola, para que exponga los fun-
damentos de sus pretensiones; y citar a las personas cuyos
nombres figuran en el encabezamiento de esta sentencia
paa que comparezcan a dicha audiencia";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial como único medio de casación: Violación al Ar-
tículo 122 de la Ley de Tierras;

Considerando, que en apoyo de su único medio, el
recurrente alega en síntesis, lo que sigue; que interpuso
recurso de apelación contra la sentencia de Jurisdicción
Original, dictada en relación con las Parcelas 31 y 32 del
Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana porque
se habían acogido conclusiones que el deseaba señalar
como un error y rechazándolo sus derechos en las Parcelas
No. 31 y por habérselo atribuido que había declarado que no
tenía nada que reclamar en la Parcela No. 32; que para
aclarar esta situación solicitó del Tribunal de Tierras que
fuera fijada una audiencia y así justificar sus pretensiones
en relación con esas parcelas; que el Tribunal Superior de
Tierras acogió en parte sus conclusiones ya que fijó una
nueva audiencia para conocer de la Parcela No. 31; pero
desestimó su nedimento de un nuevo juicio respecto de la
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1982 No..12

Sentencia impugnada: Sentencia del Tribunal Superior de
Tierras, de fecha 12 de octubre de 1977.

Materia: Tierras.

Recurrente (s):Dr. Ponciano Rondón Sánchez.

Abogado (s): Dres. José Mora Terrero y Ponciano Rondón
Sánchez.

Recurrido (s): Salvador A. Hernández Paradas

Abogado (s): Dr. Manuel Luciano Pichardo.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.

4.[... Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña,
Ilugo II. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo

e

Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de Casación interpuesto por el Dr.
Ponciano Rondón Sánchez, dominicano, mayor de edad,
casado, abogado, cédula No. 57606, serie 1ra., domiciliado
en la casa No. 11 de la Ave. Mella de esta ciudad, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 12
Je octubre de 1977 en relación con la Parcela No. 32 del Dis-
trito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Parcela No. 32, con el fin de que los herederos del finado
1 I	 Remigio Contreras Severino pudieran justificar sus pre-

tensiones; pero,
Considerando, que de acuerdo con el artículo 122 de la Ley

de Registro de Tierras los Jueces del Tribunal Superior de
Tierras tienen la facultad de ordenar discrecionalmente un
nuevo juicio, con el fin de que el asunto recorra los dos gra-
dos de jurisdicción, siempre que ellos aprecien que el
caso no ha sido suficientemnte dilucidado, o cuando se
presenten nuevos documentos que. deban ser ponderados;
que en la especie los jueces rechazaron la medida solicitada
por el recurrente al estimar que ella era frustratoria por
cuanto habían llegado a la convicción de que Rufina Se-
verino Rodríguez había probado ser la propietaria de la
Parcela No. 32 por haberla heredado de su padre Fernando
Severino Rodríguez de acuerdo la partición celebrada en
el año 1920, mientras los actuales recurrentes no suminis-
traron ninguna prueba en apoyo de sus alegados derechos
en ese inmueble, que en consecuencia, el único medio del
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por los Sucesores de Remigio Con-
treras Severino contra la sentencia del Tribunal Superior de
Tierras dictada el 12 de octubre del 1977, en relación con la
Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de
Bayaguana, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los
recurrentes al pago de las. costas con distracción en
provecho del Dr. Rafael Ml. Luciano Pichardo, abogado del
recurrido, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo
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Parcela No. 32, con el fin de que los herederos del finado
Remigio Contreras Severino pudieran justificar sus pre-
tensiones; pero,

Considerando, que de acuerdo con el artículo 122 de la Ley
de Registro de Tierras los Jueces del Tribunal Superior de
Tierras tienen la facultad de ordenar discrecionalmente
nuevo juicio, con el fin de que el asunto recorra los dos gra-
dos de jurisdicción, siempre que ellos aprecien que el
caso no ha sido suficientemnte dilucidado, o cuando se
presenten nuevos documentos que. deban ser ponderados;
que en la especie los jueces rechazaron la medida solicitada
por el recurrente al estimar que ella era frustratoria por
cuanto habían llegado a la convicción de que Rufina Se-
verino Rodríguez había probado ser la propietaria de la
Parcela No. 32 por haberla heredado de su padre Fernando
Severino Rodríguez de acuerdo la partición celebrada en
el año 1920, mientras los actuales recurrentes no suminis-
traron ninguna prueba en apoyo de sus alegados derechos
en ese inmueble, que en consecuencia, el único medio del
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por los Sucesores de Remigio Con-
treras Severino contra la sentencia del Tribunal Superior de
Tierras dictada el 12 de octubre del 1977, en relación con la
Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de
Bayaguana, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; _Segundo: Condena a los
recurrentes al pago de las costas con distracción en
provecho del Dr. Rafael Ml. Luciano Pichardo, abogado del
recurrido, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo

SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1982 No.42

Sentencia impugnada: Sentencia del Tribunal Superior de
Tierras, de fecha 12 de octubre de 1977.

Materia: Tierras.

Recurrente (s ) :Dr. Ponciano Rondón Sánchez.

Abogado (s): Dres. José Mora Terrero y Ponciano Rondón
Sánchez.

Recurrido (s): Salvador A. Hernández Paradas

Abogado (s): Dr. Manuel Luciano Pichardo.

Interviniente (s):

Abogado (s i :

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente: Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de Casación interpuesto por el Dr.
Ponciano Rondón Sánchez, dominicano, mayor de edad,
casado, abogado, cédula No. 57606, serie lra., domiciliado
en la casa No. 11 de la Ave. Mella de esta ciudad, contra la
;entencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 12
Je octubre de 1977 en relación con la Parcela No. 32 del Dis-
trito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ponciano
Rondón Sánchez, cédula No. 57606, serie ira., por si y por el
Dr. José Mora Terrero, abogados del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Eduardo,
011er en representación del Dr. Rafael Luciano Pichardo,
cédula No. 8868, serie 34, abogado del recurrido Salvador
Antonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de edad,
casado, Industrial, portador de la cédula de identidad No.
75571, serie ira., con domicilio en la casa No. 2 de la calle
"A" del Ensanche Piantini;

Oído el Dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el Memorial de Casación depositado en la sentencia
de la Suprema Corte de Justicia, el 9 de diciembre de 1977,
suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se
proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el Memorial de defensa suscrito por el abogado del
recurrido Salvador Antonio Hernández Paradas el 19 de
enero de 1978;

Visto el auto dictado en fecha 26 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 122 de la Ley de Registro de
Tierras; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
del saneamiento Catastral de las Parcelas Nos. 29, 30, 31 y
32, del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana,
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó una
sentencia el 15 de octubre de 1974, cuyo dispositivo se copia
más adelante, c) que sobre los recursos interpuestos, el Tri-
bunal Superior de Tierras dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así : FALLA:

PRIMER O: SE RECHAZA, por improcedente y mal fun-
dado, el recurso de apelación interpuesto por el señor José
Efraín Sabino Rondón, en relación con la Parcela No. 29 del
Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Pro-
vincia de San Cristóbal, SEGUNDO: SE RECHAZAN, por
improcedentes y mal fundadas las apelaciones interpuestas
por el Dr. Ponciano Abad Contreras y los Sucesores de
Remigio Contreras Severino o Remigio Abad Contreras Se-
verino, en relación con la Parcela No. 32 del Distrito Ca-
tastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Provincia de San
Cristóbal.- TERCERO: SE ORDENAN, las siguientes
transferencias de: 04 Has., 02 As., 46 Cas., y sus mejoras,
dentro de la Parcela No. 29; y 03 Has., 99 As., 56 Cas., dentro
de la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del
Municipio de Bayaguana, en favor del señor Salvador An-
tonio Hernández Paradas.- CUARTO: SE APLAZA, la
transferencia de 07 Has., 99 As., 10 Cas., dentro de la
Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de
Bayaguana, solicitada por el señor Salvador Antonio
Hernández Paradas, adquirida de los señores Nelson
Marino Contreras Severino, Luisa Antonia Contreras Se-
verino de Polanco, Ramona Contreras Severino (a)
Ramonita, Rafael Contreras Severino, Orlando Contreras
Severino y Arelys Elena del Pilar Contreras Severino,
presuntos sucesores del finado Matías Contreras Severino,
hasta tanto sean determinados los herederos de dicho fina-
do.- QUINTO: SE CONFIRMA, con las modificaciones
resultantes de los motivos de esta sentencia, la Decisión No.
1 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original en fecha 15 de octubre de 1974, en cuanto a las
Parcelas Nos. 29, 30 y 32 del Distrito Catastral No. 8 del
Municipio de Bayaguana, Provincia de San Cristóbal, cuyo
dispositivo en lo adelante regirá del modo siguiente:
PARCELA No. 29 AREA: 41 Has., 97 As., 70 CAs., SE OR-
DENA, el registro del derecho de propiedad sobre esta
parcela, en la siguiente forma y proporción: a) 04 Has.. 02
As., 46 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Salvador An-
tonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de edad,
casado, empleado privado, cédula No. 75571, serie lra.,
domiciliado y residente en la casa No. 2 de la calle "A" del
Ensanche "Piantini", de esta ciudad de Santo Domingo; b)
35 Has., 59 As., 40 Cas., y sus mejoras, en favor del señor
Arturo Severino Severino, dominicano, mayor de edad,
casado. comerciante, cédula No. 2944, serie 4, domiciliado y
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Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ponciano
Rondón Sánchez, cédula No. 57606, serie 1ra., por si y por el
Dr. José Mora Terrero, abogados del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Eduardo,
011er en representación del Dr. Rafael Luciano Pichardo,
cédula No. 8868, serie 34, abogado del recurrido Salvador
Antonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de edad,
casado, Industrial, portador de la cédula de identidad No.
75571, serie lra., con domicilio en la casa No. 2 de la calle
"A" del Ensanche Piantini;

Oído el Dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el Memorial de Casación depositado en la sentencia
de la Suprema Corte de Justicia, el 9 de diciembre de 1977,
suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se
proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el Memorial de defensa suscrito por el abogado del
recurrido Salvador Antonio Hernández Paradas el 19 de
enero de 1978;

Visto el auto dictado en fecha 26 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 122 de la Ley de Registro de
Tierras; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
del saneamiento Catastral de las Parcelas Nos. 29, 30, 31 y
32, del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana,
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó una
sentencia el 15 de octubre de 1974, cuyo dispositivo se copia
más adelante, c) que sobre los recursos interpuestos, el Tri-
bunal Superior de Tierras dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así : FALLA:

PRIME RO: SE RECHAZA, por improcedente y mal fun-
dado, el recurso de apelación interpuesto por el señor José
Efraín Sabino Rondón, en relación con la Parcela No. 29 del
Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Pro-
vincia de San Cristóbal, SEGUNDO: SE RECHAZAN, por
improcedentes y mal fundadas las apelaciones interpuestas
por el Dr. Ponciano Abad Contreras y los Sucesores de
Remigio Contreras Severino o Remigio Abad Contreras Se-
verino, en relación con la Parcela No. 32 del Distrito Ca-
tastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Provincia de San
Cristóbal.- TERCERO: SE ORDENAN, las siguientes
transferencias de: 04 Has., 02 As., 46 Cas., y sus mejoras,
dentro de la Parcela No. 29; y 03 Has., 99 As., 56 Cas., dentro
de la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del
Municipio de Bayaguana, en favor del señor Salvador An-
tonio Hernández Paradas.- CUARTO: SE APLAZA, la
transferencia de 07 Has., 99 As., 10 Cas., dentro de la
Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de
Bayaguana, solicitada por el señor Salvador Antonio
Hernández Paradas, adquirida de los señores Nelson
Marino Contreras Severino, Luisa Antonia Contreras Se-
verino de Polanco, Ramona Contreras Severino (a)
Ramonita, Rafael Contreras Severino, Orlando Contreras
Severino y Arelys Elena del Pilar Contreras Severino,
presuntos sucesores del finado Matías Contreras Severino,
hasta tanto sean determinados los herederos de dicho fina-
do.- QUINTO: SE CONFIRMA, con las modificaciones
resultantes de los motivos de esta sentencia, la Decisión No.
1 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original en fecha 15 de octubre de 1974, en cuanto a las
Parcelas Nos. 29, 30 y 32 del Distrito Catastral No. 8 del
Municipio de Bayaguana, Provincia de San Cristóbal, cuyo
dispositivo en lo adelante regirá del modo siguiente:
PARCELA No. 29 AREA: 41 Has., 97 As., 70 CAs., SE OR-
DENA, el registro del derecho de propiedad sobre esta
parcela, en la siguiente forma y proporción: a) 04 Has.. 02
As., 46 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Salvador An-
tonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de edad,
casado, empleado privado, cédula No. 75571, serie ira.,
domiciliado y residente en la casa No. 2 de la calle "A" del
Ensanche "Piantini", de esta ciudad de Santo Domingo; b)
35 Has., 59 As., 40 Cas., y sus mejoras, en favor del señor
Arturo Severino Severino, dominicano, mayor de edad,
casado. comerciante, cédula No. 2944, serie 4, domiciliado y
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residente en "Comatillo", sección del Municipio de
Bayaguana; c) 00 Has., 58 As., 96 Cas, y sus mejoras, para
cada uno de los señores: Rosa Delia Contreras Mejía, Juan
Contreras Mejía. Seris Miladys Contreras Mejía, y Reynal-
do Antonio Contreras Mejía, de generales ignoradas.
PARCELA No. :30. AREA: 10 Has., 20 As., 67 CAs.,
Primero: SE DECLARA, que los únicos herederos del fina-
do Juan Javier, son sus hijos legítimos: Juan Ramón Javier
Contreras, Celeste Aurora Javier Contreras y Juana An-
tonia Javier Contreras de Tavárez. Segundo: SE ORDENA,
el registro del derecho de propiedad sobre esta parcela y
sus mejoras, en favor del señor Arturo Severino Severino,
de generales anotadas. PARCELA No. 32 AREA: 78 Ilas., 20
As., 73 Cas., Primero: SE RECHAZAN, por improcedentes
y mal fundadas, las reclamaciones formuladas sobre esta
Parcela por los señores Rafael Enrique Contreras Santana,
Leonardo Abad Contreras y el Dr. Ponciano Rondón Sán-
chez. Segundo: SE ACOGEN, las conclusiones producidas
en fecha 23 de marzo de 1971, por el señor Remigio Con-
treras Severino o Remigio Abad Contreras Severino, y en
fecha 14 de marzo de 1974, por el Dr. Manuel Emilio Le-
desma Pérez, a nombre y en representación de los
Sucesores de Rufina Severino Rodríguez, en el sentido de
que se ordene el registro del derecho de propiedad sobre es-
ta parcela, en favor de dichos Sucesores, con excepción de
cien (100) tareas pertenecientes a los Sucesores de Juan Ja-
vier, tomando en consideración de esos herederos como la
venta otorgados por ellos en favor de los señores Arturo Se-
verino Severino y Salvador Antonio Hernández Paradas.
Tercero: SE ORDENA, el registro del derecho de propiedad
sobre esta Parcela, en la siguiente forma y proporción: a)
55 Has., 93 As., 67 Cas., y sus mejoras, en favor del señor
Salvador Antonio Hernández Paradas, de generales ano-
tadas; b) 06 Has., 28 As., 86 CAs., y sus mejoras, en favor
del señor Arturo Severino Severino, de generales anotadas;
c) 07 Has., 99 As., 10 CAs., y sus mejoras, en favor de los
Sucesores de Remigio Contreras Severino; y d) 07 Has., 99
As., 10 Cas., en favor de los Sucesores de Matías Contreras
Severino, haciendo constar, que los señores Nelson Marino
Contreras Severino, Luisa Antonia Contreras Severino de
Polanco, Ramona Contreras Severino (a) Ramonita, Ra-
fael Contreras Severino, Orlando Contreras Severino y
Arelys Elena del Pilar Contreras Severino, presuntos here-
deros de Matías Contreras Severiño vendieron todos sus
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derechos al señor Salvador Antonio Hernández Paradas,
cuya transferencia será ordenada cuando se proceda a la
determinación de herederos de dicho finado. SE HACE
CONSTAR además, que las mejoras fomentadas por los se-
ñores Rafael Enrique Contreras Santana y Leonardo Abad
Contreras, fuera de los terrenos que les corresponden por
herencia de su finado padre Remigio Contreras Severino,
son de mala fe y deben quedar regidas por la primera parte
del artículo 555 del Código Civil. PARCELA No. 31 AREA:

35 Ilas., 60 As., 68 CAs., Primero: SE ADMITE, como in-
terviniente a la señora Gregoria Fabián viuda Contreras
(a) Lola, en relación con esta Parcela; y Segundo: SE FIJA
la audiencia complementaria que celebrará el Tribunal
Superior de Tierras, en su local del Primer piso del Edificio
del Tribunal de Tierras y del Catastro Nacional, sito en la
Avenida Independencia a esquina Avenida General Antonio
Duvergé, de esta ciudad, frente al Centro de los Héroes de
Constanza, Maimón y Estero Hondo (Feria), el día trece
(13) 

del mes de diciembre del año mil novecientos se-
tentisiete (1977), a las once (11:00) horas de la mañana,
para continuar la instrucción de la Parcela No. 31 del Dis-
trito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana y brin-
darle una nueva oportunidad a la señora Gregoria Fabián
viuda Contreras (a) Lola, para que exponga los fun-
damentos de sus pretensiones; y citar a las personas cuyos
nombres figuran en el encabezamiento de esta sentencia
para que comparezcan a dicha audiencia;

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación, Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos; Segundo Medio: Violación al

derecho de defensa; Tercer Medio: Falta de base legal;
Considerando, que el recurrente expone y alega en el

Primer medio de su memorial, en síntesis, lo siguiente: que
adquirió dentro de la Parcela Nó. 32 del Distrito Catastral
No. 8 del Municipio de Bayaguana 350 tareas por compra a
Leonardo Abad Contreras, hijo de Remigio Contreras Se-
verino; que el Tribunal a-quo incurrió en su sentencia en el
vicio de desnaturaliza ción de los hechos de la causa al in-
terpretar, en un sentido distinto al que realmente tenía, una
carta dirigida por el mencionado Remigio Contreras Se-
verino a la Juez de Jurisdicción Original del Tribunal de
Tierras, encargada del saneamiento de dicha Parcela, en la
que lv mailifestaba que no podía asistir a la audiencia para
conocer del saneamiento de la referida Parcela por que-
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residente en "Comatillo", sección del Municipio de
Bayaguana; c) 00 Has., 58 As., 96 Cas, y sus mejoras, para
cada uno de los señores: Rosa Delia Contreras Mejía, Juan
Contreras Mejía. Seris Miladys Contreras Mejía, y Reynal-
do Antonio Contreras Mejía, de generales ignoradas.
PARCELA No. 30. AREA: 10 Has., 20 As., 67 CAs.,
Primero: SE DECLARA, que los únicos herederos del fina-
do Juan Javier, son sus hijos legítimos: Juan Ramón Javier
Contreras, Celeste Aurora Javier Contreras y Juana An-
tonia Javier Contreras de Tavárez. Segundo: SE ORDENA,
el registro del derecho de propiedad sobre esta parcela y
sus mejoras, en favor del señor Arturo Severino Severino,
de generales anotadas. PARCELA No. 32 AREA: 78 lías., 20
As., 73 Cas., Primero: SE RECHAZAN, por improcedentes
y mal fundadas, las reclamaciones formuladas sobre esta
Parcela por los señores Rafael Enrique Contreras Santana,
Leonardo Abad Contreras y el Dr. Ponciano Hondón Sán-
chez. Segundo: SE ACOGEN, las conclusiones producidas
en fecha 23 de marzo de 1971, por el señor Remigio Con-
treras Severino o Remigio Abad Contreras Severino, y en
fecha 14 de marzo de 1974, por el Dr. Manuel Emilio Le-
desma Pérez, a nombre y en representación de los
Sucesores de Rufina Severino Rodríguez, en el sentido de
que se ordene el registro del derecho de propiedad sobre es-
ta parcela, en favor de dichos Sucesores, con excepción de
cien (100) tareas pertenecientes a los Sucesores de Juan Ja-
vier, tomando en consideración de esos herederos como la
venta otorgados por ellos en favor de los señores Arturo Se-
verino Severino y Salvador Antonio Hernández Paradas.
Tercero: SE ORDENA, el registro del derecho de propiedad
sobre esta Parcela, en la siguiente forma y proporción: a)
55 Has., 93 As., 67 Cas., y sus mejoras, en favor del señor
Salvador Antonio Hernández Paradas, de generales ano-
tadas; b) 06 Has., 28 As., 86 CAs., y sus mejoras, en favor
del señor Arturo Severino Severino, de generales anotadas;
c) 07 Has., 99 As., 10 CAs., y sus mejoras, en favor de los
Sucesores de Remigio Contreras Severino; y d) 07 Has., 99
As., 10 Cas., en favor de los Sucesores de Matías Contreras
Severino, haciendo constar, que los señores Nelson Marino
Contreras Severino, Luisa Antonia Contreras Severino de
Polanco, Ramona Contreras Severino (a) Ramonita, Ra-
fael Contreras Severino, Orlando Contreras Severino y
Arelys Elena del Pilar Contrerás Severino, presuntos here-
deros de Matías Contreras Se'verino vendieron todos sus
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derechos al señor Salvador Antonio Hernández Paradas,
cuya transferencia será ordenada cuando se proceda a la
determinación de herederos de dicho finado. SE HACE
CONSTAR además, que las mejoras fomentadas por los se-
flores Rafael Enrique Contreras Santana y Leonardo Abad
Contreras, fuera de los terrenos que les corresponden por
herencia de su finado padre Remigio Contreras Severino,
son de mala fe y deben quedar regidas por la primera parte
del artículo 555 del Código Civil. PARCELA No. 31 AREA:

35 Has., 60 As., 68 CAs., Primero: SE ADMITE, como in-
terviniente a la señora Gregoria Fabián viuda Contreras
(a) Lola, en relación con esta Parcela; y Segundo: SE FIJA
la audiencia complementaria que celebrará el Tribunal
Superior de Tierras, en su local del Primer piso del Edificio
del Tribunal de Tierras y del Catastro Nacional, sito en la
Avenida Independencia a esquina Avenida General Antonio
Duvergé, de esta ciudad, frente al Centro de los Héroes de
Constanza, Maimón y Estero Hondo (Feria), el día trece
(13) del mes de diciembre del año mil novecientos se-
tentisiete (1977), a las once (11:00) horas de la mañana,
para continuar la instrucción de la Parcela No. 31 del Dis-
trito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana y brin-
darle una nueva oportunidad a la señora Gregoria Fabián
viuda Contreras (a) Lola, para que exponga los fun-
damentos de sus pretensiones; y citar a las personas cuyos
nombres figuran en el encabezamiento de esta sentencia
para que comparezcan a dicha audiencia;

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación, Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos; Segundo Medio: Violación al

derecho de defensa; Tercer Medio: Falta de base legal;
Considerando, que el recurrente expone y alega en el

Primer medio de su memorial, en síntesis, lo siguiente: que
adquirió dentro de la Parcela Nb. 32 del Distrito Catastral
No. 8 del Municipio de Bayaguana 350 tareas por compra a
Leonardo Abad Contreras, hijo de Remigio Contreras Se-
verino; que el Tribunal a-quo incurrió en su sentencia en el
vicio de desnaturalizac ión de los hechos de la causa al in-
terpretar, en un sentido distinto al que realmente tenía, una
carta dirigida por el mencionado Remigio Contreras Se-
verino a la Juez de Jurisdicción Original del Tribunal de
Tierras, encargada del saneamiento de dicha Parcela, en la
yue io wailifesta ba que no podía asistir a la audiencia para
conocer del saneamiento de la referida Parcela por que-
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brantos de salud; y que no tenía ningún interés en la Par-
cela No. 32, ya que sólo reclamaba la Parcela No. 22 del
mismo Distrito Catastral; que para esclarecer esta si-
tuación, expresa el recurrente, solicitó del Tribunal
Superior de Tierras la celebración de un nuevo juicio, pe_
dimento que fue rechazado; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se expresa
al respecto lo siguiente: que a juicio del Tribunal Superior
no se podía interpretar esa comunicación suscrita por
Remigio Contreras Severino, sino en el sentido de excusar
su no comparecencia a la audiencia para la que había sido
citado por encontrarse enfermo, y no tener ninguna
reclamación que hacer sobre las Parcelas que se iban a
conocer, o sean las Nos. 29, 30, 31 y 32 del Distrito Catastral
No. 8 del Municipio de Bayaguana;

Considerando, que lo expuesto precedentemente pone de
manifiesto que lo que el recurrente llama desnaturalización
no es sino la crítica que le merece la apreciación que los
Jueces hicieron del referido documento: además el examen
de los términos de las costas a que se refiere transcriben su
monto revela que a ella no se ha dado un sentido o alcance
distinto del que realmente tiene ya que la Parcela que el
reclamante reclama es la No. 22 y no la No. 32 como lo alega
el recurrente que por tanto el primer medio de recurso
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en los medios segundo y tercero de su
memorial reunidos el recurrente alega, en síntesis, lo
siguiente: a) que el Tribunal Superior de Tierras le rechazó
un pedimento tendente a la celebración de un nuevo juicio,
propuesto sobre la base de que en Jurisdicción Original se
había presentado un documento en el cual Remigio Con-
treras Severino informaba que no tenla nada que reclamar
en las Parcelas No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del
Municipio de Bayaguana, documento que debía sufrir el do-
ble grado de jurisdicción, en vista de que resultaba básico
para producir los medios de defensa sobre sus derechos; b)
que el Tribunal a -quo no dio motivos en su sentencia para
justificar su negativa de celebrar el nuevo juicio solicitado,
en franca violación del artículo 122 de la Ley de Registro de
Tierras, impidiendo así que se produjeran las nuevas prue-
bas por lo que dicho Tribunal violó su derecho de defensa;
pero,

Considerando, que el nuevo juicio consagrado en la Ley
de Registro de Tierras, en sus artículos 21 y 122, es una

facultad acordada a los jueces del Tribunal Superior de
Tierras, de la cual, por tanto, pueden usar dis-
crecionalmente; que, por consiguiente, si el Tribunal ad-
vierte que en el expdiente existen pruebas suficientes para
fundamentar sa fallo, puede rechazar cualquier pedimento,
que tienda a ordenar la celebración de un nuvo juicio, y en
ese caso la sentencia no puede ser censurada en casación;

Considerando, que en la especie, el Tribunal a-quo con-
tinuamente a lo que alega el recurrente, para rechazar el
pedimento de nuevo juicio presentado por el Dr. Ponciano
Rondón Sánchez dio en su sentencia los siguientes motivos:
que Rufina Severino Rodríguez había consolidado en su fa-
vor a la fecha de la audiencia de jurisdicción Original, cele-
brada el 30 de noviembre del 1962, el derecho de propiedad
sobre dicha Parcela por haberla heredado de su padre
Fernando Severino de conformidad con la partición de la
Sucesión, celebrada en el año 1920; que en la sentencia
impugnada se expresa también que el propio Remigio Abad
Contreras Severino reclamó la Parcela No. 32 en favor de
Rufina Severino Rodríguez; que, asimismo, el Tribunal a-
quo estimó que por esas razones las reclamaciones for-
muladas por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, Rafael Enri-
que Contreras Santana y Leonardo Abad Contreras,
carecían de fundamento; que la Suprema Corte estima que
en base a esos razonamientos el Tribunal a-quo, pudo,
correctamente, como lo hizo, rechazar el pedimento de nue-
vo juicio presentado por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez;

Considerando, en cuanto al alegato de falta de base legal;
que lo expuesto precedentemente y el examen de la sen-
tencia impugnada revelan que dicho fallo contiene una
relación completa de los hechos de la causa y motivos su-
ficiente, pertinentes y congruentes que han permitido a la
Suprema Corte verificar que en él se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley; que, por tanto, los dos últimos medios
del recurso carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez,
contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de
Tierras el 12 . de octubre del 1977, en relación
con la Parcela .No. 32 del Distrito. Catastral
No. 8 del Municipio de I3ayaguana, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las
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brantos de salud; y que no tenía ningún interés en la Par-
cela No. 32, ya que sólo reclamaba la Parcela No. 22 del
mismo Distrito Catastral; que para esclarecer esta si-
tuación, expresa el recurrente, solicitó del Tribunal
Superior de Tierras la celebración de un nuevo juicio, pe-
dimento que fue rechazado; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se expresa
al respecto lo siguiente: que a juicio del Tribunal Superior
no se podía interpretar esa comunicación suscrita por
Remigio Contreras Severino, sino en el sentido de excusar
su no comparecencia a la audiencia para la que había sido
citado por encontrarse enfermo, v no tener ninguna
reclamación que hacer sobre las Parcelas que se iban a
conocer, o sean las Nos. 29, 30, 31 y 32 del Distrito Catastral
No. 8 del Municipio de Bayaguana;

Considerando, que lo expuesto precedentemente pone de
manifiesto que lo que el recurrente llama desnaturalización
no es sino la crítica que le merece la apreciación que los
Jueces hicieron del referido documento; además el examen
de los términos de las costas a que se refiere transcriben su
monto revela que a ella no se ha dado un sentido o alcance
distinto del que realmente tiene ya que la Parcela que el
reclamante reclama es la No. 22 y no la No. 32 como lo alega
el recurrente que por tanto el primer medio de recurso
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en los medios segundo y tercero de su
memorial reunidos el recurrente alega, en síntesis, lo
siguiente: a) que el Tribunal Superior de Tierras le rechazó
un pedimento tendente a la celebración de un nuevo juicio,
propuesto sobre la base de que en Jurisdicción Original se
había presentado un documento en el cual Remigio Con-
treras Severino informaba que no tenía nada que reclamar
en las Parcelas No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del
Municipio de Bayaguana, documento que debía sufrir el do-
ble grado de jurisdicción, en vista de que resultaba básico
para producir los medios de defensa sobre sus derechos; b)
que el Tribunal a-quo no dio motivos en su sentencia para
justificar su negativa de celebrar el nuevo juicio solicitado,
en franca violación del artículo 122 de la Ley de Registro de
Tierras, impidiendo así que se produjeran las nuevas prue-
bas por lo que dicho Tribunal violó su derecho de defensa;
pero,

Considerando, que el nuevo juicio consagrado en la Ley
(le Registro de Tierras, en sus artículos 21 y 122, es una

facultad acordada a los jueces del Tribunal Superior de
Tierras, de la cual, por tanto, pueden usar dis-
crecionalmente; que, por consiguiente, si el Tribunal ad-
vierte que en el expdiente existen pruebas suficientes para
fundamentar su fallo, puede rechazar cualquier pedimento,
que tienda a ordenar la celebración de un nuvo juicio, y en
ese caso la sentencia no puede ser censurada en casación;

Considerando, que en la especie, el Tribunal a-quo con-
tinuamente a lo que alega el recurrente, para rechazar el
pedimento de nuevo juicio presentado por el Dr. Ponciano
Rondón Sánchez dio en su sentencia los siguientes motivos:
que Rufina Severino Rodríguez había consolidado en su fa-
vor a la fecha de la audiencia de jurisdicción Original, cele-
brada el 30 de noviembre del 1962, el derecho de propiedad
sobre dicha Parcela por haberla heredado de su padre
Fernando Severino de conformidad con la partición de la
Sucesión, celebrada en el año 1920; que en la sentencia
impugnada se expresa también que el propio Remigio Abad
Contreras Severino reclamó la Parcela No. 32 en favor de
Rufina Severino Rodríguez; que, asimismo, el Tribunal a-
quo estimó que por esas razones las reclamaciones for-
muladas por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, Rafael Enri-
que Contreras Santana y Leonardo Abad Contreras,
carecían de fundamento; que la Suprema Corte estima que
en base a esos razonamientos el Tribunal a-quo, pudo,
correctamente, corno lo hizo, rechazar el pedimento de nue-
vo juicio presentado por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez;

Considerando, en cuanto al alegato de falta de base legal;
que lo expuesto precedentemente y el examen de la sen-
tencia impugnada revelan que dicho fallo contiene una
relación completa de los hechos de la causa y motivos su-
ficiente, pertinentes y congruentes que han permitido a la
Suprema Corte verificar que en él se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley; que, por tanto, los dos últimos medios
del recurso carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez,
contra la sentencia dicLda por el Tribunal Superior de
Tierras el 12 . de octubre del 1977, en relación
con la Parcela .No. 32 del Distrito. Catastral
No. 8 del Municipio de Bayaguana, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las
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costas con distracción en provecho del Dr. Rafael M
Luciano Pichardo, abogado del recurrido, quien afirma es:
tarlas avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá.
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al -
burquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo..
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

43

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 12 de octubre de 1977.

Materia : Tierras.

Recurrente (s): Rafael E. Contreras y compartes

Abogado (s): Dr. Ponciano Rondón Sánchez.

Recurrido (s): Salvador A. Hernández Paradas.

Abogado (s): Dr. Rafael M. Luciano Pichardo.

Interviniente (s):

bogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República , la Suprema Corte de Jus
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General,-en
la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de oc-
tubre del 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Enrique Contreras Santana, y Leonardo Abad Contreras,
dominicanos, mayores de edad, portadores de las cédulas
Nos. 5707 y 4905, series 4, respectivamente, domiciliados y
residentes en la Seccion Lomatilio. Bayaguana, contra la
sentencia dictada por el Trih • ina! Superior de-Tierras el 12
de octubre de 1977, en re l ación con la parcela No. 32, del
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costas con distracción en provecho del Dr. Rafael M
Luciano Pichardo, abogado del recurrido, quien afirma es:
tarlas avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá.
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al..burquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo..
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SENTENCIA I)I-: FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
43

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 12 de octubre de 1977.

Materia: Tierras.

Recurrente (s): Rafael E. Contreras y compartes

Abogado (s): Dr. Ponciano Rondón Sánchez.

Recurrido (s): Salvador A. Hernández Paradas.

Abogado (s): Dr. Ilafael M. Luciano Pichardo.

Interviniente (s):

bogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República , la Suprema Corte de Jus
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
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 Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General; en

la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de oc-
tubre del 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Enrique Contreras Santana, y Leonardo Abad Contreras,
dominicanos, mayores de edad, portadores de las cédulas
Nos. 5707 y 4905, series 4, respectivamente, domiciliados y
residentes en la Sección Comatilio. Bayaguana, contra la
sentencia dictada por el Trib , mal Superior de•Tierras el 12
de octubre de 1977, en re i ación con la parcela No. 32, del
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Distrito Catastral No. 8, del Municipio de Bayaguana, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ponciano

Rondón Sánchez, cédula No. 57606, serie 1ra., abogado de
los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Rafael
Manuel Luciano pichardo, cédula No. 8868, serie 34, abo-
gado dei recurrido Salvador Antonio Hernández Paradas,
dominicano, mayor de edad, casado, industrial, cédula No.
75571, serie 1ra., con domicilio en la casa No. 2, de la calle
"A", del Ensanche Piantini, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la secre-
taría de la Supren .a Corte de Justicia, el 9 de diciembre de
1977, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se
proponen los medio s de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa, del recurrido Salvador An-
tonio Hernández, suscrito por su abogado, el 19 de enero de
1978;

Visto el auto dictado en fecha 26 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Leonte Ra-
fael dburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación
de que se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de
1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 21 y 22 de la Ley de Registro de
Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: A) que
con motivo del saneamiento catastral de la Parcela No. 32
del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, al
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó una sen-
tencia el 15 de octubre del 1974, cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos inter-

vino el fallo ahora impugado en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza, por impro-
cedente y mal fundado, el recurso de apelación interpuesto
por el señor José Efraín Sabino Rondón, en relación con la
Parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de
Bayaguana , Provincia de San Cristóbal.- 2°.- Se rechazan,
por improcedentes y mal fundadas, las apelaciones inter-
puestas por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, Rafael
Enrique Contreras Santana, Leonardo Abad Contreras y
los Sucesores de Remigio Contreras Severino o Remigio
Abad Contreras Severino, en relación con la Parcela No. 32
del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana,
Provincia de San Cristóbal.- 3°.- Se ordenan, las siguientes
transferencias de: 04 Has., 02 As., 46 Cas., y sus mejoras,
dentro de la Parcela No. 29; y 03 Has., 99As., 56 Cas., dentro
de la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del Muni-
cipio de Bayaguana. en favor del señor Salvador Antonio
Hernández Paradas.- 4°.- Se aplaza, la transferencia de 07
Has., 99 As. 10 Cas., dentro de la Parcela No. 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, solicitada por
el señor Salvador Antonio Hernández Paradas, adquiridas
de los señores Nelson Marino Contreras Severino,
Luisa Antonia Contreras Severino de Polanco,
Ramona Contreras Severino (A) Ramonita, Rafael
Contreras Severino, Orlando Contreras Severino y
Arelys Elena del Pilar Contreras Severino, presuntos su-
cesores del finado Matías Contreras Severino, hasta tanto
sean determinados los herederos de dicho finado.- 5°.- Se
confirma, con las modificaciones resultantes de los motivos
de esta sentencia, la Decisión No. 1 dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 15 de octubre
de 1974, en cuanto a la Parcelas Nos. 29, 30 y 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Provincia de
San Cristóbal, cuyo dispositivo en lo adelante regirá del
modo siguiente:- Parcela No. 29,- Area: 41 Has., 97 As., 70
Cas.- Se ordena, el registro del derecho de propiedad sobre
esta parcela, en la siguiente forma y proporción:- a) C4
Has. , 02 As., 46 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Sal-
vador Antonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de
edad, casado, empleado privado, cédula No. 75571, serie
ira., domiciliado y residente en la casa No. 2 de la calle A'
del Ensanche `Piantini', de la ciudad de Santo Domingo.- b)
35 Has., 59 As., 40 Cas., y sus mejoras, en favor del señor
Arturo Severino Severino, dominicano, mayor de edad,
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Distrito Catastral No. 8, del Municipio de Bayaguana, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ponciano

Rondón Sánchez, cédula No. 57606, serie ira., abogado de
los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Rafael
Manuel Luciano pichardo, cédula No. 8868, serie 34, abo-
gado dei recurrido Salvador Antonio Hernández Paradas,
dominicano, mayor de edad, casado, industrial, cédula No.
75571, serie lra., con domicilio en la casa No. 2, de la calle
"A", del Ensanche Piantini, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memo-ial de casación, depositado en la secre-
taría de la Supren .a Corte de Justicia, el 9 de diciembre de
1977, suscrito por el Abogado del recurrente, en el cual se
proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa, del recurrido Salvador An-
tonio Hernández, suscrito por su abogado, el 19 de enero de
1978;

Visto el auto dictado en fecha 26 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chtipani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjun-
tamente con los Magistrados Darío Balcácer, Leonte Ra-
fael idburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo
Herrera Piña, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación
de que se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de
1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 21 y 22 de la Ley de Registro de
Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: A) que
con motivo del saneamiento catastral de la Parcela No. 32
del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, al

de Tierras de Jurisdicción Original dictó una sen-
tencia el 15 de octubre del 1974, cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos inter-

vino el fallo ahora impugado en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza, por impro-
cedente y mal fundado, el recurso de apelación interpuesto
por el señor José Efraín Sabino Rondón, en relación con la
Parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de
Bayaguana, Provincia de San Cristóbal.- 2°.- Se rechazan,
por improcedentes y mal fundadas, las apelaciones inter-
puestas por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, Rafael
Enrique Contreras Santana, Leonardo Abad Contreras y
los Sucesores de Remigio Contreras Severino o Remigio
Abad Contreras Severino, en relación con la Parcela No. 32
del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana,
Provincia de San Cristóbal.- 3°.- Se ordenan, las siguientes
transferencias de: 04 Has., 02 As., 46 Cas., y sus mejoras,
dentro de la Parcela No. 29; y 03 Has., 99As., 56 Cas., dentro
de la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del Muni-
cipio de Bayaguana, en favor del señor Salvador Antonio
Hernández Paradas.- 4°.- Se aplaza, la transferencia de 07
Has., 99 As. 10 Cas., dentro de la Parcela No. 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Munici pio de Bayaguana, solicitada por
el señor Salvador Antonio Hernández Paradas, adquiridas
de los señores Nelson Marino Contreras Severino,
Luisa Antonia Contreras Severino de Polanco,
Ramona Contreras Severino (A) Ramonita, Rafael
Contreras Severino, Orlando Contreras Severino y
Arelys Elena del Pilar Contreras Severino, presuntos su-
cesores del finado Matías Contreras Severino, hasta tanto
sean determinados los herederos de dicho finado.- 5°.- Se
confirma, con las modificaciones resultantes de los motivos
de esta sentencia, la Decisión No. 1 dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 15 de octubre
de 1974, en cuanto a la Parcelas Nos. 29, 30 y 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Provincia de
San Cristóbal, cuyo dispositivo en lo adelante regirá del
modo siguiente:- Parcela No. 29,- Area: 41 Has., 97 As., 70
Cas.- Se ordena, el registro del derecho de propiedad sobre
esta parcela, en la siguiente forma y proporción:- a) C4
Has. , 02 As., 46 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Sal-

.	 vador Antonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de
edad, casado, empleado privado, cédula No. 75571, serie
lra., domiciliado y residente en la casa No. 2 de la calle A'
del Ensanche `Piantini', de la ciudad de Santo Domingo.- b)
35 Has., 59 As., 40 Cas., y sus mejoras, en favor del señor
Arturo Severino Severino, dominicano, mayor de edad,
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casado, comerciante, cédula No. 2944, serie 4, domiciliado y
residente en "Comatillo", sección del Municipio de
yaguana ; c) 00 Has., 58 As., 96 Cas., y sus mejoras, para
cada uno de los señores: Rosa Delia Contreras Mejía, Juan
Contreras Mejía, Seris Miladys Contreras Mejía y Reynal..
do Antonio Contreras Mejía, de generales ignoradas.- Par-
cela No. 30.- Area : 10 Has., 20 As., 67 Cas.,- ro.- Se declara,
que los únicos herederos del finado Juan Javier son sus
hijos legítimos: Juan Ramón Javier Contreras, Celeste
Aurora Javier Contreras y Juana Antonia Javier Contreras
de Tavarez.- 2°.- Se ordena, el registro del derecho de
propiedad sobre esta parcela y sus mejoras, en favor del
señor Arturo Severino Severino, de generales anotadas.-
Parcela No. 32.- Area: 78 Has., 20 As., 73 Cas.- lo.- Se re-
chazan, por improcedentes y mal fundadas, las reclama-
ciones formuladas sobre esta Parcela por los señores
Rafael Enrique Contreras Santana, Leonardo Abad Con-
treras y el Dr. Ponciano Rondón Sánchez.- 2°.- Se acogen,
las conclusioens producidas en fecha 23 de marzo de 1971,
por el señor Remigio Contreras Severino o Remigio Abad
Contreras Severino, y en fecha 14 de marzo de 1974, por el
Dr. Manuel Emilio Ledesma Pérez, a nombre y en repre-
sentación de los Sucesores de Rufina Severino Rodríguez,
en el sentido de que se ordene el registro del derecho de
propiedad sobre esta parcela, en favor de dichos Sucesores,
con excepción de cien (100) tareas pertenecientes a los
Sucesores de Juan Javier, tomando en consideración tanto
la determinación de esos herederos como la venta otor-
gados por ellos en favor de los señores Arturo Severino
Severino y Salvador Antonio Hernández Paradas.- 3°.- Se
ordena, el registro del derecho de propiedad sobre esta Par-
cela, en la siguiente forma y proporción: - a) 55 Has., 93 As.,
67 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Salvador Antonio
Hernández Paradas, de generales anotadas;- b) 06 Has., 28
As., 86 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Arturo Se-
verino Severino, de generales anotadas;- c) 07 Has., 99 As.,
10 Cas., y sus mejoras, en favor de los Sucesores de Remigio
Contreras Severino; y d) 07 Has., 99 As., 10 Cas., en favor de
los Sucesores de Matías Contreras Severino, haciendo cons-
tar, que los señores Nelson Marino Contreras Severino, Luis
Antonia Contreras Severino de Polanco, Ramona Contreras
Severino (a) Ramonita. Rafael Contreras Severino, Orlan-
do Contreras Severino y Areiys Elena del Pilar Contrera3
Severino, presuntos he rederos de Matías Contreras Se

verino vendieron todos sus derechos al señor Salvador An
tonio Hernández Paradas, cuya transferencia será orde,
nada cuando se proceda a la determinación de herederos
dicha finado.- Se hace constar además, que las mejoras
fomentadas por los señores Rafael Enrique Contreras San
tana y Leonardo Abad Contreras, fuera de los terrenos que
les corresponden por herencia de su finado padre Remigio
Contreras Severino, son de mala fe y deben quedar regidas
por la primera parte del artículo 555 del Código Civil.- Par-
cela No. 31.- Area: 35 Has., 60 As., 68 Cas.- 1°.- Se admite,
como interviniente a la señora Gregoria Fabián Viuda Con-
treras ( a) Lola, en relación con esta Parcela; y 2°.- Se fija
la audiencia complementaria que celebrará el Tribunal
Superior de Tierras, en su local del primer piso del Edificio
del Tribunal de Tierras y del Catastro Nacional, sito en la
Avenida Independencia a esquina Avenida General Antonio
Duvergé, de esta ciudad, frente al Centro de los Héroes de
Constanza, Maimón y Estero Hondo (Feria), el día treee
(13) del mes de diciembre del año mil novecientos seten-
tisiete (1977), a las once (11:00) horas de la mañan, para
continuar la instrucción de la Parcela No. 31 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana y brindarle una
nueva oportunidad a la señora Gregoria Fabián Viuda
Contreras (a) Lola, para que exponga los fundamentos de
sus pretensiones; y citar a las personas cuyos nombres
figuran en el encabezamiento de esta sentencia para que
comparezcan a dicha audiencia";

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
como único medio de casación: Violación del derecho cl,
defensa;

Considerando, que en apoyo de su único medio, el recu-
rrente alega en síntesis, lo que sigue: que en la sentencia
impugnada se violó su derecho de defensa ya que el Tri-
bunal a -quo debió ordenar la celebración del nuevo juicio
solicitado, frente a una afirmación de que en la sentencia de
Jurisdicción Original se habían desnaturalizado los hechos
de la causa, lo que sucedió a causa de fuerzas ocultas que
impidieron que el Juez hiciera una ponderación ecuánime,
serena y justa del caso; que, además, en el expediente obra
un documento en el cual el finado Remigio Contreras Se-
verino informaba al Tribunal que su reclamación se re-
lacionaba con la Parcela No. 22 del Distrito Catastral No. 8
del Municipio de Bayaguariaeuando sus derechos se encuen
tran dentro de la Parcela No. 32 del mismo Distrito Catas-
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verino vendieron todos sus derechos al señor Salvador An
tonio Hernández Paradas, cuya transferencia será orde-
nada cuando se proceda a la determinación de herederos
dicha finado.- Se hace constar además, que las mejoras
fomentadas por los señores Rafael Enrique Contreras San
tana y Leonardo Abad Contreras, fuera de los terrenos que
les corresponden por herencia de su finado padre Remigio
Contreras Severino, son de mala fe y deben quedar regidas
por la primera parte del artículo 555 del Código Civil.- Par-
cela No. 31.- Area: 35 Has., 60 As., 68 Cas.- 1° Se admite,
como interviniente a la señora Gregoria Fabián Viuda Con-
treras ( a) Lola, en relación con esta Parcela; y 2°.- Se fija
la audiencia complementaria que celebrará el Tribunal
Superior de Tierras, en su local del primer piso del Edificio
del Tribunal de Tierras y del Catastro Nacional, sito en la
Avenida Independencia a esquina Avenida General Antonio
Duvergé. de esta ciudad, frente al Centro de los Héroes de
Constanza, Maimón y Estero Hondo (Feria), el día trece
(13) del mes de diciembre del año mil novecientos seten-
tisiete (1977), a las once (11:00) horas de la mañan, para
continuar la instrucción de la Parcela No. 31 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana y brindarle una
nueva oportunidad a la señora Gregoria Fabián Viuda
Contreras (a) Lola, para que exponga los fundamentos de
sus pretensiones; y citar a las personas cuyos nombres
figuran en el encabezamiento de esta sentencia para que
comparezcan a dicha audiencia";

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
como único medio de casación: Violación del derecho d-
defensa;

Considerando, que en apoyo de su único medio, el recu-
rrente alega en síntesis, lo que sigue: que en la sentencia
impugnada se violó su derecho de defensa ya que el Tri-
bunal a -quo debió ordenar la celebración del nuevo juicio
solicitado, frente a una afirmación de que en la sentencia de
Jurisdicción Original se habían desnaturalizado los hechos
de la causa, lo que sucedió a causa de fuerzas ocultas que
impidieron que el Juez hiciera una ponderación ecuánime,
serena y justa del caso; que, además, en el expediente obra
un documento en el cual el finado Remigio Contreras Se-
verino informaba al Tribunal que su reclamación se re-
lacionaba con la Parcela No-. 22 del Distrito Catastral No. 8
del Municipio de Bayaguat'ra-Cuando sus derechos se encuen
tran dentro de la Parcela No. 32 del mismo Distrito Catas-
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casado, comerciante, cédula No. 2944, serie 4, domiciliado y
residente en "Comatillo", sección del Municipio de Ba.
yaguana; c) 00 Has., 58 As., 96 Cas., y sus mejoras, para
cada uno de los señores: Rosa Delia Contreras Mejía, Juan
Contreras Mejía, Seris Miladys Contreras Mejía y Reynal-
do Antonio Contreras Mejía, de generales ignoradas.- Par.
cela No. 30.- Area : 10 Has., 20 As., 67 Cas.,- 1ro.- Se declara,
que los únicos herederos del finado Juan Javier son sus
hijos legítimos: Juan Ramón Javier Contreras, Celeste
Aurora Javier Contreras y Juana Antonia Javier Contreras
de Tavarez.- 2°.- Se ordena, el registro del derecho de
propiedad sobre esta parcela y sus mejoras, en favor del
señor Arturo Severino Severino, de generales anotadas.-
Parcela No. 32.- Area: 78 Has., 20 As., 73 Cas.- lo.- Se re-
chazan, por improcedentes y mal fundadas, las reclama-
ciones formuladas sobre esta Parcela por los señores
Rafael Enrique Contreras Santana, Leonardo Abad Con-
treras y el Dr. Ponciano Rondón Sánchez.- 2°.- Se acogen,
las conclusioens producidas en fecha 23 de marzo de 1971,
por el señor Remigio Contreras Severino o Remigio Abad
Contreras Severino, y en fecha 14 de marzo de 1974, por el
Dr. Manuel Emilio Ledesma Pérez, a nombre y en repre-
sentación de los Sucesores de Rufina Severino Rodríguez,
en el sentido de que se ordene el registro del derecho de
propiedad sobre esta parcela, en favor de dichos Sucesores,
con excepción de cien (100) tareas pertenecientes a los
Sucesores de Juan Javier 2 tomando en consideración tanto
la determinación de esos herederos como la venta otor-
gados por ellos en favor de los señores Arturo Severino
Severino y Salvador Antonio Hernández Paradas.- 3°.- Se
ordena, el registro del derecho de propiedad sobre esta Par-
cela, en la siguiente forma y proporción: - a) 55 Has., 93 As.,
67 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Salvador Antonio
Hernández Paradas, de generales anotadas;- b) 06 Has., 28
As., 86 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Arturo Se-
verino Severino, de generales anotadas;- c) 07 Has., 99 As.,
10 Cas., y sus mejoras, en favor de los Sucesores de Remigio
Contreras Severino; y d) 07 Has., 99 As., 10 Cas., en favor de
los Sucesores de Matías Contreras Severino, haciendo cons-
tar, que los señores Nelson Marino Contreras Severino, Luis
Antonia Contreras Severino de Polanco, Ramona Contreras
Severino (a) Ramonita. Rafael Contreras Severino, Orlan-
do Contreras Severino y Arelys Elena del Pilar Contrera3
Severino, presuntos herederos ae Matías Contreras Se
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tana y Leonardo Abad Contreras contra la sentencia dic-
tada por el Tribunal Superior de Tierras el 12 de octubre de
1977, en relación con la Parcela No. 32 del Distrito Catastral
No. 8 del Municipio de Bayaguana, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior dej jaresente fallo; y Segundo:
Condena a los recurrentes al pago de las costas, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Rafael M.
'.U( iano Pichardo, abogado del recurrido, quien afirma es-
tarlas avanzando en su mayor parte.

10111 (FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo 11.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. Firmado( : Miguel Jacobo.

tral; que el Tribunal	 :perior de Tierras debió, como
tribunal de segundo grado, realizar las investigaciones del
caso, y, sin embargo, no ordenó niguna medida de instruc-
ción; que dicho Tribunal pudo disponer la celebración de
nuevo juicio con el fin de establecer si en el el terreno exis-
tían mejoras levantadas hacía 20 años, que al no ordenar
dicha medida se violó en la sentencia impugnada el artículo
122 de la Ley de Registro de Tierras ; pero.

Considerando, que el nuevo juico previsto en los artículos
21 y 122 de la Ley de Registro de Tierras es una medida
facultativa de que pueden hacer uso los Jueces del Tribunal
Superior de Tierras, discrecionalmente, durante el proceso
del saneamiento catastral, cuantas veces adviertan que el
asunto de que están apoderados no está suficientemente ins-
truido o cuando se le sometan documentos nuevos que han
debido ser ponderados en los dos grados de jurisdicción;

Considerando, que en la sentencia impugnada se expresa,
en relación con las reclamaciones presentadas sobre la
Parcela No. 32 del mencionado Distrito Catastral, lo si-
guiente: que Remigio Contreras Severino, padre de los
recurrentes Leonardo Abad Contreras y Rafael Enrique
Contreras, declaró al Tribunal, en las audiencias cele-
bradas con motivo del saneamiento de dicha Parcela, que él
sólo tenía interés en la Parcela No. 22, pero no así en la Par-
cela No. 32, la cual reclamó a nombre de Rufina Severina
Rodríguez, quien probó haberla adquirido por herencia de
su padre, Fernando Severino en la partición de los bienes de
este último, celebrado en el año 1920; que también es ex-
presa en la sentencia impugnada que, por el contrario,
Leonardo Abad Contreras y Rafael Enrique Contreras y su
causahabiente, el Dr. Ponciano Rondón Sánchez no pro-
baron al Tribunal su alegada posesión mantenida en el
terreno por más de 20 años, ya que los testigos oídos en
Jurisdicción Ordinal incurrieron en sus declaraciones en
impreciciones y contradicciones que llevaron a la
convicción de los jueces que las reclamaciones de los
recurrentes carecían de fundamento; que fueron éstas
las razones por las cuales el Tribunal Superior de Tierras
rechazó el pedimento de nuevo juicio de los recurrentes, y,
en consecuencia, su derecho de defensa no pudo ser
violado; que, por tanto, el único medio del recurso carece
de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos. Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Enrique Contreras . San
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tana y Leonardo Abad Contreras contra la sentencia dic-
tada por el Tribunal Superior de Tierras el 12 de octubre de
1977, en relación con la Parcela No. 32 del Distrito Catastral
No. 8 del Municipio de Bayaguana, cuyo dispositivo se ha
copiado en par te anterior dei presente fallo; y Segundo:
Condena a los recurrentes al pago de las costas, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Rafael M.

iano Pichardo, abogado del recurrido, quien afirma es-
tarlas avanzando en su mayor parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (Firmado(: 	 Jacobo.

tral; que el Tribunal	 Iperior de Tierras debió, como
tribunal de segundo grado, realizar las investigaciones del
caso, y, sin embargo, no ordenó niguna medida de instruc-
ción; que dicho Tribunal pudo disponer la celebración de un
nuevo juicio con el fin de establecer si en el el terreno exis-
tían mejoras levantadas hacía 20 años, que al no ordenar
dicha medida se violó en la sentencia impugnada el artículo
122 de la Ley de Registro de Tierras ; pero.

Considerando, que el nuevo juico previsto en los artículos
21 y 122 de la Ley de Registro de Tierras es una medida
facultativa de que pueden hacer uso los Jueces del Tribunal
Superior de Tierras, discrecionalmente, durante el proceso
del saneamiento catastral, cuantas veces adviertan que el
asunto de que están a poderados no está suficientemente ins-
truido o cuando se le sometan documentos nuevos que han
debido ser ponderados en los dos grados de jurisdicción,

Considerando, que en la sentencia impugnada se expresa,
en relación con las reclamaciones presentadas sobre la
Parcela No. 32 del mencionado Distrito Catastral, lo si-
guiente: que Remigio Contreras Severino, padre de los
recurrentes Leonardo Abad Contreras y Rafael Enrique
Contreras, declaró al Tribunal, en las audiencias cele-
bradas con motivo del saneamiento de dicha Parcela, que él
sólo tenía interés en la Parcela No. 22, pero no así en la Par-
cela No. 32, la cual reclamó a nombre de Rufina Severina
Rodríguez, quien probó haberla adquirido por herencia de
su padre, Fernando Severino en la partición de los bienes de
este último, celebrado en el año 1920; que también es ex-
presa en la sentencia impugnada que, por el contrario,
Leonardo Abad Contreras y Rafael Enrique Contreras y su
causahabiente, el Dr. Ponciano Rondón Sánchez no pro-
baron al Tribunal su alegada posesión mantenida en el
terreno por más de 20 años, ya que los testigos oídos en
Jurisdicción Ordinal incurrieron en sus declaraciones en
impreciciones y contradicciones que llevaron a la
convicción de los jueces que las reclamaciones de los
recurrentes carecían de fundamento; que fueron éstas
las razones por las cuales el Tribunal Superior de Tierras
rechazó el pedimento de nuevo juicio de los recurrentes, y,
en consecuencia, su derecho de defensa no pudo ser
violado; que, por tanto, el único medio del recurso carece
de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos. Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Enrique Contreras San
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Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de
fecha 12 de octubre de 1877.

Materia: Tierra.

Recurrente (s): José E. Sabino Rondón.

Abogado (s): Dr. Ramón G. Rondón Amparo.

Recurrido (s): Salvador Hernández Paradas

Abogado (s): Dr. Rafael M. Luciano Pichardo.

Interviniente (s):

Abogado (s) :

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 27 de octubre
de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Efraín
Sabino Rondón, dominicano, mayor de edad, casado, cédula
No. 8830 serie 27, domiciliado en la casa No. 15 de la calle
"2" del Ensanche Las Américas, de esta ciudad, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 12
de octubre de 1977, en relación con la Parcela No. 29 del Dis-
trito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael M.
Luciano Pichardo, abogado del recurrido, Salvador Antonio
Hernández Paradas, dominicano, mayor de edad, casado,
industrial, cédula No. 7551, serie lra., domiciliado en la
casa No. 2 de la calle "A", del Ensanche Piantini;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la vRtsetpoúebl mRepúbl ica ;

Morial de casación del recurrente, depositado
en la secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 8 de
diciembre del 1977, suscrito por su abogado, Dr. Ramón Gil-
berto Rondón Amparo;

Visto el memorial de defensa del recurrente, del 19 de
enero de 1978, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 26 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando

411.1 E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo,
Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
falo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos, 21 y 122 de la Ley de Registro
de Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación ;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo sigtuiente: a) qué

MIN con motivo del saneamiento catastral de la Parcela No. 29
del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, el
Tribunal de Tierras de jurisdicción Original dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre
los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Rechaza, por improcedente y mal fundado, el
recurso de apelación interpuesto por el señor José Efraín
Sabino Rondón, en relación con la Parcela No. 29 del Dis-
trito Catastral No. 8 del Municipio le Bayaguana, 2rovincia
de San Cristóbal, SEGUNDO: e rechazan, por im-
procedentes y mal fundadas, las apelaciones interpuestas
por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, Rafael Enrique Con-
treras Santana, Leonardo Abad Contreras y los Sucesores
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Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de
fecha 12 de octubre de 1877.

Materia: Tierra.

Recurrente (s): José E. Sabino Rondón.

Abogado (s): Dr. Ramón G. Rondón Amparo.
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Recurrido (s): Salvador Hernández Paradas

Abogado (s): Dr. Rafael M. Luciano Pichardo.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 27 de octubre
de 1982, años 139' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Efraín
Sabino Rondón, dominicano, mayor de edad, casado, cédula
No. 8830 serie 27, domiciliado en la casa No. 15 de la calle
"2" del Ensanche Las Américas, de esta ciudad, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 12
de octubre de 1977, en relación con la Parcela No. 29 del Dis-
trito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael M.
Luciano Pichardo, abogado del recurrido, Salvador Antonio
Hernández Paradas, dominicano, mayor de edad, casado,
industrial, cédula No. 7551, serie lra., domiciliado en la
casa No. 2 de la calle "A", del Ensanche Piantini;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, depositado
en la secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 8 de
diciembre del 1977, suscrito por su abogado, Dr. Ramón Gil-
berto Rondón Amparo;

Visto el memorial de defensa del recurrente, del 19 de
enero de 1978, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 26 de octubre del corriente
año 1982, por el Magistrado lIanuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo,
Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
falo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos, 21 y 122 de la Ley de Registro
de Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo sis tente: a) qué
con motivo del saneamiento catastral de la Varcela No. 29
del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, el
Tribunal de Tierras de jurisdicción Original dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre
los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA:

PRIMERO: Rechaza, por improcedente y mal fundado, el
recurso de apelación interpuesto por el señor José Efraín
Sabino Rondón, en relación con la Parcela No. 29 del Dis-
trito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, i"rovincia
de San Cristóbal, SEGUNDO: 5e rechazan, por im-
procedentes y mal fundadas, las apelaciones interpuestas
por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, Rafael Enrique Con-
treras Santana, Leonardo Abad Contreras y lo... Sucesores
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de Remigio Contreras Severino o Remigio Abad Contreras
Severino, en relación con la Parcela No. 32 del Distrito Ca-
tastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Provincia de San
Cristóbal; TERCERO: Se ordenan, las siguientes trans..
ferencias de: 04 Has., 02 As., 46 Cas., y sus mejoras dertro
de la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del
Municipio de Bayaguana, en favor del señor Salvador An
tonio Hernández Paradas; CUARTO: Se Aplaza, la trans
ferencia de 07 Has., 99 As., 10 Cas., dentro de la Parcela No.
32 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana,
solicitada por el señor Salvador Antonio Hernández Para-
das, adquirida de los señores Nelson Marino Contreras Se-
verino, Luisa Antonia Contreras Severino de Polanco,
Ramona Contreras Severino (a) Ramonita, Rafael Con-
treras Severino, Orlando Contreras Severino y Arelys
Elena del Pilar Contreras Severino, presuntos sucesores del
finado Matías Contreras Severino, hasta tanto sean de-
terminados los herederos de dicho finado; QUINTO: Se
confirma, con las modificaciones resultantes de los motu s
de esta sentencia, la Decisión No. 1 dictada por el Tribui.A1
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 15 de octubre
de 1974, en cuanto a las Parcelas Nos. 29, 30, y 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Provincia de
San Cristóbal, cuyo dispositivo en lo adelante regirá del mo-
do siguiente: Parcela No. 29 Area: 41 Has., 97 As., 70 As., se
ordena el registro del derecho de propiedad sobre esta
parcela, en la siguiente forma y proporción a) 04 Has., 02
As., 46 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Salvador An-
tonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de edad,
casado, empleado privado, cédula No. 75571, serie 1ra
domiciliado y residente en la casa No. 2 de la calle "A"
Ensanche "Piantini", de la ciudad de Santo Domingo; b) 35
Has., 59 As., 40 CAs., y sus mejoras en favor del señor Ar-
turo Severino Severino, dominicano, mayor de edad, casa-
do, comerciante, cédula No. 2944, serie 4, domiciliado y
residente en "Comatillo", sección del Municipio de
Bayaguana; c) 00 Has., 58 As., 96 Cas., y sus mejoras, para
cada uno de los señores: Rosa Delia Contreras Mejía, Juan
Contreras Mejía, Seris Miladys Contreras Mejía y Reynal-
do Antonio Contreras Mejías, de generales ignoradas.
Parcela No. 30., Area: 10 Has., 20 As., 67 CAs., Primero: Se
declara, que los únicos herederos del finado Juan Javier,
son sus hijos legítimos: Juan Ramón Javier Contreras,
Celeste Aurora Javier Contreras y Juana Antonia Javier
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Contreras de Tavárez ; Segundo: Se ordena, el registro del
derecho de propiedad sobre esta parcela y sus mejoras, en
favor del señor Arturo Severino Severino, de generales ano-
tadas; Parcela No. 32.- Area: 78 Has., 20 As., 73 Cas.,
Primero : Se rechazan, por improcedentes y mal fundadas,
las reclamaciones formuladas sobre esta Parcela por los
señores Rafael Enrique Contreras Santana, Leonardo Abad
Contreras y el Dr. Ponciano Rondón Sánchez; Segundo: Se
acogen, las conclusiones producidas en fecha 23 de marzo
de 1971, por el señor Remigio Contreras Severino o Remigio
Abad Contreras Severino, y en fecha 14 de marzo de 1974 por
el Dr. Manuel Emilio Ledesma Pérez, a nombre y en
representación de los Sucesores de Rufina Severino Ro-
dríguez, en el sentido de que se ordene el registro del
derecho de propiedad sobre esta parcela, en favor de dichos
Sucesores, con excepción de cien (100) tareas per-
tenecientes a los Sucesores de Juan Javier, tomando en
consideración tanto la determinación de esos herederos
como las ventas otorgadas por ellos en favor de los señores
Arturo Severino Severino y Salvador Antonio Hernández
Paradas; Tercero: Se ordena, el registro del derecho de
propiedad sobre esta Parcela, en la siguiente forma y
nroporción: a) 55 Has., 93 As., 67 Cas., y sus mejoras, en fa-
vor del señor Salvador Antonio Hernández Paradas, de
generales anotadas; b) 06 Has., 28 As., 86 CAs., y sus me-
joras, en favor del señor Arturo Severino Severino, de
generales anotadas; c) 07 Has., 99 As., 10 Cas., y sus me-
joras, en favor de los Sucesores de Remigio Contreras Se-
verino; y a) 07 Has., 99 As., 10 Cas., en favor de los
Sucesores de Matías Contreras Severino, haciendo constar
que los señores Nelson Marino Contreras S-v! rino, Luisa
Antonia Contreras Severino de Polanco, Ran 3 Contreras
Severino (a) Ramonita, Rafael Contreras S v F 7no, Orlan-
do Contreras Severino y Arelys Elena del ; .r Contreras
Severino, presuntos herederos de Matía! Oontreras Se-
verino, vendieron todos sus derechos al señor Salvador An-
tonio Hernández Paradas, cuya transferencia será or-
denada cuando se proceda a la determinación de herederos
de dicho finado; Se hace constar además, que las mejoras
fomentadas por los señores Rafael Enrique Contreras San-
tana y Leonardo Abad Contreras, fuera de los terrenos que
les corresponden por herencia de su finado padre Remigio
Contreras Severino, son de mala fe y deben quedar regidas
por la primera parte del artículo 555 del Código Civil:

1990
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de Remigio Contreras Severino o Remigio Abad Contreras
Severino, en relación con la Parcela No. 32 del Distrito Ca-
tastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Provincia de San
Cristóbal; TERCERO: Se ordenan, las siguientes trans-
ferencias de: 04 Has., 02 As., 46 Cas., y sus mejoras der tro
de la Parcela No. 32 del Distrito Catastral No. 8 del
Municipio de Bayaguana, en favor del señor Salvador
tonio Hernández Paradas; CUARTO: Se Aplaza, la trans
ferencia de 07 Has., 99 As., 10 Cas., dentro de la Parcela No.
32 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana,
solicitada por el señor Salvador Antonio Hernández Para-
das, adquirida de los señores Nelson Marino Contreras Se-
verino, Luisa Antonia Contreras Severino de Polanco,
Ramona Contreras Severino (a) Ramonita, Rafael Con-
treras Severino, Orlando Contreras Severino y Arelys
Elena del Pilar Contreras Severino, presuntos sucesores del
finado Matías Contreras Severino, hasta tanto sean c'e-
terminados los herederos de dicho finado; QUINTO: Se
confirma, con las modificaciones resultantes de los moti• s
de esta sentencia, la Decisión No. 1 dictada por el
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 15 de octubre
de 1974, en cuanto a las Parcelas Nos. 29, 30, y 32 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Provincia de
San Cristóbal, cuyo dispositivo en lo adelante regirá del mo-
do siguiente: Parcela No. 29 Area: 41 Has., 97 As., 70 As., se
ordena el registro del derecho de propiedad sobre esta
parcela, en la siguiente forma y proporción a) 04 Has., 02
As., 46 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Salvador An-
tonio Hernández Paradas, dominicano, mayor de edad,
casado, empleado privado, cédula No. 75571, serie lra.,
domiciliado y residente en la casa No. 2 de la calle "A" c11.1
Ensanche "Piantini", de la ciudad de Santo Domingo; b) 35
Has., 59 As., 40 CAs., y sus mejoras en favor del señor Ar-
turo Severino Severino, dominicano, mayor de edad, casa-
do, comerciante, cédula No. 2944, serie 4, domiciliado y
residente en "Comatillo", sección del Municipio de
Bayaguana; c) 00 Has., 58 As., 96 Cas., y sus mejoras, para
cada uno de los señores: Rosa Delia Contreras Mejía, Juan
Contreras Mejía, Seris Miladys Contreras Mejía y Reynal-
do Antonio Contreras Mejías, de generales ignoradas.
Parcela No. 30., Area: 10 Has., 20 As., 67 CAs., Primero: Se
declara, que los únicos herederos del finado Juan Javier,
son sus hijos legítimos: Juan Ramón Javier Contreras,
Celeste Aurora Javier Contreras y Juana Antonia Javier

Contreras de Tavárez ; Segundo: Se ordena, el registro del
derecho de propiedad sobre esta parcela y sus mejoras, en
favor del señor Arturo Severino Severino, de generales ano-
tadas; Parcela No. 32.- Area: 78 Has., 20 As., 73 Cas.,
primero : Se rechazan, por improcedentes y mal fundadas,
las reclamaciones formuladas sobre esta Parcela por los
señores Rafael Enrique Contreras Santana, Leonardo Abad
Contreras y el Dr. Ponciano Rondón Sánchez; Segundo: Se
acogen, las conclusiones producidas en fecha 23 de marzo
de 1971, por el señor Remigio Contreras Severino o Remigio
Abad Contreras Severino, y en fecha 14 de marzo de 1974 por
el Dr. Manuel Emilio Ledesma Pérez, a nombre y en
representación de los Sucesores de Rufina Severino Ro-
dríguez, en el sentido de que se ordene el registro del
derecho de propiedad sobre esta parcela, en favor de dichos
Sucesores, con excepción de cien (100) tareas per-
tenecientes a los Sucesores de Juan Javier, tomando en
consideración tanto la determinación de esos herederos
como las ventas otorgadas por ellos en favor de los señores
Arturo Severino Severino y Salvador Antonio Hernández
Paradas; Tercero: Se ordena, el registro del derecho de
propiedad sobre esta Parcela, en la siguiente forma y
nroporción: a) 55 Has., 93 As., 67 Cas., y sus mejoras, en fa-
vor del señor Salvador Antonio Hernández Paradas, de
generales anotadas; b) 06 Has., 28 As., 86 CAs., y sus me-
joras, en favor del señor Arturo Severino Severino, de
generales anotadas; c) 07 Has., 99 As., 10 Cas., y sus me-
joras, en favor de los Sucesores de Remigio Contreras Se-
verino; y a) 07 Has., 99 As., 10 Cas., en favor de los
Sucesores de Matías Contreras Severino, haciendo constar
que los señores Nelson Marino Contreras S'-v( rino, Luisa
Antonia Contreras Severino de Polanco, Ran 	 Contreras
Severino (a) Ramonita, Rafael Contreras S vF. zno, Orlan-
do Contreras Severino y Arelys Elena del ; 	 Contreras
Severino, presuntos herederos de Matía: :_;ontreras Se-
verino, vendieron todos sus derechos al señor Salvador An-
tonio Hernández Paradas, cuya transferencia será or-
denada cuando se proceda a la determinación de herederos
de dicho finado; Se hace constar además, que las mejoras
fomentadas por los señores Rafael Enrique Contreras San-
tana y Leonardo Abad Contreras, fuera de los terrenos que
les corresponden por herencia de su finado padre Remigio
Contreras Severino, son de mala fe y deben quedar regidas
por la primera parte del artículo 555 del Código Civil;
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Parcela No. 31.- Area: 35 Has., 60 As., 68 CAs., Primero: Sr
admite como interviniente a la señora Gregoria Fabián viu
da Contreras ( a) Lola, en relación con esta Parcela; 3
Segundo: Se fija la audiencia complementaria que cele-
brará el Tribunal Superior de Tierras, en su local del
primer piso del Edificio del Tribunal de Tierras y del Ca-
tastro Nacional, sito en la avenida Independencia a esquina
Avenida General Antonio Duvergé, de esta ciudad, frente al
Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo
(Feria), el día trece (13) del mes de diciembre del año mil
noveciento setenta y siete (1977), a las once (11:00) horas de
la mañana, para continuar la instrucción de la Parcela No.
31 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana y
brindarle una nueva oportunidad a la señora Gregoria Fa-
bián viuda Contreras ( a) Lola, para que exponga los fun-
damentos de sus pretensiones; y citar a las personas cuyos
nombres figuran en el encabezamiento de esta sentencia
para que comparezcan a dicha audiencia";

Considerando, que el recurrente porpone en su memorial
el siguiente medio de casación: Violación del derecho de de-
fensa ;

Considerando, que el recurrente alega en su único medio
de casación lo siguiente: que el 13 de febrero de 1975 dirigió
un escrito al Tribunal Superior de Tierras por el cual solici-
tó se ordenara una inspección de lugares con el fin de
comprobar la existencia de mejoras levantadas por él en la
Parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de
Bayaguana, así como lá celebración de un nuevo juicio, o
una nueva audiencia. para probar sus derechos sobre 32
tareas dentro de esa Parcéla ; que, sin embargo, el Tribunal
Superior de Tierras falló el fondo de la litis, sin acoger sus
pedimentos, violando así su derecho de defensa; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presan lo siguiente al respecto que a José Efraín Sabino
Rondón, se le brindaron amplias oportunidades para apor-
tar las pruebas en apoyo de su reclamación sobre la porción
de terreno que alegó había adquirido en la Parcela No. 29,
que de haberlas presentado el Tribunal de Tierras hubiera
comprobado la sinceridad y la seriedad de su demanda y de
consiguiente hubiera ordenado la celebración de una au-
diencia o de un nuevo juicio; que el impretante no depositó
ningún documento que hubiera inducido al Tribunal a or-
denar que su reclamación recorriera los dos grados de
jurisdicción; que además, se agrega en la sentencia im-
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pugnada, los Jueces comprobaron que Matías Contreras
Severino reclamó dentro de la Parcela No. 29, 300.12 tareas
que adquirió por compra a Francisca Severino Vda. Martí,
mediante acto auténtico del 7 de abril de 1943, depositado en
el expediente, y el resto lo reclamó en favor de su madre,
Rufina Severi no; que también se comprobó que la ven-
dedera había adquirido el terreno por herencia de su padre
Fernando Severino, de conformidad con el acto de partición
del 15 de julio de 1920; que el comprador vendió luego todos
sus derechos a distintas personas;

Considerando, que el nuevo juicio consagrado en ley de
R ;?gistro de Tierrra en sus artículos 21 y 122 es una facultad
acordada a los jueces de dicho tribunal del que pueden
hacer uso discrecionalmente todas las veces que estimen
que un asunto del que estén apoderados no ha sido su-
ficientemente instruido, o cuando se ofrecen documentos
nuevos que no habían sido presentados en el juico; que en la
especie, tal como se expresa antes, los Jueces del fondo
rechazaron el pedimento de un nuevo juicio presentado por
el actual recurrente en razón de que no había sometido
ningún documento ni prueba alguna de sus ale gados dere-
chos en la Parcela No. 29, y demás porque en la instrucción
realizada en el saneamiento catastral de la misma se
comprobó que esa Parcela perteneció a Matías Contreras
Severino y a su madre Rufina Severino; razones por las
cuales la Suprema Corte de Justicia estima que en la sen-
tencia impugnada no se ha violado el derecho de defensa del
recurrente, y, en consecuencia, el medio único de su
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por José Efraín Sabino Rondón, contra
la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el
12 de octubre de 1977 en relación con las Parcelas No. 29 del
Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana:
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con
distracción en provecho del Dr. Rafael M. Luciano Pichar-
do, abogado riel recurrido, quien afirma estarlas avanzando
en su totalitad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
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Parcela No. 31.- Area: 35 Has., 60 As., 68 CAs., Primero:
admite como interviniente a la señora Gregoria Fabián yiu
da Contreras (a) Lola, en relación con esta Parcela; 3
Segundo: Se fija la audiencia complementaria que cele.
brará el Tribunal Superior de Tierras, en su local del
primer piso del Edificio del Tribunal de Tierras y del Ca-
tastro Nacional, sito en la avenida Independencia a esquina
Avenida General Antonio Duvergé, de esta ciudad, frente al
Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo
(Feria), el día trece (13) del mes de diciembre del año mil
noveciento setenta y siete (1977), a las once (11:00) horas de
la mañana, para continuar la instrucción de la Parcela No.
31 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana y
brindarle una nueva oportunidad a la señora Gregoria Fa-
bián viuda Contreras (a) Lola, para que exponga los fun-
damentos de sus pretensiones; y citar a las personas cuyos
nombres figuran en el encabezamiento de esta sentencia
para que comparezcan a dicha audiencia";

Considerando, que el recurrente porpone en su memorial
el siguiente medio de casación: Violación del derecho de de-
fensa ;

Considerando, que el recurrente alega en su único medio
de casación lo siguiente: que el 13 de febrero de 1975 dirigió
un escrito al Tribunal Superior de Tierras por el cual solici-
tó se ordenara una inspección de lugares con el fin de
comprobar la existencia de mejoras levantadas por él en la
Parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de
Bayaguana, así COMO lá celebración de un nuevo juicio, o
una nueva audiencia. para probar sus derechos sobre 32
tareas dentro de esa Parcela ; que, sin embargo, el Tribunal
Superior de Tierras falló el fondo de la litis, sin acoger sus
pedimentos, violando así su derecho de defensa; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presan lo siguiente al respecto que a José Efraín Sabino
Rondón, se le brindaron amplias oportunidades para apor-
tar las pruebas en apoyo de su reclamación sobre la porción
de terreno que alegó había adquirido en la Parcela No. 29,
que de haberlas presentado el Tribunal de Tierras hubiera
comprobado la sinceridad y la seriedad de su demanda y de
consiguiente hubiera ordenado la celebración de una au-
diencia o de un nuevo juicio; que el impretante no depositó
ningún documento que hubiera inducido al Tribunal a or-
denar que su reclamación recorriera los dos grados de
jurisdicción; que además, se agrega en la sentencia im-
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pugnada, los Jueces comprobaron que Matías Contreras
Severino reclamó dentro de la Parcela No. 29, 300.12 tareas
que adquirió por compra a Francisca Severino Vda. Martí,
mediante acto auténtico del 7 de abril de 1943, depositado en
el expediente, y el resto lo reclamó en favor de su madre,
Rufina Severíno; que también se comprobó que la ven-
dedera había adquirido el terreno por herencia de su padre
Fernando Severino, de conformidad con el acto de partición
del 15 de julio de 1920; que el comprador vendió luego todos
sus derechos a distintas personas:

Considerando, que el nuevo juicio consagrado en ley de
R 2gistro de Tierrra en sus artículos 21 y 122 es una facultad
acordada a los jueces de dicho tribunal del que pueden
hacer uso discrecionalmente todas las veces que estimen
que un asunto del que estén apoderados no ha sido su-
ficientemente instruido, o cuando se ofrecen documentos
nuevos que no habían sido presentados en el juico; que en la
especie, tal como se expresa antes, los Jueces del fondo
rechazaron el pedimento de un nuevo juicio presentado por
el actual recurrente en razón de que no había sometido
ningún documento ni prueba alguna de sus alegados dere-
chos en la Parcela No. 29, y demás porque en la instrucción
realizada en el saneamiento catastral de la misma se
comprobó que esa Parcela perteneció a Matías Contreras
Severino y a su madre Rufina Severino; razones por las
cuales la Suprema Corte de Justicia estima que en la sen-
tencia impugnada no se ha violado el derecho de defensa del
recurrente, y, en consecuencia, el medio único de su
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por José Efraín Sabino Rondón, contra
la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el
12 de octubre de 1977 en relación con las Parcelas No. 29 del
Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana:
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con
distracción en provecho del Dr. Rafael M. Luciano Pichar-
do, abogado del recurrido, quien afirma estarlas avanzando
en su totalitad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
45

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de

Materia : Tierras.

Recurrente (s): Flavia Pérez,

Abogado (s): Dra. Ramona Trujillo Ruiz Vda. Boumpen-
siere.

fecha 25 de agosto de 1977.
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Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.

Recurrido (s): Lucas Guerra T.,

Abogado (s): Dr. José Cassá Logroño.

Interviniente (s):

Abogado (s):

4110fr

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes
de octuhre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Flavia
Pérez, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres
domésticos, domiciliadas y residente en esta ciudad, cédula
No. 70023, serie lra., contra la sentencia dictada por el
Tribunal Superior de Tierras, el día 25 de agosto de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Cassá Logroño, abogado del recurrido,

111
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Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
45

Sentenc ia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 25 de agosto de 1977.

Materia : Tierras.

Recurrente (s) : Flavia Pérez,

Abogado (s) : Dra. Ramona Trujillo Ruiz Vda. Boumpen-
siere.

Recurrido (s) : Lucas Guerra T.,

Abogado (s) : Dr. José Cassá Logroño.

Interviniente (s ) :

Abogado (s) :
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Flavia
Pérez, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres
domésticos, domiciliadas y residente en esta ciudad, cédula
No. 70023, serie ira., contra la sentencia dictada por el
Tribunal Superior de Tierras, el día 25 de agosto de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Cassá Logroño, abogado del recurrido,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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plazo legal, que, dice había expirado el 27 de octubre de
1977; que el plazo del recurso de casación contra las senten-
cias del Tribunal de Tierras, comienza el día en que es fi-
jada en la puerta del Tribunal y que el presente caso la sen-
tencia impugnada fue fijada el día de su pronunciamiento,
25 de agosto de 1977, mientras que el memorial de casación
fue depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
ticia, el 23 de mayo de 1978, es decir, fuera del plazo legal;

Considerando, que el recurrido prometió en su memorial
de defensa depositar una certificación para probar la fecha
en que la sentencia impugnada había sido fijada en la puer-
ta del Tribunal, pero hasta la fecha no lo ha hecho, por lo
que esta Corte no se encuentra en condiciones para deter-
minar fecha de la publicación o notificación de dicha sen-
tencia, 'y én consecuencia, si el recurso de casación ha sido
interpuesto fuera o no del plazo legal; que por tanto, el
dicho medio de inadmisión carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que la recurrente propone en su memorial
los siguientes medios: Primer Medio: Falta de base legal.
Insuficiencia de motivos: Segundo Medio: Violación al
derecho de defensa ; Tercer Medio: Violación del principio
general del orden público, de que el fraude todo lo corrom-
pe;

Considerando, que en los indicados medios de casación,
411 reunidos, la recurrente alega, en síntesis: a) que al no

acoger el Tribunal a-quo su pedimento de reenvío de la
causa, a fin de que pudiera examinar los documentos, la
sentencia impugnada carece de las explicaciones o insu-
ficiencia de motivos, característicos de la falta de motivos;
b) que por la misma razón de no ordenar el reenvío de la
causa, violó el derecho de defensa, pues no se le dio la opor-
tunidad de demostrar con hechos y documentos, la inten-
ción del recurrido al oponerse al reenvío y las maniobras
que empleaba para sorprender al Tribunal; c) que si los
Jueces del Tribunal hubieran examinado los documentos
habrían advertido que había un fraude en juego y que no era
cierto como alegaba el recurrido que su instancia tenía por
objeto una sentencia que no era del saneamiento, sino que
era el título que había obtenido el recurrido, por haber ad-
quirido el solar en una subasta, el cual no tenía un año de ex-
pedido; pero,

Considerando, que el artículo 137 de la Ley No. 1542 del
1947, sobre Registro de Tierras, establece que la acción en(10
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en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

dela República;
Visto el memorial de casación depositado en la Secretaríade la Suprema Corte de Justicia, el 23 de mayo de 1973, por

el abogado de la recurrente, en el cual se proponen losmedios de casación que se indican más adelante;
Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado del

recurrido, de fecha 6 de julio de 1978;
Visto el auto dictado en fecha 26 del mes de octubre del

corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. BergésChupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente. Leonte R. AlburquerqueCastillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. 

GoicocheaS., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña,
Jueces de este Tribunal, para completar la mavoría en ladeliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes números 684 del 1934 y 926 de1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 137 de la Ley No. 1542 del 1947
sobre Registro de Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) quecon motivo de una instancia en revisión por causa de
fraude, en relación con el solar No. 9-A, manzana 673, del
Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, el Tribunal
Superior de Tierras dictó la sentencia ahora impugnada,cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declarainadmisible la instancia en Revisión por causa de fraude,
depositada en este Tribunal, el día 19 del mes de febrero del
año 1976, por la Dra. Ramona Estela Trujillo Ruiz de Boum-
pensiere, a nombre de la señora Flavia Pérez, en relación
con el Solar No. 9-A, de la Manzana No. 673 del Distrito
Catastral No. 1 del Distrito Nacional" ;

Sobre el medio de inadmisión del recurrido:

Considerando, que el recurrido propone en su memorialde defensa, la inadmisibilidad del recurso de casación in-terpuesto por la recurrente, nor haber sido hecho fuera del
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en la lectura de sus conclusiones;

la República;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
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Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado delrecurrido, de fecha 6 de julio de 1978;
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berado y vistos los artículos 137 de la Ley No. 1542 del 1947
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dmisible la instancia en Revisión por causa de fraude,
depositada en este Tribunal, el día 19 del mes de febrero del
año 1976, por la Dra. Ramona Estela Trujillo Ruiz de Boum-
pensiere, a nombre de la señora Flavia Pérez, en relación
con el Solar No. 9-A, de la Manzana No. 673 del DistritoCatastral No. 1 del Distrito Nacional";

Sobre el medio de inadmisión del recurrido:
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plazo legal, que, dice había expirado el 27 de octubre de
1977; que el plazo del recurso de casación contra las senten-
cias del Tribunal de Tierras, comienza el día en que es fi-
jada en la puerta del Tribunal y que el presente caso la sen-
tencia impugnada fue fijada el día de su pronunciamiento,
25 de agosto de 1977, mientras que el memorial de casación
fue depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
ticia, el 23 de mayo de 1978, es decir, fuera del plazo legal;

Considerando, que el recurrido prometió en su memorial
de defensa depositar una certificación para probar la fecha
en que la sentencia impugnada había sido fijada en la puer-
ta del Tribunal, pero hasta la fecha no lo ha hecho, por lo
que esta Corte no se encuentra en condiciones para deter-
minar fecha de la publicación o notificación de dicha sen-
tencia,'y én consecuencia, si el recurso de casación ha sido
interpuesto fuera o no del plazo legal; que por tanto, el
dicho medio de inadmisión carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que la recurrente propone en su memorial
los siguientes medios: Primer Medio: Falta de base legal.
Insuficiencia de motivos: Segundo Medio: Violación al
derecho de defensa ; Tercer Medio: Violación del principio
general del orden público, de que el fraude todo lo corrom-
pe;

Considerando, que en los indicados medios de casación,
reunidos, la recurrente alega, en síntesis: a) que al no
acoger el Tribunal a -quo su pedimento de reenvío de la
causa, a fin de que pudiera examinar los documentos, la
sentencia impugnada carece de las explicaciones o insu-
ficiencia de motivos, característicos de la falta de motivos;
b) que por la misma razón de no ordenar el reenvío de la
causa, violó el derecho de defensa, pues no se le dio la opor-
tunidad de demostrar con hechos y documentos, la inten-
ción del recurrido al oponerse al reenvío y las maniobras
que empleaba para sorprender al Tribunal; c) que si los
Jueces del Tribunal hubieran examinado los documentos
habrían advertido que había un fraude en juego y que no era
cierto como alegaba el recurrido que su instancia tenía por
objeto una sentencia que no era del saneamiento, sino que
era el título que había obtenido el recurrido, por haber ad-
quirido el solar en una subasta, el cual no tenía un año de ex-
pedido; pero,

Considerando, que el artículo 137 de la Ley No. 1542 del
1947, sobre Registro de Tierras, establece que la acción en

y
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revisión por causa de fraude debe incoarse en un plazo no
mayor de un año, después de haber sido transcrito el de-
creto de registro en la Oficina de Registro de Título corres-
pondiente; que,en tal virtud, el Tribunal previamente al fon-
do procedió a determinar la admisibilidad de la instancia y
a estos efectos comprobó por el examen de los documentos
del expediente que el referido solar No. 9-A era el resultado
de la subdivisión del Solar No. 9, el cual según el certificado
de título número 751, había sido registrado en su origen en el
1959 y que como la instancia era del año 1975, había sido in-
tentada fuera del plazo legal y la declaró, por tanto, inad-
misible;

Considerando, que en estas circunstancias es preciso ad-
mitir que, la decisión del Tribunal a-quo al declarar inad-
misible la instancia en revisión por causa de fraude, que le
había sometido la recurrente, apreció correctamente la
Ley, tanto porque los hechos que le sirven de fundamento
fueron apreciados por dicho Tribunal en su verdadero sen-
tido y alcance, sin desnaturalización alguna, como porque
siendo el plazo que establece el artículo 137 de la Ley No.
1542 de 1947 previsto a pena de caducidad, era el deber del
Tribunal proceder al examen previo de la admisíbilidad de
la instancia, pues de ser negativo como lo fue en el presente
caso, quedaba impedido para conocer el fondo; que lo an-
teriormente expuesto pone de manifiesto que los medios de
casación que se examinan carecen de fundamento y deben
ser desestimados ;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Flavia Pérez, contra la sentencia
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el día 25 de
agosto del 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la parte
que sucumbe al pago de las costas, y ordena su distracción
en provecho del Dr. José Cassá Logroño, abogado del re-
currido, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.

SENTENC IA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

46.

Sentencia imugnada: Corte de Apelación de Santo

Domingo, de fecha 29 de agosto de 1980.

Materia: Civil.
Recurrente (s): Félix de la Rosa Claudio y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A.,

Abogado (s):Dr. José María Acosta Torres.

Recurrido (s): Clemente Martínez y Martínez,

Abogado (s): Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquz.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente;Ferna ndo E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Félix de
la Rosa Claudio, dominicano, mayor de edad, cédula No.
50981, serie ira., residente en la Seción San Felipe, de Villa
Mella, Distrito Nacional, y la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., domiciliado en la Avenida In-
dependencia No. 55, de esta ciudad; contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 29 de agosto de 1980, cuyo
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revisión por causa de fraude debe incoarse en un plazo no
mayor de un año, después de haber sido transcrito el de-
creto de registro en la Oficina de Registro de Título corres-
pondiente; que,en tal virtud, el Tribunal previamente al fon-
do procedió a determinar ta admisibilidad de la instancia y
a estos efectos comprobó por el examen de los documentos
del expediente que el referido solar No. 9-A era el resultado
de la subdivisión del Solar No. 9, el cual según el certificado
de título número 751, había sido registrado en su origen en el
1959 y que como la instancia era del año 1975, había sido in-
tentada fuera del plazo legal y la declaró, por tanto, inad-
misible;

Considerando, que en estas circunstancias es preciso ad-
mitir que, la decisión del Tribunal a-quo al declarar inad-
misible la instancia en revisión por causa de fraude, que le
había sometido la recurrente, apreció correctamente la
Ley, tanto porque los hechos que le sirven de fundamento
fueron apreciados por dicho Tribunal en su verdadero sen-
tido y alcance, sin desnaturalización alguna, como porque
siendo el plazo que establece el artículo 137 de la Ley No.
1542 de 1947 previsto a pena de caducidad, era el deber del
Tribunal proceder al examen previo de la admisibilidad de
la instancia, pues de ser negativo como lo fue en el presente
caso, quedaba impedido para conocer el fondo; que lo an-
teriormente expuesto pone de manifiesto que los medios de
casación que se examinan carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Flavia Pérez, contra la sentencia
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el día 25 de
agosto del 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la parte
que sucumbe al pago de las costas, y ordena su distracción
en provecho del Dr. José Cassá Logroño, abogado del re-
currido, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Bal-
cácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Albur-
querque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera
Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado) : Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

46.

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 29 de agosto de 1980.

Materia: Civil.
Recurrente (s): Félix de la Rosa Claudio y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A.,

Abogado (s) :Dr. José María Acosta Torres.

Recurrido (s): Clemente Martínez y Martínez,

Abogado (s): Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquz.

Interviniente (s):

Abogado (s):

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente;Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes
de octubre del año 1982, años 139' de la Independencia, y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Félix de
la Rosa Claudio, dominicano, mayor de edad, cédula No.
50981, serie ira., residente en la Seción San Felipe, de Villa
Mella, Distrito Nacional, y la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., domiciliado en la Avenida In-
dependencia No. 55, de esta ciudad; contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 29 de agosto de 1980, cuyo
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dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Visto el memorial de los recurrentes de fecha 8 de no-

viembre de 1980, firmado por su abc,gado, Dr. José María
Acosta 'forres, en el cual se proponer, contra la sentencia
impugnada los medios de casación que luego se indican;

Visto el memorial de defensa del recurrido de fecha 28 de
noviembre de 1980, suscrito por sus abogados, los Dres. An-
tonio Rosario, cédula No. 14083, serie 54 y Raúl Reyes Vás-
quez, cédula No. 6556, serie 5, recurrido que es Clemente
Martínez y Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero,
obrero, cédula No. 292, serie 26, domiciliado en la casa No.
54 de la calle Presidente Vásquez, del Ensanche Ozama, de
esta ciudad, quien actúa en su calidad de padre y tutor del
menor Rubén Darío Martínez Abréu;

Visto el auto dictado en fecha 28 del mes de octubre del
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo de los recursos de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes que se mencionan más adelante y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda civil en reparación de daños y
perjuicios intentada por Clemente Martínerz y Martínez
contra Félix de la Rosa Claudio y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en sus
atribuciones civiles, y en fecha 11 de diciembre de 1975, una
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:PRIMERO: Ratifica el Defecto pronunciado en audiencia
contra el demandado Félix de la Rosa Claudio, por falta de
comnarecer; SEGUNDO: Acoge en su casi totalidad las
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conclusiones formuladas en audiencia por la parte deman-
dante Clemente Martínez y Martínez, por ser justas y
reposar en prueba legal, y, en consecuencia condena a la
mencionada parte demandada Félix de la Rosa Claudio, a
pagar en provecho de la mencionada demandante; a) la
suma de quinientos pesos oro (RD$500 00) por el concepto
indicado; b) los intereses legales de dicha suma a partir de
la demanda en justicia; c ) todas las costas causadas y por
causarse en la presente instancia, distraídas en provecho
de los Dres. Antonio Rosario, Raúl Reyes Vásquez y Tomás
Pérez Cruz, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad; TERCERO: Declara la presente sentencia oponi-
ble a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
aseguradora del vehículo causante de los daños, la cual fue
puesta en causa por la demandante a tales fines; CUARTO:
Comisiona al Ministerial Pedro Marcelino García, Alguacil
de Estrados de este Tribunal, para la notificación de esta
sentencia"; b) que sobre los recursos interpuestos contra
dicha sentencia, intervino el fallo ahora impugnado en
casación, cuyo dispositivo es el	 siguiente: "FALLA:

PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la
forma, el recurso de apelación intentado por Félix de la
Rosa Claudio y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por
A., contra sentencia de fecha 11 de diciembre de 1975, dic-
tada por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo figura copiado en otra parte de
esta sentencia, por haber sido hecho dentro del plazo y
demás formalidades legales; SEGUNDO: Rechaza las
conclusiones de las partes intimantes, Félix de la Rosa
Claudio y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
por improcedente y mal fundada; TERCERO: Acoge las
conclusiones de la parte intimada, Clemente Martínez y
Martínez, por ser justas y reposar sobre prueba legal, y en
consecuencia Confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida; CUARTO: Condena a la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., al pago de las costas del proce-
dimiento, con distracción de las mismas en favor de los
Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial, los siguientes medios de casación: Primer Me-

dio: Violación a los artículos 1315 y siguientes y todos los
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dispositivo se copia más adelante;
Oído SI Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;
Visto el memorial de los recurrentes de fecha 8 de no-

viembre de 1980, firmado por su abogado, Dr. José María
Acosta Torres, en el cual se proponen contra la sentencia
impugnada los medios de casación que luego se indican;

Visto el memorial de defensa del recurrido de fecha 28 de
noviembre de 1980, suscrito por sus abogados, los Dres. An-
tonio Rosario, cédula No. 14083, serie 54 y Raúl Reyes Vás-
quez, cédula No. 6556, serie 5, recurrido que es Clemente
Martínez y Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero,
obrero, cédula No. 292, serie 26, domiciliado en la casa No.
54 de la calle Presidente Vásquez, del Ensanche Ozama, de
esta ciudad, quien actúa en su calidad de padre y tutor del
menor Rubén Darío Martínez Abréu;

Visto el auto dictado en fecha 28 del mes de octubre del
año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo de los recursos de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes que se mencionan más adelante y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda civil en reparación de daños y
perjuicios intentada por Clemente Martínerz y Martínez
contra Félix de la Rosa Claudio y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en sus
atribuciones civiles, y en fecha 11 de diciembre de 1975, una
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:PRIMERO: Ratifica el Defecto pronunciado en audiencia
contra el demandado Félix de la Rosa Claudio, por falta de
comnarecer; SEGUNDO: Acoge en su casi totalidad las
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conclusiones formuladas en audiencia por la parte deman-
dante Clemente Martínez y Martínez, por ser justas y
reposar en prueba legal, y, en consecuencia condena a la
mencionada parte demandada Félix de la Rosa Claudio, a
pagar en provecho de la mencionada demandante; a) la
suma de quinientos pesos oro ( RD$500.00) por el concepto
indicado; b) los intereses legales de dicha suma a partir de
la demanda en justicia; c) todas las costas causadas y por
causarse en la presente instancia, distraídas en provecho
de los Dres. Antonio Rosario, Raúl Reyes Vásquez y Tomás
Pérez Cruz, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad; TERCERO: Declara la presente sentencia oponi-
ble a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
aseguradora del vehículo causante de los daños, la cual fue
puesta en causa por la demandante a tales fines; CUARTO:
Comisiona al Ministerial Pedro Marcelino García, Alguacil
de Estrados de este Tribunal, para la notificación de esta
sentencia"; b) que sobre los recursos interpuestos contra
dicha sentencia, intervino el fallo ahora impugnado en
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:

PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la
forma, el recurso de apelación intentado por Félix de la
Rosa Claudio y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por
A., contra sentencia de fecha 11 de diciembre de 1975, dic-
tada por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo figura copiado en otra parte de
esta sentencia, por haber sido hecho dentro del plazo y
demás formalidades legales; SEGUNDO: Rechaza las
conclusiones de las partes intimantes, Félix de la Rosa
Claudio y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
por improcedente y mal fundada; TERCERO: Acoge las
conclusiones de la parte intimada, Clemente Martinez y
Martínez, por ser justas y reposar sobre prueba legal, y en
consecuencia Confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida; CUARTO: Condena a la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., al pago de las costas del proce-
dimiento, con distracción de las mismas en favor de los
Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial, los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Violación a los artículos 1315 y siguientes y todos los
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Claudio; que asimismo consta en la referida sentencia,. que
no procedía al experticio solicitado para determinar. el
monto de los daños y perjuicios reclamados, en razón de
que existe en el expediente un certificadó médico en que se
describe n las lesiones corporales sufridas por el' mentir víc-
tima del accidente;

Considerando, que la apreciación relativa a la utilidad;
oportunidad y pertinencia de los hechos cuya prueba es
ofrecida, es privativa de los Jueces del fondo, y esta
apreciación, como cuestión de puro hecho, escapa al control
de la casación; que, en materia de lesiones corporales, los
peritos preinstituidos por la Ley son los médicos legistas, a
menos que alguna parte interesada frente a un acertificado
de uno de esos auxiliares de la justicia, señale algún hecho
grave concreto que haya sido omitido o exagerado para ob-
tener resultados indebidos; lo que no ha ocurrido en la
especie; además, los Jueces del fondo gozan de un poder so-
berano para la evaluación de los daños morales cuya
reparación se reclama como consecuencia de lesiones
corporales, y esa evaluación no está sujeta a ningún proce-
dimiento especial;

Considerando, que como consecuencia de todo lo an-
teriormente expuesto se advierte que la sentencia im-
pugnada contiene motivos suficientes, pertinentes y con-
gruentes que justifican su dispositivo y una relación com-
pleta de los hechos y circunstancias de la litis que ha per-
mitido a la Suprema Corte de Justicia verificar, como Corte
de Casación, que en la especie se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley; que, en consecuencia los medios que
se examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Félix de la Rosa Claudio y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 29 de agosto de 1980,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; y SEGUNDO: Condena a Félix de la Rosa Claudio,
al pago de las costas, las cuales se declaran distraídas en
favor de los doctores Antonio Rosario y Raúl Reyes Vás-

Lquez, abogados del recurrido quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad y las declara oponibles a la

,
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relacionados con la prueba; Segundo Medio: Falta de base
legal, falta de motivos, etc.;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación, los recurrentes se han limitado a exponer y
alegar, en síntesis, lo siguiente: a) que en la sentencia
impugnada se han violado las reglas de las pruebas, pues la
Corte a-qua debió ordenar un experticio para determinar la
gravedad de las lesiones recibidas por el menor y así poder
establecer el monto de los daños morales y el procedimiento
para su evaluación; b) que la sentencia impugnada no con-
tiene una completa y detallada exposición de los hechos
decisivos que permitan a la Suprema Corte de Justicia
apreciar si en la especie la Ley ha sido bien aplicada; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que los Jueces del fondo para acoger la
demanda en reparación de daños y perjuicios intentada por
Clemente Martínez y Martínez, expuso en la referida sen-
tencia lo siguiente: a) que el día 25 del mes de febrero del
año 1973, mientras la Station Wagon placa No. 205 - 591,
propiedad del señor Félix de la Rosa Claudio, conducida por
Ezequiel de la Rosa, transitaba de Norte a Sur por la Aveni-
da Ramón Mella del poblado de Villa Mella, Distrito
Nacional, atropelló al menor de 5 años de edad, Rubén
Darío Martínez Abréu, hijo natural reconocido del señor
Clemente Martínez y Martínez y de la señora Ludovina
Abréu; b) que en el accidente el mencionado menor Rubén
Darío Martínez Abréu recibió según certificado médico
expedido al efecto por el médico legista del Distrito
Nacional, "heridas contusas región occipital curables antes
de 10 días", salvo complicaciones; c) que el demandante
sufrió daños morales y materiales a consecuencia de los
golpes sufridos por su hijo menor Rubén Darío Martínez
Abréu de 5 años de edad, los cuales daños el Tribunal
aprecia en la suma de quinientos pesos oro (RD$500.00) ; d)
que en efecto se ha probado una falta a cargo del deman-
dado, un daño sufrido por el demandante y una relación de
causalidad entre dicha falta y el daño, hechos y cir-
cunstancias éstas que han comprometido civilmente la
responsabilidad de dicho demandado señor Félix de la Rosa
Claudio;

Considerando, que además, en la sentencia impugnada
consta que el vehículo que causó los daños y perjuicios es-
taba asegurado con la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., demandada juntamente con Félix de la Rosa
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relacionados con la prueba; Segundo Medio: Falta de base
legal, falta de motivos, etc.;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación, los recurrentes se han limitado a exponer y
alegar, en síntesis, lo siguiente: a) que en la sentencia
impugnada se han violado las reglas de las pruebas, pues la
Corte a-qua debió ordenar un experticio para determinar la
gravedad de las lesiones recibidas por el menor y así poder
establecer el monto de los daños morales y el procedimiento
para su evaluación; b) que la sentencia impugnada no con-
tiene una completa y detallada exposición de los hechos
decisivos que permitan a la Suprema Corte de Justicia
apreciar si en la especie la Ley ha sido bien aplicada; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que los Jueces del fondo para acoger la
demanda en reparación de daños y perjuicios intentada por
Clemente Martínez y Martínez, expuso en la referida sen-
tencia lo siguiente: a) que el día 25 del mes de febrero del
año 1973, mientras la Station Wagon placa No. 205-591,
propiedad del señor Félix de la Rosa Claudio, conducida por

hi I	 Ezequiel de la Rosa, transitaba de Norte a Sur por la Aveni-
da Ramón Mella del poblado de Villa Mella, Distrito
Nacional, atropelló al menor de 5 años de edad, Rubén
Darío Martínez Abréu, hijo natural reconocido del señor
Clemente Martínez y Martínez y de la señora Ludovina
Abréu; b) que en el accidente el mencionado menor Rubén
Darío Martínez Abréu recibió según certificado médico
expedido al efecto por el médico legista del Distrito
Nacional, "heridas contusas región occipital curables antes
de 10 días", salvo complicaciones; c) que el demandante
sufrió daños morales y materiales a consecuencia de los
golpes sufridos por su hijo menor Rubén Darío Martínez
Abréu de 5 años de edad, los cuales daños el Tribunal
aprecia en la suma de quinientos pesos oro (RDS500.00); d)
que en efecto se ha probado una falta a cargo del deman-
dado, un daño sufrido por el demandante y una relación de
causalidad entre dicha falta y el daño, hechos y cir-
cunstancias éstas que han comprometido civilmente la
responsabilidad de dicho demandado señor Félix de la Rosa
Claudio:

Considerando, que además, en la sentencia impugnada
consta que el vehículo que causó los daños y perjuicios es-
taba asegurado con la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., demandada juntamente con Félix de la Rosa
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Claudio; que asimismo consta en la referida sentencia,:itie,'
no procedía al experticio solicitado para determinar . a
monto de los daños y perjuicios reclamados, en razón de
que existe en el expediente un certificado médico en que se
describe n las lesiones corporales sufridas por el menor víc-

•bina del accidente;

Considerando, que la apreciación relativa a la utilidad,
oportunidad y pertinencia de los hechos cuya prueba es
ofrecida, es privativa de los Jueces del fondo, y esta
apreciación, como cuestión de puro hecho, escapa al control
de la casación; que, en materia de lesiones corporales, los
peritos preinstituidos por la Ley son los médicos legistas, a
menos que alguna parte interesada frente a un acertificado
de uno de esos auxiliares de la justicia, señale algún hecho
grave concreto que haya sido omitido o exagerado para ob-
tener resultados indebidos; lo que no ha ocurrido en la
especie; además, los Jueces del fondo gozan de un poder so-
berano para la evaluación de los daños morales cuya
reparación se reclama como consecuencia de lesiones
corporales, y esa evaluación no está sujeta a ningún proce-
dimiento especial;

Considerando, que como consecuencia de todo lo an-
teriormente expuesto se advierte que la sentencia im-
pugnada contiene motivos suficientes, pertinentes y con-
gruentes que justifican su dispositivo y una relación com-
pleta de los hechos y circunstancias de la litis que ha per-
mitido a la Suprema Corte de Justicia verificar, como Corte
de Casación, que en la especie se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley; que, en consecuencia los medios que
stiemeaxdaoms
timados;

car.een de fundamento y deben ser deses-

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Félix de la Rosa Claudio y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 29 de agosto de 1980,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; y SEGUNDO: Condena a Félix de la Rosa Claudio,
al pago de las costas, las cuales se declaran distraídas en
favor de los doctores Antonio Rosario y Raúl Reyes Vás-

e:quez, abogados del recurrido quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad y las declara oponibles a la
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Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

:NTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1982 No.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 13 de febrero de 1980.

NIateria: Correccional.

Recurrente ( s): Fabio García Morales, Frutos del País, C.
por A., y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,

Abogado (s):Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía.

Recurrido (s):

Abogado (s):

$

411

Interviniente (s): Domingo Pérez Núñez,

Abogado (s): Dres. Francisco L. Chía Troncoso y Ileine N.
Batista Arache.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29
del mes de octubre del año 1982, años 139' de la
Independencia, y 119' de la Restauración, la siguiente
sentencia :

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fabio
García Morales, dominicano, mayor de edad, chofer,
cédula No. 8493 serie 61, residente en el Edificio 2-A, Apto. 1,
Villa Olímpica, de esta ciudad; Frutos del País, C. por A.,
domiciliado en la calle Imbert No. 5, de esta ciudad; y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., con su
domicilio social y principal establecimiento en la Avenida
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Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

SEN1'ENC1. DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1982 No.
47

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 13 de febrero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Fabio García Morales, Frutos del Pais, C.
por A., y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,

Abogado (s):Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía.

Recurrido (s):

• Abogado (s):

Inter% Miente (s): Domingo Pérez Núñez,

Abogado (s): Dres. Francisco L. Chía Troncoso y Heine N.
Batista Arac he.

Dios, Patria y libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29
del mes de octubre del año 1982, .años 139' de la
Independencia, y 119' de la Restauración, la siguiente
sentencia :

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fabio
García Morales, dominicano, mayor de edad, chofer,
cédula No. 8493 serie 61, residente en el Edificio 2-A, Apto. 1,
Villa Olímpica, de esta ciudad; Frutos del País, C. por A.,
domiciliado en la calle Imbert No. 5, de esta ciudad; y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., con su
domicilio social y principal establecimiento en la Avenida



Independencia No. 55, de esta ciudad; contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 13 de febrero del 1980, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Francisco L. Chía Troncoso, cédula No. 44919,

serie 3, por sí y por el Dr. Heine N. Batista Arache, cédula
No. 26200, serie 26, abogados del interviniente Domingo
pérez'Núñez, dominicano, mayor de edad, obrero, soltero,
residente:el? la calle Santa Rita No. 76, del Barrio 27 de Fe-
br. ero dé esta ciudad, cédula No. 83009, serie lra., en la lec-
tura de sus conclusiones .	•

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a -qua, el 20 de febrero de 1980, a re-
querimiento del Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía, abogado
de los recurrentes Falai° García Morales, Frutos del País,
C. por A., y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
y por el Dr. Guillermo Antonio Soto Rosario, cédula No.
9788, serie 48, en fecha 28 de febrero de 1980, en represen-
tación de Fabio García Morales y la Compañía Frutos del
País, C. por A., en las cuales no se proponen ningún medio
de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 23
de febrero de 1980, suscrito por su abogado Dr. Luis Ran-
dolfo Castillo Mejía, en el que se propone el medio único de
casación que se indica más adelante;

Visto el escrito del interviniente suscrito por sus aboga-
dos, el 23 de febrero de 1980;

Visto el auto dictado en fecha 28 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo perrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y . fallo de los recursos de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 del 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de

, 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Ci-

vil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a )que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la calle Hermanos
Pinzón esquina Ov iedo de esta ciudad, el 17 de noviembre de
1976, en que resultó una persona muerta, la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó el 18 de noviembre de 1977, una sen-
tencia cuyo dispositivo aparece inserto en el de la ahora
impugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas in-
tervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite
como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos
de apelación interpuestos por el Dr. Luis R. Castillo Mejía,
a nombre y representación de Fabio García Morales, Fru-
tos del País, C. por A., y la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., (SEDOMCA), en fecha 2 de diciembre de
1977, por los Dres. Guillermo Antonio Soto Rosario y Manuel
Tomás García, a nombre y representación de Fabio García
Morales y Frutos del País, C. por A., en fecha 22 de diciem-
bre de 1977, contra sentencia de fecha 18 de noviembre de
1977, dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
dice así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado Fabio
García Morales, culpable de violar la Ley No. 241, en sus ar-
tículos 49 y 65 de la referida Ley, y en consecuencia se con-
dena a pagar RD$25.00 ( veinticinco pesos oro) de multa,
aplicando el principio del no cúmulo de penas y acogiendo
circunstancias atenuantes a su favor; Segundo: Se ordena
la suspensión de la licencia por él término de un (1) año que
para la conducción de vehículos de motor ampara el nom-
brado Fabio García Morales; Tercero: Se condena al nom-
brado Fabio García Morales, al pago de las costas penales;
Cuarto: Se declara buena y válida en cuanto a la forma la
constitución en parte civil hecha por el nombrado Domingo
Pérez Núñez, a través de los Dres. Francisco L. Chía
Troncoso y Heine Batista Arache, por ajustarse a la Ley;
Quinto: En cuanto al fondo de la referida constitución en
parte civil, se condena al nombrado Fabio García Morales,
en su calidad de conductor y a Frutos del País, C. por A., al
pago de una indemnización de RD$5,000.00 ( cinco mil pesos
oro) en favor del nombrado Domingo Pérez Núñez, como
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serie 3, por sí y por el Dr. HeMe N. Batista Arache, cédula
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General dela República;
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9788, serie 48, en fecha 28 de febrero de 1980, en represen-
tación de Fabio García Morales y la Compañía Frutos del
País, C. por A., en las cuales no se proponen ningún medio
de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 23
de febrero de 1980, suscrito por su abogado Dr. Luis Ran-
dolfo Castillo Mejía, en el que se propone el medio único de
casación que se indica más adelante;

vil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a ique con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la calle Hermanos
Pinzón esquina Oviedo de esta ciudad, el 17 de noviembre de
1976, en que resultó una persona muerta, la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó el 18 de noviembre de 1977, una sen-
tencia cuyo dispositivo aparece inserto en el de la ahora
impugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas in-
tervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite
como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos
de apelación interpuestos por el Dr. Luis R. Castillo Mejía,
a nombre y representación de Fabio García Morales, Fru-
tos del País, C. por A., y la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., (SEDOMCA), en fecha 2 de diciembre de
1977, po r los Dres. Guillermo Antonio Soto Rosario y Manuel
Tomás García, a nombre y representación de Fabio García
Morales y Frutos del País, C. por A., en fecha 22 de diciem-
bre de 1977, contra sentencia de fecha 18 de noviembre de
1977, dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
dice así: 'Falla : Primero: Se declara al nombrado Fabio
García Morales, culpable de violar la Ley No. 241, en sus ar-
tículos 49 y 65 de la referida Ley, y en consecuencia se con-
dena a pagar RD$25.00 ( veinticinco pesos oro) de multa,
aplicando el principio del no cúmulo de penas y acogiendo
circunstancias atenuantes a su favor; Segundo: Se ordena
la suspensión de la licencia por él término de un (1) año que
para la conducción de vehículos de motor ampara el nom-
brado Fabio García Morales; Tercero: Se condena al nom-
brado Fabio García Morales, al pago de las costas penales;
Cuarto: Se declara buena y válida en cuanto a la forma la
constitución en parte civil hecha por el nombrado Domingo
Pérez Núñez, a través de los Dres. Francisco L. Chía
Troncoso y Heine Batista Arache, por ajustarse a la Ley;
Quinto: En cuanto al fondo de la referida constitución en
parte civil, se condena al nombrado Fabio García Morales,
en su calidad de conductor y a Frutos del País, C. por A., al
pago de una indemnización de RD$5,000.00 ( cinco mil pesos
oro) en favor del nombrado Domingo Pérez Núñez, como
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Visto el escrito del interviniente suscrito por sus aboga-
dos, el 23 de febrero de 1980;

Visto el auto dictado en fecha 28 del mes de octubre del
corriente año 1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo de los recursos de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de! 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y , vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Ci-
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justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por él a consecuencia de la muerte de su
hijo Domingo Pérez Frías, en el accidente de que se trata,
así como también al pago de los intereses legales de la
suma acordada, a partir de la fecha de la demanda, hasta la
total ejecución de la sentencia, a título de indemnización
supletoria; Sexto: Se condena a los nombrados Fabio
García Morales y Frutos del País, C. por A., al pago de las
costas civiles, con distracción de las mismas en provecho
de los Dres. Francisco L. Chía Troncoso y Heine Batista
Arache, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad; Séptimo: Se declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutoria con todas sus consecuencias legales a
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., SE-
DOMCA), por ser ésta la entidad aseguradora del vehículo
marca Chevrolet, asegurado bajo póliza No. 32833, de
acuerdo con la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor'; SEGUNDO: En cuanto al fondo
pronuncia el defecto contra Fabio García Morales, por no
haber comparecido no obstante estar legalmente citado;
TERCERO: Confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida; CUARTO: Condena al prevenido Fabio García
Morales, al pago de las costas de la alzada y a Fabio García
Morales y Frutos del País, C. por A., al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho de los
Dres. Heine Batista Arache y Francisco L. Chía Troncoso,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; QUIN-
TO: Se declara la presente sentencia común y oponible a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en su con-
dición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
accidente";

Considerando, que los recurrentes en su memorial de
casación proponen contra la sentencia impugnada el medio
único: Violación del artículo 1315 del Código Civil.- Des-
naturalización de los hechos, testimonios y documentos de
la causa; falta de motivos, de prueba y de base legal, en
cuanto a las conclusiones de los recurrentes; -

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis: que según las
versiones de más del 80 por ciento de las personas que
depusieron en el juicio, declararon que por la calle Her-
manos Pinzón iban tres ciclistas apareados y uno de ellos
hizo algunos ademanes, lo que motivó que el joven diera un
zig zag de manera im prevista; que al encontrarse con una
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hilera de hoyos, perdió el control de su bicicleta y al caer
impactó uno de los tapa-bocinas delanteros de la camione-
ta: que el certificado médico especifica que el joven murió
"por trauma severo del cráneo; fractura conminuta de la
mandíbula", que si hubiera sido la camioneta quien le da al
ciclista en plena marcha, le impacta por un lateral, o por la
parte trasera y, como es lógico, tendría que presentar otro
tipo de golpes; que la Corte a-qua desnaturalizó tanto el
certificado médico legal•; que indica la ubicación de los
golpes experimentados, como la declaración de los testigos,
donde consta que éste hecho ocurrió porque el joven se
lanzó en zig zag y cayó encima de uno de los tapabocinas
delanteros de la camioneta y que eximen al prevenido Fa-
bio García Morales de toda responsabilidad penal y civil y
que por lo tanto la sentencia debe ser casada;

Considerando, que la Corte a-qua para declara que el
accidente se debió a las faltas cometidas por el recurrente
Fabio García Morales y fallar como lo hizo dio por es-
tablecido lo siguiente: a) que el 17 de noviembre de 1976 a
las 12 meridiano, ocurrió un choque en la intersección de las
calles Hermanos Pinzón y Oviedo, de Villa Consuelo de esta
ciudad, entre la camioneta placa No. 503-677 propiedad de la
empresa Frutos del País, C. por A., asegurado con la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., con Póliza No.
32833, conducida por el chofer Fabio García Morales que
transitaba de Norte a Sur por la calle Hermanos Pinzón y la
bicicleta sin placa conducida por su propietario el menor
Domingo Pérez Frías de 15 años de edad, hijo de Domingo
Pérez Núñez, que transitaba en dirección contraria por la
misma vía, el cual murió a consecuencia de los golpes y
'fracturas que recibió; b) que el accidente se debió a la falta
exclusiva del recurrente al conducir el vehículo de una
manera torpe. temeraria y descuidada, por una vía que es-
taba en mal estado, y a una velocidad excesiva de 40 kiló-
metros por hora, mayor de la que permite la Ley, lo que lo
obligó a desviarse a la izquierda chocando al ciclista que
transitaba normalmente a su derecha no realizando nin-
guna maniobra para evitar el impacto y defender a la víc-
tima, de acuerdo con su propia declaración y la de los tes-
tigos que depusieron en primer grado y en la alzada;

Considerando, que los alegatos de los recurrentes se re-
fieren a cuestiones de hechos que escapan a la censura de la
Corte de Casación, que por otra parte los Jueces del fondo
son soberanos en la apreciación de los testimonios que les
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hilera de hoyos, perdió el control de su bicicleta y al caer
impactó uno de los tapa-bocinas delanteros de la camione-
ta: que el certificado médico especifica que el joven murió
"por trauma severo del cráneo; fractura conminuta de la
mandíbula", que si hubiera sido la camioneta quien le da al
ciclista en plena marcha, le impacta por un lateral, o por la
parte trasera y, como es lógico, tendría que presentar otro
tipo de golpes; que la Corte a-qua desnaturalizó tanto el
certificado médico legar; que indica la ubicación de los
golpes experimentados, como la declaración de los testigos,
donde consta que éste hecho ocurrió porque el joven se
lanzó en zig zag y cayó encima de uno de los tapabocinas
delanteros de la camioneta y que eximen al prevenido Fa-
bio García Morales de toda responsabilidad penal y civil y
que por lo tanto la sentencia debe ser casada;

Considerando, que la Corte a-qua para declara que el
accidente se debió a las faltas cometidas por el recurrente
Fabio García Morales y fallar como lo hizo dio por es-
tablecido lo siguiente: a) que el 17 de noviembre de 1976 a
las 12 meridiano, ocurrió un choque en la intersección de las
calles Hermanos Pinzón y Oviedo, de Villa Consuelo de esta
ciudad, entre la camioneta placa No. 503-677 propiedad de la
empresa Frutos del País, C. por A., asegurado con la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., con Póliza No.
32833, conducida por el chofer Fabio García Morales que
transitaba de Norte a Sur por la calle Hermanos Pinzón y la
bicicleta sin placa conducida por su propietario el menor
Domingo Pérez Frías de 15 años de edad, hijo de Domingo
Pérez Núñez, que transitaba en dirección contraria por la
misma vía, el cual murió a consecuencia de los golpes y
'fracturas que recibió; b) que el accidente se debió a la falta
exclusiva del recurrente al conducir el vehículo de una
manera torpe. temeraria y descuidada, por una vía que es-
taba en mal estado, y a una velocidad excesiva de 40 kiló-
metros por hora, mayor de la que permite la Ley, lo que lo
obligó a desviarse a la izquierda chocando al ciclista que
transitaba normalmente a su derecha no realizando nin-
guna maniobra para evitar el impacto y defender a la víc-
tima, de acuerdo con su propia declaración y la de los tes-
tigos que depusieron en primer grado y en la alzada;

Considerando, que los alegatos de los recurrentes se re-
fieren a cuestiones de hechos que escapan a la censura de la
Corte de Casación, que por otra parte los Jueces del fondo
son soberanos en la apreciación de los testimonios que les
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son prestados y pueden escoger los que estimen más
verosímiles y sinceros, sin que por ello incurran en des-
naturalizac ión alguna; que además por lo expuesto y del
examen de la sentencia impugnada revela que ella contiene
una relación completa de los hechos de la causa y motivas
suficientes, pertinentes y congruentes que han permitido a
la Suprema Corte de Justicia, verificar que en la especie se
ha hecho una correcta aplicación de la Ley, por lo cual el
medio del recurso que se examina carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del preves lorecurrente el delito de haber causado
la muerte por imprudencia a una persona con la conducción
de un vehículo de motor, hecho previsto por el artículo 49 de
la Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y san-
cionado en el inciso primero de ese texto legal con las penas
de dos (2) a cinco (5) años de prisión y multa de quinientos
(RD$500.00) a dos mil ( RD$2,000.00) pesos, que al condenar
al prevenido Fabio García Morales a una multa de vein-
ticinco (RD$25.00) pesos, después de declararlo culpable
del delito puesto a su cargo y acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a
la Ley;	 •

Considerando, que asimismo la corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había ocasionado a la
persona constituida en parte civil Domingo Pérez Núñez,
padre de la víctima daños y perjuicios morales y ma-
teriales, cuyo monto evaluó en la suma de RD$5,000.00 con-
firmando la sentencia del Juez del Primer Grado, que lo
condenó además al pago de los intereses legales de la
misma, a título de indemnización complementaria en pro-
vecho de la parte civil constituida, que al condenar al pre-
venido, a la persona civilmente responsable Frutos del
País, C. por A., al pago de esas sumas y al hacer oponibles
dichas i ndemnizaciones a la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., la Corte a-qua hizo una	 correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada en cuanto concierne al prevenido
recurrente no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como in-
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tervinient e a Domingo. Pérez yúñez, en los recursos de

casación interpuestos por Fabio GarCía Morales, Frutos del
país, C. por A., y la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., contra la sentencia dictada por la Corte 	 de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correc-
cionales, el 13 de febrero de 1980, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo: SEGUNDO:
Rechaza dichos recursos; TERCERO: Condena a Fabio
García Morales al pago de las costas penales, y a éste y a
Frutos del País, C. por A., al pago de las costas civiles, y las
distrae en provecho de los Doctores Francisco L. Chía
Troncoso y HeMe N. Batista Arache, abogados del in-
terviniente, quienes afirman háberlas avaniaelo en su to-
talidad; y las declara oponibles a lá Coinpáñía Dominicana
de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcá-
cer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerqúe
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel
Jacobo, Secretario General. 	 •

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (Ir irmado) : Miguel Jacobo.
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por A., contra la sentencia dictada por	 la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correc-
cionales, el 13 de febrero de 1980, cuyo dispositivo se ha

copiado en parte anterior del presente fallo: SEGUNDO:

Rechaza dichos recursos; TERCERO: Condena a Fabio
García Morales al pago de las costas penales, y a éste y a
Frutos del País, C. por A., al pago de las costas civiles, y las
distrae en provecho de los Doctores Francisco L. Chía
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Jacobo, Secretario General.
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